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INTRODUCCIÓN 


1.  El  1 8  de  Mayo  de  1899  se  reunió  en  El  Haya, 
por  iniciativa  del  Emperador  de  Rusia,  la  primera 
Conferencia  de  la  Paz. 

Su  convocación  no  había  obedecido  al  propósito 
de  codificar  el  Derecho  internacional  público  y  so- 
meter al  arbitraje  las  diferencias  entre  los  Estados, 
sino  más  bien  al  deseo,  puramente  político,  de  redu- 
cir los  armamentos  en  Europa,  como  medio  de  obte- 
ner una  paz  generaL  Basta  leer,  para  estimarlo  así,  la 
primera  circular  del  Conde  de  Mouravieff,  Ministro 
de  Negocios  extranjeros  de  Rusia,  fechada  en  12/24 
de  Agosto  de  1898. 

Fué  bien  pronto  necesario  cambiar  la  dirección  im- 
presa á  los  trabajos  y  volver,  desde  el  campo  espi- 
noso de  la  política  y  de  la  fuerza,  al  terreno  más  se- 
guro y  más  asequible  del  Derecho  y  la  Justicia.  Una 
nueva  circular  rusa  de  30  de  Diciembre  de  1 898,  ó 
de  II  de  Enero  de  1^99,  para  los  países  de  calendario 
gregoriano,  desenvolvió  otro  programa  en  el  que 
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figuraban  casi  todas  las  cuestiones  á  que  hubo  de 
consagrarse  fructuosamente  la  Conferencia. 

2.  Se  reunieron  entonces  en  El  Haya  veintiséis 
naciones,  de  las  que  veinte  eran  europeas,  dos  ame- 
ricaaas  y  cuatro  asiáticas.  Huelga  la  enumeración  de 
las  de  Europa,  porque  no  faltaba  ninguna.  Las  de 
América  fueron  los  Estados  Unidos  y  Méjico.  El  Bra- 
sil, también  invitado,  se  abstuvo  de  concurrir.  Y  de 
Asia  estuvieron  representadas  la  China,  el  Japón, 
Per  si  a  y  Siam. 

No  fué,  por  lo  tanto,  la  primera  Conferencia  de  la 
Paz^  una  Asamblea  del  mundo.  Faltaba  casi  toda  la 
América  latina,  que  por  su  población,  por  su  cultu- 
ra»  por  sus  intereses  económicos  y  por  sus  propias 
relaciones  militares  y  políticas  con  el  antiguo  mundo, 
debía  haber  contribuido  al  éxito  de  los  fines  genero- 
sos que  la  Conferencia  perseguía. 

Se  debatió,  entre  algunas  de  las  Cancillerías  de  Eu- 
ropa, sobre  la  asistencia  de  un  representante  del 
Pontífice  Romano,  y  ante  las  dificultades  que  con  ese 
motivo  surgieron  y  cuyo  examen  no  es  aquí  oportu- 
no, se  desistió  de  invitarlo. 

3,  La  Conferencia  quedó  constituida  en  el  citado 
día  18  de  Mayo  de  1 899,  por  M.  de  Beaufort,  Minis- 
tro holandés  dé  Negocios  extranjeros,  presidiéndola 
el  Sr.  Staal,  primer  Delegado  ruso,  y  actuando  como 
Vicepresidente  el  Sr.  Karnebeek,  primer  Delegado 
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holandés.  Fué  subdividida  en  tres  Cotnisiones:  una 
para  el  desarme,  otra  para  la  reglamentación  del  de- 
recho de  la  guerra  y  otra  para  el  estudio  de  los  bue- 
nos oficios,  la  mediación  y  el  arbitraje. 

4.  El  trabajo,  difícil  y  enojoso,  de  la  primera  de 
esas  tres  Comisiones  no  llevó  más  que  al  deseo,  con- 
signado por  la  Conferencia,  de  que  los  Gobiernos, 
teniendo  en  cuenta  las  proposiciones  hechas,  estudia- 
ran la  posibilidad  de  un  acuerdo  relativo  á  la  limita- 
ción de  las  fuerzas  armadas  de  mar  y  tierra  y  de  los 
presupuestos  militares. 

Los  convenios  referentes  á  las  balas  explosivas  y  á 
los  proyectiles  lanzados  desde  el  aire,  aunque  acep- 
tados por  gran  número  de  potencias,  no  obJ;uvieron 
la  aprobación  unánime  que  era  de  apetecer. 

5.  Terminó  sus  tareas  la  Conferencia  el  29  de 
Julio  de  1899,  después  de  haberse  firmado  tres  con- 
venios y  tres  declaraciones.  Los  tres  convenios  se 
referían  á  la  regulación  pacífica  de  los  conflictos 
internacionales,  á  las  leyes  y  costumbres  de  la 
guerra  terrestre  y  á  la  adaptación  del  Convenio  de 
Ginebra  de  22  de  Agosto  de  1 864  á  la  guerra  ma- 
rítima. 

Las  declaraciones  se  concretaban  á  prohibir  el  lan- 
zamiento de  proyectiles  y  explosivos  desde  globos  ú 
otros  medios  nuevos  análogos  y  el  empleo  de  pro- 
yectiles que  tengan  por  único  objeto  esparcir  gases 
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asfixiantes  6  deletéreos,  y  el  de  balas  que  se  partan  6 
aplasten  fácilmente  en  er  cuerpo  humano. 

Todos  estos  convenios,  así  como  las  declaraciones, 
se  insertan  en  el  primer  apéndice  al  final  de  este  vo- 
lumen. Eso  permitirá  compararlos  con  los  acuerdos 
de  la  segunda  Conferencia,  á  que  el  presente  libro  se 
dedica,  y  conservar  reunidos  unos  y  otros. 

6.  Había  previsto  ya  la  primera  Conferencia  la 
necesidad  de  una  segunda,  y  algunos  de  sus  votos  se 
referían  á  los  trabajos  que  habían  de  hacerse  en  lo 
sucesivo. 

El  Presidente  y  el  primer  Delegado  ruso,  Sr.  Staal, 
dejó  en  El  Haya,  al  término  de  los  trabajos  de  la 
Conferencia,  17/29  de  Julio  de  1 899,  un  autógrafo 
que  dice:  «Attendons  la  moisson»,  «Esperemos  la 
cosecha». 

Durante  algún  tiempo  nuevas  y  graves  complica- 
ciones internacionales  detuvieron  el  esfuerzo  iniciado 
al  terminar  el  siglo  xix,  y  pudo  pensarse  qué  la  obra 
quedaría  definitivamente  interrumpida  y  abandonada. 

Pero  los  amigos  de  la  Paz  y  del  E>erecho  velaban 
por  ella,  y  al  reunirse  en  St.  Louis,  durante  el  mes 
de  Septiembre  de  1 904,  la  Conferencia  interparla- 
mentaria de  la  Paz,  se  solicitó  unánimemente  del 
Presidente  de  los  Estados  Unidos,  Sr.  Teodoro  Roo- 
sevelt,  que  invitara  á  todas  las  naciones  del  mundo 
para  continuar  los  trabajos  de  El  Haya. 

El  24  de  Septiembre  del  Citado  año  de  1 904  ofre- 
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ció  SU  importante  cooperación  para  esos  fines  el  Pre- 
sidente Roosevelt,  y  un  mes  más  tarde,  el  31  de  Oc- 
tubre, dirigió  el  Secretario,  Sr.  Hay,  una  circular  á 
las  potencias  exponiendo  los  deseos  del  Presidente 
y  solicitando  que  se  reuniera  en  El  Haya  una  nueva 
Conferencia. 

Terminada  la  guerra  ruso -japonesa,  el  ministro  de 
Rusia  en  Washington  hizo  saber  al  Presidente  Roose- 
velt  que  el  Emperador  de  Rusia  deseaba  convocar, 
con  su  beneplácito,  esa  segunda  Conferencia. 

7.  A  tal  efecto,  el  24  de  Marzo  y  6  de  Abril  de 
1906,  publicó  el  Gobierno  ruso  una  circular  que  dice 
así:  «Al  tomar  la  iniciativa  de  convocar  una  segunda 
Conferencia  de  la  Paz,  tiene  en  cuenta  el  Gobierno 
imperial  la  necesidad  de  dar  un  desenvolvimiento 
huevo  á  los  principios  humanitarios  que  sirvieron 
de  base  á  la  obra  de  la  gran  reunión  internacional 
de  1899. 

»Ha  creído  al  mismo  tiempo  que  procedía  ampliar 
lo  más  posible  el  número  de  Estados  que  tomaran 
parte  en  los  trabajos  de  la  Conferencia  proyectada, 
y  la  acogida  calurosa  que  tuvo  ese  llamamiento,  de- 
muestra hasta  qué  punto  es  actualmente  profundo  y 
general  el  sentimiento  de  la  solidaridad  en  la  aplica- 
ción de  las  ideas  que  persiguen  el  bien  de  la  humani- 
dad entera. 

»La  primera  Conferencia  se  disolvió  con  la  con- 
vicción de  que  su  tarea  había  de  ser  completada  ul- 
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teriormente,  por  efecto  del  progreso  regular  de  las 
luces  entre  los  pueblos  y  en  la  medida  de  los  resulta- 
dos de  la  experiencia  adquirida.  Su  creación  más  im- 
portante, el  Tribunal  internacional  de  Arbitraje,  es 
una  institución  ya  probada,  que  agrupa  en  aéréópa- 
go  para  el  bien  general  á  jurisconsultos  que  merecen 
universal  respeto.  Ha  podido  observarse  también 
hasta  qué  punto  son  beneficiosas,  para  la  solución  de 
dificultades  entre  los  Estados,  las  Comisiones  interna- 
cionales de  información. 

»Es  necesario,  no  obtante,  introducir  mejoras  en 
el  convenio  referente  al  arreglo  pacífico  de  las  dife- 
rencias internacionales.  A  virtud  de  arbitrajes  recien- 
tes, han  suscitado  los  jurisconsultos  reunidos  en  Tri- 
bunal ciertas  cuestiones  de  detalle  que  importa  decidir, 
dando  al  convenio  los  desenvolvimientos  necesarios. 
Parece  especialmente  apetecible  que  se  establezcan 
principios  fijos  en  cuanto  al  empleo  de  idiomas  en  la 
tramitación,  atendiendo  á  las  dificultades  que  po- 
drían surgir  en  lo  futuro,  á  medida  que  se  multipli- 
quen los  casos  de  jurisdicción  arbitral.  Habría  que  in- 
troducir también  ciertas  mejoras  en  el  funciona- 
miento de  las  Comisiones  internacionales  de  investi- 
gación. 

>Enlo  que  tocia  á  la  reglamentación  de  las  leyes  y 
Costumbres  de  la  guerra  terrestre,  es  necesario  com- 
pletar y  precisar  los  acuerdos  tomados  por  la  prime- 
ra Conferencia,  de  modo  que  toda  mala  inteligencia 
quede  evitada. 
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»En  cuanto  á  la  guerra  marítima,  respecto  de  la 
cual  difieren  en  ciertos  puntos  de  país  á  país  las  le- 
yes y  los  usos,  es  preciso  establecer  reglas  fijas  en  re- 
lación con  las  exigencias  del  derecho  de  los  belige- 
rantes y  de  los  intereses  de  los  neutrales. 

^Habría  que  elaborar  un  convenio  relativo  á  es- 
tas materias,  que  constituiría  una  de  las  partes  más 
notables  de  la  tarea  encomendada  á  la  próxima  Con- 
ferencia. 

:^Por  lo  tanto,  estimando  que  solo  debe  preceder- 
se actualmente  al  examen  de  las  cuestiones  que  se 
impongan  de  una  manera  particular,  como  surgidas 
de  la  experiencia  de  estos  últimos  años,  sin  tocar  á 
las  que  puedan  referirse  á  la  limitación  de  las  fuerzas 
militares  ó  navales,  el  Gobierno  imperial  propone, 
como  programa  de  la  reunión  en  proyecto,  los  pun- 
tos principales  siguientes: 

>L  Mejoras  que  deben  introducirse  en  las  dispo- 
siciones del  convenio  sobre  regulación  de  los  conflic- 
tos internacionales,  en  lo  que  toca  al  Tribunal  de  Ar- 
bitraje y  á  las  Comisiones  internacionales  de  investi- 
gación. 

»II.  Complementos  que  hay  que  agregar  á  las 
disposiciones  del  Convenio  de  1 899  relativos  á  las  le- 
yes y  costumbres  de  la  guerra  terrestre,  entre  los  que 
figuran  la  apertura  de  las  hostilidades,  los  derechos 
de  los  neutrales  en  tierra,  etc.  Declaraciones  de  1 899. 
Habiendo  terminado  una  de  ellas,  discutir  su  reno- 
vación. 
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»IIL  Elaboración  de  un  convenio  sobre  las  leyes 
y  los  usos  de  la  guerra  marítima,  que  se  refiera:  á  las 
operaciones  especiales  de  la  guerra  marítima,  como 
el  bombardeo  de  puertos,  ciudades  y  poblados  por 
una  fuerza  naval,  la  colocación  de  torpedos,  etc.;  á  la 
transformación  de  buques  de  comercio  en  buques  de 
guerra;  á  la  propiedad  privada  de  los  beligerantes  en 
el  mar;  al  plazo  de  favor  concedido  á  los  buques  mer- 
cantes para  dejar  los  puertos  neutrales  ó  los  del  ene- 
migo después  del  comienzo  de  las  hostilidades,  y  á 
los  derechos  y  deberes  de  los  neutrales  en  el  mar,  y 
entre  ellos,  las  cuestiones  de  contrabando,  el  régimen 
á  que  estarán  sometidos  los  buques  de  los  beligeran- 
tes en  puertos  neutrales  y  la  destrucción,  en  caso  de 
fuerza  mayor,  de  los  buques  mercantes  neutrales  que 
hayan  sido  apresados. 

»En  dicho  Convenio  se  incluirán  las  disposiciones 
relativas  á  la  guerra  terrestre  que  sean  igualmente 
aplicables  á  la  guerra  marítima. 

»IV,  Complemento  del  Convenio  de  1 899,  para 
adaptar  á  la  guerra  marítima  los  principios  del  Con- 
venio de  Ginebra  de  1 864. 

,  »De  la  propia  suerte  que  en  la  Conferencia  de 
1899,  queda  entendido  que  las  deliberaciones  de  la 
reunión  proyectada,  no  podrán  referirse  á  las  relacio- 
nes políticas  entre  los  Estados  ó  al  orden  de  cosas 
establecido  por  los  Tratados,  ni,  en  general,  á  cues- 
tiones que  no  entren  directamente  en  el  programa 
aceptado  por  los  Gobiernos. 
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»E1  Gobierno  imperial  quiere  notar  que  la  enuncia- 
ción de  este  programa  y  su  eventual  aceptación  por 
los  diferentes  Estados,  no  prejuzgan  evidentemente 
las  opiniones  que  puedan  formularse  en  la  Conferen- 
cia respecto  á  la  solución  de  las  cuestiones  sometidas 
á  debate.  Corresponderá  asimismo  á  la  reunión  pro- 
yectada la  determinación  del  orden  de  las  cuestiones 
que  hayan  de  tratarse  y  de  la  forma  que  han  de  re- 
vestir las  decisiones  tomadas,  según  que  se  estime 
preferible  incluir  algunas  de  ellas  en  nuevos  conve- 
nios ó  adicionarlas  á  los  convenios  existentes. 

>A1  fofmular  el  antedicho  programa,  ha  tenido  en 
cuenta  el  Grobierno  imperial,  en  la  medida  de  lo  posi- 
ble, los  deseos  expresados  en  la  primera  Conferencia 
de  la  Paz,  particularmente  en  lo  que  toca  á  los  dere- 
chos y  deberes  de  los  neutrales,  á  la  propiedad  pri- 
vada de  los  beligerantes  en  el  mar,  al  bombardeo  de 
puertos  y  ciudades,   etc.   Se  complace  en  esperar 

que  el  Gobierno  de ,  verá   en  el  conjunto  de  las 

cuestiones  propuestas  la  expresión  del  deseo  de 
acercarse  á  ese  ideal  elevado  de  justicia  internacio- 
naly  que  es  el  objetivo  constante  de  todo  el  mundo 
civilizado. 

»Por  orden  de  mi  Gobierno  tengo  el  honor  de  par- 
ticiparle lo  que  antecede,  agregando  que  la  época  en 
que  podría  reunirse  en  El  Haya  la  Conferencia  pro- 
yectada, podría  ser  la  segunda  mitad  de  Julio  próxi- 
mo, que  el  Gobierno  holandés  estima,  por  su  parte, 
como  la  fecha  más  oportuna.» 
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8.  La  Conferencia  Pan- America  na  de  Río  Janei- 
ro^  convocada  también  para  el  verano  de  IQOÓ»  obli- 
gó á  transferir  hasta  el  año  siguiente  la  reunión  pro- 
yectada en  El  Haya,  En  consecuencia  se  fij6j  como 
fecha  definitiva  el  1 5  de  Junio  de  I907,  no  sin  resol- 
ver previamente,  por  medio  de  notas  diplomáticas, 
la  cuestión  relativa  á  la  adhesión  1  los  convenios  de 
iSgg  de  los  Estados  que  fueron  invitados  á  la  segun- 
da Conferencia  y  que  no  habían  concurrido  á  Ja 
primera. 

9.  Una  nueva  circular  diplomática  de  Rusia  hizo 
saber j  en  el  mes  de  Abril  de  1 907,  que  todas  las  po^ 
tencias  á  las  cuales  el  Gobierno  imperial  había  comu- 
nicado el  programa  de  igo6,  le  daban  su  adhesión  en 
principio,  salvo  algunas  observaciones  que  vamos  á 
mencionar. 

El  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  se  reservó  la 
facultad  de  someter  á  la  segunda  Conferencia  dos 
cuestiones  complementarias,  la  de  reducción  ó  limi- 
tación de  armamentos  y  la  limitación  en  el  empleo 
de  la  fuerza  para  el  cobro  de  las  deudas  públicas 
usuales  que  provienen  de  contratos» 

El  Gobierno  español  expresó  su  deseo  de  discutir 
la  limitación  de  armamentos, 

Inglaterra  declaro  que  daba  gran  importancia  á 
que  la  cuestión  de  gastos  para  armamentos  fuera  dis- 
cutida, y  se  reservó  el  derecho  de  suscitarla,  así  como 
el  de  abstenerse  de  la  discusión  de  todo  asunto  men- 
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clonado  en  el  programa  ruso  que  no  creyera  que  con- 
ducía á  un  resultado  útil. 

El  Japón  estimó  que  ciertas  cuestiones  no  enume- 
radas especialmente  en  el  programa  pudieran  incluir- 
se con  provecho  entre  las  que  habían  de  examinarse, 
y  dejó  á  salvo  también  la  facultad  de  abstenerse  ó  de 

,  retirarse  de  toda  discusión  que  tomara,  ó  pareciera 

tomar  un  sesgo  que  no  contribuyera,  á  su  juicio,  á 
resultados  útiles. 

Observaciones  análogas  se  hicieron  por  los  Go- 
biernos alemán  y  austro -húngaro,  que  se  reservaron 
igualmente  el  derecho  de  abstenerse  eu  la  Conferen- 

I  cia  de  toda  discusión  que  no  tuviese  un  fin  práctico. 

•  Y  el  Gobierno  imperial  ruso,  por  su  parte^  se  cre- 

^  yó  en  el  deber  de  declarar  que  mantenía  su  progra- 

ma de  Abril  de  1906  para  las  deliberaciones  de  la 

¡  Conferencia,  sin  perjuicio  de  abstenerse  de  toda  con- 

;  troversia  que  no  le  pareciera  práctica. 

i  10.     Partiendo  de  las  declaraciones  que  acaban  de 

I  consignarse,  concurrieron  á  la  Conferencia,  mediante 

las  correspondientes  representaciones,  los  Estados 
que  á  continuación  se  expresan: 

De  Europa:  Alemania,  Austria-Hungría,  Bélgica, 
Bulgaria,  Dinamarca,  España,  Francia,  GranBretraña, 
Grecia,  Italia,  Luxemburgo,  Montenegro,  Noruega, 
Países  Bajos,  Portugal,  Rumania,  Rusia,  Servia,  Sue- 
cia,  Suiza  y  Turquía.  Total  21. 

De  América:  Los  Estados  Unidos  de  América,  la 

Tomo  primero  11 
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República  Argentina,  Bolivia,  los  Estados  Unidos  del 
Brasil,  Chile,  Colombia,  Cuba,  la  República  Domini- 
cana, el  Ecuador,  Guatemala,  Haití,  Honduras  (ad- 
mitida más  tarde),  los  Estados  Unidos  Mejicanos,  Ni- 
caragua, Panamá,  Paraguay,  Perú,  el  Salvador,  Uru- 
guay y  Venezuela.  Total  20. 

De  Asia:  China,  Japón,  Persia  y  Siam.  Total  4. 

Fueron,  pues,  45  las  naciones  del  mundo  que  se 
prepararon  á  tomar  parte  'en  la  segunda  Conferencia 
de  la  Paz. 

11.  A  ese  efecto  constituyeron  las  siguientes  De- 
legaciones: 

Alemania. 

Su  Exc.  el  Barón  Marschall  de  Bieberstein,  Emba- 
jador imperial  en  Constant inopia.  Ministro  de  Esta- 
do, primer  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  Kriege,  Enviado  imperial  en  misión  extraor- 
dinaria á  esta  Conferencia,  Consejero  íntimo  de  Le- 
gación y  Juris'^Dnsulto  del  Departamento  de  Negocios 
extranjeros,  segundo  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  Contraalmirante  Siegel,  Agregado  naval  á  la 
Embajada  imperial  de  París,  Delegado  de  Marina. 

El  Sr.  Mayor  General  de  Gündell,  Cuartelmaestre 
superior  del  Gran  Estado  Mayor  del  Ejército  Real  de 
Prusia,  Delegado  militar. 

El  Sr.  Zorn,  Consejero  íntimo  de  Justicia,  Profesor 
de  la  Facultad  de  Derecho  de  la  Universidad  de  Bonn 
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y  sindicó  de  la  Corona  Real  de  Prusia,  Delegado  cien- 
tífico. 

El  Sr.  Goppert,  Consejero  de  Legación  y  Conseje- 
ro auxiliar  del  Departamento  de  Negocios  extranje- 
ros, Delegado  auxiliar. 

El  Sr.  Rezmann,  Capitán-teniente  del  Estado  Ma- 
yor general  de  la  Marina,  Delegado  auxiliar  de  la 
Marina. 

El  Sr.  Trautmann,  Vicecónsul  en  el  Consulado 
general  del  imperio  alemán  en  San  Petersburgo,  Se- 
cretario de  la  Delegación. 

El  Sr.  Waldemar  de  Scheven,  Agregado,  Secreta- 
xio  de  la  Delegación  imperial  alemana. 

El  Sr.  De  Roon,  Teniente  del  primer  regimiento 
de  Dragones  de  la  Guardia,  adscrito  al  gran  Estado 
Mayor,  Attaché  á  la  persona  del  primer  Delegado. 

Estados  Unidos  de  América. 

Su  Exc.  el  Sr.  Joseph  H.  Choate,  Embajador,  De- 
legado plenipotenciario. 

Su  Exc.  el  Sr.  Horace  Porter,  Embajador,  Delega- 
do plenipotenciario. 

Su  Exc.  el  Sr.  IJria  M.  Rosse,  Embajador,  Dele- 
gado plenipotenciario. 

Su  Exc.  el  Sr.  David  Jayne  Hill,  Embajador  extra- 
ordinario y  Ministro  plenipotenciario  en  El  Haya, 
Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  General  de  Brigada  George  B.  Davis,  Minis- 
tro plenipotenciario,  Delegado  plenipotenciario. 
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El  Sr.  Contraalmirante  Charles  S.  Sperry,  Ministra 
plenipotenciario,  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  William  I.  Buchanan,  Ministro  plenipoten- 
ciarío,  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  James  Brown  Scott,  Jurisconsulto  del  Depar* 
tamento  de  Negocios  extranjeros,  Delegado  científico. 

El  Sr.  Charles  Henry  Butler,  Delegado  científico*. 

El  Sr.  William  M.  Malloy,  Secretario  del  Comité 
de  Negocios  extranjeros  del  Senado,  Secretario  ad- 
junto de  la  Delegación. 

El  Sr.  Chandler  Hale,  Secretario  de  la  Delegación. 
-  El  Sr.  A.  Bailly-Blanchard,  segundo  Secretario  de 
Embajada  en  París,  Secretario  auxiliar  de  la  Dele- 
gación. 

República  Argentina. 

Su  Exc.  el  Sr.  Roque  Sáenz  Peña,  ex-Ministro  de 
Negocios  extranjeros.  Enviado  extraordinario  y  Mi- 
nistro plenipotenciario  en  Roma,  Delegado  plenipo- 
tenciario. ^ 

El  Sr.  Luis  M.  Drago,  ex-Ministro  de  Negocios  ex- 
tranjeros. Diputado,  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  Carlos  Rodríguez  Larreta,  ex-Ministro  de 
Negocios  extranjeros,  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  General  Francisco  Reynolds,  Agregado  mi- 
litar en  Berlín,  Delegado  técnico. 

El  Sr.  Capitán  de  navio  Juan  A.  Martín,  ex-Minis- 
tro de  Marina,  Agregado  naval  en  Londres,  Agrega- 
do técnico. 
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El  Sr.  Rómulo  S,  Naón,  Profesor  de  Derecho  pú- 
blico, Diputado,  Secretario  de  la  Delegación. 

El  Sr.  Juan  Carlos  Cruz,  Profesor  de  Derecho  co- 
mercial, Secretario  de  la  Delegación. 

^  El  Sr.  Carlos  A.  Becú,  Secretario  de  Legación, 
Profesor  suplente  de  Derecho  internacional,  Secreta- 
rio de  la  Delegación. 

Austria-Hungría. 

Su  Exc.  el  Sr.  Gaétan  Mérey  de  Kapos-Mére, 
Consejero  íntimo  de  Su  Majestad  Imperial  y  Real 
Apostólica,  Embajador  extraordinario  y  plenipoten- 
ciario, primer  Delegado  plenipotenciario.    ♦ 

Su  Exc.  el  Barón  Charles  de  Macchio,  Enviado  ex- 
traordinario y  Ministro  plenipotenciario,  segundo  De- 
legado plenipotenciario. 

El  Sr.  Henry  Lammasch,  Profesor  de  la  Universi- 
dad de  Viena,  Consejero  Áulico,  Miembro  de  la  Cá- 
mara de  los  Sres.  Rerichsrath  Austríaco,  Miembro 
del  Tribunal  permanente  de  arbitraje,  Delegado  cien- 
tífico. 

El  Sr.  Antoine  Háus,  Contraalmirante,  Delegado 
naval. 

El  señor  Barón  Wladimir  Giese  de  Gieslingen, 
Mayor  General,  Plenipotenciario  militar  en  la  Emba- 
jada Imperial  y  Real  de  Constantinopla  y  en  la  Le- 
gación Imperial  y  Real  de  Atenas,  Delegado  militar. 

El  Sr.  Ch.  Othon  de  Weil,  Consejero  Áulico  y  mi- 
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nisterial  del  Ministerio  de  la  Casa  Imperial  y  Real  y 
de  Negocios  extranjeros,  Delegado. 

El  Sr.  Jules  Szilassy  de  Szilas  et  Pilis,  Consejero  de 
Legación,  Delegado. 

El  Sr.  Emile  Konek  de  Norwall,  Teniente  de  navio- 
de  primera  clase,  Secretario  del  Delegado  naval. 

El  Sr.  Egon  Berger  de  Waldenegg,  Agregado  al 
Ministerio  de  la  Casa  Imperial  y  Real  y  de  Negocios 
extranjeros,  Secretario  de  la  Delegación. 

Bélgica. 

Su  Exc.  el  Sr.  A.  Beernaert,  Ministro  del  Estado» 
Miembro  de  la  Cámara  de  Representantes,  Miembro 
del  Tribunal  permanente  de  Arbitraje,  Delegado  ple- 
nipotenciario. 

Su  Exc.  el  Sr.  J.  Van  den  Heuvel,  Ministro  del  Es- 
tado, ex-Ministro  de  Justicia,  Delegado  plenipoten- 
ciario. 

Su  Exc.  el  Barón  Guillaume,  Enviado  extraordina- 
rio y  Ministro  plenipotenciario  en  El  Haya,  Delegado 
plenipotenciario. 

El  Sr.  G.  Allart,  Consejero  de  Legación  en  El 
Haya,  Secretario  de  la  Delegación. 

Bolivia. 

Su  Exc.  el  Sr.  Claudio  Pinilla,  Ministro  de  Nego- 
cios extranjeros,  Delegado. 

Su  Exc.  el  Sr.  Fernando  E.  Guachalla,  Ministro 
plenipotenciario  en  Londres,  Delegado. 


INTRODUCCIÓN  XXI 

Bstados  Unidos  del  BrasiL 

Su  Exc.  el  Sr.  Ruy  Barbosa,  Embajador  extraordi- 
nario y  plenipotenciario,  Vicepresidente  del  Senado, 
Delegado. 

Su  Exc.  el  Sr.  Eduardo  F.  S.  Dossantos  Lisboa, 
Enviado  extraordinario  y  Ministro  plenipotenciario, 
Delegado. 

El  Sr.  Coronel  Roberto  Trompowsky  Leitao  de 
Almeida,  Agregado  militar  en  El  Haya,  Consejero 
técnico  de  la  Delegación. 

El  Sr.  Capitán  de  fragata  Tancredo  Burlamaqui  de 
Moura,  Consejero  técnico  de  la  Delegación. 

El  Sr.  Arthur  de  Carvalho  Moreira,  primer  Secre- 
tario de  Legación,  primer  Secretario  de  la  Delega- 
ción. 

El  Sr.  Carlos  Lemgruter  Kropf,  primer  Secretario 
de  Legación  en  El  Haya,  primer  Secretario  de  la  De- 
legación. 

El  Sr.  Rodrigo  Octavio  de  Langaard  Menezes, 
Profesor  de  Derecho  internacional  privado  en  la  Fa- 
cultad libre  de  Ciencias  Jurídicas  y  Sociales  de  Río 
Janeiro,  primer  Secretario  de  la  Delegación. 

El  Sr.  Abelardo  Rocas,  Secretario  de  Legación, 
segundo  Secretario  de  la  Delegación. 

El  Sr.  José  R.  Alves,  Secretario  de  Legación,  se- 
gundo Secretario  de  la  Delegación. 

El  Sr.  A.  Baptista  Pereira,  Secretario  de  Legación, 
segundo  Secretario  de  la  Delegación. 
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El  Sr.  Leopoldo  de  Magalhaes  Castro,  segundo  Se- 
cretario de  la  Delegación. 
•  El  Sr.  Fernando  Dobbert,  segundo  Secretario  de 

la  Delegación. 

Bulgaria. 

El  Sr.  General  Mayor  del  Estado  Mayor  Urban 
Vinaroff,  primer  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  Ivan  Karandjouloff,  Fiscal  del  Tribunal  de 
Casación,  segundo  Delegado  plenipotenciario. 

El  Capitán  de  fragata  S.  Dimitrieff,  Jefe  de  Estado 
Mayor  de  la  Flotilla  Búlgara,  Delegado. 

El  Sr.  M.  Miltcheff,  Jefe  de  la  Sección  del  Proto- 
colo en  el  Ministerio  de  Negocios  extranjeros.  Se- 
cretario de  la  Delegación. 

ChUe. 

Su  Exc.  el  Sr.  Domingo  Gana,  Enviado  extraordi- 
nario y  Ministro  plenipotenciario  en  Londres,  Dele- 
gado. 

.  Su  Exc.  el  Sr.  Augusto  Matte,  Enviado  extraordi- 
nario y  Ministro  plenipotenciario  en  Berlín,  Delegado. 
.  Su  Exc.  el  Sr.  Carlos  Concha,  ex-Ministro  de  la 
Guerra,  ex-Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados, 
ex-Enviado  extraordinario  y  Ministro  plenipotencia- 
rio en  Buenos  Aires,  Delegado. 

El  Sr,  L.  Aldunate,  Encargado  de  Negocios  de 
Chile  en  El  Haya,  adjunto  á  la  Delegación. 

El  Sr.  Felipe  Aninat,  segundo  Secretario  de  la  De- 
legación. 


^^^ 
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China. 

-  Su  Exc.  el  Sr.  Lou  Tseng-Tsiang,  Embajador  ex- 
traordinario, Delegado  plenipotenciario. 

Su  Exc.  el  Honorable  John  W,  Foster,  ex-Secreta- 
rio  de  Estado  del  Departamento  de  Negocios  ex- 
tranjeros de  los  Estados  Unidos  de  América,  Dele- 
gado plenipotenciario. 

Su  Exc.  el  Sr.  Tsien-Sun,  Enviado  extraordinario 
y  Ministro  plenijpotenciario,  Delegado  plenipoten- 
ciario. 

Su  Exc.  el  Coronel  W.  S.  I.  Tinge,  Jefe  de  la  Sec- 
ción de  Justicia  Militar  en  el  Ministerio  de  la  Guerra, 
Delegado  militar. 

:  El  Sr.  Tchang  Tching  Touñg,  Secretario  de  Lega- 
ción, Delegado  adjunto. 

El  Sr.  Tchao-Hi-Tciou,  ex-Secretario  déla  Misión 
y  de  la  Legación  imperial  de  China  en  París  y  en 
Roma,  Delegado  adjunto. 

El  Sr.  Sze  Chao-Tsang,  Secretario  de  la  Dele- 
gación. 

El  Sr,  Tcheng-Lo,  Secretariosde  la  Delegación. 

El  Sr.  Wang  Kuang-Ky,  Secretario  de  la  Dele- 
gación. 

El  Sr.  H.  Remsen  Whitehouse,  Secretario  de  la 
Ddegatíón. 

El  Sr.  John  Foster  DuIIqs,  Secretario  de  la  Dele-^ 
gación. 
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Colombia. 

El  Sr.  General  Jorge  Holguín,  Delegado  plenipo- 
tenciario. 

El  Sr.  Santiago  Pérez  Triana,  Delegado  plenipo- 
tenciario. 

Su  Exc.  el  General  M.  Vargas,  Enviado  extraordi- 
nario y  Ministro  plenipotenciario  en  París,  Delegado 
plenipotenciario. 

El  Sr.  Eduardo  Pérez  Triana,  primer  Secretario  de 
Legación  en  París,  Secretario  de  la  Delegación. 

Cuba. 

El  Sr.  Antonio  Sánchez  de  Bustamante,  Profesor 
de  Derecho  internacional  en  la  Universidad  de  la  Ha- 
bana y  Senador  de  la  República,  Delegado  plenipo- 
tenciario. 

Su  Exc.  el  Sr.  Gonzalo  de  Quesada  y  Aróstegui, 
Enviado  extraordinario  y  Ministro  plenipotenciario 
en  Washington,  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  Manuel  Sañguily,  ex-Director  del  Instituto 
de  segunda  enseñanza  de  la  Habana  y  Senador  de  la 
República,  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  Orestes  Ferrara,  Profesor  de  la  Facultad  de 
Derecho  de  la  Universidad  de  la  Habana,  primer  Se- 
cretario de  la  Delegación. 

El  Sr.  Fernando  Sánchez  de  Fuentes,  Profesor  de 
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Derecho  en  la  Universidad  de  la  Habana,  segundo 
Secretario  de  la  Delegación. 

El  Sr.  José  F.  Campillo,  Canciller  de  la  Legación 
de  Cuba  en  Washington,  Secretario  adjunto. 

Dinamarca. 

Su  Exc.  el  Sr.  C.  Brun,  Enviado  extraordinario  y 
Ministro  plenipotenciario  en  Washington,  primer  De- 
legado plenipotenciario. 

El  Sr.  Contraalmirante  C.  F.  Scheller,  segundo  De- 
legado plenipotenciario. 

El  Sr.  A,  Vedel,  Chambelán,  Jefe  de  Sección  en  el 
Ministerio  Real  de  Negocios  Extranjeros,  tercer  De- 
legado plenipotenciario. 

El  Sr.  H.  Zahle,  Gentilhombre  de  Cámara,  Secre- 
tario de  la  Delegación. 

República  Dominicana. 

El  Sr.  Francisco  Henríquez  y  Carvajal,  ex-Minis- 
tro  de  Negocios  extranjeros,  Delegado. 

El  Sr.  Apolinar  Tejera,  Rector  del  Instituto  Pro- 
fesional de  Santo  Domingo,  Delegado. 

El  Sr.  Tulio  M.  Cestero,  ex-Cónsul  general  de  la 
República  en  Hamburgo,  Secretario  de  la  Delega- 
ción. 

El  Sr.  Emilio  Tejera,  Cónsul  de  la  República  en  El 
Havre,  Secretario  de  la  Delegación.. 


XXVI  INTRODUCCIÓN 

Ecuador. 

Su  Exc.  el  Sr*  Víctor  Rendón,  Enviado  extraordi- 
nario y  Ministro  plenipotenciario  en  Madrid,  Dele- 
gado, 

El  Sr.  Enrique  Dorn  y  de  Alsuaj  Encargado  de' 
Negocios,  Delegado. 

España, 

Su  Exc.  W.  de  Villa^Urrutia,  Senador,  ex-Miniatro 
de  Negocios  extranjeros,  Embajador  extraordinario 
y  plenipotenciario  en  Londres,  primer  Delegado, 

Su  Exc*  el  Sn  José  de  la  Rica  y  Calvo»  Enviado 
extraordinario  y  Ministro  plenipotenciario  en  El 
Haya,  Delegado. 

El  Sr,  Gabriel  Maura  y  Gamaeo,  Conde  de  la  Mor- 
tera,  Diputado  á  Cortes ^  Delegado. 

El  Sr.  Coronel  de  Estado  Mayor  José  Jofre  Mon- 
tojo.  Delegado  adjunto  militar. 

El  Capitán  de  navio  Francisco  Chacón,  Delegado 
adjunto  naval. 

El  Sr.  R,  Spottorno,  Secretario  de  Embajada  de 
segunda  clase,  Secretario  de  la  Delegación, 

Francia. 

Su  Exc,  el  Sr.  Léon  Burgeois,  Embajador  extraor- 
dinario, Senador,.  ex-Presidente  del  Consejo  ex-Mi- 
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nistro  de  Negocios  extranjeros,  Miembro  del  Tribu- 
nal permanente  de  arbitraje,  Delegado,  primer  Pleni- 
potenciario. 

El  Sr.  Barón  D*Estournelles  de  Constant,  Senador, 
Ministro  plenipotenciario  de  primera  clase,  Miembro 
del  Tribunal  permanente  de  Arbitraje,  Delegado,  se- 
gundo Plenipotenciario. 

El  Sr.  Luis  Renault,  Profesor  de  la  Facultad  de 
Derecho  de  París,  Ministro  plenipotenciario  honora- 
rio, Jurisconsulto  del  Ministerio  de  Negocios  extran- 
jeros, Miembro  del  Instituto,  Miembro  del  Tribunal 
permanente  de  Arbitraje,  Delegado,  tercer  Plenipo* 
tendario. 

Su  Exc.  el  Sr.  Marcellin  Pellet,  Enviado  extraor- 
dinario y  Ministro  plenipotenciario  en  El  Haya,  De- 
legado, cuarto  Plenipotenciario. 

El  Sr.  General  de  división  Amourel,  Delegado  mi- 
litar. 

El  Sr.  Contraalmirante  Arago,  Delegado  de  la  Ma- 
rina. 

El  Sr.  Fromageot,  Abogado  del  Tribunal  de  Ape- 
lación de  París,  Delegado  técnico. 

El  Sr.  Teniente  Coronel  Siben,  Agregado  militar 
en  Bruselas  y  en  El  Haya,  segundo  Delegado  mi- 
litar. ^ 

El  Sr.  Capitán  de  navio  Lacaze,  segundo  Delegado 
técnico  del  Ministerio  de  Marina. 

El  Sr.  P.  Delvincourt,  Secretario  de  Embajada  de 
primera  clase.  Secretario  de  la  Delegación. 
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El  Sr.  A.  Ribot,  Secretario  de  Embajada  de  segun- 
da clase,  Secretario  de  la  Delegación. 

El  Sr.  M.  Jarousse  de  Sillac,  Secretario  de  Emba- 
jada de  segunda  clase,  Secretario  de  la  Delegación. 

El  Sr.  Barón  Clauzel,  Secretario  de  Embajada  de 
tercera  clase.  Secretario  de  la  Delegación. 

El  Sr.  Henry  Parisot,  Subjefe  de  la  Secretaría  del 
Ministerio  de  Negocios  extranjeros,  Secretario  ad- 
junto. 

Gran  Bretaña. 

Su  Exc.  el  Muy  Honorable  sir  Edward  Fry, 
G.  C.  B.,  Embajador  extraordinario,  Miembro  del 
Tribunal  permanente  de  Arbitraje,  Delegado  pleni- 
potenciario. 

Su  Exc.  el  Muy  Honorable  sir  Ernest  Satow, 
G.  C.  M.  G.,  Miembro  del  Tribunal  permanente  de 
Arbitraje,  Delegado  plenipotenciario. 

Su  Exc.  el  Muy  Honorable  Lord  Reay,  G.  C.  S.  I. 
G.  C.  I.  E.,  ex-Presidente  del  Instituto  de  Derecho 
Internacional,  Delegado  plenipotenciario. 

Su  Exc.  sir  Henry  Howard,  K.  C.  M.  G.  C.  B.,  En- 
viado extraordinario  y  Ministro  plenipotenciario  en 
El  Haya,  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  General  de  división  sir  Edmond  E.  EUes, 
G.  C.  S.  E.  K.  C.  B.,  Delegado  militar. 

El  Sr.  Capitán  de  navio  C.  L.  Ottley,  M.  V.  O., 
R.  N,  A.  D.  C,  Delegado  naval. 

El  Sr.  Eyre  Crowe,  Consejero  de  Embajada,  pri- 
mer Secretario  de  la  Delegación. 
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El  Sr.  Cecil  Hurst,  Consejero  de  Embajada,  Con- 
sejero legal  de  la  Delegación. 

El  Sr.  Teniente  Coronel  honorable  Henry  Yarde- 
Buller,  D.  S.  O.,  Agregado  militar  en  El  Haya. 

El  Sr.  Capitán  de  fragata,  J.  R.  Segrave,  R.  N. 

El  Sr.  Comandante  George  K.  Cockerrill,  Jefe  de 
Sección  en  el  Estado  Mayor  del  Ejército. 

El  Honorable  Charles  Tufton,  segundo  Secretario, 
Secretario  adjunto. 

El  Sr.  Joseph  Addison,  tercer  Secretario,  Secreta- 
rio adjunto. 

Grecia. 

Su  Exc.  el  Sr.  Cleon  Rizo  Ragambé,  Enviado  ex- 
traordinario y  Ministro  plenipotenciario  en  Berlín, 
primer  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  Georges  Streit,  Profesor  de  Derecho  inter- 
nacional en  la  Universidad  de  Atenas,  Miembro  del 
Tribunal  permanente  de  Arbitraje,  segundo  Delega- 
do plenipotenciario. 

El  Sr.  Coronel  de  Artillería  C.  Sapountzakys,  Jefe 
del  Estado  Mayor  general.  Delegado  técnico. 

El  Sr.  Nicolás  Theotoky,  Secretario  de  la  Lega- 
ción Real  en  Viena,  Secretario  de  la  Delegación. 

El  Sr.  A.  Diomede,  Profesor  auxiliar  de  la  Univer- 
sidad de  Atenas,  Agregado  á  la  Delegación. 

Guatemala. 

El  Sr.  José  Tibie  Machado,  Encargado  de  Nego- 
cios en  Londres,  Delegado  plenipotenciario. 
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El  Sr.  Enrique  Gómez  Carrillo,  Encargado  de  Ne-. 
gocios  a.  i.  en  Berlín,  Delegado  plenipotenciario* 
El  Sr.  V.  A.  Felaes,  Secretario  de  la  Delegación. 

Haití. 

Su  Exc.  el  Sr.  Dalbemar  Jean  Joseph,  Enviado  ex- 
traordinario y  Ministro  plenipotenciario  en  París,  De- 
legado. 

Su  Exc.  el  Sr.  Jacques  Léger,  Enviado  extraordi- 
nario y  Ministro  plenipotenciario  en  Washington, 
Delegado. 

El  Sr.  Fierre  Hudicourt,  Abogado  en  ejercicio  en 
Fort-au-Frince,  Delegado. 

El  Sr.  Auguste  Jean  Joseph,  Secretario  de  la  Le- 
gación de  Haití  en  Farís,  Secretario  de  la  Delegación. 

El  Sr.  Abel  Léger,  Agregado  de  la  Legación  de 
Haití  en  Farís,  Agregado  á  la  Delegación. 


Honduras. 


El  Sr.  Henry  Jalhay. 
El  Sr.  Fedor  Berns. 

Italia. 

Su  Exc.  el  Conde  Joseph  Tornielli  Brusati  di  Ver- 
gano,  Senador  del  Reino,  Embajador  de  Italia  en  Fa- 
rís, Miembro  del  Tribunal  permanente  de  Arbitraje, 
Fresidente  de  la  Delegación  italiana,  Flenipotenciario. 

Su  Exc.  el  Sr.  Guido  Fompili,  Diputado  al  Farla- 
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mentó,  Subsecretario  de  Estado  del  Ministerio  Real 
de  Negocios  extranjeros,  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  Guido  Fusinato,  Consejero  del  Estado,  Di- 
putado al  Parlamento,  ex-Ministro  de  Instrucción, 
Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  Marius  Nicolis  de  Robilant,  General  de  Bri- 
gada, Delegado  técnico. 

El  Sr.  Caballero  Francois  Castiglia,  Capitán  de  na- 
vio. Delegado  técnico. 

El  Sr.  Charles  Garbasso,  Secretario  de  segunda 
clase  de  la  Embajada  Real  en  París,  Secretario  de  la 
Delegación. 

El  Sr.  Luc  Orsini-Baroni,  Secretario  de  Legación 
de  segunda  clase.  Secretario  de  Su  Excelencia  el  Sub- 
secretario de  Estado  para  los  Negocios  extranjeros, 
Secretario  de  la  Delegación. 

El  Sr.  Arthur  Ricci-Busatti,  Secretario  de  primera 
clase  en  el  Ministerio  de  Negocios  extranjeros.  Se- 
cretario de  la  Delegación. 

El  Sr.  Vittorio  Cerruti,  Agregado  á  la  Legación 

Real  de  Italia  en  El  Haya,  Secretario  adjunto  de  la  De- 

l^adón  italiana. 

Japón. 

Su  Exc.  el  Sr.  Keiroku  Tsudzuki,  Embajador  ex- 
traordinario y  plenipotenciario,  primer  Delegado  ple- 
nipotenciario. 

Su  Exc.  Aimaro  Sato,  Enviado  extraordinario  y 
Ministro  plenipotenciario  en  El  Haya,  segundo  Dele- 
gado plenipotenciario. 

Tomo  primero.  in 
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El  Sn  Henry  Willard  Denison,  Jurisconsulto  del 
Ministerio  imperial  de  Neg^ocios  extranjeros,  Miem- 
bro del  Tribunal  permanente  de  Arbitraje,  Delegado 
técnico. 

El  Sr*  Mayor  General  Yoshifuru  Akiyama,  Inspec- 
tor de  Caballería,  Delegado  técnico. 

El  Sr*  Contraalmirante  Hayao  Shimamura,  Presiden- 
te de  la  Escuela  de  Marina  de  Etajima,  Delegado 
técnico. 

El  Sr,  Tetsukichi  Karachi,  Consejero  del  Ministe- 
rio imperial  de  Negocios  extranjeros,  Secretario  de 
la  Delegación. 

El  Sr,  Capitán  de  fragata,  Keizaburu  Moriyama, 
Agregado  naval  á  la  Embajada  imperial  en  París»  Se- 
cretario de  la  Delegación, 

El  Sr,  Shichita  Yatsuké,  primer  Secretario  de  la 
Embajada  imperial  de  París,  Secretario  de  la  Dele- 
gación. 

El  Sr.  Yasozo  Yoshimura,  Consejero  del  Ministe- 
rio imperial  de  la  Guerra,  Secretario  de  la  Dele- 
gación. 

El  Sr.  Tadao  Yamakwa,  Consejero  del  Ministerio 
imperial  de  Marina,  Secretario  de  la  Delegación. 

El  Sr.  Mayor  Tsuyoshi  Takatauka,  Secretario  de  la 
Delegación.  '    "  '  . 

El  Sr.  Harukazu  Nagaoka,  tercer  Secretario  de  la 
Legación  imperial  en  El  Haya,  Secretario  de  la  De- 
legación. 


d 
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Luxemborgo. 

Su  Exc.  el  Sr.  Eyschen,  Ministro  de  Estado,  Pre- 
sidente del  Gobierno  Gran-Ducal,  Delegado. 

El  Sr.  Conde  de  Villers,  Encargado  de  Negocios 
en  Berlín,  Delegado. 

Estados  Unidos  Mejicanos. 

Su  Exc.  el  Sr.  Gonzalo  A.  Esteva,  Enviado  ex- 
traordinario y  Ministro  plenipotenciario  en  Roma, 
primer  Delegado  plenipotenciario. 

Su  Exc.  el  Sr.  Sebastián  B.  de  Mier,  Enviado  ex- 
traordinario y  Ministro  plenipotenciario  en  París,  se- 
gundo Delegado  plenipotenciario. 

Su  Exc.  el  Sr.  Francisco  L.  de  la  Barra,  Enviado 
extraordinario  y  Ministro  plenipotenciario  en  Bruse- 
las y  en  El  Haya,  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  L.  S.  Carmona,  segundo  Secretario  de  Le- 
gación, Secretario  de  la  Delegación. 

Montenegro. 

Su  Exc.  el  Sr.  Nelidow,  Consejero  privado  actual, 
Embajador  de  Rusia  en  París,  Delegado. 

Su  Exc.  el  Sr.  de  Martens,  Consejero  privado, 
Miembro  permanente  del  Consejo  del  Ministerio  im- 
perial de  Negocios  extranjeros  de  Rusia,  Delegado. 

Su  Exc.  el  Sr.  Tcharikow,  Consejero  de  Estado 
actual.  Chambelán,  Enviado  extraordinario  y  Ministro 
plenipotenciario  de  Rusia  en  El  Haya,  Delegado. 
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Nicaragua. 

Su  Exc.  el  Sr.  Crisanto  Medina,  Enviado  extraor- 
dinario y  Ministro  plenipotenciario  en  París,  De- 
legado. 

Noruega. 

Su  Exc.  el  Sr.  Francis  Hagerup,  ex-Presidente  del 
Consejo,  ex-Profesor  de  Derecho,  Miembro  del  Tri- 
bunal permanente  de  Arbitraje,  Enviado  extraordi- 
nario y  Ministro  plenipotenciario  en  El  Haya  y  en 
Copenhague,  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  Joachim  Gireg,  Armador  y  Diputado,  Dele* 
gado  técnico. 

El  Sr.  Christian  Luos  Lange,  Secretario  del  Co- 
mité Nobel  del  Storting  Noruego,  Delegado  técnico. 

El  Sr.  Eldving  Blerh,  Secretario  del  Ministerio  de 
Negocios  extranjeros.  Secretario  de  la  Delegación. 

Panamá. 

El  Sr.  Belisario  Porras,  Delegado. 
El  Sr.  Ellery  Cory  Stowell,  Secretario  de  la  Dele- 
gación. 

Paraguay. 

Su  Exc.  el  Sr.  Eusebio  Machain,  Enviado  extraor- 
dinario y  Ministro  plenipotenciario  en  París,  De- 
legado. 
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Países  Bajos. 

El  Sr.  W.  H.  de  Beaufort,  ex-Ministro  de  Nego- 
cios extranjeros,  Miembro  de  la  segunda  Cámara  de 
los  Estados  generales,  Delegado  plenipotenciario. 

Su  Exc.  el  Sr.  T.  M.  C.  Asser,  Ministro  del  Esta- 
do, Miembro  del  Consejo  de  Estado,  Miembro  del 
Tribunal  permanente  de  Arbitraje,  Delegado  pleni- 
potenciario. 

Su  Exc.  el  Jonkheer  J.  C.  C.  Den  Beer  Portugael, 
Teniente  General  retirado,  ex-Ministro  de  la  Guerra, 
Miembro  del  Consejo  de  Estado,  Delegado  plenipo- 
tenciario. 

Su  Exc.  el  Jonkheer  J.  A.  Roel,  Ayuda  de  campo, 
Vicealmirante  retirado,  ex-Ministro  de  Marina,  De- 
legado plenipotenciario. 

El  Sr.  J.  A,  Loeíf,  ex-Ministro  de  Justicia,  Miem- 
bro de  la  segunda  Cámara  de  los  Estados  generales. 
Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  Jonkheer  W.  J.  M.  Van  Eysinga,  Jefe  de  la 
Dirección  política  en  el  Ministerio  de  Negocios  ex- 
tranjeros. Delegado  adjunto. 

El  Sr.  Jonkheer  H.  A.  Van  Karnebeek,  Gentil- 
hombre de  Cámara,  Subjefe  de  división  del  Ministe- 
rio de  las  Colonias,  Delegado  adjunto. 

El  Sr.  H.  L.  Van  Oorat,  Teniente  Coronel  de  Es- 
tado Mayor,  Profesor  de  la  Escuela  Superior  militar. 
Delegado  técnico. 
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El  Sr.  H,  G.  Surie,  Teniente  de  navio  de  primera 
ciase.  Delegado  técnico. 

Perú. 

Su  Exc,  el  Sr.  Carlos  G-  Candamo,  Enviado  ex- 
traordinario y  Ministro  plenipotenciario  en  París,  De- 
legado plenipotenciaria* 

El  Sr,  Gustavo  de  la  Fuente,  primer  Secretario  de 
Legación  en  París,  Delegado  adjunto. 

Persia, 

Su  Exc.  Samad  Khan  Montaz-es-SaJtaneh,  Envia- 
do extraordinario  y  Ministro  plenipotenciario  en  Pa- 
rís, Miembro  del  Tribunal  permanente  de  Arbitraje, 
Delegado,  primer  Plenipotenciario. 

Su  Exc.  Mirza  Ahmed  Khan  Sadig  Ul  Mulk,  En- 
viado  extraordinario  y  Ministro  plenipotenciario  en 
El  Haya,  Delegado, 

El  Sr.  A.  Oppenheim,  Cónsul  general  de  Persia^ 
Secretario  de  la  Delegación, 

El  Sr.  Mirza  Mahmoud  Khan,  Secretario  de  la  Le- 
gación en  El  Haya^  Secretario  de  la  Delegación, 

Emir  Khan  de  Beharlou,  Agregado  á  la  Legación 
de  París,  Agregado  á  la  Delegación. 

Abbas  Gouli  Khan,  Agregado  á  la  Delegación. 

Portugal. 

Su  Exc-  el  Marqués  de  So  ve  ral,  O^nsejero  de  Es- 
tado, eX'Ministro  de  Negocios  extranjeros,  Embaja- 
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dor  extraordinario  y  plenipotenciario,  Delegado  ple- 
nipotenciario. 

Su  Exc.  el  Conde  de  Sélir,  Enviado  extraordinario 
y  Ministro  plenipotenciario  en  El  Haya,  Delegado 
plenipotenciario. 

Su  Exc.  el  Sr.  Alberto  D'Oliveira,  Enviado  ex- 
traordinario y  Ministro  plenipotenciario  en  Berna, 
Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  Teniente  Coronel  de  Estado  Mayor  Thomas 
Antonio  García  Rosado,  Delegado  técnico. 

El  Sr.  Guilherme  Ivens  Ferraz,  Capitán-Teniente 
de  Marina,  Delegado  técnico. 

El  Sr.  F.  Quintella  de  Sampayo,  Secretario  de  la 
Delegación. 

El  Sr.  Carlos  Rangel  de  Sampaio,  Secretario  de  la 
Legación  de  Portugal  en  El  Haya,  Secretario  de  la 
Delegación. 

El  Sr.  Luis  Henriquez  de  Lancastre,  Agregado  á 
la  Delegación, 

Rumania. 

Su  Exc.  el  Sr.  Alexandre  Beldiman,  Enviado  ex- 
traordinario y  Ministro  plenipotenciario  en  Berlín, 
primer  Delegado. 

Su  Exc.  el  Sr.  Edgard  Mavrocordato,  Enviado  ex- 
traordinario y  Ministro  plenipotenciario  en  El  Haya, 
segundo  Delegado. 

El  Sr.  Capitán  Alexandre  Sturdza,  del  Gran  Estado 
Mayor,  Delegado  técnico. 
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El  Sr.  Michel  Boeresco,  segundo  Secretario  de  Le- 
gación en  Beriín,  Secretario  de  la  Delegación. 

Rusia. 

Su  Exc.  el  Sr.  Nedilow,  Consejero  privado  actual, 
Embajador  de  Rusia  en  París,  Delegado  plenipoten- 
ciario. 

Su  Exc.  el  Sr.  de  Martens,  Consejero  privado. 
Miembro  permanente  del  Consejo  del  Ministerio  im- 
perial de  Negocios  extranjeros.  Delegado  plenipo- 
tenciario. 

Su  Exc.  el  Sr.  Tcharikow,  Consejero  de  Estado  ac- 
tual. Chambelán,  Enviado  extraordinario  y  Ministro 
plenipotenciario  en  El  Haya,  Delegado  plenipoten- 
ciario. 

El  Sr.  Prozor,  Consejero  de  Estado  actual.  Cham- 
belán, Ministro  de  Rusia  en  Río  Janeiro,  Delegado 
técnico. 

El  Sr.  Mayor  General  Yermólo w.  Agregado  mili- 
tar en  Londres,  Delegado  técnico. 

El  Sr.  Coronel  Nichelson,  Agregado  militaren  Ber- 
lín, Delegado  técnico. 

El  Sr.  Capitán  de  navio  Behr,  Agregado  naval  en 
Londres,  Delegado  técnico. 

El  Sr.  Coronel  del  Almirantazgo  Ovtchinnikow, 
Profesor  de  Derecho  internacional  en  la  Academia 
de  Marina,  Delegado  técnico. 

El  Sr.  Consejero  de  Colegio  Barón  Nolde,  Profe- 
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SQf  extraordinario  de  Derecho  internacional  en  el 
Instituto  Politécnico  de  San  Petersburgo,  Jefe  de  sec- 
ción en  el  primer  Departamento  del  Ministerio  impe- 
rial de  Negocios  extranjeros,  Secretario  de  la  Dele- 
gación. 

El  Sr.  Consejero  Áulico  Mandelstamm,  segundo 
Drog^man  de  la  Embajada  de  Rusia  en  Constantino- 
pla,  Secretario  de  la  Delegación. 

El  Sr.  Asesor  de  Colegio  Basili,  Gentilhombre  de 
Cámara,  tercer  Secretario  de  la  CancilleHa  del  Mi- 
nisterio imperial  de  Negocios  extranjeros,  Secretario 
de  la  Delegación. 

El  Sr.  Consejero  honorario  Mouravieff,  Agregado 
á  la  Embajada  de  Rusia  en  PaHs,  Secretario  de  la 
Delegación. 

El  Sr.  Conde  Schowalow,  Gentilhombre  de  Cáma- 
ra, Consejero  honorario,  Agregado  al  primer  Depar- 
tamento del  Ministerio  imperial  de  Negocios  extran- 
jeros, Secretario  de  la  Delegación. 

El  Sr.  Capitán  Dimitri  Wonlarlarsky,  Agregado 
al  Estado  Mayor  general.  Secretario  de  la  Dele- 
gación. 

Salvador. 

El  Sr.  Pedro  J.  Matheu,  Encargado  de  Negocios  en 
París,  Delegado. 

El  Sr.  Santiago  Pérez  Triana,  Encargado  de  Ne- 
gocios en  Londres,  Delegado. 

El  Sr.  R.  M.  Merino,  Secretario  de  la  Delegación. 
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Serria. 

Su  Exc.  el  General  Sava  Grouttch,  Presidente  de! 
Consejo  de  Estado,  Delegado- 

Su  Exc,  el  Sn  Mi  lo  van  Milovanovitch,  Enviado 
extraordinario  y  Ministro  plempotenciario  en  Romai 
Delegado- 

Su  Exc  el  Sr.  Michel  Mílitchevitch,  Enviado  ex- 
traordinario y  Ministro  plenipotenciario  en  Londres* 

Si&m. 

El  Sr.  Mayor  General  Mon  Chatidej  Udom,  Dele- 
gado plenipotenciario. 

El  Sr.  Corrag^iont  D^OrelUj  Consejero  de  Legación 
en  París,  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sn  Capitán  Luang  Bhuwanarth  Narubal,  Dele- 
gado plenipotenciario, 

Snecia. 

Su  Exc.  Knut  Hjahnar  Leonard  de  Hammarskjold, 
Enviado  extraordinario  y  Ministro  plenipotenciario 
en  Copenhague,  ex-Ministro  de  Justicia,  Miembro  del 
Tribunal  perñíanente  de  Arbitraje,  primer  Delegado 
plempotenciario. 

El  Sr.  Johannes  Hellner,  ex-Ministro  sin  cartean, 
ex-Miembro  del  Tribunal  Supremo  de  Suecia,  Miem- 
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bro  del  Tribunal  permanente  de  Arbitraje,  segundo 
Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  Coronel  David  Hedengren,  Jefe  de  un  regi- 
miento de  Artillería,  Delegado  técnico. 

El  Sr.  Gustaf  de  Klint,  Capitán  de  fragata.  Jefe  del 
Estado  Mayor  de  la  Marina  Real,  Delegado  técnico. 

El  Sr.  Barón  C.  G.  Bonde,  primer  Secretario  del 
Ministerio  de  Negocios  extranjeros.  Secretario  de  la 
Delegación. 

Suiza. 

Su  Exc.  el  Sr.  Gastón  Carlin,  Enviado  extraordina- 
rio y  Ministro  plenipotenciario  en  Londres  y  en  El 
Haya,  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  Coronel  Eugene  Borel,  Profesor  de  la  Uni- 
versidad de  Ginebra,  Jefe  del  Estado  Mayor  del  ter- 
cer Cuerpo  de  Ejército,  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  Marx  Huber,  Profesor  de  Derecho  en  la 
Universidad  de  Zurich,  Delegado  plenipotenciario. 

El  Sr.  G.  Dü-Pasquier,  Secretario  de  la  Delega- 
ción. 

Turquía. 

Su  Exc.  Turkhan Pacha,  Embajador  extraordinario, 
Ministro  del  Evkaf,  primer  Delegado  plenipotenciario. 

Su  Exc.  Rechid  Bey,  Embajador  de  Turquía  en 
Roma,  Delegado  plenipotenciario. 

Su  Exc.  el  Vicealmirante  Mehemmed  Pacha,  Dele- 
gado plenipotenciario. 
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El  Sr,  Raif  Bey^  Consejero  legal  de  ia  Lista  civil, 
Delegado  adjunto. 

El  Sr,  Coronel  de  Estado  Mayor  Mehemmed  Saíd 
Bey,  Delegado  adjunto. 

El  Sr,  Mazhar  Bey,  Jete  de  Oñcina  en  el  Ministerio 
de  Negocios  extranjeros,  primer  Secretario  de  la  De- 
legación. 

El  Sr.  Nabí  Bey>  Consejero  de  Embajada  en  París, 
Secretario  de  la  Delegación. 

El  Sr.  Basri  Bey,  Subjefe  de  Oficina  en  el  Ministe- 
rio de  Negocios  extranjeros,  Secretario  de  la  Dele- 
gación. 

El  Sr.  Nihad  Bey,  Auxiliar  del  Jefe  de  Gabinete  del 
Ministerio  de  Negocios  extranjeros. 

Unigaay. 

El  Sr.  José  BatUe  y  Ordóñez,  ex-Presidcnte  de  la 
República,  primer  Delegado. 

Su  Exc<  eí  Sr.  Juan  P.  Castro,  ex-Presidente  del  Se- 
nado, Enviado  extraordinario  y  Ministro  plenipoten- 
ciario en  París,  Delegado. 

El  Sr.  Coronel  Sebastián  Buquet,  primer  Jefe  del 
regimiento  de  Artillería  de  Campaña,  Delegado  téc- 
nico. 

El  Sr.  Samuel  BUxen,  ex-Profesor  de  la  Universi- 
dad, Secretario  de  la  Cámara  de  Diputados^  Secreta- 
rio de  la  Delegación. 

El  Sr.  Pedro  Manini  RíoSj  Diputado,  Secretario  de 
la  Delegación* 
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Venezuela. 

El  Sr.  José  Gil  Fortoul,  Encargado  de  Negocios  en 
Berlín,  Delegado. 

El  Sr.  Laureano  Vallenilla  Lanz,  Secretario  de  la 
Delegación. 

12.  En  los  días  que  precedieron  á  la  apertura  de 
la  Conferencia,  reflejaron  los  periódicos  de  las  prime- 
ras capitales  del  mundo  cierta  inquietud  y  descon- 
fianza sobre  las  gestiones  de  algunas  potencias.  Se 
habló  de  proposiciones  extrañas  y  atrevidas,  así  en 
lo  político  como  en  lo  jurídico,  que  iban  á  formularse 
por  ciertas  Delegaciones,  y  se  dijo  que  más  de  una 
nación  llegaba  desencantada  ó  temerosa  á  esta  gran 
Asamblea  universal. 

La  opinión  pública  se  dividió  en  dos  tendencias 
bien  marcadas.  De  una  parte  aquellos  á  quienes  se- 
ducía el  título  pomposo  de  «Conferencia  de  la  Paz», 
que  soñaban  con  la  limitación  de  los  armamentos  ó 
con  el  desarme  general,  y  que  aspiraban  á  la  supre- 
sión de  la  guerra  y  al  establecimiento  de  un  régimen 
de  paz  inalterable  y  definitivo,  por  el  esfuerzo  casi 
milagroso  de  los  Delegados  que  iban  á  reunirse  en 
El  Haya. 

Otros,  más  prácticos  ó  menos  idealistas,  reducían 
la  tarea  de  la  segunda  Conferencia  á  una  simple  co- 
dificación de  los  principios  fundamentales  del  Dere- 
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cho  de  gentes,  que  diera  fuerza  de  ley  en  la  sociedad 
de  las  naciones  á  las  doctrinas  de  los  publicistas  más 
autorizados  y  á  los  acuerdos  siempre  respetables  del 
Insütuto  de  Derecho  internacional. 

Estas  dos  tendencias,  que  pudieran  calificarse, 
respectivamente,  como  política  y  como  jurídica,  lle- 
vaban á  los  unos  á  dar  por  fracasada  la  Conferen- 
cia si  de  ella  no  salía  un  período  histórico  de  paz 
perpetua,  y  obligaban  á  los  otros  á  suponer  que  toda 
iavasión  del  terreno  político  traía,  como  ineludible 
consecuencia,  el  atraso  más  evidente  en  los  esfuer- 
zos y  las  iniciativas  á  que  debieron  su  renombre  los 
autores  de  los  acuerdos  adoptados  en  la  primera  Con- 
ferencia. 

La  reunión  de  casi  todos  los  pueblos  de  tres  par- 
tes del  mundo  en  una  gran  Asamblea,  provocó  ade- 
más en  las  nacionalidades  que  se  creen  oprimidas  ó 
en  los  partidos  cuya  base  es  la  protesta  del  Gobier- 
no que  los  rige,  el  deseo  de  acudir  á  esta  segunda 
Conferencia  como  á  un  Tribunal-  Supremo  de  la  Co- 
munidad internacional,  para  que  escuchara  sus  que- 
jas, investigara  sus  títulos  y  decidiera  de  sus  preten- 
siones. 

Esto  último  quedaba  totalmente  fuera  del  progra- 
m  a  y  de  los  propósitos  de  la  Conferencia,  y  hubiera 
sido  en  sus  debates  un  elemento  inevitable  de  discor- 
dia y  una  causa  posible  de  guerra.  No  hay  nación 
que  venga  á  estas  reuniones  para  convertir  á  las  otras 
en  superiores  y  jueces,  ni  para  comparecer  como 
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acusada  por  grupos  de  población  ó  porciones  de  te- 
rritorio ante  un  Tribunal  del  mundo. 

En  cambio,  la  Conferencia  tenía  que  optar  entre  la 
nota  política  y  la  nota  jurídica  para  la  dirección  de 
sus  trabajos.  Había  de  tomar  uno  de  los  dos  caminos: 
el  de  la  limitación  de  los  armamentos  ó  el  de  la  co- 
dificación progresiva,  metódica  y  prudente  del  Dere- 
cho internacional. 

Para  apreciarlo  y  para  juzgar  de  los  resultados 
debe  exponerse  su  obra.  Y  á  esa  tarea  pasamos  en 
seguida,  dejando  la  calificación  y  el  juicio  para  el  ca- 
pítulo final. 
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Inauguración  j  organización 
de  la  Conferencia. 

13.  A  las  tres  déla  tarde  del  sábado  15  de  Junio 
de  1907  se  reunieron  en  la  Sala  de  los  Caballeros  de  la 
Residencia  Real  de  Holanda  los  Delegados  de  las  naciones 
convocadas  á  la  segunda  Conferencia  de  la  Paz. 

El  Ministro  de  Negocios  extranjeros  de  Holanda,  que 
abrió  la  sesión,  se  refirió  á  los  trabajos  de  la  primera  Con- 
ferencia para  afírmar  que  no  se  había  debilitado  la  corrien- 
te de  opinión  favorable  á  la  obra  de  la  Asamblea  de  1899, 
y  se  refirió  á  los  títulos  históricos  de  la  Sala  en  que  ahora 
se  reunían  los  Delegados,  construida  en  el  siglo  xiii  por 
Guillermo  11,  Conde  de  Holanda,  Rey  de  los  romanos. 

Propuso  después,  con  la  aprobación  de  la  Conferencia, 
que  se  enviara  un  saludo  telegráfico  al  Emperador  de  Ru- 
sia, iniciador  de  estas  reuniones^  y  que  se  defiriera  la  Pre- 
sidencia al  Embajador  de  esta  última  potencia  en  París, 
el  Sr.  Nelidow. 

14.  Tomó  inmediatamente  posesión  de  su  cargo  el  pri- 
mer Delegado  ruso  y  pronunció  una  alocución,  cuyo  prin- 
cipio se  limita  á  dar  las  gracias  por  su  elección  para  ese 
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alto  cargo;  á  proponer  para  la  Presidencia  de  Honor  al  se- 
ñor Van  Tets  van  Goudriaan,  Ministro  de  Negocios  ex- 
tranjeros de  los  Países  Bajos,  y  para  la  Vicepresidencia 
al  Sr.  de  Beaufort,  primer  Delegado  de  Holanda,  y  á  soli- 
citar autorización  de  la  Conferencia  para  transmitir  á  Su 
Majestad  la  Reina  de  los  Países  Bajos  un  telegrama  de  gra- 
cias y  reconocimiento. 

Añadió  después  las  palabras  que  vamos  á  copiar,  porque 
marcan  el  espíritu  con  que  el  Imperio  ruso  inauguraba  la 
segunda  Conferencia  de  la  Paz,  y  contienen  alguna  frase 
que  hemos  de  comentar  brevemente.  He  aquí  los  párrafos 
de  ese  discurso  á  que  acabamos  de  aludir: 

«Al  asumir  las  funciones  que  acabáis  de  confiarme,  no 
me  parece  necesario  recordar,  después  de  las  palabras  elo- 
cuentes pronunciadas  por  el  señor  Ministro  de  Negocios 
extranjeros  de  los  Países  Bajos,  cuáles  son  los  anteceden- 
tes de  esta  segunda  Conferencia,  y  qué  parte  ha  tenido  en 
su  convocación  el  Jefe  eminente  de  la  gran  Confederación 
norteamericana,  cuyas  aspiraciones  generosas  se  inspiran 
siempre  en  los  más  nobles  sentimientos  de  justicia  y  de 
humanidad. 

2>A1  ver  reunidos  aquí  en  una  sola  Asamblea  los  repre- 
sentantes de  la  casi  totalidad  de  los  Estados  constituidos, 
no  puedo  sustraerme  á  una  viva  y  profunda  emoción.  Es 
la  primera  ocasión  en  que  tal  cosa  sucede  y  los  Gobiernos 
se  han  dejado  dominar  por  una  idea  de  paz,  al  enviar  aquí 
de. todos  los  lugares  del  globo  los  hombres  más  eminentes 
de  cada  país,  para  discutir  en  común  los  intereses  más  ca- 
ros á  la  humanidad,  los  de  la  conciliación  y  los  de  la  jus- 
ticia. Dejadme  tomarlo  como  un  augurio  venturoso  para 
la  marcha  de  nuestros  trabajos,  y  expresar  mi  esperanza 
de  que  los  sentimientos  de  concordia  que  han  animado  á 
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los  Gobiernos,  reinen  también  entre  sus  representantes  y 
contribuyan  al  éxito  de  nuestras  tareas. 

lEsta  obra,  sefíores,  tal  como  resulta  del  programa 
de  la  Conferencia,  aceptado  por  todos  los  Gobiernos,  se 
compone  de  dos  partes.  Hay  que  buscar  los  medios  de  re- 
solver amistosamente  las  diferencias  que  puedan  surgir  en-* 
tre  los  Estados  y  de  prevenir  así  rupturas  y  conflictos  mili- 
tares. Y  si  la  guerra  surge,  es  necesario  tratar  de  dismi- 
nuir sus  males,  así  para  los  combatientes  como  para  aque- 
llos á  quienes  pueda  afectar  de  un  modo  indirecto.  Los  dos 
problemas  han  podido  parecer  algunas  veces  incompati- 
bles. Cuando  un  profesor,  el  Dr.  Lieber,  durante  la  guerra 
de  secesión  americana,  formuló  un  proyecto  de  instruccio- 
nes para  los  comandantes  de  las  tropas  que  ocuparan  un 
territorio  enemigo  y  para  las  autoridades  locales  del  terri- 
torio ocupado,  con  el  propósito  de  disminuir  respecto  de 
unos  y  otros  las  dificultades  y  las  cargas  de  esa  situación 
anormal,  oí  expresar  la  opinión  de  que  era  un  error  abso- 
luto el  intento  de  suavizar  los  horrores  de  la  guerra.  Para 
.  que  las  guerras  sean  cortas  y  poco  frecuentes,  me  decían, 
es  preciso  que  los  pueblos  sientan  todo  su  peso,  á  fín  de 
que  traten  de  concluirlas  pronto  y  de  no  recomenzarlas. 
Esta  opinión,  señores,  me  parece  absolutamente  equivoca- 
da. Los  horrores  de  las  luchas  antiguas  y  de  las  guerras 
medioevales  no  disminuyeron  su  duración  ni  su  frecuencia, 
al  paso  que  las  mejoras  aportadas  durante  la  segunda  mi- 
tad del  siglo  pasado  al  régimen  de  las  contiendas  armadas 
y  á  la  suerte  de  los  prisioneros  y  de  los  heridos,  y  toda  esa 
serie  de  medidas  con  que  se  honra  la  primera  Conferencia 
de  la  Paz  y  que  deben  completarse  por  los  trabajos  que 
ahora  se  inauguran,  no  han  contribuido  en  manera  alguna 
á  desenvolver  el  gusto  de  la  guerra,  si  no  han  fomentado 
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más  bien  en  todo  el  mundo  culto  un  sentimiento  de  frater- 
nidad internacional  y  han  creado  una  corriente  pacíñca 
que  se  revela  en  las  manifestaciones  de  simpatía  con  que 
la  opinión  pública  acogió  y  espero  que  scompañe  nuestros 
trabajos.  Tenemos  que  perseverar,  bajo  ese  aspecto,  en  el 
camino  que  abrieron  nuestros  predecesores  de  1899. 

>En  cuanto  á  la  otra  parte  de  nuestra  tarea,  que  se  re- 
ñcre  á  los  medios  de  prevenir  y  evitar  los  conñíctos  entre 
los  Estados^  parece  inútil  insistir  en  los  servicios  que  las 
instituciones  y  las  disposiciones  emanadas  de  la  primera 
Conferencia,  han  prestado  ya  á  la  causa  de  la  paz  y  del 
derecho.  Se  ha  expresado  la  opinión  de  que  las  diferencias 
resueltas  después  de  la  primera  Conferencia  de  la  Paz^  no 
ejccedían  en  importancia  á  lo  que  pudiera  llamarse  casos 
de  justicia  municipal  en  las  relaciones  internacionales.  Pero 
los  jueces  municipales,  señores,  prestan  servicios  señala- 
dos al  orden  y  á  la  tranquilidad  pública.  Resuelven  amis^ 
10 sámenle  las  contiendas  privadas  y  contribuyen  á  mante- 
ner un  estado  de  calma  entre  los  individuos,  suprimiendo 
los  motivos  pequeños  de  irritación  que,  acumulados,  pro- 
ducen con  frecuencia  grandes  hostilidades.  Lo  mismo  su- 
cede entre  Us  naciones.  Previniendo  las  dificultades  insig- 
nificantes en  sus  relaciones,  se  prepara  el  terreno  para  la 
conciliación  cuando  entran  en  juego  grandes  intereses.  £1 
reconocimiento  solemne  del  principio  del  arbitraje,  ha  crea- 
do ya  entre  los  diversos  Estados  una  tendencia  á  utilizarlo 
para  regular  litigios  sobre  materias  cuyos  límites  tienden 
auna  extensión  incesante.  Desde  1S99  se  han  concertado, 
entre  diferentes  potencias,  33  convenios  de  arbitraje.  Más 
todavía;  cuatro  casos  graves  y  complicados  que  pudieron 
crear  un  estado  de  irritación  entre  las  potencias,  Kan  sido 
sometidos  al  Tribunal  de  Arbitraje  de  El  Haya,  y  la  Co- 
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misión  de  información  surgida  del  Acta  de  1899  tuvo  que 
ocuparse,  como  todos  saben,  de  un  caso  extraordinaria- 
mente serio,  que  hubiera  podido  tener,  sin  su  afortunada 
intervención,  las  más  peligrosas  consecuencias. 

^Podernos  ver,  señores,  con  respeto,  los  resultados  del 
esfuerzo  de  nuestros  predecesores  en  El  Haya.  Deben  ser- 
virnos de  estímulo  para  perseverar  en  la  obra  ya  realizada  y 
para  darle  mayor  desenvolvimiento.  Todos  los  amigos  de 
la  civilización  miran  con  simpático  interés  los  progresos 
de  las  instituciones  internacionales  surgidas  de  la  primera 
Conferencia  de  la  Paz,  y  un  ciudadano  generoso  de  los  Es- 
tados Unidos  ha  llegado  hasta  donar  una  fortuna  para  edi  - 
fícar  aquí  un  palacio  suntuoso  en  que  tengan  esas  institu- 
ciones su  asiento  permanente.  A  nosotros  nos  toca  hacer- 
las dignas  de  ese  acto  de  munificencia  y  de  ese  modo  ofre- 
ceremos también  al  Sr.  Carnegie  el  testimonio  de  nuestra 
gratitud. 

»No  seamos,  sin  embargo,  demasiado  ambiciosos.  No  ol- 
videmos que  nuestros  medios  de  acción  son  limitados,  y 
que  las  naciones  son  seres  vivos  como  los  individuos  que 
las  componen,  con  las  mismas  pasiones,  los  mismos  anhe- 
los, los  propios  desfallecimientos  é  iguales  entusiasmos.  Si 
los  órganos  judiciales  en  la  vida  diaria,  á  pesar  de  lo  seve- 
ro de  las  sanciones  que  aplican,  no  logran  impedir  las  dispu- 
tas, las  riñas  y  las  violencias  entre  los  individuos,  otro 
tanto  debe  suceder  con  las  naciones  aunque  hayan  de  dis- 
minuir efectivamente  esos  casos  los  progresos  de  la  conci- 
liación y  la  dulcificación  progresiva  de  las  costumbres.  Re- 
cordemos especialmente,  señores,  que  hay  toda  una  serie 
de  cuestiones  en  que  el  honor,  la  dignidad  y  los  intereses 
esenciales  están  comprometidos,  así  para  los  individuos 
como  para  las  naciones,  y  en  que  no  querrán  reconocer 
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jamás  los  unos  y  las  otras,  sean  las  que  fueren  las  conse- 
cuencias, otra  autoridad  que  la  de  su  propio  juicio  y  la  de 
su  convicción  personal. 

»Pero  que  esto  no  nos  desaliente  para  soñar  con  los 
ideales  de  una  paz  universal  y  de  una  fraternidad  de  los 
pueblos,  que  no  son,  en  realidad,  sino  aspiraciones  natu-^ 
rales  y  superiores  del  alma  humana.  La  condición  esencial 
de  todo  progreso  es  la  presunción  de  un  ideal  á  que  se 
tiende  siempre  sin  obtenerlo  nunca.  Cuando  el  fín  tangible 
se  logra,  el  entusiasmo  se  detiene,  porque  el  progreso  de 
toda  empresa  necesita  el  estímulo  constante  de  la  aspira- 
ción á  un  objeto  más  alto.  Excelsior  es  la  divisa  del  pro- 
greso. Comencemos,  pues,  valientemente  la  obra,  buscan- 
do, para  que  ilumine  nuestra  marcha,  la  estrella  luminosa 
de  la  paz  y  de  la  justicia  universales,  á  que  no  llegaremos 
nunca,  pero  que  debe  guiarnos  siempre  para  el  bien  huma- 
no. Porque  cuanto  podamos  hacer,  dentro  de  los  límites 
modestos  de  nuestros  medios  de  acción,  en  favor  de  los 
individuos  para  aliviarlos  de  las  cargas  de  la  guerra,  y  en 
favor  de  los  Estados  para  evitarles  esos  conflictos,  consti- 
tuirá, en  beneficio  de  los  Gobiernos  que  representamos, 
otros  tantos  títulos  que  habremos  adquiridos  para  ellos  al 
reconocimiento  de  la  humanidad.! 

15,  Este  discurso,  por  más  de  un  concepto  notable,  re- 
veló desde  luego  que  el  primer  Delegado  ruso,  Presidente 
de  la  segunda  Conferencia,  no  esperaba  otra  cosa  que  al- 
gunos adelantos  en  el  arbitraje  y  en  las  comisiones  de  in- 
formación, en  cuanto  al  Derecho  internacional  de  la  paz,  y 
las  mejoras  posibles  en  el  Derecho  de  la  guerra,  como  re  - 
sultado  de  las  tareas  que  iban  á  emprendei-se.  Nada  de  des- 
arme ó  de  limitación  de  armamentos,  ni  principio  nuevo 
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alguno,  fecundo  y  luminoso,  que  marcara  un  paso  de  gi- 
gante en  los  avances  de  la  comunidad  internacionaU 

Para  el  Derecho  de  la  guerra  no  tienen  las  mejoras  po- 
sibles límite  ni  obstáculo  alguno  en  las  palabras  del  señor 
Nelidow»  Antes  bien,  parece  estar  sinceramente  convenci- 
do de  que  la  reglamentación  internacional  es  un  freno  y 
nunca  un  estímulo  de  las  contiendas  armadas  entre  los 
pueblos.  Pero  la  necesidad  de  la  guerra  se  afírma  clara  y 
decididamente  en  su  discurso.  Si  hay  problemas  y  momen- 
tos en  c[ue  las  naciones  no  pueden  admitir  otro  juez  que  su 
propio  criterio,  ni  otra  supremacía  que  la  de  su  propia  y 
decisiva  voluntad,  no  hay  que  encariñarse  con  la  paz  per- 
petua ni  con  la  aplicación  general  del  arbitraje  obligatorio. 

En  los  últimos  párrafos  que  hemos  transcrito,  se  suce- 
den en  antítesis  perfecta  las  ideas  de  esperanza  y  de  des- 
aliento respecto  al  problema  y  al  movimiento  pacifista,  y 
aunque  el  discurso  concluye  con  un  himno  al  progreso  y 
á  la  justicia  universal,  se  destaca,  sobre  todo,  por  lo  firme 
y  por  lo  enérgica,  la  afirmación  de  que  el  honor,  la  digni- 
dad y  los  intereses  esenciales  de  los  individuos  y  de  las 
naciones,  no  pueden  dejarse  nunca  al  arbitrio  de  un  terce- 
ro. La  imposición  de  la  realidad  histórica  y  contemporánea 
pesa  más,  cuando  ese  discurso  se  lee,  que  las  esperanzas 
suaves  y  contemporizadoras  de  grandes  éxitos  futuros 
para  la  justicia  internacional. 

Es  cierto  que  la  segunda  Conferencia  de  El  Haya  tenía 
que  ser  como  la  primera,  no  un  Congreso  de  idealistas  ge- 
nerosos, sino  una  reunión  de  hombres  de  Estado,  que  pu- 
sieran, sobre  todo,  los  intereses  vitales  y  los  derechos  in- 
discutibles de  sus  respectivas  naciones.  Un  lenguaje  dife- 
rente, sin  las  reservas  prudentísimas  del  primer  Delegado 
ruso,  hubiera  sido  impropio  de  esa  gran  Asamblea.  Los 
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trabajos  por  ella  realizados,  y  que  en  este  volumen  se  ex- 
ponen y  juzgan,  lo  comprueban  de  sobra. 

16.  En  la  propia  sesión  inaugural,  y  á  propuesta  del 
Presidente,  quedó  organizada  la  Secretaría,  nombrándose 
como  Secretario  general  al  Sr.  W.  Doude  Van  Troostwijk, 
Ministro  residente  de  Holanda,  y  como  Secretario  general 
de  redacción  al  Sr.  Prozor,  Delegado  técnico  de  Rusia. 

Fueron  designados  asimismo  numerosos  Secretarios  au- 
xiliares, peritos  en  el  idioma  francés  ó  capacitados,  por  sus 
conocimientos  de  diversas  lenguas,  para  servir  adecuada- 
mente de  intermediarios  á  todas  las  naciones  representadas 
en  la  Conferencia. 

17.  La  segunda  sesión  en  pleno,  que  había  de  tener  asi 
mismo  por  objeto  principal  la  organización  de  la  Conferen- 
cia, se  celebró  cuatro  días  después,  el  19  de  Junio  de  1907. 
Después  de  dar  cuenta  el  Presidente  de  los  telegramas  con 
que  la  Reina  de  Holanda  y  el  Emperador  de  Rusia  contes- 
taban al  saludo  de  la  Conferencia,  y  de  hacer  constar  que 
había  sido  ñrmada  la  adhesión  á  las  Actas  de  1899  por 
todos  los  Estados,  que  entonces  no  concurrieron  y  que 
ahora  habían  sido  invitados,  se  pasó  á  la  lectura,  discusión 
y  aprobación  del  Reglamento  á  que  habían  de  ajustarse  los 
trabajos. 

Entre  sus  disposiciones  figura  el  nombramiento  de  di- 
versas Comisiones  para  estudiar  los  puntos  comprendidos 
en  el  programa,  la  facultad  de  cada  Comisión  para  dividir- 
se á  su  vez  en  Subcomisiones,  y  el  acuerdo  de  designar 
un  Comité  de  redacción  para  coordinar  los  acuerdos  que 
se  votaran  y  prepararlos  definitivamente. 

En  otro  orden  se  decidió  que  cada  Delegación  no  dis- 
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pondría  más  que  de  un  voto,  y  que  las  votaciones  serían 
nominales,  siguiéndose  al  efectuarlas  el  orden  alfabético 
de  las  potencias  representadas.  En  el  proyecto  se  estable- 
cía que  la  Delegación  de  un  Estado  podría  hacerse  repre- 
sentar por  la  de  otro;  por  esta  autorización  quedó  supri- 
mida en  virtud  de  observaciones  de  la  Delegación  británi- 
ca, que  apoyó  la  de  Alemania. 

En  cuanto  al  idioma,  se  aceptó,  como  lengua  oñcial,  el 
francés  para  las  deliberaciones  y  las  actas,  consignándose^ 
no  obstante,  que  los  discursos  pronunciados  en  otra  lengua 
serían  objeto  de  un  resumen  oral  en  francés,  por  obra  de 
la  Secretaría  general,  de  acuerdo  con  el  orador.  Y  el  Pre- 
sidente, dado  el  número  considerable  de  Delegados  y  para 
evitar  que  las  deliberaciones  se  prolongaran  más  allá  de 
cierto  límite,  propuso,  entre  los  aplausos  de  la  Asamblea, 
que  los  oradores  se  comprometieran  á  no  hablar  más  de 
diez  minutos  cada  vez. 

£1  punto  relativo  á  la  publicidad  de  las  sesiones,  que 
había  sido  objeto  de  debates  en  la  Prensa  europea  y  que 
motivó  no  pocas  quejas  durante  la  Conferencia  de  1899, 
quedó  resuelto  por  el  art.  10  del  Reglamento  aludido  en 
los  términos  que  siguen:  cEl  público  podrá  ser  admitido  á 
las  sesiones  en  pleno  de  la  Conferencia.  Para  este  efecto 
se  distríbuirán  entradas  por  la  Secretaría  general,  con  la 
autorización  del  Presidente.  La  Mesa  puede  decidir  en  cada 
caso  que  no  sean  públicas  determinadas  sesiones.» 

£1  Presidente  expuso  además  que  era  necesario  dar  al 
público  noticias  exactas  y  auténticas  de  los  trabajos  de  la 
Conferencia.  A  este  efecto,  la  Secretaría  tendría  á  su  cargo 
la  redacción  de  boletines  para  comunicar  á  la  Prensa. 
Agregó  que,  si  bien  la  admisión  de  esta  última  sería  con- 
traria al  precedente  de  1899  y  á  las  prácticas  universal- 
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mente  establecidas  para  las  reuniones  diplomáticas,  como 
el  art.  ic  del  Reglamento  admite  al  público  á  las  sesiones 
en  pleno,  se  reservaría  cierto  número  de  entradas  á  la  tri- 
buna para  los  representantes  de  la  Prensa. 

18.  Se  tomó  después  el  acuerdo  de  dividir  las  tareas 
de  la  Conferencia  en  cuatro  Comisiones  que  habían  de  te- 
ner los  objetos  que  siguen: 

La  primera  Comisión  se  ocuparía  de  las  mejoras  posi- 
bles en  el  Convenio  relativo  al  arreglo  pacífico  de  los  con- 
flictos internacionales  y  de  la  organización  de  un  Tribunal 
internacional  de  presas.  Esta  última  cuestión  no  figuraba 
en  el  programa  de  la  Conferencia;  pero  los  Delegados  de 
Alemania  y  de  Inglaterra  anunciaron  en  la  segunda  sesión 
en  pleno,  celebrada  el  19  de  Junio  de  1907,  que  estaban 
encargados,  por  sus  respectivos  Gobiernos,  de  presentar 
proposiciones  sobre  ese  extremo. 

A  la  segunda  Comisión  le  tocó  ocuparse  de  las  mejoras 
en  el  régimen  de  las  leyes  y  costumbres  de  la  guerra  te- 
rrestre, de  las  declaraciones  de  1899  sobre  el  mismo  asun- 
to, de  los  derechos  y  obligaciones  de  los  neutrales  en  tie- 
rra y  del  comienzo  de  las  hostilidades. 

Se  sometieron  á  la  tercera  Comisión  los  siguientes  pun- 
tos: bombardeo  de  puertos,  ciudades  y  poblados  por  una 
fuerza  naval;  colocación  de  torpedos  y  minas  submarinas; 
régimen  á  que  deben  sujetarse  los  buques  de  los  beligeran- 
tes en  puertos  neutrales,  y  adiciones  necesarias  en  el  Con- 
venio de  1899  que  adaptó  á  la  guerra  marítima  los  princi- 
pios del  Convenio  de  Ginebra  de  1864,  revisado  en  1906. 

Por  último,  tuvo  á  su  cargo  la  cuarta  Comisión  el  estu- 
dio de  la  transformación  de  los  buques  mercantes  en  bu- 
ques de  guerra,  la  propiedad  privada  en  el  mar,  el  término 
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de  favor,  el  contrabando  de  guerra,  el  bloqueo,  la  destruc- 
ción por  fuerza  mayor  de  las  presas  neutrales,  y  la  deter- 
minación de  las  disposiciones  relativas  á  la  guerra  terres  • 
tre  que  fueran  igualmente  aplicables  á  la  guerra  marítima. 
Las  tres  primeras  Comisiones  se  dividieron,  á  su  vez,  en 
dos  Subcomisiones  cada  una.  La  segunda  Subcomisión 
de  la  primera  Comisión  quedó  encargada  de  la  jurisdic- 
ción en  materia  de  presas,  y  la  otra  del  resto  de  la  tarea 
que  le  había  sido  atribuida.  Cada  una  de  las  Subcomisio- 
nes de  la  segunda  Comisión  hubo  de  ocuparse  de  dos  de  las 
cuestiones  á  ésta  correspondientes  en  el  orden  en  que  las 
hemos  expuesto.  Y  otro  tanto  sucedió  con  la  tercera  Co- 
misión, en  que  la  primera  Subcomisión  se  dedicó  al  bom- 
bardeo por  una  fuerza  naval  y  la  colocación  de  minas  sub- 
marinas, conñándose  á  la  segunda  Subcomisión  la  tarea 
restante. 

19.  En  la  segunda  sesión  general  de  la  Conferencia  y 
eki  las  sesiones  de  las  respectivas  Comisiones  y  Subcomisio- 
nes, fueron  organizadas  sus  Mesas  de  la  manera  siguiente: 

Tuvo  la  primera  Comisión  por  Presidentes  de  Honor  á  los 
Sres.  Gaetan  Merey  de  Kapos-Mere,  Ruy  Barbosa  y  Edward 
Fry;  por  Presidente  efectivo  al  Sr.  Léon  Bourgeois,  y  por 
Vicepresidentes  á  los  Sres.  Kriege,  Cleon  Rizo  Rangabé, 
Guido  Pompili  y  Gonzalo  A,  Esteva. 

Su  primera  Subcomisión,  bajo  la  Presidencia  del  propio 
Sr.  Bourgeois,  nombró  como  Presidente  adjunto  al  señor 
Guido  Fusinato,  como  Secretario  al  Barón  D' Estournelles 
de  Constant,  y  como  Ponente  al  Barón  Guillaume. 

En  cuanto  á  la  segunda  Subcomisión,  también  presidida 
por  el  Sr.  Bourgeois,  desempeñaron  las  funciones  de  Presi- 
dente adjunto  y  Secretario,  respectivamente,  los  Sres.  Henry 
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Lammasch  y  Gabriel  Maura  y  Gamazo,  Conde  de  la  Mor- 
tera. 

Como  Presidentes  de  Honor  de  la  segunda  Comisión  ñgu- 
raron  los  Sres,  Barón  Marschall  de  Bieberstein^  Horado 
Porter  y  Marqués  de  Soveral,  Fué  su  Presidente  efectivo 
el  Sr.  A.  Beernaerl  y  Presidente  adjunto  el  Sr.  T.  M,  C. 
Asser^  actuando  como  Vicepresidentes  los  Sres.  C  Brun , 
Samad  Khan  Montases  Saltanéj  Alejandre  Beldicnan  y  Gas- 
tón Carlin. 

Su  primera  Subcomisión,  presidida  por  el  propio  señor 
Beernaert,  tuvo  como  Ponente  al  Mayor  general  Barón 
Wladimir  Giesl  de  Gieslingen,  y  la  segunda  Subcomisión^ 
bajo  la  Presideficia  del  Sr,  Asser,  escogió  por  Secretario  al 
Sr,  Eug^ne  BoreU 

En  la  mesa  de  la  tercera  Comisión,  cuyo  Presidente  efec- 
tivo fué  el  Conde  Joseph  Tornielli  Brusati  di  Vergano,  figu- 
raron como  Presidentes  de  Honor  los  Sres.  Joseph  R  CKoate, 
LoW'Taen-Tsiang,  Turkan  Pacha,  y  en  concepto  de  Vice- 
presidentes los  Sres.  Luis  M.  Dra^o,  Domingo  Gana,  el  Ba- 
rón D^Estournelles  de  Constanl  y  el  Sr  Knut  HgalmarLeo- 
nard  de  HammarskjalJ. 

De  su  primera  Subcomisión,  presidida  por  el  Sr.  Francis 
Hagerup,  fué  Secretario  el  Sr,  Van  den  Heuvel,  y  Ponente  el 
Sr.  Jorge  Streít,  La  segunda  Subcomisión,  cuya  Presiden- 
cia se  reservó  el  Conde  Tornielli ,  tuvo  por  Secretario  af 
Contraalmirante  Síegel^  y  como  Ponente  al  Sr,  Luis  Renault. 

Y  la  cuarta  Comisión,  cuya  Presidencia  efectiva  estuvo  á 
cargo  del  Sr.  Martens,  tenía  por  Presidentes  de  Honor  álos 
Sres.  Vílla-Urrutía  y  Keiroku  Tsudzuki;  por  Vicepresiden- 
tes á  los  Sres.  Henry  Lammasch,  Ernest  Satow,  F.  Hage- 
rup  y  Milovan  Milovanovjch,  y  por  Secretario  al  Sr.  Fro- 
mageot< 
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Los  Delegados  á  la  Conferencia  se  dividieron  entre  las 
Comisiones  y  Subcomisiones,  inscribiéndose  en  tan  gran 
número  en  todas  ellas,  que  algunn  llegó  á  contar  más  de 
cien.  Y  los  debates  se  siguieron  con  tanto  interés  que,  aún 
los  Delegados  no  inscritos,  especialmente  en  una  Subcomi- 
sión, concurrían  diariamente  á  las  sesiones.  Á  este  ñn  se 
organizó  el  trabajo  de  modo  que  nunca  estuviera  reunida 
al  mismo  tiempo  sino  una  Comisión  ó  Subcomisión. 

20.  Para  exponer  metódicamente  los  debates  y  los  resul- 
tados de  esta  segunda  Conferencia  de  la  Paz,  no  es  posible 
seguir  el  orden  mismo  de  las  Comisiones  y  Subcomisiones. 
La  división  de  las  cuestiones  ó  materias  compr^didas  en 
el  programa  se  hizo  más  bien  desde  el  punto  de  vista  de  la  fa- 
cilidad y  tiempo  para  el  trabajo  que  del  método  científíco. 
Basta  para  comprobarlo  tener  en  cuenta  que  las  Comisio- 
nes tercera  y  cuarta  se  ocuparon  de  problemas  de  Derecho 
marítimo  en  tiempo  de  guerra,  muy  ligados  entre  sí. 

Es  preferible  que  adoptemos  el  orden  propio  de  una  expo* 
sición  doctrinaL  Hay  dos  cuestiones,  una  más  política  que 
jurídica,  pero  ambas  de  carácter  general,  el  desarme  y  el  co- 
bro coercitivo  de  deudas  públicas,  que  requieren  un  examen 
previo  para  que  no  entorpezcan  y  diñculten  luego  la  exposi  • 
ción  ordenada  de  los  trabajos  de  codiñcación  del  Derecho 
internacional  público  que  discutió  ó  realizó  la  Conferencia. 

Aparte  de  estos  dos  puntos  en  que  nos  detendremos 
previamente,  las  tareas  de  las  sesiones  de  £1  Haya  en  1907 
se  refieren  separadamente  al  Derecho  de  la  paz  y  al  de  la 
guerra.  Sobre  el  primero,  debemos  estudiar  sucesivamente 
las  Comisiones  de  investigación,  el  arbitraje  facultativo  y 
el  obligatorio,  los  Tribunales  de  arbitramento  y  el  procedi- 
miento arbitral. 
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El  Derecho  de  guerra  fué  objeto  de  medidas  generales , 
aplicables  á  todas  sus  especies,  y  de  reglas  particulares  para 
la  terrestre  y  la  marítima,  Al  primero  de  estos  grupos  co- 
rresponden los  acuerdos  sobre  apertura  de  hostilidades  y 
sobre  Ja  exención  de  sus  consecuencias  inmediatas  repre- 
sentada para  los  buques  por  el  plazo  de  favor. 

La  guerra  terrestre  motivó  el  estudio  de  las  mejoras  po' 
sibles  en  el  Reglamento  de  1899  sobre  sus  costumbres  y 
usos  y  de  la  Declaración  del  mismo  año  sobre  los  explosi- 
vos arrojados  de  lo  alto  desde  globos  6  medios  análogos 
nuevos. 

En  cuanto  á  la  guerra  marítima^  se  trato  de  las  disposi- 
ciones admitidas  para  la  terrestre  que  pudieran  serle  apli^ 
cables,  de  la  colocación  de  torpedos  y  minas,  de  la  trans- 
formación de  los  barcos  mercantes  en  buques  de  guerra, 
del  bloqueo,  del  bombardeo  de  puertos  y  localidades  inde- 
fersas,  de  la  aplicación  del  Convenio  de  Ginebra  á  la  gue- 
rra marítima,  de  la  propiedad  privada  enemiga  en  el  mar, 
de  los  buques  enemigos  exentos  de  captura  y  de  la  tripula- 
ción de  los  capturados.  Esta  serie  de  materias  abraza  los 
medios  de  ataque  y  defensa  entre  los  combatientes  y  de  las 
relaciones  de  los  beligerantes  con  la  propiedad  y  la  pobla- 
ción pacíñca  del  adversario. 

Como  la  guerra  no  se  limita  ¿  los  que  luchan,  sino  crea 
inmediatamente  el  concepto  jurídico  de  la  neutralidad,  la 
Conferencia  hubo  de  ocuparse  también  detenidamente  de 
los  Estados  y  los  individuos  neutrales.  Por  eso,  terminado 
el  estudio  de  las  cuestiones  que  en  el  párrafo  anterior  se 
mencionan^  pasaremos  á  ocuparnos  ante  todo  de  los  dere- 
chos y  deberes  de  los  Estados  neutrales  en  la  guerra  terres- 
tre y  en  la  guerra  marítima»  y  examinaremos  después  la 
obra  de  la  Conferencia^  en  relación  con  los  individuos  neu- 
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trales  en  territorio  beligerante  ú  ocupado  y  con  la  propie- 
dad é  intereses  de  los  mismos  en  cuanto  al  contrabando  de 
guerra ,  la  destrucción  de  presas  neutrales  y  la  inmunidad 
postal. 

Cerrará  esta  parte  de  la  obra  de  la  Conferencia  sobre  el 
Derecho  de  guerra  en  sus  diferentes  formas  y  ramifícaciones, 
la  exposición  y  juicio  de  los  trabajos  y  acuerdos  sobre  el 
Tribunal  internacional  de  presas,  que  afecta  é  importa  en 
grado  análogo  á  los  beligerantes  y  á  los  neutrales. 

Esa  nos  parece  la  oportunidad  adecuada  para  referirnos 
á  la  decisión  tomada  en  una  sesión  plena ,  á  ñn  de  que  se 
convoque  oportunamente  á  una  tercera  Conferencia,  que 
mantenga,  desarrolle  y  perfeccione  el  esfuerzo  y  las  con- 
quistas de  las  anteriores. 

Con  algunos  detalles  de  interés  sobre  la  sesión  de  clau- 
sura y  el  acta  ñnal  quedaría  terminado  el  presente  vo- 
lumen, si  no  hubiéramos  creído  indispensable  practicar  en 
el  último  capítulo  una  especie  de  balance  sobre  los  resulta- 
dos de  la  segunda  Conferencia  y  exponer  al  lector  el  juicio 
que  nos  merece. . 

Cuatro  apéndices  completan  este  libro.  Los  dos  primeros 
reproducen  los  Convenios  de  Ginebra  de  1864  y  1906  sobre 
enfermos  y  heridos  en  la  guerra  terrestre,  que  se  han  adap- 
tado á  la  marítima  por  las  Conferencias  de  El  Haya.  Y  los 
otros  dos  comprenden,  respectivamente,  los  acuerdos  y  De- 
claraciones de  las  Conferencias  de  1899  y  1907. 

Tal  es  el  plan  de  esta  obra,  escrita  á  medida  de  las  deli- 
beraciones de  la  segunda  Conferencia,  y  que  persigue  como 
único  y  modesto  objeto  la  difusión  del  conocimiento  de 
la  misión  civilizadora  y  humanitaria  que  han  perseguido 
las  naciones  en  esas  dos  grandes  Asambleas. 


CAPITULO  II 


La  limitación  de  los  armamentos. 

2K  Uno  de  los  temas  de  más  importancia  política,  pero 
d€  menos  interés  jurídico,  que  trató  la  Conferencia,  fué  el 
relativo  á  limitar  los  presupuestos  militares  y  Jas  fuerzas  ar- 
madas de  las  principales  naciones.  En  eso  estaba  la  génesis 
de  estas  reuniones  mundiales,  que  han  tomado  después  tan 
diferente  camino^  y  ahí  puede  encontrarse  el  origen  mismo 
del  nombre  que  les  dio  la  opinión  y  que  ellas  aceptaron  tal 
vez  precipitadamente:  Conferencias  de  Ja  Paz, 

22.  Cuando  el  Conde  de  MouraviefT  lanzó  por  vez  pri- 
mera^  en  virtud  de  un  rescripto  del  Zar  Nicolás  II  ^  la  idea 
de  convocar  un  gran  número  de  naciones,  se  fijó  particular- 
mente en  el  problema  económico  y  político  de  las  fuerzas 
militares. 

Su  famosa  circular  del  12/24  de  Agosto  de  iSqS,  que 
hemos  citado  en  la  Introducción ,  decía  lo  siguiente:  «El 
mantenimiento  de  la  paz  general  y  una  reducción  posible 
de  los  armamentos  excesivos  que  pesan  sobre  todas  las  na- 
ciones, constituyen  en  la  situación  actual  del  mundo  entero, 
como  el  ideal  á  que  deben  tender  los  esfuerzos  de  todos  los 
Gobiernos.  Las  miras  humanitarias  y  magnánimas  de  Su 
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Majestad  el  Emperador,  mi  Augusto  Soberano,  le  están  en- 
teramente dedicadas,  en  la  convicción  de  que  ese  íki  eleva- 
do responde  á  los  intereses  esenciales  y  á  los  deseos  legíti- 
mos de  todas  las  potencias.  £1  Gobierno  Imperial  cree  qu^ 
el  momento  presente  sería  muy  favorable  para  la  investiga- 
ción, por  medio  de  una  discusión  internacional,  de  los  me- 
dios que  aseguren  con  más  eñcacia  á  todos  los  pueblos  los 
beneficios  de  una  paz  real  y  duradera,  y  para  poner  fín  ante 
todo  al  desenvolvimiento  progresivo  de  los  armamentos  ac- 
tuales. Durante  los  últimos  veinte  años,  las  aspiraciones  de 
una  pacificación  general  se  han  afirmado  particularmente 
en  la  conciencia  de  las  naciones  civilizadas.  La  conserva- 
ción de  la  paz  se  ha  planteado  como  el  fín  de  la  política 
internacional;  en  su  nombre  han  celebrado  los  grandes  Es- 
tados alianzas  poderosas,  y  para  garantizarla  mejor  han 
aumentado  sus  fuerzas  militares  en  proporciones  hasta  aquí 
desconocidas,  y  continúan  acrecentándolas  sin  retroceder 
ante  ningún  sacrificio.  Todos  esos  esfuerzos  no  han  bastado, 
sin  embargo,  para  obtener  los  resultados  beneficiosos  de  la 
apetecida  pacificación.  Las  cargas  financieras,  siguiendo 
una  marcha  ascendente,  lesionan  y  paralizan  la  prosperidad 
pública  en  su  origen  mismo.  El  trabajo  y  el  capital,  las  fuer- 
zas intelectuales  y  físicas  de  los  pueblos,  están  en  su  mayor 
parte  alejados  de  su  aplicación  natural  y  festinadas  á  con- 
sumirse improductivamente.  Se  emplean  cientos  de  millo- 
nes en  adquirir  aparatos  de  destrucción  espantosos  que, 
tenidos  hoy  por  la  última  palabra  de  la  ciencia,  pierden 
mañana  todo  su  valor  en  virtud  de  algún  descubrimiento. 
La  cultura  nacional,  el  progreso  económico  y  la  producción 
de  la  riqueza,  se  dificultan ,  paralizan  y  falsean.  De  este 
modo  los  armamentos  de  cada  potencia  responden  menos 
al  ñn  que  los  Gobiernos  se  proponen,  á  medida  que  se 
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aumenten.  Las  crisis  económicas,  debidas  en  gran  parte  al 
régimen  de  los  armamentos  exagerados  y  al  peligro  conti- 
nuo que  surge  de  esa  acumulación  de  material  de  guerra, 
transforman  la  paz  armada  de  nuestros  días  en  un  peso 
aplastante  que  los  pueblos  soportan  con  creciente  dificul- 
tad. Parece  claro  que,  si  esta  situación  se  prolonga,  condu- 
cirá directamente  al  cataclismo  que  se  trata  de  evitar  y  ante 
cuyos  horrores  se  estremece  el  pensamiento  humano.  Poner 
término  á  los  armamentos  incesantes  y  buscar  el  medio  de 
prevenir  las  calamidades  que  amenazan  al  mundo,  es  e^ 
deber  que  se  impone  hoy  á  todos  los  Estados.  Penetrado  de 
ese  sentimiento.  Su  Majestad  el  Emperador  se  ha  dignado 
ordenarme  que  proponga  á  todos  los  Gobiernos,  cuyos  re- 
presentantes están  acreditados  ante  la  Corte  Imperial,  la 
reunión  de  una  Conferencia  que  se  ocupe  de  problema  tan 
grave.  Dicha  Conferencia  sería.  Dios  mediante,  de  un  augu- 
rio feliz  para  el  siglo  que  va  á  comenzar.  Reuniría  en  un 
núcleo  poderoso  los  esfuerzos  de  todos  los  Estados  que 
procuren  sinceramente  el  triunfo  de  la  gran  ¡dea  de  la  paz 
universal  sobre  los  elementos  de  perturbación  y  de  discor- 
dia. Cimentaría  á  la  par  sus  acuerdos  en  la  consagración 
solidaria  de  los  principios  de  equidad  y  de  derecho  en  que 
descansan  la  seguridad  de  los  Estados  y  el  bienestar  de  los 
pueblos.» 

23.  Cuatro  meses  y  medio  después,  el  30  de  Diciembre 
de  1898,  II  de  Enero  de  1899,  una  nueva  circular  del  pro- 
pio Conde  de  Mouravieff,  llevaba  al  mundo  entero  la  im- 
presión de  que  los  elevados  propósitos  de  Nicolás  II  no 
podían  realizarse.  Para  que  fuese  posible  la  Conferencia 
proyectada,  se  la  sometía  á  un  programa  nuevo,  compren- 
sivo de  una  serie  de  cuestiones  de  Derecho  internacional 
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público,  cuyo  éxito  podía  disimular  el  fracaso  previsto  de 
la  limitación  de  los  armamentos.  Se  alegaba  con  este  moti- 
vo en  la  segunda  circular  que  las  potencias  juzgarían  tal 
vez  el  momento  inoportuno  para  discutir  internacional- 
mente  esa  idea  y  puesto  que  el  horizonte  político  había 
cambiado  sensiblemente  de  aspecto,  á  pesar  de  la  gran  co 
rriente  de  opinión  favorable  á  las  ideas  pacifistas. 

£1  Conde  de  Mouravieff,  no  obstante,  por  firmeza  de  con* 
vicciones  ó  por  homenaje  á  las  ideas  de  gran  parte  del 
mundo  culto,  colocaba  en  primer  lugar  entre  las  ocho  cues- 
tiones que  habían  de  someterse  á  la  Conferencia,  la  estipu- 
lación de  no  aumentar  por  un  término  dado  los  efectivos 
de  las  fuerzas  armadas  de  tierra  y  mar  y  los  correspondien- 
tes presupuestos  de  guerra,  así  como  el  estudio  preliminar 
de  los  medios  de  obtener  en  lo  porvenir  una  reducción  de 
dicho  efectivo  y  presupuestos. 

24.  Cuando  el  primer  Delegado  de  Rusia  y  Presidente 
de  la  primera  Conferencia,  Sr«  Barón  de  Staal,  se  creyó  en 
el  deber  de  resumir  la  idea  y  las  tendencias  generales  de 
los  trabajos  que  iban  á  emprenderse,  alteró  por  completo, 
en  la  sesión  general  de  20  de  Mayo  de  1899,  el  orden  tan 
significativo  de  la  segunda  circular  del  Conde  de  Mouravieff, 
y  dejó  para  lo  último  toda  alusión  á  limitar  los  armamen- 
tos. No  le  dedicó  sino  una  frase,  para  dejar  á  los  Gol>ier- 
nos  que  pesaran  respecto  de  ese  punto  en  su  alta  sabiduría 
los  intereses  que  tenían  á  su  cargo. 

Esta  atenuación,  progresiva  pero  rápida,  de  la  importan- 
cia y  la  urgencia  del  problema,  debió  producir  en  la  opi- 
nión general  un  efecto  suficiente  para  que  el  Barón  de  Staal 
diera  otra  vez  más  decisiva  importancia  al  asunto  en  la 
sesión  que  un  mes  más^  tarde,  el  23  de  Junio  de  1899,  ^^^^'' 
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bró  para  estudiarlo  la  primera  Comisión  de  lá  Conferencia. 
Dijo  entonces  que  esperaba  no  defraudar  las  esperanz£¿ 
populares  que  seguían  con  sostenida  ansiedad  aquellos  tra- 
bajos. La  decepción  seria  cruel.  No  se  trataba  de  medida^ 
quiméricas,  sino  puramente  de  una  limitación,  de  un  hid- 
mentó  de  reposo,  en  la  marcha  ascendente  de  los  armií- 
mentes  y  de  los  gastos  militares.  ■: 

25.  Pasando  de  las  ideas  generales  á  las  solucioTies 
prácticas,  propusieron  los  Delegados  rusos  en  esa  misma 
sesión  determinadas  medidas,  que  eran  diferentes  para  las 
fuerzas  de  tierra  y  para  las  fuerzas  de  mar.        ' 

En  cuanto  á  las  primeras  demandaban:  i .",  el  estableci- 
miento de  un  acuerdo  internacional,  por  término  de  cinco 
años,  en  que  se  estipulara  no  aumentar  la  cifra  entonces 
admitida  para  los  efectivos  de  paz  de  las  tropas  estacionadas 
en  las  metrópolis;  2.°,  la  fíjación  si  fuere  posible,  en  caso  de 
ese  acuerdo,  de  los  efectivos  de  paz  del  ejército  de  todas 
las  potencias  con  exclusión  de  las  tropascoloriiales;  3.**,  el 
mantenimiento,  por  el  mismo  término  de  cinco  años,  dé 
los  presupuestos  militares  en  vigor. 

Para  la  marina  querían  que  se  aceptara  el  principio  de 
fijar  por  tres  años  el  montante  de  los  presupuestos,  con  lá 
obligación  de  no  aumentar  su  total  en  ese  periodo  y  la  dé 
dar  á  conocer  de  antemano  respecto  del  mismo:  i  .^,  el  total 
de  toneladas  de  buques  de  guerra  que  cada  nación  hubiera 
de  construir,  sin  precisar  sus  tipos;  2:®,  el  número  de  oficia- 
les y  tripulantes  de  la  marina  militar,  y  3.'°,  los  gastos 
destinados  á  trabajos  de  puertos,  como  fuertes,  arsenales,  cítc^ 

Ante  las  observaciones  de  Alemania,  qtie  envolvió  resis^ 
tencias  de  fondo  en  dificultades  de  ejecución,  pasaron  laá 
proposiciones  rusas  á  Subcomités  técnicos.  El  del  ejército 
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dictaminó  lo  siguiente:  t.^,  que  serta  muy  difícil  fijar  la 
cifra  de  los  efectivos,  aun  por  cinco  años,  sin  regular  al 
mismo  tiempo  otros  elementos  de  la  defensa  nacional, 
y  2.%  que  no  sería  menos  difícil  determinar  en  un  Con- 
venio internacional  los  elementos  de  tal  defensa  organiza- 
dos por  cada  país  desde  un  punto  de  vista  diferente.  Y  el 
Comité  de  la  marina  llegó  por  su  parte  nada  más  que  á  re- 
comendar que  los  Gobiernos  estudiaran  las  proposiciones 
rusas  á  ñn  de  decidir  respecto  de  ellas  en  una  Conferencia 
Mlterior^ 

26»  Estaba  en  peligro,  hablando  en  términos  vulgares, 
hasta  el  bien  parecer.  Y  salvó  las  formas  en  un  discurso 
elocuente  el  primer  Delegado  francés  Sr.  Léon  fiourgeois 
que,  convencido  de  la  necesidad  dolorosa  de  renunciar  en- 
tonces á  un  acuerdo  positivo  é  inmediato,  propuso,  sin 
oposición  de  nadie,  que  se  declarara  que  la  limitación  de 
tas  cargas  militares  que  pesan  sobre  el  mundo  es  apetecible 
en  alto  grado  para  el  aumento  del  bienestar  material  y  mo- 
ral de  la  humanidad. 

Ese  vo  o  no  pasó,  sin  embargo,  á  despecho  de  su  fórmu- 
la vaga,  al  acta  ñnal  de  la  Conferencia.  En  ella  se  limita- 
ron las  naciones  reunidas  á  otra  redacción  mucho  más  ge- 
neral y  mucho  menos  expresiva,  la  de  pedir  á  los  Gobiernos 
que  teniendo  en  cuenta  las  proposiciones  hechas,  sometie- 
ran á  estudio  la  posibilidad  de  un  acuerdo  relativo  á  la  li- 
mitación de  las  fuerzas  armadas  de  mar  y  tierra  y  de  los 
presupuestos  militares. 

27k  No  parece  que  oficialmente  se  haya  practicado  en 
Europa  gestión  alguna  para  dar  cierta  realidad  práctica  á 
los  deseos  expresados  por  la  Conferencia,  despojándolos 
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del  carácter  de  expediente  diplomático  que  encubre  el  fra- 
caso de  una  idea  generosa  y  al  parecer  irrealizable. 

Sólo  dos  Repúblicas  de  la  América  latina,  que  no  habían 
tomado  parte  en  la  primera  Conferencia,  han  suscrito^  de 
entonces  acá,  un  Convenio  de  limitación  de  armamentos. 
Chile  y  la  Argentina,  en  efecto,  concertaron  el  28  de  Mayo 
de  1902  en  el  Ministerio  de  Negocios  extranjeros  de  San- 
tiago, un  Tratado  para  la  limitación  de  sus  respectivas  fuer» 
zas  navales,  que  dice  así: 

Artículo  primero.  Con  el  propósito  de  apartar  todo 
motivo  de  inquietud  ó  recelo  en  uno  ú  otro  país ,  los  Gobier- 
nos de  Chile  y  la  República  Argentina  desisten  de  adqui-> 
rir  las  naves  de  guerra  que  tienen  en  construcción  y  de  ha- 
cer por  ahora  nuevas  adquisiciones. 

Ambos  Gobiernos  convienen  además  en  disminuir  sus 
respectivas  escuadras,  para  lo  cual  seguirán  gestionando 
hasta  llegar  á  un  acuerdo  que  produzca  una  discreta  equi- 
valencia entre  dichas  escuadras.  Esta  disminución  se  hará 
en  el  término  de  un  año  á  contar  desde  la  fecha  del  canje 
de  la  presente  Convención. 

Art.  2.°  Los  d9s  Gobiernos  se  comprometen  á  no 
aumentar  durante  cinco  años  sus  armamentos  navales  sin 
previo  aviso  que  el  que  pretenda  aumentarlos  dará  al  otro 
con  diez  y  ocho  meses  de  anticipación.  Es  entendido  que  se 
excluye  de  este  arregló  todo  armamento  para  la  fortiñcación 
de  las  costas  y  puertos,  pudiéndose  adquirir  cualquiera  má- 
quina flotante  destinada  exclusivamente  á  la  defensa  de 
éstos,  como  son:  submarinos,  etc. 

Art.  3.*  Las  enajenaciones  á  que  diere  lugar  esta  Con- 
vención, no  podrán  hacerse  á  países  que  tengan  cuestiones 
pendientes  con  una  ú  otra  de  las  partes  contratantes. 

Art.  4.**     A  fin  de  facilitar  la  transferencia  de  los  con- 
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tratos  pendientes,  ambos  Gobiernos  se  obligan  á  prorrogar 
por  dos  meses  el  plazo  que  tengan  estipulado  para  la  en- 
trega de  los  respectivos  buques  en  construcción,  para  lo 
cual  darán  las  instrucciones  del  caso  en  el  acto  de  ser  fir- 
mada esta  Convención. 

Unos  meses  más  tarde^  el  9  de  Enero  de  1903,  dos  de 
los  actuales  Delegados  á  la  segunda  Conferencia,  los  seño- 
res Carlos  Concha  y  Luis  M.  Drago,  suscribieron  en  el  Mi- 
nisterio de  Negocios  extranjeros  de  Buenos  Aires  un  pro* 
tocólo  detallado  para  llevar  á  efecto  la  reducción  de  fuer- 
zas navales  convenida  en  1902. 

28*  La  actitud  tomada  por  algunas  fuertes  naciones  de 
Europa,  antes  y  después  de  la  primera  Conferencia,  sobre 
la  reducción  y  limitación  de  armamentos,  y  el  estado  espe** 
cial  de  cosas  creado  á  Rusia  por  su  lucha  con  el  Japón,  ex- 
plica que  el  Gobierno  Imperial,  al  referirse  en  Abril  de  1906 
al  programa  de  la  nueva  Conferencia,  consignara  previa- 
mente estas  frases:  «Sin  tocar  á  aquellas  cuestiones  que 
pudieran  referirse  á  la  limitación  de  las  fuerzas  militares  y 
navales.! 

No  fueron  del  mismo  parecer  otras  potencias,  y  ya  en  el 
mes  de  Abril  de  1907  anunciaba  á  las  naciones  convocadas 
una  nueva  circular  de  Rusia:  i.*^,  que  el  Gobierno  de  los 
Estados  Unidos  se  reservaba  la  libertad  de  presentar  á  la 
Conferencia  la  cuestión  suplementaria  de  reducción  ó  li- 
mitación de  armamentos;  2.^,  que  el  Gobierno  español  ha- 
bía expresado  su  deseo  de  discutir  la  limitación,  y  3.*^,  que 
el  Gobierno  británico  le  daba  gran  importancia  y  quería 
conservar  el  derecho  de  suscitarla. 

£1  Presidente  de  los  Estados  Unidos  Sr.  Roosevelt,  en 
una  carta  dirigida  al  Congreso  de  la  Paz,  que  se  reunió  ei> 


24  CAPÍTULO  n 

New- York  el  propio  año  1907,  escribía  lo  siguiente:  «Una 
de  las  cuestiones,  aunque  no  délas  más  importantes,  que 
se  presentará  á  la  Conferencia,  es  la  de  limitación  de  los 
armamentos.  Los  Estados  Unidos,  por  consecuencia  dé  su 
posición  excepcional,  tienen  un  ejército  regular,  tan  peque- 
ño, que  es  infinitesimal,  comparado  con  el  de  cualquiera 
potencia  de  primer  orden.  No  aumentamos  tampoco  nues- 
tra marina.  No  hacemos  más  que  mantener  su  fuerza,  que  es 
realmente  moderada  en  comparación  con  nuestra  riqueza, 
nuestra  población  y  la  extensión  d'e  nuestras  costas.  La 
adición  de  un  acorazado  por  año  no  sir\re  más  que  para 
reemplazar  las  unidades  que  envejecen.» 

£1  Secretario  de  Estado  norteamericano  decía  en  el  pi'o- 
pio  Congreso  hablando  del  asunto:  «Nuestros  esfuerzos 
fracasarán  tal  vez,  en  esta  Conferencia,  como  fracasaron 
en  la  primera;  pero  aun  en  caso  de  derrota,  será  siempre  un 
paso  más  hacia  el  éxito  final.  Una  buena  batalla  por  un  buen 
principio,  heroicamente  perdida,  es  siempre  una  victoria.» 

29.  El  primer  Ministro  inglés,  sir  Henry  Campbell- 
Bannerman,  decía  por  su  parte  en  Wastminister  el  23  de 
Julio  de  1906  á  los  miembros  de  la  Unión  Interparlc^men- 
taria:  «Recordar  á  vuestros  Gobiernos  que  el  ejemplo  vale 
más  que  la  regla  y  los  hechos  hablan  con  voz  más  fuerte 
que  las  palabras;  insistidles  en  nombre  de  la  humanidad 
para  que  vayan  á  la  Conferencia,  como  nosotros  esperamos 
ir,  habiendo  aceptada  el  compromiso  de  reducir  la  carga 
de  los  armamentos.»  Por  medio  de  su  Jefe  reiteraba  en  esos 
instantes  el  partido  liberal  inglés  la  aspiración  formulada 
en  un  acuerdo  de  la  Cámara  de  los  Comunes,  tomado  el  6 
de  Mayo  anterior  con  el  asentimiento  y  el  aplauso  del 
Ministro  de  Negocios  extranjeros  sir  Edward  Grey. 
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30.  £1  contraste  de  esta  línea  de  conducta  surge  de  la 
actitud  que  adoptaron  las  potencias  de  la  Triple  Alianza, 
en  armonía  con  la  reserva  explícita  que  hemos  señalado 
en  la  última  circular  rusa. 

Al  referirse  el  30  de  Abril  de  1906  el  Canciller  Príncipe 
de  Bülow  á  ese  problema,  dijo  que  Alemania  podía  haber 
hecho  depender  su  participación  en  la  segunda  Conferencia 
de  £1  Haya  de  la  condición  de  que  el  desarme  no  fuera 
discutido;  pero  que,  por  consideraciones  al  programa  ruso» 
se  había  guardado  de  adoptar  ese  camino,  contentándose 
con  dejar  la  discusión  á  las  potencias  que  esperaran  sacar 
de  ella  algún  partido. 

£1  Barón  de  Aehrenthal  no  fué  menos  preciso  y  desde- 
ñoso en  sus  apreciaciones,  y  sólo  el  Ministro  italiano,  se- 
ñor Tittoni,  hizo  constar,  ante  la  Cámara,  que  se  adhería  á 
las  intenciones  nobilísimas  en  que  se  había  inspirado  la 
generosa  iniciativa  inglesa,  pero  que  estaba  de  acuerdo 
con  Alemania  y  Austria-Hungría  en  cuanto  á  la  imposibi- 
lidad de  traducirla  inmediatamente  en  hechos. 

31.  Francia  adoptó  una  actitud  que  no  es  muy  clara, 
pero  que  responde  al  papel  conciliatorio  que  se  reservó  en 
la  Conferencia.  £1  Ministro  de  Negocios  extranjeros,  señor 
Pichón,  expresó,  ante  la  Cámara  de  Diputados,  el  7  de 
Junio  de  1907,  contestando  á  una  interpelación,  que  su 
Gobierno  se  prestaría  á  discutir  sobre  la  limitación  de  los 
armamentos  con  las  potencias  que  comprendieran  la  utili- 
dad y  la  necesidad  del  debate;  pero  que  eso  requeriría  la 
unanimidad  de  pareceres,  y  una  fórmula  concreta  que  re- 
solviera todos  los  puntos.  Llevaremos  al  debate,  dijo,  las 
ideas  generosas  de  siempre,  pero  sin  olvidar  las  exigencias 
superiores  de  nuestra  fuerza  y  de  nuestra  conservación.  . 
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32.  Casi  al  mismo  tiempo,  el  8  de  Junio  de  1907,  pu- 
blicaba en  La  JRevue  hebdomadaire  un  estudio  sobre  la  li- 
mitación de  los  armamentos  y  la  Conferencia  de  £1  Haya 
el  Sr.  Gabriel  Hanotaux,  que  ha  sido  Ministro  de  Relacio* 
nes  exteriores  de  Francia,  pero  que  puede  hablar  hoy  de 
estos  asuntos  con  relativa  libertad. 

Entiende  el  ilustre  hombre  de  Estado  y  publicista  fran« 
cés  que  es  imposible  pensar  en  la  limitación  de  las  fuerzas 
militares  por  acuerdo  internacional^  á  virtud  de  dos  obs- 
táculos poderosos  y  radicales.  El  uno,  indicado  por  Bis- 
marck  en  su  entrevista  con  Crispi  del  mes  de  Agosto 
de  1877^  consiste  en  la  imposibilidad  de  establecer  igual- 
dad^ equivalencia  ó  proporción  equitativa  entre  las  diver- 
sas  naciones  para  la  defensa  y  la  acción  ofensiva,  ya  que 
los  regimientos  y  los  acorazados  no  son  los  únicos  instru- 
mentos de  guerra. 

La  otra  dificultad  que  insinúa  el  celebrado  historiador  de 
la  tercera  República  francesa,  estriba  en  el  hecho  de  que 
toda  limitación  internacional  de  las  fuerzas  militares  en- 
volvería una  intervención  constante  de  cada  pueblo  en  los 
asuntos  interiores  de  los  demás,  y  sobre  todo  un  niedio 
fácil  para  que  las  grandes  potencias  se  mezclaran  en  el 
régimen  y  en  la  vida  particular  de  las  pequeñas.  Al  limitar 
la  fuerza,  quedaría  limitado  el  derecho,  porque  con  el  pro- 
tocolo en  la  mano,  ciertos  legistas  internacionales  proce- 
derían á  la  ventilación  y  expropiación  universal,  como  los 
legistas  de  los  reyes  ventilaban  y  expropiaban  la  riqueza 
de  los  particulares.  ^ 

Mas  en  razón  del  retraso  que  lleva  el  problema,  entien- 
de Hanotaux  que  es  preciso  hablar  claro  y  declarar  fran- 
camente si  se  trata  ó  no  de  una  quimera.  Hay,  en  su  opir 
nión^  otros  procedimientos,  á  más  del  desarme  proyectado, 
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para  dulcifícar  la  guerra  y  fórtiñcar  la  paz,  dando  á  las 
esperanzas  de  los  pueblos  y  á  la  confianza  del  mundo  sa- 
tisfacciones  de  mayor  solidez  y  eficacia  (x). 

33.  Esta  breve  exposición  de  las  opiniones  y  antece- 
dentes más  importantes  en  los  momentos  de  inaugurar  sus 
trab^yos  la  segunda  Conferencia  de  la  Paz,  explican  el  re- 
tardo con  que  la  cuestión  se  planteó  en  su  seno  y  las  ne- 
gociaciones de  que,  al  decir  de  l£^  Prensa,  fué  precedida  la 
proposición  que  definitivamente  se  sometió  al  conocimien- 
to de  la,  cuarta  sesión  plenaria  ó  general,  reunida  el  17  de 
Agosto  de  1907. 

Han  dicho  algunos  periódicos  que  Inglaterra  se  propo- 
nía formular  su  moción  en  los  términos  siguientes:  «La 
Conferencia  confirma  la  resolución  adoptada  en  1899  sobre 
la  limitación  de  las  cargas  militares,  y  considerando  que 
después  de  esa  fecha  han  aumentado  extraordinariamente 
en  casi  todos  los  países,  declara  que  la  cuestión  es  más 
urgente  que  nunca  y  que  sería  de  desear  que  los  Gobier- 
nos reanudaran  su  estudio  t  (2). 

Agregó  la  Prensa  que  no  estando  dispuestos  á  votarla 
en  esa  forma  los  Delegados  alemanes,  convinieron  los  in- 
gleses en  suprimir  toda  referencia  al  carácter  urgente  de  la 
cuestión,  agregando  en  su  lugar  que  era  muy  apetecible 
dicho  estudio  (3).  Y  aún  llegó  á  insinuarse  que  en  la  en- 
trevista de  Swinemunde  aprobaron  los  Soberanos  Guiller- 
mo II  y  Eduardo  VII  la  fórmula  definitiva  (4). 

(1)  Gabriel  Hanotaux. — «La  Conférence  de  la  Heye  et  la  limitation 
des  armements.»  La  Rewu  hehdomadaire.  Número  23. — 8  de  Junio  de  1907» 
Parit.  Páginas  141  y  siguientes. 

(2)  Journal  des  Débati  del  17  de  Agosto  de  1907. 

(3)  ídem  y  el  Timts  de  Londres  el  7  de  Agosto  de  1907. 

(4)  VlruUpemUnce  Belge  del  23  de  Agosto  de  1907- 
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34.  En  la  sesión  que  hemos  citado  en  el  número  pre- 
cedente, después  de  aprobarse  dos  informes  ^sobre  otras 
materias,  pronunció  el  primer  Delegado  inglés^  sir  Edward 
Fry,  el  discurso  siguiente: 

«Tengo  el  honor  de  someteros,  en  nombre  del  Gobierno 
de  S.  M^  Británica,  una  proposición  de  la  mayor  impor- 
tancia. 

» Cuando  S.  M.  Imperial  de  Rusia  convocó  la  primera 
Conferencia  de  la  Paz  en  El  Haya,  propuso^  como  objeto 
primordial  de  sus  trabajos,  investigar  sin  demora  los  me« 
dios  de  poner  término  al  aumento  progresivo  de  los  arma- 
mentos de  mar  y  tierra,  problema  cuya  solución  es  de  todet 
evidencia  más  urgente  cada  día  en  vista  de  la  ampliación 
nueva  de  dichos  armamentos. 

»La  Conferencia,  después  de  haberse  enterado  del  infor- 
me de  su  primera  Comisión  que  estaba  encargada  de  estu- 
diar el  punto,  adoptó  por  unanimidad  la  resolución  si- 
guiente: La  Conferencia  estima  que  la  limitación  de  las  car^ 
gas  militares  que  pesan  sobre  el  munio,  es  apetecible  en  alto 
grado  para  el  aumento  del  bienestar  material  y  moral  de  la 
humanidad, 

»E1  Conde  de  Mouravieff,  en  la  circular  de  Agosto 
de  1898  dirigida  á  Europa  en  nombre  de  S.  M.  el  Empera- 
dor de  Rusia,  decía:  Las  cargas  finamieras^  siguiendo  una 
marcha  ascendente^  lesionan  y  paralizan  la  prosperidad  />í?- 
blicá  en  su  origen  mismo.  El  trabajo  y  el  capital^  las  fuet" 
zas  intelectuales  y  físicas  de  los  pueblos,  están  y  en  su  mayor 
parte,  alejados  de  su  aplicación  natural  y  destinados  á  con- 
sumirse improductivamente.  Se  emplean  cientos  de  millones  en 
adquirir  aparatos  de  destrucción  espantosos  que,  tenidos  hoy 
por  la  última  palabra  de  la  ciencia,  pierden  mañana  todo  su 
valor  en  virtud  de  algún  nuevo  descubrimiento.  La  cultura 
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nacional,  elfrogreso  económico  y  la  producción  de  la  rique^ 
za,  se  dificultan j  patalisan  jf  falsean.  De  este  modo  ios  ar* 
mamentos  de  cada  potencia  responden  menos  al  fin  que  los 
Gobiernos  se  proponen,  á  medida  que  se  aumentan.  Las  crisis 
4conómicas,  debidas  en  gran  parte  al  régimen  qtte  los  arma- 
mentos exagerados  y  al  peligro  continuo  que  surge  de  esa 
aglomeración  de  material  de  guerra,  transforman  la  paz  ar- 
mada de  nuestros  días  en  un  peso  aplastante  que  los  pueblos 
soportan  con  creciente  dificultad.  Parece  claro  que,  si  esta  5»- 
tuación  se  prolonga,  {conducirá  directamente  al  cataclismo  que 
se  trata  de  evitar,  y  ante  ctiyos  horrores  se  estremece  el  pen- 
samiento humano, 

»£stas  palabras  tan  elocuentes,  y  tan  ciertas  cuando 
fueron  pronunciadas,  son  hoy  de  mayor  fuerza  y  de  mayor 
verdad.  Desde  esa  época,  los  gastos  militares,  así  del  ejér- 
cito como  de  la  marina,  se  han  aumentado  considerable  - 
mente.  Según  los  datos  más  exactos  que  he  recogido,  al- 
canzaban en  1398,  año  que  precedió  á  la  primera  Confe- 
rencia de  la  Paz,  un  total  de  más  de  doscientos  cincuenta 
y  un  millones  de  libras  esterlinas  para  los  países  de  Euro- 
pa, sin  incluir  la  Turquía  y  Montenegro,  y  para  k)s  Esta- 
dos Unidos  y  el  Japón,  al  paso  que  los  propips  gastos  de 
iguales  países  han  excedido  en  el  año  1906  de  un  total  de 
trescientos  veinte  millones  de  libras  esterlinas.  Se  observa, 
pues,  que  en  el  intervalo  de  las  dos  Conferencias,  los  gas- 
tos ^militares  anuales  se  han  acrecentado  en  la  suma  de 
sesenta  y  nueve  millones  de  libras  esterlinas,  equivalentes 
á  fl^ás  de  mil  setecientos  veinticinco  millones  de  francos, 
lo  cual  constituye  un  ^tumento  enorme. 

»Tal£8  son  los  gastos  excesivos  que  podrían  servir  á  me- 
jores empleos;  tal  es  el  peso  bajo  el  cual  gimen  nuestros 
pueblos;  tal  la  paz  cristiana  del  mundo  civilizado  en  el  si^- 
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glo  XX.  Y  no  os  hablaré  del  aspecto  económico  del  asunto, 
de  la  gran  ma?a  de  hombres  que  por  esos  preparativos  de 
guerra  se  ve  forzada  á  abandonar  sus  ocupaciones  y  del  per- 
juicio que  dicho  estado  de  cosas  trae  á  la  prosperidad  gene- 
ral. Vosotros  conocéis  itiejor  que  yo  ese  lado  del  problema^ 

>  Estoy  seguro  de  que  os  encontráis  de  acuerdo  conmigo 
en  entender  que  la  realización  del  deseo  expresado  por  el 
Emperador  de  Rusia  y  por  la  primera  Conferencia  sería 
un  gran  beneficio  para  la  humanidad  entera.  ^Es  posible 
lograrlo?  He  aquí  una  cuestión  á  la  que  no  puedo  ofrece- 
ros una  respuesta  categórica.  Debo  limitarme  á  añrmar  que 
mi  Gobierno  es  un  partidario  convencido  de  tales  aspira- 
clones  elevadas^  y  que  me  ha  encargado  que  os  invite  á 
trabajar  jumos  para  la  obtención  de  tan  noble  deseo. 

»En  la  antigüedad,  Sr.  Presidente,  los  hombres  soña- 
ban con  que  hubiera  existido  para  la  tierra  una  edad  de 
oro  en  la  noche  de  los  tiempos  pasados;  pero  en  todos  los 
siglos  y  en  todas  las  naciones,  los  poetas,  las  sibilas^  los 
profetas  y  todas  las  almas  nobles  é  inspiradas  han  abriga- 
do siempre  la  esperanza  de  que  resucitara  la  edad  de  oro 
bajo  la  forma  del  reinado  de  la  paz  universal. 

<i Ultima  Cumaci  venit  jam  carminis  actas, 
M  agnus  ab  integro  saeculorum  nascitur  ordo, 
Jam  redit  et  virgo,  redeunt  Saturnia  regna.i 

>Tal  era  el  sueño  para  el  poeta  latino  para  su  tiempo; 
pero  hoy  el  sentimiento  de  la  solidaridad  del  género  hu- 
mano, se  ha  extendido  más  que  nunca  por  la  tierra.  Gra- 
cias á  dicho  sentimiento  ha  sido  posible  convocar  la  pre- 
sente Conferencia,  y  en  nombre  de  él  vengo  á  pediros  que 
no  os  separéis  sin  haber  demandado  que  los  Gobiernos  del 
mundo  se  consagren  seriamente  al  problema  de  la  limita- 
ción de  las  cargas  militares. 
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«Mi  Gobierno  reconoce  que  cada  país  tiene  el  deber  de 
resguardarse  de  sus  enemigos  y  de  los  daños  que  puedan 
amenazarlo^  y  que  cada  Gobierno  está  en  el  derecho  y  en 
el  deber  de  decidir  lo  que  conviene  para  ese  fin  á  su  nación; 
solamente,  pues,  cabrá  realizar  nuestro  deseo  mediante  la 
buena  y  libre  voluntad  de  cada  Gobierno,  procediendo  de 
propio  impulso  para  el  bienestar  de  su  país. 

»£1  Gobierno  de  Su  Majestad  Británica,  reconociendo 
que  varías  potencias  desean  restringir  sus  gastos  militares  y 
que  ese  fin  solo  puede  realizarse  por  la  acción  independiente 
de  cada  una,  se  ha  creído  en  el  deber  de  investigar  si  habría 
medios  de  satisfacer  tales  aspiraciones.  En  consecuencia, 
mi  Gobierno  nos  ha  autorizado  para  declarar  lo  siguiente: 

>£1  Gobierno  de  la  Gran  Bretaña  estaría  dispuesto  á  co- 
municar anualmente  á  las  potencias  que  procedieran  del 
mismo  modo,  los  proyectos  de  construcción  de  nuevos  bu- 
ques de  guerra  y  los  gastos  que  su  realización  envolvería. 
£1  canje  de  informes  facilitaría  un  cambio  de  impresiones 
entre  los  Gobiernos  respecto  de  la  reducción  que  pudiera 
hacerse  de  común  acuerdo. 

f£i  Gobierno  británico  cree  que  se  podría  llegar  de  este 
modo  á  una  inteligencia  sobre  el  importe  de  los  gastos  que 
justificadamente  llevarían  á  sus  presupuestos  los  Estados 
que  se  comprometieran  á  seguir  ese  camino. 

»£n  conclusión,  Sr.  Presidente,  tengo  el  honor  de  propo- 
ner  que  se  adopte  la  resolución  que  sigue: 

>La  Conferencia  confirma  el  acuerdo  adoptado  por  la 
de  1899  sobre  limitación  de  las  cargas  militares,  y  visto 
que  dichas  cargas  militares  han  aumentado  considerable- 
mente desde  esa  fecha  en  casi  todos  los  países,  declara  que 
es  altamente  apetecible  que  los  Gobiernos  reanuden  el  estu- 
dio serio  del  problema.» 
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Hizo  constar  á  la  terminación  de  este  discurso  el  Presi- 
dente de  la  Conferencia,  que  la  Delegación  de  los  Estados 
Unidos  y  la  de  España  le  habían  manifestado  en  comuni- 
caciones escritas,  á  que  dio  lectura,  sus  simpatías  por  los 
propósitos  de  Inglaterra  y  el  sentimiento  de  que  las  circuns- 
tancias actuales  no  permitieran  mayores  y  más  efícaces  pro- 
gresos en  esa  dirección. 

También  dio  cuenta  de  que  los  Delegadqs  de  la  República 
Argentina  y  la  de  Chile  le  habían  transmitido,  creyendo  que 
podrían  ser  de  alguna  utilidad  para  el  estudio  de  la  propo- 
sición británica  sobre  limitación  de  armamentos,  el  Trata- 
do de  28  de  Mayo  de  1902  y  el  Protocolo  complementario 
áe  9  de  Enero  de  1903,  á  que  nos  hemos  referido  anterior- 
mente en  este  mismo  capítulo. 

Usó  igualmente  de  la  palabra  el  primer  Delegado  fran- 
cés Sr.  Léon  Bourgeois,  para  apoyar  expresamente  la  pro- 
puesta de  sir  Edward  Fry,  y  para  expresar,  como  iniciador 
de  la  resolución  déla  primera  Conferencia, suconñanza  en 
que  de  aquí  al  próximo  Congreso  de  la  Paz  se  continuará 
resueltamente  el  estudio  á  que  esta  Conferencia  iba  á  invi- 
tar á  los  Gobiernos  en  nombre  de  la  humanidad. 

35.  Desjpués  de  todas  estas  manifestaciones  y  sin  que 
dijeran  una  sota  frase  las  representaciones  de  otras  grandes 
potencias  asiáticas  y  europeas,  cerró  los  debates  el  Presi- 
dente de  la  Conferencia  Sr.  Nelidow  en  estos  términos: 

cEl  elocuente  discurso  de  su  excelencia  el  primer  Dele- 
gado británico  y  la  proposición  con  que  termina,  así  como 
las  comunicaciones  que  acabo  de  transmitiros,  me  parece 
que  no  pueden  encontrar  entre  nosotros  sino  una  acogida 
simpática.  La  idea  de  disminuir  las  cargas  que  pesan  s^bre 
los  pueblos  por  razón  de  la  guerra,  buscando  los  medios  de 
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poner  término  al  aumento  progresivo  de  los  armamentos  de 
tierra  y  mar,  constituyó  el  principal  móvil  de  la  iniciativa 
tomada  por  el  Emperador  de  Rusia  para  la  reunión  de  estas 
Conferencias.  Ese  pensamiento  fué,  por  decirlo  así,  la  pie  - 
dra  angular.  Sirvió  de  puntp  de  partida  á  la  circulad  de  12/24 
de  Agosto  de  1898  y  se  inscribió  á  la  cabeza  del  programa 
que  el  Gabinete  de  San  Petersburgo  propuso  á  las  poten- 
cias por  la  circular  de  30  de  Diciembre  de  1898,  11  de 
Enero  de  1899. 

»Todos  los  Gobiernos  lo  aceptaron,  y  la  Conferencia  hubo 
de  ocuparse  desde  su  comienzo  de  una  propuesta  de  la  De- 
legación rusa  que  tenía  por  objeto  prevenir  el  aumento  de 
los  armamentos* 

»Sin  embargo,  el  contacto  de  la  realidad  no  tardó  en 
poner  de  relieve  las  difícultades  prácticas  que  encerraba  ese 
pensamiento  generoso  al  tratar  de  realizarlo.  Surgieron  in- 
mediatamente divergencias  muy  vivas  de  opinión  en  la  Co- 
misión que  hubo  de  ocuparse  del  asunto,  y  las  discusiones 
tomaron  tal  carácter,  que  se  corría  el  riesgo  de  sustituir  la 
inteligencia  apetecida  por  un  desacuerdo  tal  vez  fatal  para 
el  resto  de  los  trabajos  de  la  Conferencia.  Fué  preciso  com- 
prender que  la  cuestión  no  se  había  madurado  lo  bastante 
y  que  exigía  ser  estudiada  particularmente  por  los  diversos 
Gobiernos,  y  la  Conferencia ,  después  de  haber  adoptado 
unánimemente  la  resolución  que  acaba  de  recordar  el  pri- 
mer Delegado  de  la  Gran  Bretaña,  expresó  en  ese  sentido 
el  deseo  de  que  los  Gobiernos,  teniendo  en  cuenta  las  pro- 
posiciones formuladas,  sometieran  á  estudio  la  posibilidad 
de  un  acuerdo,  relativo  á  la  limitación  de  las  fuerzas  arma- 
das de  tierra  y  mar  y  de  los  presupuestos  de  guerra. 

>Pero  tampoco  en  esto  debía  responder  la  práctica  á  las 
aspiraciones  del  ideal.  Hemos  visto  que  solo  dos  Estados^ 
Tomo  fbimiko  3 
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la  Argentina  y  Chile,  han  podido  realizarlo,  conviniendo 
un  tratado  de  desarme  que  me  ha  cabido  el  honor  de  leeros. 
La  mayor  parte  de  las  potencias  europeas  tenían  otras 
preocupaciones^  Apenas  concluidas  las  tareas  de  la  Confe  - 
rencia,  los  desórdenes  surgido^  en  un  Imperio  del  Asia 
Oriental  obligaron  á  los  Gobiernos  á  la  intervención  ar- 
mada. Poco  después,  una  de  las  grandes  potencias  europeas 
se  encontró  comprometida  en  el  África  del  Sur  en  una  lu- 
cha que  exigió  de  su  parte  gran  esfuerzo  militar.  En  fín,  en 
estos  últimos  años,  sirvió  de  escena  el  Extremo  Orien- 
te á  una  guerra  colosal,  cuya  liquidación  está  apenas  ter- 
minada. ^'Será  necesario  hablar  también  de  las  luchas  coló- 
niales  y  difícultades  diplomáticas  que  pudieron  obligar 
transitoriamente  á  ciertas  potencias  al  armamento  de  sus 
fuerzas.^  £1  resultado  fué  que  los  Gobiernos,  lejos  de  poder 
ocuparse  de  los  medios  de  limitar  los  armamentos  según  el 
deseo  expresado  por  la  Conferencia,  los  acrecentaron  más 
bien  en  las  proporciones  que  acaba  de  indicaros  con  algu- 
nas cifras  sir  Edward  Fry. 

>Teniendo  en  cuenta  dichas  circunstancias,  evitó  el  Go- 
bierno ruso  incluir  también  en  el  programa  que  sometió  á 
las  potencias,  la  limitación  de  los  armamentos.  Estimaba  en 
primer  término  que  la  cuestión  no  estaba  todavía  en  condi- 
ciones de  discutirse  con  provecho.  No  quería  además  pro- 
vocar discusiones,  que  según  lo  ha  probado  la  experiencia 
de  1899  y  contra  el  fín  que  en  común  perseguimos,  servi- 
rán únicamente  para  acentuar  el  desacuerdo  entre  las  po- 
tencias, provocando  debates  irritantes.  Estaba  en  lo  que  le 
concierne  decidido  á  no  tomar  parte  en  ellos,  y  sabía  que 
otras  grandes  potencias  habían  adoptado  la  mi&ma  re* 
solución. 

»No  obstante,  la  semilla  arrojada  pbr  la  primera  Coñfe- 
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rencia,  ha  germinado  fuera  de  la  acción  de  los  Gobiernos. 
Ha  surgido  en  los  diferentes  países  un  movimiento  muy 
acentuado  de  la  opinión  pública  á  favor  de  la  limitación  de 
los  armamentos ,  y  los  Gobiernos,  cuyas  simpatías  por  el 
principio  no  han  disminuido  á  pesar  de  las  dificultades  de 
su  ejecución,  se  encuentran  frente  á  frente  de  solicitudes 
que  no  están  en  condiciones  de  satisfacer. 

>Ásí  el  Gobierno  británico,  traduciendo  sus  propias 
preocupaciones  y  como  órgano  del  sentimiento  público,  ex- 
presó su  intención  de  llamar  sobre  el  problema  de  la  limi- 
tación de  los  armamentos  la  atención  de  las  potencias  re- 
unidas en  la  Conferencia  de  El  Haya,  y  su  primer  Delegado 
acaba  de  exponernos  el  voto  que  el  Gabinete  de  Londres 
querría  que  consignáramos. 

>No  encuentro  otro  medio  de  atestiguar  el  interés  que 
dedican  las  potencias  á  esta  cuestión.  Si  no  estaba  madura 
en  1899,  tampoco  lo  está  en  190^.  Nada  ha  podido  hacerse 
en  ese  camino,  y  la  Conferencia  se  encuentra  hoy  tan  poco 
preparada  como  entonces  para  abordarlo.  Toda  discusión, 
estéril  en  sí  misma,  sería  perjudicial  á  la  causa  de  que  se 
trata,  porque  acentuaría  las  divergencias  de  apreciación  so- 
bre cuestiones  de  hecho,  cuando  hay  unidad  de  propósitos 
generales  que  podrán  algún  día  llegar  á  realizarse. 

>Por  eso,  señores,  la  proposición  que  formula  la  Delega- 
ción británica  de  conñrmar  ío  resuelto  por  la  Conferencia 
de  1899,  confirmando  de  nuevo  el  deseo  que  entonces  se 
expresó,  es  lo  que  mejor  responde,  así  al  estado  presente 
del  asunto,  como  al  interés  que  todos  tenemos  de  llevarlo 
por  una  senda  en  que  solo  la  unanimidad  de  las  potencias 
puede  servir  como  garantía  de  sus  progresos  ulteriores.  Y 
haber  contribuido  á  ello  por  su  voto  inmediato,  será  un 
honor  para  la  segunda  Conferencia  de  la  Paz. 
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iNo  puedOj  en  consecuencia,  sino  aplaudir  la  iniciativa 
británica,  y  pediros  que  os  unáis  para  acoger  la  resolución 
que  nos  ha  propuesto  sir  Edward  Fry,  por  aclamación  uná- 
nime, (Aplausos.) 

^Estimo  que  la  unanimidad  de  vuestras  aclamaciones 
hace  inútil  proceder  auna  votación.»  {Nuevos  aplausos.^ 

36,  ¿Qué  efecto  produjo  en  el  mundo  esta  forma  de 
tratar  y  resolver  en  la  Conferencia  el  problema  de  Ja  reduc- 
ción ó  limitación  de  las  fuerzas  militares?  Pasemos  para, 
estudiarlo  una  ligera  revista  á  la  prensa  periódica  de  algu- 
nas naciones  importantes. 

El  primer  lugar  debe  corresponder  á  Inglaterra,  como 
autora  de  la  proposición  aceptada;  pero  algunos  periódi- 
cos ingleses  parecen  haber  reducido  et  asunto  á  las  mo- 
destas proporciones  de  la  política  i nteriorj  sacándolo  del 
terreno  más  importaate  y  más  grave  de  la  vida  interna- 
cionaL 

Nos  preguntamos  con  estupefacción j  dice  El  Standard^ 
lo  que  si gn inca  la  declaración  inesperada  de  comunicar  á 
las  otras  potencias^  bajo  garantía  de  reciprocidad,  el  pro- 
yecto de  construcciones  navales  británicas.  Si  quiere  decir 
que  el  Gobierno  hará  esa  comunicación  después  de  someter 
al  Parlamento  el  presupuesto  de  Marina,  será  evidentemen- 
te inúti!,  porque  los  informes  estarían  ya  á  disposición  á¿ 
los  Ministros  de  Marina  extranjeros,  sin  ninguna  acción  ofi- 
cial Hay  que  presumir,  por  lo  tanto,  que  se  trata  de  otra 
cosa.  El  Gobierno  dará  á  conocer  sus  proyectos  antes  de 
que  el  Parlamento  los  vea;  en  otros  términos,  someterá  á 
las  demás  naciones  sus  planes  de  política  naval  para  que 
los  aprueben  ó  los  modiñquen.  Nuestro  presupuesto  de  Ma- 
rina ge  redactará  en  consulta  con  hombres  de  Estado  extran 
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jeros,  de  quienes  no  hay  que  esperar  que  se  muestren  pro- 
fundamente deseosos  de  mantener  la  supremacía  naval  de 
Inglaterra.  {Qué  sucederá  si  el  plan  proyectado  no  encuen* 
.tra  la  aprobación  de  los  críticos  sinceros  á  quienes  va  á  so- 
meterse? El  Standard  estima  que  es  inútil  seguir  investi- 
gando las  consecuencias  posibles  ó  probables  de  lo  que  lla- 
ma monstruosa  fantasía,  y  resume  su  opinión  en  las  siguien- 
tes frases:  cLa  Conferencia  de  El  Haya  ha  procedido  con 
el  ceremonial  oportuno  á  los  funerales  de  la  proposición 
británica.  Esa  proposición  es  tan  asombrosa  que  parece 
difícil  tratarla  en  serio»  (i). 

El  Morning  Post  agrega  por  su  parte  que  las  aclamacio- 
nes unánimes  con  que  fué  adoptada  la  proposición  de  sir 
Edward  Fry,  han  debido  reconocer  por  lo  menos  que  era 
inoportuna  (2). 

El  otro  extremo  está  representado  por  The  Daily  Chro^ 
nicle  y  The  Tribune.  El  primero  de  estos  periódicos  expre- 
sa que  al  ftn  la  Gran  Bretaña  había  tomado  la  posición  que 
le  corresponde  como  Jefe  del  partido  de  la  Paz  en  la  Con* 
ferencia.  Llama  leal  y  equitativa  la  proposición  presentada 
y  aunque  reconoce  que  su  punto  débil  está  en  el  hecho  de 
que  la  abstención  de  una  sola  gran  potencia  basta  á  parali- 
zar las  buenas  intenciones  de  las  otras,  dice  que  teniendo  el 
apoyo  de  Francia  y  de  los  Estados  Unidos,  las  demás  na- 
ciones seguirán  el  ejemplo  bajo  la  presión  de  la  opinión 
pública  (3). 

The  Tribwie  entiende  que  se  puede  acoger  la  declaración 
de  la  Conferencia  como  la  prueba  de  que  se  ha  resuelto  una 


(i)    The  Standard  de  Londresj  19  de  Agosto  de  1907. 

(2)  The  Morning  Post  de  Londres^  19  de  Agosto  de  1907. 

(3)  The  DaUyChronuIe  de  Loadret;  19  de  Agosto  de  1907 
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de  sus  grandes  diñcultades  y  como  la  esperanza  de  mayo* 
res  progresos  en  un  porvenir  cercano  (i). 

Por  su  parte  el  Times,  en  el  editorial  que  consagró  á  este 
asunto,  no  critica  duramente  lo  acordado.  Dice  que  la  pro- 
posición inglesa  es  la  reproducción  de  lo  que  dijo  Lord 
Goschen  como  primer  Lord  del  Almirantazgo  poco  antes 
de  la  reunión  de  la  otra  Conferencia,  y  después  de  manifes- 
tar  que  espera  con  interés  las  indicaciones  prácticas  que 
eso  provoque  y  de  recalcar  y  desenvolver  las  razones  ale- 
gadas  en  contra,  acentúa  su  actitud  un  tanto  desdeñosa 
observando  que  la  Conferencia  será  juzgada  por  los  traba- 
jos prácticos  que  realice  en  otras  materias  y  no  por  su  pla- 
tónica devoción  á  la  propuesta  británica  (2). 

37.  En  Alemania  se  desdeñó  también  el  asunto  ó  no 
quiso  concedérsele  importancia.  Dos  periódicos .  radicales, 
el  Vossisché  Zeitung  y  el  Berliner  Tageblatt  (3),  rompieron 
el  silencio  común,  expresando  sus  dudas  sobre  el  carácter 
práctico  de  la  proposición  inglesa,  pero  haciendo  de  ella 
motivo  de  oposición  política. 

38.  Tampoco  Francia  pareció  preocuparse  del  caso. 
Le  Petit  Parisién  notó  que  el  problema  era  muy  difícil  en 
estos  momentos,  y  el  Journal  des  Debáis  expresó  que  el  pun- 
to no  había  sido  ni  resuelto  ni  profundizado,  y  que,  en 
realidad,  se  trataba  de  una  resolución  paciñsta  más,  incor- 
porada á  las  actas  de  la  Conferencia  (4).  £1  misma  perió- 
dico, en  una  carta  de  su  corresponsal  en  El  Haya,  relativa 


(i)  TJie  TrUfUfu  de  Londres;  19  de  Agosto  de  1907. 

(2)  TAe  Tima  de  Londres;  19  de  Agosto  de  1907. 

(3)  Números  del  19  de  Agosto  de  1907. 

(4)  Números  del  19  de  Agosto  de  I907. 
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á  la  sesión  del  17  de  Agosto,  observa  que  no  es  posible 
negar  la  habilidad  de  la  diplomacia,  porque  esa  cuestión, 
una  de  las  más  importantes  de  que  puede  ocuparse  el  mun- 
do, había  sido  maravillosamente  escamoteada  (i).  Y  2> 
Temps,  en  una  noticia  telegráfica,  insinúa  que  la  forma 
adoptada  para  esa  sesión  equivalía  al  abandono  puro  y 
simple  del  problema  (2). 

39.  Para  juzgar  desapasionadamente  el  caso,  sin  las 
exageraciones  de  forma  que  se  notan  en  una  parte  de  la 
Prensa  á  que  nos  hemos  referido,  importa  distinguir  dos 
cosas  que  á  menudo  se  confunden.  De  un  lado  está  el  pro- 
blema mismo  del  desarme  ó  de  la  reducción  y  limitación 
de  las  fuerzas  militares,  y  de  otro  lado  la  forma  en  que 
lo  planteo  y  discutió  la  Conferencia. 

No  cabe  duda  alguna  de  que  es  necesario  poner  término 
á  los  gastos  incesantes  de  construcción  naval  y  de  material 
de  guerra,  con  que  las  grandes  y  aun  las  pequeñas  naciones 
recargan  de  continuo  su  presupuesto  de  gastos  y,  como  re- 
sultado indispensable,  el  presupuesto  de  ingresos.  La  vita- 
lidad económica  de  las  naciones  modernas  se  está  compro- 
metiendo con  los  impuestos  excesivos  que  requiere,  y  con 
los  hombres  que  sustrae  al  trabajo  el  sistema  de  la  paz 
armada. 

Es  evidente,  por  otra  parte,  que  la  guerra  moderna,  cada 
vez  más  administrativa  y  oficial,  se  dificulta  mucho  redu- 
ciendo y  limitando  esos  gastos  durante  la  paz.  Y  no  hay 
que  decir  cómo  un  desarme,  lento  ó  repentino,  estorbaría 
enormemente  toda  guerra  nueva. 


(i)    Número  del  30  de  Agosto  de  1907. 
(2)    Número  del  17  de  Agosto  de  I907. 
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Esta  medalla  tiene,  como  la  generalidad»  su  reverso.  Si 
de  repente  se  procediera  á  un  desarme,  el  número  de  in- 
dustrias navales  y  terrestres  que  hoy  viven  de  las  cons- 
trucciones y  del  material  para  la  guerra,  sentiría  una  crisis 
lo  bastante  grave  para  envolver  en  sus  consecuencias  la 
producción  y  el  comercio  entero  del  mundo.  Más  aún;  el 
problema  obrero  tomaría  un  carácter  insoluble  si  vinieran 
de  repente  á  competir  en  los  trabajos  industriales  los  mi- 
llones de  hombres  que  Europa  tiene  continuamente  sobre 
las  armas. 

De  ahí  que  todo  el  proyecto  de  desarme  pacíñco  tenga 
que  ser  un  gran  sueño,  si  no  se  llegara  á  bases  complica- 
dísimas y  difíciles,  merced  á  las  cuales  .resulte  lento,  pro- 
gresivo, proporcional  y  simultáneo.  Y  no  se  olvide  que  es 
necesario  resolver  primero  las  diferencias,  en  cuya  virtud 
se  han  provocado  esos  armamentos  crecientes  y  ya  casi 
insoportables.  La  estabilidad  política  absoluta  es  imposi- 
ble, y  la  historia  no  la  ha  conocido  aún,  después  de  haber 
probado  á  través  de  los  siglos  un  número  extraordinario 
de  combinaciones.  Una  estabilidad  relativa,  con  mutuas 
renuncias  y  compensaciones,  sería,  no  obstante,  el  funda- 
mento necesario  de  toda  seria  proposición  de  desarme. 

Tampoco  debe  pensarse  en  que  una  guerra,  por  la  cual 
se  debiliten  las  fuerzas  militares  ó  económicas  de  una  ó 
dos  naciones,  traiga  como  resultado  medidas  prácticas 
para  un  desarme  general.  La  lucha  de  1904  entre  Rusia  y 
el  Japón  trajo  consigo  la  pérdida  del  poderío  naval  del 
Imperio  moscovita,  y  lejos  de  facilitar  limitaciones  euro* 
peas  de  fuerzas  militares,  creó  en  el  Imperio  ruso  el  senti- 
miento de  la  necesidad  de  reconstruir  sus  buques  de  gue  - 
rra  y  de  reorganizar  su  ejército  terrestre.  Tal  vez  la  sitúa  - 
ción  particular  de  Rusia  fué,  sin  que  nadie  la  mencionara. 


LA  LIMITACIÓN  DE  LOS  ARMAMENTOS  41 

el  obstáculo  más  poderoso  que  encontró  dentro  y  fuera  de 
la  Conferencia,  el  propósito  de  los  Delegados  ingleses. 

No  hay,  en  nuestro  sentir,  más  que  dos  perspectivas  de 
desarme,  ambas  poco  apetecibles  y  ambas  de  todo  punto 
lastimosas.  Una  sería  la  guerra  general,  dudosa  y  larga  en- 
tre todas  las  graves  potencias  del  mundo.  La  destrucción  re- 
lativa y  equivalente  de  sus  elementos  militares,  les  permiti- 
ría buscar  luego  una  base  de  tranquilidad  futura  en  el  man- 
tenimiento de  su  debilidad  militar.  £1  remedio  no  es  proba- 
ble, porque  van  por  xsamino  muy  distinto  al  de  una  lucha 
armada  universal  las  corrientes  políticas  de  la  época  mo- 
derna. Y  no  es  tampoco  apetecible  lograr  á  tanto  coste  las 
garantías  dudosas  de  una  paz  definitiva. 

£1  otro  remedio  que  se  ve  más  cerca,  pero  que  no  nos 
parece  inmediato,  es  una  gran  crisis  económica  que  con- 
mueva en  sus  cimientos  la  organización  militar  del  mundo 
y  obligue  á  las  naciones  al  sacrifício  de  cierto  ideales  polí- 
ticos y  de  cierta  supremacía  militar.  Tendría  que  ser  muy 
grave  y  muy  general  la  sacudida,  y  sus  consecuencias  son 
incalculables  en  el  orden  de  la  cultura  humana  y  de  la 
prosperidad  individual  y  colectiva. 

Tal  vez,  cuando  la  tempestad  se  aproxime,  surja  por  sí 
mismo  el  remedio  sin  provocar  sus  efectos,  y  es  forzoso 
reconocer  que  la  limitación  contractual  de  gastos  milita- 
res, con  todos  sus  inconvenientes  y  sus  no  dudosas  dlñcul- 
tades  de  ejecución,  ^ería  el  primer  paso  en  ese  camino. 

'40.  ^Pudo  hacer  la  Conferencia  de  1907,  en  ese  orden 
de  ideas,  más  de  lo  que  hizo?  No  se  olvide,  antes  de  todo, 
que  cuando  algo  requiere  el  acuerdo  insustituible  de  varios, 
y  algunos  de  ellos  se  niegan,  no  tienen  los  demás  otro  cami- 
no que  proclamar  su  deseo,  que  es  notoriamente  irrealizable. 


r  vn*^'>í?^'    . 
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Sí  la  opinión  pública,  de  algunas  grandes  naciones  no 
toma  esa  dirección  ó  no  tiene  fuerza  bastante  para  actuar 
sobre  sus  Gobiernos  é  inclinarles  á  limitar  sus  fuerzas  te- 
rrestres y  navales,  es  absurdo  pensar  que  los  Estados  res- 
tantes pretendan  imponerles  sus  ideas  ó  les  declaren  la 
guerra  en  la  Conferencia  de  la  Paz  con  objeto  de  reducir- 
los á  su  parecer. 

Era  del  todo  inútil  y  opuesto  á  las  buenas  prácticas  de 
estas  reuniones  y  á  la  cortesía  diplomática,  que  cierto  gru« 
po  de  Estados  presentara  una  proposición  concreta,  man- 
tuviera sobre  cuestiones  esencialmente  políticas  un  debate 
apasionado  y  ardiente,  y  hasta  provocara  quizá  la  disolu- 
ción de  la  Conferencia  ó  la  retirada  posible  de  naciones 
importantes.  Se  habría  desatado  la  tempestad  en  nombre 
de  la  calma  y  provocado  la  guerra  en  busca  de  la  paz. 

Fué  necesario,  en  consecuencia,  buscar  una  fórmula  lo 
bastante  clara  para  que  mantuvieran  sus  propósitos  los 
partidarios  de  limitar  los  gastos  militares,  y  lo  bastante 
vaga  y  general  para  que  pudieran  aceptarla  sin  debate  y 
sin  protesta  los  amigos  obligados  de  otras  soluciones.  Y 
decimos  intencionalmente  amigos  obligados,  porque  los 
más  resueltos  defensores  de  la  situación  militar  presente 
convienen  noblemente  en  que  se  trata  para  ellos  de  una 
necesidad  y  no  ciertamente  de  una  aspiración  ó  de  un 
ideal. 

Lo  que  á  una  parte  de  la  Prensa  y  a  la  opinión  pareció 
una  comedia,  fué  más  bien  la  imposición  indeclinable  de 
circunstancias  superiores  á  la  voluntad  de  todos.  Cualquier 
otro  camino  hubiera  sido  peor.  Ya  hemos  aludido  á  los  re- 
sultados probables  de  una  proposición  concreta  sometida  á 
votación  inmediata. 

No  creemos  preferible  que  la  Conferencia  guardara  so- 
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bre  punto  tan  importante  un  silencio  completo.  Cuando 
una  bandera  no  puede  triunfar  hoy^  agitarla  y  mantenerla 
es  preparar  la  victoria  de  mañana.  La  Conferencia^  á  pesar 
de  la  forma  suave  y  poco  efectiva  de  su  voto  platónico, 
ha  vuelto  á  poner  sobre  el  tapete  la  aspiración  del  desarme 
y  acaba  de  mostrarla  al  mundo.  La  opinión  nacional  tiene 
á  su  cargo  el  resto.  Si  apoya  esas  ideas  con  el  entusiasmo 
y  el  empeño  que  merecen,  otra  Conferencia  mundial  tendrá 
la  gloria  que  ésta  no  logró  ceñir  deñnitivamente  á  su  re- 
cuerdo. 


CAPITULO  III 


Bl  cobro  coercitivo  de  deudas  nacionales. 

41,  Tiene  en  cierto  modo  el  mismo  carácter  general  y 
político  que  el  desarme  y  no  cabe  propiamente  dentro  de 
las  reglas  especíales  de  la  paz  ni  dentro  del  derecho  estric- 
to de  Ja  guerra,  la  discusión  planteada  por  el  general  Por- 
ter,  en  representación  de  los  Estados  Unidos  de  América 
sobre  el  cobro  coercitivo  de  deudas  contractuales. 

En  virtud  de  la  proposición  americana,  no  podemos  con- 
cretarnos en  este  capítulo  a  la  exposición  y  examen  de  lo 
que  se  conoce  umversalmente  con  el  nombre  de  doctrina 
de  Drago.  El  ilustre  Ministro  de  la  República  Argentina 
limitó  sus  apreciaciones  á  la  Deuda  pública,  y  con  estas 
dos  palabras  unidas,  cuando  se  emplean  en  singular,  mar- 
ca perfectamente  nuestro  idioma  que  se  trata  de  las  emisio- 
nes de  empréstitos  hechas  por  los  Estados^  como  operacio- 
nes frecuentes  y  conocidas  de  su  hacienda. 

Aunque  en  eso  se  encuentre  el  origen  diplomático  de 
este  debate,  es  lo  cierto  que  no  surgió  bajo  tal  forma  en  la 
segunda  Conferencia  de  la  Paz,  y  que  al  estudiar  las  recla- 
maciones de  origen  convencional  contra  el  Estado  en  sus 
relaciones  con  el  empleo  de  las  fuerzas  militares  ó  nava- 
lesj  si  no  huelga  comenzar  por  la  exposición  de  la  doctn- 
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na  de  Drago,  en  que  está  la  raíz  del  asunto  y  su  más  inte- 
resante aspecto,  es  forzoso  ampliar  después  sus  términos 
y  abarcarlo  en  todas  las  fases  á  que  fué  sometido  en  E! 
Haya. 

42.  Las  reclamaciones  de  Alemania,  Francia  é  Inglate- 
rra contra  Venezuela,  en  que  se  empleó  la  fuerza  armada 
para  el  cobro  de  diversos  créditos  de  los  que  formaba  par« 
te  la  Deuda  pública  venezolana,  dieron  origen  á  la  famosa 
nota  que  el  29  de  Diciembre  de  1902  hubo  de  dirigir  el 
Ministro  de  Relaciones  exteriores  de  la  República  Argenti  • 
na,  Sr.  Luis  M.  Drago,  al  representante  de  dicha  nación  en 
Washington  Sr.  García  Merou,  para  que  la  transmitiera  al 
Secretario  de  Estado  norteamericano  Sr.  John  Hay. 

La  nota  empieza  diciendo  que  el  capitalista  que  propor- 
ciona fondos  á  un  Estado  extranjero  tiene  en  cuenta  siem- 
pre los  recursos  del  país  con  que  trata  y  la  mayor  ó  menor 
probabilidad  de  que  los  compromisos  contraídos  se  cum* 
plan  sin  tropiezo,  á  lo  cual  se  debe  el  crédito  diferente  de 
cada  Gobierno  y  las  condiciones  más  ó  menos  onerosas  de 
un  empréstito. 

Alega  inmediatamente  esta  razón  fundamental:  cEl 
acreedor  sabe  que  contrata  con  una  entidad  soberana,  y  es 
condición  inherente  de  toda  soberanía  que  no  puedan  ini*^ 
ciarse  ni  cumplirse  procedimientos  ejecutivos  contra  ella, 
ya  que  ese  modo  de  cobro  comprometería  su  existencia 
misma,  haciendo  desaparecer  la  independencia  y  la  acción 
del  respectivo  Gobierno.  Entre  los  principios  fundamenta- 
les del  Derecho  público  internacional  que  la  humanidad 
ba  consagrado,  es  uno  de  los  más  preciosos  el  que  deter-^ 
mina  que  todos  los  Estados,  cualquiera  que  sea  la  fuerza 
de  que  dispongan,  son  entidades  de  Derecho,  perfectamen*' 


■    I 
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te  iguales  entre  sí  y  recíprocamente  acreedoras  por  ello  á 
las  mismas  consideraciones  y  respeto.  £1  reconocimiento 
de  la  deuda,  la  liquidación  de  su  importe  puede  y  debe  ser 
hecha  por  la  nación,  sin  menoscabo  de  sus  derechos  pri- 
mordiales como  entidad  soberana,  pero  el  cobro  compulsi- 
vo é  inmediato,  en  un  momento  dado,  por  medio  de  la 
fuerza,  no  traería  otra  cosa  que  la  ruina  de  las  naciones 
mas  débiles  y  la  absorción  de  su  Gobierno  con  todas  las 
facultades  que  le  son  inherentes  por  los  fuertes  de  la 
tierra,» 

Después  de  consignar  que  no  deñende  la  mala  fe  el  des- 
orden y  la  insolvencia  deliberada  y  voluntaria,  consigna 
estas  frases,  no  del  todo  claras  y  precisas,  entre  otras  ra- 
zones porque  no  se  ha  hablado  antes  de  ellas  de  litigio  al- 
guna: cEl  fallo,  entonces,  que  declara  la  obligación  de  pa- 
gar la  deuda,  ya  sea  dictado  por  los  Tribunales  del  país  ó 
por  los  de  arbitraje  internacional,  los  cuales  expresan  el 
anhelo  permanente  á  la  justicia  como  fundamento  de  las 
relaciones  políticas  de  los  pueblos,  constituye  un  título  in- 
discutible que  no  puede  compararse  al  derecho  incierto  de 
aquel  cuyos  créditos  no  son  reconocidos  y  se  ve  impulsado 
á  apelar  á  la  acción  para  que  ellas  le  sean  satisfechas.» 
flQuiere  decirse  con  esto  que  después  del  fallo  arbitral  ó 
interno,  quepa  la  acción  militar  si  no  se  cumple  en  se- 
guida? 

No  creemos  posible  semejante  interpretación  del  último 
párrafo  copiado,  porque  esa  nota  interesantísima  explica 
inmediatamente  que  el  Gobierno  argentino  se  ha  sentido 
alarmado  al  saber  que  la  falta  de  pago  de  la  Deuda  públi- 
ca de  Venezuela  se  indicaba  como  una  de  las  causas  deter- 
minantes del  apresamiento  de  su  flota,  del  bombardeo  de 
uno  de  sus  puertos  y  del  bloqueo  de  guerra  rigurosamente 
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establecido  para  sus  costas,  porque  si  tales  procedimientos 
fueran  definitivamente  adoptados  establecerían  un  prece- 
dente peligroso  para  la  seguridad  y  la  paz  de  las  naciones 
de  esa  parte  de  América. 

£1  cobro  militar  de  los  empréstitos,  continúa,  supone  la 
ocupación  territorial  para  hacerlos  efectivos,  y  la  ocupa- 
ción territorial  signiñca  la  supresión  ó  subordinación  de 
los  Gobiernos  locales  en  los  países  á  que  se  extiende.  Tal 
situación  aparece  contrariando  visiblemente  los  princi  pios 
muchas  veces  proclamados  por  las  naciones  de  América, 
y  particularmente  la  doctrina  de  Monroe,  con  tanto  celo 
sostenida  y  defendida  en  todo  tiempo  por  los  Estados 
Unidos. 

El  espíritu  y  el  ñn  de  esa  nota  se  resume  en  el  siguien* 
te  párrafo:  «Lo  único  que  la  República  Argentina  sostiene 
y  lo  que  vería  con  gran  satisfacción  consagrado,  con  moti- 
vo de  los  sucesos  de  Venezuela,  por  una  nación  que,  como 
ios  Estados  Unidos,  goza  de  tan  grande  autoridad  y  pode- 
río, es  el  principio  ya  aceptado  de  que  no  puede  haber  ex- 
pansión territorial  europea  en  América,  ni  opresión  de  los 
pueblos  de  este  continente,  porque  una  desgraciada  situa- 
ción ñnanciera  pudiese  llevar  á  alguno  de  ellos  á  diferir  el 
cumplimiento  de  sus  compromisos.  En  una  palabra,  el  prin- 
cipio que  quisiera  ver  reconocido,  es  el  de  que  la  Deuda 
pública  no  puede  dar  lugar  á  la  intervención  armada,  ni 
menos  á  la  ocupación  material  del  suelo  de  las  naciones 
americanas  por  una  potencia  europea.» 

43.  El  propio  Sr.  Drago,  en  un  prefacio  escrito  el  19 
de  Julio  de  1903,  declara  que  su  nota  está  limitada  á  se- 
ñalar los  peligros  que  necesariamente  surgirían  para  las 
naciones  de  América  si  las  deudas  contraídas  por  ellas. 
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con  arieglo  á  las  estipulaciones  de  contratas  meramente 
civiles  y  no  de  tratados  internacionales,  pudieran  dar  lu- 
gar^ por  cualquiera  difícultad  ó  demora  en  el  cumplimiento 
de  las  prestaciones  convenidas,  á  la  intervención  directa 
de  potencias  extranjeras,  con  el  pretexto  de  asegurar  capi- 
tales que  se  colocan  é  invierten  cargando  de  antemano 
un  interés,  muchas  veces  excesivo,  por  los  más  remotos 
azares. 

Y  después  de  mencionar  nuevamente  el  derecho  de 
igualdad  de  los  Estados  como  base  de  sus  alegaciones,  in- 
sinúa que  se  creyó  oportuno  hacer  notar  en  apoyo  de  tal 
teoría,  con  el  carácter  de  argumento  subsidiario  y  encami- 
nado á  robustecer  la  argumentación  principal  y  de  fondo, 
que  no  podía  ser  negada  sin  que  se  desconociera  al  propio 
tiempo  en  sus  más  directas  consecuencias  lo  que  se  ha 
convenido  en  llamar  la  doctrina  de  Monroe.  No  basta,  en 
efecto,  que  se  afirme  que  no  habrá  anexión  de  territorios 
para  que  se  considere  salvado  el  principio  que  excluye  la 
intervención  de  las  naciones  europeas  en  el  continente 
americano  (i). 

44.  Por  otra  parte,  el  Presidente  de  la  República  Ar- 
gentina, al  referirse  á  los  sucesos  de  Venezuela  en  el  Men- 
saje con  que  inauguró  las  sesiones  del  Congreso  el  4  de 
Mayo  de  1903,  expuso  como  nueva  razón  la  imposibilidad 
de  aceptar  que  si  los  ciudadanos  ó  subditos  extranjeros 
contratan  empréstitos  de  carácter  público,  sea  parte  tam- 
bién en  esas  operaciones  el  Estado  á  que  pertenezcan, 
convirtiendo  el  contrato  privado  en  una  obligación  entre 


(i)     Drago,  Luis  M. — La  República  Argentina  y  el  com  de  Venezuela.  Bue- 
nos Aires,  1903. — Páginas  6  y  7. 
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naciones.  Dijo  igualmente  que  la  nota  argentina  se  concre- 
taba, en  realidad,  á  enunciar  como  principio  elemental  el 
derecho  indiscutible  de  las  nacionalidades  americanas  para 
crecer  y  desenvolverse^  sin  excluir  las  obligaciones  impues- 
tas á  los  pueblos  civilizados  ni  atenuar  sus  responsabili- 
dades. 

45.  Importa  mencionar  desde  ahora,  como  dato  para 
que  se  juzgue  de  la  actitud  de  los  Estados  Unidos  de 
América  con  este  motivo  en  la  segunda  Conferencia  de  la 
Paz,  el  memorándum  que  el  Secretario  de  Estado  Sr.  Hay, 
remitió  al  Ministro  argentino  en  Washington,  en  respuesta 
á  la  nota  del  Dr.  Drago. 

He  aquí  sus  términos,  según  la  traducción  argentina:  tSin 
expresar  asentimiento  ni  disentimiento  con  las  doctrinas 
hábilmente  expuestas  en  la  nota  del  Ministro  argentino  de 
Relaciones  exteriores  de  fecha  29  de  Diciembre  de  1902, 
la  posición  general  del  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  en 
este  asunto  está  indicada  en  recientes  mensajes  del  Pre- 
sidente. 

>E1  Presidente  declaró  en  su  mensaje  al  Congreso  de 
3  de  Diciembre  de  1901,  que  por  la  doctrina  de  Monroe  no 
garantizamos  á  ningún  Estado  contra  la  represión  que  pueda 
acarrearle  su  inconducta,  con  tal  que  esa  represión  no 
asuma  la  forma  de  adquisición  de  territorio  por  ningún  po- 
der no  americano. 

>En  arnionía  con  el  anterior  lenguaje,  el  Presidente 
anunció  en  su  mensaje  de  2  de  Diciembre  de  1902:  Ningu- 
na nación  independiente  de  América  debe  abrigar  el  más 
mínimo  temor  de  una  agresión  de  parte  de  los  Estados  Uni- 
dos. Corresponde  que  cada  una  de  ellas  mantenga  el  orden 
dentro  de  sus  fronteras  y  cumpla  sus  justas  obligaciones 
Tomo  pkimsro.  4 
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con  los  extranjeros.  Hecho  esto  pueden  descansar  en  la  se- 
guridad de  que,  fuertes  ó  débiles,  nada  tienen  que  temer  de 
intervenciones  externas. 

» Abogando  y  adhiriendo  en  la  práctica,  en  las  cuestiones 
que  le  conciemen,  al  resorte  del  arbitraje  internacional  para 
el  arreglo  de  las  controversias  que  no  pueden  ajustarse  por 
el  tratamiento  ordenado  de  las  negociaciones  diplomáticas, 
el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  vería  con  satisfacción 
que  las  cuestiones  sobre  la  justicia  de  los  reclamos  de  un 
Estado  contra  otro  que  surjan  de  agravies  individuales  ó  de 
obligaciones  nacionales,  lo  mismo  que  la  garantía  para  la 
ejecución  de  cualquier  laudo  que  se  dicte,  sean  libradas  á 
la  decisión  de  un  Tribunal  de  arbitros  imparciales,  ante  el 
cual  las  naciones  litigantes,  las  débiles  lo  mismo  que  las 
fuertes,  pueden  comparecer  como  iguales,  al  amparo  del 
derecho  internacional  y  los  deberes  recíprocos.» 

46.  El  examen  atento  de  esta  nota  demuestra,  en  pri- 
mer lugar,  que  no  se  midió  por  de  pronto  el  alcance  ex- 
traordinario de  la  declaración  argentina  y  la  resonancia  que 
había  de  tener.  Está  esquivado,  en  efecto,  el  punto  princi- 
pal, sin  perjuicio  de  que  los  Estados  Unidos  marcaran  desde 
entonces  en  ciertas  frases  el  rumbo  que  habían  seguido  en 
el  problema  venezolano  y  el  que  iban  á  seguir  respecto  de 
la  nueva  doctrina. 

El  mensaje  de  2  de  Diciembre  de  1902,  discurriendo  á 
cotitrario  setisu,  parece  envolver  una  advertencia  que  toca 
los  límites  de  la  amenaza.  Si  alguna  nación  independiente 
de  América  no  mantiene  el  orden  dentro  de  sus  fronteras  ó 
no  cumple  sus  justas  obligaciones  para  con  los  extranjeros, 
debe  temer  intervenciones  extrañas.  ^De  quién?  Cualquier 
Estado  podrá  intervenir,  porque  la  doctrina  de  Monroe  no 
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garantiza  esas  Repúblicas  contra  la  represión  que  pueda 
acarrearles  su  mal  proceder. 

Sin  embargo,  y  aquí  está  el  germen  de  la  proposición  de* 
fendida  por  el  General  Porter  ante  la  segunda  Conferencia 
de  £1  Haya,  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  declara  que 
vería  con  gusto  la  solución  arbitral  de  dos  órdenes  de  cues- 
tiones; las  que  surjan  de  agravios  individuales,  omitidas  en 
dicha  proposición,  y  las  que  nazcan  de  las  obligaciones  na- 
cionales, en  la  misma  expresamente  comprendidas.  Nótese 
que  estas  últimas  ñguran  en  globo,  sin  hacer  de  los  emprés- 
titos públicos  una  categoría  especial  y  sin  dar  entrada  por 
lo  tanto  al  problema  de  sus  relaciones  con  la  soberanía  de 
la  nación,  que  es  la  esencia  de  la  nota  argentina. 

Obsérvese  igualmente  que  la  frase  obligaciones  nacionales 
tiene  una  generalidad  absoluta,  apenas  limitada  por  el  he- 
cho de  colocar  aparte  las  reclamaciones  que  surjan  de  un 
agravio  individual,  sin  que  pueda  decirse,  no  obstante,  den- 
tro del  tecnicismo  y  la  jurisprudencia  común  norteamerica- 
na, que  envuelvan  necesariamente  la  Deuda  pública  de  los 
Estados.  Únicamente  el  hecho  de  emplearse  en  contestación 
inmediata  á  una  nota  argentina  que  se  refiere  á  los  emprés- 
titos nacionales,  permite  inducir  que  estos  últimos  debieron 
tenerse  en  cuenta  al  emplear  las  referidas  palabras. 

No  debe  olvidarse  tampoco  que  él  memorándum  norte- 
americano insinúa  la  conveniencia  de  entregar  á  la  decisión 
de  los  Tribunales  de  arbitros,  la  garantía  para  la  ejecución 
del  laudo,  idea  particular,  un  tanto  impropia  de  la  natura- 
leza de  las  funciones  judiciales  que  el  arbitro  ejerce,  reapa- 
recida, sin  embargo,  en  la  primera  proposición  que  el  Ge- 
neral Porter  sometió  á  la  Conferencia. 

47.    Volvamos  ahora  á  la  doctrina  de  Drago  para  recor- 
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dar  que  los  publicistas,  los  hombres  políticofs,  la  prensa 
periódica,  la  alta  banca  y  la  opinión  general  le  dieron  muy 
pronto  el  mérito  y  la  importancia  que  debían,  creando  en 
su  favor  ó  en  su  contra,  según  los  intereses,  corrientes  pa* 
derosas  de  que  se  derivaron  polémicas  apasionadas  y  ar^ 
dientes. 

No  era  posible,  en  consecuencia,  que  dejara  de  estudiarse 
la  cuestión  en  la  tercera  Conferencia  Pan-Americana,  con- 
vocada para  mediados  de  1906  en  la  capital  del  Brasik 
Surgió,  sin  embargo,  el  temor  de  que  allí  no  podría  resol- 
verse definitivamente,  y  se  alegaron  á  ese  efecto  dos  razo  - 
nes.  Una  consistió  en  decir  que  las  Repúblicas  latino-ame- 
ricanas eran  las  deudoras  y  no  estaban  en  el  caso  de  llegar 
á  una  solución  de  ese  problema  sin  tratar  con  las  naciones 
acreedoras  y  obtener  un  acuerdo  común.  La  otra,  de  más 
fuerza  y  de  más  importancia,  estribó  en  la  convocación  ya 
conocida  de  la  segunda  Conferencia  de  la  Paz  y  en  la  ven- 
taja de  resolver  el  punto  allí,  con  el  asentimiento  de  todos 
los  Estados  del  mundo. 

Era  de  escaso,  pero  muy  peligroso,  el  primer  motivo 
alegado.  Las  naciones  de  Europa  tienen  una  Deuda  pública 
mayor  que  las  naciones  de  América  y  su  historia  económi- 
ca demuestra  que  no  pueden  vanagloriarse  de  haber  evitado 
siempre  la  bancarrota.  No  guarda  nadie  tampoco  el  secreto 
de  lo  porvenir  y  aunque  no  quepa  desearles  esa  desventura» 
ninguna  puede  tener  la  seguridad  de  que  una  guerra  infor* 
tunada  ó  una  crisis  interior  no  hayan  de  ponerla  algún  día 
en  ese  trance  infortunado.  Es  erróneo  declarar  la  bancarrota 
nacional  una  institución  americana,  como  es  injusto  suponer 
que  para  esas  dificultades  económicas  debe  tener  el  Derecha 
internacional  un  criterio  distinto  según  el  continente  en  que 
aparezcan. 
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Por  Otra  parte,  si  la  doctrina  de  Drago,  exacta  ó  errónea, 
4Ske  formula  ante  el  mundo  como  un  principio  político  de 
seguridad  y  de  independencia  para  las  naciones  de  la  Amé- 
rica latina,  no  es  preciso  contar  para*defenderla  y  admitirla 
con  el  apoyo  y  la  aquiescencia  de  los  países  que  pueden 
estar  interesados  en  adueñarse  del  nuevo  continente  ó  do- 
minar en  su  extenso  y  fértil  ferritorio.  Tanto  valdría  soste- 
ner que  no  pudo  Monroe  formular  en  1823  su  fecundó  y 
sano  principio  de  no  intervención,  sin  el  asentimiento  y  el 
acuerdo  de  las  naciones  que  habían  constituido  la  Santa 
Alianza. 

48.  Dejando  á  un  lado  esta  cuestión,  que  nos  llevaría 
muy  lejos  y  variaría  un  tanto  el  fin  y  el  objetivo  á  que  el 
presente  libro  responde,  nos  limitaremos  á  decir  que  en 
virtud  de  esas  razones,  la  Legación  Argentina  en  Washing- 
ton propuso  el  19  de  Marzo  de  1906  á  la  Comisión  encar- 
gada de  redactar  el  programa  de  la  Conferencia  Internacio- 
nal de  Río  Janeiro,  la  inclpsión  entre  sus  tareas  de  un  voto 
formulado  así:  cLa  tercera  Conferencia  Pan- Americana 
excita  al  Congreso  Internacional  que  habrá  de  reunirse  en 
la  ciudad  de  £1  Haya,  á  pronunciarse,  en  derecho,  sobre  el 
punto  de  doctrina  promovido  por  la  nota  argentina  de  29  de 
Diciembre  de  1902,  suscrita  por  el  ex -Ministro  de  Relacio- 
nes exteriores  Dr.  Luis  María  Drago,  acerca  del  cobro  com- 
pulsivo de  una  deuda  pública.» 

Y  el  Sr.  Root,  Secretario  de  Estado  del  Gobierno  de 
Washington,  al  dirigirse  también  á  dicha  Comisión  del 
programa  en  22  de  los  propios  mes  y  año  para  que  se  dis- 
cutieran en  la  Conferencia  de  Río  Janeiro  las  instrucciones 
i  los  Delegados  americanos  en  EL  Haya,  consignó  que  se 
habría  obtenido  algo  muy  importante  para  reducir  las  causas 
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.de  la  guerra,  si  se  aceptaba  el  principio  de  que  no  son  co- 
brables por  la  fuerza  los  contratos  entre  una  nación  y  un 
individuo. 

No  obstante  esos  propósitos,  la  tercera  Conferencia  Pan^ 
Americana,  reunida  en  Río  Janeiro,  se  limitó  á  recomendar 
á  los  Gobiernos  representados  en  ella  cque  consideren  el 
punto  de  invitar  á  la  segunda  Conferencia  de  la  Paz,  de  £1 
Haya,  para  que  examine  el  caso  del  cobro  compulsivo  de 
las  deudas  públicas  y,  en  general,  los  medios  tendentes  á 
disminuir  entre  las  naciones  los  conflictos  de  origen  pura- 
mente pecuniario».  Ese  acuerdo  se  aprobó  por  unanimidad , 
y  sin  debate  alguno,  en  la  sesión  de  22  de  Agosto  de  1906. 

49.  Ninguna  República  americana,  á  excepción  de  los 
Estados  Unidos  de  la  América  del  Norte,  hizo  gestiones 
para  que  la  materia  ñgurara  en  el  programa  de  la  segunda 
Conferencia  de  la  Paz.  Únicamente  los  Estados  Unidos, 
como  queda  insinuado  y  según  la  circular  rusa  de  Abril 
de  1907,  se  reservaron  la  libertad  <de  obtener  un  acuerdo 
sobre  ciertas  limitaciones  en  el  empleo  de  la  fuerza  para  el 
cobro  de  las  deudas  públicas  usuales  que  provienen  de  con- 
tratos.» 

Aunque  los  términos  se  parecieran  un  poco,  es  evidente 
que  la  reserva  norteamericana  se  apartó  extraordinariamen- 
te de  la  doctrina  de  Drago  y  en  cierto  modo  de  la  recomen- 
dación de  Río  Janeiro.  La  nota  argentina  no  se  refirió  á 
todas  las  deudas  nacionales  procedentes  de  contratos ,  sino 
pura  y  exclusivamente  á  los  empréstitos  públicos,  y  lejos 
de  hablar  para  ellos  de  limitación  del  uso  de  la  fuerza, 
proscribía  en  lo  absoluto  su  empleo.  Pero  los  Estados  Uni- 
dos, al  colocar  en  esas  condiciones  el  problema,  lo  traían 
prácticamente  á  la  deliberación  del  mundo  en  la  segunda 
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Conferencia  de  la  Paz  y  habrían  el  camino  á  las  demás  na- 
ciones europeas  ó  americanas  para  expresar  su  criterio  res- 
pecto á  la  nota  argentina. 

Cumpliendo  ese  propósito,  el  jurista  eminente  que  dirigió 
la  Delegación  norteamericana  hubo  de  escribir  al  Presiden- 
te de  la  Conferencia  una  carta  que  se  leyó  en  la  segunda 
sesión  plena  el  19  de  Junio  de  1907,  reservando  de  nuevo 
á  su  país  el  derecho  de  llegar  á  un  acuerdo  sobre  determi- 
nadas restricciones  en  cuanto  al  empleo  de  la  fuerza  para 
el  cobro  de  deudas  públicas  ordinarias  que  tengan  su  ori- 
gen en  contratos.  Eran  casi  las  mismas  frases  y  sin  duda  el 
mismo  espíritu  de  la  otra  reserva  sobre  el  programa  ruso 
que  más  arriba  hemos  mencionado. 

50.  Varios  días  después,  en  la  sesión  celebrada  por  la 
primera  Subcomisión  de  la  primera  Comisión  el  2  de  Julio 
de  1907,  se  presentó  la  proposición  norteamericana  en  la 
siguiente  forma  definitiva: 

cCon  el  fin  de  evitar  entre  las  naciones  conflictos  arma- 
dos de  origei)  meramente  pecuniario,  que  procedan  de  deu- 
das contractuales  reclamadas  al  Gobierno  de  un  país  por 
el  de  otro  como  debidas  á  sus  subditos  ó  ciudadanos,  y 
para  garantizar  que  las  deudas  contractuales  de  esta  cía  • 
se,  cuando  no  hayan  podido  arreglarse  amistosamente  por 
la  vía  diplomática,  sean  sometidas  á  arbitraje,  queda  con- 
venido que  no  podrá  acudirse,  para  el  cobro  de  dichas  deu- 
das contractuales,  á  medidas  coercitivas  que  envuelvan  el 
empleo  de  las  fuerzas  militares  ó  navales,  hasta  que  el  re- 
clamante haya  hecho  una  proposición  de  arbitraje  y  la 
haya  rehusado  ó  dejado  sin  respuesta  el  Estado  deudor  ó 
hasta  que  después  del  arbitraje  falte  el  Estado  deudor  al 
cumplimiento  de  la  sentencia  dictada.  Queda  convenido 
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igualmente  que  dicho  arbitraje  se  ajustará  al  procedimiento 
establecido  en  el  capítulo  tercero  del  Convenio  adoptado 
en  El  Haya  para  el  arreglo  pacífico  de  los  conflictos  inter- 
nacionales, y  «que  por  él  se  determinarán  la  justicia  y  el 
importe  de  la  deuda,  la  época  y  la  forma  de  solventarla  y 
la  garantía  que  haya  de  darse,  si  procediere,  mientras  esté 
pendiente  el  pago.» 

La  primera  proposición  americana,  inmediatamente  rec- 
tificada en  un  nuevo  texto,  entregaba  al  arbitramento  la 
determinación  de  la  equidad  de  la  deuda,  al  paso  que  esta 
que  hemos  transcrito,  con  menos  liberalidad  para  los  deu- 
dores y  menos  amplitud  para  los  Tribunales  de  arbitraje, 
sustituyó  la  palabra  equidad  por  la  palabra  justicia.  Antes 
de  puntualizar  bien  el  sentido  y  alcance  que  parecía  tener 
esa  propuesta,  séanos  permitido  referirnos,  como  su  co- 
mentario más  autorizado,  al  discurso  que  en  correcto  fran- 
cés pronunció,  para  explicarla,  el  General  Porter  en  la  se- 
sión de  16  de  Julio  de  1907. 

51.  Empezó  el  Delegado  norteamericano  por  referirse 
á  los  peligros  y  conflictos  que  origina  el  empleo  de  la  fuer- 
za armada  para  el  cobro  de  las  deudas  contractuales.  Exis- 
te en  su  opinión  una  convicción  general,  que  crece  cada 
día,  en  el  sentido  de  que  tal  sistema  puede  ser  un  origen 
fecundo  de  conflictos,  dando  lugar  á  bloqueos,  amenazas 
de  hostilidades  y  rumores  de  intenciones  belicosas  que  in- 
quietan al  comercio,  impresionan  desfavorablemente  los 
mercados,  crean  un  sentimiento  de  malestar  y  perturban 
no  sólo  á  los  países  interesados  en  la  querella,  sino  tam  - 
bien  á  las  naciones  extrañas. 

Añadió  que  el  caso  más  frecuente  es  el  de  algún  capita- 
lista ó  especulador,  que  priva  al  país  á  que  pertenece  de 
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SUS  servicios  y  de  su  hacienda^  y  corre  aventuras  en  el  ex- 
tranjero con  el  único  fin  de  acrecer  $u  fortuna  particular. 
Si  gana  millones,  no  los  comparte  con  su  Gobierno;  pero 
si  tiene  algunas  pérdidas,  llega  hasta  pedir  que  se  declare 
la  guerra  para  asegurarle  las  sumas  que  pretende  y  que 
con  frecuencia  son  desmesuradamente  exageradas.  No  obs- 
tante, las  condiciones  onerosas  del  préstamo  demuestran 
que  el  prestamista  se  ha  dado  cuenta  de  la  importancia  del 
riesgo  cuando  no  ha  comprado  á  vil  precio  en  la  Bolsa  los 
títulos  de  la  Deuda,  cuyo  reembolso  *á  la  par  demanda. 

A  esta  pintura  de  tan  vivo  color,  agregó  el  veterano  y 
diplomático  de  los  Estados  Unidos  que  al  obtenerse  el  co- 
bro de  la  reclamación  por  un  medio  tan  grave  como  el 
empleo  de  la  fuerza  armada,  resulta  que  los  contribuyen  - 
tes  de  la  nación  victoriosa  se  han  impuesto  sacrificios  para 
enriquecer  á  un  capitalista  ó  á  un  especulador  que  quiso 
correr  esos  riesgos  en  un  país  extranjero.  La  situación  es 
más  curiosa  todavía  cuando  no  se  obtiene  resultado.  £1 
General  Porter  refirió  que  un  americano  había  celebrado 
con  un  Gobierno  extranjero  cierto  contrato  para  fabricar 
materiales  de  construcción,  que  fué  rescindido  por  dicho 
Gobierno.  Pidió  entonces  una  indemnización  de  cuatrocien- 
tos cincuenta  mil  francos  y,  como  le  fuera  negada,  logró 
que  los  Estados  Unidos,  después  de  larga  correspondencia 
y  negociaciones,  enviaran  una  nota  de  diez  y  nueve  buques 
de  guerra  para  apoyar  la  reclamación.  No  se  ha  cobrado 
un  céntimo^  y  el  caso  representa  para  los  Estados  Unidos 
diez  y  seis  años  de  esfuerzos  y  doce  millones  de  gastos. 

Sucede  además,  agregaba,  que  los  tenedores  de  títulos 
extranjeros  cuyos  intereses  no  se  pagan,  aprovechan  el 
alza  que  produce  ei>  el  mercado  el  anuncio  de  una  expe- 
dición militar  en  demanda  de  su  cobro,  para  venderlas  en 
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seguida,  y  cuando  llega  el  momento  del  pago  definitivo 
suelen  resultar  extranjeros  los  que  se  aprovechan  del  sa- 
crificio nacional. 

En  cuanto  á  la  exageración  de  tales  reclamaciones,  se 
refirió  á  las  estadísticas  de  los  últimos  cincuenta  años  para 
demostrar  que  en  las  trece  reclamaciones  más  importantes 
de  esa  índole  juzgadas  por  comisiones  mixtas  ó  Tribunales 
de  arbitraje,  nunca  se  ha  pasado  como  justo  del  So  por  100 
de  la  suma  reclaniada  y  en  ciertos  casos  lo  admitido  como 
legítimo  no  ha  llegado  al  i  por  100  de  la  reclamación 
total. 

Dichos  ejemplos  por  sí  solos,  en  sentir  del  ilustre  Dele- 
gado americano,  debían  bastar  para  que  las  naciones  civili- 
zadas no  impusieran  jamás  por  medidas  coercitivas  á  un  país 
extranjero,  el  pago  de  deudas  contractuales  que  no  estén 
previamente  sancionada  por  un  Tribunal  arbitral. 

Las  medidas  coercitivas,  dijo,  equivalen  á  la  práctica 
abandonada  de  la  prisión  individual  por  deudas.  Así  como 
el  prisionero  quedaba  imposibilitado  para  procurarse  los 
medios  de  pago  y  aún  de  cubrir  las  necesidades  de  su  fa- 
milia, el  bloqueo  de  los  puertos  de  la  nación  deudora  y  la 
destrucción  de  sus  propiedades  por  las  notas  y  los  ejérci- 
tos enemigos,  interrumpiendo  el  comercio  internacional  y 
suprimiendo  los  ingresos  de  Aduanas,  sirven  únicamente 
para  privarla  de  los  medios  con  que  habría  de  atender 
al  reembolso  de  sus  deudas.  Si  la  prisión  de  los  particula- 
res por  ese  motivo  se  ha  suprimido  como  ilógica,  cruel  é 
ineficaz,  la  práctica  análoga  empleada  contra  las  naciones 
deudoras  debe  abandonarse  también. 

Después  de  consignar  que  es  preferible  para  todos 
aguardar  á  que  la  nación  deudora  se  desenvuelva  y  pague 
voluntariamente  sus  cargas  y  de  mantener  que  los  ciuda- 
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danos  no  tienen  derecho  alguno  á  que  sus  contratos  priva- 
dos se  conviertan  en  obligaciones  nacionales,  citó  en  apoyo 
de  su  tesis,  entre  gran  número  de  publicistas  y  juriscon- 
sultos, estas  palabras  importantísimas  pronunciadas  por  el 
Presidente  Roosevelt  en  1906:  cNo  creemos  que  el  empleo 
de  la  fuerza  para  tales  fínes  sea  compatible  con  el  respeto 
que  se  debe  á  la  independencia  y  á  la  soberanía  de  los  de- 
más miembros  de  la  familia  de  las  naciones.» 

Terminó  el  General  Porter  su  interesante  discurso  afir- 
mando que  el  principio  de  no  intervención  armada  sería 
un  beneficio  inestimable  para  las  naciones  acreedoras  y 
deudoras,  así  como  para  los  demás  Estados.  La  nación, 
cuyos  individuos  son  acreedores  de  un  Gobierno  extranje- 
ro, ganaría  con  ello,  porque  la  doctrina  serviría  de  ad- 
vertencia á  cierta  clase  de  personas  sobrado  dispuestas  á 
especular  con  las  necesidades  de  los  débiles,  contando 
con  el  apoyo  de  los  fuertes  para  asegurar  el  éxito  de  sus 
operaciones.  Permitiría  asimismo  el  mantenimiento  de  las 
relaciones  normales,  evitando  la  malquerencia  del  Esta- 
do extranjero  y  quizá  la  pérdida  de  su  comercio,  aparte 
de  las  complicaciones  que  ahorraría  con  los  pueblos  neu«- 
trales. 

En  cuanto  á  la  ventaja  de  los  deudores,  la  encuentra  en 
que  los  libraría  de  aventureros  que  excitan  el  desorden 
nacional  para  violar  en  definitiva  la  soberanía.  Y  los  neu- 
trales ó  terceros  se  habrían  evitado  la  seria  amenaza  para 
su  comercio  exterior  que  traen  consigo  los  bloqueos  y  las 
hostilidades. 

52.  La  primera  observación  que  sugiere  el  meditado 
discurso  cuyas  ideas  fundamentales  acabamos  de  extractar, 
es  que  llega  mucho  más  lejos  que  la  proposición  america- 
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na¿  Constituye,  en  efecto,  una  elocuente  y  decisiva  alega- 
ción contra  todas  las  intervenciones  armadas  que,  antes  ó 
después  de  un  arbitraje,  se  pongan  al  servicio  de  intereses 
privados  para  el  cobro  coercitivo  de  deudas  públicas. 

La  misma  desproporción  entre  el  desembolso  y  el  pro- 
vecho, entre  el  sacrificio  para  los  contribuyentes  por  los 
gastos  de  la  expedición  militar  y  el  beneficio  de  uno  ó  va- 
rios particulares,  tal  vez  extranjero,  se  puede  alegar  victo* 
riosamente  en  uno  ú  otro  caso.  Igual  situación  es  la  del 
Estado  frente  á  sus  ciudadanos  en  ambas  hipótesis.  Los 
propios  inconvenientes  tienen  los  Estados  neutrales  ó  ter- 
ceros con  las  dos  situaciones.  Y  es  que  el  problema  tiene 
una  generalidad  mayor;  se  reduce  á  preguntarse  si  en  nues- 
tro siglo  deben  ser  justa  causa  de  guerra  las  cuestiones  de 
dinero  que  afectan  exclusiva  ó  principalmente  al  interés 
particular. 

£1  conjunto  de  las  palabras  que  pronunció  el  General 
Porter  hacen  pensar  también  que  los  empréstitos  públicos 
están  comprendidos  entre  las  deudas  contractuales  de  que 
habla  la  proposición  norteamericana.  El  segundo  Delegado 
de  los  Estados  Unidos  se  valió,  en  efecto,  como  ^emplo 
para  ilustrar  su  tesis  de  la  compra  en  Bolsa  de  títulos  ex- 
tranjeros á  vil  precio  con  la  intención  de  su  reintegro  á  la 
par,  y  hubo  de  aludir  más  de  una  vez  á  los  especuladores 
que  ofrecen  grandes  sumas  á  los  Estados  y  de  la  negocia  - 
ción  de  empréstitos  en  condiciones  razonables.  Dicho  de 
otro  modo,  parecía  traducirse  en  ese  discurso  que  la  pro- 
posición norteamericana  se  ponía  frente  á  frente  de  la 
doctrina  de  Drago,  admitiendo  en  ciertos  casos  el  empleo 
de  la  fuerza  para  el  cobro  de  la  Deuda  pública  y  entregan- 
do la  forma,  los  plazos  y  la  garantía  de  su  reembolso  á  un 
Tribunal  de  arbitraje.  Una  frase  incidental  de  ese  discurso 
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expresa  que  la  intervención  es  lícita,  legal  ó  moralmente 
en  algunos  casos  extremos  y  excepcionales. 

53.  ¿Cuál  es  ahora,  después  de  conocida  lo  que  llama-^ 
damos  en  castellano  su  exposición  de  motivos,  el  efecto 
que  produce  la  moción  norteamericana?  Prescindiendo  de  su 
redacción,  que  no  encajaría  bien  ni  en  un  artículo  del  Con- 
venio de  1899  ni  en  un  tratado  especial, presenta  como  in- 
conveniente primero,  el  de  cierta  obscuridad  en  su  forma.  Hay 
que  leerla  dos  veces  para  saber  lo  que  dice,  y  á  la  segunda 
lectura  se  queda  uno  inevitablemente  dudando  de  su  alcan- 
ce. Hay  en  sus  frases  un  derroche  de  habilidad  diplomática 
y  una  gran  deficiencia  de  claridad  legal.  Excelente  para 
una  declaración  hecha  en  momentos  solemnes  por  algún 
gran  hombre  de  Estado,  no  se  podría  aplaudir  como  pro- 
yecto de  ley. 

Aparte  de  esta  indicación,  que  debió  tener  su  remedio  en 
el  Comité  de  redacción  de  la  Conferencia,  se  prestaba  á  tres 
observaciones  principales  el  texto  de  los  Estados  Unidos. 
Mencionaba  en  primer  lugar  la  fuerza  antes  que  el  arbitraje, 
dándole  cierta  primacía  y,  lo  que  es  más  grave,  legitiman- 
do en  cierto  modo  su  empleo  por  un  acuerdo  de  la  Confe- 
rencia de  la  Paz.  Esta  gran  Asamblea  del  mundo  definía 
una  causa  justa  de  guerra,  escogiendo  entre  todos  para  darle 
su  sanción  el  cobro  del  dinero  adeudado  por  las  naciones 
débiles  á  los  ciudadanos  ó  subditos  de  las  grandes  po- 
tencias. 

En  segundo  lugar,  no  hace  la  proposición  obligatorio  el 
arbitraje,  dada  la  forma  empleada.  Otorga  al  acreedor  fuer- 
te el  derecho  de  que  la  nación  deudora  humilde  escoja  entre 
el  Tribunal  ó  los  cañones  para  liquidar  cuentas  de  particu- 
lares; pero  no  le  da  siquiera  á  la  nación  débil  el  modesta 
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derecho  de  exigir  á  la  gran  potencia  acreedora  que  someta 
á  un  Tribunal  sus  peticiones  para  decidir  si  son  legítimas. 
El  reclamante  podrá  dificultar  las  relaciones  comerciales  del 
supuesto  deudor,  suspender  con  él  todo  comercio  diplomá- 
tico, actuar  en  las  mil  formas  de  coacción  á  que  se  presta 
sin  demostraciones  militares  la  vida  de  relación  de  los  Es- 
tados y,  mientras  no  se  le  ocurra  llevar  al  territorio  su 
ejército  ó  á  la  costa  su  escuadra,  no  tendrá  que  preocupar- 
se de  la  justicia  arbitral.  Puede  imponerla  al  deudor  bajo 
la  presión  de  la  guerra,  y  el  deudor  no  queda  en  condicio- 
nes de  invocarla  al  amparo  del  derecho. 

El  tercero  y  último  extremo  de  relativa  gravedad  que  en 
su  primera  redacción  contenía  la  propuesta  á  que  nos  esta- 
mos refiriendo,  es  el  derecho  de  los  arbitros  á  estipular  sin 
limitaciones  las  garantías  para  el  pago  de  una  deuda  apla- 
zada. Cabía  en  lo  posible  que  un  Tribunal  de  arbitraje  afec- 
tara al  pago  de  una  deuda  rentas  del  Estado  indispensables 
para  atenciones  vitales  del  mismo,  ó  dispusiera  en  Améri- 
ca con  igual  objeto  la  ocupación  indefinida  de  Aduanas, 
ciudades  ó  territorios  por  alguna  potencia  europea. 

La  exactitud  de  alguna  de  estas  observaciones  debió  pe- 
sar lo  bastante  en  el  ánimo  de  la  Delegación  de  los  Estados 
Unidos  para  modificar  espontáneamente  su  proposición, 
como  veremos  luego,  redactándola  otra  vez  en  forma  con- 
ducente á  evitar  por  lo  menos  uno  de  los  inconvenientes 
apuntados.  Pero  antes  de  llegar  á  esta  nueva  moción,  y  si- 
guiendo el  orden  natural  de  las  cosas,  veamos  cómo  recibió 
y  trató  el  asunto  la  Comisión  que  lo  tenía  á  su  cargo  en  la 
segunda  Conferencia  de  £1  Haya. 

54.  Siete  naciones,  Alemania,  Austria-Hungría,  Brasil> 
Francia,  Gran  Bretaña,  el  Japón  y  Portugal,  manifestaron 
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expresamente  que  aceptaban  sin  reservas  la  moción  presen- 
tada y  defendida  por  ef  General  Horacio  Porter.  De  estos 
países,  y  aparte  de  Inglaterra,  que  dijo  encontrarla  equitati- 
va y  justa  para  acreedores  y  deudores,  sólo  la  defendió 
extensamente  el  Sr.  Ruy  Barbosa  á  nombre  del  Brasil. 

Llegando  al  fondo  mismo  de  la  doctrina  de  Drago,  discu- 
tió el  docto  polemista  brasileño  la  noción  de  la  soberanía 
y  sus  relaciones  con  los  empréstitos  públicos,  para  sostener 
que  debían  estimarse  simples  contratos  privados  en  que 
desaparece  la  personalidad  política  del  Estado  para  dejar 
en  pie  únicamente  su  carácter  civil.  Expuso  después  las 
ventajas  que  á  su  juicio  tendría  suprimir  abiertamente  para 
los  Estados  el  privilegio  de  la  insolvencia  impune,  y  alegó 
varias  consideraciones  en  favor  del  empleo  de  la  fuerza  por 
responsabilidades  pecuniarias  y  de  los  términos  empleados 
por  la  proposición  discutida. 

55.  Manifestaron,  en  cambio,  que  no  podían  votar  la 
proposición  de  los  Estados  Unidos  tres  naciones  europeas, 
á  una  de  las  cuales  se  adhirió  otra  nación  americana.  Nos 
referimos,  en  primer  término,  á  Suiza,  en  cuyo  nombre  de- 
claró el  Sr.  Carlin  que  gozando  allí  los  extranjeros,  por  las 
leyes  y  los  tratados  internacionales,  de  la  misma  protección 
y  garantía  que  los  ciudadanos  y  pudiendo  llevar  como  ellos, 
con  las  propias  facilidades  é  igual  certidumbre  de  justicia 
imparcial  y  completa,  ante  las  autoridades  competentes  del 
pais^  las  reclamaciones  por  deudas  contractuales  que  hu- 
bieran de  formular  contra  la  Confederación,  no  podían  acep- 
tar una  propuesta  en  cuya  virtud  era  posible  que  revocara 
un  Tribunal  arbitral  las  sentencias  dictadas  por  los  jueces 
nacionales  sobre  cuestiones  de  Derecho  privado  que  corres- 
pondían á  su  jurisdicción. 
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Suecia,  por  medio  de  su  Delegado  Sr.  Hammarskjóld, 
rehusó  su  asentimiento  á  la  proposición  americana  porque, 
tal  como  se  había  formulado,  parecía  dar  una  sanción  in  • 
directa  al  empleo  de  la  fuerza  en  todos  los  casos  no  com- 
prendidos expresamente  en  su  texto,  y  porque  ni  aun  las 
naciones  que  estén  al  abrigo  de  toda  sospecha  en  cuanto  al 
pago  escrupuloso  de  sus  deudas,  pueden  desear  que  se  san- 
cione la  ejecución  armada  de  una  manera  incompleta  y 
ocasionada  por  ello  á  los  errores  y  á  los  abusos . 

El  Sr.  George  Streit  declaró  también  que  la  Delegación 
helénica,  aparte  de  sus  escrúpulos  sobre  el  arbitraje  obli- 
gatorio, no  votaría  la  proposición  de  los  Estados  Unidos, 
porque  no  creía  oportuno  hablar  de  medidas  coercitivas  en 
un  acuerdo  que  estaba  destinado  á  los  medios  pacíñcos  de 
resolver  los  conflictos  internacionales.  La  Delegación  de 
Bolivia  se  adhirió  ^expresamente  al  punto  de  vista  griego. 

56.  Consignaron  que  se  abstenían  de  votar,  aunque  por 
motivos  distintos,  Bélgica,  Luxemburgo  y  Rumania.  La  pri- 
mera de  estas  naciones  lo  hizo  por  estimar,  de  acuerdo  con 
Italia,  que  no  estaba  lo  bastante  ilustrada  por  los  debates, 
sobre  el  alcance  y  el  objeto  de  la  proposición  discutida.  La 
segunda,  por  su  condición  de  neutral.  Y  la  tercera,  pareció 
entender,  en  nuestro  sentir  erróneamente,  que  la  cuestión 
se  refería  solo  al  continente  americano  y  nacía  de  una  si- 
tuación particular  en  que  ella  no  estaba  llamada  á  intervenir. 

57.  Los  demás  Estados  cuyas  Delegaciones  hubieron  de 
mezclarse  en  este  asunto,  se  pueden  clasificar  en  dos  gru- 
pos. Uno,  del  que  hablaremos  más  tarde,  formuló,  respecto 
de  la  proposición  americana,  ciertas  reservas  más  ó  menos 
explícitas,  que  á  su  vez  admiten  una  subclasifícación.  Y  el 
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Otro,  se  compone  de  los  que  formularon  enmiendas  á  la 
proposición  americana  ó  presentaron  propuestas  que  equi- 
valían á  una  modifícación.  Estos  últimos  son  realmente  seis, 
que  por  el  orden  más  ó  menos  radical  de  sus  respectivas 
naciones  enumeraremos  así:  Méjico,  Haití,  Perú,  Santo  Do- 
mingo, Chile  y  Venezuela. 

La  Delegación  mejicana  solicitó  que  se  añadiera  en.  el 
primer  párrafo,  de  la  proposición  de  los  Estados  Unidos, 
pasada  la  frase  cpor  la  vía  diplomática»,  esta  otra:  c cuando 
proceda  según  los  principios  del  Derecho  internacional». 
El  objeto  de  esta  intercalación  era  marcar  que  en  ciertos 
casos  no  se  puede  acudir  á  la  vía  diplomática  sino  después 
de  haber  agotado  los  recursos  legales  ante  la  jurisdicción 
competente  del  país. 

La  enmienda  de  los  Delegados  haitianos  tenía  por  objeto 
suprimir  en  el  último  párrafo  de  la  proposición  de  los  Es- 
tados Unidos  la  facultad  de  los  arbitros  para  fijar  la  garan- 
tía del  pago  pendiente,  á  ñn  de  no  conferir  á  la  justicia  in- 
ternacional un  derecho  que  en  ciertos  países  se  reserva  al 
poder  legislativo  y  de  no  provocar  los  conñictos  mismos 
que  quieren. prevenirse,  si  el  fallo  concede  garantías  opues- 
tas á  la  Constitución  ó  al  sentimiento  nacional. 

El  Perú  solicitó  á  su  vez  que  se  agregara  á  lo  proposi- 
ción discutida  un  párrafo  nuevo,  redactado  así:  cLos  prin- 
cipios establecidos  en  esta  proposición  no  podrán  aplicarse 
á  reclamaciones  ó  diferencias  procedentes  de  contratos  ce- 
lebrados por  el  Gobierno  de  un  país  con  personas  extran- 
jeras, cuando  se  haya  estipulado  expresamente  en  tales 
contratos  que  dichas  reclamaciones  ó  diferencias  deben 
someterse  á  los  jueces  y  Tribunales  del  país.» 

Una  modifícación  completa  de  la  forma  de  la  proposición 
norteamericana,  mencionando  expresamente  los  emprésti- 

Tomo  primbiio  5 
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tos  públicos  y  suprímiendo  toda  referencia  á  la  garantía 
se  encuentra  en  la  enmienda  de  la  República  dominicana. 
He  aquí  sus  términos:  cCon  el  ñn  de  evitar  entre  las  nacio- 
nes conflictos  armados,  las  reclamaciones  de  origen  pura- 
mente pecuniario,  ya  procedan  de  empréstitos  públicos  ó 
de  otras  deudas  contractuales,  ya  de  daños  y  perjuicios, 
presentadas  por*cm  Gobierno  á  nombre  de  sus  nacionales, 
serán  sometidas  al  arbitraje  internacional,  siempre  que  no 
hayan  podido  resolverse  amistosamente  por  la  vía  diplo  - 
mática.  No  podrá  tomarse  contra  el  Estado  deudor  medida 
alguna  coercitiva  que  envuelva  el  empleo  de  fuerzas  mili- 
tares ó  navales,  sino  en  el  caso  de  que  se  niegue  á  aceptar 
el  arbitraje  propuesto  por  el  Estado  reclamante  ó  á  some- 
terse á  la  sentencia  dictada  por  el  Tribunal  arbitral.  Queda 
convenido  que  el  arbitramento  determinará  la  equidad  y  el 
importe  de  las  reclamaciones  y  la  época  y  forma  de  sol- 
ventarlas, sujetándose  en  cuanto  al  procedimiento  á  las 
reglas  establecidas  en  el  capítulo  tercero  del  convenio  adop- 
tado en  El  Haya  para  el  arreglo  pacífíco  de  los  conflictos 
internacionales.»  A  lo  que  hemos  dicho  en  el  comienzo  de 
este  párrafo  debe  agregarse  que  la  proposición  dominicana 
transcrita  se  distingue  además,  no  sólo  porque  comprende 
toda  reclamación  de  origen  pecuniario,  incluso  las  de  da* 
ños  y  perjuicios  y  sustituye  la  idea  de  justicia  por  la  idea 
de  equidad  en  cuanto  al  fallo  mismo,  sino  porque  va  fran- 
camente al  arbitraje  obligatorio  con  carácter  recíproco.  Re- 
cuérdese que  la  propuesta  norteamericana  envolvía  única- 
mente un  arbitraje  facultativo  para  el  acreedor  y,  en  con- 
secuencia, unilateral  en  su  origen.  La  enmienda  de  Santo 
Domingo  conserva,  por  otra  parte,  el  derecho  al  empleo  de 
medidas  coercitivas  en  los  dos  casos  de  incumplimiento  de 
este  convenio  ó  del  laudo  arbitral. 
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Aunque  Chile  no  calificó  de  enmienda  su  proposición,  tuvo 
indudableasente  ese  carácter  por  el  momento  en  que  fué 
pnesentada  y  el  giro  que  las  discusiones  tomaron.  Véase 
su  texto:  «Las  partes  contratantes  se  obligan  á  someter  al 
arbitraje  toda  reclamación  de  subditos  ó  ciudadanos  de  un 
Estado  contra  otro,  en  el  caso  de  que  las  negociaciones  por 
la  ría  diplomática  no  hayan  podido  llegar  á  un  acuerdo 
satisfactorio  y  cuando  la  reclamación,  siendo  de  carácter 
pecuniario,  proceda  ya  de  daños  y  perjuicios  pecuniarios, 
ya  de  infracción  de  contratos  en  que  no  hayan  determina- 
do los  propios  contratantes  la  autoridad  y  el  procedimien* 
to  á  que  deban  acudir  para  resolver  sus  desacuerdos.  Las 
partes  contratantes  se  obligan  también  á  someter  al  Tribu- 
nal de  £1  Haya  la  resolución  final  de  las  cuestiones  ó  difi- 
cultades antes  mencionadas,  si  no  creen  preferible  ponerse 
de  acuerdo  para  constituir  un  Tribunal  especial  que  las  de- 
cida.» Esta  moción,  que  iba  también  francamente  al  arbi- 
traje obligatorio  y  recíproco,  omite  toda  alusión  á  la  fuer- 
za y  comprende  las  reclamaciones  por  contratos  infringi- 
dos y  por  daños  y  perjuicios,  sin  incluir  ni  excluir  en  térmi- 
nos explícitos  la  Deuda  pública  del  Estado. 

Por  último,  dándole  la  forma  de  una  declaración  indicó 
las  siguientes  reglas,  á  nombre  de  su  país,  el  competente 
historiador  de  Venezuela  Sr.  Fortoul:  «Con  el  fin  de  evitar 
eotre  las  naciones  conflictos  armados  de  origen  puramente 
pecuniario  queda  convenido:  i  .^,  que  las  diferencias  proce- 
dentes de  reclamaciones  de  subditos  ó  ciudadanos  de  un 
Estado  contra  otro,  por  infracción  de  contratos,  se  some- 
terán al  Tribunal  permanente  de  arbitraje  de  El  Haya, 
Qiiaado  las  partes  no  hayan  estipulado  en  su  contrato  que 
toda  dÜerencia  ó  litigio  será  resuelto  ante  los  Tribunales  y 
según  las  leyes  del  Estado  responsable;  2.*,  que  se  acudirá 
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el  Tribunal  permanente  de  arbitraje  en  las  diferencias  entre 
los  Estados  con  motivo  de  reclamaciones  por  daños  y  per- 
juicios no  procedentes  de  contratos,  cuando  la  equidad  y 
el  importe  de  las  reclamaciones  no  hayan  podido  fijarse 
por  la  vía  diplomática  ni  ante  los  Tribunales  del  Estado 
responsable,  y  3.^  que  dichas  reclamaciones  se  ajustarán 
en  todo  caso  por  medios  pacíñcos,  sin  recurrir  á  medidas 
coercitivas  que  supongan  el  empleo  de  fuerzas  militares  6 
navales.»  Esta  declaración  comprende  puntos  de  vista  y 
afirmaciones  que  hemos  señalado  en  varias  de  las  enmien- 
das anteriores. 

La  variedad  de  criterio  que  las  propuestas  señaladas  in- 
dican, parece  grande,  porque  cada  una  de  estas  seis  Dele- 
gaciones se  coloca  en  distinto  terreno  para  modificar  la 
proposición  sostenida  y  explicada  por  el  General  Portar. 
Es  muy  difícil  hacer  su  resumen,  porque  casi  no  lo  tienen, 
en  lo  cual  coinciden,  por  otra  parte,  con  las  reservas  que 
otras  naciones  consignaron  y  que  pasamos  á  examinar  en 
seguida. 

58.  La  subclasificación  que  antes  indicamos  se  basa  en 
que  algunas  de  e$tas  reservas  son  perfectamente  definidas 
y  atañen  á  cuestiones  precisas  en  gran  parte  comprendidas 
en  las  enmiendas  que  el  número  anterior  explica,  al  paso 
que  otras  dependieron  de  circunstancias  del  momento  y 
dejan  abierto  el  camino  lo  mismo  á  un  voto  adverso  que  á 
una  resolución  favorable.  Comenzaremos  por  los  últimos» 

Su  origen  está  fundamentalmente  en  las  manifestacio- 
nes que  hizo  el  Conde  Tornielli  durante  la  sesión  de  la 
Subcomisión  de  27  de  Julio  de  1907.  La  Delegación  italia- 
na, decía,  quiere  darse  cuenta  del  alcance  de  un  voto  favo- 
rable á  la  proposición  de  los  Estados  Unidos,  y  estima  ne- 
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<;esario  reservárselp  hasta  hallarse  convencida,  por  expli  - 
caciones  terminantes,  de  que  no  corre  el  riesgo  de  un  equi- 
voco lamentable.  Dicha  proposición,  agregaba,  no  explica 
por  qué  la  oferta  de  arbitraje  debe  ser  un  derecho  ó  un 
deber  exclusivo  del  acreedor,  ni  determina  claramente  si 
han  de  agotarse  todos  los  trámites  de  la  jurisdicción  ordi- 
naria antes  de  acudir  al  juicio  arbitral.  Por  otra  parte, 
^cabe  interpretarla  en  el  sentido  de  que  en  los  casos  de  de- 
negación de  justicia  ó  de  perjuicios  y  daños,  se  estima 
posible,  el  empleo  de  la  fuerza  sin  oferta  de  arbitraje?  Es- 
tas dudas  é  interrogaciones  del  Conde  Tomielli,  quedaron 
sin  explicación  ni  respuesta  por  parte  de  los  Delegados 
norteamericanos, 

.  El  Sr.  Villa-Urrutia,  Delegado  de  España,  que  había  con 
signado  desdé  el  principio  las  simpatías  de  su  Gobierho 
por  la  doctrina  de  Drago,  hizo  constar  nuevamente  en  la  ^ 
propia  sesión  de  27  de  Julio  de  1907,  que  se  adhería  al 
pensamiento  de  sustituir  la  fuerza  por  el  arbitraje  en  que 
se  había  inspirado  la  proposición  noiteamericana,  y  que 
le  daría  su  voto  bajo  la  reserva  de  una  redacción  más 
conforme  á  tal  idea  y  no  sujeta  á  los  equívocos  sobre  los 
cuales  acababa  de  llamar  el  Conde  Tomielli  la  atención  de 
la  Asamblea. 

Bulgaria  y  Persia  se  adhirieron  expresamente  á  las  re- 
servas de  Italia,  y  Servia  y  Noruega,  no  sólo  á  las  italia- 
nas, sino  también  á  las  expuestas  por  la  Delegación  espa- 
ñola. En  cuanto  á  Turquía,  que  es  el  séptimo  de  los  países 
cuyo  criterio  pudo  estimarse  dudoso  en  los  primeros  deba- 
tes de  la  Subcomisión,  dijo  por  medio  de  su  primer  Dele- 
gado el  Sr.  Turkhan  Pacha,  que  se  reservaba  opinar  res- 
pecto del  caso  cuando  se  discutiera  el  informe  del  Comité 
de  examen  sobre  la  proposición  del  General  Porten 
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59.  Las  otras  reservas  concretas  y  precntas  sé  refirie- 
ron á  los  siete  punt03  que  á  continuación  precisamos, 
mencionando  después  de  cada  uno  las  naciones  que  lo  sus* 
citaron  ó  repitieron;  pero  sin  incluir  las  que  habían  hablado 
de  estos  nrismos  particulares  en  enmiendas  anteriormente 
examinadas.  Dichas  reservas  fueron  las  que  siguen: 

a)  Que  la  proposición  americana  no  tuviera  efecto  re- 
troactivo: Rusia. 

h)  Que  no  quepa  el  empleo  de  la  fuerza  ni  la  ocupa  - 
ción  de  territorio  para  el  cobro  de  intereses^  ó  capital  de 
empréstitos  públicos:  República  Argentina,  Guatemala,  Ni- 
caragua y  Salvador. 

c)  Que  sólo  cabe  el  empleo  de  la  fuerza  para  compfír 
una  sentencia  arbitral  cuando  la  mala  fe  está  evidentemen- 
te demostrada:  Ecuador. 

d)  Que  nunca  es  hcito  el  empleo  de  la  fuerza  para  exi- 
gir responsabilidades  pecuniarias:  Colombia  y  Panamá. 

e)  Que  no  es  aplicable  la  proposición  norteamericana 
cuando  las  partes  hayan  pactado  la  sumisión  á  los  Tribu- 
nales del  país:  Ecuador. 

f)  Que,  en  todo  caso,  es  necesario  agotar  primero  la 
jurisdicción  nacional:  Colombia,  Guatemala  y  Uruguay,  y 

g)  Que  no  basta  haber  agotado  la  jurisdicción  na- 
cional, sino  es  necesario  que  pueda  alegarse,  respecto  de 
ella,  denegación  de  justicia:  Argentina,  Ecuador,  Salvador 
y  Nicaragua. 

M.  Bien  quisiéramos  exponer  en  detalle  las  manifesta- 
ciones que  se  hicieron  respecto  de  estas  reservas  en  dis- 
cursos todos  meditados  y  varios  dignos  por  su  extensión  y 
elocuencia  de  un  estudio  especial.  Pero  ya  que  no  lo  per-* 
miten  las  dimensiones  y  el  objeto  de  esta  obra,  nos  será 
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permitido  únicamente  extractar,  por  su  íntimo  enlace  con 
el  x)bjeto  del  plísente  capítulo,  algunas  de  las  ideas  verti- 
das en  medio  de  la  expectación  general,  durante  la  sesión 
del  x8  de  Julio  de  1907,  por  el  ilustre  Delegado  argentino 
Sr.  Luis  M,  Drago. 

Refiriéndose  al  origen  diverso  de  las  reclamaciones  pe- 
coniariaSy  sostuvo  que  pi^ra  los  daños  y  perjuicios  proce- 
dentes de  actos  ilegales  y  delitos  ó  cuasi  delitos*  así  como 
para  los  convenios  particulares  entre  los  subdito?  de  una 
nación  y  los  Gobiernos  extranjeros,  había  establecido  el 
Derecho  de  gentes  la  sumisión  á  los  Tribunales  del  Estado 
deudor.  Hay  que  agotar  en  tales  casos  los  medios  locales 
antes  de  acudir  á  la  vía  y  al  procedimiento  diplomático. 
Únicamente  la  falta  de  todo  Tribunal  para  reclamaciones, 
así  como  las  sentencias  abiertamente  contrarias  á  las  leyes 
y  á  los  principios  generales  del  Derecho,  constituyen  lo  que 
la  jurisprudencia  llama  denegación  de  justicia  y  caen  bajo 
la  acción  del  citado  Derecho  de  gentes  con  todas  las  con- 
secuencias y  responsabilidades  que  entraña  para  los  Esta- 
dos que  desconocen  la  ley  de  las  naciones. 

Sólo  en  presencia  de  opiniones  contradictorias  sobre  la 
justicia  de  la  sentencia  que  dicten  los  Tribunales  del  deu- 
dor, agregaba  el  ex  Ministro  argentino,  será  procedente  un 
arbitraje  para  decidir  respecto  á  la  validez  del  fallo  y,  en 
su  caso,  del  importe  de  la  reclamación.  Y  sólo  después  de 
agotados  los  medios  pacíficos,  se  podrá  justificar  el  empleo 
de  otra  clase  de  medidas. 

Para  los  empréstitos  extranjeros,  que  constituyen  la  otra 
fuente  de  reclamaciones  pecuniarias,  opina  que  debe  se- 
guirse una  marcha  diferente.  Se  lanzan  á  la  circulación  en 
virtud  de  autorizaciones  legislativas,  surgidas  directamen- 
te de  la  soberanía  nacional;  su  emisión,  como  la  moneda 
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circulante,  es  una  manifestación  positiva  del  poder  sobera- 
no, y  la  suspensión  de  su  pago  tiene  el  mismo  carácter  de 
un  acto  de  soberanía. 

Esa  suspensión  no  le  parece  que  justifique  un  casas  belli 
entre  naciones  soberanas,  y  por  tanto  iguales,  ya  que  no 
es  posible  colocar  el  pago  de  cupones  de  una  deuda  á  sus 
portadores  eventuales  entre  las  causas  que  afectan  de  un 
modo  profundo  al  destino  de  las  naciones.  Y  la  guerra  no 
es  legítima  sino  cuando  surge  por  un  grave  peligro  para  los 
intereses  vitales,  el  honor  ó  el  desenvolvimiento  del  Estado 
que  la  provoca. 

Después  de  insinuar  con  bastante  precisión  que  el  arbi- 
traje no  puede  servir  cuando  se  trata  de  actos  de  sobera- 
nía, y  que  pretender  el  cumplimiento  por  medio  de  la  fuer- 
za de  laudos  relativos  á  la  deuda  pública  de  un  Estado 
equivale  á  posponer  el  problema,  en  vez  de  resolverlo, ,ter- 
ni  LOÓ  declarando  que  aunque  esa  doctrina  qu$  lleva  su 
nombre  se  apoya  en  consideraciones  muy  serias  y  funda- 
mentales, es  ante  todo  un  principio  de  política  militante 
que  no  podía  ser  discutido  ni  votado  en  aquella  Asamblea. 
Lo  enunciaba,  sin  embargo,  para  reservarlo  expresamente 
y  para  declarar  que  su  Delegación  lo  mantendría  íntegro 
como  una  doctrina  política  nacional. 

61.  Tal  era,  en  resumen,  la  situación  de  las  cosas 
cuando  el  Sr.  Léon  Bourgeois  sometió  la  propuesta  del  Ge- 
neral Porter,  para  tomar  en  consideración  su  principio  y 
transmitirla  al  Comité  de  examen,  á  los  sufragios  de  la 
Subcomisión,  el  27  de  Julio  de  1907. 

Estaban  presentes,  y  respondieron  al  llamamiento,  las 
cuarenta  y  cuatro  naciones  representadas  en  la  Conferen- 
cia. De  ellas  votaron  en  pro  treinta  y  seis  y  se  abstuvieron 
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ocho.  Estas  últimas  fueron  Bélgica,  Grecia,  Luxemburgo, 
Rumania,  Suecia,  Suiza,  Turquía  y  Venezuela. 

Nadie  votó  en  contra,  pero  si  se  tiene  en  cuenta  que  en- 
tre los  treinta  y  seis  votos  favorables  había  veintiún  Esta- 
dos cuyas  Delegaciones  formularon  enmiendas  ó  reservas, 
resultaba  en  rigor  la  proposición  obteniendo  en  aquel  mo- 
mento quince  votos  limpios  y  resueltos  de  los  cuarenta  y 
cuatro  votantes. 

62.  Este  resultado  llevó  probablemente  á  la  Delegación 
norteamericana  á  modiñcar  su  redacción  primitiva,  some- 
tiendo al  Comité  un  nuevo  texto  el  29  de  Agosto  de  1907. 

He  aquí  sus  términos:  «Con  el  fín  de  evitar  entre  las  na- 
ciones conflictos  armados  de  origen  meramente  pecuniario, 
que  procedan  de  deudas  contractuales  reclamadas  al  Gobier- 
no de  un  país  por  el  otro  como  debidas  á  sus  nacionales, 
las  potencias  signatarias  han  convenido  en  no  recurrir  á  la 
fuerza  para  el  cobro  de  dichas  deudas  contractuales.  Sin 
embargo,  esta  estipulación  no  podrá  aplicarse  cuando  el 
Estado  deudor  rehuse  ó  deje  sin  respuesta  una  oferta  de 
arbitraje,  ó  haga  imposible,  en  paso  de  aceptación,  el  cum- 
plimiento del  compromiso,  ó  deje  de  conformarse  después 
del  arbitraje  con  la  sentencia  dictada.  Queda  convenido 
igualmente  que  dicho  arbitraje  se  ajustará  al  procedimien- 
to establecido  en  el  capítulo  tercero  del  convenio  adopta- 
do en  El  Haya  para  el  arreglo  pacíñco  de  los  conflictos 
internacionales,  y  que  por  él  se  determinarán,  en  tanto  que 
las  partes  no  lo. hayan  acordado,  la  justicia  y  el  importe  de 
la  deuda  y  la  época  y  la  forma  de  solventarla.» 

63.  La  discusión  que  en  el  referido  Comité  hubo  de 
promoverse  tuvo  interés  particularísimo  en  cuanto  al  alean- 
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ce  déla  proposición  norteamericana.  El  General Porterco* 
menzó  declarando  que  el  ñn  perseguido  no  consistía  en 
buscar  directa  ó  implícitamente  la  justificación,  para  los 
casos  de  deudas  ó  reclamaciones  de  cualquiera  clase,  de 
procedimiento  alguno  que  no  se  fiAide  en  el  principia  del 
arbitraje,  por  cuya  aplicación  abogan  hoy  los  Estados  Uni- 
dos con  más  sinceridad  que  nunca. 

Como  el  Delegado  servio  Sr.  Milovanovich  preguntara 
por  el  sentido  exacto  de  la  frase  c deudas  contractuales»  y 
propusiera  suprimir  la  mención  de  la  fuerza  en  el  párrafo 
primero,  hubo  de  contestar  el  General  Porter,  literalmente, 
lo  que  sigue:  cLa  distir>ción  hecha  por  el  Sr.  Milovanovich 
de  las  deudas  existentes  entre  los  Estados  y  las  que  nacen 
entre  un  Estado  y  los  ciudadanos  de  otro,  tiene  aquí  poca 
importancia. 

»S[  se  trata  de  las  deudas  públicas,  así  como  de  la  emi- 
sión de  obligaciones  de  renta,  los  acreedores  están  suficien- 
temente protegidos  por  los  principios  del  Derecho  de  gen- 
tes. Si,  por  el  contrario,  se  trata  de  deudas  contracttiales,  la 
protección  de  los  derechos  de  los  acreedores,  quedará  ase- 
gurada por  la  proposición  americana.» 

En  cuanto  á  la  supresión  de  las  palabras  c empleo  de  la 
Tuerza  armada»,  declaró  que  era  imposible,  pero  que  desea- 
ría mucho  que  quedara  bien  entendido  que  ese  medio  ex- 
tremo se  reserva  para  el  caso  de  negativa  á  ejecutar  una 
sentencia  arbitral. 

El  Sr.  Martens  preguntó  si  entraba  en  la  idea  de  los  auto- 
res de  la  proposición  que  se  limitara  su  alcance  al  caso  dé 
^uc  los  ciudadanos  de  un  Estado,  acreedores  de  otro,  se  di- 
rijan á  su  Gobierno  para  obtener  el  pago,  y  si  quedaba  bien 
entendido  que  dependía  en  absoluto  del  Gobierno  interesa- 
do mezclarse  ó  no  en  el  conflicto  entre  un  Estado  extran- 
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jaro  y  sus  nacionales,  asumiendo  la  representación  de  estos 
últimos  si  fuere  necesario.  El  General  Porter  contestó  afir-  • 
mattvamente,  y  el  Delegado  ruso  aceptó  la  respuesta. 

Aunque  la  impresión  que  se  deduce  de  estos  debates  no 
es  enteramente  clara,  proporciona,  sin  embargo,  algunos 
elementos  de  interpretación  cuando  llegue  el  momento  de 
aplicar  ese  acuerdo.  Envuelven  efecHvatiente  su  interpre- 
tación auténtica,  hecha  por  el  autor  de  la  proposición  coma 
base  y  antecedente  del  voto  á  que  fué  sometida,  y  tuvieron 
eficacia  bastante  para  que  el  Sr.  Conde  de  Tomielli  retirara 
en  el  Comité  y  en  la  Comisión  las  reservas  que  había  for- 
mulado á  nombre  de  Italia,  según  hemos  visto  anterior- 
mente. 

64.  El  Presidente  de  la  Conferencia,  Sr.  Nelidow,  pro- 
puso en  la  sesión  del  Comité  á  que  nos  estamos  reñriendo, 
celebrada  el  3  de  Septiembre  de  1907,  la  sustitución  de  la 
palabra  c fuerza»  por  la  frase  «medios  coercitivos»;  mas  el 
General  Porter,  que  personalmente  prefería  estos  últimos 
términos,  declaró  que  los  jurisconsultos  los  estimaban  equí- 
vocos, y  la  aserción  fué  confirmada  por  sir  Edward  Fry. 

En  nuestro  sentir,  es  lamentable  que  no  prosperara  la  en- 
mienda indicada  por  el  Sr.  Nelidow.  Con  ella  hubiera  sido 
mucho  más  frecuente  el  arbitraje,  porque  los  acreedores 
habrían  renunciado  á  múltiples  formas  de  coacción  diplo- 
mática, que  ahora  siguen  teniendo  á  su  disposición.  Esta- 
ríamos más  cerca  del  arbitraje  obligatorio  y  no  sería  en  tal 
alto  grado  como  en  la  actual  fórmula  un  privilegio  del 
acrsedor  el  recurso  á  la  justicia  internacional. 

65.  Aparte  de  afirmaciones  contradictorias  sobre  el  ca« 
ráeter  de  este  arbitraje,  hechas  por  los  primeros  Delegados 


^ft'  CAPÍTULO  lU 

francés  y  alemán  en  apoyo  de  sus  votos  respectivos  y  de 
las  declaraciones  de  los  Sres.  Carlin  y  Barón  Guillaume 
para  explicar  el  voto  contrarío  de  Suiza  y  la  abstención  de 
Bélgica,  debemos  reproducir  el  importante  discurso  pro- 
nunciado en  el  Comité  por  el  Delegado  argentino  Sr.  Luis 
M.  Drago: 

«Creo,  dijo,  que  la  denominación  de  deudas  contractua- 
les es  demasiado  vaga  en  sí  misma  para  no  dar  lugar  á  di  • 
ñcultades  y  discusiones  posibles,  que  es  dable  prever  y 
editar  de  antemano  en  la  redacción  de  un  tratado. 

«^Comprende  dicha  frase  las  deudas  procedentes  de  em- 
préstitos nacionales?  Parece  á  primera  vista  que  no.  Pueden 
distinguirse,  en  efecto,  dos  aspectos  distintos  bajo  los  cua- 
les se  obliga  el  Estado  en  la  esfera  jurídica.  Es  sabido,  por 
una  parte,  que  el  Estado  es  una  persona  jurídica  y  moral, 
una  persona  que  actúa  en  el  Derecho  privado  exactamente 
i  o  mis:no  que  los  municipios,  las  sociedades  anónimas  ó 
cualquiera  otra  corporación  debidamente  reconocida  en  las 
leyes.  En  los  contratos  de  Derecho  privado  (de  proveedo- 
res, obras  públicas,  etc.)  el  Estado  procede  como  un  par- 
ticular, adquiriendo  compromisos  frente  á  otra  persona  bien 
determinada,  que  es  la  otra  parte  contratante.  Sus  derechos  y 
obligaciones  están  regidos  por  la  ley  general,  y  consiente, 
si  liega  el  caso,  en  ser  demandado  ante  sus  propios  Tribu- 
nales ,  ios  cuales  aplicarán  las  reglas  del  Derecho  común 
exactamente  lo  mismo  que  para  un  litigio  entre  particulares. 

»No  es  igual  cuando  se  trata  de  empréstitos  nacionales. 
Dichos  empréstitos  son,  sin  duda  alguna,  actos  jurídicos, 
pero  de  naturaleza  especial  que  no  pueden  confundirse  con 
la  de  otros.  No  les  será  aplicable  la  ley  civil  común.  Emi- 
tidos por  un  acto  de  soberanía  que  no  pueden  realizar  los 
individuos,  no  representan,  en  caso  alguno,  un  compromiso 
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en  favor  de  determinada  persona.  Estipulan,  con  efecto,  en 
términos  generales,  que  se  harán  ciertos  pagos,  en  fecha 
dada,  al  portador,  que  es  siempre  una  persona  indetermi- 
nada. £1  prestamista ,  por  su  parte ,  no  entrega  el  dinero 
como  en  los  contratos  de  préstamo;  se  limita  á  comprar  un 
título  eñ  el  mercado,  sin  documento  público  individual  ni 
otra  relación  con  el  Gobierno  deudor.  En  los  contratos  or- 
dinarios, el  Gobierno  procede  en  virtud  de  facultades  que 
son  inherentes  á  la  persona  jurídica  ó  corporación  admi- 
liistrativff,  ejercitando  lo  que  se  llama  el  jure  gesHonis  ó 
derecho  de  que  está  investido  el  representante  ó  gerente  de 
uña  sociedad  anónima  cualquiera. 

>Én  el  segundo  caso  procede  jure  imperii,  en  su  calidad 
de  soberano ,  realizando  actos  que  sólo  puede  efectuar  la 
persona  pública  del  Estado.  Se  concibe  en  la  primera  hi- 
pótesis qtie  el  Gobierno  pueda  ser  demandado  ante  los  tri- 
bunales, como  sucede  á  diario,  para  que  responda  de  sus 
compromisos  de  Derecho  privado;  no  cabe  imaginar  en  la 
otra  que  el  ejercicio  c|e  la  soberanía  se  controvierta  ante 
un  Tribunal  ordinario.  Hay  que  establecer  por  lo  menos  la 
distinción  de  orden  práctico  que  hice  ante  la  Comisión  en 
pleno;  se  encuentra  siempre  Tribunal  tratándose  de  los  con- 
venios ordinarios,  y  no  existe  en  lugar  alguno  para  juzgar 
de  los  empréstitos  públicos. 

»Si  se  dijera,  por  lo  demás,  que  los  empréstitos  nacio- 
nales envuelven  realmente  un  contrato  como  los  otros  en 
el  sentido  de  que  originan  obligaciones  concretas  por  parte 
del  Estado,  cabría  responder  que  en  general  las  obligacio- 
nes no  nacen  únicamente  de  los  contratos  y,  aunque  así 
no  fuera,  debe  reconocerse  que  se  trata  de  una  categoría 
especial  de  convenios,  con  signos  diferentes  bien  marca- 
dos, que  es  preciso,  en  consecuencia,  clasifícar  aparte. 


yS       ^  ^         CAPÍTULO  m 

»En  cuanto  á  la  mención  de  la  fuerza  que  se  ha  creído 
obligada  á  mantener  la  Delegación  americana  en  la  nueva 
redacción  de  su  proyecto,  estimo  siempre  que  será  parti- 
cularmente peligroso  insistir  en  ella.  Los  términos  que  au- 
torizan el  empleo  de  la  fuerza  armada^  van  mucho^  más 
lejos  que  la  simple  retorsión  ó  las  llamadas  demostracio- 
nes navales. 

^Habría  que  preguntarse  hasta  dónde  llega  esa  clase  de 
medidas  coercitivas.  Según  el  eminente  jurisconsulto  ame- 
ricano Basset  Moore,  al  ocuparse  Blaine  en  1881  del  cobf« 
de  ciertas  deudas  de  Venezuela,  propuso  al  Gobierno  fran- 
cés que  los  Estados  Unidos  tomaran  posesión  de  las  Adua- 
nas de  La  Guayra  y  Puerto  Cabello  y  colocaran  allí  uno 
de  sus  agentes  para  que  percibiera  los  derechos,  que  se 
distribuirían  á  prorrata  entre  los  diversos  acreedores,  car- 
gando al  país  deudor  un  10  por  100  adicional»  Los  mis- 
mos métodos  de  cobro  fueron  preconizados  más  tarde  por 
el  Secretario  de  Estado  Frelinghuysen. 

»He  ahí  una  manera  de  entender  la  aplicación  de  medi- 
das coercitivas  que  podría  dar  lugar  á  controversias  y  aun 
á  conflictos.  ¿'Quedarían  autorizadas  indistintamente  las 
naciones  europeas  ó  americanas  para  administrar  de  ese 
modo  las  Aduanas  de  un  país  deudor  ó,  por  W  contrario, 
se  adoptaría  el  sistema  de  Blaine  y  Frelinghuysen,  que 
confíere  esa  función  exclusivamente  á  los  Estados  Unidos? 
Me  limito  sólo  á  plantear  la  cuiestión  para  demostrar  hasta 
Ljué  punto  es  difícil  defínir  y  regular  de  antemano  el  em- 
pleo de  la  fuerza  y  cómo  sería  preferible  dejar  que  cada 
c^so  se  resuelva  conforme  á  las  circunstancias  y  á  las  ne- 
cesidades del  momento.  Pero  debo  concretarme  á  estas 
simples  indicaciones,  puesto  que  mi  país  ha  excluido  para 
todas  las  hipótesis  el  cobro  por  la  fuerza  de  deudas  públi- 
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cas,  Únicas  que  pueden  dar  origen  á  divergencias  de  apre- 
ciación peligrosas. 

»La  Delegación  argentina  se  ve  obligada,  por  lo  tanto,  á 
mantener  íntegramente  las  dos  reservas  que  tiene  formula- 
das, sin  perjuicio  dé  confirmar  su  voto  favorable  á  la  pro- 
posición americana  » 

66.  £1  Comité  aprobó  dicha  proposición  por  los  doce 
votos  favorables  de  Alemania,  Gran  Bretaña,  Estados  Uni- 
dos de  América,  República  Argentina,  Italia,  Servia,  Mé- 
jico, Brasil,  Portugal,  Austria-Hungría,  Rusia  y  Francia, 
con  el  voto  negativo  de  Suiza  y  la  abstención  de  Bélgica. 

67.  £n  la  Comisión,  el  9  de  Octubre  de  1907,  apenas 
hubo  debate.  Se  repitieron  algunas  reservas  anteriormente 
formuladas  por  los  Sres.  Machado,  Fortoul,  Machaín,  Dra- 
go, Candamo  y  Henriquez  Carvajal;  reprodujo  Suiza  los  mo- 
tivos de  su  voto  en  contra;  explicó  el  Sr.  Piniila  su  punto 
de  vista  y  reiteró  el  Conde  Prozor  la  adhesión  de  Rusia, 
esta  vez  sin  reservas  en  cuanto  al  efecto  retroactivo. 

Fracasada  una  hábil  moción  del  Sr.  Fortoul  para  que  se 
votaran  separadamente  los  tres  párrafos  que  la  proposición 
contiene,  fué  aprobada  en  conjunto  por  treinta  y  seis  votos 
favorables,  absteniéndose  seis  naciones:  Bélgica,  Grecia, 
Luxemburgo,  Rumania,  Suecia  y  Suiza,  y  votando  la  res  - 
tante,  que  fué  Venezuela,  favorablemente  en  cuanto  al  pri- 
mer párrafo  y  en  contra  respecto  de  los  otros  dos. 

68.  Al  votarse  la  proposición  del  General  Porter  en  la 
sesión  plenaria  de  la  Conferencia  el  16  de  Octubre  de  1907, 
retiraron  los  Delegados  de  Grecia  la  reserva  anteriormente 
formulada,  y  mantuvieron  de  un  modo  expreso  las  que  te- 


8o  CAPÍTULO  ni 

nían  hechas  y  de  que  ya  hemos  dado  cuenta  en  este  capí  - 
tuld  las  siguientes  doce  Repúblicas  americanas:  Argentina , 
Colombia,  Santo  Domingo,  Ecuador,  Guatemala,  Méjico, 
Nicaragua,  Paraguay,  Perú,  Salvador,  Uruguay  y  Vene- 
zuela. 

69.  ¿Cuál  es  el  resultado  práctico  de  una  proposición 
que  aceptan  con  sentido  diferente,  merced  á  una  serie  de 
reservas,  la  mayor  parte  de  las  naciones  realmente  intere- 
sadas en  ella?  He  aquí  una  pregunta  que  debe  hacerse  el 
lector  al  llegar  á  esta  parte  del  presente  capítulo. 

La  respuesta  no  es  fácil,  ni  puede  ser  absoluta.  Depende 
et^  gran  parte  del  caso  que  surja  y  de  las  naciones  entre 
las  cuales  se  ponga  desgraciadamente  en  vigor.  No  podrá 
invocarse  respecto  de  ninguna  para  una  situación  que  haya 
sido  objeto  de  su  reserva  expresa^  porque  sólo  está  acepta- 
da por  ella  bajo  esa  condióión. 

Entendiéndolo  así  cabe  abrigar  dudas  muy  serias  sobre 
el  hecho  de  que  la  Conferencia  haya  resuelto  la  dificultad 
planteada.  Sin  unanimidad  casi  absoluta  de  pareceres,  no 
sale  de  estas  Asambleas  decisión  alguna  con  suficiente 
fuerza  moral.  Hubiera  sido  preferible  una  resolución  clara, 
de  texto  preciso  y  de  alcance  indudable.  Tal  vez  de  esa 
manera  había  podido  declarar  la  Conferencia  de  1907  que 
la  guerra  no  debe  mantenerse  por  cuestiones  pecuniarias 
de  provecho  individual  y  que,  sean  cuales  fueren  las  su- 
mas pendientes  de  pago  á  un  particular  extranjero,  no  son 
nunca  de  suficiente  importancia  para  que  se  altere  por 
ellas  la  paz  del  mundo. 

Lo  que  no  harían  nunca  entre  sí  las  naciones  poderosas 
del  mundo,  es  necesario  que  lo  supriman  en  sus  relaciones 
con  las  débiles.  El  Derecho  internacional  contemporáneo 
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no  puede  tener  como  destino  la  sanción  de  procedimientos 
únicamente  aplicables  entre  países  de  fuerza  desigual,  ni 
debe  admitir  que  la  protección  de  los  nacionales  en  el  ex- 
tranjero llegue  hasta  el  punto  de  convertir  al  Estado  en 
ejecutor  de  sus  pactos  aleatorios  y  en  caballero  andante 
de  sus  operaciones  de  bolsa. 


Tomo  PRiMifto. 


•  ^^-^ 


CAPITULO  IV 


Comisiones  internacionales  de  investigación. 

70.  Entramos  con  este  capítulo  en  la  obra  realmente 
pacíñca  de  las  Conferencias  de  ElHaya.  La  de  1899  h^bía 
preparado  el  convenio  para  el  arreglo  de  los  conflictos  in- 
ternacionales que  puede  consultarse  en  uno  de  los  apén- 
dices de  este  volumen  y  que  sirvió  de  base  á  los  trabajos 
de  1907. 

Empezaba  dicho  convenio  por  un  artículo  en  que  las 
potencias  signatarias  se  concertaban  á  fin  de  emplear  to- 
dos sus  esfuerzos  en  el  arreglo  pacífico  de  las  diferencias 
que  entre  ellas  surgieran,  y  dedicaba  en  seguida  los  siete 
artículos  del  título  segundo  á  los  buenos  oficios  y  la 
mediación.  Toda  esta  parte  de  los  trabajos  de  1899  ^^ 
mantuvo  intacta  por  la  segunda  Conferencia,  salvo  la  adi- 
cióni  en  el  art.3.^,  de  la  palabra  deseable  en  la  estipulación 
de  que  juzgan  útil  las  potencias  signatarias  el  ofrecimiento 
de«la  mediación  ó  de  los  buenos  oficios,  en  caso  de  con- 
troversia entre  ellas. 

E!  art.  8.^  que  es  el  último  de  ese  título  y  que  se  debió 
i  la  iniciativa  laudable  del  segundo  Delegado  norteameri- 
cano Sr.  Holls,  establece  una  mediación  especial,  hasta 
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ahora  no  utilizada  nunca,  en  cuya  virtud  dos  potencias  ex- 
trañas al  conflicto  se  encargan  de  arreglarlo.  La  Delega- 
ción de  Haití  propuso  una  enmienda  en  el  sentido  de  que 
esa  mediación  se  encomendara  á  un  solo  Estado,  elegido 
en  condiciones  que  aseguraran  su  completa  imparcialidad; 
pero  el  Comité  de  examen  la  desechó  unánimemente  en  su 
sesión  de  13  de  Julio  de  1907,  por  entender,  no  sólo  que 
era  difícil  concebir  la  acción  de  un  mediador  designado 
por  ambas  naciones,  sino  también  por  opinar  que  difícil- 
mente se  pondrían  de  acuerdo  para  su  elección. 

71.  El  Convenio  de  1899  pasa  inmediatamente  á  ocu- 
parse, en  seis  artículos  de  su  título  tercero,  de  las  Comi- 
siones internacionales  de  investigación,  y  flja,  por  el  ar- 
tículo g.^,  su  naturaleza  y  funciones.  En  los  litigios  de  or- 
den internacional,  dice  este  artículo,  que  no  comprometan 
el  honor  y  los  intereses  esenciales  y  que  procedan  de  una 
divergencia  de  apreciación  sobre  puntos  de  hecho,  las  po- 
tencias signatarias  juzgan  útil  que  las  partes  que  no  hayan 
podido  ponerse  de  acuerdo  por  la  vía  diplomática,  consti- 
tuyan, en  tanto  que  las  circunstancias  lo  permitan,  una 
Comisión  internacional  de  investigación  encargada  de  faci- 
litar la  solución  de  esos  litigios,  dilucidando,  mediante  un 
examen  imparcial  y  concienzudo,  las  cuestiones  de  hecho. 

En  los  cinco  artículos  restantes  de  ese  título  tercero  se 
consignan  algunas  reglas  sobre  la  organización  y  marcha 
de  dichas  Comisiones  y  se  determina  nuevamente  su  carác- 
ter especial,  expresándose  que  el  informe,  limitado  á  hacer 
constar  los  hechos,  no  tiene,  en  manera  alguna,  el  carácter 
de  una  sentencia  arbitral  y  deja  á  las  potencias  contendien- 
tes en  libertad  absoluta  respecto  á  lo  que  han  de  hacer  en 
lo  sucesivo. 


:^^^F^^ 


84  '  capítulo  IV  >  . 

Esa  institución,  nueva  en  un  tratado  internacional,  de- 
bió tomarse  al  elaborar  et  proyecto  que  los  rusos  sometie- 
ron á  la  primera  Conferencia  de  la  Paz,  de  la  práctica  segui- 
da por  diferentes  Estados  para  cuestiones  de  límites  ó  para 
incidentes  pequeños  en  sus  fronteras.  Explícase  de  este 
modo  que  el  proyecto  ruso,  de  que  salió  el  actual  art.  9.**,  se 
refíriera  á  las  circunstancias  locales  y  á  disentimientos  que 
habían  de  aclararse  en  el  lugar  mismo  en  que  se  produjeran. 

Entonces  pretendió  la  Delegación  de  Rusia,  y  á  su  nom- 
bre, con  singular  empeño,  ei  reputado  publicista  Sr.  Martens, 
que  la  institución  tuviera  cierto  carácter  obligatorio,  viva- 
mente combatido  por  otras  naciones.  Al  frente  de  esa  opo- 
sición figuraron  tres  naciones  pequeñas  del  Oriente  de 
Europa :  Rumania,  Grecia  y  Servia ,  que  al  cabo  lograron 
asegurar,  con  una  redacción  feliz,  el  carácter  facultativo  de 
las  nuevas  Comisiones.  Estas  debieron,  por  otra  parte,  á  la 
iniciativa  del  insigne  jurisconsulto  holandés  Sr.  Asser,  la 
nueva  orientación  de  su  objeto,  extendido  á  toda  clase  de 
hechos  en  vez  de  limitarse  á  circunstancias  locales. 

72.  Letra  muerta  habían  sido  en  cuanto  á  ese  extrema 
las  estipulaciones  de  1899,  hasta  que  se  produjo  el  inciden- 
te de  Hull  durante  la  guerra  ruso-japonesa.  A  la  una  de  la 
mañana  del  22  de  Optubre  de  1904,  ciertos  buques  pesca- 
dores ingleses  se  vieron  atacados  y  cañoneados  repentina- 
mente en  el  mar  del  Norte  por  la  flota  rusa  del  Báltico,  que 
navegaba  hacia  el  lejano  Oriente. 

Causó  el  hecho  indignación  tan  viva  en  Inglaterra  y  de 
tal  modo  afectó  al  Gobierno  mismo,  por  virtud  de  sus  re- 
laciones con  Rusia  y  de  una  serie  de  incidentes  anterioFes, 
que  el  Ministro  de  Negocios  extranjeros  Lord  Lansdowoe 
llegó  á  decir  el  26  de  Octubre  al  Embajador  de  Rusia  que 
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si  .la  flota  agresora  no  se  detenía  en  Vigo  para  el  esclare- 
cif^iento  de  los  hechos,  estarían  en  guerra  las  dos  naciones 
antes  de  que  concluyera  la  alemana. 

Al  día  siguiente  comunicaba  el  Gobierno  inglés  al  ruso, 
como  una  de  sus  peticiones,  que  se  procediera  á  una  in- 
vestigación completa  del  caso  por  una  entidad  independien- 
te de  carácter  internacional,  sugiriendo  que  la  compusieran 
oñciales  de  marina  de  alto  rango  de  las  potencias  interesa- 
das y  de  algunas  otras  y  que  actuara  de  acuerdo  con  las 
reglas  procesales  establecidas  en  los  artículos  9.°  á  14  del 
Convenio  de  El  Haya  para  las  Comisiones  internacionales 
de  investigación.. 

Aceptada  la  idea  por  el  Gobierno  ruso,  que. según  cier- 
tos escritores  hubo  de  pensar  simultáneamente  en  la  pro- 
.  pia  iniciativa,  después  de  algún  incidente  relativo  á  uno  de 
los  puntos  en.  él  comprendidos  se  redactó  el  art  2,°  del 
Convenio  sobre  el  caso  en  estos  términos:  cLa  Comisión 
investigará,  para  informar  sobre  ello,  todas  las  circunstan- 
cias relativas  al  incidente  del  mar  del  Norte  y  especialmen- 
te la  cuestión  ^e  quién  ha  sido  el  responsable  y  el  grado  de 
culpa  que, corresponda  á  los  subditos. de  las  dos  altas  par- 
tes contratantes  ó  á  los  subditos  de  otras  naciones  en  el 
caso  de  que  su  responsabilidad  aparezca  de  la  investiga- 
ción.» Los  acuerdos  de  la  Comisión,  más  ó  menos  discuti- 
dos, aclararon  el  incidente  de  un  modo  completo  y  pusie  - 
ron  fín  satisfactoriamente  á  toda  seria  difícultad  entre  In- 
glaterra y  Rusia  con  motivo  del  mismo. 

73*  Esta  itiipresión  favorable^  á  menudo  recordada  por 
las  deliberaciones  de  la  segunda  Conferencia,  explica  el  in- 
terés que  las  Comisione?  de  investigación  despertaron,  hasta 
el  punto  de  haber  sido  objeto  de  seis  proposiciones  distin- 
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taS|  formuladas  por  las  Delegaciones  de  Rusia,  Francia, 
Inglaterra,  Italia,  Holanda  y  Haití.  Esta  última  se  limitaba 
á  un  párrafo  adicional  del  art.  9.®,  con  objeto  de  que 
las  potencias  no  interesadas  directamente  en  un  conflicto, 
tuvieran  la  facultad  expresa  de  recordar  i  los  contendien- 
tes que  podían  proceder  al  nombramiento  de  una  Comisión 
investigadora.  La  de  Holanda  envolvía  modifícadones  de 
detalle  á  la  proposición  francesa,  con  objeto  de  facilitar  el 
empico  de  las  referidas  Comisiones  y  autorizarlas  para  ele- 
gir los  Idiomas  que  hubieran  de  utilizarse  ante  ellas.  Y  la 
de  Italia  establecía  que  el  procedimiento  ante  la  Comisión 
debía  fijarse  por  los  Estados  mismos,  en  su  defecto  por  la 
Comisión  y,á  falta  de  todos,  por  las  reglas  que  aceptara  la 
Conferencia, 

Iban  en  cambio  al  fondo  y  á  buen  número  de  detalles, 
laspropuestas  francesa  y  británica,  de  un  lado,  y  la  rusa, 
del  otro.  Mientras  aquellas  dos  Delegaciones,  que  pronto 
refundieron  en  una  sus  enmiendas,  mantenían  el  carácter 
facultativo  de  las  Comisiones  investigadoras  y  las  limita- 
ban á  la  apreciación  de  los  hechos,  estableciendo  reglas  de- 
talladas para  sus  diversos  trámites,  la  proposición  rusa 
tendía  á  la  acentuación  de  su  carácter  obligatorio,  amplían* 
do  sü  misión  á  ñjar  las  responsabilidades  posibles  y  unién- 
dolas por  lazos  íntimos  al  Tribunal  permanente  de  arbitraje. 

Francia  é  Inglaterra  conservaban,  en  efecto,  sin  alterar 
su  redacción  presente,  el  art  9.°;  al  paso  que  la  Dele- 
gación rusa  lo  enmendaba  de  este  modo:  cEn  los  litigios 
de  orden  internacional  que  no  comprometan  el  honor  ó  la 
independencia  y  que  procedan  de  divergencias  de  aprecia- 
ción sobre  puntos  de  hecho,  las  potencias  signatarias  con- 
vienen en  constituir,  si  las  circunstancias  lo  permiten,  una 
comisión  de  investigación  encargada  de  facilitar  la  splu- 
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ción  pacíñca  de  dichos  litigios,  aclarando,  por  un  examen 
imparcial  y  concienzudo,  las  cuestiones  de  hecho  y  estable- 
ciendo, si  procediere,  las  responsabilidades.»  Aunque  la 
frase  fsi  las  circunstancias  lo  permiten»,  debilitaba  extra- 
ordinariamente toda  obligación,  no  es  concebible  que  tuvie- 
ra otro  objeto  la  alteración  de  los  términos  del  convenio 
existente,  sobre  todo  si  se  tiene  en  cuenta  la  actitud  toma- 
da  por  Rusia  sobre  ese  extremo  en  la  Conferencia  de  1899. 
La  conexión  entre  estas  Comisiones  y  el  Tribunal  perma- 
nente de  arbitraje,  creando  además  en  favor  de  éste  una 
obligación  indirecta,  resultaba  de  dos  artículos  del  proyecto 
ruso.  En  virtud  de  uno,  la  potencia  neutral  ó  el  Consejo 
Administrativo  del  Tribunal  permanente  de  arbitraje,  que 
tendrían  á  su  cargo  el  nombramiento  del  tercer  comisiona- 
do, debían  tomarlo  normalmente  de  la  lista  de  miembros 
de  dicho  Tribunal.  Por  otro,  las  potencias  contendientes, 
después  de  enterarse  de  los  hechos  y  de  las  responsabilida- 
des fijadas  por  la  Comisión  investigadora,  debían  ponerse 
de  acuerdo  amistosamente  ó  acudir  al  Tribunal  permanen- 
te de  arbitraje  de  El  Haya. 

74.  Señaladas  estas  diferencias  substanciales  entre  am- 
bas proposiciones,  debemos  pasar  al  estudio  sucinto  de  los 
diversos  problemas  planteados  en  El  Haya,  con  motivo  de 
las  Comisiones  internacionales  de  investigación,  estable 
ciendo  entre  ellos  cierto  orden  metódico. 

Ocupa  el  primer  lugar  por  su  importancia,  uno  que  ya 
queda  enunciado  y  que  consiste  en  decidir  sobre  el  carác- 
ter obligatorio  ó  facultativo  de  tales  Comisiones.  Toda  la 
Conferencia,  por  medio  de  los  que  usaron  de  la  palabra  en 
la  Subcomisión  el  9  de  Julio  de  1907,  se  pronunció  en  sen- 
tido de  conservarlas  como  facultativas.  El  Comité  de  redac- 
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ciÓB  fué  del  mismo  parecer.  Y  era  lógico  que  así  sucediera, 
no  sólo  por  el  recuerdo  de  las  controversias  de  1899,  sino 
porque  cualquiera  otra  forma  hubiera  dado  á  ciertas  poten- 
cias un  camino  muy  fácil  para  intervenir  en  los  asuntos  de 
otras.  Ciertas  instituciones  jurídicas,  teóricamente  indiscu- 
tibles, servirían  á  maravilla  los  intentos  de  denominación 
de  los  grandes,  suministrándoles  un  pretexto  contractual 
para  actuar  decididamente  sobre  los  pequeños. 

75.  A  pesar  del  precedente  de  Hull,  fué  también  objeto 
de  gran  oposición  la  idea,  que  Rusia  abandonó  ante  el  Co- 
mité de  examen,  de  entregar  á  las  Comisiones  investigado- 
ras la  depuración  de  responsabilidades.  No  decirlo  en  el 
convenio,  permite,  sin  embargo,  que  los  Estados  lo  pacten- 
como  sucedió  en  el  incidente  anglo-ruso.  Y  consignarlo  de 
une  manera  expresa  como  regla  general,  puede  ser,  en  oca- 
siones, un  obstáculo  muy  serio  para  que  se  acepten  las  Co- 
misiones investigadoras  y  se  obtengan  los  resultados  favo, 
rabies  que  todos  aguardamos  de  su  adopción. 

Se  une  á  lo  expuesto,  como  obstáculo  á  la  par  teórico  y 
positivo,  que  si  la  Comisión  investigadora  extiende  su  com- 
petencia hasta  fijar  resposabilidades,  por  mucho  que  eso 
quiera  asimilarse  á  uila  especie  de  instrucción  preparatoria, 
confunde  la  naturaleza  de  las  investigaciones  con  la  de  los 
Tribunales  de  arbitraje  y  produce  lo  que  llamaba  con  mo- 
tivo del  incidente  de  Hull  el  joven  y  competente  escritor 
Sr.  Mandelstan,  una  institución  híbrida. 

76.  La  manera  de  constituir  la  Comisión  y  nombrar  el 
personal  adjunto  ó  auxiliar  de  la  misma,  fué  también  mo- 
tivo de  examen  y  de  algún  pequeño  debate  en  las  sesiones 
del  Comité.  Se  convino  sin  dificultad  en  que  podía  apli- 
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carse  á  la  designación  de  los  Comisarios  el  mismo  proce- 
dimiento ingenioso  y  práctico  establecido  desde  el  Conve- 
nio de  1899  P*'**  l<^s  miembros  de  un  Tribunal  de  arbitraje, 
y  no  hubo  tampoco  inconveniente  en  admitir  que  las  par- 
tes tendrían  el  derecho  de  nombrar  delegados  ó  agentes 
especiales  que  las  representaran  ante  la  Comisión  y  conse- 
jeros ó  abogados  que  expusieran  allí  sus  intereses. 

La  designación  de  asesores^  requerida  comúnmente  por 
la  índole  de  esas  Comisiones,  suscitó  algunas  dudas,,  que 
al  fin  se  resolvieron  dejando  que  el  convenio  de  investiga- 
ción determinara  la  forma  de  su  nombramiento  y  la  exten* 
sión  de  sus  poderes,  si  las  partes  los  estimaban  necesarios. 

77.  El  lugar  en  que  las  Comisiones  deben  reunirse  y  el 
idioma- que  por  ellas  y  ante  ellas  pueda  utilizarse,  motivó 
también  un  ligero  estudio.  En  cuanto  al  lugar,  se  convino 
por  el  Comité  en  que  habría  de  designarse  por  las  partes, 
llamadas  igualmente  á  determinar  si  la  Comisión  puede  ó 
no  variarlo.  Caso  de  silencio  de  las  partes,  se  entiende  que 
la  Comisión  h¿i  de  reunirse  en  El  Haya;  pero  una  vez  fija- 
do el  punto  de  reunión,  no  cabe  que  la  Comisión  lo  varíe 
sin  e!  asentimiento  de  los  interesados.  Con  el  propio  asen- 
timiento y  la  autorización  del  Estado  en  que  se  encuentren 
los  lugares  del  hecho,  se  puede  trasladar  transitoriamente 
á  estos  últimos,  ó  designar  para  que  lo  hagan  á  uno  ó  va- 
rios de  sus  miembros. 

Respecto  del  idioma  ó  idiomas  que  pudieran  emplearse, 
fué  objeto  de  contienda  si  tocaba  determinarlos  á  las  po- 
tencias interesadas  ó  á  la  Comisión  misma.  La  primera  so- 
lución tenía  la  ventaja  de  evitar  que  la  Comisión  pudiera 
parecer  un  tanto  parcial  á  los  ojos  de  las  partes  aceptando 
ó  excluyendo  por  mayoría  determinado  idioma,  como  ha 


CAPÍTXJLO  IV  90 

sucedido  en  algún  Tribunal  de  arbitraje  Además,  la  deter- 
minación á  posteriori  de  la  lengua  que  haya  de  emplearse, 
puede  inutilizar  prácticamente  algunos  de  los  nombramien- 
tos de  agentes,  consejeros  ó  abogados  ó  aun  de  los  comi  - 
sarios  mismos. 

Contra  eso  se  alegaba  que  la  dificultad  de  entenderse 
respecto  del  idioma  los  contendientes  mismos,  es  un  obs- 
táculo más  para  el  nombramiento  de  Comisiones  investi- 
gadoras, y  si  el  obstáculo  no  surge  y  llegan  á  un  acuerdo 
rápido^  cabe  que  el  idioma  adoptado  dificulte  á  su  vez  la 
designación  de  ciertos  comisarios,  especialmente  compe  - 
tentes,  que  no  lo  entiendan  ó  no  lo  dominen.  En  el  Comité 
pesaron  más  las  primeras  consideraciones,  reforzadas  por 
la  práctica  personal  de  los  Sres.  Lammasch  y  Martens  en 
casos  de  arbitraje,  que  los  motivos  últimamente  expuestos, 
y  se  optó  porque  las  partes  litigantes  determinaran  el  idio- 
ma^ sin  perjuicio  de  que,  en  su  defecto,  lo  fijara  por  sí  la 
Comisión, 

78-  Uno  de  los  artículos  del  proyecto  ruso  expresaba 
que  la  Comisión  debía  quedar  constituida  dentro  del  plazo 
de  dos  semanas  á  partir  de  la  fecha  del  incidente  que  pro- 
voque su  reunión.  Ante  las  preguntas  de  los  Sres.  Asser  y 
BourgeoíB  relativas  á  lo  que  habría  de  hacerse  después  de 
pasar  las  dos  semanas  y  á  la  observación  de  sir  Edward 
Fry  sobre  la  lentitud  proverbial  de  las  negociaciones  di- 
plomáticas que  deben  preceder  en  todo  caso  al  nombra- 
miento de  la  Comisión,  votó  el  Comité  contra  esa  parte  de 
las  proposiciones  de  Rusia. 

El  voto  estaba  plenamente  justificado.  Ese  plazo  fatal 
nos  parece  absolutamente  inconciliable  con  el  carácter  po- 
testativo de  la  institución  y  con  el  principio  soberano  de  la 
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voluntad  de  las  partes  en  que  su  organización  descansa» 
Privarlas  del  derecho  á  utilizar  un  medio  pacíñco  de 
resolver  sus  contiendas  porque  ha  pasado  cierto  número 
de  días,  ú  obligarlas,  con  peligro  del  resultado  ñnal,  á  que 
precipiten  ciertos  detalles  y  acuerdos  para  que  no  trans- 
curraa  las  dos  semanas  del  término,  son  resultados  en 
manera  alguna  apetecibles  para  la  obra  perseguida  en  las 
Conferencias  de  la  Paz. 

79.  También  se  discutió  en  el  Comité  sobre  la  conve- 
niencia de  establecer  en  el  tratado  mismo  un  procedimien- 
to detallado  para  le^  marcha  de  las  Comisiones  investigado- 
ras. £1  Sr.  de  Martens  opinó  que  si  el  defecto  del  Convenio 
de  1899  era  la  supresión  casi  completa  de  las  reglas  pro- 
cesales, el  inconveniente  del  proyecto  anglo-francés  consis- 
tía  en  detallarlas  mucho.  Y  el  Sr.  Fusinato  insistió  también 
en  que  se  precisara  que  dichas  reglas  no  tenían  carácter 
imperativo  sino  supletorio. 

£1  otro  punto  de  vista,  por  el  que  se  decidió  el  Comité, 
nos  parece  más  exacto.  No  se  pierde  nada  con  tener  escri- 
tas en  un  convenio  internacional  las  bases  esenciales  de  la 
buena  marcha  de  las  Comisiones  investigadoras,  á  ñn  de 
que  los  Gobiernos  interesados  en  el  conflicto  que  han  de 
escudriñar,  no  necesiten  perder  tiempo  ni  provocar  dificul- 
tades discurriéndolas  y  adoptándolas.  Si  alguna  ó  todas 
las  que  el  convenio  contenga  no  resultan  adecuadas  á  la 
índole  del  caso  ó  á  sus  respectivas  pretensiones,  lo  cual 
debe  suceder  excepcionalmente,  les  queda  la  facultad  de 
modificarlas  o  sustituirlas. 

£n  apoyo  de  esta  solución  invocó  su  experiencia  perso- 
nal sir  £dwar  Fry.  Las  reglas  procesales,  por  cierto  muy 
bien  elaboradas,  de  que  se  sirvió  la  Comisión  de  HuU,  hi- 
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ckron  perder  un  tiempo  preciase  á  los  comisionados.  Este 
fué  tal  vez  uno  de  los  motivos  en  cuya  virtud  acordó  el 
Comisé  definitivamente  que  no  tuviera  la  Comisión  entre 
sus  tareas  la  de  establecer  esos  trámites,  sino  que,  á  falta 
de  íi cuerdo  por  las  partes,  se  aplicaran  las  que  el  convenio 
iba  a  contener.  Ello  no  obsta  en  manera  alguna  á  que  otro 
articulo  entregara  ala  Comisión  los  detalles  no  previstos 
por  ios  Estados  contendientes  ó  por  dicho  convenio, 

80*  El  procedimiento  que  estableció  el  Comité,  con  el 
referid  o  carácter  facultativo  y  supletorio, se  inspira  en  tres 
principios  fundamentales.  Uno  de  ellos  consiste  en  reducir 
las  funciones  de  la  Comisión  á  una  tarea  investigadora, 
emitiendo  los  debates  que  únicamente  serían  necesarios 
y  ventajosos  si  se  tratara  de  un  juicio.  Estriba  el  otro  eti 
dar  á  la  información  naturaleza  contradictoria,  lo  cual  en- 
vüiilve  una  garantía  de  exactitud  y  veracidad.  Y  el  último 
suprime  la  publicidad  de  las  tareas  de  la  Comisión. 

Este  último  criterio  contradecía  las  reglas  adoptadas 
el  1905  para  el  incidente  de  Hull.  Entonces  se  distinguió 
entre  sesiones  públicas  y  privadas,  dando  el  primer  carác- 
ter d  aquellas  en  que  expusieran  los  hechos,  se  interroga- 
ran los  testigos  ó  formularan  conclusiones  los  agentes  de 
las  partes,  así  como  á  la  última  sesióin,  en  que  se  dio  á  co- 
nocer el  resultado  de  las  deliberaciones.Fueron,- en  cambio, 
priva  Jas  las  demás  sesiones  en  que  había  de  deliberar  la 
Comisión. 

Cabe  decir,  en  apoyo  del  sistema  ahora  seguido,, que  no 
impide  á  las  naciones  interesadas  optar  por  la  publicidad 
de  los  trabajos  de  la  Comisión,  si  la  creen  oportuna  y,  por 
el  curvlrario,  les  permite  sin  violencia  mantener  el  secreto 
dunnJo  lo  consideren  beneficioso  á  los  interese?  de  la  paz. 
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.  Quizá  podría  atribuirse  en  ese  orden  de  ideas  alguna 
inconsecuencia  á  otro  acuerdo  del  Comité,  en  virtud  del 
cual  el  informe  de  la  Gomiáión  investigadora  se  leerá  en 
sesión  pública,  estando  presentes  ó  habiendo  sido  debida- 
mente convocados  los  agentes  ó  consejeros  de  las  partes  y 
debiendo  entregarse  á  cada  una  de  éstas  un  ejemplar  de 
dicho  informe.  La  justificación  de  dicho  artículo  puede 
buscarse  én  el  propósito  imparcial  de  que  todos  los  intere- 
sados conozcan  al  mismo  tiempo,  sin  preferencias  ni  ven- 
tajas, ks  conclusiones  de  la  Comisión. 

81.  La  tramitación  que  el  conveíiio  regula,  da  principio 
con  la  entrega  hecha  por  cada  parte  á  la  Comisión  y  al  ad- 
versario de  una  exposición  de  los  hechos,  si  procediere,  y 
en  todo  caso  de  las  actas,  antecedentes  y  documentos  que 
juzgue  útiles  al  esclarecimiento  de  la  verdad,  así  como  de 
la  lista  de  los  peritos  y  testigos  que  proponga.  La  Comisión 
tiene  además  el  derecho  de  solicitar  de  cualquiera  de  las 
partes  las  explicaciones  ó  informes  que  estime  convenientes. 

Las  potencias  litigantes  se  obligan  á  proporcionar  á  la 
Comisión,  con  la  mayor  amplitud  que  crean  posible,  los  me- 
dios y  las  facilidades  necesarias  para  el  conocimiento  y  la 
apreciación  de  los  hechos.  Por  los  procedimientos  que  esta- 
blezca la  legislación  interior,  asegurarán  la  comparecencia 
ante  la  Comisión  de  los  peritos  ó  testigos  que  ésta  cite  y 
que  se  encuentren  en  su  territorio,  ó  si  la  comparecencia 
fuera  imposible,  dispondrán  su  examen  por  las  autoridades 
competentes.  Para  las  notificaciones  y  las  pruebas  que  ha- 
yan de  practicarse  en  territorio  de  una  tercera  potencia, 
acudirá  la  Comisión  directamente  al  Gobierno  de  la  misma, 
que  sólo  podrá  negarle  ese  servicio  cuando  lo  estime  aten- 
tatorio á  su  seguridad  ó  soberanía. 
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£1  Presidente  de  la  Comisión  interrogará  á  los  testigos, 
sin  perjuicio  de  que  los  miembros  de  aquélla  les  pidan  tam- 
bien  aclaraciones  y  datos;  pero  los  agentes  y  consejeros  de 
las  partes  no  están  facultados  para  interrumpirlos  ó  inter* 
pelarlos  directamente.  Si  quieren  formular  preguntas  com<* 
plementariaSi  han  de  solicitar  del  Presidente  que  las  haga. 
El  sistema  mucho  más  práctico  de  la  interrogación  directa 
al  testigo  por  todos  los  interesados,  que  se  utilizó  en  el  in* 
cidente  de  HuU  y  que  propusieron  al  Comité  las  Delegación 
nes  inglesa  y  norteamericana,  no  fué  aceptado  por  las  de- 
más en  razón  de  las  prácticas  seguidas  por  la  legislación 
interior  de  la  mayoría  de  las  naciones  continentales  de 
Europa. 

Los  agentes  quedan  autorizados  á  presentar  por  escrito 
á  la  Comisión  y  á  la  otra  parte,  en  cualquier  momento  ó  al 
ñn  de  las  investigaciones,  las  propuestas,  solicitudes  ó  re- 
súmenes de  hechos  que  conduzcan,  en  su  sentir,  al  esclare- 
cimiento de  la  verdad.  Y  terminadas  las  pruebas,  la  Comi- 
sión acuerda  su  informe  por  mayoría  de  votos^  firmándolo 
todos  los  comisionados.  La  negativa  de  cualquiera  de  ellos 
se  hace  constar  y  no  afecta  á  la  validez  del  informe;  pero 
el  proyecto  del  Comité  guardó  silencio  sobre  la  posibili- 
dad de  que  la  minoría  formulara  y  razonara  votos  particu- 
lares. 

Por  último,  el  convenio  determina  que  cada  litigante  so* 
portará  sus  propios  gastos  y  una  parte  igual  de  los  gastos 
de  la  Comisión. 

82.  El  ^t.  17  de  la  proposición  rusa  decía  así: 
«Cuando  las  potencias  en  litigio  se  hayan  enterado  de  los 
hechos  y  de  las  responsabilidades  que  ñje  la  Comisión  in- 
ternacional de  investigación,  quedarán  en  libertad,  bien  de 
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arreglarse  amistosamente^  bien  de  recurrir  al  Tribunal  per* 
manente  de  El  Haya.  Esta  disposición,  á  que  ya  hemos  alu- 
dido anteriormente,  tenía  en  rigor  más  inconvenientes  que 
ventajas,  y  ante  la  exposición  de  alguno  de  sus  peligros, 
hecha  en  el  Comité  de  examen,  la  abandonaron  sus  autores 
y  no  insistieron  en  ella  los  Estados  Unidos  de  la  América 
del  Norte,  que  también  habían  propuesto  su  adopción.  En 
su  lugar,  y  de  acuerdo  con  la  propuesta  franco-británica,  se 
precisó  claramente  siguiendo  las  tradiciones  de  1899,  que 
el  informe  de  la  Comisión  investigadora  se  limita  á  que 
consten  los  hechos  y  no  tiene  en  modo  alguno  el  carácter 
de  una  sentencia  arbitral.  Las  potencias  interesadas  quedan 
en  libertad  absoluta  respecto  á  su  conducta  posterior. 

83.  El  4  de  Octubre  de  1907  se  dio  cuenta  en  la  pri- 
mera Comisión  del  proyecto  formulado  por  el  Comité  sobre 
estas  materias,  sin  que  se  suscitam  debate  alguno.  Sola- 
mente el  Sr.  Turkhan  Pacha,  á  nombre  de  la  Delegación 
otomana,  insistió  en  el  carácter  facultativo  de  todos  los 
m  edios  enumerados  en  el  convenio  para  el  arreglo  pacífíco 
de  los  conflictos  internacionales  y  en  la  necesidad  de  que 
no  se  aplicaran  nunca  á  las  cuestiones  interiores. 

Cuando  se  dio  lectura  al  art.  9.^  usó  de  la  palabra 
el  Sr.  Beldiman  para  referirse  al  mantenimiento  del  carác- 
ter facultativo  de  las  Comisiones  de  investigación,  y  el  señor 
de  Martens  criticó  la  forma  de  ese  precepto  en  cuanto  ex- 
cluye de  dichas  Comisiones  las  materias  que  afecten  al  ho- 
nor y  los  intereses  esenciales.  El  incidente  de  Hull  demues- 
tra, en  opinión  del  ilustre  Delegado  ruso,  que  tal  limitación 
es  absolutamente  iiyiecesaria. 

El  párrafo  segundo  del  art.  23  dice  que  las  potencias 
litigantes,  según  hemos  tenido  ocasión  de  ver,  emplearán 
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los  medios  que  establezca  su  legislación  interior  para  ase- 
gurar la  comparecencia  de  los  peritos  ó  testigos  que  la  Co- 
misión cite  y  que  se  encuentre  en  su  territorio.  El  Sr.  Ha- 
gerup  hizo  constar  que  dicho  artículo  no  obliga  á  los  Es- 
tados en  cuya  legislación  no  existan  para  esa  hipótesis 
medid  as  coercitivas,  á  modificar  sus  leyes  en  tal  sentido. 
Así  quedó  aceptado,  no  sin  que  el  Sr.  Lammasch  observara 
que  entre  esos  medios  deben  figurar,  no  sólo  las  medidas 
coercitivas  propiamente  dichas,  sino  también,  por  ejemplo, 
tos  auxilios  ó  adelantos  para  viajes. 

Sin  más  que  estas  breves  indicaciones  aceptó  la  Comisión 
unánimemente  tadas  las  reformas  introducidas  por. el  Co- 
mité de  examen  en  la  organización  y  procedimientos  de  las 
Comisiones  Je  investigación,  según  el  articulado  que  puede 
consultarse  en  el  apéndice  tercero  de  este  libro. 

84,  En  la  Conferencia  se  leyeron  el  i6  de  Octubre 
de  I  noy  todos  los  artículos  referentes  á  las  Comisiones  dé 
investiíjación  y  fueron  aprobadas  unánimemente  sin  modifi- 
cación ó  diñcuHad  alguna. 

85.  Quedó  de  esa  manera  termioada  la  obra  de  la  Con- 
ferencia en  este  particular.  No  se  trata  de  una  creación  nue- 
va, sino  de  mejorar  y  desenvolver  la  ya  existente.  Merece 
elogios  que  la  Conferencia  mantuviera  esa  institución  den- 
i'.o  do  los  moldes  de  1899  y  que  la  reglamentara  todo  lo 
posible  para  que  continúe  produciendo  los  favorables  efec- 
tos hasta  ahora  conseguidos. 

E[  Derecho  internacional,  como  en  toda  esfera  jurídica, 
una  institución  de  esta  clase  vive  en  peligro  mientras  no 
resiste  victoriosamente  alguna  prueba;  pero  cuando  se  ha 
experimenEado  con  éxito  la  primera  vez,- tiene  seguro  el 
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porvenir.  £1  incidente  de  Hull  entre  Inglaterra  y  Rusia  sir- 
vió de  ejecutoria  á  la  iniciativa  de  1899  y  constituye  un 
ensayo  decisivo  que  garantiza  el  éxito  de  los  retoques  y 
mejoras  de  1907.  Con  ellos  se  afianzan  y  se  aseguran  los 
intereses  de  la  paz  universal. 


Tomo  niMiio, 


CAPITULO  V 


Del  arbitraje. 

SECCIÓN    PRIMERA 

PRINCIPIOS    GENERALES    • 


86.  El  Convenio  efe  29  dé  Julio  de  1899  P**"*  ®1  ^^^^' 
glo  pacífíco  de  los  conflictos  internacionales,  destina  el  ca- 
pítulo primero  de  su  título  cuarto  á  la  justicia  arbitral  y  la 
defíne  en  el  art.  15  de  este  modo:  cEl  arbitraje  internacio- 
nal tiene  por  objeto  la  solución  de  litigios  entre  los  Esta* 
dos  por  jueces  de  su  elección  y  bajo  la  base  del  respeto 
del  derecho.» 

Este  concepto,  que  da  á  las  funciones  arbitrales  en  la 
sociedad  internacional  el  mismo  carácter  que  tiene  en  lá 
vida  interior  la  justicia  voluntaria,  pasó  á  constituir,  sin 
cambio  alguno,  el  párrafo  primero  del  art.  37  en  el  conve- 
nio aprobado  por  la  segunda  Conferencia. 

Deben  tenerse  en  cuenta,  no  obstante,  varios  proyectos 
que  tendían  á  desnaturalizar  su  sentido  y  limitar  su  alcan- 
ce, en  lo  que  se  refiere  al  derecho  y  á  la  libertad  de  elegir 
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lo»  jueces.  Sin  meacionar  aquí  los  proyectos  americanos 
ckl  Tribunal  de  justicia  permanente,  que  estudiaremos  en  el 
Capítulo  inmediato  y  que  suprimían  por  completo  para 
buen  número  de  países  dicha  facultad  de  elección,  recor  - 
daremos  solamente  que  la  Delegación  de  Servia  presentó 
una  fórmula  del  nuevo  art.  19  en  cuya  virtud  las  potencias 
signatarias  se  comprometían  á  someter  sus  cuestiones  al 
Tribunal  arbitral  de  El  Haya  y  que  en  términos  análo- 
gos se  expresó,  para  las  diferencias  de  orden  jurídico  ó 
relativas  á  interpretación  de  tratados,  la  proposición  de 
los  Estados  Unidos  de  América  sobre  el  arbitraje  obliga- 
torio. 

Afortunadamente  la  Delegación  de  Méjico  formuló  una 
enmienda  destinada  á  salvar  el  derecho  de  las  partes  para 
organizar  de  común  acuerdo  otra  jurisdicción  especial,  y 
los  ingleses  se  mantuvieron  ñrmes  en  ese  punto  de  vista, 
que  acabó  por  admitir  toda  la  Conferencia. 

Al  mismo  ño  tendía,  aunque  sus  autores  persiguieron  tal 
vez  un  objeto  diferente,  el  proyecto  de  declaración  presen- 
tado por  la  Delegación  argentina  y  redactado  como  sigue: 
cLa  segunda  Conferencia  de  la  Paz  expresa  el  deseo  de 
que  los  Soberanos  ó  Jefes  de  Estado,  así  como  los  funcio- 
narios y  las  Corporaciones  cientíñcas  de  los  países  que  es- 
tán adheridos  al  convenio  para  el  arreglo  pacífíco  de  los 
conflictos  internacionales,  no  acepten  las  funciones  de  ar- 
bitros para  resolver  diferencias  entre  las  potencias  sig- 
natarias, sino  mediante  la  declaración  previa,  hecha  por 
las  partes  interesadas,  de  que  no  han  podido  ponerse  de 
acuerdo  respecto  de  la  organización  de  un  Tribunal  cons- 
tituido por  miembros  del  Tribunal  permanente  de  arbi- 
traje.» 

Tampoco  prosperó  esta  solicitud,  que  restringía  consi- 
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derablem«nte  la  esfera  de  acción  de  los  Estados  para  ele- 
gir sus  jueces  y  contrariaba  lo  que  hasta  ahora  se  ha  teni« 
do  por  la  esencia  misma  del  arbitraje  internacional.  En  et 
orden  práctico  no  es  menos  de  aplaudir  ese  resultado  ya 
queise  suscitan  con  frecuencia,  y  de  un  modo  especial  em 
tre  las  Repúblicas  de  América,  litigios  cuya  solución  pue- 
de estar  en  documentos  de  los  archivos  españoles,  más 
abiertos  á  la  acción  de  otros  arbitros  que  á  la  del  Tribunár 
de  £1  Haya.  Y  este  no  es  más  que  un  caso  escogido  at 
azar^  entre  las  varias  hipótesis  en  que  la  proposición  ar- 
gentina, siempre  opuesta  á  los  buenos  principios,  contra* 
riaría  sin  duda  alguna  las  facilidades  y  ventajas  que  re* 
quiere  el  procedimiento  arbitral. 

Merece  el  Tribunal  permanente  de  El  Haya,  tal  como  fué 
organizado  en  el  Convenio  de  1899,  toda  clase  de  respetos, 
y  con  mucha  frecuencia  el  interés  bien  entendido  de  las 
partes  ha  de  llevarlas  á  utilizar  su  organización  y  tas 
luces,  honorabilidad  y  experiencia  de  algunos  miembros 
de  la  lista  de  jueces  posibles,  elevados  por  el  sentimiento 
común  á  la  categoría  de  jueces  internacionales.  Este  re- 
sultado de  una  especie  de  votación  sucesiva  internacional, 
no  es  suficiente  en  realidad  para  que  se  cambie  la  substan* 
cia  del  compromiso  y  se  despoje  á  los  interesados  del  de* 
reqho  de  elección. 

87.  El  antiguo  art.  15,  y  ahora  37,  de  este  convenio 
no  define,  sin  embargo,  el  arbitraje  en  razón  de  sü  natura- 
leza y  resultados.  La  manera  de  entenderlo  es  de  impor* 
tancia  capital  para  organizado  debidamente,  según  explicó 
en  el  Comité  A  de  la  primera  Comisión  el  Delegado  de 
Holanda,  Sr.  Asser,  con  su  profundo  sentido  jurídico  ha- 
bitual. 
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Según  algunos,  decíá/el  arbitraje  internacional  está,  des- 
tinado á  ser  para  las  diferencias  entre  los  Estados,  lo  que 
son  tos  Tribunales  ordinarios  para  los  litigios  entre  parti* 
calares.  Tiene  por  misión  aplicar  el  derecho  á  un  caso  é^* 
pecial  que  ha  dado  lugar  á  un  litigio  entre  dos  ó  más  Es^ 
tados.  Si  se  trata  de  interpretar  un  convenio,  la  interpre* 
tación  se  refíere  á  ese  caso  especial,  y  al  repetirse  más  tar- 
de la  misma  diferencia,  los  arbitros  nuevos  proceden  según 
su  convicción  jurídica,  sin  dar  á  ese  antecedente  la  fuerza 
de  la  cosa  juzgada.  En  otros  términos^  el  Tribunal  arbitral, 
como  los  nacionales,  no  da  sus  sentencias  la  autoridad  de 
ley  para  lo  porvenir. 

Dentro  de  otra  opinión,  agregaba  el  Sr.  Asser,  el  arbi- 
traje internacional  tiene  precisamente  por  fin  legislar  para 
lo  futuro,  estimádose  sus  sentencias  cómo  un  complemen* 
to  de  los  tratados  que  las  motiven.  Los  arbitros  se  colocan 
en  el  punto  de  vista  de  la  cuestión  de  que  se  trate,  pero 
asumiendo  el  papel  de  las  naciones  interesadas,  completan 
el  convenio  por  un  fallo  que  tiene  en  rigor  la  fuerza  de  un 
protocolo  adicional. 

Esta  última  manera  de  ver  el  asunto  nos  parece  tan 
equivocada  como  peligrosa.  En  la  vida  internacional  no 
puede  renunciarse,  sin  los  mismos  riesgos  que  en  la  vida 
interior,  al  principio  de  la  separación  de  los  poderes,  que 
es  la  base  de  toda  organización  social  progresiva  y  fecun- 
da* Los  Tribunales  internacionales  no  deben  ser  cosa  dife- 
rente de  lo  que  son  los  Tribunales  interiores,  y  la  naturale- 
za de  la  justicia  no  está  llamada  á  alterarse  substancialmen- 
te  por  razón  del  círculo  social  en  que  se  administra. 

Desnaturalizando  el  arbitraje  se  logra  únicamenta  ha- 
cerlo más  difícil  y  disminuirle  partidarios.  El  éxito  que 
hasta  ahora  va  teniendo  como  fórmula  del  Derecho  y  obs- 


táculo  á  la  guerra  (x),  se  compromete  tomándolo  como 
Instrumento  para  reformas  legislativas  ó  como  base  para 
suplantar  la  acción  de  los  poderes  nacionales  en  sus  diver  - 
sas  ramas.  Veremos  más  adelante  comprobada  la  impor- 
tancia de  estas  afírmaciones  en  los  trabajos  de  la  segunda 
Conferencia  de  la  Paz. 

8&  Para  señalar  las  consecuencias  de  esta  institución 
contenía  el  Convenio  de  1899  unart  18  redactado  así:  cEl 
tratado  de  arbitraje  envuelve  la  obligación  de  someterse  de 
buena  fe  á  la  sentencia  arbitral.»  Dicho  artículo,  variado 
en  su  redacción  para  que  esos  efectos  se  deriven  del  sim- 
ple hecho  de  acudir  al  arbitraje,  es  hoy  el  párrafo  segundo 
del  art.  37,  y  añrma  una  verdad  tan  evidente  y  tan  neoe- 
sarla  que  huelga  toda  explicación  ó  comentario. 

89.  Con  las  disposiciones  referidas  se  cierra  el  cuadro 
de  lo  que  cabe  llamar  adecuadamente  principios  generales» 
y  se  abre  la  gran  controversia  entre  el  arbitraje  facultativo 
y  el  obligatorio,  de  tiempo  atrás  mantenida  en  la  esfera  de 
la  ciencia,  y  objeto  de  grandes  discusiones  en  la  Asamblea 
mundial  de  1907.  Ahora  debemos  limitarnos  solamente  al 
principio  fundamenta],  respondiendo  á  esta  pregunta  ^cuál 
de  los  dos  es  preferible? 

La  diferencia  entre  ambos  no  es  tan  grande  y,  en  su 
origen,  uno  y  otro  son  el  resultado  de  un  acto  de  voluntad. 
Si  las  naciones  esperan  á  que  haya  surgido  una  controver- 
sia para  estipular  ó  no  que  se  decida  por  medio  de  jueces^ 
tiene  carácter  facultativo;  si  pactan  de  antemano  que  toda 


(t)     A.  Merígnhac,  Trah/  théorique  tí  fratique  de  l'arütr^e  mternatmai; 
Gonsalo  de  Quetada,  Arbitratkm  ht  Lat'm  Amdrica, 
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una  clase  de  cuestiones  ha  de  resolverse  necesariamente 
ante  un  Tribunal  de.  Derecho,  se  UaiQa  obligatorio.  En  am- 
bas situaciones  se  pacta  la  sumisión  del  caso  á  la  justicia, 
unas  veces  des^Hiiés  de  surgir  y  otras  antes  de  que  surga. 
El  arbitraje  falcultativo  es  específico,  y  el  obligatorio  ge- 
nérico. 

Entre  los  dos  optaríamos  decididamente  por  el  segundo 
para  todaa  las  cuestiones  que  se  pueden  someter  al  prime- 
ro. Lo  que  no  cabe  normalmente  en  la  solución  arbitral 
inmediata,  después  que  existe,  es  ilógico  que  se  coloque  en 
la  solución  arbitral  futura  antes  de  que  nazca.  No  todas  las 
relaciones  entre  los  Estados  se  pueden  entregar  á  la  justicia 
internacional  de  terceros,  como  no  todos  los  problemas 
entre  los  individuos  caen  bajo  la  esfera  de  la  jurisdicción 
interior. 

Este  paralelismo  cesa  cuando  se  discurre  en  sentido 
contrarío.  Hay  una  serie  de  actos  humanos  cuya  regula- 
ción incumbe  necesaria  é  ineludiblemente  á  la  jurisdicción 
nacional,  y  no  hay  con  el  arbitraje  facultativo  serie  alguna 
de  actos  del  Estado  para  que  sean  necesariamente  compe  • 
tentes  los  Tribunales  internacionales.  Frente  á  cada  uno  de 
ellos  pueden  optar  las  demás  naciones  por  un  ofrecimiento 
de  justicia  ó  por  medidas  de  hostilidad  y  coerción.  El  ar- 
bitraje obligatorio  restablece  el  paralelismo  y  suprime  la 
posibilidad  de  la  violencia  para  todos  los  casos  que  están 
previamente  sometidos  á  una  regulación  jurídica. 

Sin  abandonar  por  ahora  en  estas  ideas,  limitémonos  á 
consignar  que  en  la  Conferencia  estuvieron  representados 
los  amigos  de  una  y  otra  fórmula,  y  que  ambas  fueron  ob- 
jeto de  trabajos  y  resoluciones.  Vamos  á  examinar  separa- 
damente, por  lo  tanto,  las  tareas  que  realizó  en  ambos  ór* 
denes  la  reunión  mundial  de  1907. 
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SECCIÓN  SEGUNDA 

DEL   ARBITRAJE   FACULTATIVO 

90.  En  la  sesión  de  la  primera  Subcomisión  de  la  pri- 
mera Comisión  que  tuvo  efecto  el  x  8  de  Julio  de  1907, 
sostuvo  el  competente  Delegado  helénicoi  Sr.  Georges 
Streit^  que  debía  mantenerse  únicamente  el  arbitraje  facul- 
tativo, según  lo  estableció  el  Convenio  de  1S99.  Cuando 
se  trate  de  determinar  en  un  convenio  general,  decía,  los 
casos  en  que  el  arbitraje  ha  de  ser  obligatorio,  como  no 
será  fácil  llegar  á  un  acuerdo,  habrá  que  restringir  conside- 
rablemente el  alcance  dé  la  nueva  estipulación  con  objeto 
de  que  responda  á  las  exigencias  de  todos  los  Estados  re- 
presentados en  la  Conferencia.  Se  llegaría  forzosamente  á 
un  texto  que,  comparado  al  de  los  convenios  de  arbitraje 
obligatorio  celebrados  últimamente,  produciría  la  impre- 
sión de  un  retroceso  en  el  movimiento  que  todos  hemos 
visto  con  satisfacción  grande. 

Cabe  preguntar,  agregaba,  si  en  vez  de  ese  corto  paso 
hacia  adelante,  sería  mejor  sostener  los  principios  funda- 
mentales en  materia  de  arbitraje  como  los  formuló  la  pri- . 
mera  Conferencia.  Bajo  el  régimen  de  ese  derecho,  y  á 
impulsos  del  ert.  19  del  convenio  primitivo,  ganó  rápida- 
mente terreno  el  arbitraje  en  la  vida  internacional,  y  gran 
número  de  Estados  lo  admitieron  como  obligatorio  en  sus 
tratados  particulares.  Sería  lamentable,  en  su  opinión,  que 
ise  suprimiera  la  elasticidad  de  tal  derecho,  enmendándolo 
<le  modo  que  se  reduzca  el  arbitraje  obligatorio  á  una 
«xtensión  mínima,  capaz  de  detener  los  progresos  ya  ob- 
tenidos. 
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De  la  misma  índole  fué  la  argumentación  del  Barón 
Marschall^  primer  Delegado  de  Alemania,  el  23  del  mes  y 
año  ya  citados.  La  declaración  solemne  del  Convenio 
de  1899  tenía  en  su  concepto  una  fuerza  moral  más  inten- 
sa en  favor  del  arbitraje  que  cualquiera  disposición  mun- 
dial, obligatoria  en  la  forma  y  no  en  la  esencia^  y  despro'» 
vista  de  la  autoridad  y  del  respeto  necesarios  para  la  rea- 
lización del  arreglo  pacífico  de  los  conflictos  internacio- 
nales. 

91*  Como  nadie  combatía  el  arbitraje  facultativo,  cuya 
subsistencia  para  ciertos  casos  es  absolutamente  necesa^ 
ría,  se  conservó  íntegro  en  el  párrafo  primero  del  art  38 
el  antiguo  16  del  Convenio  de  1899.  A  su  tenor,  en  las 
cuestiones  de  orden  jurídico  y  principalmente  en  las  de 
interpretación  ó  aplicación  de  los  convenios  internaciona- 
les, las  potencias  signatarias  reconocen  que  el  arbitraje  es 
el  medio  más  eficaz  y^  al  propio  tiempo,  el  más  equitativo 
para  resolver  los  litigios  que  no  se  hayan  decidido  por  la 
vía  diplomática. 

En  la  sesión  del  Comité  A,  efectuada  el  6  de  Agosto 
de  1907,  propuso  el  Delegado  austríaco,  Sr.  Merey,  que  se 
diera  un  paso  más  afirmando  las  consecuencias  de  la  pre- 
misa que  dicho  artículo  contiene.  Al  efecto,  indicó  que  po  • 
día  agregarse  el  siguiente  párrafo:  «En  consecuencia,  sería 
de  desear  que  para  los  litigios  sobre  las  cuestiones  antes 
mencionadas,  las  potencias  signatarias  recurran,  cuando 
Kegue  el  caso,  al  arbitraje^  si  las  circunstancias  lo  per- 
miten.» 

A  pesar  de  esta  adición,  el  art.  16  del  Convenio  de  1899 
y  el  38  del  actual  nos  parecen  demasiado  tímidos.  Si  para 
imponer  el  arbitraje  se  explica  su  limitación  á  los  próble- 
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mas  jurídicos,  dicha  limitación  es  inaceptable  cuando  se 
trata  únicamente  de  recomendarlo.  El  número  dé  asuntos 
de  carácter  mera  ó  principalmente  político  que  han^  sido 
objeto  de  las  sentencias  arbitrales,  no  es  pequeño,  y  la 
diferencia  entre  uno  y  otro  terreno  es  lo  bastante  vaga 
para  evitar  todos  los  riesgos  que  puedan  derivarse  de  una 
recomendación  general. 

Vanamente  se  diría  que  en  ese  caso,  no  reduciéndose  al 
campo  de  las  controversias  jurídicas,  hubiera  sido  necesa- 
rio entrar  en  el  terreno  de  las  restricciones  sobre  los  casos 
de  honor  de  interés  nacional,  etc.  Como  se  trata  de  un  sun- 
ple  consejo  á  las  naciones  signatarias,  cada  una  de  ellas 
tetidrá  en  consideración,  cuando  llegue  el  momento  oportu- 
no, la  necesidad  de  esas  reservas,  para  decidir  si  le  conviene 
arriesgar  sus  intereses  vitales,  por  ejemplo,  á  la  acción  de 
la  justicia  ó  á  los  secretos  de  la  fuerza. 

92.  El  art.  17  anterior  fué  aceptado  sin  cambio  alguno 
bajo  el  número  39.  Afírma  que  el  convenio  de  arbitraje  se 
puede  concertar  para  diferencias  ya  nacidas  ó  para  las  even- 
tuales y  cabe  limitarlo  á  cuestiones  de  una  categoría  deter- 
minada ó  extenderlo  á  todas  las  posibles. 

93.  Por  último,  el  art.  19,  que  pasó  á  ser  el  40,  declara 
que  independientemente  de  los  tratados  generales  ó  par- 
ticulares que  contienen  actualmente  la  obligación  de  recu- 
rrir al  arbitraje,  las  potencias  signatarias  se  reservan  el  de- 
recho de  concluir  nuevos  acuerdos  generales  ó  particulares, 
con  la  mira  de  extender  el  arbitraje  obligatorio  á  todos  los 
casos  que  crean  posible  someterle. 

94.  El  conjunto  de  disposiciones  á  que  nos  hemos  refe- 
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rído  en  los  tres  números  que  preceden,  resume  los  trabajos 
de  la  Conferencia  en  cuanto  al  principio  mismo  del  arbitra- 
je facultativo.  Cuando  se  habla  en  ellos  del  obligatorio,  es 
para  determinar  la  libertad  de  aceptarlo  y  no  para  que  des- 
de ahora  se  establezca. 

H&y  otra  serie  de  artículos  en  el  convenio  que,  para  fa- 
cilitar la  aceptación  y  el  funcionamiento  del  arbitraje  vo- 
luntario, organizan  una  oficina  internacional,  un  consejo 
administrativo  y  una  lista  permanente  de  jueces;  pero  su 
estudio  corresponde  al  capítulo  siguiente.  En  el  actual  de- 
bemos ocupamos  ahora  de  los  debates  y  proyectos  que 
tendían  á  dar  al  arbitraje  carácter  general  obligatorio  y  de 
la  suerte  que  cupo  á  ese  propósito  en  la  segunda  Confe- 
rencia. 

SECCIÓN  TERCERA 

DEL    ARBITRAJE    OBLIGATORIO 

95.  Nadie  lo  combatió  de  frente  ni  puso  en  duda  su  ne- 
cesidad y  sus  ventajas,  pero  los  Delegados  alemanes  le  hi- 
cieron bajo  la  forma  mundial  una  guerra  implacable  y,  se- 
cundados por  Delegaciones  aliadas,  impidieron  su  triunfo. 
Había,  sin  embargo,  un  paso  de  avance  en  esta  actitud  del 
imperio  germánico,  ya  que  en  la  primera  Conferencia  de  1899 
se  habían  opuesto  sus  representantes,  con  todo  linaje  de 
motivos,  á  la  posibilidad  de  ese  carácter  obligatorio.  Ale- 
mania había  suscrito  en  el  intermedio  dos  tratados  de  arbi- 
traje permanente  con  Inglaterra  y  los  Estados  Unidos,  para 
todas  las  cuestiones  jurídicas  ó  relativas  á  la  interpretación 
de  tratados,  y  había  insertado  igualmente  la  cláusula  com- 
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promisoria  para  ciertas  cuestiones  en  sus  tratados  recientes 
de  comercio. 

Cuando  los  debates  sobre  este  asunto  se  plantearon  por 
vez  primera  en  la  Subcomisión,  dijo  el  Barón  Marschalli 
durante  la  séptima  sesión,  el  23  de  Julio  de  1907,  que  es 
un  error  tomar  como  modelo  la  cláusula  compromisoria 
entre  los  Estados  para  un  tratado  mundial.  La  situación  le 
parece  muy  distinta  en  uno  y  otro  caso.  El  terreno  de  las 
diferencias  posibles  entre  dos  Estados  que  celebran  un  con- 
venio general  de  arbitraje,  está  más  ó  menos  á  la  vista  de 
los  contratantes,  porque  lo  circunscribe  una  serie  de  facto- 
res conocidos,  como  la  situación  geográfica  de  ambos,  sus 
relaciones  financieras  y  sus  tradiciones  históricas. 

Decía,  por  otra  parte,  que  en  un  tratado  aplicable  á  todos 
tos  paises  del  mundo  se  carece  de  tales  factores  concretos 
y,  aun  en  el  cuadro  restringido  de  las  cuestiones  jurídicas, 
es  ilimitada  la  posibilidad  de  diferencias  de  toda  clase.  Una 
cláusula  compromisoria  general,  que  precisa  entre  dos  Es- 
tados con  claridad  suficiente  sus  derechos  y  deberes,  puede 
ser  demasiado  vaga  y  elástica  en  un  tratado  mundial  y,  por 
consecuencia,  inaplicable. 

«Si  agitamos  ante  el  mundo  la  bandera  del  arbitraje  obli- 
gatorio, se  necesita  una  cláusula  compromisoria  que  lo  hon- 
re y  que  defina  clara  y  precisamente  esa  obligación.  Sin 
ello  nos  expondríamos  á  la  censura  de  hacer  promesas  que 
no  podemos  cumplir  y  de  ofrecer  una  fórmula  en  vez  de 
una  realidad.  Sería  de  temer  asimismo  que,  lejos  de  resol- 
ver una  diferencia  surgida,  se  agravara  con  nuevos  proble- 
mas sobre  la  interpretación  y  la  aplicación  del  tratado.  He 
aquí  una  consecuencia  poco  apetecible  para  la  institución 
que  persigue  el  arreglo  pacífico  de  los  conflictos  internación 
nales.  Para  evitar  tales  peligros,  es  indispensable  examinar 
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previamente  y  á  fondo  la  cuestión  de  saber  si  los  casos  que 
quieren  someterse  al  arbitraje  obligatorio*  universal,  son 
adecuados  á  dicha  solución. 

> Estamos  de  acuerdo  en  que  las  diferencias  provocadas 
exclusivamente  por  conflictos  de  intereses  políticos  y  que 
carecen  de  base  jurídica,  no  corresponden  al  arbitraje  pro- 
piamente dicho,  que  estriba  en  la  solución  de  los  litigios 
internacionales  por  medio  del  Derecho.  Tales  conflictos  po- 
líticos entran  más  bien  en  el  camino  de  la  mediación.  No 
podrá  estipularse  normalmente  el  arbitraje  sino  para  las 
cuestiones  de  esa  índole  ya  surgidas,  y  los  arbitros,  lejos 
de  guiarse  por  el  Derecho,  se  ajustarán  á  consideraciones 
de  equidad  y  de  salud  pública. 

> Quedan  las  cuestiones  de  orden  jurídico.  Hay  que  dis- 
tinguir entre  las  que  surgen  fuera  del  Derecho  convencional 
y  las  que  tocan  á  la  interpretación  y  aplicación  de  los  tra  - 
lados  internacionales.  No  tenemos  objeción  alguna  funda* 
mental  contra  la  aplicación  del  arbitraje  obligatorio  á  esas 
dos  series  de  problemas,  pero  se  imponen  ciertas  restriccio* 
nes  de  orden  general.  Hay  que  reducir  el  campo  en  un  do- 
ble sentido.  Las  cuestiones  de  importancia  mínima  no  me- 
recen el  arbitraje.  En  las  relaciones  de  los  Estados,  sobre 
todo  en  los  limítrofes,  surge  casi  á  diario  buen  número  de 
casos  en  que  una  apreciación  diversa  de  los  hechos  ó  del 
derecho  da  lugar  á  opiniones  contradictorias.  Todos  esos 
litigios  pequeños  se  arreglan  hoy  amistosamente  por  la 
mutua  conciliación  de  las  potencias.  No  parece  en  manera 
alguna  apetecible  que  dicho  estado  de  cosas  se  reemplace 
por  un  sistema  que  permita  á  cada  potencia  invocar  contra 
la  otra  un  compromiso  formal  para  conducirla  ante  un  Tri-* 
bunal  de  arbitraje  con  su  largo  y  costoso  procedimiento. 
Sería  agravar  el  conflicto  y  no  solucionarlo. 
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f^ay,  por  otra  parte,  cuestiones  jurídicas  que  no  -caben 
«n  el  arbitraje  obligatorio,  precisamente  en  razón  de  su  im- 
portancia. Los  partidarios  más  fervientes  del  arbitraje  re- 
conocen que  no«s  dable  imponerlo  si  la  cuestión  planteada 
afecta  al  honor,  á  los  intereses  vitales  ó  á  la  independencia 
del  Estado.  Una  proposición  brasileña  añade  los  problemas 
^ue  toquen  á  las  instituciones  de  los  Estados  ó  á  sus  leyes 
internas.  Lo  que  caracteriza  todas  estas  expresiones,  es  <ni 
elasticidad.  La  estimamos  tan  grande,  que  en  un  convenio 
autorizado  por  la  fírma  de  gran  número  de  países,  debe 
traer  consigo  necesariamente  interpretaciones  diversas  y 
discusiones  numerosas.  Sin  duda,  para  evitar  este  incon- 
veniente, añrma  la  mayor  parte  de  las  proposiciones  pre*^ 
sentadas  á  la  Conferencia,  que  la  decisión  corresponde  al 
Estado  que  invoca  dichas  excepciones.  No  puede  solicitarse, 
en  efecto,  de  un  Estado  que  acepte  á  un  tercero  como  juez 
de  su  honor  ó  de  sus  intereses  vitales.  Reconociendo  que 
dichas  reservas  son  el  complemento  indispensable  de  una 
cláusula  compromisoria  general,  no  desconozco  que  resul- 
tan poco  conformes  á  la  idea  del  arbitraje  obligatorio.  Ade- 
más, en  los  países  cuya  constitución  entrega  la  aplics^ción 
de  la  cláusula  compromisoria,  no  al  Gobierno  firmante, 
sino  á  un  factor  legislativo»  desaparece  hasta  la  apariencia 
misma  de  una  obligación  bilateral. 

»Se  ha  dicho  en  favor  de  tales  proposiciones  que  hacen 
al  arbitraje  más  obligatorio.  No  quiero  examinar  el  punto 
interesante  de  saber  si  en  materia  jurídica  la  palabra  obli- 
gatorio admite  un  adverbio  de  comparación.  Ya  el  Derecho 
romano  consideraba  como  enemigos  implacables  la  obliga» 
tio  y  la  mera  facultas.  Permítase  á  un  antiguo  jurisconsul- 
to ver  con  escepticismo  la  tentativa  de  reconciliarlas.» 

Pasando  después  á  estudiar  si  existe  una  serie  de  cues* 
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tiones  en  que  pueda  aceptarse  sin  reservas  el  arbitraje  obli- 
gatorio, decía:  cEn  el  vasto  campo  de  las  relaciones 
internacionales  que  forman  la  materia  de  los  tratados  hay, 
seguramente,  cuestiones  que  no  se  reñeren  al  honor  ni  á 
los  intereses  esenciales,  y  á  las  que  podría  aplicarse  el  arbi- 
traje obligatorio  sin  ninguna  restricción.  Se  trata  solo  de 
resolver  si  el  arbitraje  puede  admitirse  en  ese  terreno  por 
un  acuerdo  general  y  universal.  Debe  procurarse  ante  todo 
llegar  á  ese  acuerdo  en  los  convenios  en  que  es  signataria 
la  totalidad  ó  gran  número  de  potencias,  por  ejemplo,  los 
postales  y  telegráficos,  los  concernientes  á  la  protección  de 
cables  submarinos,  á  los  medios  de  evitar  los  abordajes,  á 
la  protección  de  las  obras  literarias  y  artísticas  y  de  la 
propiedad  industrial  y  á  los  convenios  de  El  Haya  sobre  el 
Derecho  internacional  privado.  Uno  de  esos  convenios 
universales,  el  relativo  á  la  unión  postal,  tiene  actualmente 
la  cláusula  compromisoria.  Cuando  se  estudie  la  introduc- 
ción del  arbitraje  en  esos  convenios,  habrá  que  tener  en 
cuenta  que  la  uniformidad  de  su  aplicación  puede  compro  • 
meterse  por  sentencias  arbitrales  contradictorias.  Deben 
tomarse  medidas  para  evitar  ese  riesgo. 

»Hay  que  tomar  en  consideración  igualmente  la  diferen  • 
cia  entre  los  convenios  que  se  refieren  á  derechos  y  debe- 
res de  los  Gobiernos,  y  aquellos  que  determinan  relaciones 
jurídicas  de  los  ciudadanos  y  cuya  aplicación  cae  bajo  la 
competencia  de  los  Tribunales  ordinarios.  Entre  estos  últi- 
mos citaré  h)s  relativos  á  la  propiedad  industrial  y  al  De- 
recho internacional  privado. 

«Respecto  á  los  convenios  universales  y  á  los  tratados 
celebrados  entre  dos  potencias  sobre  materias  técnicas, 
habrá  que  ver  si  es  posible  confiar  á  un  mismo  Tribunal  la 
solución  de  las  diferencias  que  surjan  de  su  aplicación  y  si 
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conviene  adaptar  siempre  igual  procedimiento.  En  nuestra 
opinión  no  es  dable  utilizar  de  un  modo  general  el  Tribunal 
permanente  de  El  Haya,  puesto  que  no  cuenta  entre  sus 
miembros  con  individuos  de  competencia  suñciente  para  4as 
diversas  cuestiones  técnicas  cuya  decisión  es  indispensable. 

> Sería  muy  difícil  resolver  los  problemas  que  tocan  á 
esos  puntos  sin  acudir  á  especialistas  y  sin  un  examen 
atento  por  los  Gobiernos  signatarios  de  los  referidos  con- 
venios. En  lo  que  toca  á  los  tratados  entre  dos  países,  todos 
acabarán  quizás  por  convencerse  de  que  hay  que  abando^ 
nar  á  los  Gobiernos  interesados  la  doble  cuestión  de  saber 
si  los  litigios  procedentes  de  la  aplicación  del  tratado  han 
de  someterse  á  arbitraje  y  de  la  manera  de  organizar  este 
último.» 

Puntualizadas  estas  observaciones  con  más  crudeza,  en 
el  Comité  A  durante  la  sesión  de  6  de  Agosto  de  1907  por 
el  segundo  Delegado  alemán  Sr.  Kriege,  afirmó  de  nuevo 
el  Barón  Marschall  ante  la  primera  Comisión  el  5  de  Octu- 
bre inmediato,  las  dos  tesis  que  siguen:  i.%  la  conclusión 
de  un  tratado  de  arbitraje  obligatorio  no  es  posible  sino 
aplicando  el  sistema  individual,  al  paso  que  en  el  sistema 
mundial  la  palabra  obligatorio  no  será  más  que  un  título 
honorífico  cuyo  empleo  no  ocultará  los  innumerables  defec- 
tos del  vínculo  jurídico  inherentes  al  sistema,  y  2.*,  el  pro- 
greso hacia  la  solución  pacífica  de  los  litigios  internacio- 
nales  sólo  puede  obtenerse  por  tratados  individuales,  mien- 
tras que  un  tratado  mundial,  por  sus  términos  necesaria- 
mente vagos,  elásticos  y  generales,  se  prestará  mejor  á  una 
nueva  discordia  que  á  la  solución  de  la  antigua. 

96.  En  vano  repitió  varias  veces  el  Sr.  Renault  en  el 
Comité  de  examen  que  la  mayor  parce  de  las  dificultades 
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.Imantadas  se  podían  referir  en  iguales  términos  al  arbitraje 
facultativo,  y  en  vano  el  Sr.  Choate  dijo  elocuentemente 
ante  la  primera  Comisión  que  no  acertaba  á  discernir  las 
razones  jurídicas  en  cuya  virtud  era  posible  comprometerse 
al  arbitraje  con  veintidós  Estados  uno  tras  otro  y  no  al 
mismo  tiempo  con  los  cuarenta  y  cuatro  que  figuraban  en 
la  Conferencia.  La  oposición  de  Alemania  y  de  las  nacio- 
nes que  la  secundaban,  aumentó  en  vez  de  disminuir,  y  el 
arbitraje  obligatorio  no  pude  obtener  en  la  Conferencia  la 
unanimidad  ó  la  casi  unanimidad  indispensables  para  que 
se  incluyera  entre  sus  acuerdos  definitivos. 

Fué  una  verdadera  desgracia,  porque  el  mundo  entero 
aguardaba  lo  contrario  de  la  segunda  Conferencia  de  la 
Paz  y  porque  los  argumentos  de  los  Delegados  alemanes 
no  se  distinguen  como  sólidos  y  convincentes.  Para  com* 
prometerse  á  la  justicia  en  caso  de  litigios  futuros  no  im- 
parta tanto  conocer  al  adversario  como  al  juez.  Las  cir- 
cunstancias económicas  ó  políticas  del  Estado  con  quien 
va  á  contratarse,  pesan  mucho  menos  qne  el  acceso  de  las 
partes  ante  jueces  de  su  libre  elección. 

Podrá  discutirse  sobre  las  excepciones  á  la  regla  del  ar- 
bitraje obligatorio  y  sobre  la  naturaleza  de  las  cuestiones 
que  cabe  someterle;  pero  debe  llegarse  siempre  á  un  míni- 
mun  que  constituya  la  primera  fórmula  mundial.  A  cada 
revisión  del  convenio  irían  creciendo  sus  límites,  perdido 
el  temor  á  la  justicia  en  mayor  número  de  asuntos. 

Por  otra  parte,  la  frecuencia  de  relaciones  de  toda  ín- 
dole entre  algunos  Estados  les  permitiría  ensanchar,  median* 
te  convenios  particulares,  que  serían  como  uniones  restrin- 
gidas, la  fórmula  estrecha  del  arbitraje  universal.  Compar- 
tir con  casi  todas  las  naciones  del  mundo  las  tareas  de  una 
Conferencia  que  persigue  la  Codificación  del  Derecho  de  gen- 
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tes;  celebrar  con  ellas  dentro  y  fuera  de  la  Conferencia  trata- 
dos y  convenios  que  á  todas  las  obligan,  y  negarse  á  estipular 
entre  las  mismas  la  comparecencia  forzosa  ante  el  poder 
judicial  de  los  arbitros,  es  ilógico  é  inconsecuente.  Parecía 
un  pretexto  para  negarse  al  arbitraje  obligatorio  si  no  es- 
tuviera garantido  lo  contrario  por  los  pactos  individuales 
con  varios  Estados. 

97,  Después  de  todo,  el  arbitraje  obligatorio  no  se  pe- 
día en  la  Conferencia  para  todas  las  cuestiones  que  pudie- 
ran surgir  ó  hubieran  ya  nacido  entre  los  pueblos.  Es  cierto 
que  la  Delegación  dominicana  se  manifestó  resuelta  al  ar- 
bitraje sin  restricciones,  pero  ante  las  dificultades  invenci- 
bles con  que  ese  intento  debía  tropezar,  declaró  el  Comité 
de  examen  en  su  quinta  sesión  el  3  de  Agosto  de  1907  que 
no  podía  aceptarlo  con  tanta  generalidad. 

La  mayoría  de  las  proposiciones  formuladas  se  había  re- 
feridú  á  los  problemas  de  derecho  y  á  los  tratados  inter« 
nacionales.  En  consecuencia,  hubo  de  aprobar  el  Comité  A 
por  catorce  votos  contra  dos  y  otras  dos  abstenciones,  un 
articulo  redactado  así:  cLas  diferencias  de  orden  jurídico, 
y  en  primer  término,  las  relativas  á  la  interpretación  de  los 
tratados  existentes  entre  dos  ó  más  Estados  coníratantes  que 
surjan  en  lo  futuro  entre  ellos,  y  que  no  hayan  podido  arre- 
glarse por  la  vía  diplomática,  se  someterán  al  arbitraje,  á  con- 
dición, sin  embargo,  de  que  no  comprometan  los  intereses 
vitales  ni  la  independencia  y  el  honor  de  cualquiera  de  di- 
chos Estados,  y  de  que  no  afecten  á  los  intereses  de  los  otros 
Estados  que  no  tomen  parte  en  el  litigio.» 

Este  precepto,  que  votó  á  su  vez  la  primera  Comisión  en 
5  de  Octubre  de  1907  por  treinta  y  cinco  votos  contra  cin- 
co y  cuatro  abstenciones,  plantea  y  resuelve  dos  cuestiones 
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interesantes,  las  materias  que  pueden  sujetarse  al  arbitraje 
obligatorio  y  los  casos  de  excepción  en  que  no  es  admisible. 

98.  Dichas  materias  son  las  diferencias  de  orden  jurí- 
dico, puesto  que  las  relativas  á  la  interpretación  de  los 
tratados  existentes  se  mencionan  como  parte  de  aquellas. 
Está  excluido,  por  lo  tanto,  lo  que  se  refiere  al  orden  polí- 
tico y  económico,  donde  la  falta  de  elementos  jurídicos  de 
apreciación  se  opone  á  un  fallo  que  es  preciso  fundamen- 
tar por  motivos  de  derecho. 

^Cuál  es  la  diferencia  entre  lo  jurídico  y  lo  político?  La 
encontraban  los  enemigos  del  arbitraje  obligatorio  incierta 
y  diñcil,  aun  después  de  haber  explicado  los  Sres.  Renault 
y  Choate  que  el  término  gozaba  de  una  consagración  ge- 
neral en  tratados  individuales  de  arbitraje,  sin  haber  sus  - 
citado  hasta  hoy  ninguna  dificultad  seria  en  cuanto  á  su 
alcance  y  sentido. 

De  varias  maneras  puede  definirse  la  naturaleza  jurídica 
ó  política  de  un  conflicto  entre  dos  naciones.  Cuando  des- 
canse en  la  existencia  ó  interpretación  de  textos  legales 
interiores,  tratados  internacionales  ó  principios  consuetu- 
dinarios del  Derecho  de  gentes,  será  por  lo  cumún  de  or- 
den jurídico.  Habrá  casos  típicos  que  caigan  bajo  esa  de- 
nominación, y  otros  no  menos  típicos  y  señalados,  de  dife- 
rencias políticas.  La  calificación  resultará^  á  ocasiones, 
circunstancial  hasta  el  punto  de  que  en  dos  casos  análo- 
gos concurran  respecto  de  uno  elementos  políticos  que  fal- 
ten en  el  otro. 

Basta,  sin  embargo,  con  la  posibilidad  de  la  distinción 
y  con  la  buena  fe  que  sirve  de  base  á  las  relaciones  entre 
los  pueblos  para  que  el  arbitraje  obligatorio  pueda  ence- 
rrarse dentro  de  esos  límites.  Entre  las  obligaciones  legales 
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Ó  las  puramente  morales  ó  de  cortesía  social  en  la  vida  in« 
térior,  existe  la  misma  línea  divisoria  determinada  por  la 
concurrencia  ó  la  falta  de  preceptos  jurídicos  aplicables,  y 
este  antecedente  de  pura  forma  sirve  de  guía  para  qtie  no 
se  lleven  nunca  ante  un  Tribunal  de  justicia  cuestiones  no 
jurídicas. 

Es  cierto  que  del  arbitraje  internacional  obligatorio  sería 
necesario  excluir  problemas  de  índole  jurídica  que  estén 
mezclados  con  factores  políticos  esenciales,  y  para  eso 
sirven  las  excepciones  ó  restricciones  al  arbitraje  obliga- 
torio que  el  mismo  artículo  contiene  y  que  vamos  á  exa- 
minar en  seguida.  Son  la  válvula  de  seguridad  del  sis^ 
tema. 

99.  Dichas  restricciones  abrazan  cuatro  extremos  en  el 
artículo  votado:  los  intereses  vitales,  la  independencia  y  e! 
honor  de  los  contendientes,  y  el  interés  de  otro  Estado  que 
no  sea  parte  en  el  litigio. 

La  Delegación  brasileña  había  propuesto  también  que 
tuvieran  ese  carácter  la  integridad  territorial  y  las  institu- 
ciones y  leyes  internas;  pero  lo  primero  se  estimó  com- 
prendido entre  los  intereses  vitales,  y  lo  segundo  pareció 
demasiado  elástico  para  los  fines  que  el  proyecto  perse- 
guía. En  realidad,  una  de  estas  consideraciones  d^be  repe- 
tirse frente  á  la  mención  expresa  del  honor  y  de  la  inde- 
pendencia, con  lo  cual  se  reducen  á  dos  las  cuatro  excep- 
ciones del  proyecto  votado. 

Esas  dos  restricciones  serían  los  intereses  vitales  de  las 
naciones  contendientes  y  los  de  cualquier  clase  de  las  de- 
más. Aquello  nos  parece  justo,  y  esto  último  innecesario. 
Veamos  por  qué.  La  actual  organización  rudimentaria  de 
la  comunidad  internacional  no  consiente  todavía  que  unH 
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nación  se  comprometa  á  someter  á  arbitramento  sus  inte- 
reses vitales.  Lo  puede  hacer  en  ocasiones,  después  que  el 
caso  surge  y  con  la  debida  apreciación  de  todas  las  cir- 
cunstancias; pero  no  cabe  imponérselo  de  antemano  en 
términos  generales.  Hasta  tal  punto  es  esto  exacto  que  los 
Relegados  belgas,  por  ejemplo,  añrmaron  en  la  sesión  de  9 
de  Julio  de  1907  que  estimaban  dicha  restricción  indis- 
pensable para  todos  los  casos  en  que  se  pacte  el  arbitraje 
obligatorio. 

La  segunda  excepción  no  es  tan  útil  ni  hace  tanta  falta, 
empieza  teniendo  un  alcance  demasiado  genera^  porque 
el  interés  de  otro  Estado  en  un  asunto  cualquiera  puede 
ser  tan  relativo  y  pequeño  que  no  envuelva  obstáculo  ver- 
dadero al  arbitraje.  Aun  suponiéndolo  crecido  é  importan- 
te, no  es  dudoso  que  la  cosa  juzgada  requiere  en  la  vida 
exterior  como  en  la  nacional  identidad  de  personas,  y  que 
un  fallo  no  afecta  nunca  á  los  derechos  y  deberes  de  enti- 
dades que  no  son  parte  en  el  juicio.  Con  esta  última  afir- 
mación pudo  suprimirse  la  mencionada  reserva  al  arbitra- 
je obligatorio;  cosa  tanto  más  útil  cuanto  más  claro  se  ve 
que  toda  excepción  atenúa  un  poco  el  efecto  público,  ya 
que  no  la  eficacia  real  del  principio. 

100.  Al  artículo  que  insertamos  en  el  número  anterior 
seguía  inmediatamente  otro  en  estos  términos:  c  Corres- 
ponde apreciar  á  cada  una  de  las  potencias  signatarias  si 
la  diferencia  surgida  afecta  á  sus  intereses  vitales,  á  su 
independencia  ó  á  su  honor  y  si  es,  por  consiguiente,  de 
tal  ÍQdole  que  deba  comprenderse  entre  las  que  están  ex- 
ceptuadas del  arbitraje  obligatorio  conforme  al  artículo 
precedente.  > 

Algunos  tratados  particulares  han  sometido  la  aprecia- 
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ción  de  ese  punto  al  mismo  Tribunal  arbitral.  Pueden  con^ 
sultarse  entre  otros  los  citados  por  el  Delegado  noruego 
Sr  Lange  en  la  sesión  de  i8  de  Julio  de  1907.  Sin  embar- 
go^ la  mayoría  del  Comité  y  de  la  Comisión  se  decidieron 
por  este  otro  sistema,  que  era  más  adecuado  para  reunir 
votos  en  una  Asamblea  muy  dividida  respecto  de  estas 
cuestiones. 

101.  Deseando  llegar  más  adelante,  creyeron  algunas 
Delegaciones  que  había  ciertas  materias  para  las  cuales 
eran  anticipadamente  inútiles  las  excepciones  que  hemos 
examinado  y,  traduciendo  en  forma  práctica  la  idea,  con- 
tiene el  proyecto  anglo- americano  de  arbitraje  obligatorio 
este  articulo  3/:  cLas  altas  partes  contratantes  reconocen 
que  algunas  de  las  diferencias  comprendidas  en  el  art.  i.^ 
se  puedan  someter  por  su  naturaleza  al  arbitraje  sin  las 
reservas  que  dicho  artículo  menciona.» 

102.  Estaban  representadas  en  el  Comité  A,  que  se 
ocupó  de  estas  materias,  las  diez  y  ocho  naciones  siguien- 
tes: Alemania,  República  Argentina,  Estados  Unidos  de 
América,  Austria-Hungría,  Bélgica,  Brasil,  Francia,  Gran 
Bretaña,  Grecia,  Italia,  Méjico,  Noruega,  Países  Bajos, 
Portugal,  Rusia,  Servia,  Suecia  y  Suiza.  Los  casos  de  ar- 
bitraje obligatorio  estudiados  y  comprendidos  en  diversas 
proposiciones  de  Servia,  Portugal,  los  Estados  Unidos  de 
América,  Suecia,  Suiza  y  la  Gran  Bretaña,  fueron  los  que 
á  continuación  expresamos,  determinando  respecto  de  cada 
uno  los  votos  favorables  y  contrarios  que  obtuvo,  así  como 
las  abstenciones: 

a)  Los  convenios  sobre  asistencia  gratuita  recíproca 
de  enfermos  indigentes.  Doce  votos  contra  cuatro  y  dos 
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abstenciones.  Los  votos  negativos  fueron  de  Alemania, 
Austria,  Bélgica  y  Grecia,  y  las  abstenciones  de  Rusia  y 
Suiza. 

b)  Sobre  proteo  'i<^n  obrera  internacional  de  los  traba- 
jadores. La  misma  vou  c*6n  que  el  anterior. 

c)  Sobre  los  medios  de  prevenir  los  abordajes.  Igual 
votación. 

d)  Sobre  pesas  y  medidas.  Votación  idéntica. 

e)  Sobre  arqueo  de  los  buques.  El  propio  tpfu!  t  ido. 

f)  Sobre  salarios  y  sucesiones  de  marinos  fallecidos. 
Sin  variación  en  el  voto. 

g)  Reclamaciones  pecuniarias  por  perjuicios  cuando 
las  partes  admiten  el  principio  de  la  indemnización.  Doce 
votos  .contra  cinco  y  la  abstención  de  Suiza.  Rusia  ñguró 
entre  la  mayoría,  y  á  la  minoría  anterior  se  sumó  el 
Brasil. 

h)  Protección  de  obras  literarias  y  artísticas.  Diez  vo- 
tos contra  cuatro  y  cuatro  abstenciones.  Estuvieron  en 
contra  las  mismas  naciones  mencionadas  en  la  letra  a),  y  á 
las  abstenidas  entonces  se  agregaron  Italia  y  Suecia. 

1)  El  régimen  de  las.  sociedades  comerciales  é  indus- 
triales. Nueve  contra  cinco  y  cuatro  abstenidos.  A  la  mi* 
noria  anterior  se  unió  la  Argentina,  y  las  abstenciones 
provinieron  del  Brasil,  Italia,  Méjico  y  Suiza. 

j)  Las  reclamaciones  pecuniarias  por  actos  de  guerra, 
ó  de  contiendas  civiles,  ó  por  el  arresto  de  extranjeros  ó 
el  embargo  de  sus  bienes.  Nueve  contra  cinco  y  cuatro 
abstenciones.  Fueron  contrarios  los  mismos  que  en  la  letra 
anterior  y  entre  los  abstenidos  figuraron  el  Brasil,  los  Es- 
tados Unidos  de  América,  Rusia  y  Suiza. 

k)  Los  reglamentos  sanitarios.  Nueve  contra  seis  y  tres 
abstenciones.  Los  votos  desfavorables  fueron  de  Alemania, 
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la  República  Argentina,  Austria-Hungría,  Bélgica,  Grecia 
é  Italia,  y  las  abstenciones  de  la  Gran  Bretaña,  Rusia  y 
Suiza. 

/)  Asimilación  de  los  extranjeros  á  los  nacionales  en 
cuanto  á  las  contribuciones  é  impuestos.  La  misma  vota- 
ción anterior,  sustituyendo  el  Brasil  á  Italia  entre  los  votos 
negativos  y  los  Estados  Unidos  á  Inglaterra  entre  las  abs- 
tenciones. 

m)  Tarifas  de  Aduana.  Votación  en  todo  idéntica  á  la 
anterior. 

ft)  Reglamentos  contra  las  epizootias,  la  filoxera  y 
otras  plagas  semejantes.  Nueve  contra  siete  y  dos  absteni- 
dos. Estos  últimos  fueron  Méjico  y  Rusia. 

o)  Sistemas  monetarios.  Ocho  contra  ocho  y  dos  abs  • 
tenciones. 

p)  Derechos  de  los  extranjeros  á  adquirir  y  poseer  bie- 
nes* Lo  mismo  que  la  letra  anterior. 

q)  Procedimiento  civil  y  comercial.  Ocho  contra  cinco 
y  cinco  abstenciones. 

r)  Interpretación  ó  aplicación  de  convenios  de  toda 
clase,  tratándose  de  diferencias  pecuniarias.  Ocho  contra 
seis  y  cuatro  abstenpiones. 

s)    Convenios  de  repatriación.  Igual  voto. 

t)  Convenios  postales,  telegráficos  y  telefónicos.  Ocho 
contra  cinco  y  cinco  abstenciones. 

u)  Impuestos  exigidos  á  los  buques.  (Derechos  de  mue- 
lle, de  faro  y  de  pilotaje.)  Cargas  é  impuestos  de  salva- 
mento exigidos  en  casos  de  avería  ó  de  naufragio.  Siete 
contra  siete  y  cuatro  abstenidos. 

y)  Derecho  internacional  privado.  La  misma  votación 
anterior,  que  detallamos  á  renglón  seguido  por  la  impor- 
tancia del  asunto.  Estuvieron  en  favor  siete  naciones: 
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Francia,  Gran  Bretaña,  Noruega,  Países  Bajos,  Portugal, 
Rusia  y  Servia.  Se  opusieron  otras  siete:  Alemania,  Repú* 
blica  Argentina,  Austria-Hungría,  Bélgica,  Brasil,  Grecia  y 
Méjico.  No  votaron  los  Estados  Unidos  de  América,  Italia, 
Suecia  y  Suiza. 

103.  Como  el  proyecto  del  Comité  no  prevaleció  en 
definitiva,  creemos  innecesario  entrar  en  el  estudio  de  es- 
tas diversas  categorías  de  arbitraje  obligatorio.  Nos  limita- 
mos, en  consecuencia,  á  referir  que  el  Comité  decidió  no 
someter  al  examen  de  la  primera  Comisión,  sino  los  ocho 
casos  que  habían  reunido  mayoría  absoluta. 

Los  siete  primeros,  comprendidos  en  las  letras  a)  if), 
ambas  inclusive  del  número  anterior,  se  aceptaron  por 
treinta  y  un  votos  contra  ocho  y  cinco  abstenciones.  £1 
octavo,  que  se  refería  á  las  obras  literarias  y  artísticas, 
sólo  reunió  veintiséis  votos  contra  nueve  y  nueve  respec- 
tivamente. 

Votada  la  totalidad  del  artículo  en  que  se  comprendían 
los  ocho  casos  para  someterlos  sin  reserva  al  arbitraje 
obligatorio,  estuvieron  en  pro  de  esa  regla  los  treinta  y  un 
Estados  siguientes:  Estados  Unidos  de  América,  República 
Argentina,  Bolivia,  Brasil,  Chile,  China,  Colombia,  Cuba, 
Dinamarca,  República  Dominicana,  Ecuador,  España, 
Francia,  Gran  Bretaña,  Guatemala,  Haití,  Méjico,  Nicara- 
gua, Noruega,  Panamá>  Paraguay,  Países  Bajos,  Perú,  Per- 
sia,  Portugal,  Rusia,  Salvador,  Servia,  Suecia,  Uruguay  y 
Venezuela. 

En  contra  votaron  ocho:  Alemania,  Austria-Hungría, 
Bélgica,  Bulgaria,  Grecia,  Rumania,  Suiza  y  Turquía.  Se 
abstuvieron  cinco:  Italia,  Japón,  Luxemburgo,  Montenegro 
ySiam. 
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104.  Esta  votación,  como  la  de  los  artículos  preceden- 
tes, pone  de  relieve  el  extraordinario  auge  y  desarrollo  de 
la  idea  del  arbitraje  obligatorio  desde  la  primera  Conferen- 
cia de  1899.  Entonces  fué  abandonada  ante  la  resistencia 
de  algunos  Estados  y  ante  la  imposibilidad  de  obtener  una 
votación  digna  de  ella.  Ahora,  por  el  contrario,  más  de  las 
dos  terceras  partes  de  las  naciones  representadas  en  la 
Conferencia,  se  pusieron  decididamente  á  su  lado  y  la  sos- 
tuvieron con  sus  votos. 

Hay  que  decir,  para  honor  de  América,  que  del  Norte 
al  Sur,  sin  una  sola  excepción,  apoyó  resueltamente  la  so- 
lución liberal  y  pacíñca  del  arbitraje  obligatorio.  Los  Es* 
tados  de  Europa  representan  una  votación  del  siguiente  re- 
sultado: diez  votos  en  favor,  ocho  en  contra  y  tres  absten- 
ciones; en  realidad  la  mayoría  de  uno  contra  la  aceptación 
del  arbitraje  necesario.  Puesto  que  no  ha  faltado  en  cierta 
parte  de  la  Prensa  quien  se  queje  de  la  intervención  en  la 
segunda  Conferencia  de  las  Repúblicas  americanas,  no 
huelga  que  los  partidarios  del  derecho  y  los  amigos  de  la 
paz  se  den  cuenta  exacta  del  unánime  esfuerzo  que  Amé- 
rica realizó  por  esas  soluciones. 

Los  casos  de  la  lista  sirvieron  de  pretexto  para  una 
campaña  contra  los  acuerdos  de  la  Comisión  bajo  la  base 
de  que  carecían  de  importancia.  Es  verdad  respecto  de  al? 
gunos  de  ellos,  pero  un  error  evidente  en  cuanto  á  otros. 
Todas  las  cancillerías  tienen  un  gran  número  de  expedienr 
tes  sobre  reclamaciones  pecuniarias  por  perjuicios,  y  la 
suma  de  las  que  hoy  están  pendientes  es  mayor,  probable- 
mente, que  la  Deuda  pública  de  todos  los  Estados  del 
mundo.  La  parte  más  considerable  de  esas  reclamaciones 
se  dirige  contra  América,  y  América  tuvo,  sin  embargo,  la 
fe  suficiente  en  el  derecho  y  la  justicia  para  votar  sin  va- 
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cilaciones  ni  discrepancias  porque  fueran  sometidas  al  ar- 
bitraje obligatorio. 

No  se  olvide,  además,  que  la  lista  votada  era  un  com- 
plemento, y  nada  más  que  un  complemento  del  principio 
general  antes  admitido  para  todas  las  cuestiones  de  orden 
jurídico  y  especialmente  las  relativas  á  interpretación  de 
convenios  internacionales.  Se  trataba  únicamente  de  pun- 
tualizar con  esa  lista  algunos  casos  en  que  podía  afirmarse 
desde  luego  que  no  afectaban  las  cuestiones  posibles  á  los 
intereses  vitales,  á  la  independencia  ó  al  honor  de  los  con- 
tendientes. Hay  seguramente  buen  número  de  casos  en  que 
esas  restricciones  no  son  tampoco  aplicables,  y  que  en  la 
fórmula  general  sobre  las  diferencias  jurídicas  llevaría  ne- 
cesaria y  frecuentemente  al  aibitraje  obligatorio. 

Si  la  fórmula  general  y  los  ocho  casos  de  la  lista  hubie- 
ran sido  cosa  baladí  y  simple  apariencia  de  un  ideal  impo- 
sible, habrían  salido  de  la  Conferencia  con  la  aprobación 
unánime  que  obtienen  siempre  las  resoluciones  incoloras  é 
ineficaces.  La  prueba  de  su  alcance  y  de  su  eficacia  real 
debe  encontrarse  para  todo  el  mundo  en  la  resistencia  deci- 
dida é  invencible  que  organizaron  frente  á  esos  preceptos 
los  enemigos  declarados  del  arbitraje  obligatorio  mundial. 

105.  Para  que  la  lista  proyectada  no  fuera  intangible  y 
no  estorbara  en  lo  sucesivo  los  progresos  de  la  institución 
arbitral,  se  votó  un  nuevo  artículo  en  cuya  virtud  llevaría . 
el  convenio  un  protocolo  adjunto  con  el  doble  objeto  de 
enumerar  las  demás  materias  que  las  altas  partes  contra- 
tantes creyeran  hoy  adecuadas  para  una  estipulación  de 
arbitraje  sin  reservas,  y  las  potencias  que  desde  ahora  se 
obligaran  á  ello  respecto  de  todas  ó  de  parte  de  las  mismas, 
bajo  condición  de  reciprocidad. 
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.  £1  protocolo  fijaría  igualmente  las  condiciones  necesa^ 
rias  para  añadir  á  la  lista  otras  materias  en  lo  sucesivo,  y 
para  que  las  potencias  no  signatarias  pudieran  adherirse 
en  lo  futuro  al  acuerdo.  Dicho  protocolo,  que  redactó  la 
Delegación  británica,  fué  votado  también  en  la  forma  en 
que  más  adelante  lo  insertaremos. 

106.  £1  Comité  y  la  Comisión  creyeron  necesario  con- 
^gnar  en  un  artículo  expreso  que  continuarían  vigentes, 
con  independencia  de  este  acuerdo,  las  estipulaciones  re* 
lativas  al  arbitraje  que  figuran  en  los  convenios  ya  cele* 
brados  y  que  regirían  en  igual  forma  los  que  pudieran  in- 
sertarse en  tratados  futuros. 

107.  £n  otro  de  los  artículos  del  proyecto  había  con- 
signado el  Comité,  por  gestiones  de  Inglaterra,  que  la  lista 
de  casos  de  arbitraje  obligatorio  no  podría  invocarse  sn 
modo  alguno  cuando  se  tratara  de  la  interpretación  ó  la  apli- 
cación de  derechos  extraterritoriales.  Durante  la  sesión 
del  7  de  Octubre  de  1907  se  levantaron  á  protestar  contra 
esa  disposición,  en  nombre  de  la  igualdad  de  los  £stados 
ante  la  justicia  internacional,  l&s  Delegaciones  de  Persia, 
Siam  y  China,  apoyados  decididamente  por  los  £stados 
Unidos  de  América,  Alemania  y  Turquía, 

Insistieron  los  ingleses  en  su  proyecto,  é  hi^  constar  el 
.  Japón  que  se  abstenía  de  votar  porque  lo  había  hecho  en 
cuanto  á  todo  el  articulado;  pero  que  no  debía  interpretar- 
se su  conducta  como  opuesta  á  los  deseos  expresados  por 
varias  potencias.  £1  primer  Delegado  de  Francia  dijo  que 
Ja  intención  del  artículo  no  era  contraria  al  principio  de  la 
igualdad  de  los  £stados  y  que  emitiría  su  voto  favorable 
al  solo  objeto  de  afirmar  esa  falta  de  intención. 
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Dos  naciones  solamente»  Francia  y  la  Gran  Bretaña,  se 
pronunciaron  por  mantener  el  artículo.  Cinco,  Grecia,  Ja- 
pón, Portugal,  Suecía  y  Suiza,  se  abstuvieron.  Y  las  treinta 
y  seis  restantes  votaron  en  contra  de  esa  disposición.  Fué 
un  acto  de  justicia  que  enaltece  las  sesiones  de  la  Confe- 
rencia de  la  Paz. 

108.  Había  en  el  proyecto  del  Comité  un  artículo  á 
cuyo  tenor  las  potencias  signatarias  otorgarían  en  cada  caso 
un  documento  especial  (compromiso),  de  acuerdo  con  sus 
constituciones  y  leyes  respectivas,  que  determine  claramen- 
te el  objeto  del  litigio,  la  extensión  de  los  poderes  de  los 
arbitros,  el  procedimiento  y  los  plazos  que  hubieran  de 
observarse  en  lo  que  se  reñere  á  la  constitución  del  Tribu- 
nal arbitral. 

Obedecía  dicha  prescripción  al  hecho  de  que  en  ciertas 
repúblicas  americanas  debe  someterse  el  compromiso,  como 
un  tratado  especial,  á  la  sanción  de  alguno  de  los  Cuerpos 
colegisladores,  y  de  ahí  tomaron  pie  los  enemigos  del  arbi- 
traje obligatorio  para  decir  que  esas  naciones  no  estaban 
ligadas  del  mismo  modo  que  las  otras  por  el  convenio  ar- 
bitral. 

Expongamos  claramente  el  caso  para  formular  una  opi- 
nión definitiva.  Dos  Estados,  que  llamaremos  A  y  B,  se  unen 
por  un  tratado  general  de  arbitraje  obligatorio.  Surge  un 
litigio  que  está  comprendido  en  el  convenio  y  es  preciso 
ñjar  los  términos  de  la  cuestión,  nombrar  los  jueces,  regu- 
lar «1  procedimiento,  establecer  los  mil  detalles  que  no  se 
han  previsto  en  la  primitiva  cláusula  compromisoria.  La 
nación  A  efectúa  todo  eso  con  la  simple  aprobación  de  su 
poder  ejecutivo,  por  medio  del  Ministro  de  relaciones  exte- 
riores ó  de  un  representante  diplomático.  El  Estado  B  ne- 
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cesita  además  la  aprobación  de  su  Senado.  ¿Hay  realmen- 
te difc:  «ncia? 

Para  ninguna  de  las  dos  naciones  existe  el  compromiso, 
á  pesar  del  tratado  general,  mientras  no  llegan  á  un  nuevo 
acuerdo  sobre  sus  detalles  las  entidades  competentes  para 
ese  fin,  según  las  respectivas  leyes  interiores.  Cuando  el 
Estado  B  propone  que  sirva  de  arbitro  el  Tribunal  de 
El  Haya,  no  hay  compromiso  si  la  nación  A  se  empeña 
para  constituir  para  ese  caso  un  Tribunal  diferente.  Si  la 
nación  A  mantiene  que  la  cuestión  es  de  orden  jurídico  y  el 
Ministro  de  Estado  de  la  nación  B  la  considera  de  índole 
política  y  excluida,  por  lo  tanto,  del  arbitraje,  tampoco  hay  , 
oompromiso.  En  una  palabra,  el  compromiso  requiere  la 
conformidad  sobre  su  contenido  de  los  órganos  internos 
competentes  de  ambos  Estados.  Mientras  todos  no  lo  acep- 
tan, carece  de  eficacia  legal  para  uno  y  para  otro,  porque 
no  se  ha  establecido  respecto  de  él  mismo  elvínculumauris, 
que  nace  del  mutuo  asentimiento.  ¿Cómo  sostener  que 
una  nación  está  ligada  y  la  otra  libre?  Es  cierto  que,  como 
pura  forma,  cuando  el  texto  definitivo  se  acepta  por  los 
contratantes  inmediatos  puede  haber  recorrido  todas  sus 
etapas  en  el  país  donde  el  poder  ejecutivo  lo  ñja  por  sí,  y 
estar  pendiente  todavía  de  la  escala  del  Senado  en  la  na- 
ción que  lo  requiera;  pero  una  y  otra  reservan  para  el  últi- 
mo instante  el  canje  de  ratificaciones,  y  un  simple  cambio 
de  Gobierno  en  A  puede  traer  consigo  la  falta  de  ratifica- 
ción después  que  esté  aprobado  el  compromiso  por  el  Se- 
nado de  B.  No  hay,  pues,  desigualdad  esencial  alguna. 

Por  lo  demás,  la  intervención  de  uno  de  los  Cuerpos  co- 
legisladores para  la  eficacia  definitiva  de  un  acuerdo  inter- 
nacional, no  es  una  particularidad  del  compromiso,  que  lo 
distinga  y  separe  de  otros  convenios.  El  tratado  general  de 
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arbitraje  está  en  lá  misma  situación,  porque  también  deman- 
da la  aprobación  de  su  texto  por  el  Senado  del  país  B  des- 
pués de  haberlo  aceptado  las  únicas  autoridades  competen- 
tes de  la  nación  A.  Otro  tanto  hay  que  decir  de  un  tratado 
de  comercio,  ó  de  extradición  ó  de  paz  y  amistad.  Nadie 
pretende  que  sea  inútil  ó  imposible  concertar  toda  clase  de 
acuerdos  internacionales  con  los  pueblos  cuya  legislación 
política  divide  entre  el  poder  ejecutivo  y  una  rama  del  le- 
gislativo la  facultad  de  contratar  en  las  relaciones  exterio- 
res. Sin  embargo,  se  invoca  el  argumento  frente  al  convenio 
especial  que  se  llama  compromiso. 

Para  ocultar  esta  falta  de  lógica  podría  decirse  que  el 
compromiso  no  es  más  que  un  acto  de  ejecución  de  un 
tratado  general;  pero  aún  así,  queda  en  pie  la  misma  res- 
puesta. Obligados  intemacionalmente  dos  países  á  intro- 
ducir cierta  reforma  en  su  legislación  interior,  sobre  Tribu  - 
nales  de  presas,  ó  marcas  de  fábrica  ó  propiedad  literaria, 
por  ejemplo,  nadie  ha  pensado  jamás  que  sea  imposible  el 
tratado  ó  desigual  la  situación  de  los  contratantes  porque 
uno  de  ellos  lo  ejecute  con  un  rescripto  imperial  y  el  otro 
haya  menester  de  la  intervención  de  sus  Cámaras. 

A  los  argumentos  con  que  las  Delegaciones  de  Alemania, 
de  Austria -Hungría  y  de  algunas  otras  naciones  también 
contrarias  al  arbitraje  mundial  obligatorio,  pretendían  dis- 
frazar su  oposición  con  tales  escrúpulos  de  orden  constitu- 
cional, respondía  el  eminente  Delegado  francés  Sr.  Renault 
observando  que  la  sentencia  arbitral  misma  suele  demandar 
el  voto  de  créditos  legislativos  y  requerir  la  intervención 
de  otros  poderes  nacionales,  estableciendo  entre  todos  los 
contratantes  una  situación  de  igualdad.  Es  una  nueva  razón 
que  no  destruye,  sino  antes  bien  fortalece  las  que  acaba- 
mos de  exponer.* 
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Otro  tanto  sucede  con  una  acertada  observación  hecha 
por  el  Delegado  americano  Sr.  Scott,  contestando  al  señor 
Merey  en  la  primera  Comisión  el  7  de  Octubre  de  1907. 
Después  de  todo^  afírmaba,  sea  cual  fuere  la  forma  del  Es- 
tado, el  problema  del  compromiso  se  resuelve,  desde  el 
punto  de  vista  del  Derecho  internacional,  en  una  cuestión 
de  buena  fe.  Toda  potencia  signataria  de  una  cláusula  com- 
promisoria puede  faltar  evidentemente  á  ella,  pero  no  hay 
razón  alguna  para  suponer  que  el  órgano  legislativo  respe- 
te menos  que  el  ejecutivo  los  compromisos  pendientes  y  que 
un  país  de  régimen  parlamentario  esté  más  dispuesto  á  in- 
fringir sus  obligaciones  que  otro  de  carácter  autocrático. 

Importa  mucho  tener  en  cuenta  para  resolver  en  el  orden 
práctico  estas  controversias  sobre  el  compromiso,  que  la 
utilidad,  la  necesidad  y  las  difícultades  de  este  último  se 
subordinan  en  gran  parte  á  las  disposiciones  del  tratado 
original  de  arbitraje.  Si  dicho  tratado  establece  por  sí  mis- 
mo el  Tribunal  ó  permite  que  surja  sin  necesidad  de  un 
nuevo  convenio  ó  acepta  el  Tribunal  de  justicia  de  El  Haya 
en  el  caso  de  que  llegue  á  establecerse  con  forma  permanen- 
te, el  compromiso  pierde  una  gran  parte  de  su  objeto.  Cabe 
entregarlo  al  Tribunal  mismo,  y  entonces  resulta  más  senci- 
llo todavía.  Es  posible  suprimirlo,  adoptando  como  regla 
general  desde  el  tratado  de  arbitraje,  el  procedimiento  que 
fijó  la  Conferencia  y  acudiendo  ante  los  jueces  internacio- 
nales, como  ante  la  justicia  interior,  con  la  demanda  de 
una  de  las  partes  y  las  excepciones  de  la  otra.  Más  tarde 
hemos  de  mencionar  convenios  recientes  en  que  el  compro- 
miso puede  ser  absolutamente  innecesario. 

109.  La  Delegación  de  Alemania  había  suscitado  cier- 
tas dificultades  sobre  efectos  del  arbitraje  obligatorio,  y  el 
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Comité  se  preocupó  de  resolverlas.  Aplicado  dicho  sistema 
á  las  uniones  universales  ó  á  los  convenios  entre  tres  ó 
más  potencias,  ^cuál  va  á  ser  el  resultado  si  se  somete  el 
caso  i  arbitramento  por  dos?  ¿Se  habrá  precisado  el  senti  - 
do  del  convenio  para  todas  las  partes  ó  exclusivamente 
para  las  que  han  litigado?  £1  caso  tiene  precedentes  en  la 
legislación  interior  cada  vez  que  concurren  muchas  personas 
á  un  solo  contrato  con  derechos  y  deberes  idénticos;  pero  el 
Comité  prefirió  decidirlo  con  un  sistema  complicado  que 
atiende  al  interés  común  de  los  Estados,  más  que  á  las  re- 
glas habituales  de  la  justicia  nacional. 

He  aquí  el  sistema  propuesto.  Si  todos  los  Estados  sig- 
natarios de  un  convenio  son  parte  en  el  litigio  que  se  re  - 
fiere  á  su  interpretación,  la  sentencia  arbitral  tendrá  el 
propio  valor  que  el  convenio  y  debe  cumplirse  lo  mismo. 
Si,  por  el  contrario,  el  litigio  surge  únicamente  entre  algu- 
nos de  los  Estados  signatarios,  las  partes  contendientes 
det>en  avisarlo  en  tiempo  útil  á  las  demás,  y  éstas  tienen 
el  derecho  de  intervenir  en  el  caso. 

La  sentencia  arbitral  se  comunicará  á  los  Estados  sig- 
natarios que  no  hayan  sido  parte.  Si  declaran  unánime- 
mente que  aceptan  la  interpretación  contenida  en  la  sen  • 
tencia,  dicha  interpretación  será  obligatoria  para  todos  y 
tendrá  el  mismo  valor  que  el  convenio.  En  su  defecto,  la 
sentencia  no  tendrá  eficacia  sino  entre  las  partes  litigantes 
y  para  las  potencias  que  hayan  aceptado  expresamente  la 
decisión  de  los  arbitros. 

Fija  asimismo  el  proyecto  el  camino  que  debe  seguirse 
para  hacer  constar  la  adhesión  á  la  sentencia  de  los  Esta* 
dos  no  litigantes,  y  contenía  un  párrafo,  suprimido  por  la 
Comisión,  en  cuya  virtud  había  de  interpretarse  como 
asentimiento  su  silencio  durante  un  año. 

Tomo  pumiiio  9 
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El  defecto  capital  de  estas  reglas  consiste  en  asimilar  la 
sentencia  de  los  arbitros  al  tratado  mismo,  dándole  así 
fuerza  y  autoridad  en  cierto  modo  legislativa.  Cuando  un 
Tribunal  cualquiera,  incluso  el  Supremo  de  un  país  deter- 
minado, resuelve  los  pleitos  entre  particulares  interpretando 
textos  legales  obscuros,  su  resolución  no  suma  á  la  fuerza 
individual  de  la  cosa  juzgada  el  poder  colectivo  de  una 
nueva  ley  escrita.  Sirve  cuando  más  de  un  precedente  y 
ni  siquiera  tiene  para  el  mismo  Tribunal  sentenciador  el 
poder  relativo  de  la  jurisprudencia  hasta  que  nuevos  casos 
de  solución  uniforme  le  dan  una  autoridad  evidente.  Es 
imposible  que  las  sentencias  internacionales  sean  de  resul- 
tados enteramente  distintos  y  se  incorporen,  al  primer  caso 
resuelto,  en  los  convenios  discutidos.  Se  desnaturaliza  de 
ese  modo  la  justicia  arbitral. 

110.  El  Comité  adoptó  al  discutir  por  primera  vez  este 
proyecto,  un  artículo  que  decía  así:  «Queda  entendido  que 
las  estipulaciones  convencionales  á  que  se  refieren  los  ar  - 
tículos  precedentes  se  someterán  al  arbitraje  sin  reserva 
en  cuanto  se  refieran  á  obligaciones  que  deban  ser  cumpli- 
das directamente  por  los  Gobiernos  ó  por  sus  órganos  ad  • 
ministrativos.»  Tendía  la  disposición  copiada  á  evitar  que 
los  derechos  de  los  particulares  fueran  sometidos  á  un  ar* 
bitraje  internacional. 

Sin  embargo,  la  redacción  no  era  lo  bastante  precisa 
para  llegar  á  ese  resultado.  Es  indudable,  por  ahora,  que 
ante  un  Tribunal  arbitral  constituido  por  las  naciones  no 
deben  comparecer  los  individuos.  De  lo  contrario  la  juris- 
dicción arbitral  sería  una  nueva  instancia  respecto  de  los 
Tribunales  interiores.  Esto  no  impide  que  la  interpretación 
diferente  por  los  respectivos  Gobiernos  de  una  cláusula 
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que  establezca  derechos  á  favor  de  particulares  ó  que  re- 
gule sus  actos  jurídicos,  quede  sometida  por  los  Gobiernos 
mismos  á  la  decisión  de  arbitros.  £1  fallo  de  éstps  no  al- 
canzará á  los  particulares  con  fuerza  retroactiva;  pero  será 
en  lo  adelante  para  los  Gobiernos  contendientes  la  expli- 
cación del  convenio.  Los  particulares,  las  oficinas  admi- 
nistrativas y  los  Tribunales  de  justicia  de  cada  país,  medi- 
rán la  fuerza  que  deben  darle  con  el  criterio  que  apliquen 
alas  demás  decisiones  interpretativas  ó  aclaratorias  con 
que  pueda  ligarse  la  acción  gubernamental. 

111,  Queriendo  definirlas  relaciones  entre  la  justicia 
normal  interior  y  la  nueva  justicia  internacional,  se  propu- 
so al  Comité  por  el  Delegado  Sr.  Milovanovich,  en  oposi- 
ción al  texto  que  el  número  anterior  contiene,  otra  redac- 
ción cuya  hipótesis  no  era  la  misma.  El  Comité  la  aceptó 
por  mayoría  y  dijo  en  un  artículo  del  proyecto  que  las 
sentencias  arbitrales,  en  los  que  se  refiera  á  las  cuestiones 
que  entren  en  la  competencia  de  la  justicia  nacional,  no 
,  tendrán  más  que  un  valor  imperativo  sin  efecto  alguno  so- 
bre las  decisiones  judiciales  anteriores. 

Ese  texto  motivó  en  la  Comisión  el  7  de  Octubre  de  1907 
un  debate  de  importancia.  El  Sr.  Asser,  con  su  extraordi- 
naria autoridad,  se  opuso  al  precepto  que  le  parecía  defec- 
tuoso, y  los  Sres.  Marschall  y  Streit  utilizaron  hábilmente 
la  división  entre  los  partidarios  del  proyecto  del  Comité 
para  aumentar  la  dificultad.  Inútilmente  el  Sr.  Renault 
puso  de  relieve  que  el  arbitraje  existe  hace  mucho  tiempo 
sin  ocasionar  perturbaciones  en  la  jurisdicción  nacional,  é 
inútilmente  el  Sr.  Drago  puntualizó  las  facultades  y  conr 
cepto  de  la  justicia  ulterior. 

£1  artículo  objeto  del  debate  consagraba  para  los  Tribu- 
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nales  internos  el  mismo  sistema  que  insinuábamos  en  el 
número  anterior  respecto  de  los  particulares.  La  sentencia 
de  los  árl^itros  no  estorba  al  poder  de  la  cosa  juzgada  ni 
revoca  y  destruye  los  fallos  anteriores.  La  cuestión  no 
consiste  en  conocer  las  persones  á  quienes  afecte^  sino  en 
precisar  sus  efectos  para  lo  futuro  y  en  decidir  del  mo« 
mentó  en  que  comienzan.  El  laudo  requiere  el  valor  para 
los  Gobiernos  de  una  aclaración  ó  una  solución  de  sus 
diferencias  y,  desde  que  es  ejecutorio,  sirve  á  los  Tribu- 
nales interiores  como  un  elemento  más  para  la  apreciación 
del  alcance  del  tratado  y  de  sus  efectos  en  lo  adelante. 

A  pesar  de  lo  expuesto,  y  en  una  votación  sobre  el  texto 
primitivo,  que  resucitaba  el  Sr.  Beldiman,  quedó  implíci- 
tamente acordada  la  supresión  del  artículo^  por  veintitrés 
votos  contra  ocho  y  doce  abstenciones. 

112.  De  las  relaciones  entre  la  sentencia  arbitral  y  la 
legislación  interior,  cuando  la  primera  tenga  por  objeto 
modificaciones  de  la  segunda,  no  dice  nada  el  proyecto  del 
Comité.  Parece  que  el  caso  debe  excluirse  de  todo  arbitra- 
mentó,  porque  encierra  la  cuestión,  esencialmente  política, 
de  la  autoridad  y  fuerza  del  poder  legislativo  nacional. 

113.  A  consecuencia,  y  como  resultado  de  los  debates 
expuestos,  votó  la  primera  Comisión  un  proyecto  de  con- 
venio sobre  arbitraje  obligatorio  que,  numeradas  en  forma 
sus  disposiciones,  es  como  sigue: 

Artículo  primero.  Las  diferencias  de  orden  jurídico 
y,  en  primer  término,  las  relativas  á  la  interpretación  délos 
tratados  entre  dos  ó  más  de  los  Estados  contratantes,  que 
en  lo  adelante  surjan  entre  ellos  y  no  hayan  podido  resol- 
verse por  la  vía  diplomática,  se  someterán  al  arbitraje,  á 
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condición  de  que  no  afecten  á  los  intereses  vitales  ó  á  la 
independencia  ó  al  honor  de  alguno  de  dichos  Estados,  ni  á 
los  intereses  de  otros  Estados  que  no  sean  parte  en  el  litigio. 

Art.  2.°  Corresponderá  á  cada  una  de  las  potencias 
signatarias  apreciar  si  la  diferencia  surgida  afecta  ó  no  á 
sus  intereses  vitales,  á  su  independencia  ó  á  su  honor,  y  si 
es,  por  consiguiente,  de  tal  índole  que  deba  comprenderse 
entre  las  que  están  exceptuadas  del  arbitraje  obligatorio 
conforme  al  artículo  precedente. 

Art.  3.^  Las  altas  partes  contratantes  reconocen  que 
algunas  de  las  diferencias  á  que  se  refíere  el  art.  i.^,  de- 
ben someterse  por  su  índole  al  arbitraje  sin  las  reservas 
mencionadas  en  el  art.  2." 

Art.  4."  En  ese  orden  de  ideas  convienen  en  someter 
al  arbitraje  sin  reservas  las  diferencias  siguientes: 

I."  Controversias  relativas  á  la  interpretación  y  apli- 
cación de  las  estipulaciones  convencionales  sobre  las  si- 
guientes materias: 

a)  Asistencia  gratuita  recíproca  de  enfermos  indigentes. 

b)  Protección  obrera  internacional  de  los  trabajadores. 

c)  Medios  de  prevenir  los  abordajes  marítimos. 

d)  Pesas  y  medidas. 

e)  Arqueo  de  los  buques. 

f)  Salarios  y  sucesiones  de  los  marinos  fallecidos. 

g)  Protección  de  las  obras  literarias  y  artísticas. 

2."  Reclamaciones  pecuniarias  por  daños  cuando  el 
principio  de  la  indemnización  haya  sido  aceptado  por  las 
partes. 

Art.  5.^  Las  altas  partes  contratantes  deciden  agregar 
además  al  presente  convenio  un  protocolo  en  que  se  enu- 
meren: 

i.°    Las  demás  materias  que  les  parezcan  actualmente 
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adecuadas  para  constituir  el  objeto  de  una  estipulación  de 
arbitraje  sin  reservas. 

2.^  Las  potencias  que  desde  ahora  concierten  entré  sí^ 
y  bajo  condición  de  reciprocidad,  dicha  obligación  para 
todas  ó  una  parte  de  las  materias* 

£1  protocolo  fijará  igualmente  las  condiciones  en  que 
podrán  agregarse  otras  materias  que  se  acepten  en  lo  ade- 
lante como  adecuadas  á  la  estipulación  de  arbitraje  sin  re- 
servas, así  como  las  condiciones  en  que  pueden  adherirse 
al  presente  acuerdo  las  potencias  no  signatarias. 

Art.  6."  Si  todos  los  Estados  signatarios  de  algunos  de 
los  convenios  á  que  se  refieren  los  artículos  3.**  y  4."  soh 
parte  en  el  litigio  sobre  su  interpretación,  el  fallo  arbitral 
tendrá  el  propio  valor  que  el  convenio  y  debe  ser  igualmente 
observado.  Si,  por  el  contrario,  el  litigio  surge  únicamente 
entre  alguno  de  los  Estados  signatarios,  las  partes  litigan- 
tes deben  comunicarlo  en  tiempo  oportuno  á  las  demás 
potencias  signatarias,  que  tendrán  el  derecho  de  intervenir 
en  el  caso .  La  sentencia  arbitral  se  comunicará  á  los  Es- 
tados signatarios  que  no  hayan  sido  parte  en  el  litigio.  Si 
estos  declaran  unánimemente  que  aceptan  la  interpretación 
dada  á  los  puntos  discutidos  por  la  sentencia  arbitral,  di- 
cha interpretación  será  obligatoria  para  todos  y  tendrá  el 
mismo  valor  que  el  convenio.  En  su  defecto,  el  fallo  no 
tendrá  eficacia  sino  para  las  partes  litigantes  ó  para  las 
potencias  que  hayan  aceptado  formalmente  la  decisión  de 
los  arbitros. 

Art.  7.®  El  procedimiento  que  ha  de  adoptarse  para 
hacer  constar  la  adhesión  al  principio  establecido  por  la 
sentencia  arbitral  en  el  caso  á  que  se  refiere  el  último  pá- 
rrafo del  artículo  precedente,  es  como  sigue:  Si  se  trata  de 
un  convenio  que  establezca  una  unión  con  Oficina  especial, 
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laé  partes  litigantes  transmitirán  el  texto  de  la  sentencia  á 
la  Ofícina  especial  por  conducto  del  Estado  en  cuyo  terri  • 
torio  actúe.  Dicha  Ofícina  redactará  el  texto  del  convenio 
conforme  á  la  sentencia  arbitral  y  lo  comunicará  por  la 
misma  vía  á  las  potencias  signatarias  que  no  hayan  sido 
partes  en  el  asunto.  Si  éstas  aceptan  por  unanimidad  el 
texto  del  artículo,  hará  constar  la  Ofícina  su  asentimiento 
por  medio  de  un  protocolo,  del  que  se  transmitirá  copia 
literal  á  todos  los  Estados  signatarios.  Si  no  se  trata  de  un 
convenio  que  establezca  alguna  unión  con  Ofícina  especial, 
las  funciones  de  esta  última  se  ejercerán  por  la  Ofícina  in- 
ternacional de  El  Haya,  por  conducto  del  Gobierno  de  los 
Países  Bajos. 

Queda  bien  entendido  que  la  presente  estipulación  no 
afecta  en  nada  á  las  cláusulas  de  arbitraje  contenidas  eti 
los  tratados  existentes. 

Art.  8.*  En  cada  caso  particular  otorgarán  las  poten- 
cias signatarias  un  documento  especial  (compromiso),  con- 
forme á  las  constituciones  ó  á  las  leyes  respectivas  de  las 
potencias  signatarias,  que  determine  claramente  el  objeto 
del  litigio,  la  extensión  de  los  poderes  de  los  arbitros,  el 
procedimiento  y  los  plazos  que  hayan  de  observarse  en  lo 
que  se  refíere  á  la  constitución  del  Tribunal  arbitral. 

Art.  9.**  Queda  entendido  que  seguirán  vigentes  laa 
estipulaciones  relativas  al  arbitraje  que  fíguren  en  los  tra- 
tados ya  concertados  ó  que  en  lo  adelante  se  celebren. 

No  creemos  necesario  reproducir  los  dos  artículos  si- 
guientes, que  aluden  á  la  ratifícación  y  la  denuncia  de  este 
proyecto  de  convenio. 

114.    El  protocolo  mencionado,  en  su  art.  5.°,  dice  así: 
Artículo  primero.    Cada  potencia  signataria  del  pre  • 
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senté  protocolo  aeepta  el  arbitraje  sin  reserva  para  las 
controversias  sobre  interpretación  y  aplicación  de  las  esti- 
pulaciones convencionales,  relativas  á  las  materias  enu- 
meradas en  un  cuadro  anexo  que  se  indiquen  por  la  letra  A 
en  la  columna  que  lleva  el  nombre  de  aquella.  Declara  que 
contrae  esa  obligación  respecto  de  cada  una  de  las  demás 
potencias  signatarias  cuya  reciprocidad  esté  señalada  en  el 
cuadro  de  la  misma  manera. 

Art.  2.^  Cada  potencia  tendrá  siempre  la  facultad  de 
notificar  su  aceptación  de  alguna  materia  enumerada  en  el 
cuadro,  respecto  de  la  cual  no  se  haya  obligado  previa- 
mente en  los  términos  del  artículo  anterior.  Se  dirigirá 
para  ese  ñn  al  Gobierno  de  los  Países  Bajos,  que  transmi- 
tirá la  aceptación  á  la  Oñcina  internacional  de  £1  Haya. 
Dicha  oñcina,  después  de  haberla  inscrito  en  el  cuadro  que 
menciona  el  artículo  precedente,  comunicará  en  seguida, 
en  copia  literal,  la  notificación  y  el  cuadro  rectificado  á  los 
Gobiernos  de  todas  las  potencias  signatarias. 

Art.  3.*  Dos  ó  más  de  las  potencias  signatarias,  que 
procedan  de  acuerdo,  podrán  dirigirse  también  al  Gobierno 
de  los  Países  Bajos  para  pedirle  que  agregue  al  cuadro  las 
materias  adicionales  sobre  que  estén  dispuestas  á  aceptar 
el  arbitraje  sin  reservas,  conforme  al  art.  i.**  La  inscrip- 
ción de  esas  materias  adicionales  y  la  transmisión  de  la 
notificación,  y  el  texto  corregido  del  cuadro  á  los  Gobier- 
nos de  las  potenc  ias  signatarias,  se  efectuarán  de  la  ma- 
nera prescrita  en  el  artículo  precedente. 

Art.  4.^  Las  potencias  no  signatarias  podrán  adherirse 
á  este  protocolo,  notificando  al  Gobierno  de  los  Países 
Bajos  las  materias  inscritas  en  el  cuadro  respecto  de  las 
cuales  estén  dispuestas  á  aceptar  el  arbitraje  sin  reservas 
en  los  términos  del  art  i.^ 
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115*  Sometido  á  votación  en  su  conjunto  el  proyecto 
antes  transcrito  de  arbitraje  obligatorio,  fué  aprobado  en 
su  totalidad  por  treinta  y  dos  votos  contra  nueve  y  tres 
abstenciones.  Estas  últimas  procedieron  de  Italia,  Japón  y 
Luxemburgo.  Los  votos  desfavorables  son  de  Alemania, 
Austria-Hungría,  Bélgica,  Bulgaria,  Grecia,  Montenegro, 
Rumania,  Suiza  y  Turquía.  Los  treinta  y  dos  países  que  lo 
aceptaron  son:  los  Estados  Unidos  de  América,  la  Repúbli- 
ca Argentina,  Bolivia,  Brasil,  Chile,  China,  Colombia,  Cuba, 
Dinamarca,  República  Dominicana,  Ecuador,  España, 
Francia,  Gran  Bretaña,  Guatemala,  Haití,  Méjico,  Nicara  - 
gua,  Noruega,  Panamá,  Paraguay,  Países  Bajos,  Perú,  Per- 
sia,  Portugal,  Rusia,  Salvador,  Servia,  Siam,  Suecia,  Uru- 
guay y  Venezuela. 

116.  Los  Estados  que  constituyeron  la  minoría  se  opu- 
sieron tenazmente  á  que  el  arbritraje  obligatorio  ñgurara 
entre  los  acuerdos  de  la  Conferencia  y  se  mencionara  en  el 
acta  final.  Una  proposición  del  Sr.  de  Martens,  para  que 
pudieran  aceptarlo  bajo  la  forma  de  acta  adicional  las  na- 
ciones que  estaban  de  acuerdo,  no  obtuvo  el  asentimiento 
común  y  fué  retirada  por  su  autor. 

La  Delegación  de  Austria-Hungría  pretendió  que  el 
asunto  se  encomendara  al  estudio  de  los  Gobiernos  con  un 
plazo  fijo  para  comunicar  sus  resultados,  y  esa  proposi- 
ción, que  equivalía  á  dejar  sin  efecto  los  votos  anteriores 
y  á  dar  la  victoria  á  una  pequeña  minoría,  fué  rechazada 
en  la  Comisión  el  i  o  de  Octubre  de  1907  por  veinticuatro 
votos  contra  catorce  y  seis  abstenciones. 

117.  Entonces,  para  vencer  aquella  situación  difícil 
y  buscar  una  fórmula  de  avenencia,  propuso  el  Delega^- 
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do  italiano  Sr.  Conde  de  Tornielli  la  resolución  siguiente: 
cLa  Conferencia^  ajustándose  al  espíritu  de  mutua  inte- 
ligencia y  de  concesiones  recíprocas  que  es  la  esencia  mis- 
ma de  isus  deliberaciones,  ha  acordado  la  declaración  sí  - 
guíente  que,  reservando  á  cada  una  de  las  potencias  repre- 
sentadas los  beneficios  de  su  voto,  permite  á  todas  añrmár 
los  principios  que  consideran  como  unánimemente  acep- 
tados. 

»Ha  estado  unánime: 

:»!«"    En  admitir  el  principio  del  arbitraje  obligatorio,  y 
:» 2.^    En  declarar  que  ciertas  diferencias,  y  especialmen  < 
te  las  relativas  á  la  interpretación  y  aplicación  de  las  es- 
tipulaciones convencionales  internacionales,  pueden  some  • 
terse  al  arbitraje  obligatorio  sin  ninguna  restricción. 

:»Ha  estado  unánime,  por  último,  en  proclamar  que  si  no 
ha  sido  posible  celebrar  desde  ahora  un:  convenio  en  tal 
tal  sentido,  las  divergencias  de  opinión  expuestas  no  han 
excedido  de  los  límites  de  una  controversia  jurídica,  y  que, 
trabajando  aquí  juntas  durante  cuatro  meses  todas  las  po- 
tencias del  mundo,  no  sólo  han  aprendido  á  comprenderse 
mejor  y  se  han  relacionado  más,  sino  que  han  logrado  po- 
ner de  relieve  en  el  curso  de  esta  larga  colaboración  un 
sentimiento  muy  elevado  del  bien  común  de  la  humanidad.» 
Esta  resolución  que  encubre,  bajo  declaraciones  genero- 
sas, un  lamentable  fracaso,  se  votó  por  unanimidad  menos 
tres  abstenciones  en  la  sesión  plenaria  del  16  de  Octubre 
de  1907.  Las  tres  naciones  que  se  abstuvieron  son  los  Es- 
tados Unidos  de  América,  el  Japón  y  Rumania. 

118.  Hay  que  señalar,  no  obstante,  un  progreso  im- 
portantísimo en  los  trabajos  en  favor  del  arbitraje  obliga- 
torio. Mientras  la  Conferencia  discutía  y  estudiaba  todas 
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esas  fórmulas,  dos  repúblicas  de  América,  la  Argentina  y 
Méjico,  concertaban  en  El  Haya  con  una  nación  europea, 
el  reino  de  Italia,  y  ñrmaban  en  la  Sala  de  sesiones  de  la 
Conferencia  de  la  Paz,  el  1 8  de  Septiembre  y  el  1 6  de  Oc- 
tubre de  1907  respectivamente,  tratados  generales  de  ar- 
bitraje forzoso,  que  constituyen  la  última  palabra  en  la 
materia  y  entruelven  innovaciones  de  gran  trascendencia. 

Difieren  un  tanto  en  los  detalles  ambos  convenios,  por  - 
que  Méjico  exceptúa  de  la  obligación  general  de  arbitraje 
las  controversias  que,  según  el  juicio  de  cualquiera  de  las 
partes  contratantes,  afecten  á  la  independencia  ó  al  honor 
nacional,  al  paso  que  la  Argentina  menciona  únicamente 
las  que  toquen  á  disposiciones  constitucionales  vigentes  en 
cada  uno  de  los  Estados  y  las  relativas  á  la  nacionalidad 
de  los  individuos.  Los  dos  expresan  que  en  las  cuestiones 
que  fueren  de  la  competencia  de  la  autoridad  judicial  se- 
gún la  ley  territorial,  las  partes  contratantes  no  tienen  el 
derecho  de  someter  el  litigio  al  juicio  arbitral  sino  después 
que  los  Tribunales  locales  hayan  fallado  definitivamente. 

Según  el  tratado  argentino  han  de  someterse  al  arbitra- 
je, en  todo  caso,  las  diferencias  concernientes  á  la  inter  - 
pretación  y  aplicación  de  un  principio  de  Derecho  interna- 
cional y  de  los  convenios  presentes  y  futuros  entre  las 
partes  contratantes.  El  de  Méjico  sujeta  al  arbitraje  sin 
reservas  las  controversias  relativas  á  las  cuestiones  si- 
guientes: i.^,  reclamaciones  pecuniarias  procedentes  de  da- 
ños y  perjuicios  sufridos  por  uno  de  los  Estados  contra- 
tantes ó  porsus  nacionales,  por  causa  de  actos  ilícitos  ó  por 
omisiones  del  otro  Estado  contratante,  de  sus  autoridades 
públicas  y  de  sus  funcionarios;  2.®,  interpretación  y  aplica- 
ción de  las  estipulaciones  que  se  refieran  á  materias  de 
orden  exclusivamente  jurídico,  administrativo,  económico, 
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de  comercio  y  de  navegación,  y  3.^,  denegación  de  justicia. 
Ambos  convenios  tíenen  la  estipulación  importante  de  que 
se  decide  por  arbitramento .  si  una  diferencia  corresponde 
ó  no  entre  á  los  casos  específicos  de  arbitraje  obligatorio. 

Los  dos  tratados  recomiendan  la  utilidad  de  un  compro- 
miso especial  para  cada  litigio;  pero  declaran  que,  á  falta 
de  compromiso,  los  arbitros  fallan  bajo  la  base  de  las 
pretensiones  que  se  les  someten,  ajustándose  el  Tribunal  á 
las  disposiciones  del  Convenio  de  £1  Haya  de  29  de  Julio 
de  1899. 

Dichos  arbitros  serán  generalmente  tres,  nombrados  uno 
por  cada  parte,  y  el  tercero  por  la  Reina  de  los  Países  Ba* 
jos  ó  sus  sucesores;  siendo  todos  de  los  que  ñguran  en  la 
lista  de  miembros  del  Tribunal  permanente  dé  £1  Haya  y 
debiendo  excluirse  los  nacionales  de  cualquiera  de  las 
partes  y  los  domiciliados  y  residentes  en  sus  territorios. 
Nadie  podrá  actuar  como  arbitro  tercero  en  dos  litigios 
sucesivos. 

Si  las  partes  no  se  ponen  de  acuerdo  para  la  constitu- 
ción del  Tribunal,  funciona  sólo  un  arbitro  nombrado  por 
el  Soberano  de  los  Países  Bajos. 

De  esta  manera,  sin  necesidad  de  Tribunal  permanente  ni 
de  un  compromiso  aparte,  funcionará  la  justicia  arbitral  en- 
tre Italia  y  las  dos  Repúblicas  mejicana  y  argentina.  Cada 
uno  de  esos  £stados  puede  encontrarse  con  un  juicio  arbi- 
tral ineludible  sin  necesidad  de  acto  alguno  por  su  parte  y 
con  una  sentencia  definitiva  y  sin  la  posibilidad  de  resisten- 
cias ó  de  obstáculos.  La  justicia  internacional  toma  el  ca- 
mino rápido  y  seguro  de  la  justicia  interior. 

£sos  convenios,  que  pueden  llamarse  la  última  palabra 
en  materia  de  arbitraje,  irán  multiplicándose,  y  una  nueva 
Conferencia  mundial,  más  afortunada  que  ésta,  los  conver* 
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tira  en  regla  universal  del  Derecho  de  gentes.  A  la  segunda 
le  queda  la  gloria  de  haber  puesto  de  relieve  los  progresos 
de  esa  idea,  agrupando  en  su  favor  la  gran  mayoría  de  las 
naciones. 

SECCIÓN   CUARTA 

RESERVAS   DE   ALGUNOS    ESTADOS 

119.  Desde  que  empezó  á  discutirse  sobre  los  proble- 
mas arbitrales  formuló  el  Brasil,  por  medio  del  Sr.  Ruy  Bar- 
bosa, la  declaración  siguiente:  «En  el  caso  de  que  se  esta- 
blezca un  acuerdo  respecto  al  principio  de  la  obligación 
aplicado  al  arbitraje  internacional  para  los  conflictos  de  or- 
den jurídico  ó  sobre  interpretación  de  tratados,  sea  cual 
fuere, la  fórmula  adoptada,  el  Gobierno  de  la  República  de 
los  Estados  Unidos  del  Brasil  maniñesta  con  carácter  pre- 
vio, que  no  considera  ni  considerará  qne  ese  principio 
pueda  extenderse  á  cuestiones  y  litigios  ya  pendientes,  sino 
exclusivamente  á  los  que  surjan  después  de  su  adhesión  en 
15  de  Junio  de  1907  al  primer  convenio  de  la  primera  Con- 
ferencia de  El  Haya.» 

120.  La  Delegación  de  Chile  renovó  ante  la  primera 
Comisión  el  7  de  Octubre  de  1 907  la  reserva  hecha  por  su 
Gobierno  al  firmar  el  Convenio  de  1899  para  el  arreglo  pa- 
cífico de  los  conflictos  internacionales,  en  el  sentido  de  que 
su  art.  17  no  comprende  los  litigios  ó  cuestiones  ante- 
riores á  la  celebración  de  dicho  convenio. 

121.  Los  Estados  Unidos  de  América  renovaron  tam- 
bién la  declaración  que  habían  hecho  en  1899  bajo  la  for- 
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ma  que  sigue:  «Nada  de  lo  qu^  contiene  este  convenia 
puede  interpretarse  de  modo  que  obligue  á  los  Estados 
Unidos  de  América  á  separarse  de  su  política  tradicional, 
en  virtud  de  la  cual  se  abstienen  de  intervenir,  de  ingerirse 
ó  de  mezclarse  en  las  cuestiones  políticas  ó  en  la  política 
ó  en  la  administración  interior  de  un  Estado  extranjero. 
Queda  bien  entendido  igualmente  que  nada  en  este  conve- 
nio puede  interpretarse  como  si  envolviera  el  abandono  por 
los  Estados  Unidos  de  América  de  su  actitud  tradicional 
respeto  de  las  cuestiones  puramente  americanas. :r 

El  Delegado  americano  Sr.  Hill  leyó  estas  manifestacio- 
nes durante  la  novena  sesión  plenaria  de  la  Conferencia  el 
}6  de  Octubre  de  1907. 

122.  Pocos  momentos  después^  en  la  misma  sesión  dijo 
el  Sr.  Turkhan  Pacha  estas  palabras:  «La  Delegación  oto- 
mana  declara,  en  nombre  de  su  Gobierno,  que  no  desco- 
noce la  benefíciosa  influencia  que  pueden  ejercer  los  buenos 
oñctos,  la  mediación,  las  comisiones  de  investigación  y  el 
arbitraje  en  el  mantenimiento  de  las  relaciones  pacíficas 
entre  los  Estados;  sin  embargo,  al  dar  su  adhesión  al  con- 
junto del  proyecto  le  im  porta  precisar  que  considera  esos 
medios  como  puramente  facultativos  y  que  no  les  recono- 
cerá un  carácter  obligatorio  que  pudiera  conducir  directa  ó 
indirectamente  á  una  intervención. 

>E1  Gobierno  Imperial  entiende  que  es  el  único  juez  de 
los  casos  en  que  crea  necesario  acudir  á  esos  diversos  pro- 
cedimientos  ó  aceptarlos,  sin  que  su  determinación  sobre 
este  punto  pueda  considerarse  por  los  Estados  signatarios 
como  un  acto  poco  amistoso. 

>No  hay  que  decir  que  los  medios  de  que  se  trata  no  se 
aplicarán  nunca  á  cuestiones  de  orden  interior. » 
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123.  Aunque  alguna  de  estas  reservas  abraza  todo  el 
oonvenio  sobre  arreglo  pacífico  de  los  conflictos  internacio- 
nales que  votó  la  Conferencia  y  que  insertamos  literalmente 
en  uno  de  los  apéndices  de  este  volumen^  las  hemos  refe- 
rido aquí  porque  este  capítulo  se  ocupa  de  la  esencia  misma 
del  vínculo  arbitral.  Son  de  relativa  importancia  para  las 
naciones  que  las  formularon,  pero  no  alteran  las  disposicio- 
nes del  convenio  ni  su  eficacia  y  aplicación  general. 


CAPÍTULO  VI 


De  los  Tribunales  arbitrales. 

124.  El  arbitramento  entre  las  naciones  requiere  jueces 
para  que  apliquen  las  reglas  del  Derecho.  Y  la  organiza- 
ción de  la  Sociedad  internacional,  perseguida  por  algunos 
bajo  formas  paralelas  á  la  vida  interior,  exigiría  Tribunales 
permanentes.  No  es  extraño,  en  consecuencia,  que  de  tiem- 
po atrás  hayan  surgido  proyectos  numerosos,  más  ó  menos 
prácticos,  para  obtener  ese  resultado  (i). 

La  primera  Conferencia  de  El  Haya  en  1899  no  pudo 
sustraerse  al  movimiento  de  opinión  por  estas  ideas  provo- 
cado,  y  varias  Delegaciones  procuraron  organizar  en  diver- 
sa forma  un  Tribunal  permanente.  La  oposición  de  algunos 
Estados  hizo  fracasar  el  proyecto  y  obligó  á  limitar  las  la- 
reas  deñnitivas  á  una  lista  de  jueces  posibles  en  la  que  cabe 
escoger  los  necesarios  para  todo  arbitraje. 

La  cuestión  se  reprodujo  en  la  segunda  Conferencia  de 
1907  y  aunque  el  principio  llevó  la  tendencia  de  crear  de- 
finitivamente un  solo  Tribunal  en  funciones  constantes,  se 

(i)  Véase  entre  otros  W.  Evans  Darby,  InternatmaU  tribunals.  AcoUectioñ 
of  the 'various  chemet  ivhichka've  bten  firopoundedi  and  of  instances  in  the  ntneteenth 
century.  London,  1904. 
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pensó  muy  pronto  en  mantener  la  Institución  de  1899,  co- 
lopando  junto  á  ella,  si  fuere  posible,  la  nueva  organización 
proyectada.  Vamos  á  examinar  separadamente  lo  que  en 
uno  y  otro  sentido  proyectó  ó  realizó  la  Conferencia. 


SECCIÓN  PRIMERA 

DEL    TRIBUNAL   PERMANENTE    DE    ARBITRAJE 

125.  £1  Convenio  de  29  de  Julio  de  1899  para  el  arre- 
glo pacifico  de  los  conflictos  internacionales  dedicaba  i 
esta  materia  el  capítulo  segundo  de  su  título  cuarto.  Los 
artículos  con  que  comenzaba,  bajo  los  números  20  y  21,  son 
hoy,  sin  modificación  de  fondo  alguna,  el  41  y  42  del  nuevo 
Convenio.  En  su  virtud,  con  objeto  de  facilitar  el  acceso 
inmediato  al  arbitraje  para  las  diferencias  internacionales 
que  no  hayan  podido  zanjarse  por  la  vía  diplomática,  las 
potencias  contratantes  se  obligan  á  mantener,  tal  como  lo 
organizó  la  primera  Conferencia  de  la  Paz,  el  Tribunal 
permanente  de  arbitraje,  accesible  en  cualquier  momento 
y  que  funcionará,  salvo  estipulación  contraria  de  las  partes, 
conforme  á  las  reglas  de  procedimiento  insertas  en  este 
convenio.  El  Tribunal  permanente  tendrá  competencia  para 
todos  los  casos  de  arbitraje,  salvo  que  las  partes  se  pongan 
de  acuerdo  para  establecer  una  jurisdicción  especial. 

Al  primer  párrafo  del  art.  43  pasó  el  primero  del  an- 
tiguo art.  2g,  en  el  que  se  declara  que  el  Tribunal  perma^ 
nente  residirá  en  El  Haya. 

126,  El  resto  de  dicho  art.  43  está  constituido  por 
el  antiguo. art.  22  que  organiza  una  Oficina  in temado- 

Tomo  primero.  10 
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nal  como  escríbanía  del  Tribunal  permanente,  al  cual  sirve 
de  intermediario  para  las  comunicaciones  relativas  á  su  re- 
unión, teniendo  la  guarda  de  sus  documentos  y  la  gestión  de 
los  asuntos  administrativos.  Las  potencias  contratantes  se 
obligan  á  transmitir  á  la  Oñcina,  tan  pronto  como  les  sea  po- 
sible, una  copia  literal  certificada  de  toda  estipulación  de 
arbitraje  entre  ellas  y  de  toda  sentencia  arbitral  que  les 
concierna  y  que  haya  sido  dictada  por  jurisdicciones  espe> 
ciales.  También  se  comprometen  á  enviar  á  la  Oficina  las 
leyes,  reglamentos  y  documentos  que  acrediten  en  su 
caso  la  ejecución  de  las  sentencias  dictadas  por  el  Tri- 
bunal 

127.  La  organización  de  dicho  Tribunal  se  fija  en  el 
antiguo  art.  23  de  esta  manera.  Cada  potencia  contratante 
designa  como  máximun  cuatro  personas,  de  competencia 
reconocida  en  las  cuestiones  de  Derecho  internacional,  que 
gocen  de  la  más  alta  consideración  moral  y  que  estén  dis- 
puestos á  aceptar  las  funciones  de  arbitros.  Las  personas 
designadas  serán  inscritas  á  título  de  miembros  del  Tribu- 
nal en  una  lista  que  la  Oficina  notificará,  así  como  sus  cam- 
bios sucesivos,  á  las  potencias  contratantes. 

Dos  ó  más  potencias  pueden  entenderse  para  la  desig- 
nación en  común  de  uno  ó  varios  miembros.  La  misma 
persona  puede  ser  designada  por  diferentes  potencias.  Los 
miembros  del  Tribunal  se  nombran  por  un  período  de  seis 
años.  Su  mandato  puede  renovarse.  En  caso  de  falleci- 
miento ó  de  cese  de  un  miembro  del  Tribunal,  será  reem- 
plazado en  la  misma  forma  establecida  para  nombrarlo. 

£1  nuevo  proyecto  reproduce  literalmente  esta  disposi- 
ción añadiendo  sólo  al  final  que  los  reemplazantes  serán 
designados  por  un  nuevo  período  de  seis  años.  Con  esto 
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podrá  mantenerse  oterta  permanencia  en  la  lista,  que  pro- 
bablemente no  se  agotará  de  una  vez. 

128.  ^Cómo  se  constituyen  defínitivamente  los  jueces? 
He  aquí  el  sistema  que,  después  de  debatirlo  y  como  forma 
transaccional,  se  insertó  eael  art.  24  del  Convenio  de  1899. 
Cuando  las  potencias  signatarias  quieran  dirigirse  al  Tri- 
bunal permanente  para  resolver  una  diferencia  surgida  en- 
tre ellas^  la  elección  de  los  arbitros  llamados  á  constituir 
•el  Tribunal  permanente  se  hará  dentro  de  la  lista  general 
de  miembros  del  mismo. 

A  falta  de  constitución  del  Tribunal  arbitral  por  acuerdo 
inmediato  de  las  partes,  debe  precederse  de  la  manera  si- 
guiente. Cada  parte  nombra  dos  arbitros  y  éstos  eligen 
reunidos  el  quinto.  Si  hay  empate  se  conña  dicha  elección 
á  una  tercera  potencia  designada  de  acuerdo  por  las  par- 
tes. Si  estas  últimas  disienten,  cada  parte  designa  una  po- 
tencia diferente,  y  la  elección  del  quinto  arbitro  se  hace  de 
acuerdo  por  las  potencias  así  designadas. 

Uaa  vez  constituido  el  Tribunal  notiñcan  las  partes  á  la 
Oñcina  su  decisión  de  someterse  á  él  y  los  nombres  de  los 
arbitros.  £1  Tribunal  se  reúne  en  la  fecha  que  hayan  ñjado 
las  partes.  Los  miembros  del  Tribunal  gozan  de  los  privi- 
legios é  inmunidades  diplomáticas  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  y  fuera  de  su  país. 

De  este  artículo  han  salido  el  45  y  46  del  nuevo  conve- 
nio, que  pueden  consultarse  en  el  correspondiente  apéndice 
y  que  fuera  de  ciertos  cambios  de  detalle,  contienen  dos 
reformas  de  importancia.  La  primera  consiste  en  que  uno 
solo  de  los  arbitros  que  cada  parte  nombra  pueda  ser  su 
nacional  ó  escogido  por  ella  entre  los  que  haya  designado 
para  miembros  del  Tribunal  permanente.  La  segunda  re* 
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suelve  un  caso  no  previsto  en  1899,  determinando  que  si 
las  dos  potencias  no  se  han  puesto  de  acuerdo  en  un  plazo 
de  dos  meses  para  designar  el  quinto  arbitro^  sé  elegirá 
por  sorteo.  A  este  ñn  cada  una  de  dichas  terceras  poten-  . 
cias  dará  dos  nombres  tomados  de  la  lista  de  miembros 
del  Tribunal  permanente,  con  exclusión  de  los  nacionales 
de  cualquiera  de  las  partes  litigantes  y  de  los  incluidos  en 
la  lista  por  designación  de  éstas. 

129,  Dice  el  art.  47  del  nuevo  convenio,  tomado  del  26 
del  anterior,  que  la  Ofícina  internacional  está  autorizada  á 
poner  sus  locales  y  organización  á  la  disposición  de  las 
potencias  contratantes  para  que  funcione  cualquiera  juris- 
dicción especial  de  arbitraje.  Los  litigios  entre  potencias 
no  contratantes  ó  entre  las  contratantes  y  las  que  no  lo 
sean,  pueden  someterse  al  Tribunal  permanente,  mediante 
las  condiciones  que  los  reglamentos  prescriban,  si  las  par- 
tes convienen  en  acudir  á  su  jurisdicción. 

130.  £1  tantas  veces  citado  Convenio  de  1899,  decía  en 
su  art.  27  que,  si  estuviere  á  punto  de  surgir  un  conflicto 
agudo  entre  dos  ó  más  de  las  potencias  contratantes,  las 
demás  considerarían  como  un  deber  recordarles  que  tienen 
abierto  el  camino  del  Tribunal  permanente  y  declaraba,  en 
consecuencia,  que  sólo  debían  estimarse  como  actos  de 
buenos  oficios  el  hecho  de  recordar  á  las  partes  conten- 
dientes las  disposiciones  sobre  arbitraje,  y  el  consejo  que  se 
les  diera,  en  interés  de  la  paz,  de  dirigirse  al  Tribunal  per- 
manente. 

A  estas  prescripciones,  que  figuran  hoy  en  el  art.  48,  se 
agregaron  por  iniciativa  del  Delegado  del  Perú,  Sr.  Cánda- 
me, secundada  por  una  enmienda  de  Chile,  dos  párrafos 
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nuevos  al  objeto  de  que,  en  caso  de  conflicto  entre  dos  po- 
tencias, cualquiera  de  ellas  pudiera  dirigir  siempre  á  la  Oñ- 
cina  internacional  una  nota  que  contenga  la  declaración  de 
estar  dispuesta  á  someter  el  asunto  á  un  arbitraje.  La  Ofi- 
cina debe  poner  esa  declaración  inmediatamente  en  cono- 
cimiento de  la  otra  potencia. 

Esta  adición  al  art.  48,  que  fué  calurosamente  apoyada, 
con  su  entusiasmo  habitual  en  pro  de  las  ideas  pacíficas, 
por  el  Barón  d' Estournelles  de  Constant,  permitirá  que  las 
ofertas  de  arbitraje  tengan  un  carácter  público  muy  favo- 
rable á  su  aceptación.  Constituye  también  una  garantía  más 
para  las  naciones  débiles  en  sus  relaciones  con  las  grandes. 

131.  Aparte  del  Tribunal  permanente  y  de  la  Oficina 
internacional,  había  organizado  el  art.  28  del  Convenio 
de  1899  un  Consejo  administrativo  permanente,  compuesto 
de  los  representantes  diplomáticos  en  El  Haya,  de  las  po- 
tencias signatarias  y  del  Ministro  de  Negocios  extranjeros 
de  los  Países  Bajos,  que  lo  preside.  Dicho  Consejo  tiene  la 
dirección  y  la  inspección  de  la  Oficina  internacional,  noti- 
fica á  las  potencias  la  constitución  del  Tribunal  y  se  ocupa 
de  instalarlo,  aprueba  sus  reglamentos  interiores,  decide 
todas  las  cuestiones  administrativas  que  se  refieran  al  fun- 
cionamiento de  dicho  Tribunal,  nombra,  suspende  y  separa 
los  funcionarios  y  empleados  de  la  Oficina,  fija  su  retribu- 
ción y  sueldos  y  decide  de  los  gastos  generales.  Se  necesi- 
tan cinco  miembros  para  que  el  Consejo  delibere  válida- 
mente, y  los  acuerdos  se  toman  por  mayoría  de  votos.  El 
Consejo  comunica  sin  demora  á  las  potencias  signatarias 
los  reglamentos  que  adopte  y  les  presenta  cada  año  un  in- 
forme sobre  los  trabajos  del  Tribunal,  el  funcionanaiento  de 
los  servicios  administrativos  y  los  gastos. 
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Aparte  de  diferencias  de  redacción,  nacidas  de  que  en- 
tonces había  de  organizarse  el  Consejo  y  ahora  está  funcio* 
nando,  se  han  introducido  en  este  artículo,  al  convertirle 
en  el  49  del  actual,  dos  reformas.  £1  quorum  de  cinco  miem-^ 
bros,  necesario  para  la  reunión  del  Consejo  administrativo, 
se  ha  elevado  á  nueve,  en  vista  del  mayor  número  de  po- 
tencias adheridas,  y  el  informe  de  dicho  Consejo  debe  con- 
tener asimismo  en  lo  adelante  un  resumen  de  los  convenios 
y  sentencias  arbitrales  y  de  los  datos  relativos  á  la  ejecu- 
ción de  estas  últimas  que  se  comuniquen  al  1  eferido  Conse- 
jo  en  cumplimiento  de  lo  que  dispone  el  art.  43. 

132.  £1  50  de  hoy  reproduce  y  completa  el  antiguo  29, 
ordenando  que  los  gastos  de  la  Oñcina  se  sufraguen  por  las 
potencias  signatarias  y  adherentes  en  la  proporción  esta- 
blecida para  la  Oñcina  internacional  de  la  Unión  Postal 
universal.  Los  gastos  á  cargo  de  las  potencias  adherentes 
se  les  imputarán  á  partir  de  la  fecha  de  su  adhesión. 

133.  Todos  estos  artículos  referentes  al  Tribunal  per- 
manente de  arbitraje  fueron  aprobados  por  la  Comisión  y 
por  la  Conferencia  unánimemente. 

Sin  embargo,  los  dos  últimos  párrafos  del  arte  48,  rela- 
tivos á  la  facultad  de  una  potencia  contratante  para  comu* 
nicar  á  la  Oñcina  internacional  su  oferta  de  arbitraje,  que 
ésta  pondrá  en  conocimiento  de  la  nación  á  que  se  dirija, 
motivó  en  la  Comisión  observaciones  y  reservas  expresas 
del  Japón,  Turquía,  Grecia  y  Austria.  Los  mencionados  pá- 
rrafos se  aprobaron  por  34  votos  contra  7  y  3  abstenciones. 
Los  votos  negativos  fueron  de  Alemania,  Austria-Hungría, 
Bélgica,  Japón,  Rumania,  Suecia  y  Turquía.  Las  absten- 
ciones de  Grecia,  Luxemburgo  y  Montenegro. 
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En  la  sesión  plenaría  de  1 6  de  Octubre  de  1907^  retiró 
Grecia  sus  reservas  sobre  esos  párrafos,  pero  las  mantu- 
vieron expresamente  las  Delegaciones  del  Japón  y  Turquía. 
Los  artículos  restantes  se  aprobaron  por  unanimidad. 

134.  Como  puede  observarse,  no  tienen  gran  trascen- 
dencia las  reformas  introducidas  en  la  obra  de  1899.  Dicha 
obra  ha  dado  hasta  el  presente  sus  frutos  naturales  sin  di- 
ficultad alguna.  Si  el  número  de  arbitrajes  sometidos  áeste 
Tribunal  desde  su  creación  no  ha  pasado  de  cuatro,  debe 
buscarse  el  motivo  en  razones  ajenas  al  sistema  mismo.  Los 
Gobiernos  no  lo  conocían  lo  bastante  y  no  lo  utilizaron  con 
frecuencia.  Apenas  roto  el  hielo,  llegaron  unos  tras  otros 
los  asuntos,  y  el  porvenir  del  Tribunal  está  asegurado. 

Con  cierto  pesimismo  se  ha  dicho  en  la  Conferencia  que 
el  nombre  pomposo  de  Tribunal  permanente  oculta  una 
institución  que  no  tiene  nada  de  permanente  ni  de  Tribunal 
y  que  al  llegar  un  extranjero  al  palacio  que  debe  construir- 
se con  el  espléndido  donativo  del  Sr.  Carnegie,  cuando 
pregunte  por  los  jueces  arbitrales,  no  podrá  enseñársele 
más  que  una  lista  de  candidatos  á  la  judicatura.  Todo  de- 
pende de  que  haya  ó  no  arbitrajes  pendientes.  Para  que  el 
visitante  tropiece  con  una  Sala  de  justicia  vacía,  es  indis- 
pensable que  no  haya  entre  las  naciones  litigio  alguno  so- 
nn/etido  á  la  jurisdicción  arbitral.  Y  peor  sería  en  ese  caso 
mostrarle  una  serie  de  jueces  aburridos  y  soñolientos  por 
falta  de  ocupación. 

Los  jurisconsultos  más  eminentes  de  Europa  han  pasado 
por  ese  Tribunal  permanente  cuando  lo  ha  requerido  la  ne- 
cesidad, gracias  al  ingenioso  y  acertado  sistema  de  1899. 
La  lectura  de  la  lista,  que  es  un  catálogo  de  hombres  en  su 
inmensa  mayoría  eminentes,  ha  facilitado  la  elección  de 
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arbitros,  trayendo  en  el  momento  oportuno  sus  nombres  y 
sus  méritos  á  la  memoria  y  á  la  pluma  de  los  contendien- 
tes. Sin  la  imposición  de  un  Tribunal  fíjo  ni  las  dificulta- 
des que  su  organización  envuelve,  está  esa  lista  de  jueces 
siempre  muerta  y  cerrada  cuando  no  hace  falta,  y  viva  y 
asequible  siempre  en  cuanto  se  necesitan.  Deja  á  los  Estados 
la  libertad  indispensable  para  que  puedan  someterse  á  la 
justicia  arbitral,  y  bajo  una  condición  de  igualdad  absoluta 
les  abre  las  puertas  del  Derecho  para  todos  sus  litigios. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

DEL   TRIBUNAL    DE   JUSTICIA    ARBITRAL 

135.  La  idea  de  permanencia  material  y  efectiva  de  una 
jurisdicción  internacional  preocupó,  sin  embargo,  lo  bas- 
tante á  las  Cancillerías  y  á  las  Delegaciones  para  que  los 
rusos  y  los  norteamericanos  sometieran  á  la  Comisión  pro- 
yectos encaminados  á  realizarla. 

£1  de  Rusia  era  muy  sencillo  en  la  forma,  porque  se  li- 
mitaba á  un  solo  artículo,  que  envolvía  al  mismo  tiempo 
otras  cuestiones,  y  estaba  redactado  así: 

«Los  miembros  del  Tribunal  permanente  de  arbitraje  se 
reunirán  en  El  Haya  en  sesión  plenaria  una  vez  al  año.  Di- 
chas reuniones  son  competentes:  i.**,  para  elegir  por  cscru- 
tiaio  secreto  tres  individuos  de  la  lista  de  arbitros,  que 
durante  el  año  siguiente  deben  estar  siempre  dispuestos  á 
constituir  en  seguida  el  Tribunal  permanente  de  arbitraje; 
2°^  para  que  se  le  dé  cuenta  de  las  Memorias  anuales 
del  Consejo  administrativo  y  de  la  Oñcina  internacional; 
3.",  para  emitir  su  opinión  sobre  las  cuestiones  surgidas  du- 
rante la  marcha  del  procedimiento  de  un  Tribunal  de  arbitra- 
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je,  así  como  sobre  los  actos  del  Consejo  administrativo  y 
de  la  Oficina  internacional,  y  4.^,  para  cambiar  impresiones 
sobre  la  marcha  del  arbitraje  internacional  en  general.  Los 
mismos  miembros  del  Tribunal  permanente  de  arbitraje 
pueden  ser  reelectos  por  la  mencionada  reunión  para  un 
nuevo  año  de  funciones.» 

136.  Dijo  el  Sr.  de  Martens,  explicando  esta  reforma  el 
I.**  de  Agosto  de  1907,  que  el  principio  de  la  libertad  abso- 
luta de  las  potencias  para  la  elección  de  jueces  quedaba 
intacto.  Se  mantenía  la  lista  de  arbitros,  pero  de  manera 
que  logren  conocerse  unos  á  otros  y  estar,  por  lo  menos  en 
parte,  á  la  disposición  de  las  naciones.  Aunque  el  proyec- 
to menciona  tres  miembros  para  el  Tribunal  permanente, 
ese  número  podría  aumentarse  á  cinco,  siete  ó  nueve,  por- 
que es  una  cuestión  de  detalle.  La  ventaja  del  proyecto  ruso 
consistía  para  él  en  la  conservación  de  las  bases  existentes, 
para  constituir  sobre  ellas  otro  edificio  más  apropiado  á  las 
justas  exigencias  de  la  vida  internacional. 

No  llegó  á  discutirse  la  idea  sugerida  por  el  eminente 
Delegado  de  Rusia.  El  proyecto  americano,  más  radical, 
sirvió  de  base  á  las  controversias  en  el  Comité  y  en  la  Co- 
misión. Tal  vez,  partiendo  de  una  idea  relativamente  mo- 
desta como  la  que  envuelve  la  moción  rusa,  hubiera  sido 
más  fácil  el  camino  y  más  viable  la  solución. 

.  137,    El  mencionado  proyecto  de  los  Estados  Unidos  de 
América  dice  así: 

L  Se  constituirá  un  Tribunal  permanente  de  arbitraje 
compuesto  de  quince  jueces  que  gocen  de  la  más  alta  con- 
sideración moral  y  tengan  una  competencia  reconocida  en 
las  cuestiones  de  Derecho  internacional;  estos  jueces  y  sus 
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sucesores  se  designaráade  la  manera  que  acuerde  la  Confe- 
rencia, pero  se  elegirán  de  diferentes  países  para  que  los 
diversos  sistemas  legales  y  procesales  y  los  principales  idio- 
mas estén  debidamente  representados  en  el  Tribunal.  Se 
nombrarán  por  años  ó  hasta  que  sus  sucesores  sean 

designados  y  acepten  el  cargo.  * 

U.  £1  Tribunal  permanente  se  constituirá  anualmente  en 
El  Haya  en  una  fecha  determinada,  y  permanecerá  en  se- 
sión todo  el  tiempo  que  sea  necesario.  Elegirá  sus  propios 
funcionarios  y,  salvo  lo  que  en  este  convenio  se  prescribe, 
formulará  su  propio  reglamento.  Las  decisiones  se  tomarán 
por  mayoría  de  votos,  y  bastarán  nueve  miembros  para  el 
quorum.  Todos  los  jueces  serán  de  igual  rango,  gozarán  de 
la  inmunidad  diplomática  y  recibirán  una  retribución  sufi- 
ciente para  permitirles  consagrarse  á  los  asuntos  que  ante 
ellos  se  planteen. 

II L  Salvo  que  las  partes  consientan  en  ello  expresamen- 
te, no  intervendrá  un  juez  en  caso  alguno  en  la  considera- 
ción ó  decisión  de  un  negocio  cuando  litigue  su  propio 
Estado. 

IV»  El  Tribunal  permanente  será  competente  para  co- 
nocer y  decidir  todos  los  casos  de  diferencias  de  carácter 
internacional  entre  los  Estados  soberanos  que  nó  hayan  po- 
dido resolverse  por  la  vía  diplomática  y  que  le  sean  some* 
ti  das  por  acuerdo  de  las  partes»  bien  en  su  origen,  bien  para 
una  revisión,  bien  para  determinar  los  respectivos  derechos, 
deberes  ú  obligaciones  según  los  fallos,  decisiones  ó  sen- 
tencias de  Comisiones  de  investigación  ó  de  Tribunales  de 
arbitraje  especialmente  constituidos. 

V,  Los  jueces  del  Tribunal  permanente  serán  competen- 
tes para  actuar  como  jueces  en  toda  Comisión  de  investi- 
gación ó  Tribunal  especial  de  arbitraje  que  pueda  consti- 
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tuir  cualquiera  potencia  para  la  apreciación  de  los  asun- 
tos que  la  misma  determine  y  especialmente  le  enco- 
miende. 

VI.  £1  Tribunal  permanente  de  arbitraje  actual  podrá 
constituir,  en  lo  que  sea  posible,  la  base  de  este  Tribunal, 
partiendo  de  que  tengan  una  representación  en  su  seno  las 
potencias  que  se  han  adherido  recientemente  al  Convenio 
de  1S99. 

138.  Dos  grandes  dudas  surgieron  inmediatamente  en- 
tre los  Delegados  a  la  presentación  de  ese  proyecto.  ^Cuál 
iba  á  ser  la  suerte  del  Tribunal  ideado  por  el  Convenio 
de  1899?  éCómo  se  iban  á  nombrar  los  diez  y  siete  jueces 
nuevos?  Con  verdadera  expectación  se  oyeron  las  palabras 
siempre  elocuentes  que  para  explicar  el  proyecto  norteame- 
ricano pronunció  el  Sr.  Choate  en  la  primera  Subcomi- 
sión de  la  primera  Comisión;  pero  no  fué  lo  bastante  ex- 
plícito en  todos  esos  particulares  su  discurso.  Si  terminó 
declarando  que  el  Tribunal  nuevamente  propuesto  no  des- 
truiría, sino  únicamente  supliría  al  actual,  establecido  por 
la  Conferencia  de  1899,  disipando  así  una  parte  de  los  elu- 
didos temores,  en  cambio,  sobre  el  otro  particular  se  limitó 
á  estas  frases  un  tanto  enigmáticas:  cLos  jueces  deben  ser 
elegidos  por  las  naciones  según  el  sistema  establecido  en 
esta  Conferencia,  de  manera  que  todas  las  naciones,  pode- 
rosas y  débiles,  tomen  parte  sin  distinción  en  su  nombra- 
miento. Vendrían,  pues,  de  países  diversos^  en  número  su- 
ficiente para  asegurar  una  representación  equitativa  á  todos 
los  sistemas  legales  y  procesales,  á  los  principales  idiomas 
del  mundo  y  á  los  grandes  intereses  humanos  de  todos  los 
Estados.  Deben  designarse  por  tin  término  fijo  que  señalará 
la  Conferencia  y  conser\rar  sus  plazas  hasta  el  nombramien- 
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to  de  los  sucesores  por  el  sistema  que  la  Conferencia 
adopte.> 

Usó  de  la  palabra  en  seguida  el  inteligente  Delegado  téc- 
nico americano  Sr.  Scott  y  fué  un  poco  más  preciso  respec- 
to de  esa  cuestión  importante.  He  aquí  sus  palabras: 

€  Cuando  se  trata  de  la  justicia,  no  puede  haber  distinción 
porque  todo  Estado,  débil  ó  poderoso,  tiene  el  mismo  inte- 
rés en  que  se  administre.  Si  quisiera,  por  lo  tanto,  estable- 
cerse un  Tribunal  permanente  según  los  principios  del  De- 
recho abstracto,  cada  Estado  tendría  necesariamente  su 
juez.  Nos  hallaríamos  frente  á  un  cuadro  de  jueces  y  no 
frente  al  Tribunal.  Queriendo  un  Tribunal  permanente  con 
un  número  restringido  de  miembros,  será  preciso  encontrar 
otro  principio  que  le  sirva  de  base  sin  atentar  á  la  igualdad 
de  los  derechos  y  de  los  intereses. 

>Felizmente,  ese  otro  principio  existe.  Aunque  los  Esta- 
dos sean  iguales  y  tengan  un  interés  igual  en  la  justicia, 
hay  entre  ellos  grandes  diferencias  desde  el  punto  de  vista 
de  los  intereses  materiales.  Estos  no  se  relacionan  Con  el 
poder  de  los  Estados.  Poder,  en  el  sentido  internacional  de 
la  palabra,  equivale  á  fuerza  física  y  ni  la  fuerza  ni  la  de- 
bilidad de  los  Estado^  deben  servir  de  base  á  una  construc- 
ción jurídica. 

*Pero  aunque  los  Estados  tienen  un  interés  igual  en  la 
justicia  desde' el  punto  de  vista  abstracto,  ese  interés  puede 
surgir  desde  el  punto  de  vista  concreto,  con  más  ó  menos 
frecuencia.  Los  intereses  de  un  Estado  grande  y  poblado 
se  extienden  muy  lejos;  son  de  hecho  universales  y  con 
ocasión  de  los  mismos  nacen  verosímilmente  las  mayores 
diñcultades.  Los  litigios  no  están  sin»  duda  en  proporción 
matemática  con  la  cifra  de  la  población.  Hay,  sin  embargo, 
una  relación  estrecha  entre  la  población,  la  riqueza  y  la 
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industria,  de  una  parte,  y  los  litigios  de  otra.  Entre  los  Es- 
tados de  la  Unión  americana,  las  estadísticas  judiciales  del 
Estado  de  New-York  prueban,  frente  á  las  de  Delaware  ó 
Rhode  Island,  la  importancia  mucho  mayor  de  los  intereses 
económicos  del  primero.  Acudir  á  los  Tribunales  parece  en 
este  último  la  regla,  y  en  los  dos  Estados  más  pequeños  la 
excepción.  La  práctica  corrobora  en  este  caso  la  teoría,  y 
el  Estado  de  New-York  tiene  muchos  más  Tribunales  que 
los  otros  dos,  simplemente  porque  las  necesidades  de  su  po- 
blación lo  requieren. 

>Cabe  un  razonamiento  idéntico  en  lo  que  se  refiere  al 
Tribunal  internacional.  Cuanto  más  numerosa  sea  la  pobla- 
ción, más  importantes  los  negocios  y  mas  frecuentes  lo» 
conflictos  de  interesesv.  Un  Tribunal  internacional  encarga- 
do de  resolverlos  es  hoy  de  necesidad  tan  imperiosa  como 
las  jurisdicciones  internas  para  los  ciudadanos  de  un  país. 
Estas  responden  á  una  exigencia  nacional.  Hay  la  propia 
exigencia  entre  las  naciones  y  debe  satisfacerse  con  una 
jurisdicción  internacional.  Pero  no  es  de  creer  que  los  Es- 
tados acepten  la  creación  de  un  Tribunal  internacional  y 
sufraguen  sus  gastos  si  no  quedan  sus  intereses  represen- 
tados y  reconocidos  en  él.  Dichos  intereses  pueden  ser  muy 
grandes  ó  muy  pequeños.  La  dificultad  consiste  en  esti- 
marlos y  en  determinar  la  representación  á  que  tienen  de  - 
recho. 

>Es  sabido^  y  cualquier  manual  elemental  de  geografía 
proporciona  la  prueba,  que  la  importancia  de  los  intereses 
materiales  corre  parejas  con  la  de  la  población.  Esta  tiene 
necesidades  que  la  industria  y  el  comercio  satisfacen  crean- 
do la  riqueza.  Puesto  que  la  industria  y  la  riqueza  siguen 
el  movimiento  de  la  población  y  los  Tribunales  de  justicia 
tienen  por  objeto  resolver  diferencias  comerciales  y  civiles 
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que  están  en  relación  estrecha  con  esos  elementos  mate* 
dales,  parece  que  la  población  puede  elegirse  como  base 
de  la  representación.  Es  fácilmente  determinable  y  se  pre- 
senta como  un  principio  natural,  como  un  fundamento  ac- 
tual  y  lógico  sobre  el  cual  puede  levantarse  un  Tribunal  de 
justicia. 

>Si  se  toma  la  población  como  elemento  constitutivo  de 
un  Tribunal  internacional,  es  necesario  decir  claramente 
cuál  número  de  habitantes  proporcionará  la  unidad  de  re* 
presentación.  Si  la  cifra  es  pequeña,  los  miembros  del 
Tribunal  serán  muy  numerosos;  si  es  grande,  el  número  de 
jueces  será  proporcionalmente  restringido.  Conviene  tomar 
un  término  medio,  de  modo  que  el  Tribunal  no  sea  tan  nu- 
meroso que  se  mueva  con  dificultad,  ni  tan  restringido  que 
deje  sin  representación  intereses  de  importancia.  Parece 
que  un  Tribunal  compuesto  de  diez  y  seis  ó  diez  y  siete 
jueces  estaría  en  condiciones  de  funcionar,  y  seria  á  la  par 
proporcionado  á  las  necesidades  internacionales  presentes* 
Se  cual  fuere,  por  otra  parte,  la  unidad  de  representación 
que  se  adopte,  un  Estado,  por  poblado  que  esté,  no  debe 
tener  jamás  sino  un  representante  en  el  Tribunal.  Los  in- 
tereses materiales  y  comerciales  encontrarán,  sin  embargo, 
su  expresión  en  esta  representación  nacional  única,  porque 
cada  Estado  determinado  debe  considerarse  siempre  como 
una  unidad. 

t  Agreguemos,  por  último,  que,  para  ser  fieles  á  la  con- 
cordancia de  los  intereses  materiales  y  la  población,  neoe^ 
sitaremos  representar  todos  los  elementos  combinados  de 
la  población  de  un  mismo  Estado,  incluso  el  elemento  co» 
lonial.  No  únicamente  los  intereses  de  la  metrópoli,  sino 
también  los  de  las  colonias  pueden  estar  sujetos  á  contro- 
versia ante  el  Tribunal  de  justicia.» 
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139.  Frente  á  esas  palabras  y  á  la  proposición  por  ellas 
mantenida,  se  produjo  en  la  Subcomisión  durante  .las  se- 
siones del  I. *^  y  el  3  de  Agosto  de  1907  el  siguiente  resul* 
tado.  Mientras  las  Delegaciones  de  Inglaterra  y  Alemania, 
comprendiendo  el  partido  que  podía  sacarse  de  tales  ideas 
contra  los  intereses  políticos  de  los  propios  Estados  Uni- 
dos y  de  la  América  toda,  se  colocaron  expresamente  en 
favor  del  principio  á  que  respondía  la  propuesta  norte- 
americana, Bélgica  y  el  Brasil  abogaron  resueltamente  por 
las  ventajas  del  régimen  de  1899  y  se  propusieron  demos- 
trar que  un  Tribunal  obligatorio  y  permanente  era  contra- 
rio á  la  naturaleza  misma  del  arbitraje  y  á  los  fines  que 
con  él  se  perseguían. 

Dos  repúblicas  americanas,  no  viendo  sin  duda  con  bas- 
tante claridad  todavía  el  alcance  y  tendencias  de  esa  mo- 
ción, un  tanto  obscura,  propusieron  otras  bases  para  orga- 
nizar el  Tribunal  permanente.  Una  de  ellas,  la  Argentina, 
abogó  por  la  cifra  del  comercio  exterior,  con  preferencia 
al  número  de  habitantes^  para  determinar  el  derecho  elec- 
toral de  las  naciones.  Qtra,  Venezuela,  se  inclinó  á  un  nú- 
mero de  jueces  igual  para  cada  una  de  las  tres  regiones 
del  globo:  Europa,  América  y  Asia,  que  habían  sido  con- 
vocadas á  la  Conferencia. 

La  Delegación  de  Haití  consignó  sus  dudas  respecto  á  la 
justicia  del  procedimiento  indicado  por  el  Sr.  Scott,  y  dos 
naciones  pequeñas  de  Europa,  Servia  y  Bulgaria,  hiriendo 
desde  el  principio  francamente  la  dificultad,  expresaron  la 
convicción  firme  y  la  necesidad  absoluta  de  que  el  Tribunal 
Arbitral  permanente  se  organizara  de  acuerdo  con  la  igual- 
dad jurídica  de  todos  los  Estados  del  mundo. 

Ante  esta  situación,  que  presagiaba  la  tempestad,  cedió 
la  presidencia  al  Sr.  Beaufort  el  primer  Delegado  de  Fran- 
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cia  Sr.  Bourgeois,  y  con  su  elocuencia  y  habilidad  indis- 
cutibles trató  de  llevar  el  asunto  á  un  terreno  en  que  pu« 
diera  conseguirse  un  acuerdo,  por  lo  menos  relativo. 

140.  Después  de  las  frases  conciliadoras  del  eminente 
hombre  público  que  dirigía  los  trabajos  de  la  primera  Co- 
misión, se  sometió  al  voto  de  los  reunidos,  no  la  propuesta 
norteamericana,  sino  la  posibilidad  de  tomarla  en  consi- 
deración. Estaba  presente  la  representación  de  cuarenta 
Estados  y  obtuvo  veintiocho  votos  contra  doce  abstencio- 
nes. Los  Estados  que  optaron  porque  se  tomará  en  consi- 
deración fueron;  Alemania,  Estados  Unidos  de  América, 
República  Argentina,  Brasil,  Bulgaria,  Chile,  China,  Co- 
lombia, Cuba,  República  Dominicana,  Francia,  Gran  Breta- 
ña, Haití,  Italia,  Japón,  Luxemburgo,  Méjico,  Montenegro, 
Panamá,  Paraguay,  Países  Bajos,  Perú,  Persia,  Portugal, 
Rusia,  Salvador,  Uruguay  y  Venezuela.  Se  habían  abste- 
nido Austria-Hungría,  Bélgica,  Dinamarca,  España,  Grecia, 
Noruega,  Rumania,  Servia,  Siam,  Suecia,  Suiza  y  Turquía, 

A  consecuencia  de  esa  votación,  el  proyecto  americano 
quedó  sometido  al  Comité  de  examen  B  de  la  primera 
Comisión,  primera  Subcomisión, 

14K  Inmediatamente  empezaron  á  circular  diversas 
combinaciones  y  proyectos  sobre  distribución  de  jueces 
bajo  la  base  de  la  población,  que  publicó  y  comentó  la 
Prensa  y  que  se  atribuían  á  la  Delegación  americana.  Como 
tenemos  el  propósito  de  no  llevar  á  este  libro  ningún  ante* 
cedente  que  no  tenga  carácter  oñcial  en  cuanto  á  lo  suce- 
dido en  la  Conferencia  y  que  no  pueda  comprobarse  con 
el  examen  de  sus  actas  y  documentación,  prescindiremos 
en  absoluto  de  esas  combinaciones. 
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Debemos  consignar,  sin  embargo,  que  la  población  del 
mundo  como  base  del  derecho  electoral  para  un  Tribunal 
de  justicia,  descansa  en  errores  evidentes  de  hecho  y  de 
derecho. 

La  sociedad  internacional  no  tiene  más  población 
que  los  Estados,  y  en  la  Conferencia  de  £1  Haya  sumaba 
cuarenta  y  cuatro  ó  cuarenta  y  cinco  unidades.  Descompo- 
ner al  Estado  en  sus  elementos  interiores  para  dar  á  cual- 
quiera de  ellos,  la  población,  el  territorio  ó  el  comercio, 
funciones  y  representación  internacionales,  supone  intro- 
ducir un  elemento  extraño  en  el  problema  que  lo  lleva  in- 
declinablemente á  soluciones  equivocadas. 

Dando  á  las  naciones  de  gran  extensión  territorial,  de 
gran  número  de  habitantes  ó  de  grandes  relaciones  mer- 
cantiles un  juez  permanente  y  exclusivo,  al  paso  que  se 
reúnen  los  demás  Estados  en  grupos  de  dos,  ó  de  cuatro, 
ó  de  ocho  ó  de  diez  para  la  elección  de  sus  jueces,  no  sólo 
se  habría  creado  una  desigualdad  evidente,  sino  que  la 
combinación  de  esos  electores  sería  prácticamente  imposi- 
ble. Hay  que  agrupar  los  Estados  fronterizos,  los  de  la 
misma  lengua  ó  los  de  creencias  comunes  ó  de  intereses  y 
relaciones  frecuentes.  Y  como  esos  son  precisamente  los 
qu»  están  divididos  por  cuestiones  políticas,  jurídicas  y 
económicas,  y  los  que  necesitan  entre  sí  con  mayor  fre- 
cuencia el  arbitraje,  la  elección  del  juez  común  sería  un 
nuevo  motivo  de  discordias.  Llegarían  algunos  Estados  á 
declararse  la  guerra  por  la  elección  para  el  Tribunal  de 
la  Paz. 

Es  muy  curioso  el  argumento  deducido  de  la  cantidad  de 
intereses  materiales.  Si  en  una  sociedad  interior  cualquie- 
ra, en  el  Estado  donde  las  clases  sociales  estén  mejor  ca- 
racterizadas, se  pretendiera  organizar  los  Tribunales  de 
Tomo  primeko.  i  i 
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justicia  dando  una  influencia  decisiva  en  el  nombramiento 
de  jueces  y  en  la  designación  directa  de  la  mayoría  de  los 
mismos  á  los  que  tengan  más  pleitos,  no  habría  quien  to- 
mara en  serio  ese  sistema.  Supóngase  un  país  cualquiera 
en  que  los  millonarios/ por  razón  de  sus  tierras  ó  de  sus 
industrias  ó  de  su  capacidad  mercantil  y  general,  tomaran 
el  gran  número  de  cuestiones  en  que  pueden  ser  parte  como 
motivo  para  decir  al  resto  de  la  población  que  en  un  Tri  - 
bunal  supremo  de  tres  jueces,  ellos  deben  nombrar  dos  y 
sus  contrarios  posibles  el  otro. 

Eso  es  lo  que  se  busca  con  el  número  de  habitantes 
como  elemento  del  derecho  electoral  entre  las  naciones.  Se 
quiere  que  estén  representados  y  reconocidos  los  intereses 
de  los  Estados  en  proporción  á  su  importancia.  Y  así  no  se 
crean  Tribunales  que  merezcan  el  respeto  y  la  confianza 
pública.  Hay  que  separarlos  de  todo  interés  que  no  sea  la 
justicia  y  de  toda  representación  que  no  sea  la  de  los  prin- 
cipios fundamentales  del  Derecho. 

Salta  á  la  vista  la  equivocación  del  sistema  con  el  argu- 
mento que  se  empleó  para  justificarlo.  Es  cierto  que  una 
sociedad  requiere  más  Tribunales  cuanto  más  población  y 
más  comercio  tiene;  pero  búsquese  la  nación  más  populosa 
y  más  rica  y  se  observará  inmediatamente  que  el  número 
de  sus  litigios  interiores  no  está  en  relación  con  el  de  sus 
contiendas  internacionales  y  que  éstos  nunca  se  sostienen 
entre  sus  propios  individuos,  sino  con  otros  Estados  de  di  - 
ferente  población  y  de  distinto  comercio. 

Más  aún,  las  estadísticas  de  los  arbitrajes  internaciona- 
les en  el  último  siglo  demuestran  que  ha  habido  muy  pocos 
entre  las  naciones  grandes  y  fuertes.  O  van  á  la  guerra,  ó 
se  ponen  de  acuerdo  en  negociaciones  diplomáticas.  Por  el 
contrario,  los  casos  de  arbitraje  son  frecuentes  entre  las 
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naciones  débiles  y  menudean  para  las  relaciones  de  las  pe- 
queñas y  las  grandes.  Si  el  número  de  litigios  fuera  la 
clave  del  derecho  á  elegir  los  jueces  internacionales,  las 
naciones  que  no  son  grandes  potencias  saldrían  benefícia- 
das.  Es  una  prueba  evidente  de  que  este  sistema  estadísti- 
co no  se  puede  aceptar  y  de  que  los  datos  de  la  vida  inte- 
rior no  son  aplicables  en  modo  alguno  á  la  comunidad  ju- 
rídica de  las  naciones. 

142.  Tan  de  cerca  se  vieron  estos  inconvenientes  y  tal 
efecto  debió  producir  la  opinión  general  sobre  las  Delega- 
ciones en  la  Conferencia,. que  los  partidarios  de  la  base  de 
la  población  se  batieron  inmediatamente  en  retirada.  Des- . 
pues  de  la  sesión  de  i."  de  Agosto  de  1907  no  volvió  á 
mencionarse  tal  propósito.  Cuando  el  Comité  de  examen  B 
se  reunió  por  vez  primera  trece  días  más  tarde,  se  había 
retirado  el  proyecto  norteamericano  de  que  tuvo  noticia  la 
Subcomisión  para  sustituirlo  por  uno  nuevo  que  presenta- 
ban unidas  la  propia  Delegación  de  los  Estados  Unidos  y 
las  de  Inglaterra  y  Alemania. 

Ese  proyecto  no  traía  la  distribución  de  jueces  ni  la  for- 
ma de  su  nombramiento.  Dichos  extremos  se  aclararon  por 
el  Sr.  Scott  cuatro  días  después  en  la  sesión  del  Comité  de 
17  de  Agosto  de  1907,  y  no  vinieron  como  una  propuesta 
definitiva,  sino  meramente  como  una  sugestión  y  como  ele- 
mento de  trabajo. 

La  nueva  propuesta  no  consistía  en  agrupar  las  naciones 
pequeñas  para  elegir  un  juez;  pero  agravaba  prácticamente 
la  situación.  En  un  Tribunal  que  hubieran  nombrado  todos 
los  pueblos  de  la  tierra,  estaban  todos  continuamente  re- 
presentados aunque  se  produjera  la  irritante  desigualdad  de 
que  unos  tuvieran  siempre  juez  completo  y  otros  la  décima 
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parte  de  un  juez.  £1  segundo  proyecto,  en  cambio,  basán- 
dose en  períodos  de  doce  años,  daba  un  juez  constante  á 
cada  una  de  estas  ocho  naciones:  Alemania,  Estados  Uni* 
dos  de  América,  Austria-Hungría,  Francia,  Gran  Bretaña, 
Italia,  Japón  y  Rusia.  Tres  naciones  de  tan  diferente  his» 
tona,  población,  territorio,  comercio  y  representación  actual 
como  España,  los  Países  Bajos  y  Turquía,  tendrían  juez  diez 
años  durante  esos  doce.  Para  que  no  hubiera  continuidad 
de  funciones,  respecto  de  esos  tres  Estados,  España  na 
tenía  juez  el  cuarto  año  ni  el  décimo,  á  los  Países  Bajos  les 
faltaba  el  sexto  y  el  duodécimo  y  lo  mismo  á  Turquía.  Den- 
tro del  favor  de  tiempo  se  marcaba  así  la  intermitencia,, 
que  habría  de  ser  un  gran  elemento  en  cuanto  á  la  canti- 
dad moral  y  material  de  influjo  y  peso  entre  los  arbitros. 
Trece  Estados  no  tendrían  juez  sino  cuatro  años  de  lo» 
doce,  con  la  misma  falta  de  continuidad.  Eran  la  Argenti- 
na, Bélgica,  Brasil,  Chile,  China,  Dinamarca,  Grecia,  Méji- 
co, Noruega,  Portugal,  Rumania,  Suecia  y  Suiza.  Cuatro^ 
Bulgaria,  Persia,  Servia  y  Siam,  estarían  representadas  dos 
años,  y  las  diez  y  ocho  naciones  restantes,  de  las  que  diez 
y  seis  son  Repúblicas  de  América,  nombrarían  juez  para  el 
Tribunal  un  solo  año  de  los  doce.  He  aquí  sus  nombres: 
Bolivia,  Colombia,  Costa  Rica,  Cuba,  República  Dominica- 
na, Ecuador,  Guatemala,  Haití,  Honduras,  Luxemburgo^ 
Montenegro,  Nicaragua,  Panamá,  Paraguay,  Perú,  Salva- 
dor, Uruguay  y  Venezuela. 

143.  Frente  á  este  proyecto  se  levantó  en  el  Comité 
enérgica  é  insistentemente,  con  el  apoyo  de  gran  parte  de 
América  y  de  varios  Estados  de  Europa,  la  Delegación  del 
Brasil. 

Vamos  á  insertar,  con  su  preámbulo,  la  moción  presen» 
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tada  á  dicho  Comité  de  examen  por  el  Sr.  Ruy  Barbosa,  en 
atención  á  que  algunas  de  sus  razones  son  de  tal  manera 
incontrovertibles  y  claras  que  perderían  mucho  de  su  fuer- 
za al  resumirlas  ó  modiñcarlas.  La  propuesta  con  que  ter- 
minan y  que  es  la  parte  más  débil  de  ese  trabajo,  porque 
se  presta  á  observaciones  que  cuidaremos  de  formular  más 
adelante,  se  presentó  también  como  base  de  los  debates  y 
no  como  una  idea  deñnitiva.  He  aquí  los  términos  de  ese 
documento: 

€  Considerando  que  fijar  ante  todo  para  el  Tribunal  per- 
manente de  arbitraje  un  número  arbitrario  de  jueces  con- 
iorme  á  cierta  idea  admitida  a  priori  sobre  sus  límites,  para 
tratar  de  acomodar  después  á  ese  número  la  representa- 
ción de  todos  los  Estados,  es  invertir  los  términos  necesa- 
rios é  inevitables  de  la  cuestión; 

> Considerando  que  esta  inversión  es  tanto  menos  justifi- 
cable cuanto  que  se  conoce  exactamente  el  número  de 
Estados  que  han  de  tener  representación  en  el  Tribunal  y 
se  adopta  para  dicha  representación  otro  número  inferior 
al  de  aquellos; 

> Considerando  que  al  invertir  de  este  modo  los  términos 
inalterables  del  problema  hay  que  arrogarse  la  facultad  de 
asignar  á  los  diferentes  Estados  representaciones  desigua- 
les en  el  Tribunal  internacional; 

> Considerando  que  en  el  convenio  para  el  arreglo  pací- 
iico  de  Iqs  conflictos  internacionales,  adoptado  en  El  Haya 
el  29^de  Julio  de  1899,  las  potencias  signatarias  entre  las 
que  se  encontraban  todas  las  de  Europa,  así  como  los  Es- 
tados Unidos  de  América,  Méjico,  China  y  el  Japón,  con- 
vinieron en  que  los  Estados  contratantes,  sea  cual  fuere  su 
importancia,  tendrían  todos  una  representación  igual  en  el 
Tribunal  permanente  de  arbitraje; 
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> Considerando  que  al  adoptar  esa  base,  no  sólo  realiza- 
ron un  acto  voluntario,  sino  admitieron  además  un  princi- 
pio de  que  no  era  posible  separarse  en  la  composición  de 
un  cuerpo  internacional  creado  con  el  ñn  de  juzgar  las  di- 
ferencias entre  Estados  independientes  y  soberanos; 

> Considerando  á  mayor  abundamiento  que  ese  principio 
inevitable  en  cualquiera  organización  de  naturaleza  análo- 
ga, se  impone  de  una  manera  especialmente  imperiosa 
cuando  se  trata  de  establecer  la  institución  definitiva  en 
que  los  Estados  depositan  la  más  alta  confianza  para  de- 
cidir jurídicamente  sus  litigios; 

^Considerando,  por  consiguiente,  que  no  cabe  prescindir 
para  el  Tribunal  en  proyecto  de  la  igualdad  de  todos  los  Es- 
tados signatarios,  la  cual  se  respetaría  asignando  á  cada  uno 
el  derecho  á  una  representación  completa  y  permanente; 

^Considerando  que  ningún  Gobierno  podría,  aunque  lo 
quisiera,  renunciar  á  ese  derecho  que  afecta  á  la  soberanía 
y,  por  tanto,  á  la  independencia  de  los  Estados  en  sus  re- 
laciones mutuas; 

>Co|isiderando  que  no  se  observa  ese  principio  permi- 
tiendo á  cada  Estado  que  nombre  un  miembro  para  el  Tri- 
bunal, si  ha  de  actuar  sólo  por  cierto  número  de  años  dis- 
tribuidos diversamente  entre  los  Estados  según  una  grada- 
ción de  importancia  qué  no  tiene  nada  que  ver  con  este 
asunto  y  que,  notoriamente  parcial  en  favor  de  ciertos  Es- 
tados europeos,  no  responde  á  la  realidad  evidente  de  los 
hechos; 

> Considerando  que  es  manifiestamente  sofístico  preten- 
der que  de  esta  manera  queda  satisfecha  la  igualdad  de  los 
Estados  como  unidades  soberanas  de  Derecho  internacio- 
nal público  y  que  no  se  atenta  á  tal  derecho  sometiéndolo 
á  simples  condiciones  de  ejercicio; 
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> Considerando  que  no  se  somete  á  simples  condiciones 
de  ejercicio  respecto  de  todos  los  que  lo  poseen  un  de  - 
recho  igual,  cuando  se  reduce  para  algunos  á  períodos  más 
ó  menos  limitados  al  paso  que  se  reserva  á  otros  el  privi- 
legio de  ejercitarlo  continuamente; 

> Considerando,  pues,  que  es  preciso  mantener  para  di- 
cho Tribunal  la  misma  regla  de  igualdad  continua  en  la 
representación  de  los  Estados  consagrada  por  el  Convenio 
de  1899; 

>  Considerando  que  al  invitar  á  la  segunda  Conferencia  de 
la  Paz  á  los  Estados  excluidos  de  la  primera,  no  se  ha  tenido 
por  objeto  que  firmen  solemnemente  un  acta  de  disminución 
de  su  soberanía,  reduciéndolos  á  la  escala  de  clasificación 
que  las  naciones  más  poderosas  tengan  á  bien  admitir; 

^Considerando  que  no  se  sirven  los  intereses  de  la  paz 
al  crear  entre  los  Estados,  mediante  estipulación  contrac- 
tual, categorías  de  soberanía  que  humillan  á  unos  en  pro- 
vecho de  otros,  socavando  las  bases  de  la  existencia  de 
todos  y  proclamando,  por  extraña  antilogía,  el  predominio 
jurídico  de  la  fuerza  sobre  el  derecho; 

> Considerando  que  si  pretende  establecerse  el  nuevo 
Tribunal  con  tales  bases^  es  preferible  no  crearlo,  sobre 
todo  cuando  las  naciones  disponen  del  Tribunal  actual 
para  el  arreglo  pacífico  de  los  conflictos  internacionales 
y  tienen  el  derecho,  que  esta  Conferencia  les  ha  reconoci- 
do y  que  no  podría  negarles,  de  acudir  libremente  á  otros 
arbitros; 

>Considerando  que  admitido  este  derecho  no  hay  venta- 
ja alguna  en  tener  dos  Tribunales,  uno  al  lado  del  otro  y 
ambos  estimados  como  permanentes; 

> Considerando  que  si  el  defecto  capital  que  se  atribuye 
al  Tribunal  existente  en  la  falta  de  verdadera  permanencia, 
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sería  más  práctico  y  más  útil  dársela,  corrigiendo  dicha 
3  Enperfección  reparable,  que  intentar  esa  dujplicación  de 
jurisdicciones  arbitrales; 

» Considerando  que  no  es  imposible  realizar  esa  aspira- 
ción utilizando  los  elementos  del  Tribunal  actual  para  so- 
meterlo á  una  reforma  que  le  dé  mayor  consistencia  y  á  la 
vez  una  permanencia  efectiva; 

^Considerando  que  para  obtener  dicha  permanencia  no 
es  en  modo  alguno  necesario  que  todos  los  miembros  re- 
sidan en  el  mismo  punto  que  el  Tribunal,  para  cuyas  sesio- 
nes plenarias  se  necesitaría  más  bien  un  quorum  mínimo, 
de  la  cuarta  parte,  por  ejemplo,  de  los  jueces  nombrados, 
estipulando  por  turno  para  ese  húmero  de  miembros  la 
obligación  de  residir  en  un  punto  cualquiera  de  Europa  del 
que  pudieran  trasladarse  á  £1  Haya  en  veinticuatro  horas, 
tan  pronto  como  se  les  convoque; 

»Considerando  que  con  esta  base  debe  limitarse  el  nú- 
mero á  quince  jueces  ó  lo  que  sería  preferible,  á  menos 
aún,  si  el  número  total  de  jueces  fuera  inferior  al  de  los 
Estados  signatarios; 

^Considerando,  en  efecto,  que,  según  las  reglas  admiti  - 
das  en  el  primer  Convenio  de  1899,  debe  otorgarse  á  las 
potencias  signatarias  la  facultad  de  ponerse  de  acuerdo 
pWPB.  la  designación  en  común  de  uno  ó  varios  miembros  y 
permitirse  asimismo  que  el  representante  ya  electo  de  un 
Estado  pueda  ser  designado  por  otros; 

> Considerando,  además,  que  el  derecho  de  representación 
en  el  Tribunal  sería,  como  todos  los  derechos,  voluntario 
ün  su  ejercicio,  que  probablemente  algunos  Estados  se 
abstendrían  de  utilizarlo  y  que  habría  la  necesidad  de  exi  - 
gir  previamente  garantías*  eficaces  de  la  obligación  de  pa  - 
^ar  la  retribución  al  juez  nombrado; 


DE  LOS    TRIBUNAtES  ARBITRALES  1 69 

«Considerando  que  de  esta  manera  podría  llegarse,  para 
Jbtt  sesiones  plenas  del  Tribunal,  á  un  número  de  miembros 
más  corto  que  el  exigido  por  la  combinación  contenida  en 
•d  proyecto  américo-anglo  alemán; 

»Considerando  que  con  esta  reducción  del  quorum  ordi- 
nario ganarían  las  funciones  del  Tribunal,  no  sólo  en  faci- 
lidad y  rapidez,  sino  también  en  suñciencia  y  capacidad, 
forque  en  los  Cuerpos  judiciales  muy  numerosos  hay  siem- 
pre una  tendencia  lamentable  entre  sus  miembros  á  des  - 
cansar  unos  en  otros  que  acaba  por  reducir  á  una  minoría 
pequeña  los  que  trabajan,  estudian  y  cumplen  á  conciencia 
«118  deberes; 

>Considerando,  además,  que  ese  quorum  total  no  tendría 
que  funcionar  sino  en  ciertos  casos,  cuando  las  partes  in- 
teresadas lo  exigieran  ó  hubiera  que  resolver  ciertas  din- 
cultades,  porque,  obedeciendo  á  la  esencia  misma  del  ar- 
bitraje cuyo  carácter  no  debe  desnaturalizarse,  debe  ase- 
gurarse á  las  partes  interesadas  en  el  litigio  el  derecho  de 
elegir  en  el  seno  del  Tribunal  el  juez  ó  los  jueces  á  que 
OMivengan  en  someter  la  decisión  de  sus  controversias; 

>La  Delegación  del  Brasil,  de  acuerdo  con  las  instruc- 
ciones más  terminantes  de  su  Gobierno,  no  puede  aceptar 
la  proposición  discutida  y  se  permite  indicar  para  la  re- 
dacción de  otro  proyecto  las  bases  siguientes: 

I 

A  fin  de  constituir  el  nuevo  Tribunal  permanente  de  ar  • 
bltraje,  designará  cada  potencia,  en  las  condiciones  esti- 
muladas por  el  Convenio  de  1899,  una  persona  capaz  de 
qercer  dignamente  las  funciones  de  arbitro  como  miembro 
de  dicha  institución.  Tendrá,  además,  el  derecho  de  nom- 
brar un  suplente.  Dos  ó  más  potencias  pueden  ponerse  de 
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acuerdo  para  la  designación  en  común  de  sus  representan- 
tes en  el  Tribunal.  La  misma  persona  puede  ser  designada 
por  diferentes  potencias.  Las  potencias  signatarias,  si  les 
fuere  posible,  elegirán  sus  representantes  para  el  Tribunal 
nuevo  entre  los  que  componen  el  actual. 

II 

Tan  pronto  como  esté  organizado  el  nuevo  Tribunal, 
dejará  de  existir  el  antiguo. 

III 

Las  personas  nombradas  prestarán  sus  servicios  por 
nueve  años,  y  no  podrán  ser  destituidas  sino  en  los  casos 
en  que  los  magistrados  inamovibles  pierdan  sus  puestos 
conforme  á  la  legislación  de  su  respectivo  país. 

•     IV 

Ninguna  potencia  podrá  ejercitar  el  derecho  al  nombra- 
miento sino  obligándose  á  pagar  los  honoracios  del  juez 
que  designe,  y  depositándolos  previamente  cada  año  en  las 
condiciones  que  el  Convenio  establezca. 

V 

Para  que  él  Tribunal  delibere  en  sesión  plena  se  necesi- 
ta, por  lo  menos,  la  presencia  de  la  cuarta  parte  de  los 
miembros  nombrados.  Con  objeto  de  asegurar  este  quo- 
rum se  dividirán  los  miembros  nombrados  en  tres  grupos, 
siguiendo  el  orden  alfabético  de  los  ñrmantes  del  convenio. 
Los  jueces  correspondientes  á  cada  uno  de  esos  grupos 
actuarán  por  turno  tres  años,  durante  los  cuales  estarán 
obligados  á  fijar  su  residencia  en  un  lugar  desde  el  que 
puedan  trasladarse  á  El  Haya  en  veinticuatro  horas  á  la 
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primera  citación  telegráfica.  Sin  embargo,  todos  los  miem- 
bros del  Tribunal  tienen  el  derecho  de  actuar  siempre  en 
las  sesiones  plenas,  aunque  no  pertenezcan  al  grupo  espe- 
cialmente convocado. 

VI 

Las  partes  contendientes  quedan  en  libertad  de  someter 

sus  diferencias  al  Tribunal  en  pleno  ó  de  escoger  de  su 

seno  para  que  las  resuelva  el  número  de  jueces  que  crean 

conveniente, 

VII 

£1  Tribunal  será  convocado  á  sesión  plenaria  cuando 
tenga,  que  resolver  litigios  que  le  hayan  sido  confiados  por 
las  partes  ó  en  los  asuntos  que  las  mismas  sometan  á  un 
número  menor  de  arbitros,  cuando  estos  últimos  acudan-  al 
Tribunal  pleno  para  resolver  una  cuestión  entre  ellos  sus- 
citada durante  la  contienda. 

VIII 

Para  completar  la  organización  del  Tribunal  se  adoptará 
todo  lo  que  no  sea  contrario  y  parezca  útil  en  las  disposi- 
ciones del  proyecto  anglo-germano-americano.» 

144.  Comparados  los  dos  proyectos  á  que  nos  acaba- 
mos de  referir  en  los  números  precedentes,  se  observa  que 
difieren  en  cuanto  al  ejercicio  del  derecho  de  nombrar  los 
jueces  para  el  Tribunal  permanente,  pero  están  dominados 
por  preocupaciones  comunes,  á  no  ser  que  el  segundo  haya 
querido  apartarse  lo  menos  posible  del  primero  para  au- 
mentar de  ese  modo  las  probabilidades  de  éxito. 

Todos,  en  efecto,  parten  del  nombramiento  temporal  de 
los  jueces,  despojando  sus  funciones  de  la  estabilidad  vita- 
licia y  permitiendo  la  ingerencia  censurable  de  los  Gobier- 
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nos  que  los  nombran,  como  resultado  fácil  de  su  amovili- 
dad. Todos  establecen  asimismo  un  sistema  de  rotación  ó 
turnO;  en  virtud  del  cual  ha  de  permanecer  inactiva  y  de- 
dicada quizá  á  otras  funciones  de  la  vida  interior  una  parte 
de  los  jueces  durante  más  de  la  mitad  de  su  tiempo  de 
funciones.  La  consagración 'total  á  ese  cargo,  la  seguridad 
de  la  vida  material  futura  y  la  independencia  de  todos  los 
estímulos  y  las  contingencias  interiores  de  su  respectivo 
Estado^  desaparecen  en  semejante  organización,  poco  apro- 
piada para  afianzar  el  prestigio  del  Tribunal  permanente. 
No  obstante  la  importancia  de  esos  defectos,  absorbió 
la  atención  y  fué  punto  capital  de  los  debates  la  igualdad 
en  el  nombramiento  de  los  jueces  y  en  sus  condiciones  de 
ejercicio.  A  la  protesta  del  Brasil  sobre  ese  extremo  se 
unieron  vigorosamente  en  el  Comité  las  de  Méjico  y  Persia. 
Otras  naciones,  Rumania  y  Bélgica,  llegando  hasta  el  fondo 
mismo  del  problema  para  cortarlo  de  raíz,  unieron  su  voz 
á  las  que  hemos  citado  anteriormente  para  sostener  en  di- 
cho Comité  con  más  ó  menos  viveza  que  no  era  necesario 
ni  útil  siquiera,  crear  un  nuevo  Tribunal  permanente  y  que 
bastaba  mantener,  tal  vez  reformándolo  en  algunos  extre- 
mos, el  organizado  por  el  Convenio  de  El  Haya  de  1899. 

145.  Después  de  una  serie  de  sesiones  en  que  el  Comi- 
té de  examen  hubo  de  discutir  amplia  y  repetidamente  la 
cuestión,  se  constituyó  para  estudiarla  un  Subcomité,  com- 
puesto de  los  ocho  primeros  Delegados  de  Rusia,  Francia, 
Estados  Unidos  de  América,  Alemania,  Brasil,  Austria, 
Italia  é  Inglaterra,  Sres.  Nelidow,  Bourgeois,  Choate,  Ba- 
rón Marschall,  Ruy  Barbosa,  Merey,  Conde  de  Tornielli  y 
sir  Edward  Fry. 

Eran  los  representantes  de  siete  grandes  potencias,  á 
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cada  una  de  las  cuales  se  asignaba  un  juez  constante  y  en 
realidad  permanente  en  el  proyecto  anglo-germano-ameri- 
cano,  y  frente  á  ellos  estaba  sólo  el  Embajador  del  Brasil 
como  representación  única  de  los  treinta  y  cinco  Estados 
disminuidos  y  un  tanto  humillados  en  su  categoría  y  su 
representación  internacional  por  el  cuadro  de  jueces  tem- 
porales. Pero  de  tal  manera  se  había  puesto  de  relieve  la 
injusticia  de  esa  idea,  y  tal  era  la  suerte  que  le  hubiera 
reservado  una  votación  de  la  Conferencia,  que  el  Sr.  Nell- 
dow  dio  cuenta  al  Comité  de  examen  de  los  trabajos  del 
Subcomité  en  ese  extremo,  limitándose  á  pronunciar  en  la 
sesión  de  i8  de  Septiembre  de  1907  estas  palabras,  que 
tienen  el  laconismo  de  un  epitafio:  «El  proyecto  anglo 
americano  no  ha  sido  apoyado  y  se  ha  rechazado  el  siste- 
ma de  la  rotación.» 

Sean  cuales  fueren  los  motivos,  no  explicados  pública- 
mente, que  tuvieron  las  grandes  potencias  para  llegar  á 
esa  solución,  constituirá  siempre  un  título  de  honor  haber 
destruido  por  sí  mismas,  en  un  Subcomité  que  de  hecho 
monopolizaban  el  intento  de  dominar  á  los  Estados  peque- 
ños con  las  apariencias  de  una  justicia  internacional,  des- 
pués de  haber  demostrado  la  historia  que  nunca  llegarían 
á  sujetarlos  por  medio  de  la  fuerza. 

146.  Dijo  igualmente  el  Sr.  Nelidow  en  la  sesión  antes 
mencionada  que  el  Subcomité  había  examinado  un  sistema 
de  elección,  en  cuya  virtud  los  miembros  del  Tribunal 
de  1899  designarían  entre  sí  quince  ó  diez  y  siete  jueces 
para  organizar  el  nuevo.  Hubo  también  oposición  á  tal 
procedimiento  y  se  objetó  que  no  siendo  jurisconsultos  to- 
dos los  miembros  del  Tribunal  de  1899,  les  faltaban  las 
garantías  indispensables  para  esa  misión. 
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£1  Subcomité  se  propuso  combinar  los  dos  principios  del 
nombramiento  y  de  la  elección,  y  se  discutió  la  posibilidad 
de  que  cada  Gobierno  designara  cuatro  candidatos  para 
que  los  miembros  del  Tribunal  hoy  existente  sirvieran  de 
electores  definitivos.  Esta  solución  no  fué  tampoco  acepta- 
da, y  el  asunto  voívió  íntegro,  por  no  decir  fracasado,  al 
Comité  de  examen. 

147.  Allí  Mr.  Choate,  en  la  misma  sesión  de  j8  de 
Septiembre  de  1907,  propuso  una  solución  nueva,  cuyo 
principal  defecto  era  lo  tardía.  Hela  aquí: 

I.  Cada  potencia  signataria  tendrá  la  facultad  de  nom- 
brar un  juez  y  un  suplente,  capacitados  para  dichas  fun- 
ciones y  dispuestos  á  aceptarlas,  y  transmitirá  sus  nombres 
á  la  Oficina  internacional. 

II.  La  Oficina  formulará  una  lista  de  los  jueces  y  su- 
plentes propuestos,  con  expresión  de  las  naciones  que  los 
indican  y  la  transmitirá  á  todas  las  potencias  signatarias. 

III.  Cada  potencia  signataria  comunicará  á  la  Oficina 
los  jueces  y  suplentes  de  dicha  lista  que  elige,  votando  de 
una  vez  por  quince  de  cada  uno  de  ellos. 

IV.  Cuando  la  Oficina  reciba  los  votos  formulará  la  lista 
de  los  quince  jueces  y  quince  suplentes  que  hayan  obtenido 
mayoría. 

V.  En  caso  de  igualdad  de  votos  que  afecte  á  la  elec- 
ción de  los  quince  jueces  y  los  quince  suplentes,  la  Oficina 
decidirá  entre  ellos  mediante  un  sorteo. 

VI.  Caso  de  vacante  de  un  juez  propietario  ó  supletíte 
la  cubriría  el  Estado  que  lo  haya  propuesto. 

148.  Después  de  cambiar  algunas  observaciones,  se 
puso  á  votación  en  el  Comité  el  principio  de  la  elección. 
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tal  como  lo  formulaba  la  proposición  norteamericana,  con 
el  siguiente  resultado:  Le  fueron  favorables  cinco  Estados: 
los  Países  Bajos,  los  Estados  Unidos  de  la  América  del 
Norte,  Perú,  Grecia  y  Francia.  En  contra  votaron  nueve: 
Alemania,  Gran  Bretaña,  Italia,  Brasil,  Portugal,  Austria, 
Rumania,  Bélgica  y  Rusia.  La  nueva  proposición  america- 
na quedó,  pues,  rechazada  por  una  gran  mayoría. 

149.  Ante  esta  situación  los  Delegados  ingleses  pidie- 
ron al  Comité  que  acordara  recomendar  á  la  Comisión  que 
aceptara  el  proyecto  votado  para  que  los  Gobiernos  lo  pu- 
sieran en  vigor  cuando  hubieran  llegado  á  un  acuerdo 
sobre  la  elección  de  jueces  y  la  constitución  del  Tribunal. 

No  faltó  quien  se  opusiera  justificadamente  á  la  adop- 
ción definitiva  de  un  proyecto  acéfalo,  cuya  redacción  mis- 
ma había  de  variarle  con  las  alteraciones  del  sistema  para 
nombrar  los  jueces;  pero  la  resolución  propuesta  se  votó 
en  el  Comité  el  i8  de  Septiembre  de  1907  por  ocho  Esta- 
dos contra  cinco  y  dos  abstenciones.  Formaron  la  mayoría 
los  Países  Bajos,  Alemania,  Inglaterra,  los  Estados  Unidos 
de  América,  Italia,  Portugal,  Rusia  y  Francia.  Se  opusieron 
Grecia,  Perú,  Brasil,  Rumania  y  Bélgica.  Y  los  abstenidos 
fueron  Austria-Hungría  y  Luxemburgo. 

150.  En  esas  condiciones  se  llevó  el  asunto  á  la  pri- 
mera Comisión  el  10  de  Octubre  de  1907.  Allí  se  adoptó 
el  conjunto  de  proyecto  de  Tribunal  permanente,  sin  indi- 
cación alguna  sobre  la  forma  de  constituirlo,  por  treinta  y 
ocho  votos  contra  tres.  Estos  últimos  fueron  los  de  Bélgi- 
ca, Rumania  y  Suiza.  Se  abstuvieron  otros  tres:  Dinamar- 
ca, Grecia  y  Uruguay. 

Durante  el  corto  debate  que  el  asunto  motivó,  hizo  el  se- 
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ñor  Beldiman  algunas  observaciones  sobre  el  fracaso  del 
proyecto  y,  la  imposibilidad  de  tener,  respecto  del  mismo, 
una  opinión  definitiva  mientras  no  estuviera  resuelto  el 
punto  capital,  y  formularon  reservas  explícitas  sobre  el  res- 
peto á  la  igualdad  de  los  tres  Estados  en  el  nombramienlSó 
de  los  jueces  las  Delegaciones  de  Chile,  República  Domini- 
cana, Haití,  Siam  y  Venezuela. 

La  resolución  inglesa,  á  que  nos  hemos  referido  en  el  nú- 
mero anterior,  fué  leída  y  adoptada  por  la  Comisión  en  la 
forma  siguiente:  «La  Conferencia  recomienda  á  las  poten  - 
cías  signatarias  la  adopción  del  proyecto  que  ha  votado 
para  el  establecimiento  de  un  Tribunal  de  justicia  arbitraF 
y  su  implantación  tan  pronto  como  se  llegue  á  un  acuerdo 
sobre  la  elección  de  jueces  y  la  constitución  de  dicho  Tri- 
bunal.» 

151.  El  16  de  los  mismos  mes  y  año  se  trató  del  par- 
ticular en  la  Conferencia,  y  sin  que  la  Comisión  hubiera 
vuelto  á  reunirse  ni  el  Comité  tuviera  facultades  para  alte- 
far  las  resoluciones  de  aquella,  se  presentó  bajo  esta  for- 
ma la  moción  antes  transcrita:  cLa  Conferencia  recomien- 
da á  las  potencias  signatarias  la  adopción  del  proyecto  ad- 
junto para  el  establecimiento  de  un  Tribunal  de  justicia 
arbitral  y  su  aplicación  tan  pronto  como  exista  acuerdo 
sobre  la  elección  de  jueces  y  la  constitución  de  dicho  Tri- 
bunal. > 

Quedó  suprimida,  en  consecuencia,  la  afirmación  de  que 
el  proyecto  había  sido  votado  y  no  se  sometió  dicho  pro- 
yecto á  la  resolución  de  la  Conferencia  en  pleno.  Fué  un: 
elemento  más  de  debilidad  ante  la  opinión  de  los  Gobiernos 
y  del  mundo. 
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152.  La  resolución  misma^  tan  ineficaz  y  anodina,  obtu- 
vo treinta  y  seis  votos  favorables  contra  las  abstenciones  de 
3élgica,  Dinamarca,  Grecia,  Rumania,  Suecia  y  Uruguay. 

De  esos  treinta  y  seis  votantes  formularon  reservas  ex- 
plícitas sobre  la  composición  del  Tribunal  permanente  para 
dejar  á  salvo  en  todo  caso  el  principio  de  la  igualdad  jurí- 
dica de  los  Estados,  las  quince  naciones  siguientes:  Méjico, 
Brasil,  Colombia,  Salvador,  Persia,  Guatemala,  Haití,  Ve- 
nezuela, Paraguay,  República  Dominicana,  Panamá,  Ecua* 
dor,  China,  Bolivia  y  Nicaragua. 

Sumadas  estas  quince  reservas  á  las  seis  abstenciones, 
la  resolución  parece. haber  obtenido  el  asentimiento  incon- 
dicional de  veintitrés  votos  contra  veintiuno.  Esta  débil 
mayoría  no  tiene,  sin  embargo,  verdadera  fuerza  moral, 
porque  el  propio  Delegado  norteamericano  Mr.  Choate  ha- 
bía declarado  en  el  Comité  literalmente  el  5  de  Septiembre 
que  dejar  el  asunto  á  los  Gobiernos  ó  á  otra  Conferencia 
€sería  una  verdadera  bancarrota  y,  si  no  queremos  alimen- 
tarnos de  ilusiones,  llevaría  prácticamente  al  entierro  del 
proyecto  de  Tribunal  permanente.»  Estas  manifestaciones 
y  algunas  otras  que  se  hicieron  en  el  Comité,  inducen  á 
pensar  que  entre  esos  veintitrés  votos  favorables  sin  reser- 
va alguna,  obedeció  la  mayor  parte  á  consideraciones  muy 
diferentes  del  entusiasmo  y  del  empeño  por  el  proyecto  á 
que  la  resolución  aludía. 

153.  ^Debe  lamentarse  este  resultado?  En  otros  térmi- 
nos, ^hace  falta  y  es  realmente  necesario  el  Tribunal  perma- 
nente? De  su  utilidad  no  cabe  tener  duda.  Facilitaría  con- 
siderablemente el  arbitraje,  evitando  las  dificultades  y  las 
demoras  que  motivan,  así  la  elección  de  jueces  como  su  re- 
unión y  funcionamiento.  Cortaría  de  raíz  las  dificultades 
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económicas  que  origina  el  aumento  incesante  de  la  retribu- 
ción de  los  arbitros,  dando  carácter  periódico  á  ese  nuevo 
gasto  relativamente  pequeño  de  la  justicia  nacional.  Haría, 
por  último,  mucho  más  frecuentes  los  arbitramentos,  pre- 
sentándolos ante  los  hombres  de  Estado  y  la  diplomacia 
como  una  solución  casi  de  rutina,  que  ahorra  disgustos, 
tiempo  y  complicaciones. 

Nada  de  esto,  sin  embargo,  tiene  fuerza  bastante  para 
que  la  vida  internacional  se  estime  dislocada  y  como  trunca 
mientras  falte  un  Tribunal  de  justicia  en  funciones  conti- 
nuadas. Si  ha  de  ser  voluntario  en  la  mayor  parte  de  las 
cuestiones  que  puedan  someterse  á  su  jurisdicción,  fuera  y 
dentro  del  Convenio  de  El  Haya  de  1899,  ahora  reprodu- 
cido y  ratificado,  existen  medios  suficientes  para  constituir- 
lo en  cada  caso.  La  historia  ya  nutrida  del  arbitraje  ha  po- 
dido llegar  hasta  los  éxitos  prácticos  y  científicos  de  que  hoy 
se  envanece,  sin  esa  institución,  que  hubiera  sido  tal  vez 
una  cortapisa  para  su  desarrollo.  La  falta  de  confianza  en 
el  Tribunal  permanente  ó  la  falta  de  intervención  en  el 
nombramiento  de  sus  jueces  y  de  representación  constante 
en  su  seno,  habrían  impedido  el  arbitraje  en  buen  número 
de  litigios  que  hoy  forman  parte  del  inventario  de  sus 
glorias. 

Tal  vez  el  carácter  obligatorio  de  la  solución  arbitral,  á 
que  no  pudo  llegarse  en  la  Conferencia,  daría  mayores  ca- 
racteres de  necesidad  al  Tribunal  permanente.  Pactada  la 
solución  por  arbitramento  de  cierta  clase  de  cuestiones  no 
surgidas  todavía,  cuanto  menos  tengan  que  hacer  los  con  • 
tendientes  el  día  que  la  dificultad  exista,  más  fácil  es  que 
se  cumpla  sin  obstáculos  el  convenio  sobre  arbitraje  obli  - 
gatorio.  Pero  interesa  no  olvidar,  de  una  parte,  que  dicho 
arbitraje  obligatorio  puede  funcionar  mecánicamente  sin 
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que  exista  un  Tribunal  en  acción  continua,  según  hemos 
visto  en  el  capítulo  anterior  en  los  tratados  de  Italia  con 
Méjico  y  la  Argentina  y,  de  otra  parte,  que  á  los  argumen* 
tos  prácticos  con  que  lucha  la  idea  del  arbitramento  forza- 
do, se  había  de  sumar  la  resistencia  á  los  arbitros  ñjos  en 
quienes  no  se  tenga  plena  confianza  de  antemano. 

El  Tribunal  permanente  de  arbitraje  es.,  por  lo  tanto,  un 
progreso  apetecible,  aunque  no  una  exigencia  indeclinable 
de  la  vida  internacional  contemporánea,  y  su  organización 
equivocada  podría  comprometer  la  causa  de  la  justicia  en- 
tre los  Estados,  lejos  de  servirla. 

T54.  Así  cabe  explicarse  fácilmente  la  actitud  que  adop- 
taron, frente  al  proyecto  de  los  Estados  Unidos  de  Améri- 
ca, las  Delegaciones  de  buen  número  de  los  países  que 
tenían  representación  en  la  Conferencia.  Se  deshicieron  en 
elogios  á  la  iniciativa  norteamericana  y  pregonaron  noble- 
mente; las  ventajas  de  un  Tribunal  en  funciones  continuas; 
pero,  en  términos  más  ó  menos  explícitos,  le  pusieron  por 
condición  previa  que  su  jurisdicción  no  fuera  obligatoria  ni 
su  competencia  necesaria.  Admitieron  la  creación  de  un 
Tribunal  que  estuviera  dispuesto  en  cada  instante  á  admi- 
nistrar justicia,  siempre  que  les  quedara  libre  y  expedito  el 
derecho  de  no  utilizarlo  nunca.  No  renunciaban  al  arbitraje 
que  es  ya  una  conquista  imborrable  de  la  civilización  mo- 
derna, pero  lucían  su  entusiasmo  por  él^  reservándose  la 
facultad  de  servirse,  así  del  Tribunal  proyectado,  como  del 
que  estableció  la  Conferencia  de  1899,  ó  de  cualquier  otro 
que  pudiera  organizarse  para  cada  litigio  especial. 

No  debe  atribuirse  únicamente  á  un  sentimiento  de  des- 
confianza respecto  de  ]a  nueva  institución  esa  actitud  de  la 
Conferencia  de  El  Haya.  Sin  duda  alguna  el  misterio  de 
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que  se  rodeó  la  designación  de  los  jueces  y  la  demora  en 
publicar  ese  detalle  capital  del  proyecto  en  la  Comisión  y 
en  el  Comité,  contribuyeron  mucho  á  fomentar  la  preocu- 
pación de  que  no  debía  ser  conveniente,  ni  práctica,  ni  jus- 
ta una  organización  tan  ocultada  ó  tan  difícil.  Pero  esta 
falta  de  confíanza  que  se  transparenta  en  todos  los  debates, 
se  unía  á  un  principio  inseparable  de  la  institución  arbitral, 
que  es  el  de  la  libre  elección  de  los  jueces. 

£1  Tribunal  permanente  presenta  alguno  de  los  caracteres 
del  poder  judicial  interior,  y  la  independencia  y  la  igual- 
dad de  las  naciones  excluyen  de  su  comunidad  jurídica  esa 
forma  del  poder  judicial  internacional.  La  soberanía  del 
Estado  no  se  opone  á  que  someta  voluntariamente  al  arbi- 
traje sus  diferencias  exteriores;  pero  queda  disminuida  y 
rebajada  si  hay  fuera  de  sus  límites  un  cuerpo  judicial  ñjo 
que  lo  cite  y  lo  condene.  La  sociedad  de  los  Estados  persi- 
gue fínes  enteramente  distintos  de  los  que  justifican  la  vida 
nacional  y  la  identidad  formularia  de  sus  organizaciones 
contraría  esa  diversidad  de  propósitos. 

155,  Cabe  deducir  de  lo  expuesto  los  dos  principios 
fundamentales  á  que  en  nuestra  opinión  es  necesario  ajus- 
tar  hoy  el  funcionamiento  de  un  Tribunal  internacional  per- 
manente. 

Importa  mucho,  ante  todo,  que  el  principio  de  igualdad 
de  los  Estados  siga  observándose  rigurosamente,  porque  es, 
á  partir  del  tratado  de  Westfalia  de  1 848,  en  d  orden  prác* 
tico  y  de  la  obra  fundamental  de  Grocio  en  lo  científico,  la 
base  de  todos  los  actos  internacionales  en  que  se  revela  y 
se  ejercita  la  soberanía  exterior.  Se  trata  asimismo  de  un 
elemento  esencial  de  la  justicia,  que  debe  estar  sobre  todos 
los  que  juzgue  ó  ser  la  obra  común  de  cuantos  se  sometan 
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á  ella.  Desde  que  un  litigante  nombra  los  jueces  ó  la  mayo- 
ría del  Tribunal,  ó  tiene  voz  preponderante  en  su  composi- 
ción, falta  al  Tribunal  la  imparcialidad  y  el  respeto  que 
son  indispensables  para  la  garantía  de  sus  funciones  y  el 
cumplimiento  voluntario  de  sus  fallos. 

Es  indudable  que  el  principio  de  igualdad  jurídica  de  los 
Estados  no  se  respetaba  tomando  como  base  la  población 
ó  el  comercio,  que  son  elementos  interiores,  ni  establecien- 
do una  rotación  entre  los  jueces  de  manera  que  ciertas  na- 
ciones tuvieran  siempre  allí  su  funcionario  y  otras  estuvie- 
ran representadas  solamente  durante  ocho  años  cada  siglo. 
No  hay  argumentación  capaz  de  encubrir  con  la  palabra 
igualdad  esta  enorme  diferencia. 

Ni  las  grandes  potencias  mismas  debieron  sentirse  satis- 
fechas de  esa  rotación^  que  en  defínitiva  condenaron.  Los 
Estados  Unidos,  por  ejemplo,  debían  renunciar  á  las  apli- 
caciones judiciales  de  la  doctrina  de  Monroe  ante  un  Tri- 
bunal en  que  mandaban  las  principales  naciones  del  conti- 
nente europeo.  Hubieran  sido,  caso  de  triunfar  sus  indica- 
ciones, prisioneros  y  víctimas  de  su  propia  obra.  Lo  que  ha 
comprendido  Inglaterra  después  de  coadyuvar  á  un  Tribu- 
nal internacional  de  presas,  de  organización  no  menos  in- 
justa y  arbitraria,  lo  hubiera  aprendido  á  su  costa  la  Amé- 
rica del  Norte  en  los  primeros  litigios  internacionales  falla- 
dos por  ese  Tribunal  de  privilegio.  Y  situaciones  parecidas 
habrían  de  presentarse  para  los  demás  Estados  que  aspira- 
ron ambiciosa  é  incautamente  al  monopolio  de  la  justicia 
arbitral. 

156.  El  otro  principio,  no  menos  importante,  exige  que 
la  jurisdicción  de  los  arbitros  sea  voluntaria  en  cuanto  ala 
elección  de  jueces.  Esté  ó  no  esa  elección  en  la  naturaleza 
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del  arbitraje,  la  condición  actual  de  la  sociedad  de  las  na- 
ciones obliga  á  mantenerla.  Se  tiende^  en  las  relaciones 
particulares  de  varios  Estados^  á  conñar  previamente  á  un 
tercero  conocido  y  determinado  la  elección  de  los  jueces  ó 
del  juez  único,  cuando  las  partes  contendientes  no  han  He- 
gado  á  un  acuerdo;  pero  hay  mucha  diferencia  de  cantidad 
entre  ese  sistema  y  el  de  una  organización  permanente  de 
cuyos  orígenes,  influjos  y  tendencias  se  ignora  todo  en  e} 
momento  de  aceptarla. 

1 57.  Si  á  lo  expuesto  se  agrega  que  los  jueces,  en  el 
proyecto  anglo-germano-americano,  no  habían  de  ser  ina- 
movibles y  vitalicios,  sino  electos  cuando  más  para  un  pe- 
ríodo de  doce  años,  y  que  no  estaban  despojados  de  toda 
relación  simultánea  ó  posterior  con  los  países  que  los  nom* 
braban,  se  comprende  fácilmente  la  oposición  que  hubo  de 
encontrar  el  proyecto  en  el  seno  de  la  Conferencia,  en  la 
prensa  del  mundo  y  en  la  opinión  imparcial  y  desinteresada 
de  profesores  y  jurisconsultos. 

158.  ^Es  imposible  la  solución  del  problema?  Nos  pa- 
rece que  no.  Pueden  idearse  muchas  combinaciones  que 
dejen  á  salvo  las  necesidades  prácticas  y  teóricas  á  que  nos 
hemos  referido  en  estas  páginas.  Apuntaremos  dos  como 
ejemplo  y  base  de  estudio. 

Ambas  parten  de  que  cada  nación  signataria  elija  un  juez 
para  el  Tribunal  permanente  y  de  que  este  juez  haya  de  ser 
innmovible,  vitalicio  y  sólo  responsable  ante  los  demás 
miembros  del  Tribunal,  constituido  en  pleno  para  juzgarlo. 
Toda  combinación  en  cuya  virtud  puedan  concertarse  va- 
rios Estados  para  nombrar  un  juez  ó  pueda  una  misma  per- 
sona obtener  ese  cargo  simultánea  ó  sucesivamente  de  va- 
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rios  países,  descansa  en  consideraciones  económicas  de 
muy  poco  valor  práctico,  se  presta  á  la  ambición  de  acu- 
mular nombramientos,  no  se  armoniza  bien  con  la  perma- 
nencia de  funciones  cuando  no  son  permanentes  los  motivos 
en  que  descansa  esa  asociación  de  electores,  y  puede  origi- 
nar cierto  desnivel  de  representación  y  de  prestigio  entre 
los  miembros  del  Tribunal.  Cuanto  limite  á  cierto  número 
de  años  la  función  de  los  juece^  los  sujeta  para  su  porvenir 
á  influjos  nacionales,  lo  mismo  en  el  caso  de  reelección  po- 
sible que  en  el  de  necesidades  económicas  de  nueva  fun- 
ción al  regresar  á  su  país.  Y  permitiendo  juzgar  de  su  in- 
capacidad ó  de  sus  faltas  á  los  poderes  interiores  de  la 
nación  que  los  designe,  se  atenta  un  poco  también  á  la  im- 
parcialidad suprema  y  soberana  que  requiere,  no  sólo  la 
naturaleza  de  sus  juicios,  sino  también  en  gran  manera  el 
éxito  de  la  nueva  institución. 

Con  estas  condiciones  fundamentales,  quedarían  interna- 
cionalizados los  jueces  y  habría  en  rigor  una  justicia  inter- 
nacional. El  sacrificio  de  una  retribución  más  para  cada 
Estado  es  muy  pequeño,  en  comparación  de  las  ventajas 
que  supone  en  el  orden  nacional  y  en  el  humano. 

159.  Ya  con  los  jueces  nombrados  por  las  potencias 
signatarias  hay  dos  caminos  para  que  funcione  el  Tribunal. 
Podría  considerarse  ese  Colegio  judicial  como  una  lista  per- 
manente de  jurados,  de  la  que  se  escogieran  por  sorteo 
cinco,  siete,  nueve,  etc.,  para  cada  caso.  Las  naciones  inte- 
resadas tendrían  el  derecho,  que  es  una  forma  electoral  in- 
directa, de  recusar  sin  causa,  por  motivos  de  alta  política, 
los  jurados  producto  del  sorteo,  y  por  esta  última  manera 
se  iría  completando  el  Tribunal  hasta  obtener  el  quorum 
mínimo  necesario.  Es  muy  difícil  que  entre  cuarenta  y  cin- 
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co  jurisconsultos  eminentes,  de  los  que  cada  uno  procede 
de  una  nación  distinta,  no  quedaran  cinco  libres  de  toda 
recusación  por  las  partes  contendientes.  Los  Estados  que 
sometieran  una  cuestión  á  arbitraje,  tendrían  asimismo  el 
derecho  de  empezar  escogiendo  los  arbitros  entre  la  lista 
de  jueces,  sin  necesidad  de  sorteos  ó  recusaciones. 

160.  También  cabría  dividir  por  sorteo  los  cuarenta  y 
cinco  jueces  en  cinco  secciones  y  turnar  ó  sortear  entre 
ellas,  como  se  hace  en  los  Tribunales  ofdinarios  interiores, 
los  asuntos  que  vayan  presentándose.  Para  todas  las  mate- 
rias sin  importancia  política  que  irían  descargando  los  Mi- 
nisterios de  Relaciones  exteriores  sobre  el  Tribunal  perma- 
nente, cabría  servirse  de  ese  medio.  Cuando  requiriera  otra 
cosa  la  importancia  de  la  cuestión  debatida,  elegirían  los 
países  interesados  una  de  las  secciones  del  Tribunal  ó  com- 
pondrían á  su  gusto  el  número  de  jueces  que  les  conviniera, 
escogiéndolos  entre  todos. 

La  justicia  de  los  fallos,  la  prontitud  y  efícacia  de  las  re- 
soluciones y  el  funcionamiento  continuo  del  Tribunal,  acre- 
centarían el  número  de  litigios  que  se  le  sometieran  y  trae- 
rían consigo  la  regularidad  en  la  distribución  del  trabajo 
correspondiente  á  sus  diversas  secciones  Como  todas  las 
obras  humanas,  el  Tribunal  permanente  necesita  conquis- 
tarse la  confianza  general  por  una  obra  de  tiempo  y  expe- 
riencia. 

161.  Si  las  Cancillerías  emprenden  seriamente  el  estu- 
dio que  se  les  encomienda  y  no  abandonan  los  Gobiernos 
esa  tarea  que  hubo  de  encomendarles  la  segunda  Conferen- 
cia de  la  Paz,  es  posible  y  sería  deseable  que  logren  una 
fórmula  cualquiera  apetecible  para  todos.  No  hay  que  soñar 
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en  obtenerla  fructuosamente  bajo  una  base  distinta  de  la 
igualdad  jurídica  de  los  Estados.  Aunque  las  gestiones  po- 
líticas ó  las  presiones  diplom^icas  lograran  organizar  un 
Tribunal  permanente  qae  sirva  de  instrumento  á  una  mi- 
noría fuerte  contra  las  justas  reivindicaciones  de  la  mayo- 
ría de  los  pueblos  contemporáneos,  no  habría  conseguido 
una  victoria  la  ambición  de  los  grandes.  £1  Tribunal  que- 
daría desierto  y  sería  un  órgano  sin  funciones.  En  vez  de 
buscarlo  con  el  amor  á  la  justicia,  se  evitaría  su  fallo  por 
el  temor  de  la  opresión. 

Como  una  fórmula  nueva  para  organizar  una  jurisdicción 
permanente  ha  de  requerir  cambios  profundos  en  el  proyec- 
to que  recomendó  la  Conferencia,  no  nos  hemos  detenido 
aquí  en  su  estudio.  Puede  encontrarse  dicho  proyecto  en 
uno  de  los  apéndices  de  este  libro,  como  anexo  del  acta 
final  de  la  Conferencia. 


CAPITULO   VII 


Procedimiento  arbitral. 


162.  La  reforma  del  procedimiento  arbitral  establecido 
por  el  Convenio  de  1899  para  el  arreglo  pacífico  de  los 
conflictos  internacionales,  fué  una  de  las  tareas  que  tuvo  la 
primera  Comisión.  Había  que  hacer  dos  cosas  diferentes: 
mejorar  y  desenvolver  en  lo  posible  los  acuerdos  de  1899 
y  establecer  una  tramitación  breve,  sencilla  y  poco  costosa 
para  los  casos  que  hasta  ahora  ha  venido  alejando  de  esta 
solución  el  tiempo,  la  complicación  y  el  gasto  de  las  reglas 
antiguas.  Ambos  trabajos,  que  examinaremos  separada- 
mente, estuvieron  á  cargo  de  un  Comité  presidido  por  el 
mleligente  y  docto  ex-Ministro  italiano  Sr.  Fusinato. 

1 63.  Para  exponer  las  reformas  de  esta  parte  del  Con- 
venio  de  1899  seguiremos  el  orden  y  la  numeración  de  sus 
artículos,  no  sin  referirnos  siempre  al  nuevo  número  ó  nú- 
meros que  ahora  les  ha  correspondido.  Como  en.los  apéndi- 
ces de  este  libro  se  insertan  ambos  convenios,  es  muy  fácil 
para  los  lectores  resolver  cualquiera  duda  consultándolos 
inmediatamente. 

1 64*  El  primero  de  esos  artículos  que  es  el  30,  de  1899 
y  hoy  el  51,  se  limita  á  declarar  que  las  potencias  signata- 
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rias,  con  el  objeto  de  favorecer  el  desenvolvimiento  del 
arbitraje,  han  acordado  las  reglas  siguientes,  que  serán  apli- 
cables al  procedimiento  arbitral  si  las  partes  no  establecen 
otras.  Como  era  natura],  pasó  sin  modiñcación  ni  debate. 

165.  No  tuvo  la  misma  suerte  el  art.  31.  Conforme  al 
texto  primitivo,  las  potencias  que  recurran  al  arbitraje  fir- 
marán un  documento  especial  (compromiso),  en  el  que  se 
determinará  claramente  el  objeto  del  litigio  y  la  extensión 
de  las  facultades  de  los  arbitros.  Dicho  documento  envuel- 
ve la  obligación  de  las  partes  de  someterse  de  buena  fe  á 
la  sentencia  arbitral. 

A  este  artículo  se  habían  presentado  dos  enmiendas  y 
adiciones,  una  alemana  y  otra  rusa.  La  primera  decía  así: 
fSi  las  potencias  signatarias  han  convenido  entre  ellas  un 
arbitraje  obligatorio  que  prevea  un  compromiso  para  cada 
diferencia,  cualquiera  de  ellas  podrá  recurrir,  en  defecto  de 
estipulaciones  contrarias,  á  la  intervención  del  Tribunal 
permanente  de  £1  Haya  con  objeto  de  que  se  otorgue  dicho 
compromiso^  en  el  caso  de  no  haber  obtenido  un  acuerdo 
sobre  el  particular.  No  podrá  seguirse  este  camino  si  la 
otra  potencia  declara  que,  en  su  opinión,  no  entra  la  dife- 
rencia en  la  categoría  de  las  cuestiones  que  deben  someter- 
se á  un  arbitraje  obligatorio. 

»Caso  de  recurrirse  al  Tribunal  permanente  de  El  Haya, 
se  acordará  el  compromiso  por  una  comisión  de  cinco 
miembros,  designada  de  la  manera  siguiente:  Dentro  de  las 
cuatro  semanas  que  sigan  á  ese  hecho,  cada  una  de  las  dos 
partes  tendrá  que  designar  uno  c}e  los  miembros  del  Tribu- 
nal permanente  y  dirigirse  además  á  una  potencia  no  inte- 
resada para  que  elija  por  su  parte  otro,  dentro  de  las  cua- 
tro semanas  siguientes,  entre  los  miembros  del  Tribuna^ 
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peral anente  que  hayan  sido  nombrados  por  ella.  Dentro  de 
un  nuevo  plazo  de  cuatro  semanas  se  dirigirán  de  acuerdo 
las  dos  potencias  no  interesadas  á  una  tercera  potencia  no 
interesada,  designada  en  caso  necesario  por  sorteo,  para 
que  ésta  elija,  dentro  de  las  cuatro  semanas  inmediatas,  el 
quinto  miembro^  entre  los  del  Tribunal  permanente  que  ha- 
yan sido  nombrados  por  ella.  La  Comisión  elegirá  su  Pre- 
sidente por  mayoría  absoluta  de  votos,  entre  los  miembros 
designados  por  las  potencias  no  interesadas.  Si  fuere  nece- 
sario ae  reforzará  la  votación.» 

Sin  reproducir  aquí  las  explicaciones  dadas  por  el  Barón 
Marschall  y  por  el  Sr.  Kriege  en  el  Comité  B  y  en  la  pri- 
mera Subcomisión  de  la  primera  Comisión,  con  motivo  del 
Tribunal  permanente  de  arbitraje,  basta  indicar  que  respon- 
de su  proposición  al  deseo  de  que  se  cumpla  lo  acordado 
en  materia  de  arbitraje  sin  que  dificultades  posteriores  lo 
estorben.  Después  de  varias  objeciones  del  Delegado  inglés 
Sr.  Crowe  y  de  una  discusión  entre  los  Srcs.  Kriege,  d'Oli- 
veira  y  Lammasch  en  la  sesión  del  Comité  de  examen  C 
de  9  de  Septiembre  de  1907,  fué  sometida  á  votación  en 
dicho  Comité  la  aplicación  en  principio  del  compromiso 
forzoso  á  todos  los  tratados  de  arbitraje  obligatorio  con  ó 
sin  reservas,  actuales  ó  futuros.  Votaron  en  favor  tres  na- 
ciones: Alemania,  Austria-Hungría  é  Italia,  y  en  contra  cua- 
tro: los  Estados  Unidos  de  América,  Gran  Bretaña,  Francia 
y  Bélgica,  Portugal  se  abstuvo. 

156.  Las  enmiendas  rusas  al  referido  artículo  31  esta- 
ban redactadas  de  este  modo: 

<Las  potencias  que  acudan  al  arbitraje  fírmarán  un  do- 
cununto  especial  (compromiso),  en  el  que  se  determinarán 
claramente  el  objeto  del  litigio  y  la  extensión  de  las  facul- 
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tades  de  los  arbitros,  así  como  el  importe  de  la  suma  que 
las  dos  partes  litigantes  acuerden  poner  inmediatamente  á 
disposición  de  la  Ofícina  internacional  para  cubrir  los  gas- 
tos que  requiera  la  marcha  del  arbitraje.  El  compromiso 
envuelve  siempre  la  obligación  de  las  partes  de  someterse 
de  buena  fe  á  la  sentencia  arbitral.» 

167.  Después  de  alguna  discusión  por  el  ya  citado  Co- 
mité, en  sesiones  de  14  y  19  de  Septiembre  de  1907,  asi 
como  en  el  Comité  de  examen  A  el  i .°  de  Octubre  siguien  • 
te,  quedó  el  antiguo  art.  31  sustituido  por  los  tres  que  en 
seguida  insertamos  bajo  su  nueva  numeración. 

Art.  52.  Las  potencias  que  recurran  al  arbitraje  fir- 
marán un  compromiso,  en  el  que  determinarán  el  objeto 
del  litigio,  el  plazo  para  el  nombramiento  de  los  arbitros  y 
la  forma,  el  orden  y  los  plazos  en  que  se  transmitirá  la  co- 
municación á  que  se  refiere  el  art.  64  del  presente  conve- 
nio y  el  importe  de  la  suma  que  cada  parte  tendrá  que  de- 
positar como  adelanto  para  gastos. 

Elpompromiso  determinará  igualmente,  si  procediere, 
la  forma  de  nombramiento  de  los  arbitros,  las  facultades 
especiales  posibles  del  Tribunal,  su  residencia,  los  idiomas 
de  que  hará  uso  y  aquellos  cuyo  empleo  quede  autorizado 
ante  él  y,  en  general,  todas  las  condiciones  que  las  partes 
hayan  convenido. 

Art.  53.  El  Tribunal  permanente  será  competente  para 
otorgar  el  compromiso,  si  las  partes  se  ponen  de  acuerdo 
en  ello. 

Será  también  competente  si  la  petición  se  hace  solamen- 
te por  una  de  las  partes,  después  de  haberse  intentado  en 
vano  un  acuerdo  por  la  vía  diplomática,  cuando  se  trate: 

i.°     De  una  diferencia  comprendida  en  un  tratado  de 
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iirbitraje  general  celebrado  ó  renovado  después  de  haberse 
puesto  en  vigor  este  convenio,  que  prevea  respecto  de  cada 
diferencia  un  compromiso  y  que  no  excluya  explícita  ó 
implícitamente  para  acordarlo  la  competencia  del  Tribunal. 
Sin  embargo,  no  podrá  acudirse  al  Tribunal  con  ese  objeto 
si  U  otra  parte  declara  que,  en  su  opinión,  la  diferencia  no 
corresponde  á  la  categoría  de  las  que  deben  someterse  á  un 
arbitraje  obligatorio,  salvo  que  el  tratado  de  arbitraje  con* 
ñera  al  Tribunal  arbitral  la  facultad  de  decidir  esta  cues  • 
tion  previa; 

2.*"  De  una  diferencia  procedente  de  deudas  contrac- 
tuales reclamadas  á  una  potencia  por  otra  como  pertene- 
cientes á  sus  nacionales,  y  para  cuya  solución  se  haya 
aceptado  una  oferta  de  arbitraje.  Esta  disposición  no  es 
aplicable  si  la  aceptación  se  ha  subordinado  á  la  condición 
de  que  el  compromiso  se  otorgue  de  otro  modo. 

AiíT.  54.  En  todos  los  casos  que  prevé  el  artículo 
precedente,  se  otorgará  el  compromiso  por  una  comisión 
de  cinco  miembros  designados  de  la  manera  prevenida  en 
los  párrafos  tercero  á  sexto  del  art.  45. 

El  quinto  miembro  será  Presidente  del  Tribunal  por  su 
propio  derecho. 

1 68.  De  estos  artículos  fué  objeto  en  la  Comisión  pri- 
niero,  y  después  en  la  Conferencia  el  16  de  Octubre 
de  1907,  de  varias  reservas  el  señalado  con  el  número  53. 
Suiza  consignó  dicha  reserva  en  cuanto  al  número  según > 
do,  y  en  cuanto  á  todo  el  artículo,  excepto  su  párrafo  ini- 
cia 1^,  las  formularon  el  Brasil,  Grecia,  Japón,  Suiza  y 
Turquía. 

Bien  examinado  dicho  art.  53,  nos  parece  su  texto 
inocente,  salvo  lo  que  diremos  en  breve  sobre  las  deudas 
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contractuales.  No  es  aplicable  la  disposición  en  puya  vir- 
tud el  compromiso  puede  ser  fijado  por  el  Tribunal  á  peti  - 
ción  de  una  de  las  partes,  sino  á  tratados  futuros  que  no 
excluyan  explícita  ó  implícitamente  dicha  facultad  y  bajo 
condición  de  que  ambas  partes  estén  conformes  en  que  se 
trata  de  un  caso  de  arbitraje  obligatorio.  De  modo  que 
cada  nación  tiene  en  su  mano  para  lo  adelante  la  acepta- 
ción ó  la  negativa  del  compromiso  forzado  y  cuidará  en  sus 
tratados  internacionales  futuros  de  ver  si  le  conviene  so- 
meterse á  este  sistema,  ó  si  lo  permiten  sus  prescripciones 
constitucionales. 

Es  indiscutible  que  puede  haber  casos,  por  raros  que 
sean,  en  que  el  interés  mismo  de  las  partes  contendientes 
las  impulse  á  someter  al  Tribunal  la  redacción  del  com- 
promiso. En  tales  hipótesis  la  aplicación  de  los  artículos  á 
que  estamos  aludiendo  puede  ser  de  verdadera  utilidad. 
Las  naciones  litigantes  evitarán  sacrificios  personales  de 
amor  propio  ó  dificultades  de  política  interior,  y  el  arbi- 
traje se  irá  pareciendo  á  la  justicia  ordinaria  porque  ven- 
drán á  decidirse  por  un  tercero  con  autoridad  bastante, 
cuestiones  hoy  encomendadas  al  acuerdo  de  las  partes. 

El  número  segundo  de  dicho  art.  53  no  es  tampoco  ri- 
gurosamente coercitivo.  Subordinando  la  aceptación  del 
arbitraje  á  la  condición  de  que  el  compromiso  se  fije  de 
otro  modo,  no  será  la  disposición  aplicable.  Tero  tiene  el 
riesgo  de  caer  en  uno  de  los  extremos  de  la  proposición 
formulada  por  el  General  Porter  sobre  el  cobro  de  deudas 
públicas  (i).  Allí  se  decidió  que  es  causa  justa  para  el  em- 
pleo de  la  fuerza  el  hecho  de  que  el  Estado  deudor  haga 
imposible  el  otorgamiento  del  compromiso.  Cuando  los 

.    (I)     Véase  el  capítulo  III. 
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deudores  se  nieguen  á  que  el  propio  Tribunal  de  arbitraje 
lo  establezca^  el  juicio  del  acreedor  quedará  en  libertad 
demasiado  grande  sobre  la  posibilidad  de  medidas  coercí  - 
tivas. 

En  principio  debe  convenir  más  al  Estado  deudor  que 
el  compromiso  lo  establezca  el  Tribunal,  si  no  puede  en- 
tenderse diplomáticamente  con  el  Estado  acreedor.  Por  lo 
común,  y  dados  los  términos  á  que  alcanza  el  arbitraje  en 
la  proposición  norteamericana  sobre  deudas  contractuales, 
será  el  deudor  quien  pretenda  aumentar  la  esfera  de  acción 
del  fallo  de  los  arbitros  y  el  acreedor  quien  16  resista.  Sal- 
vo el  caso  de  fuerza  de  cosa  juzgada,  es  lógico  que  los 
Tribunales  se  inclinen  á  dar  la  mayor  amplitud  posible  á 
su  competencia  y  á  conceder  todos  los  medios  lícitos  de 
defenderse  y  esclarecer  las  cuestiones  planteadas,  al  Esta- 
do débil  contra  quien  se  dirige  la  reclamación.  Entre  ua 
Tribunal  que  actúa  á  la  faz  del  mundo,  en  una  nación  in- 
teligente, culta  y  de  gran  moralidad  pública  y  privada,  y 
los  secretos  de  Cancillerías  lejanas  ó  los  ardides  y  coaccio- 
nes inmateriales  de  individuos  aislados,  sin  el  freno  de  la 
publicidad  en  sus  más  importantes  manifestaciones,  la 
elección  no  puede  ser  vacilante. 

La  única  dificultad  posible  para  que  el  compromiso  se 
entregue  á  los  arbitros  puede  encontrarse  en  los  preceptos 
constitucionales  relativos  á  la  intervención  necesaria  de  un 
Cuerpo  colegislador;  pero  no  hemos  de  insistir  en  este 
punto,  limitándonos  á  lo  que  hemos  expuesto  sobre  la  mis- 
ma cuestión  en  el  capítulo  V  con  referencia  á  los  tratados 
de  arbitraje  obligatorio. 

169.  Para' terminar  nuestras  indicaciones  sobre  los  ar- 
tículos 52  á  54,  aprobados  en  sustitución  del  31  del  Con- 
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venio  de  1899,  basta  dejar  consignado  que  la  Comisión 
llamada  á  establecer  el  compromiso  se  constituye  de  este 
modo.  Cada  parte  nombra  dos  miembros,  de  los  que  sólo 
uno  puede  ser  su  nacional  ó  elegido  entre  los  que  la  misma 
haya  designado  como  miembros  del  Tribunal  permanente. 
Dichos  arbitros,  reunidos,  eligen  el  quinto.  Si  hay  empate, 
la  elección  de  este  último  se  confía  á  una  tercera  potencia, 
designada  de  común  acuerdo  por  las  partes.  Si  no  se  logra 
este  acuerdo,  cada  parte  designa  una  potencia  diferente^  y 
la  elección  se  hace  por  estas  últimas .  Si  tampoco  logran 
ponerse  de  acuerdo  estas  dos  poten  cias  en  el  plazo  de  dos 
meses,  cada  una  de  ellas  presenta  dos  candidatos  tomados 
de  la  lista  de  miembros  del  Tribunal  permanente,  que  no 
hayan  sido  designados  por  las  partes  litigantes  ni  tengan 
la  nacionalidad  de  algunas  de  ella.  La  suerte  determinará 
cuál  de  dichos  candidatos  será  el  quinto  arbitro* 

Este  procedimiento  es  el  establecido  por  los  cuatro  últi- 
mos párrafos  del  art.  45  á  que  el  54  se  refiere.  Nos  hemos 
ocupado  de  él  en  el  capítulo  precedente. 

170.  El  art.  32  del  Convenio  de  1899  dice  en  su  pri- 
mer párrafo,  reproducido  sin  cambio  alguno  por  el  art.  55 
actual,  que  las  funciones  arbitrales  pueden  confiarse  á  un 
arbitro  único  ó  á  varios  arbitros  designados  por  las  partes 
libremente  ó  elegidos  por  ellas  entre  los  miembros  del 
Tribunal  permanente  de  arbitraje  establecido  por  el  pre* 
senté  convenio.  Entraba  después  á  determinar  la  forma  de 
constitución  del  Tribunal  por  falta  de  acuerdo  inmediato 
de  las  partes;  pero  el  nuevo  art.  55  prescinde  de  esos  de* 
talles  y  se  limita  á  referirse  al  pro  ced  imiento  establecido 
por  los  párrafos  tercero  á  sexto  del  art.  45,  que  ya  cono- 
cemos. 

Tomo  primero.  ^$ 
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171.  Los  artículos  antiguos  33  y  34,  que  hoy  son,  res- 
pectivamente, 56  y  57,  no  han  tenido  modifícación  alguna. 
Por  ellos  se  dispone  que  el  procedimiento  arbitral  será  re  - 
guiado  por  el  Soberano  ó  jefe  de  Estado  á  quien  se  elija 
como  arbitro,  que  el  quinto  arbitro  es  el  Presidente  del 
Tribunal  por  su  propio  derecho,  y  que  si  no  hay  arbitro 
quinto  el  Tribunal  nombra  su  Presidente. 

La  Delegación  rusa  había  propuesto,  por  razones  de  ín- 
dole práctica  que  explicó  el  Sr.  Martens,  que  la  regla  fuera 
el  nombramiento  de  Presidente  por  el  Tribunal,  salvo  el 
caso  de  un  acuerdo  en  favor  del  arbitro  quinto;  pero  esta 
modifícación  no  fué  aceptada,  sin  duda  por  la  conveniencia 
de  que  presida  el  miembro  del  Tribunal  que  parece  escogi- 
do en  mayores  condiciones  de  imparcialidad. 

172.  Los  Delegados  alemanes  proponían  que,  estable- 
cido el  compromiso  por  la  Comisión  á  que  se  reñere  el  ar- 
tículo 54,  formaran  el  Tribunal  de  arbitraje  los  miembros 
designados  por  las  tres  potencias  no  interesadas.  El  deseo, 
por  una  parte,  de  que  los  Tribunales  arbitrales  se  compu- 
sieran normalmente  de  cinco  personas  y,  de  otra,  el  cam- 
bio introducido  en  la  manera  de  nombrar  la  Comisión,  im- 
pidieron aceptar  la  'propuesta  de  Alemania  y  obligaron  á 
redactar  un  nuevo  art.  58  de  esta  manera:  «En  caso  de  es- 
tablecimiento del  compromiso  por  una  Comisión,  según  se 
expresa  en  el  art.  54,  y  salvo  estipulación  contraria,  la  Co- 
misión misma  constituirá  el  Tribunal  de  arbitraje.» 

173.  Pasó  íntegro  al  nuevo  convenio,  bajo  el  núm.  59, 
el  art.  35  del  anterior,  á  virtud  del  cual,  en  caso  de  falleci- 
miento, dimisión  ó  impedimento  por  cualquier  causa  de  al- 
guno de  los  arbitros,  será  reemplazado  en  la  misma  forma 
prevista  para  su  nombramiento. 
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174.  En  el  ^6,  que  es  hoy  el  6o,  introdujo  algunas  va- 
riación el  Comité  de  examen,  dejándolo  redactado  como 
sigue:  «A  falla  de  designación  de  lugar  por  las  partes,  el 
Tribunal  se  constituirá  en  El  Haya.  No  podrá  residir  en  el 
territorio  de  una  tercera  potencia  sin  su  consentimiento. 
Una  vez  fíjada  la  residencia,  sólo  podrá  cambiarla  el  Tri-^ 
bunal  con  el  asentimiento  de  las  partes.» 

175.  Los  dos  primeros  párrafos  del  art.  37,  ahora  62, 
quedaron  intactos.  A  virtud  de  ellos  tienen  las  partes  el 
derecho  de  nombrar  Delegados  ó  agentes  especiales  para 
que  les  sirvan  de  intermediarios  respecto  del  Tribunal,  así 
como  el  de  encargar  de  sus  derechos  é  intereses  á  conseje- 
ros ó  abogados  que  con  ese  objeto  designen. 

Las  Delegaciones  alemana  y  rusa  habían  solicitado,  para 
resolver  dificultades  surgidas  en  arbitrajes  anteriores,  que 
los  miembros  del  Tribunal  permanente  no  pudieran  ejercer 
ante  el  mismo  las  funciones  de  Delegados,  agentes  ó  abo- 
gados. El  proyecto  de  enmienda  ruso,  que  defendieron  tam- 
bién empeñadamente  en  el  Comité  los  Estados  Unidos,  era 
radical,  porque  no  admitía  excepción  alguna,  mientras  que 
la  moción  alemana  autorizaba  para  dichos  empleos  á  los 
miembros  del  Tribunal  permanente  designados  por  la  po- 
tencia que  después  los  nombrara. 

El  9  de  Septiembre  rechazó  el  Comité  por  cinco  votos 
contra  uno  la  proposición  rusa,  entonces  mantenida  por  el 
Delegado  norteamericano  Sr.  Scott,  y  dejó  incorporada  de- 
finitivamente al  proyecto  la  enmienda  de  Alemania,  fun- 
dándose en  que  no  era  posible  privar  á  un  Estado  ante  los 
Tribunales  de  arbitraje  del  auxilio  y  apoyo  de  sus  hom- 
bres eminentes,  por  la  mera  circunstancia  de  haberlos  ins- 
crito con  anterioridad  en  una  lista  de  jueces  posibles. 
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176.  En  el  art.  38  de  1899,  que  en  la  actualidad'  es 
el  61,  se  dejaba  al  Tribunal  la  elección  del  idioma,  y  los 
alemanes  y  los  rusos  propusieron  que  lo  señalara  el  com-» 
promiso.  A  más  de  llevar  esta  última  regla,  por  iniciativa 
del  Delegado  austríaco  Sr.  Merey  al  art.  52,  se  consignó^ 
en  el  que  ahora  nos  ocupa,  una  fórmula  transaccional,  de- 
terminándose que  si  el  compromiso  no  señala  el  idioma 
que  haya  de  emplearse,  lo  decide  el  Tribunal. 

La  solución  es  práctica  y  conveniente,  porque  de  la  elec- 
ción de  los  arbitros  ó  de  algunas  otras  circunstancias  de^ 
penderá  en  ocasiones  que  las  partes  consideren  oportuna 
señalar  ó  no  previamente  al  Tribunal  la  lengua  utilizable 
en  los  debates  y  en  la  sentencia. 

177,  El  art.  39  pasó  al  63,  con  la  nueva  redacción  si- 
guiente: cEl  procedimiento  arbitral  pomprende,  por  regla 
genera],  dos  períodos  distintos:  la  instrucción  escrita  y  los 
debates.  La  instrucción  escrita  consiste  en  la  entrega  por 
los  agentes  respectivos  á  los  miembros  del  Tribunal  y  á  la 
parte  contraria,  de  las  memorias  y  contramemorias  y,  caso 
necesario,  de  las  réplicas.  Las  partes  presentarán  con  ellas 
los  antecedentes  y  documentos  invocados  en  el  asunto» 
Esta  entrega  se  efectuará,  directamente  ó  por  medio  de  la 
Oficina  internacional,  en  el  orden  y  plazos  que  determine 
el  compromiso.  Los  plazos  fijados  por  el  compromiso  po- 
drán prorrogarse  mediante  el  acuerdo  de  las  partes,  así 
como  por  el  Tribunal  cuando  lo  estime  necesario  para  lle- 
gar á  una  decisión  justa.  Los  debates  consisten  en  el  des- 
envolvimiento oral  ante  el  Tribuna]  de  las  alegaciones  de 
las  partes.» 

Se  han  precisado  con  mayor  claridad  los  trámites  dife- 
rentes de  un  procedimiento  ordinario,  llevando  al  convenio 
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indicaciones  útiles,  transmitidas  por  los  arbitros  al  Gobier- 
no holandés  en  juicios  anteriores. 

178.  £1  art.  40,  que  obliga  á  comunicar  á  una  parte  los 
•documentos  que  la  otta.  presente^  fué  reproducido  por  el  64, 
con  la  adición  de  que  se  haría  en  copia  certificada  con- 
forme. 

179.  Agregando  una  excepción  posible  y  conveniente  á 
una  proposición  alemana,  introdujo  el  Comité  en  este  con- 
venio el  nuevo  art.  65,  en  cuya  virtud,  salvo  circunstancias 
especiales,  no  se  reunirá  el  Tribunal  hasta  que  termine  el 
período  de  instrucción.  Este  precepto  fué  motivo  de  una 
reserva  expresa  por  parte  del  Delegado  japonés  Sr.  Tsudzu- 
ki,  al  leerse  en  la  primera  Comisión  el  7  de  Octubre  de 
1907;  pero  el  16  del  propio  mes,  en  la  sesión  plenaria  de 
la  Conferencia,  declaró  el  mismo  Delegado  que  el  Japón 
retiraba  su  reserva.  En  ninguno  de  los  dos  casos  explicó 
las  razones  que  la  habían  motivado. 

180.  No  se  hizo  en  rigor  cambio  alguno  en  los  artícu- 
los 41  á  47,  ambos  inclusive.  Por  ellos  se  dispone  que  el 
Presidente  dirigirá  los  debates,  á  los  que  no  podrá  darse 
publicidad  sino  en  virtud  de  una  decisión  del  Tribunal,  to- 
mada con  el  asentimiento  de  las  partes.  Los  referidos  de- 
bates se  consignarán  en  actas,  que  han  de  servirles  como 
única  prueba  auténtica  y  que  redactarán  los  Secretarios 
que  nombre  el  Presidente,  firmándolas  éste  con  uno  de 
aquéllos. 

Terminada  la  instrucción  tendrá  derecho  el  Tribunal  á 
no  admitir  antecedentes  ó  documentos  que  una  de  las  partes 
quiera  someterle  sin  consentimiento  de  la  otra;  pero  está 
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en  libertad  de  tomar  en  consideración  aquellos  que  les  sean 
señalados  por  los  agentes  ó  consejeros  de  las  partes  y  de 
exigir  que  se  le  presenten,  salvo  la  obligación  de  darlos 
á  conocer  al  adversario.  El  Tribunal  puede  solicitar  tam- 
bién de  los  agentes  de  las  partes  que  le  proporcionen  los 
antecedentes  y  las  explicaciones  necesarias.  Si  se  negaren, 
se  hará  constar  así. 

Los  agentes  y  consejeros  de  las  partes  tienen  el  derecho 
de  presentar  oralmente  al  Tribunal  todas  las  alegaciones 
que  juzguen  útiles  á  la  defensa  de  su  causa,  así  como  el 
de  formular  excepciones  y  promover  incidentes.  Las  deci- 
siones del  Tribunal  sobre  estos  dos  últimos  extremos  son 
definitivas,  y  no  pueden  dar  lugar  á  discusiones  ulte- 
riores. 

Los  miembros  del  Tribunal  tienen  derecho  de  interrogar 
á  los  agentes  y  consejeros  de  las  partes  y  de  pedirles  ex- 
plicaciones sobre  los  puntos  dudosos.  Las  cuestiones  plan- 
teadas y  las  observaciones  hechas  por  los  miembros  del 
Tribunal  durante  los  debates,  no  pueden  considerarse  como 
expresión  de  las  opiniones  del  Tribunal  en  general  ó  de  sus 
miembros  en  particular. 

Los  artículos  en  que  se  contienen  las  disposiciones  refe- 
ridas, llevan  los  números  66  á  72  en  el  nuevo  proyecto. 

181.  Los  artículos  48  y  49,  convertidos  actualmente  en 
73  y  74>  fueron  motivo  de  un  leve  retoque,  más  importante 
en  cuanto  al  primero  de  ambos,  porque  ensancha  un  poco 
la  esfera  de  acción  del  Tribunal.  Este  queda  autorizado  por 
los  mismos:  a),  para  determinar  su  competencia,  interpre- 
tando el  compromiso  y  los  demás  tratados  que  puedan  in- 
vocarse  en  la  materia  y  aplicando  los  principios  del  dere- 
cho; b),  para  dictar  providencias  de  trámite  al  Un  de  la  di- 
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rección  del  litigio,  determinar  la  forma,  el  orden  y  los  pla- 
zos en  que  las  partes  presentarán  sus  conclusiones  finales, 
y  proceder  á  todas  las  diligencias  que  demande  la  práctica 
de  la  prueba. 

182.  Aquí  se  intercalaron  dos  artículos.  Por  uno  de 
ellos,  que  es  el  75,  se  obligan  las  potencias  litigantes  á  pro 
porcionar  al  Tribuna],  en  la  mayor  medida  que  juzguen  po- 
sible, todos  los  elementos  necesarios  para  la  decisión  del 
litigio. 

Conforme  al  otro,  ó  sea  al  76,  el  Tribunal  se  dirigirá  di- 
rectamente al  Gobierno  de  toda  tercera  potencia  signataria 
del  presente  convenio,  para  todas  las  notificaciones  y  los 
medios  de  prueba  que  hayan  de  practicarse  en  su  territorio. 
La  potencia  requerida  no  deberá  negarse  sino  cuando  esti- 
me que  la  naturaleza  de  la  solicitud  puede  afectar  á  su  so- 
beranía ó  á  su  seguridad.  £1  Tribunal  estará  también  facul- 
tado para  hacer  dichas  solicitudes  por  medio  de  la  potencia 
en  cuyo  territorio  actúe. 

Estas  dos  disposiciones  son  análogas  á  las  adoptadas 
pa];a  las  Comisiones  de  investigación  por  iniciativa  ahglo  - 
francesa.  Llenan  un  vacío  en  el  antiguo  convenio  y  facili- 
tan en  el  presente  el  funcionamiento  de  los  Tribunales  ar- 
bitrales. 

183.  No  se  hizo  innovación  alguna  de  trascendencia 
en  los  artículos  50  á  54,  que  han  tomado  ahora  los  núme- 
ros 77  á  81,  porque  el  carácter  secreto  expresamente  atri- 
buido á  las  deliberaciones  del  Tribunal  y  á  la  prohibición 
de  los  votos  particulares  son  resultado  del  nuevo  sistema, 
tal  vez  erróneo,  en  cuya  virtud  las  deliberaciones  del  Tri- 
bunal resultan  para  el  público  en  constante,  aunque  apa- 
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rente  unanimidad  de  votos,  y  desaparece  toda  firma  que  no 
sea  la  del  Presidente  y  el  escribano. 

Con  forme  al  articulado  definitivo,  cuando  los  agentes  y 
consejeros  de  las  partes  hayan  utilizado  todas  las  explica- 
ciones y  pruebas  que  estimen  útiles  á  su  causa,  dará  el  Pre- 
sidente por  terminados  los  debates. 

Las  deliberaciones  del  Tribunal  se  efectuarán  á  puerta 
cerrada  y  se  conservarán  secretas.  Las  decisiones  se  toma- 
rán por  mayoría  de  votos.  Sobre  estas  disposiciones  anun- 
ciaron en  la  Comisión  los  Delegados  japoneses  una  reserva, 
que  retiraron  después  en  la  sesión  plenaría. 

La  sentencia  arbitral,  votada  por  mayoría,  será  fun- 
dada. Mencionará  los  nombres  de  los  arbitros  y  la  fir- 
marán el  Presidente  y  el  escribano  ó  el  Secretario  que 
haga  las  veces  de  éste.  Se  leerá  en  sesión  pública  del  Tri- 
bunal, estando  presentes  ó  habiendo  sido  debidamente 
convocados  los  agentes  y  los  consejeros  de  las  partes. 
Dicha  sentencia,  debidamente  dictada  y  notificada  á  ios 
agentes  de  las  partes,  resuelve  en  definitiva  y  sin  apelación 
el  litigio. 

1 S4-  Por  iniciativa  de  la  Delegación  italiana,  desenvuel- 
ta en  una  enmienda  del  Sr.  Lammasch,  y  no  obstante  la 
opinión  contraria  de  los  Delegados  británicos,  se  agregó  un 
artículo  82  para  que  toda  diferencia  que  pueda  surgir  en- 
tre laa  partes  sobre  interpretación  ó  ejecución  de  la  senten- 
cia arbitral,  quede  sometida,  en  cuanto  el  compromiso  no 
lo  excluya,  á  la  decisión  del  mismo  Tribunal  que  la  ha  dic- 
tado. La  libertad  concedida  á  los  Estados  en  el  momento 
del  compromiso  evita  los  inconvenientes  que  pueda  tener 
este  artículo  y  que  se  equilibran  con  sus  ventajas.  Nos  pa- 
1  ecc  ün  arma  de  doble  filo  en  las  relaciones  entre  las  po- 
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tencias,  aunque  sea  muy  conforme  á  las  reglas  generales 
del  procedimiento  interior. 

185.  Dice  el  art.  55  del  Convenio  de  1899,  literalmente 
conservado  en  el  de  1^07  bajo  el  numero  83,  que  las  partes 
pueden  reservarse  en  el  compromiso  la  facultad  de  pedir  la 
revisión  de  la  sentencia  arbitral.  En  ese  caso^  y  salvo  pacto 
en  contrario,  se  dirigirá  la  solicitud  al  Tribunal  que  haya 
dictado  la  sentencia.  No  podrá  fundarse  más  que  en  el  des- 
cubrimiento de  un  hecho  nuevo  que  hubiera  ejercido  por 
su  índole  un  influjo  decisivo  en  la  sentencia  y  que  desco- 
nocieran al  cerrarse  los  debates,  así  el  Tribunal  como  la 
parte  que  intenta  la  revisión.  El  procedimiento  en  revisión 
no  puede  abrirse  sino  por  una  decisión  del  Tribunal  en  que 
se  haga  constar  expresamente  la  existencia  del  hecho  nue- 
vo, se  le  reconozcan  los  caracteres  señalados  en  el  párrafo 
precedente  y  se  declare  la  demanda  admisible  por  ese  mo- 
tivo. El  compromiso  determinará  el  plazo  dentro  del  cual 
debe  formularse  la  solicitud  de  revisión. 

Aunque  el  ilustre  Delegado  ruso  Sr.  de  Martens  hizo 
grandes  esfuerzos  porque  este  artículo  se  suprimiera, 
todos  sus  argumentos  cedían  ante  el  hecho  capital  de 
que  la  revisión  surge  por  un  acuerdo  de  las  partes  y  no 
hay  motivo  alguno  para  que  se  lo  veden  y  estorben  de 
antemano. 

186.  Por  haberse  creado  la  posibilidad  de  que  exista  un 
arbitraje  sin  que  las  partes  mismas  redacten  ú  otorguen  el 
compromiso,  fué  necesario  modificar  ligeramente  la  redac- 
ción del  art.  56.  Se  conservó,  como  número  84,  en  la  si- 
guiente forma:  cLa  sentencia  arbitral  no  es  obligatoria  sino 
para  las  partes  litigantes.  Cuando  se  trate  de  la  interpreta- 
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ción  de  un  convenio  en  que  hayan  intervenido  también  otras 
potencias,  los  contendientes  lo  advertirán  en  tiempo  opor- 
tuno á  todas  las  signatarias.  Cada  una  tiene  el  derecho  de 
intervenir  en  el  litigio.  Si  una  ó  vartas  hacen  uso  de  esa 
facultad,  la  interpretación  que  la  sentencia  contenga  será 
igualmente  obligatoria  para  ellas.» 

187.  El  art.  85  reproduce  sin  modificaciones  el  anti- 
guo 57,  según  cuyo  texto  cada  parte  soporta  sus  propios 
gastos  y  proporcionalmente  los  gastos  del  Tribunal. 

Afortunadamente  no  se  le  ocurrió  á  nadie  hablar  de  con- 
dena de  costas  ni  de  contribución  para  gastos  comunes  ó 
de  penas  pecuniarias,  como  se  hizo  respecto  del  Tribunal 
de  presas. 

188.  Este  aspecto  económico  del  arbitraje  y  lo  compli- 
cado y  dilatorio  de  su  tramitación  figuran  entre  las  causas 
á  que  se  atribuye  la  poca  frecuencia  de  su  empleo.  No  fal- 
ta quien  piense  que  buen  número  de  las  dificultades  sin  im- 
portancia con  que  hoy  se  entretienen  largamente  las  Canci  - 
lierías,  encontrarían  solución  fácil  y  pronta  con  un  proce- 
dimiento arbitral  rápido,  sencillo  y  no  costoso. 

Inspirándose  en  esa  idea,  en  gran  parte  cierta,  presenta- 
ron los  Delegados  franceses  un  proyecto  de  convenio  en 
ocho  artículos,  que  tras  una  disposición  general  refiriéndolo 
ai  Convenio  de  1899  para  los  casos  no  previstos,  se  ocupaba 
de  la  organización  y  residencia  del  Tribunal,  del  procedi- 
miento y  de  las  costas. 

Sometida  dicha  propuesta  al  Comité  y  discutida  y  en- 
mandada  por  éste,  vino  á  constituir  el  capítulo  cuarto  del 
mismo  convenio  para  el  arreglo  pacífico  de  los  conflictos 
internacionales,  bajo  el  epígrafe  común  de  c Procedimiento 
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sumario  de  arbitraje,  i  Sus  cinco  artículos,  con  la  numera- 
ción correlativa  que  en  el  texto  llevan,  dicen  así: 

Art.  86.  Con  el  fin  de  facilitar  el  funcionamiento  de  la 
justicia  arbitral  cuando  se  trata  de  litigios  que  caben  por 
su  naturaleza  en  un  procedimiento  sumario,  han  convenido 
la  potencias  signatarias  en  las  reglas  á  continuación  expre- 
sadas, que  se  adoptarán  en  defecto  de  estipulaciones  diferen- 
tes y  bajo  reserva  de  la  aplicación  en  su  caso  de  las  dis- 
posiciones del  capítulo  tercero  que  no  sean  contrarias  á  las 
mismas. 

Art.  87.  Cada  una  de  las  partes  litigantes  nombrará 
un  arbitro.  Los  dos  arbitros  así  designado  eligen  un  terce- 
ro, si  no  se  ponen  de  acuerdo  en  ese  punto,  cada  uno  pre- 
senta dos  candidatos  tomados  de  la  lista  general  de  miem« 
bros  del  Tribunal,  con  exclusión  de  los  nombrados  por  las 
partes  mismas  y  de  los  que  sean  sus  nacionales.  La  suerte 
decidirá  cuál  de  les  candidatos  presentados  ha  de  ser  el  ar- 
bitro tercero. 

Dicho  arbitro  tercero  presidirá  el  Tribunal,  que  dictará 
su  sentencia  por  mayoría  de  votos. 

Art.  88.  A  falta  de  acuerdo  previo,  el  Tribunal,  tan 
pronto  como  esté  constituido,  fija  el  plazo  dentro  del  cual 
deben  someterle  ambas  partes  sus  alegaciones  respectivas. 

Art.  89.  Cada  parte  estará  representada  ante  el  Tribu- 
nal por  un  agente  que  sirva  de  intermediario  para  con  el 
mismo  al  Gobierno  que  lo  haya  designado. 

Ari*.  90.  El  procedimiento  será  exclusivamente  escrito. 
Sin  embargo,  cada  parte  tendrá  ^1  derecho  de  solicitar  la 
comparecencia  de  testigos  y  peritos.  El  Tribunal  estará  fa- 
cultado por  su  parte  para  pedir  explicaciones  orales  á  los 
agentes  de  las  potencias  interesadas,  así  como  á  los  exper- 
tos y  testigos  cuya  comparecencia  crea  útil. 
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189.  A  prímera  vista  produce  este  artículo  cuarto  et 
efecto  de  que  no  se  ha  establecido  un  procedimiento  suma- 
rio, sino  tan  solo  se  ha  explicado  en  él  sumariamente  lo  que 
con  mayor  cantidad  de  artículos  y  palabras  contiene  el  ca- 
pítulo tercero.  No  resaltan  más  que  dos  cambios  substan- 
ciales: la  reducción  del  número  de  arbitros  y  la  supresión 
del  debate  oral. 

Es  indudable  que  este  capítulo  cuarto  necesita  y  recibirá 
en  otras  Conferencias  una  ampliación  de  sus  preceptos,  de 
modo  que  evite,  en  vez  de  suponerla,  la  aplicación  posible 
de  buen  número  de  disposiciones  del  capítulo  tercero  y,  alar- 
gándose la  ley  procesal,  se  acorte  la  tramitación . 

No  vemos  las  ventajas  que  resultan  de  llevar  por  escrito 
el  procedimiento  entero.  Nada  abrevia  tanto  los  juicios  y 
ahorra  por  igual  costos  y  tiempo  en  los  procedimientos  in- 
teriores civiles  y  penales,  como  la  forma  oral  de  la  instruc- 
ción y  del  debate. 

Un  Tribunal  de  tres  arbitros,  un  agente  de  cada  parte,  la 
exposición  verbal  del  caso  y  de  sus  respectivas  razones,  la 
presentación  simultánea  ó  poco  menos  de  documentos  y 
pruebas,  el  examen  oral  y  contradictorio  inmediato  de  pe- 
ritos y  testigos  y  el  fallo  en  plazo  breve,  con  la  exposición 
escueta  de  los  hechos  justificados  y  el  razonamiento  senci- 
llo de  los  motivos  de  la  decisión,  constituirían  en  verdad  un 
procedimiento  sumario  que  se  inspirara  en  las  lecciones  de 
la  vida  nacional  interior  y  llevara  á  la  solución  económica 
y  rápida  de  todas  las  diferencias  que  hoy  se  eternizan  en 
las  Cancillerías.  La  naturaleza  de  los  asuntos  que  pueden 
entregarse  á  esa  jurisdicción  sumaria  no  requiere  las  discu- 
tibles garantías  de  una  lenta  y  costosa  tramitación  escrita. 


"^Wf^^^r^^': 
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190. .  Sin  regatear  los  elogios  que  merece  el  trabajo  con- 
cienzudo que  realizó  el  Comité  presidido  por  el  Sr.  Fusi- 
nato  respecto  al  procedimiento  arbitral,  séanos  permitida 
una  sola  censura  antes  de  terminar  este  capítulo. 

No  acertamos  á  comprender  la  fuerza  de  las  razones  en 
cuya  virtud  se  ha  suprimido  la  mención  de  los  votos  de  la 
minoría  en  las  sentencias  arbitrales  y  del  derecho  de  razo- 
narlos públicamente.  Nuestra  experiencia  particular,  en  una 
práctica  ya  muy  larga  de  asuntos  forenses,  nos  autoriza  á 
decir  que  el  poder  y  el  prestigio  de  los  Tribunales  ni  se  de* 
bilitan  ni  se  amenguan  por  el  hecho  de  que  uno  ó  varios 
disidentes  publiquen  y  razonen  su  opinión. 

En  la  vida  internacional,  las  sentencias  arbitrales  dic  - 
tadas  por  mayoría  conocida,  con  el  voto  no  menos  conoci- 
do de  una  minoría  cualquiera,  lejos  de  disminuir  la  auto- 
ridad del  arbitraje  ó  el  carácter  obligatorio  de  las  resolu- 
ciones dictadas,  ha  contribuido  á  evitar  heridas  profundas 
del  amor  propio  nacional  y  á  favorecer  la  ejecución  de  los 
fallos. 

Por  otra  parte,  la  situación  de  un  hombre  eminente  que 
acepta  el  encargo  honroso  de  formar  parte  de  un  Tribunal 
arbitral,  no  tiene  nada  de  agradable  cuando  llega  el  caso 
de  una  sentencia  con  la  que  no  está  conforme  y  respecto 
de  la  cual  no  le  queda  el  derecho  de  salvar  su  voto  ni  de 
dar  á  conocer  su  opinión.  Se  le  coloca  en  la  alternativa  de 
romper  el  secreto  legal  de  las  deliberaciones,  faltando  á  su 
deber,  ó  de  pasar  por  contrario  tal  vez  á  intereses  vitales 
de  su  propia  nación,  fundido  su  voto  en  la  unanimidad 
ficticia  de  una  sentencia  aceptada  por  simple  mayoría. 

La  práctica  futura  obligará  á  retroceder  en  ese  camino^ 
volviendo  al  sistema  liberal  y  justo  de  1899.  Nadie  tendrá 
á  su  cargo  de  ese  modo  la  responsabilidad  de  los  actos  y 
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opiniones  ajenas  y  en  la  vida  internacional,  como  debe 
acontecer  en  la  interior,  no  podrá  escudarse  la  conciencia 
individual  en  la  resolución  anónima  de  un  grupo  indetermi- 
nado. No  hay  verdadera  justicia  sin  el  sentimiento  y  la 
añrm  ación  de  la  responsabilidad  individual  de  los  jueces  y 
para  lograr  ese  resultado  el  camino  emprendido  es,  á  todas 
luces,  contraproducente. 

19L  Nadie  suscitó  este  problema  en  la  Comisión  ni  en 
la  Conferencia,  quizá  porque  se  acercaba  el  fin  de  los  tra- 
bajos y  no  podían  prolongarse,  por  múltiples  causas,  las 
deliberaciones. 

SalvOj  pues,  las  reservas  que  hemos  mencionado  con 
motivo  del  art.  53,  y  que  Grecia  extendió  lógicamente 
al  54  y  al  58,  con  aquél  íntimamente  relacionados,  aprobó 
la  primera  Comisión  unánimemente  el  7  de  Octubre  de 
1907  y  la  Conferencia  en  plena  el  16  de  los  mismos  mes  y 
año,  los  dos  capítulos  sobre  procedimiento  arbitral,  al 
mismo  tiempo  que  todo  el  convenio  de  que  formaban  parte 
relativo  a  la  solución  pacífica  de  los  conflictos  internacio- 
nales. Como  hemos  dicho  anteriormente  y  sin  perjuicio  de 
la  censura  apuntada,  debe  celebrarse  lo  mismo  el  trabajo 
de  revisión  que  el  intento  de  aligerar  los  trámites  y  dismi- 
nuir ios  desembolsos  para  facilitar  el  acceso  al  arbitraje 
ínternacionaL 


CAPITULO  VIII 


De  la   declaración  de  guerra. 


192.  Aunque  no  es  nueva  en  las  relaciones  internacio- 
nales la  cuestión  relativa  á  la  necesidad,  forma  y  condi- 
ciones de  la  declaración  de  guerra,  le  dio  particular  relieve 
y  llamó  sobre  ella  la  atención  general,  el  comienzo  de  las 
hostilidades  entre  el  Japón  y  Rusia  en  1904  (i). 

El  Instituto  de  Derecho  internacional  la  llevó  inmedia- 
tamente á  su  orden  del  día,  y  tras  un  cambio  de  opiniones, 
pot  todos  conceptos  interesantes,  sirvió  de  materia  á  una 
discusión  importantísima  en  la  sesión  de  Gand  de  Septiem- 
bre de  1906.  El  proyecto  sometido  á  deliberación  se  refería 
al  derecho  positivo  actual  y  al  derecho  futuro,  compren- 
diendo el  doble  problema  de  las  relaciones  entre  los  beli- 
gerantes y  de  la  notificación  á  los  Estados  neutros.  Esta  úl> 
ma  parte,  que  origina  dificultades  muy  serias,  fué  descarta- 
da al  fin  de  las  deliberaciones  del  Instituto  que,  en  la  se- 


(i)  Prescindiendo  de  un  resumen  bibliográfico,  ajeno  á  la  índole  del 
presente  libro,  nos  permitimos  mencionar,  para  el  estudio  de  esta  cuestión, 
aparte  de  los  tratados  generales  de  Derecho  internacional,  los  siguientes 
trabajos:  Maurice,  Hotttiities  ivUhout  dec^aration  ofivar.  London,  1883;  Mau- 
rel.  De  la  declaration  de  guérre,  París,  I907,  y  especialmente  los  estudios  del 
Sr.  Alberic  Rolin  para  el  Instituto  de  Derecho  internacional:  jínnua'tre^ 
tomo  20,  pág.  64;  tomo  21,  pág.  27. 
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sión  del  20  de  Septiembre  de  1906,  adoptó  por  treinta  y 
tres  votos  contra  nueve  y  una  abstención,  los  acuerdos  si- 
guientes: 

«I.  Es  conforme  á  las  exigencias  del  Derecho  interna- 
cional^ á  la  lealtad  que  las  naciones  se  deben  en  sus  rela- 
ciones mutuas  y  al  interés  común  de  todos  los  Estados, 
que  las  hostilidades  no  puedan  comenzar  sin  una  adver- 
tencia previa  y  no  equívoca. 

»II.  Dicha  advertencia  puede  hacerse,  ya  bajo  la  forma 
de  una  declaración  de  guerra  pura  y  simple,  ya  bajo  la 
forma  de  un  ultimátum,  debidamente  notificados  al  adver- 
sario por  el  Estado  que  quiera  comenzar  la  guerra. 

>III.  Las  hostilidades  no  podrán  empezar  hasta  que 
expire  un  término  suficiente  para  que  la  regla  de  la  adver- 
tencia previa  y  no  equívoca  no  se  pueda  considerar  como 
eludida.  1 

193.  El  programa  ruso  incluía  la  apertura  de  las  hos- 
tilidades entre  los  asuntos  de  que  había  de  ocuparse  la  se- 
gunda Conferencia  de  la  Paz,  y  los  Delegados  de  Francia 
presentaron  á  la  Subcomisión  correspondiente,  en  la  sesión 
de  29  de  Junio  de  1907,  un  proyecto  que  decía  así: 

«I.  Las  potencias  contratantes  reconocen  que  las  hosti- 
lidades entre  ellas  no  deben  comenzar  sin  una  advertencia 
previa  y  no  equívoca,  que  tenga  la  forma,  ya  de  una  de  - 
claración  de  guerra  motivada,  ya  de  un  ultimátum  con 
declaración  de  guerra  condicional. 

iIL  El  estado  de  guerra  debe  notificarse  sin  demora  á 
las  potencias  neutrales.  1 

Expuso,  á  nombre  de  Francia,  los  motivos  de  esa  propo  - 
sición,  el  General  Amourel,  expresando  que  el  ultimátum 
lleva  en  sí  mismo  una  advertencia  previa  y  no  equívoca» 
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porque  indica  la  concesión  que  se  pide  y  el  tiempo  de  la 
respuesta  cuyo  transcurso  supone  el  comienzo  de  la  lucha 
armada.  Por  el  contrario^  cuando  la  guerra  surge  sin  ulti  * 
mátum  es  preciso  que  una  de  las  partes  notiñque  á  la  otra 
su  resolución  de  combatir,  y  para  ese  caso  interesa,  en  sen* 
tir  del  representante  francés,  que  la  declaración  sea  ine- 
quívoca, previa  y  motivada. 

No  le  pareció  necesario  justificar  la  condición  primera. 
En  cuanto  á  la  segunda  explicó  claramente  que  la  adver- 
tencia debía  preceder  á  las  hostilidades,  aunque  éstas  pO'^ 
dían  comenzar  desde  que  la  noticia  llega  al  adversario, 
porque  las  necesidades  de  la  guerra  moderna  no  permiten 
exigir  otros  plazos  á  los  que  tienen  el  propósito  de  atacar, 
que  los  absolutamente  indispensables  para  que  su  contra- 
rio sepa  que  va  á  emplearse  la  fuerza  respecto  de  él.  En- 
cuanto  á  la  exigencia  de  motivar  la  declaración,  le  parecía 
fácilmente  aceptable,  porque,  no  decidiéndose  las  potencias 
á  luchar  sino  cuando  están  bien  convencidas  de  su  dere  • 
recho,  no  pueden  vacilar  en  proclamarlo  públicamente.  Es 
útil  asimismo  que  los  motivos  de  la  guerra  lleguen  á  noti- 
cia de  los  Estados  ajenos  al  conflicto,  que  van  á  sufrir  sus 
consecuencias  y  que  estarán  mejor  dispuestos,  si  los  co- 
nocen, á  ofrecer  sus  buenos  oficios  para  evitarla  ó  con- 
cluirla. 

En  lo  que  toca  el  art.  2.**,  lo  justificó  por  él  interés  de 
los  neutrales  y  por  la  necesidad  de  colocarlos  en  condi- 
ciones de  desempeñar  la  misión  que  les  reservan  los  ar- 
tículos 6.**  y  27  del  Convenio  de  28  de  Julio  de  1899. 

194.  Al  conjunto  de  la  proposición  francesa  se  presen- 
tó por  los  Delegados  de  Holanda  una  enmienda  que  á  con^ 
tinuación  transcribimos: 

Tomo  primero.  14 
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<I.  Las  potencias  contratantes  reconocen  que  no  deben 
comenzar  las  hostilidades  entre  ellas  sino  por  lo  menos 
veinticuatro  horas  después  de  que  una  advertencia  inequí- 
voca^ bajo  la  forma  de  declaración  de  guerra  motivada  ó 
de  ultimátum  con  declaración  de  guerra  condiciona],  haya 
llegado  oficialmente  á  conocimiento  del  Gobierno  del  ad- 
versario. 

cll.  £1  estado  de  guerra  debe  notificarse  sin  demora  á 
las  potencias  neutrales  y  no  comienza  respecto  de  ellas 
hasta  que  la  notificación  haya  llegado  oficialmente  á  su 
conocimiento.» 

Este  párrafo  II  de  la  proposición  holandesa  fué  modifi- 
cado en  la  sesión  de  5  de  Julio  de  1907  de  la  siguiente 
manera:  <E1  estado  de  guerra  debe  notificarse  sin  demora 
á  las  potencias  neutrales  y  no  producirá  efecto  respecto  de 
ellas  hasta  después  del  recibo  de  la  notificación,  que  podrá 
hacerse  por  vía  telegráfica.» 

De  otra  parte,  la  Delegación  de  Bélgica  propuso,  en  la 
sesión  de  12  de  Julio  de  1907,  una  enmienda  en  estos  tér- 
minos al  párrafo  segundo  de  la  proposición  de  Francia: 
«El  estado  de  guerra  debe  notificarse  sin  demora  á  las  po- 
tencias neutrales.  La  notificación,  que  podrá  hacerse  por 
vía  telegráfica,  no  surtirá  efecto  respecto  de  ellas  sino  cua- 
renta y  ocho  horas  después  de  su  recibo.» 

En  apoyo  del  plazo  para  comenzar  las  hostilidades  se  ale- 
gó por  el  respetable  General  Deen  Beer  Portugael,  que 
contribuiría  á  facilitar  el  desarme  porque  las  naciones  no 
tendrían  que  estar  constantemente  en  el  pie  de  guerra  exigi  - 
do  por  la  posibilidad  de  una  sorpresa;  que  importaba  á  las 
relaciones  comerciales  para  evitarles  accidentes  y  trastor- 
nos imprevistos;  que  ese  término  se  pactaba  constantemen- 
te para  los  armisticios,  sin  embargo,  de  su  carácter  militar». 
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y  que  era  necesario^  á  más  de  suprimir  las  sorpresas,  evi- 
tar que  la  advertencia,  por  la  vaguedad  de  los  términos 
empleados,  se  convirtiera  en  una  simple  fórmula. 

La  Delegación  de  Rusia  añadió,  en  defensa  de  las  veinti- 
cuatro horas  del  proyecto  holandés,  que  la  cuestión  del 
plazo  estaba  muy  ligada  con  la  relación  entre  los  efectivos 
de  paz  y  los  de  guerra,  y  que  daría  á  los  Estados  neutrales 
un  tiempo  precioso  para  que  intentasen  la  reconciliación 
de  los  contendientes  y  la  sumisión  de  sus  diferencias  al  Tri- 
bunal de  arbitraje  de  £1  Haya. 

Por  lo  que  se  refiere  al  plazo  respecto  de  los  neutrales, 
quedó  bien  pronto  esclarecido  que,  en  opinión  de  todos,  no 
podría  suponerse  que  estuvieran  autorizados  para  infringir 
los  deberes  de  la  neutralidad  después  de  haber  recibido  no- 
ticia de  la  guerra  y  que  no  cabía  referir  ese  plazo,  en  hipó- 
tesis alguna,  sino  al  tiempo  necesario  para  tomar  las  me- 
didas que  requiere  y  ordena  la  estricta  conservación  de  4i* 
>  cha  neutralidad. 

195.  Al  lado  de  la  proposición  francesa  se  pusieron 
con  manifestaciones  más  ó  menos  explícitas,  Alemania,  los 
Estados  Unidos  de  la  América  del  Norte,  Inglaterra,  China, 
Grecia^  Italia  y  el  Japón,  y  prejuzgado  así  en  cierto  modo 
el  resultado  de  la  votación,  se  obtuvieron  en  ella  las  si- 
guientes cifras: 

La  enmienda  holandesa  al  artículo  primero  francés  fué 
rechazada  por  diez  y  seis  votos  contra  trece  y  cinco  abs- 
tensiones,  y  el  texto  francés  quedó  aprobado  con  dos  votos 
en  contra  del  Brasil  y  la  República  Dominicana,  y  las  abs- 
tenciones de  China  y  Cuba. 

El  artículo  segundo  del  proyecto  francés  fué  transmi- 
Udo,  con  las  enmiendas  formuladas,  al  Comité  de  redacción. 


^ 
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196.  La  abstención  de  Cuba  se  debió  principalmente  á 
la  exigencia  de  que  la  declaración  de  guerra  fuera  motiva-» 
da,  no  por  las  ventajas  ó  beneficios  de  ese  sistema,  sino 
porque  la  Constitución  política  cubana,  á  semejanza  de  la 
de  otras  naciones,  reserva  al  Congreso  la  facultad  de  de  • 
clarar  la  guerra,  y  no  parece  natural  ni  aceptable  que  en 
un  tratado  internacional  se  establezca  la  forma  y  condicio- 
nes en  que  han  de  ejercer  los  poderes  legislativos  naciona- 
les sus  atribuciones  privativas.  En  tal  sentido  hizo  una  de- 
claración el  Sr.  Gonzalo  de  Quesada  en  la  sesión  del  12  de 
Julio  de  1907. 

Examinada  de  nuevo  esta  cuestión  en  el  Comité  de  exa- 
men de  la  Subcomisión  correspondiente,  se  llegó  al  acuer- 
do, consignado  por  el  Sr.  Renault  en  su  luminoso  dictamen,, 
de  que  las  estipulaciones  convencionales  á  que  el  proyecta 
se  refería,  no  debían  afectar  en  caso  alguno  á  los  poderes 
legislativos  interiores  en  sus  decisiones  soberanas,  sino  re  • 
ferirse  á  la  forma  de  la  notiñcación  que  ha  de  hacer  al  ad- 
versario el  poder  ejecutivo.  Con  esta  aclaración  se  evitaron 
indudablemente  serias  dificultades,  que  hubieran  surgida 
en  más  de  una  nación  al  llegar  el  momento  de  aprobar  le- 
gislativamente el  convenio. 

197.  Fuera  de  este  punto,  el  Comité  de  examen  y  re- 
dacción creyó  necesario,  por  motivos  que  explicaremos 
más  adelante  al  comentar  los  acuerdos  definitivos,  prever 
el  caso  de  que  las  potencias  neutrales  no  recibieran  por 
cualquier  causa  el  aviso  oficial  del  comienzo  de  las  hostili- 
dades. 

Dicho  Comité,  en  virtud  de  lo  expuesto  y  como  resultado 
de  los  debates  aludidos  y  de  sus  propias  deliberaciones^ 
sometió  á  la  segunda  Comisión  un  proyecto  de  Reglamento 


DE  LA  DECLARACIÓN  DE  GUERRA  21 3 

sobre  la  apertura  de  las  hostilidades^  redactado  en  estos 
términos: 

cl.  Las  potencias  contratantes  reconocen  que  las  hosti- 
lidades entre  ellas  tío  deben  comenzar  sin  una  advertencia 
previa  é  inequívoca,  que  tenga  la  forma,  bien  de  una  decla- 
ración de  guerra  motivada,  bien  de  un  ultimátum  con  de- 
claración de  guerra  condicional. 

»IL  £1  estado  de  guerra  deberá  notificarse  sin  demora 
á  las  potencias  neutrales,  y  no  surtirá  efecto  respecto  de 
ellas  sino  después  del  recibo  de  la  notiñcación,  que  podrá 
hacerse  por  vía  telegráfica.  Queda  entendido,  sin  embargo, 
<)ue  las  potencias  neutrales  no  podrán  invocar  la  falta  de 
notificación  si  estuviere  acreditado  de  una  manera  induda- 
ble que  conocían  de  hecho  del  estado  de  guerra,  i 

198.  La  segunda  Comisión  el  30  de  Agosto  de  1907,  y 
la  Conferencia  en  pleno  el  7  de  Septiembre  inmediato,  apro- 
baron por  unanimidad  y  sin  debate  el  proyecto  que  acaba- 
mos de  transcribir.  Se  trataba  de  una  transacción  entre  di- 
ferentes tendencias,  que  mantenía  el  principio  caballeresco 
de  la  advertencia  previa  y  no  equívoca,  sin  señalar  plazo 
alguno,  y  que  aceptaba  también  un  criterio  ecléctico  res- 
pecto de  los  neutrales. 

199.  El  Comité  general  de  redacción  propuso  ala  Con- 
ferencia, y  ésta  lo  admitió  sin  dificultad  alguna,  que  se 
agregara  en  el  convenio  definitivo  á  ios  dos  preceptos  an- 
teriormente copiados,  un  tercero  en  esta  forma:  «El  artícu- 
lo primero  del  presente  convenio  producirá  efecto  en  caso 
de  guerra  entre  dos  ó  más  de  las  potencias  contratantes.  El 
art.  2.**  es  obligatorio  en  las  relaciones  entre  un  beligerante 
contratante  y  las  potencias  neutrales  que  también  lo  sean.» 
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200*  Pueden  surgir  algunas  diñcultades  prácticas  sobre 
la  aplicación  de  estas  disposiciones,  que  su  comentario 
debe  esclarecer.  En  primer  término,  y  por  lo  que  toca  áias 
relaciones  entre  los  beligerantes,  cabría  una  duda.  Si  el 
Estado  A  envía  un  ultimátum  al  Estado  B,  dándole  por 
ejemplo,  una  semana  para  que  acceda  á  sus  pretensiones 
bajo  amenaza  de  declararle  la  guerra,  ^podrá  el  Estado  B^ 
sin  más  trámite  y  desde  que  reciba  el  ultimátum,  abrir  las 
operaciones  militares  contra  el  otro?  Parece  que  el  motivo 
de  hidalguía  en  que  se  ha  inspirado  esta  resolución,  obliga 
al  Estado  B  á  comunicar  su  propósito  al  Estado  A. 

Supongamos,  por  otra  parte,  que  repitiéndose  el  caso  de 
una  guerra  reciente,  el  Estado  á  quien  se  dirige  el  ultimá- 
tum lo  sabe  con  anterioridad  y  entrega  sus  pasaportes  eH 
Ministro  de  la  otra  potencia,  haciendo  imposible  que  el  ul- 
timátum llegue  á  su  poder.  En  ese  caso,  como  la  nación 
que  se  prepara  á  la  guerra  ha  realizado  cuanto  le  era  po- 
sible para  cumplir  con' las  prescripciones  del  Reglamento 
de  El  Haya,  es  evidente  que  está  en  condiciones  de  atacar 
en  seguida,  sin  más  trámites  ni  miramientos.  El  país  ata- 
cado tiene  suficiente  noticia  de  lo  que  se  le  espera,  para 
que  no  le  sea  dado  alegar  que  se  le  sorprende.  Su  conducta 
equivaldrá  á  una  notificación  y  debe  sustituirla  para  todos 
los  efectos.  Y  lo  mismo  opinamos  en  la  suposición  de  que 
un  Estado  se  negara  á  recibir  materialmente  el  documenta 
que  contenga  la  declaración  de  guerra  inmediata  ó  el  ulti'- 
mátum  con  declaración  condicional. 

Más  difícil  es  el  caso  en  que  se  hayan  interrumpido,  con 
cierta  anterioridad  al  comienzo  de  las  hostilidades,  las  re- 
laciones diplomáticas  entre  los  futuros  beligerantes.  {Qué 
hacer  entonces  para  cumplir  con  lo  ordenado  en  esta  nueva 
reglamentación?  Valerse  de  una  tercera  potencia  no  sería 
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práctico  ni  oportuno.  Cabe  más  bien  utilizar  la  vía  tele- 
gráfica para  la  comunicación  directa  de  Gobierno  á  Go* 
bierno,  porque  no  sería  lógico  pensar  que  restablace  las 
comunicaciones  interrumpidas  quien  habla  al  único  fín  de 
dar  principio  á  la  interrupción  más  grave  de  la  guerra. 

201.  La  forma  en  que  el  convenio  se  refiere  á  la  noti- 
ficación respecto  de  los  neutrales^  evita  algunos  inconve- 
nientes que  hubiera  suscitado  una  redacción  menos  flexible. 
Se  comprende^  desde  luego,  que  el  estado  de  guerra  existe 
para  los  neutrales  respecto  de  ambos  beligerantes,  desde 
que  reciben  la  notificación  de  cualquiera  de  ello<«.  Sería 
absurdo  que  los  derechos  y  deberes  que  la  neutralidad  crea 
para  un  Estado,  empezaran  á  diferente  fecha  en  cuanto  á 
cada  uno  de  los  contendientes.  Cuando  una  nación  comu- 
nica á  las  demás  que  está  en  guerra,  no  les  refiere  hechos 
unilaterales,  sino  una  situación  recíproca  que  la  afecta  al 
mismo  tiempo  que  á  otra  ú  otras.  Por  esa  simple  notifica- 
ción, están  impedidos  los  neutrales  de  prestar  al  otro  beli- 
gerante ciertos  servicios  sin  faltar  á  sus  deberes  con  el  que 
los  ha  notificado.  No  hay  que  discutir,  por  lo  tanto,  las  con- 
secuencias de  la  omisión  de  ese  requisito  por  uno  de  los 
beligerantes.  El  párrafo  último  del  art.  2.'  del  proyecto, 
aunque  no  escrito  para  tal  hipótesis,  la  cubre  y  comprende 
también. 

No  tocaba  á  un  convenio  internacional  decidir  quién  debe 
hacer  la  notificación  por  el  país  beligerante  y  á  quién  debe 
dirigirla  en  el  Eátado  neutral.  Aunque  la  situación  de  cier- 
tas colonias  más  ó  menos  autónomas,  á  larga  distancia  de 
los  poderes  metropolíticos,  se  discutió  incidentalmente,  es 
natural  que  la  decisión  de  cuestiones  como  éstas  incumba 
al  derecho  interior,  político  ó  constitucional,  de  cada  Esta- 
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do.  Hay  que  decidir  quién  representa  para  ciertos  efectos  á 
una  nación,  y  al  representado  le  toca  responder.  La  varie- 
dad de  sistemas  difícultaria,  por  otra  parte,  una  reglamen- 
tación internacional. 

La  posibilidad  de  que  un  Estado  neutral  no  tenga  rela- 
ciones diplomáticas  con  alguno  ó  con  ninguno  de  los  beli- 
gerantes, entra  en  el  terreno  de  las  cosas  frecuentes.  Ape- 
nas habrá  habido  guerra  importante  que  deje  de  coincidir 
con  cierta  nación  neutral  no  reconocida  todavía  ó  con  la 
existencia  de  algún  Gobierno  que  se  halle  en  idéntico  caso. 
Cuando  se  trate  simplemente  de  pueblos  tan  alejados  unos 
de  otros  que  no  mantengan  relaciones  diplomáticas  ó  con- 
sulares, es  fácil  el  camino,  porque  no  son  de  presumir  entre 
ellos  conflictos  de  neutralidad,  nacidos  de  ordinario  al  ca- 
lor del  trato  frecuente,  y  porque  nada  impide  que  en  ese 
caso  excepcional,  como  en  otros  de  diversa  índole,  lleve  un 
simple  despacho  telegráfíco  la  noticia  oñcial  de  la  guerra 
de  uno  á  otro  extremo  del  mundo. 

Cuando  las  relaciones  están  verdaderamente  interrumpi- 
das el  caso  es  más  grave,  porque  aun  la  simple  comunica- 
ción telegráfica  envolvería  el  reconocimiento  del  nuevo  Es- 
tado ó  del  nuevo  Gobierno.  Como  las  hostilidades  entre  dos 
naciones  son  un  hecho  público  y  notorio,  que  el  telégrafo 
y  la  prensa  periódica  difunden  en  seguida  por  todas  partes, 
está  vencida  la  dificultad  por  una  disposición  ya  citada  del 
convenio  que  no  permite  á  las  potencias  neutrales  invocar 
la  falta  de  notificación,  si  estuviere  acreditado  de  una  ma- 
nera indudable  que  conocían  de  hecho  el  estado  de  guerra. 

Y  este  precepto  es  aplicable  también  al  caso  en  que  uno 
de  los  beligerantes  ó  ambos  no  puedan  transmitir  la  notifi- 
cación porque  se  hayan  interrumpido  ó  roto  los  cables  6 
telégrafos  ó  por  cualquier  otro  accidente  análogo. 
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No  precisa  el  convenio  el  instante  desde  el  cual  produce 
efectos  para  los  Estados  la  notiñcación  de  la  guerra.  Hubie- 
ra sido  preciso  distinguir  la  nación  misma,  cuyos  derechos 
y  deberes  internacionales  surgen  desde  que  llega  la  noticia 
á  su  Gobierno,  de  los  habitantes  del  país  neutral,  á  quienes 
no  pueden  imponerse  por  lo  común  los  deberes  que  la  neu- 
tralidad supone  hasta  que  ha  transcurrido  el  tiempo  nece- 
sario para  que  su  Gobierno  publique  la  notificación  reci- 
bida. Y  para  los  buques  que  tocan  en  puerto  neutral,  la 
regla  puede  no  ser  enteramente  la  misma,  sobre  todo  desde 
que  se  ha  complicado  el  asunto  con  el  empleo,  muy  gene- 
ralizado, de  la  telegrafía  sin  hilos,  £1  convenio  ha  omitido 
estas  distinciones,  complicadas  de  suyo,  que  hubieran  com- 
prometido quizá  el  éxito  unánime  de  sus  afirmaciones  fun- 
damentales. 

202.  También  prescinde  dicho  convenio  de  toda  fijación 
concreta  de  plazos.  Las  necesidades  de  orden  militar  impi- 
^^ablecerlos  en  las  relaciones  entre  los  beligerantes,  y 
la  naturaleza  de  la  neutralidad  los  estorba  en  cuanto  á  las 
naciones  que  no  toman  parte  en  la  guerra.  Es  ya  bastante 
haber  logrado  que  se  hable  entre  los  que  van  á  combatir, 
de  una  declaración  previa.  Cada  situación  y  cada  guerra 
futura  irán  determinando  la  posibilidad  de  obtener  mayo- 
res ventajas  en  el  camino  emprendido.  Por  lo  pronto,  se 
fija  con  esta  reglamentación  una  práctica  incierta,  y  el  De- 
recho internacional  público  sustituye  con  prescripciones  es- 
critas y  concretas  la  obscuridad  de  un  problema  en  que  los 
precedentes  consuetudinarios  no  se  distinguían  sino  por  su 
variedad  y  sus  contradicciones. 

Las  nuevas  reglas,  cuyo  estudio  hemos  colocado  en  este 
lugar  del  presente  libro  porque  se  refieren  sin  distinción  á 
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las  guerras  terrestres  y  marítimas  y  abarcan  doctrinas  apli- 
cables á  los  beligerantes  mismos  y  á  los  Estados  neutrales, 
son  como  el  primer  capítulo  de  la  codificación  del  Derecho 
internacional  público  en  tiempo  de  luchas  armadas,  que  ha 
sido  una  de  las  obras  más  importantes  á  que  han  consagra- 
do sus  tareas  las  dos  Conferencias  de  El  Haya. 


CAPÍTULO   IX 


Plazo  de  favor. 


203.  La  declaración  de  guerra  á  que  nos  hemos  referi- 
do en  el  capitulo  precedente,  debe  surtir  sus  efectos  desde 
que  sea  conocida;  pero  no  es  justo  que  estén  sometidos  9 
sus  consecuencia^  los  que,  sorprendidos  por  ella  en  un  puer- 
to neutral,  han  entrado  allí  bajo  la  guarda  y  la  garantía 
del  estado  de  paz. 

Por  eso  sin  duda  algunos  tratados  internacionales  inau- 
guraron la  práctica  de  establecer  un  término  más  ó  menos 
largo  para  que  los  buques,  sorprendidos  por  las  hostilida- 
des en  puerto  enemigo,  pudieran  salir  sin  inconveniente  y 
llegar  sin  que  se  les  persiga  ó  capture  á  puerto  propio  ó 
neutral. 

El  fondo  de  justicia  que  inspiró  esa  derogación  á  los  efec- 
tos naturales  del  comienzo  de  la  lucha  armada,  determinó 
su  persistencia  durante  toda  la  segunda  mitad  del  siglo  xix, 
en  la  serie  de  guerras  diferentes  á  que  sirvieron  de  teatro 
durante  ese  período  casi  todas  las  regiones  del  globo.  Para 
dar  á  la  referida  práctica  el  carácter  de  regla  obligatoria, 
se  incluyó  entre  los  asuntos  de  que  había  de  ocuparse  la 
segunda  Conferencia  de  la  Paz,  figurando  su  estudio  entre 
las  materias  asignadas  á  la  cuarta  Comisión. 
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204.  Para  iniciarlo  presentaron  los  Delegados  de  Rusia, 
en  I  o  de  Julio  de  1907,  una  proposición  que  dice  así: 

«i.^  En  el  caso  de  que  un  buque  mercante  de  alguno  de 
los  beligerantes  sea  sorprendido  por  la  guerra  en  un  puerto 
del  otro,  debe  acordarle  este  último  un  plazo  de  favor,  con 
objeto  de  permitirle  acabar  la  descarga  ó  la  carga  de  mer- 
cancías que  no  constituyan  contrabando  de  guerra,  salir 
libremente  del  puerto  y  ganar  en  franquía  el  puerto  más 
próximo  de  su  país  de  origen  ó  uno  neutral. 

»2.*'  El  buque  mercante  que  por  circunstancias  indepen- 
dientes del  mismo  no  pueda  salir  del  puerto  enemigo  du- 
rante el  plazo  de  favor  antes  indicado  ó  que  hayan  reteni- 
do las  autoridades  del  puerto  enemigó  por  necesidades  mi- 
litares, no  podrá  ser  confiscado. 

»3.'  Los  buques  mercantes  de  los  beligerantes,  sorpren- 
didos en  el  mar  por  el  comienzo  de  la  guerra,  no  pueden 
ser  capturados  si  han  salido  de  su  puerto  de  origen,  ó  de 
otro  puerto,  antes  del  comienzo  de  las  hostilidades. 

>Cuando  lo  exijan  las  circunstancias  de  la  guerra,  podrán 
ser  retenidos  dichos  buques  por  el  enemigo  durante  el  lap- 
so de  tiempo  impuesto  por  las  necesidades  militares. 

«Después  que  dichos  buques  hayan  tocado  en  un  puerto 
de  su  país  ó  en  un  puerto  neutral,  quedan  sometidos  á  las 
leyes  y  costumbres  de  la  guerra  marítima. 

»4.'*  Xos  buques  mencionados  en  el  número  anterior  que 
lleguen  á  un  puerto  enemigo,  gozan  de  los  plazos  é  inmu- 
nidades expresados  en  las  disposiciones  precedentes.  > 

205.  La  Delegación  holandesa  formuló  una  enmienda  á 
esta  proposición  que  era  más  restrictiva  en  cuanto  al  pla- 
zo, porque  si  bien  dejaba  su  fijación  al  acuerdo  de  cada  be- 
ligerante en  los  momentos  de  comenzar  una  guerra,  expre- 
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saba  que  el  término  nunca  sería  menor  de  cinco  días.  Por 
otra  parte,  consignaba  en  un  nuevo  artículo  que  el  plazo 
podría  negarse  á  los  buques  mercantes  enemigos  destinados 
ó  designados  de  antemano  á  la  transformación  en  buques 
de  guerra,  salvo  que  el  Gobierno  á  que  pertenecieran  se 
obligara  á  no  efectuar  dicha  transformación  durante  las 
hostilidades. 

206.  No  en  abierta  oposición  á  tales  propuestas,  pero 
encarnando,  sin  embargo,  los  principios  contrarios,  formu- 
ló la  Delegación  francesa  sus  ideas  sobre  el  particular  en 
la  moción  siguiente:  «Los  buques  mercantes  que  correspon- 
dan á  las  potencias  beligerantesy  se  encuentren  en  puertos 
enemigos  al  comienzo  de  las  hostilidades,  y  á  los  cuales 
no  se  haya  concedido  plazo  alguno  de  favor  para  hacerse 
á  la  mar,  no  podrán  ser  confiscados.  Puede  negárseles,  no 
obstante,  la  salida  del  puerto,  y  estarán  en  tal  caso  sujetos 
á  requisa,  mediante  indemnización,  según  las  leyes  territo- 
riales vigentes.» 

207.  El  debate  que  se  promovió  en  la  Comisión  puso 
de  relieve  en  seguida  que  algunas  potencias  marítimas  no 
estaban  de  acuerdo  con  el  carácter  obligatorio  del  plazo  de 
favor.  Ninguna  lo  combatió  abiertamente;  pero  Inglaterra, 
el  Japón,  los  Estados  Unidos  de  América  y  Francia,  lo  pu  - 
sieron  sucesivamente  en  entredicho. 

El  Sr.  Ottley  insistió  en  calificarlo  como  favor  para  ne- 
garle la  categoría  de  derecho,  señaló  las  dificultades  prác- 
ticas que  surgían  de  su  aplicación  y  declaró  imposible  toda 
regla  absoluta,  prefiriendo  un  sistema  circunstancial  por 
motivos  geográficos^  y  de  poder  mercante.  El  Sr.  Tsudzuki, 
á  nombre  del  Japón,  mostró  su  conformidad  con  las  opi- 
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niones  inglesas  y  sostuvo  que  los  buques  destinados  á  trans- 
formarse debían  ser  tratados  como  contrabando  de  guerra. 
El  Sr.  Sperry,  Delegado  naval  de  los  Estados  Unidos,  opinó 
asimismo  que  era  muy  diñcil  fijar  los  plazos  en  una  con- 
vención, dado  que  el  derecho  de  que  se  trataba  debía  su- 
bordinarse á  las  exigencias  de  la  lucha  armada. 

El  Sr.  Renault  convino  en  la  dificultad  de  reglamentar 
el  término  y  fijarlo  por  un  acuerdo  internacional,  y  calificó 
de  intermediaria  la  proposición  francesa,  destinada  en  su 
opinión  á  mejorar  lo  existente  y  á  conciliar  las  exigencias 
militares  imperiosas  con  el  respeto  de  la  propiedad  privada. 
Tampoco  le  parecía  fácil  establecer  por  un  convenio  la  cla- 
sificación de  los  buques  que  el  beligerante  puede  ó  no  re- 
tener. 

208.  A  más  de  las  proposiciones  que  hemos  menciona- 
do anteriormente,  se  presentó  una  transaccional  de  Suecia 
que  reducía  á  una  simple  aspiración  el  plazo  de  favor,  man- 
teniendo en  lo  demás  la  proposición  de  Rusia.  Esta  última 
fué  á  su  vez  modificada  en  el  sentido  de  estimar  el  plazo 
como  un  verdadero  derecho. 

209.  Con  estos  antecedentes,  y  sin  voto  alguno  de  la 
cuarta  Comisión  durante  el  debate  preliminafT  llegó  el  pro- 

9  blema  al  Comité  de  examen,  donde  se  renovaron  la  discu- 
siones sobre  el  carácter  obligatorio.  Efectuada  allí  una  vo- 
taci  ón,  se  abstuvo  de  votar  Suecia;  lo  hicieron  en  contra  la 
República  Argentina,  Francia,  Inglaterra  y  el  Japón,  y  opi- 
naron favorablemente  las  ocho  que  á  continuación  se  men- 
cionan: Alemania,  Estados  Unidos  de  América,  Austria- 
Hungría,  Bélgica,  Noruega,  Holanda,  Rusia  y  Servia.  El 
Comité  discutió  además  sobre  el  derecho  de  requisa,  la  con- 
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dición  de  los  barcos  que  la  guerra  sorprende  en  alta  mar  y 
el  régimen  de  los  destinados  á  transformarse  en  buques  de 
guerra. 

210.  Después  de  esos  debates,  y  á  virtud  de  laboriosas 
transacciones,  formuló  el  Comité  un  proyecto  de  regla- 
mento sobre  el  régimen  de  los  buques  mercantes  enemigos 
al  comi  enzo  de  las  hostilidades,  que  dice  así: 

€  Artículo  primero.  Cuando  un  buque  mercante  que 
pertenezca  á  una  de  las  potencias  beligerantes  se  encuen- 
tre en  un  puerto  enemigo  al  comienzo  de  las  hostilidades, 
es  de  desear  que  se  le  permita  salir  libremente  en  seguida 
ó  después  de  un  plazo  de  favor  suficiente  y  ganar  directa- 
mente, provisto  de  un  salvoconducto,  su  puerto  de  destino 
ú  otro  que  se  le  designe. 

Lo  mismo  sucede  con  el  buque  que  haya  dejado  su 
puerto  de  partida  antes  del  comienzo  de  la  guerra  y  entre 
en  un  puerto  enemigo  ignorando  las  hostilidades. 

Art.  2.*  El  buque  mercante  que,  por  circunstancias  de 
fuerza  mayor,  no  haya  podido  abandonar  el  puerto  enemi- 
go durante  el  plazo  á  que  se  refiere  el  artículo  preceden- 
te, ó  al  que  no  se  haya  concedido  la  salida,  no  podrá  ser 
confiscado. 

Estará  sujeto  únicamente  á  embargo,  pero  con  la  obliga- 
ción de  restituirlo  después  de  la  guerra  sin  indemnización, 
ó  á  requisa  mediante  indemnización. 

Art.  3."  Los  buques  mercantes  enemigos  que  han  de- 
jado el  último  puerto  antes  del  comienzo  de  la  guerra  y  á 
los  que  se  encuentra  en  el  mar  ignorando  las  hostilidades, 
T)o  pueden  ser  confiscados.  Están  sujetos  únicamente  á 
embargo,  con  la  obligación  de  restituirlos  después  de  la 
^erra  sin  indemnizar,  ó  á  requisa,  ó  aun  á  destrucción, 
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con  la  carga  de  indemnizar  y  la  obligación  de  proveer  á  la 
seguridad  de  las  personas  y  la  conservación  de  los  docu- 
mentos de  á  bordo. 

Después  que  dichos  buques  hayan  tocado  en  un  puerto 
de  su  país  ó  neutral,  quedan  sometidos  á  las  leyes  y  eos* 
lumbres  de  la  guerra  marítima. 

Art.  4.'  Las  mercancías  enemigas  que  se  encuentren 
a  bordo  de  los  buques  aludidos  en  los  números  i.*  y  2.^, 
están  sujetas  igualmente  á  ser  embargadas  y  restituidas 
después  de  la  guerra  sin  indemnización,  ó  requisadas  me  - 
diante  indemnización,  en  unión  del  barco  ó  separadamente. 

Otro  tanto  sucede  con  las  mercancías  que  se  encuentren 
d  bordo  de  los  buques  á  que  se  reñere  el  art.  3.^ 

Art.  5.**  El  presente  reglamento  no  es  aplicable  á  los 
buques  mercantes  cuya  construcción  indique  que  están 
destinados  á  transformarse  en  buques  de  guerra.» 

211,  Al  leerse  este  proyecto  ante  la  cuarta  Comisión 
eL  18  de  Septiembre  de  1907,  hizo  el  Sr.  Kriege  una  de- 
claración en  estos  términos:  «La  Delegación  alemana  for- 
mula reservas  en  cuanto  al  art.  3."  y  al  párrafo  segundo 
áti  4.°  Antes  de  explicar  sus  motivos,  me  será  permitido 
exponer  algunas  observaciones  de  orden  general.  No  sin 
pena  hemos  visto  desaparecer  del  proyecto  la  disposición 
propuesta  por  la  Delegación  de  Rusia,  que  tendía  á  dar 
carácter  obligatorio  al  favor  concedido  hace  medio  siglo  á 
los  buques  mercantes  sorprendidos  por  el  comienzo  de  las 
tiostilldades  en  los  puertos  del  enemigo.  Hemos  tenido  que 
resignarnos  al  concepto  puramente  facultativo  del  plazo, 
en  vista  de  que  la  proposición  rusa  no  pudo  obtener  la 
unanimidad.  El  art.  2,^,  debido  á  la  iniciativa  de  la  Delega- 
ción francesa,  dulcifíca  los  rigores  á  que  estarían  expuestos 
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los  buques  mercantes  á  falta  de  toda  obligación^  y  consti* 
tiiye  en  tales  circunstancias  una  ventaja  que  no  es  dable 
negar  y  que  hemos  acogido  con  agrado.  Ha  de  lamentarse 
únicamente  que  el  art.  5.^  lo  restrinja  mucho,  autorizando 
á  los  beligerantes  para  rehusar  esa  ventaja  á  los  buques 
cuya  construcción  indique  que  están  destinados  á  trans- 
formarse en  barcos  de  guerra.  Sin  embargo,  no  hemos  va- 
cilado en  aceptar  el  conjunto  de  las  disposiciones  relativas 
al  trato  de  los  buques  que  se  encuentran  en  puerto  enemi- 
go al  comienzo  de  las  hostilidades. 

>No  sucede  lo  mismo  con  el  art.  3.°  y  el  párrafo  segun- 
do del  4.**,  aplicables  á  los  buques  que  han  salido  del  últi- 
mo puerto  antes  del  principio  de  la  guerra  y  á  los  que  se 
encuentran  en  el  mar  ignorándola.  Se  ha  resuelto  aplicar- 
les el  mismo  régimen  que  si  estuvieran  en  puerto.  Para  sa« 
tlsfacer  la  objeción  de  la  desigualdad  que  eso  crea  entre 
los  Estados^  se  otorga  á  los  beligerantes,  á  más  de  la  fa- 
cultad de  embargar  los  buques  y  de  retenerlos  durante  la 
guerra,  el  derecho  de  destruirlos  bajo  reserva  de  la  obliga- 
ción de  indemnizar  al  propietario.  Pero  eso  no  basta  para 
resolver  la  dificultad.  En  efecto,  sólo  las  potencias  que 
tengan  estaciones  navales  en  las  diferentes  partes  del  mun- 
do, podrán  ejercer  regularmente  el  derecho  de  embargo. 
Las  demás  potencias  se  verán  á  menudo  en  la  imposibili- 
dad de  llevar  los  buques  á  un  puerto  y  en  la  necesidad  de 
destruirlos,  y  tendrán  que  indemnizar  á  los  propietarios 
por  esa  pérdida.  Para  lograr  el  mismo  ñn  tendrán  que  im- 
ponerse cargas  financieras  de  que  estará  libre  otra  poten^ 
cia  que  se  encuentre  en  condiciones  de  aprovechar  el  de* 
reeho  de  embargo.  En  vlst^  de  esa  desigualdad  no  pode- 
mos votar  por  el  art.  3.°  ni  por  el  segundo  párrafo  del  ar- 
tículo 4.^» 

Tomo  pkimkro.  15 
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La  Delegación  de  Rusia  se  asoció  á  esta  última  reserva 
y  lo  mismo  hizo  al  votar  la  de  Montenegro.  El  resultado 
en  la  Comisión  fué  de  treinta  y  nueve  votos  favorables 
contra  tres  abstenciones. 

212.  Repetida  la  votación  en  la  Conferencia  el  27  de 
Septiembre  de  1907,  después  de  haber  insistido  en  su  re- 
serva la  Delegación  alemana,  tomaron  parte  en  ella  cua- 
renta y  dos  Estados,  porque  no  estaban  presentes  los  dos 
restantes,  Nicaragua  y  Paraguay,  que  aceptaron  más  tarde 
el  proyecto.  De  los  votantes  fueron  enteramente  favorables 
treinta  y  siete,  y  lo  aceptaron,  bajo  reserva  del  art.  3/  y  del 
párrafo  segundo  del  art.  4.*^,  Alemania,  China,  Montenegro 
y  Rusia.  Los  Estados  Unidos  se  abstuvieron  por  falta  de 
intrucciones  definitivas. 

213.  Nuestro  juicio  sobre  este  proyecto  es  muy  sencillo 
y  se  puede  formular  con  brevedad.  El  artículo  primero,  li- 
mitado á  la  expresión  de  un  deseo,  priva  de  toda  fuerza 
obligatoria  al  plazo  de  favor,  que  está  en  peligro  de  des- 
aparecer muy  pronto  de  las  prácticas  internacionales. 
Marca  de  ese  modo  un  verdadero  y  lamentable  retroceso 
en  las  costumbres,  que  tiene,  sin  embargo,  muy  natural 
explicación.  No  ha  sido,  en  realidad,  culpa  de  la  segunda 
Conferencia  de  El  Haya. 

La  guerra  marítima  se  ha  transformado  radicalmente  en 
nuestros  días,  y  los  buques  que  á  ella  se  destinan,  deman  • 
dan  un  lujo  de  barcos  auxiliares,  para  los  transportes,  las 
órdenes,  las  provisiones  y  el  carbón,  que  va  en  aumen  to 
constante.  Al  mismo  tiempo,  la  gran  navegación  trasatlán- 
tica requiere  el  apoyo  de  los  Gobiernos  bajo  la  forma  dé 
subvenciones  y  garantías.  Esta  doble  necesidad  «njgendra 
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un  apoyo  recíproco  y  hace  que  resulten  dispuestos  para  la 
guerra^  por  contratos  más  ó  menos  públicos,  ciertos  bu- 
ques cuyo  destino  ordinario  es  el  comercio  durante  el 
tiempo  de  paz.  Dejarlos  partir  para  que  se  pongan  inme- 
diatamente al  servicio  del  enemigo,  constituiría  un  acto  de 
candidez  y  hasta  un  incaliñcable  descuido. 

Uñase  á  estos  el  desarrollo  extraordinario  de  la  telegra- 
fía sin  hilos,  en  cuya  virtud  es  tan  fácil  como  rápida  la 
transmisión  de  noticias  é  informes  desde  un  puerto  enemi- 
go ó  á  raíz  de  abandonarlo,  y  tan  frecuente  interceptar  ó 
recoger  mensajes  que  hayan  cambiado  entre  sí  las  autori- 
dades militares  ó  navales  del  beligerante  enemigo.  Súmese 
también  á  lo  dicho  la  probabilidad  del  conocimiento  de  la 
guerra  por. parte  del  buque  provisto  de  esos  aparatos  que 
ha  salido  de  puerto  antes  de  comenzar  las  hostilidades  ó 
que  llega  en  igual  condición  á  las  aguas  territoriales  del 
enemigo.  Es  fácil  darse  cuenta  del  influjo  que  tiene  en  la 
regulación  de  estos  problemas  la  telegrafía  sin  hilos. 
.  Salta  á  la  vista,  con  las  consideraciones  indicadas,  el 
carácter  liberal  y  generoso  de  las  disposiciones  que  con- 
tienen los  artículos  2.°  á  5.**  Sustituyendo  el  plazo  de  fa- 
vor, coya  desaparición  se  prevé,  por  la  prohibición  dé  la 
captura,  y  consagrando  la  inviolabilidad  relativa  de  la 
propiedad  privada  en  los  comienzos  de  la  guerra  marítima, 
se  rinde  culto  al  principio  de  equidad  y  de  justicia  que  ha- 
bía inspirado  esa  práctica.  Queda  á  salvo  para  los  casos 
legítimas  una  exigencia  de  todo  espíritu  recto  y  se  dan  al 
derecho  de  gentes  fórmulas  nuevas  y  felices,  que  deben 
arraigarse  en  la  conciencia  general. 


CAPITULO  X 


Reglamentación  de  las  leyes  y  costumbres 
de  la  guerra  terrestre. 


214.  La  Conferencia  de  1899  formuló  un  Reglamento 
de  las  leyes  y  costumbres  de  la  guerra  terrestre,  que  puede 
verse  en  uno  de  los  apéndices  de  este  volumen  y  que,  pre- 
cisando lo  bastante  las  principales  cuestiones  que  sobre 
esa  materia  se  han  suscitado,  se  inspiró  en  un  sentido  ge- 
neroso y  humanitario.  Le  sirvieron  de  precedentes  impor* 
tantes  el  proyecto  de  la  Conferencia  de  Bruselas  de  1874 
y  el  Manual  de  Oxford  del  Instituto  de  Derecho  interna- 
cional. 

Como  después  de  la  primera  Conferencia  de  £1  Haya 
había  sido  objeto  ese  trabajo  de  observaciones  científicas 
y  prácticas,  y  varias  guerras  internacionales  hubieron  de 
servirle  de  campo  experimental,  incluyó  el  programa  ruso, 
entre  las  cuestiones  sujetas  á  nuevo  estudio  en  la  reunión 
de  1907,  las  mejoras  posibles  de  dicho  Reglamento. 

Prescindiendo  en  este  capítulo  para  el  debido  orden 
de  las  materias,  como  lo  hizo  en  sus  trabajos  la  primera 
Subcomisión  de  la  segunda  Comisión,  de  cuanto  se  refiere 
á  los  derechos  y  deberes  de  los  Estados  y  de  los  individuos 
neutrales,  vamos  á  exponer,  por  el  orden  de  los  capítulos 
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y  artículos  de  1899,  las  reformas  que  ahora  se  propusieron 
y  que  resultaron  aprobadas  ó  rechazadas. 

Dentro  de  una  importancia  muy  desigual,  eran  funda- 
mentalmente de  dos  clases,  porque  unas  tendían  á  desen- 
volver con  espíritu  liberal  y  generoso  los  principios  ya 
adoptados,  al  paso  que  otras  restringían  ó  limitaban  su  al- 
cance, atendiendo  más  á  fínes  militares  momentáneos  ó  de 
circunstancias  que  al  alto  sentido  de  humanidad  en  que  esa 
reglamentación  descansa. 

215.  £1  art.  i.*'  determina  las  condiciones  que  han  de 
reunir  el  ejército  regular,  las  milicias  y  los  cuerpos  de  vo- 
luntarios para  que  les  sean  aplicabIe^  las  leyes  y  costum- 
bres de  la  guerra.  Entre  esas  condiciones  fígura  bajo  el  nú- 
mero 2.°,  la  de  llevar  un  signo  distintivo  fijo  y  que  pueda 
reconocerse  á  distancia,  y  la  Delegación  de  Alemania 
pidió  que  ese  signo  se  notificara  previamente  al  adver- 
sario. 

El  General  Amourel,  en  nombre  de  la  Delegación  fran- 
cesa, se  opuso  á  esa  adición,  sosteniendo  que  las  milicias 
y  los  cuerpos  volunlarios  se  organizan  generalmente  en 
momentos  críticos,  en  que  no  sería  posible  comunicar  al 
enemigo  sus  signos  distintivos  ó  sus  uniformes.  Por  otra 
parte,  afirmó  que  cada  potencia  se  vería  obligada  á  poner 
en  conocimiento  de  las  demás  los  tipos  que  adopte  para 
uniformes  de  campana,  cuando  la  verdadera  señal  exterior 
de  los  combatientes,  que  no  cambia  jamás,  consiste  en  lle- 
var abiertamente  las  armas. 

Dicha  proposición,  que  el  General  austríaco  Barón  Giesl 
de  Gieslingen  estimaba  con  razón  como  una  agravante  del 
régimen  actual,  fué  rechazada  desde  la  primera  lectura  por 
veintitrés  votos  contra  once.  Y  al  reunirse  la  Comisión  el 
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14  de  Agosto  de  1907  renunciaron  á  mantenerla  l6s  Dele-» 
gados  alemanes. 

216.  Tuvo  mayor  suerte  otra  proposición  alemana  so- 
bre el  art.  2.**  En  virtud  de  su  texto  primitivo,  la  pobla- 
ción de  un  territorio  no  ocupado  que,  al  aproximarse  el 
enemigo,  toma  espontáneamente  las  armas  para  combatir 
las  tropas  invasoras  sin  haber  tenido  tiempo  de  organizar* 
se  conforme  al  art.  i.^,  será  considerada  como  beligerante 
si  respeta  las  leyes  y  costumbres  de  la  guerra. 

La  proposición  alemana  incorporada  á  la  redacción  ac- 
tual, que  puede  consultarse  en  los  apéndices  de  este  volu« 
men^  consistió  en  exigir  además  que  para  los  levantamien- 
tos en  masa  se  llevaran  abiertamente  las  armas. 

Aunque  se  explicó  en  la  breve  discusión  á  que  eso  dio 
origen,  que  no  se  trataba  de  modificar  el  texto  actual  en 
perjuicio  de  los  interesados,  sino  de  precisar  su  contenido, 
y  por  más  que  la  observancia  de  las  leyes  y  costumbies  de 
la  guerra  parecería  envolver  la  obligación  de  portar  al  des- 
cubierto las  armas  si  no  hubiera  hecho  de  todo  eso  dos 
condiciones  distintas  el  Reglamento  discutido  en  su  artícu- 
lo inicial,  la  enmienda  se  aprobó  por  treinta  votos  contra 
tres  y  dos  abstenciones.  Los  que  votaron  en  contra  y  algu- 
no de  los  que  se  abstuvo,  según  las  frases  del  primer  Dele- 
gado suizo,  debieron  temer  que  hubiera  en  la  nueva  re- 
dacción un  peligro  y  una  dificultad  para  los  levantamien- 
tos en  masa. 

Sin  embargo,  como  la  explicación  oficial  y  auténtica  de 
la  falta  de  todo  alcance  restrictivo  de  ese  nuevo  precepto 
figuró  en  el  informe  del  Comité  á  la  Comisión  y  en  el  de  la 
Comisión  á  la  Conferencia,  sin  que  la  contradijeran  los  au- 
tores del  texto  aceptado,  se  votaron  ese  artículo  y  su  en- 
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mienda  sin  reserva  alguna  en  la  sesión  general  de  la  Con- 
ferencia del  17  de  Agosto  de  1907. 

217.  £1  capitulo  2.^  del  antiguo  Reglamento^  que  se 
refiere  á  los  prisioneros  de  guerra,  fué  objeto  también  de 
una  serie  de  proposiciones.  Su  art.  4.**,  en  el  último  párra- 
fo, expresa  que  continúa  siendo  propiedad  de  los  prisione- 
ros todo  lo  que  particularmente  les  corresponda,  excepto 
las  armas,  los  caballos  y  los  documentos  militares. 

£1  Japón  propuso  que  sé  añadieran  á  la  excepción  todos 
los  demás  objetos  afectados  al  uso  militar,  y  el  Delegado 
japonés  Sr.  Keiroku  Tsudzuki  declaró  que  se  refería  á  los 
mapas,  las  bicicletas  y  los  medios  de  transporte  destina- 
dos á  ese  empleo.  La  restricción  debió  parecer  demasiado 
amplia  y  un  poco  peligrosa  porque,  sometida  á  votación, 
fué  rechazada  por  veintinueve  votos  contra  seis  en  favor, 
al  discutirse  en  la  Subcomisión.  Y  en  la  Comisión  declaró 
expresamente  el  Delegado  japonés  que  no  la  mantenía.  Se 
conservó,  pues,  la  redacción  primitiva  del  art.  4.° 

218.  £1  5.^  que  pertenece  también  al  capítulo  sobre 
prisioneros  de  guerra,  dispone  que  se  les  pueda  internar  en 
una  ciudad,  fortaleza,  campo  ó  localidad  determinada,  con 
obligación  de  no  salir  de  ciertos  límites;  pero  prohibe  que 
seles  encierre  como  no  sea  por  medida  de  seguridad  indis- 
pensable. La  Delegación  cubana,  para  evitar  toda  clase  de 
abusos  ú  olvidos  y  dulcificar  en  lo  posible  la  condición  des- 
graciada de  los  prisioneros  de  guerra,  propuso  consignar 
expresamente  que  dicha  facultad  sólo  podría  utilizarse  por 
los  beligerantes  mientras  subsistieran  las  circunstancias  en 
cuya  virtud  fuera  necesaria  tal  medida.  Y  esa  declaración 
tan  humana  y  para  determinados  momentos  tan  útil,  fué 
aprobada  unánimemente. 
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219.  £1  art.  6.',  que  corresponde  al  mismo  capitulo, 
provocó  cuatro  enmiendas»  de  las  que  dos  procedían  de  la 
Delegación  española,  una  aclaratoria  del  General  de  Gün- 
dell  y  la  última  del  Japón. 

Ese  artículo  prescribe,  entre  otras  cosas,  que  el  Estado 
podrá  emplear  á  los  prisioneros  de  guerra,  según  su  grado 
y  aptitudes,  en  trabajos  que  no  sean  excesivos  y  que  no 
tengan  relación  alguna  con  las  operaciones  de  la  guerra. 
Dice  asimismo  que  los  trabajos  hechos  para  el  Estado  se 
pagarán  según  las  tarifas  vigentes  respecto  de  los  militares 
del  ejército  nacional.  Y  el  último  párrafo  ordena  que  el  sa- 
lario de  los  prisioneros  contribuya  á  mejorar  su  posición, 
debiendo  entregárseles  el  sobrante,  deducidos  los  gastos  de 
sostenimiento,  al  ponerlos  en  libertad. 

La  primera  enmienda  española  consistía  en  exceptuar  de 
ese  deber  del  trabajo  á  los  oficiales  prisioneros,  y  el  Coro- 
nel Sr.  Xofre  Montojo  declaró  que  interpretaba  al  propo- 
nerla los  sentimientos  generosos  de  todos  sus  colegas  de  la 
gran  familia  militar  del  mundo.  Fué  aceptada  la  idea  sin 
oposición  alguna;  pero  el  Mayor  General  de  Gündell  pidió 
que  se  mantuviera  en  el  artículo  la  frase  €  según  su  grado», 
cuya  supresión  proponían  los  Delegados  españoles,  porque 
continuaba  siendo  aplicable  á  la  distinción  entre  los  sol- 
dados y  el  personal  intermedio  que  no  está  comprendido 
técnicamente  en  la  palabra  c oficiales».  Y  así  se  acordó. 

La  enmienda  japonesa  se  redujo  á  declarar  que,  en  defec- 
to de  tarifas,  el  trabajo  de  los  prisioneros  debía  remunerarse 
con  un  precio  razonable  según  la  obra  ejecutada;  lo  cual, 
no  obstante  su  vaguedad  relativa,  pasó  también  sin  dificul- 
tades. 

Y  la  segunda  enmienda  española  á  ese  artículo,  inspira- 
da en  el  deseo  generoso  de  que  no  se  dedujeran  al  prisio- 
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ñero  los  gastos  de  su  sostenimiento,  fué  rechazada  por 
veintitrés  vQtos  contra  doce,  después  de  observar  el  De- 
legado belga  Sr.  Van  den  Heuvel  que  contrariaba  un  siste- 
ma que  traía  sus  orígenes  de  la  Conferencia  de  Bruselas 
de  1874,  y  que  impondría  á  los  Estados  beligerantes  la 
obligación  de  asegurar  á  los  prisioneros  una  situación  más 
ventajosa  que  la  que  hubieran  tenido  como  soldados  al  ser- 
vicio de  su  país  de  origen.  Y  en  la  sesión  celebrada  por  la 
segunda  Comisión  el  14  de  Agosto  de  1907,  declaró  el  Pre- 
sidente esa  enmienda  defínitivamente  suprimida. 

220.  La  Delegación  japonesa  propuso  que  á  continua- 
ción del  art.  13  se  insertara  uno  nuevo,  redactado  de  este 
modo:  «Los  nacionales  de  un  beligerante  que  habiten  en  el 
territorio  de  la  parte  contraria,  no  serán  internados,  á  me- 
nos que  impongan  esa  necesidad  las  exigencias  de  la  gue- 
rra.» Y  el  Conde  Tornielli  pidió  que  se  aplicara  la  misma 
regla  á  las  expulsiones. 

La  discusión  un  tanto  confusa  á  que  dieron  origen  estas 
propuestas,  pareció  marcar  el  deseo  de  que  no  se  interpre- 
tara que  la  Conferencia  admitía  las  concentraciones  en 
lúasa  de  ciudadanos  pacífícos  ó  limitaba  el  derecho  indi- 
vidual de  expulsión.  Enérgicamente  combatidas  en  la  se- 
sión del  24  de  Julio  de  1907  por  el  ilustre  Delegado  belga 
Sr.  Beernaert,  que  dejó  para  ese  objeto  y  hasta  su  resolu- 
ción, la  Presidencia  de  la  Subcomisión  y  que  se  refírió  cen- 
surándolos á  los  casos  del  Transvaal  y  de  Cuba,  quedó  des- 
cartada la  enmienda  japonesa,  no  sin  que  sus  autores  ma* 
nifestaran  en  la  sesión  del  14  de  Agosto  de  1907,  que  no 
habían  tenido  el  propósito  de  formularla  como  un  movi- 
miento retrógrado. 
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221.  £1  art.  14  del  tantas  veces  citado  Reglamento^  se 
contrae  á  una  Oñcina  de  información  respecto  de  los  pri- 
sioneros de  guerra  cuyas  ventajas,  dicho  sea  incidental - 
mente,  quedaron  demostradas  durante  la  guerra  ruso^japo- 
nesa.  Para  desenvolverlo  y  completarlo  se  formularon  dos 
adiciones;  por  la  Delegación  de  Cuba  y  la  del  Japón 
respectivamente.  Ambas  fueron  aprobadas  por  unani- 
midad. 

La  enmienda  de  Cuba  obligaba  á  hacer  constar  en  la 
Oñcina  de  registro,  no  sólo  la  internación,  cambio  de  resi- 
dencia, entrada  en  los  hospitales  y  fallecimiento  de  los 
prisioneros,  sino  también  la  libertad  bajo  palabra,  el  canje 
y  la  evasión.  Además  establecía  que  la  obligación  ya  im- 
puesta á  la  Oñcina  de  información  de  recoger,  centralizar 
y  transmitir  á  los  interesados  todos  los  objetos  de  uso  per- 
sonal, valores,  cartas,  etc.,  que  se  encuentren  en  los  cam- 
pos de  batalla  ó  se  recojan  de  los  prisioneros  fallecidos  en 
los  hospitales  y  ambulancias,  comprendiera  también  á  los 
prisioneros  libertados  bajo  palabra,  canjeados  ó  evadidos. 
Esto  último  tiene  importancia,  porque  consagra  una  vez 
más  la  regla  de  que  la  evasión  del  prisionero  no  es  un  de  • 
lito  ni  merece  sanciones  penales  cuando  se  consuma, 
conservando  al  prisionero  evadido  su  propiedad  personal 
é  imponiendo  al  beligerante  la  obligación  de  transmi- 
tírsela. 

En  cuanto  á  la  enmienda  japonesa,  que  se  inspira  en  la 
buena  organización  de  estos  servicios,  he  aquí  los  términos 
en  que  fué  redactada:  «La  fícha  individual  será  remitida  al 
Gobierno  del  otro  beligerante  después  de  la  paz.  La  Oñcina 
consignará  en  ella  el  número  de  matrícula,  nombre,  apelli- 
do, lugar  de  origen,  grado.  Cuerpo  de  ejército  y  fecha  y 
lugar  de  la  captura,  internación,  heridas  y  fallecimiento, 
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así  como  cualquiera  observación  particular.»  Puede  verse 
en  el  apéndice  la  forma  en  que  quedó  defínitivamente  re- 
dactado el  -art.  14  á  virtud  de  la  adopción  de  todas  estas 
enmiendas. 

222.  £1  últinio  de  los  artículos  de  este  capítulo  sobre 
los  prisioneros  de  guerra  objeto  de  adiciones,  fué  el  17. 
Disponía  en  el  Reglamento  de  1 899  que  los  oñciales  prisio- 
ñeros  podrán  recibir  el  complemento,  si  procediere,  del 
sueldo  que  les  asignen  en  esa  situación  los  reglamentos  de 
su  país,  á  cargo  del  reembolso  por  su  Gobierno. 

La  Delegación  japonesa  pretendía,  fundándose  en  la  obs- 
curidad de  ese  texto,  que  el  deber  del  Gobierno  consistiera 
en  acordar  á  los  oñciales  prisioneros  un  sueldo  razonable; 
pero  el  Comité  de  redacción,  teniendo  en  cuenta  lo  acor- 
dado por  la  Conferencia  de  Ginebra  de  1906  y  queriendo 
dar  forma  obligatoria  al  precepto,  lo  redactó  como  sigue: 
cEl  Gobierno  acordará  á  los  oñciales  que  retenga  prisio- 
neros, el  sueldo  á  que  tengan  derecho  los  oñciales  del 
mismo  grado  de  su  ejército,  á  cargo  de  reembolso  por  el 
respectivo  Gobierno.» 

Esa  fórmula  se  aprobó  en  la  Subcomisión  sin  más  voto 
en  contra  que  el  de  la  Delegación  japonesa,  la  cual  hubo 
también  de  aceptarlo  deñnitivamente  más  adelante. 

223.  En  el  capítulo  referente  á  los  medios  de  dañar  al 
enemigo,  propuso  la  Delegación  alemana  la  inserción  de 
un  nuevo  artículo,  á  continuación  del  22,  redactado  así: 
cQueda  prohibido  forzar  á  los  nacionales  de  la  parte  con- 
traria para  que  tomen  parte  en  operaciones  de  guerra  diri- 
gidas contra  su  propio  país,  aun  en  el  caso  de  que  estén  en 
servicio  antes  del  comienzo  de  la  guerra.» 
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La  Delegación  austro -húngara  propuso  que  se  limitara 
esa  prohibición  á  los  actos  que  hubiera  de  realizar  el  na- 
cional enemigo  como  combatiente,  y  esto  dio  origen  á  una 
discusión  muy  interesante,  sobre  todo  en  relación  con  un 
nuevo  artículo  que  los  Delegados  de  Holanda  propusieron 
á  continuación  del  44.  Por  ahora  nos  limitaremos  á  la  mo- 
ción de  Alemania  y  á  la  enmienda  restrictiva  de  Austria- 
Hungría,  para  no  alterar  el  orden  del  Reglamento  dé  1899; 
mas  nos  hemos  querido  referir  á  ambos  problemas  porque 
descansan  en  un  mismo  principio,  que  obligó  á  la  Confe- 
rencia á  discutirlos  á  la  par. 

El  art.  44  del  Reglamento  de  1899  prohibía  que  se  for- 
zara á  la  población  del  territorio  ocupado  á  tomar  parte  en 
operaciones  militares  contra  su  propio  país.  En  consecuen- 
cia, la  enmienda  de  Alemania  no  hacía  más  que  extender 
esa  prohibición  á  todos  los  nacionales  del  país  enemigo, 
aun  fuera  del  caso  de  la  ocupación  militar,  y  como  las  ra- 
zones eran  las  mismas,  se  trataba  de  dar  más  extensión 
en  sentido  liberal  y  favorable  al  antiguo  y  bien  fundado 
precepto.  Resolver  á  la  par  que  esa  regla  era  aplicable 
también  á  los  que  hubieran  entrado  al  servicio  de  un  Go- 
bierno extranjero  antes  de  comenzar  la  guerra  contra  su 
propio  país,  equivalía  á  reconocer  una  exigencia  del  cora- 
zón y  la  conciencia  humana,  admitiendo  una  cláusula  de 
rescisión  que  deben  llevar  implícita  todos  los  contratos  de 
esa  clase. 

Muy  diferente  la  enmienda  austro-húngara  envolvía  un 
salto  atrás  en  las  doctrinas  levantadas  de  1899.  Por  apli- 
cación natural  del  principio  incluso  unius,  excluso  alUrius^ 
y  por  la  forma  misma  en  que  la  cuestión  venía  al  debate, 
se  reducía  en  substancia  á  imponer  á  la  población  "pacíñca 
del  Estado  enemigo  ó  de  su  territorio  ocupado,  una  serie 
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de  cargas  militares  del  todo  opuesta  al  sentimiento  na- 
cional. 

No  fué  aceptada  esa  modiñcación  restrictiva,  al  paso 
que  la  enmienda  de  Alemania  reunió  defínitivamente  todos 
los  sufragios.  La  cuestión  propuesta  por  los  Delegados 
austro-húngaros  se  decidía  en  sentido  contrario  con  la  re- 
dacción explícita  de  otra  enmienda  holandesa  á  que  ya 
hemos  aludido  y  con  motivo  de  la  cual  volveremos  á  ocu- 
pamos de  esta  interesantísima  parte  de  los  debates  de  la 
segunda  Comisión. 

224.  Alemania  solicitó  también  que  al  art.  23  del  Re- 
glamento, que  contiene  la  prohibición  de  ciertos  medios 
de  dañar  al  contrario/se  agregara  que  no  es  lícito  declarar 
extinguidas,  suspendidas  ó  no  admisibles  las  reclamacio- 
nes privadas  de  los  nacionales  del  Estado  enemigo. 

En  el  Comité  de  redacción  y  examen  de  la  primera  Sub- 
comisión, intentó  el  Delegado  ruso.  General  YermoloWf 
que  se  exceptuaran  determinados  créditos  á  títulos  perte- 
necientes al  enemigo  que  pudieran  servir  para  continuar 
las  hostilidades.  Esta  idea  no  encontró  afortunadamente 
acogida,  y  el  Comité,  la  Comisión  y  la  Conferencia  acep- 
taron sin  debate  la  referida  enmienda  alemana.  Era  natu- 
ral, porque  admitido  el  principio  de  que  la  guerra  es  una 
relación  entre  los  Estados  y  no  entre  los  particulares^  las 
acciones  y  los  créditos,  formas  inmateriales  de  la  propie- 
dad privada,  deben  tener,  por  lo  menos  en  la  guerra  te- 
rrestre, la  misma  inmunidad  que  los  bienes  corporales 
muebles  ó  inmuebles  de  los  individuos  particulares  ó  de 
las  personas  jurídicas  que  pertenezcan  por  su  nacionalidad 
al  país  enemigo. 


2^8  CAPÍTULO  X 

225.  Al  art.  25  se  le  agregó  la  frase  cpor  cualquier 
medio >^  á  virtud  de  un  debate  que  referiremos  en  el  capí- 
tulo siguiente. 

226.  En  el  art  2'j,  que  consagra  la  necesidad  de  no 
dirigir  en  lo  posible  un  bombardeo  contra  determinados  lu- 
gares, se  incluyeron  en  la  excepción,  á  propuesta  del  señor 
Beernaert,  y  entre  aplausos  unánimes  de  la  Asamblea,  los 
monumentos  históricos,  ya  exceptuados  por  otra  Comisión 
del  mismo  riesgo  en  las  guerras  navales. 

227.  Con  motivo  del  art.  35  había  propuesto  el  Gene- 
ral Den  Beer  Portugael  que  se  le  adicionara  este  párrafo: 
«La  capitulación  de  una  fuerza  armada  no  es  obligatoria 
respecto  del  enemigo  para  los  destacamentos  que  se  en- 
cuentren á  tal  distancia  que  hayan  conservado  libertad  de 
acción  sufíciente  para  continuar  la  lucha  con  independen- 
cia del  cuerpo  principal.» 

Ante  la  observación,  muy  justificada,  de  que  ese  punto 
correspondía  más  bien  á  los  reglamentos  interiores  de  cada 
país  ó  á  las  circunstancias  especiales  de  cada  caso,  y  de 
modo  alguno  á  un  convenio  internacional,  fué  retirada  la 
enmienda. 

228.  Llegamos  con  esto  al  art.  44  A,  que  ya  hemos 
mencionado  y  que  el  respetable  General  Den  Beer  Portu- 
gael formuló  en  estos  términos:  «Queda  prohibido  forzar 
la  población  de  un  territorio  ocupado  á  dar  informes  rela- 
tivos á  su  propio  ejército  ó  á  los  medios  de  defensa  de  su 
patria.» 

Al  defender  la  Delegación  austro-húngara  su  enmienda 
al  art.  22  A /véase  el  número  223),  habló  de  la  necesidad 
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de  Utilizar  como  guías  y  para  los  trabajos  de  caminos  y  de 
fortifícaciones  á  los  naturales  del  Estado  enemigo.  Invocó 
la  falta  de  planos  y  antecedentes  geográficos  sobre  diver- 
sos países  en  que  podrían  ser  necesarias  operaciones  mili- 
tares, y  dijo  que  la  vida  de  un  Cuerpo  de  tropas  debía  pe- 
sar y  valer  más  que  la  conciencia  de  un  solo  individuo 
á  quien  se  obligara  á  un  acto  de  deslealtad  para  con  su 
patria. 

Dos  naciones,  Rumania  y  Rusia,  apoyaron  expresamente 
dichas  indicaciones,  refiriéndose  á  casos  y  países  especia- 
les y  llegando  á  afirmar  la  segunda  que  eran  indispensa- 
bles esos  servicios  forzados  en  el  orden  militar. 

Varias  naciones  de  diversa  importancia  desde  el  ppnto 
de  vista  de  su  fuerza,  se  opusieron  á  tales  propósitos.  Chi- 
na, España,  Francia,  Grecia,  los  Países  Bajos  y  Suiza,  le- 
vantaron sucesivamente  la  voz  en  el  Comité  y  en  las  sesio- 
nes de  la  Subcomisión  y  la  Comisión  para  negarse  elo- 
cuentemente á  la  fuerza  de  dichas  ideas. 

El  General  Amourel,  en  nombre  de  una  nación  tan  mili- 
tar cerno  Francia,  estimó  que  con  los  medios  de  informa- 
ción que  los  Estados  poseen,  con  los  planos  y  los  informes 
que  recogen,  con  las  inteligencias  que  pueden  procurarse 
en  el  teatro  de  las  operaciones  y  con  la  facultad  que  les 
queda  de  procurarse  guías  voluntarios  con  ó  sin  retribución 
pecuniaria,  el  empleo  de  guías  forzados  constituye  una 
violencia  inútil  y  á  veces  peligrosa,  que  está  en  contradic- 
ción abierta  con  el  espíritu  del  Reglamento  de  1899. 

El  Coronel  Borel,  á  nombre  de  la  Delegación  de  Suiza, 
recordó  que  la  Conferencia  de  1907  debía  inspirarse  en 
ideas  magnánimas,  para  no  confundir  simples  convenien- 
cias ó  facilidades  de  orden  militar  con  necesidades  absolu- 
tas de  la  guerra.  Le  pareció  también  indudable  que  el  Re- 
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glamento  de  1899  prohibía  á  los  Estados  imponer  por  me- 
dio de  la  fuerza  á  un  individuo  los  actos  de  traición  con- 
tra su  patria. 

Con  no  menos  elocuencia  y  generosidad  puso  al  lado  de 
esa  causa  noble  sus  prestigios  personales  y  su  vigorosa 
argumentación  el  primer  Delegado  belga  Sr.  Beemaert.  A 
más  de  proponer  una  enmienda  radicalísima,  que  llegaba 
en  la  expresión  de  los  detalles  adonde  no  había  alcanzado 
el  texto  holandés,  reforzó  con  gran  energía  varias  de  las 
consideraciones  que  limitan  en  pro  de  esta  tesis,  y  conclu- 
yó con  las  siguientes  frases,  cuya  lógica  no  admite  res- 
puesta: €  Permitidme  notar  el  carácter  nuevo  que  tendría 
la  exigencia  de  los  guías  por  el  enemigo,  si  se  hiciera  en  lo 
adelante  en  virtud  de  un  t^onvenio  mundial.  Habría  dejado 
de  ser  un  acto  de  fuerza,  un  hecho  violento^  explicable  si 
no  justificado  por  una  situación  en  que  no  cabe  discutir* 
Cada  una  de  nuestras  patrias  habría  admitido  en  un  con- 
venio solemne  que  se  puede  exigir  á  sus  hijos  que  le  ases? 
ten  un  golpe  mortal.» 

Gran  defensor  de  esta  tesis,  que  por  eso  expresamente 
hemos  dejado  para  lo  último,  fué  un  militar  tan  generoso 
como  respetable,  el  Delegado  holandés  Sr.  Den  Beer  Por- 
tugael.  En  dos  discursos  que  compiten  por  lo  sentido  de  la 
idea  y  lo  sólido  de  la  argumentación,  razonó  decisivamen- 
te su  enmienda.  La  situación  del  habitante  del  país  ocupa- 
do, decía,  se  asemeja  á  la  de  un  prisionero  bajo  palabra. 
Le  está  prohibido  con  penas  severas  referir  á  los  suyos  lo 
que  sepa  del  enemigo;  ^cómo  se  quiere  reconocer  ai  ene- 
migo el  derecho  de  obligarle  á  que  le  cuente  lo  que  sepa 
de  los  suyos?  Las  leyes  penales  de  todo  el  mundo  declaran 
traidor  al  que  presta  esos  servicios  al  adversario  y  lo  cas- 
tigan á  veces  hasta  con  la  muerte  misma,  y  ahora  se  prc- 
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tende  que  consagremos  en  un  tratado  internacional  el  de- 
recho á  exigir  un  delito. 

A  los  Generales  y  Jefes  de  ejército  les  toca,  decía  el  ve- 
nerable Delegado  holandés,  averiguar  por  otros  medios  lo 
que  pueda  importarles  sobre  la  marcha  por  el  territorio  y 
la  situación  y  condiciones  del  adversario.  Los  habitan- 
tes del  país  enemigo  no  pueden  ser  compelidos  á  suplir  las 
faltas  de  instrucción  y  de  previsión  de  los  invasores.  Si  un 
Estado  carece  de  medios  suficientes  para  llevar  á  cabo  ope- 
raciones militares,  que  no  perturbe  la  paz  del  mundo,  por- 
que la  Conferencia  no  se  ha  reunido  para  facilitar  las  gue- 
rras entre  los  Estados. 

229.  No  hemos  de  agregar,  por  nuestra  parte,  una  sola 
consideración.  Los  lectores  deben  estar  convencidos.  Pero 
importa  notar  que  la  fuerza  de  la  verdad  es  tan  grande,  aun 
dentro  del  círculo  en  que  se  mueven  por  razón  de  instruc- 
ciones precisas  los  Congresos  diplomáticos,  que  la  tesis 
sostenida  por  Holanda  fué  ganando  rápidamente  partido. 

Al  votarse  la  enmienda  belga  el  31  de  Julio  de  1907,  tuvo 
diez  y  ocho  naciones  en  favor  y  quince  en  contra.  Dos  se  - 
manas  más  tarde,  el  14  de  Agosto  del  propio  año,  se  votó 
en  la  Comisión  el  mismo  principio,  contenido  en  la  propo- 
sición holandesa,  y  tuvo  ya  veintitrés  votos  favorables  con- 
tra nueve  contrarios  y  una  abstención.  Votaron  en  pro:  Bél- 
gica, Brasil,  China,  Cuba,  Dinamarca,  la  República  Domini- 
cana, España,  Francia,  Grecia,  Haití,  Italia,  Luxemburgo, 
Méjico,  Noruega,  Panamá,  Paraguay,  Países  Bajos,  Persia, 
Servia,  Siam,  Suecia,  Suiza  y  Turquía.  En  contra  estuvieron: 
Alemania,  Estados  Unidos  de  América,  Austria-Hungría, 
Bulgaria,  Gran  Bretaña,  Montenegro,  Portugal,  Rumania  y 
Rusia.  Se  abstuvo  el  Japón. 

Tomo  primero  16 
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Poco  después,  el  17  de  Agosto  de  J9Q7,  votó  la  Conferen- 
cia en  una  sesión  plenaria  el  nuevo  Reglamento  sobre  leyes  y 
costumbres  de  la  guerra  terrestre  en  lo  que  toca  i  las  rela- 
ciones entre  los  beligerantes,  y  ese  art.  44  n)  sumó  en  su  apo- 
yo treinta  y  siete  votos  favorables  contra  siete  reservas  sola- 
mente. Las  dos  grandes  naciones  sajonas,  Inglaterra  y  los 
Estados  Unidos  de  la  América  del  Norte^  que  no  habían  to  ■ 
mado  parte  en  los  debates,  pero  que  votaron  en  contra  de 
Holanda  en  la  segunda  Comisíónj  se  unieron  implícitamen- 
te al  parecer  de  la  mayoría,  no  formulando  reserva  alguna 
en  la  sesión  plenaria  de  la  Conferencia.  Lo  mismo  hÍ2o  Por_ 
tugal.  Cabe  tener  la  esperanza  de  que,  por  acuerdo  unáni- 
me, deje  pronto  de  ser  un  deiecho  en  las  relaciones  Ínter— 
nacionales  lo  que  llamó  con  frase  un  tanto  recia  el  General 
holandés,  forzarlos  habitantes  á  la  villanía. 

230,  El  orden  del  articulado  nos  obliga  á  mencionar  un 
artículo  45  a)  que  propusieron  y  después  retiraron  Jos 
Delegados  holandeses.  Tenia  por  objeto  prohibir  que  se 
imponga  á  un  habitante  de  íerntcrio  ocupado  la  pena  de 
muerte,  sin  la  sentencia  de  un  Consejo  de  guerra,  sancio  - 
nada  antes  de  ejecutíirla  por  el  General  en  jefe  del  ejér— 
cito.  Se  temió  que  tal  disposición,  con  la  que  todos  esta- 
ban conformes,  pudiera  estimarse  una  restricción  de  los 
principios  admitidos  en  1899^  que  obligan  á  respetar  la 
vida  de  los  habitantes  y  establecen  garantías  contra  los 
abusos  posibles. 

231.  En  el  art.  46  del  Reglamento  anterior  se  ordena, 
entre  otras  cosas,  el  respeto  á  la  propiedad  privada.  LaDe- 
legación  austro-húngara  quiso  agregar  <en  principio»,  da- 
das las  limitaciones  que  el  propio  acuerdo  contiene,  pero 
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ante  igual  temor  de  que  esas  palabras  se  prestaran  á  inter- 
pretaciones restrictivas,  fué  retirada  la  proposición. 

232.  £1  último  párrafo  del  art.  52  del  Reclámenlo 
de  1899  expresa  que  las  prestaciones  en  especie  se  pagarán 
al  contado,  mientras  sea  dable  y,  en  su  defecto^  se  harán 
constar  por  recibos.  A  virtud  de  una  enmienda  rusa  se  ana- 
dió, con  asentimiento  general,  que  el  pago  de  esos  recibos 
se  haría  lo  más  pronto  posible. 

233.  Fué  objeto  el  art.  53  de  dos  enmiendas  austro- 
húngarn  y  rusa,  respectivamente,  y  de  una  adición  danesa, 
Merced  á  las  primeras,  la  posibilidad  de  utilizar,  con  resti- 
tución é  indemnización,  como  propios  para  operaciones  mi- 
litares, el  material  de  los  caminos  de  hierro,  ios  telégrafos 
terrestres,  los  teléfonos  y  los  buques,  se  sustituyó  por  la 
frase  general  siguiente:  cTodos  los  medios  de  comunicación 
y  de  transporte,  destinados  en  tierra,  en  el  mar  y  en  el  aire 
al  transporte  de  personas  y  cosas  ó  á  la  transmisión  de 
noticias.» 

La  adición  de  Dinamarca,  tan  útil  y  tan  clara  que  ní  mo- 
tivó debates  ni  requiere  comentarios,  explica  que  los  cables 
submarinos  con  que  se  una  el  territorio  ocupado  ó  enemi- 
go á  un  territorio  neutral,  no  serán  secuestrados  ni  destruí- 
dos  sino  cuando  lo  exija  una  necesidad  militar  absoluta. 
Deben  ser  restituidos,  y  las  indemnizaciones  se  regularán  á 
la  conclusión  de  la  paz. 

234.  Fuera  de  estas  adiciones  ó  reformas,  propusieron 
los  Delegados  alemanes  dos  artículos  nuevos  que  tendían  á 
regular  las  indemnizaciones  por  violación  del  Reglamento 
sobre  leyes  y  costumbres  de  la  guerra  terrestre. 
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He  aquí  su  forma: 

Artículo  primero.  La  parte  beligerante  que  viole  las 
disposiciones  del  présenle  Reglamento  en  perjuicio  de  ias 
personas  neutrales^  estará  obligada  á  indemnizar  á  esas  per- 
sonas el  daño  que  les  cause.  Será  responsable  de  los  actos 
realizados  por  todos  los  que  formen  parte  de  bu  fuerza  ar-p 
mada.  La  fijación  del  daño  causado  y  de  la  indemnización 
que  se  deba,  á  no  ser  que  se  haya  previsto  una  indemniza- 
ción inmediata  en  especie,  podrá  quedar  para  más  tarde,  si 
la  parte  beligerante  estima  que  esa  fijación  es  incompatible 
por  el  momento  con  las  operaciones  militares. 

Art.  2.®  En  caso  de  violación  en  perjuicio  de  la  parte 
contraria,  la  cuestión  de  la  indemnización  será  resuelta  al 
concluir  la  paz. 

La  Delegación  francesa  por  medio  del  Sr.  Renault,  con 
el  apoyo  de  los  Delegados  ingleses,  expresó  el  temor  de 
que  esa  propuesta  envolviese  una  distinción  entre  los  indi- 
viduos de  Estados  neutrales  y  los  del  país  beligerante  que 
residieran  en  un  territorio  invadido  ü  ocupado,  creando  en 
favor  de  los  primeros  una  situación  privilegiada  y  conce— 
diéndoles  lo  que  se  ha  denominado  una  prima  á  la  neutra* 
idad. 

235.  Ante  la  negativa  de  ese  propósito  por  parte  de 
Alemania  con  el  apoyo  de  la  Delegación  suiza,  y  después 
de  una  breve  discusión,  quedó  la  idea  expresada  como  si- 
gue: «La  parte  beligerante  que  viole  las  disposiciones  del 
presente  Reglamento,  estará  obligada  á  indemnizar,  si  hu- 
biere lugar  á  ello.  Será  responsable  de  todos  los  actos  rea- 
lizados por  las  personas  que  formen  parte  de  su  fuerza  ar* 
mada.» 

No  tan  expresivo  como  el  proyecto  alemán,  encierra,  sin 
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embargo^  ese  texto,  la  añrmación  fundamental  de  la  respon« 
sabilidad  de  los  Estados  y  su  deber  de  indemnizar  los  per- 
juicios que  causen  por  la  infracción  del  Reglamento.  Queda 
¿  lo  futuro  ir  determinando  la  oportunidad  y  la  forma  de 
€sas  indemnizaciones,  para  que  sea  dable  concertar  más 
adelante  un  convenio  detallado. 

No  se  obtuvo  ni  siquiera  sobre  el  principio  escueto  y  ge- 
neral, la  aprobación  unánime  de  la  Conferencia.  Inglaterra 
y  Turquía  formularon  ciertas  reservas  en  el  acto  de  la  vo- 
tación, que  fué  completamente  favorable  por  parte  de  los 
cuarenta  y  dos  Estados  restantes  que  concurrieron  á  la  se- 
sión plena  del- 17  de  Agosto  de  1907.  La  Gran  Bretaña  re- 
tiró más  tarde  esa  reserva. 

236.  £1  juicio  que  merece  esta  parte  de  las  tareas  de  la 
segunda  Conferencia  de  El  Haya,  es  satisfactoria  para  sus 
miembros.  La  obra,  de  retoque  y  progreso,  no  tenía  la  im- 
portancia que  ha  de  reconocerse  á  la  completa  elaboración 
del  Reglamento  de  1899;  pero  la  Conferencia  resistió  esta 
vez  enérgica  y  decididamente  los  intentos  de  retroceder  en 
el  camino  emprendido  y  recibió  con  favor  cuantas  mejoras 
progresivas  y  humanitarias  le  fueron  sugeridas.  No  cabía 
pedir  más  en  este  asunto. 


CAPITULO  XI 


Las  declaraciones  de  1899. 


237.  En  la  primera  Conferencia  acordaron  algunas  na- 
ciones tres  reglas  para  los  medios  de  dañar  al  enemigo,  que 
no  se  incorporaron  el  Reglamento  general  sobre  leyes  y 
costumbres  de  la  guerra  terrestre,  sino  fueron  objeto  de  tres 
declaraciones  separadas. 

Dos  de  ellas  no  tenían  duración  fíja,  salvo  el  derecho  de 
denunciEj  y  prohibieron  respectivamente  el  empleo  de  pro- 
yectiles que  tuvieran  por  único  objeto  esparcir  gases  as- 
fixiantes ó  deletéreos  y  el  de  balas  que  se  abrieran  ó  se 
aplastaran  fácilmente  en  el  cuerpo  humano.  La  tercera  de- 
claración á  que  nos  hemos  referido,  dice  literalmente  así: 
^Las  potencias  contratantes  consienten,  por  un  plazo  de 
chico  anos^  en  la  prohibición  de  lanzar  proyectiles  y  explo- 
sivos desde  globos  ó  por  otros  medios  análogos  nuevos.» 

Al  vencer  los  cinco  años  no  fué  renovado  ese  acuerdo,  y 
el  programa  ruso  lo  incluyó  entre  las  materias  que  habían 
de  ser  objeto  de  estudio  en  la  segunda  Conferencia.  Mien- 
tras tanto,  la  dirección  de  los  globos  progresaba  rápidamen- 
te en  algunas  naciones  del  continente  europeo  y  antes  que 
este  asunto  se  resolviera,  el  dirigible  Patrie  daba  la  vuelta 
á  In  capital  de  Francia,  llevando  consigo  al  Ministro  de  la 
Guerra  y  al  Presidente  del  Consejo. 


,  g.*f» 
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238.  Una  proposición  de  los  Delegados  belgas  puso  so- 
bre el  tapete  la  renovación  íntegra,  por  otro  plazo  de  cinco 
años,  de  lo  acordado  en  1899.  El  Sr.  Van  den  Heuvel  con 
la  claridad  y  la  fuerza  que  distinguieron  siempre  sus  indi- 
caciones, expuso  que  los  globos  podían  ser  medios  de  co  - 
municación,  de  observación  ó  de  destrucción  y  que  si  no 
estaba  la  ciencia  aerostática  lo  bastante  adelantada  para 
acordar  sobre  esos  tres  empleos  reglas  precisas  y  estables, 
por  lo  menos  exigía  el  bombardeo  por  medio  de  globos  se- 
veridad más  estrecha  y  rigurosa  que  el  de  las  fuerzas  na- 
vales y  terrestres. 

La  Delegación  de  Austria-Hungría  apoyó  expresamente 
á  los  belgas,  fundándose  no  sólo  en  que  el  resultado  táctico 
que  podría  obtenerse  por  ese  medio  es  insuficiente  para  jus- 
tificar la  pérdida  de  vidas,  los  daños  materiales  y  los  cos- 
tos producidos  por  su  empleo,  sino  también  en  que,  no 
siendo  indispensable,  el  espíritu  humanitario  y  pacífico  en 
que  debía  inspirarse  la  Asamblea  se  pondría  de  relieve  con 
la  adopción  de  tal  medida.  Añadió  que  no  deseaba  dificul- 
tar los  progresos  de  la  ciencia,  pero  no  quería  tampoco 
alentar  una  de  sus  aplicaciones  que,  sin  ofrecer  ventajas 
tácticas  suficientes,  aumentaría  las  crueldades  de  la 
guerra. 

No  fueron  menos  decididos  los  ingleses.  Lord  Reay,  con 
la  sinceridad  habitual  de  su  palabra,  observó  que  eran  ya 
suficientes  dos  elementos,  la  tierra  y  el  agua,  para  que  die- 
ran las  naciones  libre  curso  á  sus  enemistades,  sin  que  fue- 
ra necesario  agregar  un  tercero,  estimulando  el  empleo 
de  la  atmósfera  para  un  fin  militar.  Y  Turquía  declaró 
expresamente  que  aceptaba  ese  acuerdo  porque  la  tarea 
de  la  Conferencia  estribaba  en  atenuar  los  males  de  la 
guerra. 
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239.  Por  el  contrario,  los  Delegados  franceses  negaron 
su  adhesión  al  proyecto  belga.  Estimaron  que  había  cierto 
error  sobre  la  utilidad  posible  de  la  declaración  de  1899, 
porque  se  creía  que  las  disposiciones  humanitarias  acorda^ 
das  en  interés  de  algunas  localidades  y  edificios  estarían  en 
peligro  si  pudieran  lanzarse  desde  los  globos  proyectiles  y 
explosivos.  Entendieron  que  los  artículos  25  y  27  del  Re- 
glamento sobre  leyes  y  costumbres  de  la  guerra  debían  apli- 
carse plenamente  á  ese  caso,  ya  que  prohibían  atacar  ó 
bombardear  ciudades,  poblados,  habitaciones  ó  edificio^  in- 
defensos y  ordenaban  que  debían  tomarse,  en  los  sitios  y 
bombardeos,  todas  las  medidas  necesarias  para  evitar  da- 
ños, en  lo  posible,  á  los  edificios  consagrados  al  culto,  las 
artes,  as  ciencias  y  la  beneficencia,  así  como  á  los  hospi- 
tales y  á  los  lugares  en  que  se  hubieren  reunidos  heridos  y 
enfermos. 

Es  lícito,  agregaron,  destruir  un  arsenal  ó  Un  cuartel,  ya 
provenga  de  un  cañón  ó  ya  de  un  globo  el  proyectil  que  se 
emplee;  pero  es  ilícito  tratar  de  destruir  un  hospital  por 
cualquiera  de  los  dos  procedimientos.  A  esa  idea  esencial 
les  parecía  necesario  limitarse. 

No  obstante,  manifestaron  también  que  los  progresos  de 
la  navegación  aérea  impedían  adivinar  lo  que  su  porvenir 
nos  reservaba  y  decidir  con  entero  conocimiento  del  caso. 
No  cabía,  en  su  opinión,  vedarse  de  antemano  la  facultad  de 
utilizar  nuevos  descubrimientos  que  no  toquen  en  nada  al 
carácter  más  ó  menos  humanitario  de  la  guerra  y  que  permi* 
tan  á  un  beligerante  ejercer  acción  eficaz  contra  su  enemigo, 
respetando  las  prescripciones  del  Reglamento  de  El  Haya. 

240.  Sometida  á  votación  la  propuesta  de  los  Delega- 
dos belgas,  se  obtuvo  en  la  Subcomisión  el  siguiente  resul- 
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tado.  Votaron  en  favor  sin  reservas,  veintiséis  Estados,  á  sa- 
ber: Los  Estados  Unidos  de  América,  Austria-Hungría,  Bél- 
gica, Brasil,  Bulgaria,  Chile,  China,  Cuba,  Dinamarca,  Re- 
pública Dominicana,  Gran  Bretaña,  Grecia,  Haití,  Italia^ 
Japón,  Méjico,  Noruega,  Panamá,  Paraguay,  Países  Bajos, 
Portugal,  Salvador,  Siam,  Suecia,  Suiza  y  Turquía.  También 
en  forma  afirmativa,  pero  bajo  la  reserva  de  la  unanimidad 
que  equivalía  á  una  negación,  emitieron  su  voto  Alemania 
y  Rumania.  Y  en  contra  lo  dieron:  la  República  Argentina, 
España,  Francia,  Montenegro,  Persia  y  Rusia;  es  decir,  seis 
naciones. 

241.  Al  tratarse  del  asunto  en  la  Conferencia  en  pleno, 
porque  en  la  Comisión  no  hubo  debate  ni  voto,  presentaron 
una  enmienda  los  Delegados  británicos  á  ñn  de  que  en  lu- 
gar de  renovarse  esa  declaración  por  cinco  años,  continuara 
rigiendo  hasta  el  fin  de  la  tercera  Conferencia  de  la  Paz. 

Con  motivo  de  esa  discusión,  se  opuso  de  nuevo  la  Dele- 
gación francesa  alegando  que,  en  su  sentir,  el  fin  humani- 
tario que  se  perseguía  estaba  plenamente  conseguido  con  la 
disposición  general  sobre  el  bombardeo  del  Reglamento 
de  1899,  sobre  todo  después  de  haber  introducido  en  el  ar- 
tículo 25  la  variante  á  que  en  este  mismo  capítulo  nos  re- 
feriremos. 

El  Japón  dijo  que  se  abstendría  porque,  vista  la  falta  de 
unanimidad  entre  las  grandes  potencias  militares,  no  creía 
útil  obligarse  respecto  de  algunas  mientras  tuviera  que  con- 
tinuar por  razón  de  otras  el  estudio  y  perfeccionamiento  de 
ese  medio  de  guerra. 

La  votación  sobre  la  enmienda  de  la  Delegación  británi- 
ca arrojó  veintiocho  votos  en  favor,  ocho  en  contra  y  ocho 
abstenciones,  y  la  proposición  belga  obtuvo  veintinueve 
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votos  favorables  contra  ocho  desfavorables  y  siete  absten- 
ciones. 

Comparada  esta  última  votación  con  la  que  se  obtuvo  en 
la  Subcomisión  correspondiente  y  á  que  nos  hemos  referi- 
do en  el  número  anterior,  se  observan  las  siguientes  dife- 
rencias. No  habían  tomado  parte  en  aquella  votación  y 
votaron  á  favor  en  esta  definitiva  siete  Estados:  Bolívia, 
Ecuador,  Guatemala,  Luxemburgo,  Nicaragua,  Servia  y 
Uruguay.  Cuatro  de  los  votos  favorables  en  la  Subcomisión, 
los  de  Chile,  el  Japón,  Méjico  y  Suecia,  ñguraron  entre  las 
abstenciones  en  la  sesión  plenaria.  Y  fueron  á  aumentar 
como  era  lógico  los  votos  en  contra,  Alemania  y  Rumania, 
puesto  que  no  se  había  logrado  la  condición  de  unanimidad 
á  que  subordinaron  en  la  Subcomisión  su  parecer  afir- 
mativo. 

242.  Examinando  el  valor  y  la  fuerza  de  los  argumen- 
tos respectivos  en  este  debate  y  prescindiendo  por  ahora 
de  los  que  no  se  expusieron,  hay  que  convenir  en  que  re- 
sultan poco  convincentes  las  razones  opuestas  al  propósito 
de  la  Delegación  belga. 

No  es  enteramente  exacto  que  el  art.  25  del  Reglamento 
de  1899  llene  los  mismos  fines  ni  produzca  iguales  resulta^ 
dos.  Ese  artículo  se  refiere  solo  á  las  ciudades,  poblados, 
habitaciones  y  edificios  indefensos,  y  el  problema  que  va 
envuelto  en  la  prohibición  de  lanzar  proyectiles  ó  explosi- 
vos desde  globos,  es  mucho  más  amplio  y  de  alcance  más 
humanitario  y  generoso. 

En  la  mayor  parte  y  quizá  en  todos  los  medios  de  gue- 
rra hasta  ahora  aceptados  como  lícitos,  es  posible  la  defensa 
ó  la  agresión  inmediata  contra  el  atacante.  A  los  cañones 
de  los  buques  de  guerra  se  oponen  los  cañones  de  la  costa 
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y  Jas  corazas  con  que  se  blindan  los  buques  contrarios.  £1 
torpedero  se  expone  á  que  lo  echen  á  pique  y  el  propio  sub- 
marino, que  tiene  un  radio  de  acción  muy  corto,  encuentra 
frente  á  sus  medios  de  destrucción  otros  medios  posibles 
de  defensa  en  la  construcción  del  buque  militar.  La  mina 
flotante  anclada  en  las  inmediaciones  de  la  costa  ó  del  puer- 
to, es  un  peligro  presumible  y  en  ciertos  casos  una  compen- 
sación más  ó  menos  legítima  entre  la  fortaleza  del  agresor 
y  la  debilidad  del.  agredido. 

Cada  vez  que  falta  toda  ponderación  y  equivalencia  entre 
los  medios  de  ataque  y  los  elementos  para  resistirlo  ó  repe- 
lerlo y  cada  vez  que  hay  algo  de  imprevisto,  de  oculto  ó  de 
fatal  é  inevitablemente  superior  en  el  medio  de  dañar  al 
enemigo,  se  interponen  entre  los  beligerantes  las  reglas  del 
Derecho  de  gentes  para  establecer  una  prohibición,  en  nom- 
bre de  exigencias  muy  superiores  á  los  fines  inmediatos  de 
la  guerra.  Como  dice  el  art.  22  del  Reglamento  de  El  Haya, 
el  derecho  de  los  contendientes  no  es  ilimitado. 

Nadie  creerá  lícito  en  nuestros  días  que  se  envenenen  las 
aguas  de  un  río  para  acabar  con  una  ciudad  sitiada,  que  se 
pague  el  asesinato  á  traición  del  General  en  jefe  contrario 
para  facilitar  el  éxito  de  una  campaña  y  ni  siquiera  que  se 
maltrate  al  enemigo  que  entrega  las  armas  ó  que,  sin  medios 
para  defenderse,  se  rinde  á  discreción.  Hasta  se  prohibe  con 
el  asentimiento  unánime,  como  hemos  visto  ya,  bombardear 
las  localidades  indefensas. 

Dejando  aparte  los  servicios  que  deba  prestar  la  navega- 
ción aérea  como  medio  de  transporte  ó  como  elemento  de 
inspección  y  prescindiendo  del  partido  que  pueda  sacarse 
de  los  globos  dirigibles  para  que  combatan  entre  sí  y  ase- 
guren  al  beligerante  vencedor  las  comunicaciones,  la  ins- 
pección y  los  transportes,  es  indudable  que  se  pueden  lan- 
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zar  desde  un  globo  proyectiles  y  explosivos  $obre  cuerpos 
de  ejército,  fortalezas,  buques,  trenes,  etc ,  sin  riesgo  para 
quien  los  arroja  y  sin  defensa  ni  protección  alguna  para 
quien  los  recibe. 

Entre  dar  muerte  á  un  soldado  dormido  cuando  un  sol- 
dado contrario  lo  encuentra  al  pasar  ó  dar  muerte  á  cien 
soldados  que  no  pueden  agredir  en  forma  alguna  al  globo 
dirigible  que  está  sobre  ellos,  utilizando  explosivos  que  este 
lance,  no  parece  haber  más  que  una  diferencia  de  cantidad 
en  el  daño,  al  lado  de  una  gran  igualdad  en  las  condiciones 
del  éxito. 

El  Derecho  privado  no  busca  jamás  una  eximente,  sino 
una  agravación  de  responsabilidad,  en  el  hecho  de  que  la 
víctima  esté  colocada  en  condiciones  que  den  á  su  adver- 
sario una  superioridad  indiscutible  y.  la  priven  de  todo  me- 
dio de  defensa.  Las  legislaciones  más  favorables  al  duelo, 
nunca  colocarían  bajo  este  título  luchas  privadas  entre  un 
hombre  dotado  de  medios  de  ataque  formidables  y  otro  des- 
provisto  contra  ellos  de  toda  resistencia. 

El  Derecho  de  gentes  necesita  inspirarse  en  esos  mismos 
ideales  y  no  reproducir  en  las  guerras  futuras,  á  título  de 
ventajas  militares  posibles  y  con  los  medios  que  proporcio 
na  el  adelanto  científíco  moderno,  escenas  de  destrucción 
fría  y  horrores  por  fortuna  condenados,  que  procedimien- 
tos militares  rudimentarios  introdujeron  en  las  luchas  mi- 
litares antiguas  para  asombro  y  escarmiento  de  nuestros 
días. 

243.  Buscando  la  unanimidad  de  pareceres,  que  es  una 
aspiración  natural  y  necesaria  en  estas  Asambleas  mundia- 
les, fueron  discutidas  en  la  Subcomisión  y  en  la  Comisión 
algunas  proposiciones  intermediarias,  que  sus  autores  ins- 
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piraban  en  los  propios  móviles  de  la  declaración  belga,  y  i 
que  agregaban  el  aliciente  de  la  perpetuidad  que  la  decla- 
ración belga,  reducida  á  cinco  años,  no  envolvía* 

Comenzó  el  Sr.  Tcharykow  por  proponer  una  enmienda 
al  art.  25  del  Reglamento  sobre  las  leyes  y  costumbres  de 
la  guerra  terrestre,  para  que  se  hablara  expresamente  de 
los  proyectiles  ó  explosivos  lanzados  desde  globos  ó  con 
auxilio  de  otros  medios  análogos  nuevos,  al  prohibir  el  bom- 
bardeo de  localidades  indefensas.  Pero  la  propia  Delegación 
rusa  se  adhirió  en  la  Subcomisión  á  la  siguiente  moción 

italiana: 

I 

Queda  prohibido  lanzar  proyectiles  y  explosivos  desde 

globos  que  no  sean  dirigibles  y  no  estén  montados  por  una 

tripulación  militar. 

II 

El  bombardeo  por  medio  de  globos  militares  está  sujeta 
á  las  mismas  restricciones  aceptadas  para  la  guerra  terres- 
tre y  marítima,  en  todo  lo  que  sea  compatible  con  ese  nue- 
vo medio  de  combate. 

244.  Las  Delegaciones  alemana  y  francesa  se  pronun- 
ciaron contra  dicho  •  proyecto,  sosteniendo  que  era  díficit 
apreciar  si  un  globo  es  ó  no  dirigible,  por^^ue  no  basta  que 
tenga  un  aparato  de  dirección,  si  el  viento  le  es  favorable. 
Añadieron  que  no  podía  hablarse  de  tripulació  n  militar, 
porque  desde  tierra  puede  lanzarse  un  glob  o  sobre  el  ene  - 
migo. 

245.  Sometidas  á  la  Subcomisión  en  7  de  Agosto  de 
1907  las  dos  proposiciones  italianas,  se  aprobó  la  primera 
por  veinte  y  un  votos  gontra  ocho  y  seis  abstencioneSj  y 
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la  otra  por  treinta  y  un  votos  contra  uno  y  tres  absten- 
ciones. 

Las  naciones  que  se  abstuvieron  y  la  que  votó  en  contra 
de  la  segunda  parte  del  proyecto  de  Italia,  lo  hicieron  qui- 
zá porque  estimaban  innecesaria  en  lo  fundamental  esa 
prescripción  que  en  térrtiinos  más  breves  podía  llevarse  al 
art.  25  del  Reglamento  de  1899,  ó  quizá  porque  la  frase 
final  «en  todo  lo  que  sea  compatible  con  ese  nuevo  medio 
de  combate:»,  era  de  una  vaguedad  tan  peligrosa  que  podía 
convertir  prácticamente  en  cosa  inútil  para  las  contiendas 
futuras  la  regla  votada.  Además  se  demostró  muy  pronto 
que  la  nación  que  había  votado  en  contra  estaba  en  lo  cier- 
to, ya  que  los  propios  autores  de  esa  moción  la  abandona- 
ron en  seguida  y  se  prestaron  á  una  modificación  que  equi- 
valía á  suprimirla,  sin  someterla  siquiera  al  voto  de  la  Co- 
misión y  de  la  Conferencia. 

246.  En  efecto,  cuando  se  reunió  la  segunda  Comisión 
el  14  de  Agosto  de  1907  y  se  dio  cuenta  del  informe  del 
General  Barón  Giesl  de  Gieslingen  sobre  esos  particulares, 
anunció  inmediatamente  el  Sr.  Tcharykov^  que,  de  acuerdo 
con  la  Delegación  de  Italia,  había  elaborado,  en  sustitu- 
ción de  todas  esas  propuestas,  un  nuevo  art.  25,  con  el  texto 
siguiente:  «Queda  prohibido  atacar  ó  bombardear,  ya  por 
la  artillería,  ya  lanzando  proyectiles  ó  explosivos  desde 
globos  ú  otros  medios  análogos  nuevos,  ciudades,  pobla- 
dos, habitaciones  ó  edificios  que  no  estén  defendidos,  así 
como  infringir  al  lanzar  ^dichos  proyectiles  ó  explosivos,  las 
restricciones  aceptadas  para  los  bombardeos  en  la  guerra 
terrestre  y  marítima,  en  cuanto  tales  restricciones  sean  com- 
patibles con  este  nuevo  medio  de  combate.» 

Afortunadamente,  la  Delegación  de  Francia,  sin  referirse 
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á  la  Última  frase  del  proyecto  de  artículo  copiado,  objetó 
que  era  más  breve  agregar  en  el  antiguo  art.  25,  después 
de  las  palabras  «Queda  prohibido  atacar  ó  bombardeara, 
estas  otras,  «por  cualquier  medio  que  fuere».  Y  de  acuer- 
do todos  con  esa  solución,  quedaron  unánimemente  evita- 
dos los  peligros  que  envolvía  la  proposición  objeto  del 
debate. 

247.  Las  otras  dos  declaraciones  de  1899  no  se  men- 
cionaban en  el  programa  ruso  de  esta  segunda  Conferen- 
cia, ni  creyó  el  Presidente  de  la  segunda  Comisión  que  de- 
bían ser  controvertidas.  Sin  embargo,  los  Estados  Unidos 
habían  presentado  una  proposición,  reproducida  de  otra 
que  no  aceptó  la  primera  Conferencia,  para  que  se  prohi- 
biera el  empleo  de  balas  que  causen  heridas  inútilmente 
crueles  y  en  general  las  que  pasen  del  límite  necesario  para 
poner  á  un  hombre  fuera  de  combate. 

Esa  proposición  no  fué  discutida,  no  obstante  las  obser- 
vaciones que  respecto  del  particular  formuló  el  Sr.  General 
Davis  en  la  segunda  Comisión  el  14  de  Ág^osto  de  1907, 

248.  Respecto  de  las  dos  declaraciones  á  que  el  núme- 
ro anterior  alude,  importa  decir  únicamente  que  fueron 
aceptadas  por  Inglaterra,  no  sólo  en  la  Subcomisión,  sino 
en  la  sesión  plenaria  de  17  de  Agosto  de  1907.  La  Dele- 
gación de  Portugal  anunció  igualmente  que  su  Gobierno 
firmaría  la  relativa  al  empleo  de  balas  que  se  abran  ó 
aplasten  fácilmente  en  el  cuerpo  humano. 
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Disposiciones  del  Conyenio  de  1899  sobre  la 
guerra  terrestre  que  son  aplicables  á  la  ma- 
rítima. 


249.  La  cuarta  de  las  Comisiones  en  que  se  dividió  la 
Conferencia,  presidida  por  el  Sr.  de  Martens,  tomó  á  su 
cargo,  entre  otras  cuestiones  delicadas  y  difíciles,  el  estu- 
dio del  Reglamento  sobre  leyes  y  costumbres  de  la  guerra 
terrestre  aprobado  en  la  Conferencia  de  1899  y  completado 
por  la  actual  en  los  términos  que  expresa  el  capítulo  déci- 
mo de  este  libro,  para  determinar  si  podían  aplicarse  sus 
prescripciones  á  la  guerra  marítima. 

Después  que  la  Comisión  se  ocupó  de  cambiar  impresio- 
nes generales  sobre  los  demás  asuntos  que  se  le  habían  en- 
comendado, hizo  presente  el  Sr.  de  Martens  al  terminar  la 
sesión  del  7  de  Agosto  de  1907,  que  el  problema  á  que 
ahora  nos  estamos  refiriendo  se  reducía  casi  á  una  cuestión 
de  redacción  y  que  el  Comité  de  examen  lo  estudiaría,, 
fijándose  de  un  modo  particular  en  los  cables  submarinos. 

Durante  la  novena  sesión  del  citado  Comité  de  examen 
manifestó  incidentalmente  el  Sr.  Beernaert  que  sería  útil 
resolver  el  asunto  aplicando  á  la  guerra  marítima  ciertos 
principios  de  la  terrestre,  como  la  prohibición  de  fusilar  los 
prisioneros  beligerantes,  y  el  Comité  acordó  que,  bajo  la. 
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dirección  del  Sr.  Beernaert,  se  encargara  el  Delegado  ho- 
landés Jonkher  de  Karnebeek  del  informe  previo  sobre  el 
caso. 

Dicho  informe,  que  se  inspiró  principalmente  en  la  ne- 
cesidad de  facilitar  los  trabajos,  admite  la  aplicación  posl^ 
ble  á  la  guerra  marítima  de  casi  todos  los  principios  del 
Reglamento  sobre  la  guerra  terrestre,  suscitando  respecto 
de  algunas  observaciones  muy  interesantes  y  preguntán- 
dose si  debían  formar  parte  de  un  solo  cuerpo  legal  deter^ 
minados  proyectos  sometidos  al  estudio  del  propio  Comité, 
Las  más  delicadas  entre  esas  observaciones  se  re ñ eren  á  la 
suerte  de  la  tripulación  enemiga  ó  neutral  de  los  buques 
mercantes  capturados  y  á  la  condición  de  la  propiedad  pri- 
vada enemiga  en  alta  mar  y  en  los  puertos. 

El  9  de  Septiembre  de  1907  se  dio  cuenta  de  esa  ponen- 
cia en  el  Comité  de  examen,  y  unánimemente  opinaron  sus 
miembros  que  no  había  tiempo  bastante  para  estudiar  todas 
las  cuestiones  por  ella  suscitadas,  aunque  podía  estimarse 
que  en  tesis  general  eran  aplicables  á  la  guerra  en  el  mar 
la  mayoría  de  las  disposiciones  reglamentarias  adoptadas 
para  los  ejércitos  de  tierra. 

A  virtud  de  ese  criterio  propuso  el  Sr.  Beemaert  una  re- 
solución, aprobada  sin  debate  por  el  Comité  y  redactada 
de  este  modo: 

«La  Comisión  ruega  á  la  Conferencia  que  exprese  el  de- 
seo de  que  las  potencias,  mientras  no  haya  un  Reglamento 
especial,  apliquen  en  lo  posible  á  la  guerra  marítima  los 
principios  del  Convenio  de  1899  relativos  á  la  guerra  te- 
rrestre.       ^ 

Sería  de  desear  que  la  elaboración  de  ese  Reglamento 
especial  figurara  en  el  programa  de  la  próxima  Confe- 
rencia.» 

Tomo  primiro.  tf 
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250.  La  cuarta  Comisión  al  reunirse  el  18  de  Septiem* 
bre  de  1907  y  la  Conferencia  en  pleno  el  27  de  los  mismos 
mes  y  año,  aceptaron  sin  dificultad  el  acuerdo  del  Comité 
de  examen.  Con  ello  quedó  descartada  esta  cuestión  de  las 
deliberaciones  y  acuerdos  de  la  segunda  Conferencia.  He 
aquí  los  términos  definitivamente  empleados:  «La  Confe- 
rencia expresa  el  deseo  de  que  la  elaboración  de  un  Regla- 
mentó  especial,  relativo  á  las  leyes  y  costumbres  de  la  gue- 
rra marítima,  figure  en  el  programa  de  la  Conferencia  pró- 
xima y  el  de  que  en  todo  caso  las  potencias  apliquen  á  la 
guerra  en  el  mar,  en  lo  que  fuere  posible,  los  principios  del 
Convenio  de  1899  relativos  á  las  leyes  y  costumbres  de  la 
terrestre.» 
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Uso  de  torpedos  j  minas. 

251.  La  guerra  raso-japonesa  de  1904  ofreció  á  la  con- 
sideración del  mundo  la  experiencia  del  empleo  en  gran 
«scala  de  las  minas  amarradas  ó  libres  como  medio  de  ata- 
que y  defensa;  pero  aparte  de  su  eficacia  militar,  originó 
durante  las  operaciones  y  después  de  concluidas  cierto 
número  de  catástrofes  que  contribuyeron  á  excitar  !a  opi- 
nión pública  del  mundo  y  provocaron  el  estudio  técnico  y 
jundico  de  un  grupo  de  cuestiones^  hasta  ahora  casi  des  - 
apercibidas. 

El  Instituto  de  Derecho  internacional,  siempre  atento  al 
desarrollo  de  la  ciencia  que  le  sirve  de  nombre  y  siempre 
inspirado  en  los  nobles  ideales  de  humanidad  y  de  justicia 
á  que  obedece  su  existencia,  llevó  inmediatamente  el  pro- 
blema á  la  orden  del  día  y  sometió  i  debate  en  la  reunión 
de  Gand  de  1906  un  concienzudo  é  importante  informe 
del  Sr.  Kebedgy. 

Sin  el  dominio  de  los  antecedentes  técnicos  ni  de  los  se- 
cretos de  las  marinas  de  guerra  nacionalesj  hubo  de  limi- 
tarse el  Instituto  i  sentar  las  bases  jurídicas  del  caso,  vo- 
lando  con  carácter  provisional  y  á  reserva  de  un  nuevo 
debate  en  otra  sesión^  las  siguientes  resoluciones: 


Li.ifi^ 
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I.  Queda  prohibido  colocar  en  alta  mar  minas  fíjas  ó 
flotantes. 

II.  Los  beligerantes  pueden  colocar  minas  en  sus  aguas 
territoriales  ó  en  las  del  enemigo,  á  excepción  de  las  flo- 
tantes ó  de  las  fíjas  que  al  soltarse  puedan  causar  daño  á 
la  navegación  fuera  de  las  aguas  de  los  beligerantes. 

III.  Lo  propio  sucede  con  Tos  Estados  neutrales  que 
quieran  colocar  en  sus  aguas  aparatos  á  ñn  de  impedir  la 
violación  de  su  neutralidad.  Pero  los  Estados  neutrales 
no  podrán  colocar  dichas  minas  en  el  paso  de  estrechos 
que  conduzcan  á  un  mar  abierto. 

IV.  El  deber  de  la  notificación  incumbe  al  Estado  be- 
ligerante lo  mismo  que  al  Estado  neutral. 

V.  La  violación  de  cualquiera  de  las  reglas  preceden- 
tes entraña  la  responsabilidad  del  Estado  culpable. 

252.  Las  disposiciones  que  preceden  se  inspiraron  en 
el  deseo  de  conciliar  los  intereses  del  beligerante  con  los 
del  comercio  neutral  y  de  evitar  que  la  guerra  estorbe  du* 
rante  su  curso,  y  aun  después  de  concluida,  á  los  neutrales, 
el  uso  pacífico  del  mar  libre. 

Es  indudable,  con  efecto,  que  las  minas  son  un  medio 
legítimo  de  ataque  y  defensa.  De  costo  relativamente  pe- 
queño y  de  eficacia  grande,  tienden  á  igualar  en  lo  posible 
los  elementos  de  agresión  y  resistencia  de  las  naciones 
débiles  y  de  las  grandes  potencias  navales.  Aun  los  pue* 
blos  fuertes  y  ricos  que  tengan  costas  de  gran  extensión  6 
un  número  relativamente  crecido  de  puertos  y  bahías,  en- 
cuentran en  el  uso  de  estos  recientes  aparatos  militares 
gran  economía  y  gran  seguridad. 

Por  mucho  que  se  afirme,  y  en  la  Conferencia  se  dijo  de 
manera  rotunda,  que  ya  tienen  los  buques  de  guerra  me- 
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dios  seguros  de  precaverse  contra  el  efecto  de  una  mina 
próxima,  es  más  indudable  todavía  que  el  temor  de  su  pre* 
sencia  continuará  dificultando  las  operaciones  y  las  ma- 
niobras de  una  flota  enemiga.  Uñase  i  lo  expuesto  el 
partido  que  puede  sacarse  de  su  empleo  en  un  combate 
naval. 

Los  neutrales  tienen,  en  cambio,  derecho  á  no  perecer 
inesperadamente  por  la  fuerza  oculta  de  una  mina  ignorada 
y  á  no  ver  sus  actos  legítimos  estorbados  é  Impedidos  por 
las  operaciones  de  la  guerra.  Es  preciso  que  las  minas  uti> 
lizadas  por  los  beligerantes  queden  bajo  su  acción  en  con^ 
diciones  suficientes  para  que  no  pongan  en  peligro  al  co- 
mercio  inocente,  ó  tengan  en  cuanto  al  becho  de  su  empleo 
y  colocación  la  publicidad  indispensable  para  evitar  en  las 
regiones  peligrosas  el  tránsito  de  los  neutraks. 

Todas  estas  afirmaciones,  cuya  certidumbre  no  cabe  dis- 
cutir respecto  de  las  aguas  territoriales  de  los  combatían* 
tes,  aumentan  su  eficacia  de  un  modo  considerable  en 
cuanto  se  trata  de  los  puertos  enemigos  no  bloqueados,  y 
sobre  todo  del  mar  libre.  Utilizarlas  como  medio  de  ataque 
respecto  de  los  primeros  equivaldría  á  resucitar  bloqueos 
invisibles,  no  ficticios  como  los  declarados  en  las  guerras 
napoleónicas,  pero  sí  bajo  el  amparo  de  una  impunidad  no 
muy  caballeresca.  Y  sembrar  de  minas  el  mar  libre  sería 
causar  á  los  neutrales  un  daño  en  desproporción  enorme 
con  el  beneficio  que  los  beligerantes  obtuvieran,  descono- 
ciendo que  la  libertad  del  mar,  conquistada  de  Unitivamente 
para  todos,  tiene  por  objeto  primordial  las  relaciones  pa- 
cíficas, y  sólo  es  compatible  con  operaciones  d°  guerra 
que  no  estorben  de  modo  permanente  y  trascendental  la 
navegación  tranquila  y  segura  del  mundo  entero. 
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253.  Cuando  la  segunda  Conferencia  de  El  Haya  em  *• 
pezó  á  ocuparse  de  esta  cuestión  y  le  fué  presentada  iina 
proposición  inglesa  de  que  hablaremos  más  tarde,  declara- 
ron los  Delegados  de  China,  causando  en  los  reunidos  ver- 
dadera  impresión,  que  su  Gobierno  se  veía  obligado  aún  á 
colocar  en  los  buques  de  navegación  costera  instrumentos 
especiales  para  recoger  y  destruir  las  minas  flotantes  que 
se  encuentran  desde  la  última  guerra  entre  Rusia  y  el  Ja^ 
pon,  no  sólo  en  el  mar  libre,  sino  también  en  sus  propias 
aguas  territoriales.  A  pesar  de  todas  las  precauciones  to^ 
madas,  dijeron,  se  ha  ido  á  pique  ua  húmero  considerable 
de  buques  de  cabotaje  y  de  pesca,  así  como  de  juncos,  por 
encuentros  con  esas  minas  automáticas  submarinas,  y  se 
han  hundido  personas  y  cargamentos  sin  que  los  detalles 
de  esos  desastres  hayan  llegado  al  mundo  occidental. 

254.  Reproducimos  á  continuación  la  propuesta  de  los 
Delegados  británicos,  que  sirvió  de  base  á  las  discusiones 
y  en  cuyo  derredor  se  agrupó  una  serie  de  enmiendas,  de 
las  que  tendremos  ocasión  de  hablar  en  este  capítulo.  He 
aquí  el  texto  de  la  moción  citada: 

1.  Queda  prohibido  el  empleo  de  minas  submarinas 
automáticas  de  contacto  no  amarradas. 

2.  Quedan  prohibidas  las  minas  submarinas  automátir 
cas  de  contacto  que  no  se  tornen  inofensivas  al  soltar  sus 
amarras. 

3.  Queda  prohibido  el  empleo  de  minas  submarinas 
automáticas  de  contacto  para  establecer  ó  mantener  un 
bloqueo  de  comercio. 

4.  Los  beligerantes  sólo  podrán  servirse  de  minas  sub- 
marinas automáticas  de  contacto  en  sus  aguas  territoriales 
ó  en  las  del  enemigo.  Sin  embargo,  esta  zona  podrá  ex. 
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tenderse  ante  los  puertos  de  guerra  fortificados  hasta  una 
distancia  de  diez  millas  desde  los  cañones  de  tierra,  á  con- 
dición de  que  el  beligerante  que  coloque  dichas  minas  lo 
avise  á  los  neutrales  y  tome,  además,  las  medidas  que  tas 
circunstancias  le  permitan  para  evitar  en  lo  posible  que  se 
expongan  á  ser  destruidos  los  buques  mercantes  que  no 
hayan  podido  recibir  dicho  aviso.  Sólo  se  considerará  que 
entran  en  la  categoría  de  puertos  de  guerra  los  que  posean 
por  lo  menos  un  gran  dique  y  estén  provistos  de  los  ins- 
trumentos necesarios  para  la  construcción  y  reparación  de 
buques  de  guerra,  y  en  los  que  haya  en  tiempo  de  paz  un 
personal  obrero  pagado  por  el  Estado  para  dicha  construc- 
ción y  reparación. 

5.  Se  tomarán  de  un  modo  general  las  precauciones 
necesarias  para  dejar  á  salvo  los  buques  neutrales  que  se 
dedican  al  comercio  lícito,  y  es  de  desear  que  en  virtud  de 
las  disposiciones  tomadas  para  la  construcción  de  las  minas 
submarinas  automáticas  de  contacto,  dejen  éstas  de  ser 
peligrosas  después  de  un  plazo  prudencial. 

6.  Concluida  la  guerra  se  comunicarán  mutuamente 
los  beligerantes,  en  la  medida  que  fuere  posible^  los  infor- 
mes necesarios  sobre  el  emplazamiento  de  las  minas  auto  - 
máticas  de  contacto  que  cada  uno  haya  situado  á  lo  largo 
de  las  costas  del  otro,  y  cada  uño  de  los  beligerantes  pro- 
cera á  retirar  las  minas  que  se  encuentren  en  sus  aguas 
territoriales,  dentro  del  plazo  más  breve  posible. 

255.  Los  debates,  un  tanto  confusos  y  á  ocasiones  re- 
petidos, que  motivaron  estos  problemas  en  la  Subcomisión^ 
en  el  Comité  y  en  la  tercera  Comisión  y  las  proposiciones 
diferentes  que  desde  el  comienzo  hasta  las  últimas  fases 
del  proyecto  aprobado  se  fueron  sucediendo,  excluyen  toda 
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relación  cronológica  de  los  trabajos  de  la  Conferencia  en 
ese  punto,  y  obligan,  para  la  claridad  indispensable,  á 
separar  y  resumir  las  cuestiones  esenciales  discutidas  y 
resueltas. 

Veamos,  pues,  separadamente  lo  que  se  hizo  respecto  á 
ki  clase  de  minas  utilizal^les  ó  prohibidas,  al  objeto  con 
que  cabe  emplearlas,  al  lugar  en  que  se  deben  colocar  las 
fijas,  á  las  precauciones  que  importa  adoptar  por  los  be- 
ligerantes y  los  neutrales  y  para  unos  y  otros,  á  la  res- 
ponsabilidad que  la  infracción  de  estas  reglas  envuelve,  al 
plazo  para  que  transformen  las  naciones  su  material  exis- 
tente y  á  la  duración  obligatoria  de  estos  acuerdos  de  la 
Conferencia. 

256.  Sobre  las  especies  de  aparatos  de  destrucción  que 
hoy  se  utilizan  en  la  guerra  naval,  dio  el  Capitán  de  navio 
Sr.  Castiglia,  explicaciones  claras  y  concretas  al  exponer 
los  motivos  de  una  proposición  italiana.  Mencionó,  en  pri- 
mer término,  las  minas  fijas,  dirigidas  desde  la  costa,  que 
estallan  á  voluntad  por  una  corriente  eléctrica,  y  enumeró 
después  las  amarradas  en  lugares  determinados  que  explo- 
tan por  contacto,  las  que  cabe  anclar  á  una  profundidad 
grande,  las  que  se  dejan  en  libertad  para  explotar  también 
por  contacto  y  los  torf>edos  automóviles  que  pueden  lan- 
zarse en  direcciones  determina,das. 

257.  Ya  hemos  visto  que  para  las  minas  libres  cuyo 
destino  y  situación  futura  no  pueden  calcularse  y  que  es- 
tallan al  contacto  del  primer  buque  beligerante  ó  neutral, 
de  guerra  ó  mercante,  que  las  encuentra,  establecía  la  mo- 
ción de  los  Delegados  ingleses  una  prohibición  absoluta. 
Ese  sistema,  el  más  humanitario  y  favorable  al  comercio 
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neutral  de  todos  tos  propuestos,  fué  secundado  explictta- 
mente  por  una  proposición  de  los  Estados  Unidos  de  ta 
América  del  Norte  y  defendido  por  AJemania,  aunque  sólo 
para  un  término  de  cinco  anos, 

Por  el  contrariOj  así  los  Delegados  japoneses  como  los 
rusos  propusieron  la  autoriza.ción  de  las  minas  libres,  bajo 
Ja  base  de  que  fueran  absolutamente  inofensivas  después 
de  un  plazo  limitado  desde  el  lanzamiento,  y  la  Delegación 
italiana  fijó  ese  término  en  una  hora.  Por  más  que  algunos 
informes  técnicos  estimaron  absolutamente  imposible  la 
obtención  por  hoy  de  semejante  resultado^  no  faltó  quien 
explicara  sumariamente  en  el  Comité  la  manera  de  lograr- 
lo, ni  quien  afirmara  que  el  problema  era  cosa  resuelta 
para  su  marina  militar. 

Sometida  la  restricción  absoluta  que  deseaban  Inglaterra 
y  los  Estados  Unidos  á  la  decisión  del  Comité,  fué  recha> 
zada  por  nueve  votos  contra  cinco  y  dos  abstenciones.  En 
la  Comisión  obtuvo  la  enmienda  alemana  quince  votos 
contra  nueve  y  catorce  abstenciones;  pero  sujeto  á  igual 
prueba,  por  falta  de  mayoría  absoluta  en  el  escrutinio 
anterior,  el  proyecto  del  Comité  que  reproducía  substancial* 
mente  el  plazo  italiano  de  unahora^  reunió  diez  y  nueve  vo- 
tos favorables  contra  ocho  negativos  y  nueve  abstenciones. 

25S,  Las  minas  automáticas  de  contacto  amarradas  ó 
fijas  encontraron  el  apoyo  general,  y  su  coiocación  fué 
autorizada  en  las  diversas  proposiciones  bajo  la  bate  de 
que  resulten  inofensivas  en  cuanto  hayan  roto  sus  amarras 
y  floten  libremente  en  el  mar.  Los  Estados  Unidos  de 
América,  Inglaterra,  Italia  y  Rusia  lo  dijeron  en  sus  res- 
pectivas mociones  con  palabras  diferentes  y  en  términos 
más  ó  menos  radicales. 
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Sólo  la  Delegación  de  España  mantuvo  la  prohibición 
del  empleo  de  tales  minas  hasta  que  una  Comisión  técnica 
internacional  hubiera  reconocido  la  eficacia  de  los  medios 
empleados  para  darles  carácter  inofensivo  en  cuanto  estén 
en  libertad.  Sostuvo^  al  efecto,  en  el  Comité  que  si  la  In- 
vención de  las  armas  y  de  los  medios  generales  de  guerra 
puede  guardarse  en  secreto  por  cada  país^  deben  ser  del 
dominio  universal  y  divulgarse  sin  escrúpulo  los  aparatos 
de  seguridad  y  salvamento  empleados  en  interés  de  los 
neutrales.  No  obstante  dicha  consideración,  el  Comité  re- 
chazó la  propuesta  de  España  por  diez  votos  contra  cuatro 
y  dos  abstenciones. 

259*  La  Delegación  de  Rusia  solicitó  que  los  torpedos 
se  construyan  de  tal  modo  que  resulten  inofensivos  cuando 
no  produzcan  efecto  inmediato.  Como  esta  es  hoy  la  prác- 
tica general  en  todos  los  Estados,  se  admitió  sin  dificultad 
alguna  la  mencionada  restricción,  que  servirá  de  obstáculo 
á  nuevas  invenciones  peligrosas  para  la  seguridad  de  los 
neutrales. 

260«  ^Cuál  es  el  fin  á  que  puede  obedecer  el  empleo  de 
las  minas  submarinas  automáticas  de  contacto?  La  propo- 
sición británica  que  hemos  copiado  más  arriba  se  refiere  á 
los  beligerantes  y  las  estima,  por  lo  tanto,  una  operadón 
de  guerra.  Aun  dentro  de  las  necesidades  militares  quiso 
establecerse  una  restricción,  y  con  ese  objeto  formuló  la 
Delegación  de  Colombia  en  los  últimos  momentos  del  de- 
bate la  enmienda  siguiente: 

€  Queda  absolutamente  prohibido  el  empleo  de  mináis 
automáticas  de  contacto  amarradas,  excepto  como  medio 
de  defensa.  Los  beligerantes  no  podrán  servirse  de  dichas 
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minas  más  que  para  la  protección  de  sus  propias  costar  y 
sólo  hasta  la  distancia  del  alcance  máximo  de  sus  cañones. 
En  el  caso  de  brazos  dé  mar  ó  de  pasos  marítimos  nave* 
gables  que  conduzcan  exclusivamente  á  las  costas  de  una 
sola  potencia,  podrá  esta  última  cerrar  su  entrada  para 
protegerse,  colocando  minas  automáticas  de  contacto  ama- 
rradas. Queda  absolutamente  prohibido  á  los  beligerantes 
colocar  minas  automáticas  de  contacto  amarradas  en  plena 
mar  ó  en  las  aguas  del  enemigo.» 

Defendió  el  Sr.  Pérez  Triana  en  un  elocuente  discurso 
su  generosa  proposición,  que  no  se  armoniza  por  des- 
gracia con  las  exigencias  militares  modernas.  Sometida  á 
votación  no  obtuvo  la  mayoría  absoluta  á  pesar  del  apoyo 
de  Inglaterra.  Votaron  en  pro  las  diez  y  seis  naciones  si- 
guientes: Bolivia,  China,  Colombia,  Cuba,  Ecuador,  Es- 
paña, Gran  Bretaña,  Guatemala,  Haití,  Países  Bajos,  Perú, 
Persia,  Portugal,  Salvador,  Uruguay  y  Venezuela. 

Quedó,  pues,  sentado  como  criterio  de  la  Conferencia, 
según  venía  resultando  de  las  deliberaciones  hasta  ese  mo- 
mento, que  las  minas  pueden  emplearse  indistintamente 
para  el  ataque  y  la  defensa. 

261*  Los  Delegados  de  Holanda  pretendieron  con  ra- 
zón que  se  determinara  asimismo  el  derecho  de  los  no  beli- 
gerantes á  la  colocación  de  minas  durante  la  guerra,  con 
objeto  de  defender  su  neutralidad.  Aunque  trató  de  opo- 
nerse á  tan  justa  solicitud  una  excepción  de  incompetencia 
por  los  términos  del  programa  ruso,  estimó  la  Comisión 
que  podía  y  debía  ocuparse  del  particular.  Y  como  resulta 
del  acuerdo  deñnitivo  que  copiaremos  más  tarde,  el  dere* 
cho  de  las  potencias  neutrales  al  uso  de  las  minas  quedó 
reconocido. 
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262.  El  n\3mero  tercero  de  la  proposición  inglesa  que 
hemos  reproducido  más  arriba,  prohibía  el  empleo  de  mi- 
nas submarinas  automáticas  de  contacto  para  establecer  ó 
mantener  un  bloqueo  de  comercio.  Dicha  regla  podía  apli- 
carse lo  mismo  al  bloqueo  pacífico  que  al  de  guerra  y  res- 
pondía claramente  al  espíritu  y  á  los  términos  de  la  decla- 
ración de  París  de  1856  sobre  el  carácter  efectivo  de  esa 
operación  militar. 

Objetaron,  no  obstante,  algunas  Delegaciones,  ora  que 
la  cuestión  del  bloqueo  no  era  de  la  competencia  de  la  ter- 
cera Comisión  á  la  que  correspondió  el  estudio  de  las  mi- 
nas, ora  que  podía  ser  necesario  á  los  buques  bloqueadores 
valerse  de  minas  amarradas  para  su  seguridad  y  su  de- 
fensa. 

Esta  última  observación,  de  índoíe  técnica,  forzó  al  Co- 
mité á  modificar  los  términos  de  la  proposición  inglesa, 
prohibiendo  la  colocación  de  minas  automáticas  de  con- 
tacto ante  las  costas  y  los  puertos  del  adversario  con  el 
solo  fin  de  interceptar  la  navegación  mercante.  Dicha  re- 
dacción no  satisfizo  del  todo  á  algunas  Delegaciones,  que 
la  encontraron  un  tanto  obscura. 

263.  El  lugar  en  que  pueden  colocarse  las  minas  ama- 
rradas originó  los  más  diversos  pareceres  y  las  discusiones 
más  vivas.  Mientras  unos  las  limitaban  á  las  aguas  territo- 
riales propias  ó  del  enemigo,  usando  de  esa  frase  genérica 
ó  mencionando  tres  millas  para  la  costa  y  diez  para  deter- 
minados puertos  militares,  otros  pretendían  autorizarlas  en 
alta  mar,  ó  en  el  teatro  de  la  guerra  ó  en  la  esfera  de  la 
actividad  inmediata  de  los  beligerantes. 

£1  Comité  se  decidió  por  señalar  una  zona  de  tres  millas 
respecto  de  los  beligerantes  y  de  los  neutrales,  extendida  á 
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diez  millas  para  los  primeros  frente  á  los  puertos  de  gue- 
rra 6  á  los  arsenales  propios  y  contrarios.  Además  las  con* 
sentía  en  }a  esfera  de  actividad  inmediata  de  los  beligeran  - 
tes,  á  condición  de  que  resultaran  inofensivas  en  el  plazo 
máximo  de  las  dos  horas  siguientes  á  su  abandono.  Nin- 
guna de  estas  indicaciones  del  Comité  obtuvo  en  la  Comi- 
sión la  mayoría  absoluta,  por  lo  que  fué  necesario  supri- 
mirlas. Estaban  en  completa  discrepancia  los  intereses  y 
las  opiniones,  y  la  dificultad  quedó  sin  resolver, 

264.  Toca  igualmente. á  la  cuestión  del  lugar  en  que 
pueden  emplearse  las  minas,  la  declaración,  reiteradamente 
pedida  por  Holanda,  de  que  no  se  pondrán  en  los  estrechos 
que  unen  dos  mares  libres.  La  condición  especial  y  no  ge- 
neralmente conocida  de  algunos  estrechos  y  pasos  entre 
las  Islas  Filipinas  y  las  japonesas,  sirvió  de  motivo  para 
oponerse  con  éxito  á  tal  estipulación. 

Tampoco  figura  expresamente  en  el  proyecto  aprobado 
una  enmienda  de  Holanda  que  tenía  por  objeto  declarar 
que  el  referido  acuerdo  no  modifica  en  nada  la  situación 
actual  de  los  estrechos.  Así  lo  consigna  e!  detallado  y  pre- 
ciso informe  del  ponente  Sr.  Streit,  y  no  se  creyó  necesa- 
rio repetirlo  en  un  artículo  especial. 

265.  Estuvieron  de  acuerdo  todas  las  Delegaciones  en 
que  era  necesario  establecer  determinadas  precauciones 
para  que  el  empleo  de  minas  automáticas  de  contacto 
amarradas  hiciera  el  menor  daño  posible  á  la  navegación 
pacífica.  Con  ese  propósito  estableció  el  proyecto  que  más 
adelante  insertaremos,  una  regla  para  los  contendientes  y 
otra  para  los  neutrales,  ya  que  estos  últimos  no  tienen  ne- 
cesidad de  ocultar,  como  los  primeros^  la  región  en  que  las 
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hayan  colocado.  Por  otra  parte^  sus  deberes  al  ñn  de  la 
guerra  no  pueden  ser  idéntico,  porque  no  se  concibe  que  el 
neutral  haya  anclado  minas,  como  el  Seligerante,  en  costas 
ajenas. 

266.  Desde  que  un  acuerdo  internacional  formula  de- 
terminadas reglas  sobre  las  clases  de  minas  posibles  y  las 
condiciones  de  su  empleo,  es  lógico  pensar  que  esté  com- 
pelida  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  la  poten- 
cia signataria  que  falte  á  lo  convenido.  Dentro  de  esa  di- 
rección propusieron  los  Delegados  de  Holanda  que  se  pre- 
cisara claramente  el  principio  de  la  responsabilidad  de  los 
Estados  infractores. 

Se  opuso  á  tal  solicitud  el  Sr.  Conde  de  Tornielli  por 
la  diñcultad  que  envolvería  precisar  quién  es  el  responsa-^ 
ble  cuando  están  los  dos  beligerantes  facultados  para  co- 
locar en  los  mismos  lugares  minas  automáticas  de  contac- 
to, y  aunque  hubo  de  insinuarse  que  la  cuestión  de  hecho 
fuera  sometida  al  Tribunal  permanente  de  El  Haya,  optó  el 
Comité  por  no  decidir  el  punto,  dejándolo  sometido  á  las 
reglas  generales  sobre  responsabilidad  que  el  derecho  co- 
mún establece. 

267,  No  estando  preparadas  actualmente  las  naciones 
para  una  transformación  inmediata  de  su  material  de  minas, 
propuso  el  Comité  que  se  obligaran  á  Vansformarlo  en 
cuanto  les  íbera  posible,  ajustándolo  á  los  preceptos  de  la 
nueva  reglamentación.  Los  Delegados  ingleses  pretendieron 
que  el  término  fuera  de  un  año  para  las  minas  libres  y  de 
tres  para  las  fijas,  contados  desde  la  ratificación;  pero  no 
tuvo  éxito  esa  solicitud  entre  la  mayoría  de  las  Delega- 
ciones. 
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268.  La  última  cuestión  interesante  debatida  se  refe-» 
ría  al  plazo  del  acuerdo.  La  mayoría  del  Comité  lo  redujo 
á  cinco  años,  mas  la  Comisión,  de  acuerdo  con  los  Delega- 
dos de  la  Gran  Bretaña,  lo  amplió  á  siete,  salvo  que  antes 
se  hubiera  reunido  la  tercera  Conferencia  y  adoptara  otro 
convenio. 

260.  Las  disposiciones  proyectadas  por  el  Comité  que 
no  obtuvieron  en  la  Comisión  mayoría  absoluta  de  votos, 
fueron  principalmente  las  que  siguen: 

a)  Queda  prohibido  colocar  minas  automáticas  de  con- 
tacto más  allá  de  una  distancia  de  tres  millas  marinas, 
partiendo  de  la  baja  mar,  á  lo  largo  de  la  costa,  así  como 
de  las  islas  é  islotes  que  de  ella  dependan.  La  zona  de 
tres  millas  se  medirá  para  las  bahías  á  partir  de  una  línea 
recta  tirada  á  través  de  las  mismas,  en  el  punto  más  pró- 
ximo á  la  entrada,  cuyo  ancho  no  exceda  de  diez  millas. 

b)  El  límite  para  la  colocación  de  minas  automáticas 
de  contacto  amarradas  se  extenderá  á  una  distancia  de 
diez  millas  marítimas  ante  los  puertos  de  guerra  ó  ante 
aquellos  en  que  haya  arsenales  militares  ó  establecimientos 
dé  construcciones  navales  ó  diques.  Se  consideran  puertos 
de  guerra  los  declarados  como  tales  por  el  Estado  á  que 
pertenezcan. 

c)  Los  beligerantes  pueden  colocar  minas  automáticas 
de  contacto  amarradas  ante  las  costas  y  los  puertos  del 
adversario,  dentro  de  los  límites  que  indican  los  dos  ar- 
tículos precedentes.  Sin  embargo,  no  pueden  pasar  de  tres 
millas  marítimas  ante  los  puertos  que  no  sean  de  guerra, 
sino  cuando  haya  en  ellos  establecimientos  de  construc- 
ciones navales  ó  diques  que  pertenezcan  al  Estado. 

.    d)    Los  beligerantes  tienen  también  el  derecho  de  coló- 
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car  minas  automáticas  de  contacto  amarradas  en  la  esfera 
de  su  actividad  inmediata,  fuera  de  los  limites  ñjados  por 
los  tres  artículos  precedentes.  Las  minas  colocadas  fuera 
de  dichos  límites,  deben  construirse  de  manera  que  sean 
inofensivas  en  un  plazo  máximo  de  dos  horas  después  de 
abandonadas. 

e)  £1  Estado  neutral  no  podrá  colocar  minas  fuera  de 
los  límites  indicados  en  la  letra  a)  precedente. 

270.  Por  consecuencia  de  dicha  supresión  y  de  las  en- 
miendas adoptadas,  el  texto  definitivo  que  se  sometió  á  la 
Comisión  y  á  la  Conferencia,  estaba  redactado  como 
sigue: 

Artículo  primero.    Queda  prohibido: 

I  .^  Colocar  minas  automáticas  de  contacto  no  amarra- 
das, á  menos  que  se  construyan  de  modo  que  sean  inofen» 
sivas  á  la  hora  como  máximun  de  haber  perdido  su  acción 
sobre  ellas  el  que  las  haya  utilizado; 

2.®  Colocar  minas  automáticas  de  contacto  amarradas, 
que  no  sean  inofensivas  desde  que  hayan  roto  sus  ama- 
rras, y 

3.®  Emplear  torpedos  que  no  sean  inofensivos  desde 
que  no  hayan  llenado  su  ñn. 

Art.  2.^  Queda  prohibido  colocar  minas  automáticas 
de  contacto  ante  las  costas  y  los  puertos  del  adversario 
con  el  solo  ñn  de  interceptar  la  navegación  mercante. 

Art.  3.^  Cuando  se  empleen  minas  automáticas  de  con- 
tacto amarradas,  deben  tomarse  todas  las  precauciones  po- 
sibles para  la  seguridad  de  la  navegación  pacífica. 

Los  beligerantes  se  obligan  en  lo  posible  á  que  dichas 
minas  sean  inofensivas  tras  un  lapso  de  tiempo  limitado  y, 
caso  de  que  dejen  de  estar  bajo  su  vigilancia,  á  señalar,  tan 
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pronto  como  las  necesidades  miütares  lo  permitan,  las  re- 
giones peligrosas  mediante  un  aviso  á  la  navegación,  que 
deberá  comunicarse  también  á  los  Gobiernos  por  la  vía  di- 
plomática. 

Art.  4/  Toda  potencia  neutral  que  coloque  minas  au- 
tomáticas de  contacto  ante  sus  costas,  debe  observar  las 
mismas  reglas  y  tomar  las  mismas  precauciones  impuestas 
á  tos  beligerantes. 

La  potencia  neutral  debe  dar  á  conocer  a  la  navegación, 
por  un  aviso  previo,  las  regiones  en  que  serán  colocadas 
las  minas  automáticas  de  contacto.  Dicho  aviso  debe  co- 
municarse con  urgencia  á  los  Gobiernos  por  la  vía  diplo- 
mática, 

Art.  5.*  Las  potencias  contratantes  se  obligan  a  hacer 
todo  lo  que  de  ellas  dependa  para  recoger  cada  una  de  su 
lado,  al  final  de  la  guerra,  las  minas  que  haya  puesto. 

En  cuanto  á  las  minas  automáticas  de  contacto  amarra- 
das que  uno  de  los  beligerantes  haya  colocado  frente  á  las 
costas  del  otro,  notificará  su  situación  el  primero  al  se- 
gundo y  cada  potencia  procederá^  dentro  del  plazo  más  bre- 
ve posible,  á  recoger  las  que  se  encuentren  en  sus  aguas, 

Aht.  6,**  Las  potencias  contratantes  que  no  dispongan 
todavía  de  las  minas  perfeccionadas  á  que  se  refiere  el  pre- 
sente Reglamento  y  que  en  la  actualidad  no  puedan  suje- 
tarse, por  lo  tanto,  á  las  reglas  establecidas  en  lOK  artícu- 
los I  /  y  3.",  se  obligan  á  transformar  su  material  de  minas 
tan  pronto  como  sea  posible,  a  ñn  de  que  responda  á  las 
mencionadas  prescripciones, 

Art*  7 .  *  Las  e  s  ti  pul  a  ci  o  nes  de  1  pres  ent  e  R  eglam  e  n  to  re- 
girán por  un  período  de  siete  a^os,  ó  hasta  la  clausura  de 
la  tercera  Conferencia  de  la  Paz,  si  esta  fecha  fuere  ante- 
ñor* 

Tomo  phumiho  (S 
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Las  potencias  contratantes  se  obligan  á  ocuparse  nuevt- 
mente  de  la  cuestión  del  empleo  de  lae  minas  submarinas 
automáticas  de  contacto,  seis  meses  antes  de  que  expire 
dicho  plazo  de  siete  años,  en  el  caso  de  que  no  haya  sido 
estudiada  y  resuelta  con  anterioridad  por  la  tercera  Confe- 
rencia de  la  Paz. 

En  defecto  de  la  estipulación  de  un  nuevo  convenio, 
continuará  rigiendo  el  presente,  salvo  denuncia  del  mismo. 
La  denuncia  no  producirá  efectos  sino  seis  meses  después 
de  su  notiñcación  y  respecto  de  la  potencia  que  h  haya 
notificado, 

271.  En  la  sesión  que  celebró  la  tercera  Comisión  el  id 
de  Septiempre  de  1907  quedó  aprobado  el  proyecto  antes 
transcrito  por  treinta  y  ocho  votos  favorables  de  las  naciO' 
nes  en  aquel  momento  representadas.  Sin  embargo,  el  pá- 
rrafo i.*^  del  art-  i.°,  qne  trata  de  las  minas  automáticas  li- 
bres, fué  objeto  de  reservas  por  parte  de  las  Delegaciones 
de  Alemania,  Montenegro j  Rusia  y  Suecia;  todo  el  art,  i-", 
así  como  el  3.**  y  el  6°,  dieron  origen  á  reservas  de  Tur- 
quía, y  también  las  formuló  Alemania  en  cuanto  al  art,  2.° 

272.  Al  votarse  el  proyecto  en  la  Conferencia  en  pleno 
el  día  9  de  Octubre  de  1907,  estaban  representadas  lascua^ 
renta  y  cuatro  naciones  que  han  tomado  parte  constante- 
mente en  sus  tareas.  El  resultado  favorable  de  la  votación 
fué  unánime,  salvo  la  reserva  de  Turquía  y  de  Alemania 
en  cuanto  á  los  mismos  artículos  que  hemos  mencionado 
con  motivo  del  voto  en  la  tercera  Comisión,  La  de  Francia 
en  cuanto  al  art.  2,**,  y  las  de  la  República  Dominicana, 
Méjico,  Montenegro,  Rusia  y  Siam  respecto  del  párrafo  i,° 
del  art,  i." 
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273.  Efectuada  la  votación,  usó  de  la  palabra  el  Dele- 
gado inglés  sir  Ernest  Satow,  en  los  términos  que  siguen: 
«Como  la  Delegación  británica  ha  votado  en  favor  del  con- 
venio sobre  las  minas  que  acaba  de  aceptar  la  Conferencia, 
le  importa  declarar  que  no  estima  que  este  acuerdo  haya 
dado  una  solución  definitiva  á  la  cuestión,  considerándolo 
más  bien  como  una  etapa  en  la  legislación  internacional  de 
la  materia.  Nos  parece  que  no  se  ha  tenido  lo  bastante  en 
cuenta  el  derecho  de  los  neutrales  á  la  protección  y  los 
sentimientos  humanitarios  de  que  no  debe  prescindirse; 
pero  hemos  hecho  lo  posible  para  que  la  Conferencia  com- 
parta nuestra  opinión,  sin  que  nuestros  esfuerzos  hayan 
tenido  resultado. 

lEl  alta  mar  es  una  gran  ruta  internacional.  Si  está  per- 
mitido á  los  beligerantes,  en  el  estado  actual  de  las  leyes  y 
costumbres  internacionales,  mantener  en  ella  sus  luchas, 
les  incumbe,  por  el  contrario,  no  realizar  acto  alguno  que, 
largo  tiempo  después  de  abandonar  un  lugar  determinado, 
pueda  constituir  un  peligro  para  los  neutrales  en  esa  gran 
ruta  que  tienen  asimismo  el  derecho  de  recorrer.  Declara- 
mos sin  vacilación  que  el  derecho  del  neutral  á  la  seguri- 
dad en  la  navegación  del  alta  mar,  debe  prevalecer  sobre 
el  derecho  pasajero  del  beligerante  á  utilizarla  como  teatro 
de  operaciones  de  guerra. 

>Sin  embargo,  el  convenio  adoptado  no  impone  al  beli- 
gerante restricción  alguna  en  cuanto  á  la  colocación  de  mi^ 
ñas  amarradas,  que  podrá  en  consecuencia  situar  donde  le 
parezca,  ya  en  sus  propias  aguas  territoriales  para  defen- 
derse, ya  en  las  del  enemigo  como  medio  de  ataque^  ya  en 
el  mar  libre;  de  modo  que  forzosamente  correrá  grandes 
riesgos  y  podrá  ser  víctima  de  muchos  desastres  la  nave- 
gación neutral,  en  tiempos  de  guerra  marítima.  Hemos  in- 
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sislido  varias  veces  en  los  peligros  de  tal  situación,  esfor- 
zándonos en  mostrar  cuáles  podrían  ser  las  consecuencias 
de  la  pérdida  de  un  gran  buque  perteneciente  á  una  poten- 
cia neutral.  Están  invocados  todos  los  argumentos  posibles 
en  apoyo  de  la  limitación  de  la  esfera  de  las  minas,  hacien- 
do notar  particularmente  las  ventajas  que  obtendría  con 
eso  el  mundo  civilizado,  por  la  disn:iinuc¡ón,  hasta  ciertos 
límites,  de  las  causas  de  conflictos  militares.  Creemos  que 
de  aceptaise  la  proposición  hecha  por  nosotros  al  comien- 
zo del  debate,  se  hubieran  evitado  los  riesgos  que  en  toda 
guerra  marítima  futura  amenazarán  las  relaciones  amisto- 
sas entre  neutrales  y  beligerantes.  No  habiendo  aceptado 
la  Conferencia  nuestra  opinión,  debemos  declarar  de  la  ma- 
nera más  solemne  que  esos  peligros  existen  y  que  surgirán 
en  lo  porvenir  merced  al  estado  incompleto  del  convenio 
actual.  Como  éste  no  constituye,  en  nuestro  sentir,  stno 
una  solución  parcial  é  insuficiente  del  problema,  no  cabía 
estimarlo,  según  queda  dicho,  una  exposición  completa  del 
Derecho  internacional  sobre  el  asunto.  No  debe  presumirse 
tampoco  la  legitimidad  de  tal  ó  cual  acto  por  el  simple  he- 
cho de  que  el  convenio  no  lo  prohiba.  He  aquí  un  principio 
que  nos  importa  afirmar  y  de  que  no  podrá  prescindir  nun- 
ca Estado  alguno,  sea  cual  fuere  su  poder.» 

274.  Dejando  aparte  la  amenaza,  tal  vez  arrogante  y 
en  la  Conferencia  un  tanto  inoportuna,  con  que  las  pala- 
bras transcritas  concluyen,  no  cabe  desconocer  que  hay 
mucho  de  cierto  en  las  críticas  y  observaciones  dirigidas  á 
este  acuerdo  internacional  por  el  segundo  Delegado  inglés. 

No  expuso,  sin  embargo,  una  observación  que  parece 
saltar  á  la  vista  y  que  es  incontestable.  Se  trata,  por  la  pri- 
mera vez  en  la  historia^  de  un  convenio  que  pierde  su  efí* 
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cacia  a  cierto  plazo  de  la  ratiñcación^  sin  tener  época  fija 
para  que  comience  su  eficacia  obligatoria.  Mientras  no  se 
transforme  el  material  marítimo  de  cada  potencia^  no  tiene 
que  aplicarlo.  Por  fortuna,  el  Comité  general  de  redacción 
modificó  acertadamente  en  este  extremo  la  formula  definiti- 
va, á  la  que  no  alcanza  esta  censura.  Por  otra  parte,  supri- 
midas en  absoluto  las  limitaciones  en  cuanto  al  lugar  en 
que  las  minas  se  colocan,  no  existen  tampoco  plazos  fijos 
dentro  de  los  cuales  sea  preciso  utilizar  las  amarradas  con 
la  seguridad  de  que  son  inofensivas  cuando  se  sueltan  6  las 
libres  en  la  convicción  de  que  no  pueden  causar  daño  á  la 
hora  de  haberse  perdido  su  dirección  mat«riaí.  No  es  este 
convenio  de  los  que  aumentarán  la  gloria  y  el  renombre  de 
la  segunda  Conferencia  de  El  Haya. 


CAPITULO  XIV 


Transformación  de  los  buque»  mercantes 
en  buques  de  guerra* 


275.  El  examen  de  este  problema,  íntimamente  enlaza- 
do con  la  supresión  del  corso,  llevó  á  U  mente  de  ciertas 
Delegaciones  la  necesidad  de  comenzar  definiendo  en  tér- 
minos precisos  lo  que  ha  de  entenderse  por  buque  de  gue- 
rra. Así  lo  hizo  en  primer  lugar  la  Delegacióf!  británica 
desde  la  sesión  celebrada  por  la  cuarta  Comisión  el  2B  de 
Junio  de  1907, 

La  propuesta  de  los  Delegados  ingleses  dice  de  este 
modo:  «Hay  dos  categorías  de  buques  de  guerra;  íiJ,  los  bu- 
ques de  combate;  b),  los  buques  auxiliares. 

a).  Se  comprendera  bajo  la  denominación  de  buque  de 
combate f  todo  buque  con  un  pabellón  reconocido^  armado  á 
costa  del  Estado  para  atacar  al  enemigo  y  cuyos  o  ñc  i  ales  y 
tripulación  estén  debidamente  autorizados  á  ese  efecto  por 
el  Gobierno  de  que  dependan.  No  sera  lícito  aun  buque  re- 
vestir ese  carácter  sino  antes  de  salir  de  un  puerto  nacional, 
ni  desprenderse  de  él  hasta  después  de  su  entrada  en  un 
puerto  también  nacional. 

¿},  Se  comprenderá  bajo  la  denominación  de  bitqut 
auxiliar,  todo  buque  mercante,  ya  beligerante,  ya  neutral. 
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que  se  emplee  en  el  transporte  de  marinos,  municiones  de 
guerra,  combustibles,  víveres,  agua  ó  cualquiera  otra  espe- 
cie de  municiones  navales,  ó  que  esté  destinado  á  ejecu- 
tar reparaciones  ó  encargado  del  tranísporte  de  despachos  ó 
de  la  transmisión  de  informes,  si  dicho  buque  está  obligado 
á  sujetarse  á  las  órdenes  de  marcha  que  se  le  comuniquen 
directa  ó  indirectamente  por  la  flota  beligerante.  Estará 
igualmente  comprendido  en  esa  denominación  todo  buque 
empleado  en  el  transporte  de  tropas.» 

También  los  Delegados  de  Rusia  propusieron  una  defini- 
ción así  redactada:  cSe  considera  como  buque  de  guerra 
todo  el  que  esté  mandado  por  un  oficial  de  marina  en  ser^ 
vicio  activo  y  cuya  tripulación  esté  sometida  al  Código  mi- 
litar. El  buque  debe  llevar  el  pabellón  de  guerra  por  orden 
de  su  Gobierno,  lo  cual  envuelve  su  inscripción  en  la  lisia  de 
los  buques  de  guerra  del  país,  desde  que  la  orden  se  dicte.» 

Los  Estados  Unidos  formularon  asimismo  und  proposición 
que  empezaba  con  estas  palabras:  cEl  buque  de  guerra  debe 
estar  mandado  por  un  oficial  debidamente  comisionado  y 
tener  una  tripulación  sujeta  á  la  ley  y  á  la  disciplina  mi- 
litar.» 

276.  De  estas  tres  definiciones  soto  dio  origen  á  debate 
la  de  los  Delegados  ingleses,  porque  la  mayoría  de  los  otros 
Estados  entendió  que  se  trataba  de  un  medio  hábil,  pero  se- 
guro, de  mantener  el  contrabando  de  guerra  al  propio  tiem- 
po que  se  pedía  su  abolición,  y  de  sujetar  las  presas  neutra- 
les á  un  estado  de  cosas  menos  favorable  que  el  actual. 

Inútilmente  pretendió  convencer  de  lo  contrario  Lord 
Reay  al  explicar  su  proposición  el  19  de  Julio  de  1907,  por- 
que el  Delegado  de  los  Países  BajoSj  Vicealmirante  Róell, 
preguntó  si  esos  buques  auxiliares  de  guerra,  que  podían  ser 
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hasta  neutrales,  iban  á  ejercer  el  derecho  de  visita  y  el  de 
captura;  el  Delegado  de  los  Estados  Unidos,  General  Hora- 
cio Porter,  observó  que  para  los  buques  neutrales,  artificial- 
mente clasificados  como  de  guerra,  iba  á  sustituirse  de  ese 
modo  la  decisión  caprichosa  de  un  oficial  beligerante  al  fa- 
llo de  los  Tribunales  de  presas;  el  Delegado  ruso  Sr.  Ovt- 
chinnikow  puso  de  relieve  las  dificultades  prácticas  que  de 
ello  nacerían,  y  el  primer  Delegado  italiano,  Sr.  Conde  de 
Tornielli,  declaró  que  el  asunto  merecía  el  estudio  detenido 
de  un  Comité  especial. 

Este  fué  el  camino  que  tomó  la  cuarta  Comisión,  pero, 
aunque  los  Delegados  británicos  dijeron  repetidamente  que 
su  proposición  no  era  el  antídoto  de  la  supresión  del  con- 
trabando ni  se  refería  á  los  buques  mercantes  transforma- 
dos en  buques  de  guerra,  acabaron  por  retirar  su  propuesta 
en  el  Comité  y  en  la  Comisión.  De  esa  manera  se  evitaban 
discusiones  largas  y  enojosas  y  desaparecían  los  recelos  á 
que  había  dado  origen  este  proyecto. 

277.  Sobre  la  transformación  misma  se  habían  presen- 
tado proposiciones  por  los  Delegados  de  Italia,  los  Países 
Bajos,  el  Japón  y  los  Estados  Unidos,  aparte  de  las  ya  ci- 
tadas de  Rusia  é  Inglaterra  y  de  una  moción  verbal  de 
Austria-Hungría.  Envolvían  las  mencionadas  propuestas 
tres  cuestiones  diferentes:  a),  la  del  lugar  en  que  la  trans- 
formación puede  efectuarse;  b),  la  de  su  permanencia  ó  al- 
teración durante  las  operaciones  militares  á  que  responde, 
y  c),  la  del  conjunto  de  condiciones  á  que  debe  sujetarse  el 
buque  transformado. 

278.  Nos  ocuparemos  separadamente  de  estos  tres  pun- 
tos, no  sin  observar  de  una  parte  que  la  Conferencia  se  de- 
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cidió  unánimemente  por  la  posibilidad  de  la  transformación 
como  algo  enteramente  distinto  del  corso,  aboüdojustiñca- 
díimente  en  el  Congreso  de  París  de  1856,  y,  de  otra  parte, 
que  el  trato  de  buque  pirata,  propuesto  por  la  Delegación 
holandesa  para  los  que  no  reunieran  las  condiciones  ñjadas, 
quedó  sin  aceptación  defínitiva. 

La  primera  de  estas  observaciones  tiene  gran  importan- 
cia. Durante  el  siglo  xix,  y  particularmente  en  la  segunda 
mitad,  han  variado  las  condiciones  de  la  navegación  marí- 
tima,  con  especial  influjo  sobre  la  marina  militar.  El  trans* 
porte  es  tan  importante  para  las  operaciones  de  guerra  como 
el  navio  de  combate,  y  los  buques  mercantes  para  la  nave- 
gación de  altura  representan  un  esfuerzo  tan  grande  y  tan 
costoso  que  han  necesitado  protección,  auxilios  y  subven- 
ciones del  Estado.  La  consecuencia  lógica  de  esta  doble 
situación  ha  sido  que  el  Estado  ponga  durante  la  paz 
recursos  cuantiosos  y  de  trascendencia  at  servicio  de  la 
marina  mercante,  á  condición  de  que- la  marina  mercante 
nacional  se  preste  al  servicio  del  Estado  en  tiempo  de 
guerra. 

No  se  trata  en  manera  alguna  de  conceder  patentes  de 
corso  á  los  individuos  ó  compañías  particulares,  incitando 
al  despojo  de  la  propiedad  privada,  con  todas  las  violencias 
y  todas  las  iniquidades  de  las  prácticas  antiguas,  sino  ex- 
clusivamente de  un  servicio  voluntario  de  marina,  que  equi- 
vale á  su  movilización  parcial  y  que  envuelve  como  fin  el 
auxilio  al  Estado  propio  y  no  el  ataque  directo  á  la  nación 
ó  á  la  propiedad  extranjera.  El  fín  que  perseguía  la  segun- 
da Conferencia  de  la  Paz  estribaba,  por  lo  tanto,  en  regla- 
mentar el  sistema  moderno  de  manera  que  se  mantuviese 
intacta  y  quedase  firmemente  establecida  la  supresión  del 
corso,  que  nadie  allí  pretendió  restablecer. 
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279.  Sobre  la  primera  de  las  cuestiones  apuntadas,  re- 
ferente al  lugar  en  que  la  transformación  debía  efectuarse, 
no  hubo  acuerdo  entre  las  grandes  potencias.  Mientras  In- 
glaterra pretendía  que  se  realizara  solamente  en  un  puerto 
nacional,  el  Japón  y  los  Estados  Unidos  extendían  ese  de- 
recho á  los  puertos  y  aguas  territoriales  nacionales  ú  ocu- 
pados, y  tres  grandes  potencias  marítimas,  Alemania,  Rusia 
y  Francia,  estaban  por  mantener  la  libertad  de  la  transfor- 
mación en  alta  man  Italia  adoptó  un  término  medio,  esti- 
mando que  los  buques  salidos  de  un  puerto  antes  de  comen- 
zar las  hostilidades  podían  transformarse  en  el  mar  Ubre  ó 
en  las  aguas  territoriales  de  otro  Estado,  pero  que  no  su- 
cedía lo  mismo  con  los  que  se  hubiesen  hecho  á  la  mar  des- 
pués de  empezada  la  guerra. 

Los  argumentos  Ingleses  se  referían  á  los  puertos  neutra- 
les y  al  mar  libre.  En  cuanto  á  los  primeros,  decía  razona- 
blemente Lord  Keay,  que  si  los  buques  mercantes  entraban 
en  ellos  con  ese  carácter  y  salían  convertidos  en  buques  de 
guerra  con  un  mandato  militar^  habían  violado  la  neutrali- 
dad, aumentando  en  esos  puertos  su  valor  como  unidad  de 
combate.  Ni  los  beligerantes  debían  hacerlo,  ni  los  neutra- 
les consentirlo,  Y  el  Comité  y  la  cuarta  Comisión,  sin  voto 
especia],  estuvieron  en  principio  de  acuerdo  con  dicha  opi- 
nión, salvo  algunas  reservas. 

Para  el  mar  libre  nos  parecen  menos  decisivos  los  argu- 
mentos de  Inglaterra,  Lord  Reay  añrmaba,  recordando  el 
derecho  de  visita,  que  importa  á  los  neutrales  saber  de  an- 
temano, hasta  cierto  punto,  cuáles  son  los  buques  que  pue- 
den ejercerlo.  Y  estimando  la  transformación  un  acto  de 
soberanía,  sostuvo  que  no  puede  efectuarla  el  Estado  sino 
dentro  de  la  jurisdicción  nacionaL  Los  holandeses  añadie- 
ron que  la  Conferencia  debía  adoptar  la  tesis  británica^  por- 
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que  no  se  había  reunido  para  desenvolver  la  guerra  facili- 
tando la  transformación  de  los  buques  mercantes,  Y  el 
competente  Delegado  de  Italia  Sr.  Fusínato,  colocándo?;e  en 
otro  punto  de  vista,  observó  que  los  buques  mercantes  ene- 
migos gozan  de  ciertos  privilegios  en  un  puerto  neutral  y 
no  debían  aprovecharlos  para  convertirse  en  buques  de  gue- 
rra inmediatamente  después  de  su  salida. 

La  tesis  contraria  tuvo  como  defensores  á  los  alemanes, 
los  rusos  y  los  franceses.  Sostuvo  en  representación  de  los 
primeros  el  Contraalmirante  Siegel  que  tocaba  determinar 
á  la  legislación  interior  y  ^Q  al  Derecho  de  gentes,  el  tiem- 
po y  el  lugar  en  que  un  buque  podía  transformarse  y  que 
restringir  esa  operación  á  las  aguas  territoriales,  no  está 
jurídicamente  justificado  ni  es  militarmente  admisible,  ya 
que  el  Estado  conserva  su  jurisdicción  sobre  los  buques  en 
alta  mar-  El  Sr,  Ovtchinnikow,  á  nombre  de  Rusia,  aludió 
al  caso  de  un  buque  mercante  enemigo  apresado  en  alta  mar, 
que  puede  convertirse  inmediatamente  en  buque  de  guerra, 
y  agregó  que  lo  mismo  podía  hacer  una  flota  con  un  buque 
mercante  de  su  propio  país.  Por  último,  el  Delegado  fran^ 
ees  Sr,  Renault  sostuvo,  con  su  gran  autoridad  profesional, 
que  el  Derecho  internacional  público  no  se  oponía  a  la 
transformación  más  allá  de  las  aguas  territoriales,  porque 
aun  estimándola  como  un  acto  de  soberanía,  los  actos  de 
soberanía  se  pueden  realizar  en  el  mar  libre. 

Esta  discusión  se  reprodujo  en  el  seno  del  Comité,  lle- 
gándose á  una  votación  con  el  siguiente  resultado.  Estuvie- 
ron porque  se  prohibiera  la  transformación  en  alta  mar, 
nueve  países;  los  Estados  Unidos  de  América,  Bélgica,  Bra- 
sil, Gran  Bretaña,  Italia,  Japón,  Noruega,  Países  Bajos  y 
Suecia.  En  contra  emitieron  su  voto  siete  Estados:  Alema- 
nía,  Austria-Hungría,  Argentina,  Chile,  Francia,  Rusia  y 
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Servia.  Ante  este  resultado  que  no  consentía  unanimidad 
alguna,  y  siendo  imposible  toda  fórmula  de  conciliación, 
optó  el  Comité  por  prescindir  de  ese  punto,  haciéndolo 
constar  en  uno  de  los  considerandos  del  proyecto  que  más 
adelante  se  transcribe,  no  sin  que  su  redacción  definitiva 
originara  también  ciertas  dificultades. 

La  cuestión  es  realmente  dudosa.  Una  potencia  como  la 
Gran  Bretaña,  que  tiene  puertos  en  todas  las  regiones  del 
mundo,  quedaría  extraordinariamente  beneficiada  para  las 
contiendas  navales  futuras  con  la  tesis  que  prohibe  la 
transformación  fuera  de  las  aguas  nacionales.  £1  país  que 
luchara  contra  los  ingleses  vería  surgir  de  todas  partes 
nuevos  buques  de  guerra  y  no  podría  armar  los  suyos  pro- 
pios mercantes  ni  los  apresados  sino  en  la  esfera  limitadí- 
sima y  tal  vez  lejana  de  sus  puertos.  El  Derecho  interna- 
cional habría  consagrado  un  sistema  que  aumentaría  ex- 
traordinariamente la  potencia  naval  de  un  Estado  en  detri- 
mento de  los  otros  y  que  rompería  la  base  de  igualdad  y 
de  equilibrio  á  que  está  sujeta  en  nuestro  tiempo  la  socie- 
dad de  las  naciones.  Sean  cuales  fueren  las  dificultades,  no 
todas  admisibles,  que  se  invocan  en  sentido  contrario,  nos 
parece  que  las  balancea  esta  última  consideración. 

280.  En  nombre  de  Austria-Hungría  propuso  el  autori- 
zado Profesor  Sr.  Lammasch  que  la  transformación  de  un 
buque  mercante  en  buque  de  guerra  fuera  permanente 
mientras  durasen  las  hostilidades  y  que  se  prohibiera  la 
vuelta  á  su  condición  primitiva.  Esta  regla,  fundada  en  el 
temor  de  los  abusos  que  permite  el  sistema  contrario,  ob- 
tuvo la  aprobación  de  Alemania  y  de  Méjico  y  tropezó  con 
la  hostilidad  de  Inglaterra  y  el  Japón. 

En  el  Comité  mantuvieron  el  Delegado  inglés  Sr.  Satow 
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y  el  Delegado  ruso  Sr.  de  Martens  que  el  problema  de  la 
transformación  se  liga  íntimamente  al  del  lugar  en  que 
puede  efectuarse  y  que,  abandonado  el  segundo,  no  era 
posible  afrontar  la  solución  del  primero.  Así  lo  entendieron 
todos  los  demás  Delegados  presentes. 

281.  Descartadas  estas  dos  cuestiones,  quedaba  reduci- 
do el  asunto  á  fijar  los  caracteres  distintivos  del  buque  de 
guerra  ya  transformado,  para  evitar  la  resurrección  disfra> 
zada  del  corso,  y  desenvolver  el  principio  del  Protocolo  de 
París  de  1856. 

Se  había  propuesto  á  ese  ftn:  /»},  el  mando  militar  por 
los  Estados  Unidos  de  América,  Italia,  los  Países  Bajos  y 
Rusia;  b),  la  tripulación  sometida  á  las  leyes  y  regias  de 
la  disciplina  militar  por  los  mismos  países,  excepto  Holan- 
da, para  quien  bastaba  que  fuera  militar  en  todo  ó  en 
parte;  c),  la  inscripción  en  la  lista  de  los  buques  de  guerra 
del  país  por  Rusia;  d),  el  empleo  del  pabellón  nacional  por 
los  Países  Bajos,  Rusia,  y  la  Gran  Bretaña;  e),  la  comisión 
de  la  autoridad  competente,  por  los  Países  Bajos  é  Ingia  - 
térra,  no  sin  algunas  observaciones  del  Sr,  Kf  lege,  apoya- 
das por  los  Sres.  Behr  y  Sperry,  y  f)j  el  respeto  de  las 
leyes  y  costumbres  de  la  guerra,  por  Holanda. 

282.  Discutidas  todas  estas  proposiciones  en  el  Comité^ 
se  llegó  al  acuerdo  de  presentar  á  la  Comisión  el  siguiente 
proyecto  de  Reglamento  sobre  la  transformación  de  los  bu- 
ques mercantes  en  buques  de  guerra: 

Considerando:  que  varias  de  las  altas  partes  contratantes 
querrán  incorporar  en  tiempo  de  guerra  buques  de  la  ma- 
rina mercante  en  sus  flotas  de  combate; 

Que  es  de  desear,  por  lo  tanto,  que  se  deñnan  las  con- 
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djcjones  bajo  las  cuales  podrá  efectuarse  dicha  operación^ 
en  tanto  que  se  trate  de  reglas  generalmente  aceptadas; 

Que  no  habfencio  podido  ponerse  de  acuerdo  las  altis 
partes  contratantes  sobre  la  cuestión  de  saber  si  la  trans- 
formación de  un  buque  mercante  en  buque  de  guerra  puede 
efectuarse  en  alta  mar,  queda  entendido  que  la  cuestión 
del  iugar  de  la  transformación  está  fuera  de  debate  y  no 
se  referen  á  ella  en  modo  alguno  las  reglas  á  continuación 
enunciadas: 

Artículo  primero.  Un  buque  mercante  transformado 
en  buque  de  guerra,  no  puede  tener  los  derechos  y  las 
obligaciones  inherentes  á  tal  condición  si  no  está  colocado 
bajo  la  autoridad  directa,  el  poder  inmediato  y  la  respon- 
sabilidad del  Estado  cuyo  pabellón  lleva. 

Art.  2."  Los  buques  mercantes  transformados  en  bu- 
ques de  guerra  deben  llevar  los  signos  exteriores  distinti- 
vos de  la  marina  miíitar  de  su  nación, 

Art»  3,°  El  Comandante  debe  estar  al  servicio  del  Es- 
tado y  debidamente  comisionado  por  las  autoridades  com* 
pétenles.  Su  nombre  debe  figurar  en  la  lista  oficial  del 
personal  de  la  flota  militar, 

Art  .  4. "  L  a  tri  p  u  laci  ón  de  be  estar  som  eti  d  a  á  1  as  re  glas 
de  ^a  disciplina  militar. 

Art,  5."  Todo  buque  mercante  transformado  en  buque 
de  guerra  está  obligado  á  sujetarse  en  sus  operaciones  á 
las  le^^es  y  costumbres  de  la  guerra, 

Art,  óf"  El  beligerante  que  transforme  un  buque  mer- 
cante en  buque  de  guerra,  debe  hacer  constar  la  Iransfor- 
mación^  lo  más  pronto  que  sea  posible^  en  la  lista  de  bu- 
ques de  sü  Hola  militar. 
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283.  Al  darse  cuenta  de  este  proyecto  en  la  Comisión 
el  18  de  Septiembre  de  1907^  declaró  el  General  Porler 
que  los  Estados  Unidos  se  abstendrían  de  votar  porque  no 
habían  aceptado  la  declaración  de  París  de  1856  relativa 
á  la  abolición  del  corso. 

Efectuada  la  votación  en  que  tomaron  parte  treinta  y 
ocho  Estados,  fué  aceptado  el  proyecto  por  treinta  y  dos 
y  se  abstuvieron  los  seis  siguientes:  Estados  Unidos  de 
América,  Brasil,  República  Dominicana,  Ecuador,  Haití  y 
Turquía. 

Nueve  días  después,  el  27  de  los  mismos  mes  y  año, 
aprobó  el  proyecto  la  Conferencia  en  pleno,  con  idéntica 
manifestación  por  parte  de  los  Estados  Unidos  y  por  trein- 
ta y  dos  votos  favorables  contra  la  abstención  de  los  Esta- 
dos Unidos,  Santo  Domingo,  China,  Colombia,  Ecuador, 
Guatemala,  Salvador,  Turquía,  Uruguay  y  Veneisuela, 

284*  Aunque  el  resultado  que  en  esta  materia  se  obtuvo 
no  es  muy  grande,  tiene  por  lo  menos  la  ventaja  de  mos- 
trar que  las  naciones  persisten  en  la  abolición  del  corso, 
amoldando  á  la  situación  de  la  marina  contemporánea  las 
condiciones  necesarias  para  estorbar  su  restablecimiento. 
£1  escrúpulo  de  los  Estados  Unidos  de  América,  lejos  de 
ser  favorable  á  los  corsarios^  se  funda  en  que  el  Con- 
greso de  París  y  esta  Conferencia  no  quisieron  establecer 
la  inviolabilidad  de  la  propiedad  privada  en  la  guerra 
marítima. 

En  el  mantenimiento  de  la  captura  de  la  propiedad  pri- 
vada enemiga  se  basaba  el  Sr,  Renault,  durante  los  deba- 
tes del  Comité,  para  entender  que  el  Reglamento  á  que  es^ 
tamos  refiriéndonos  podía  omitir  toda  regla  sobre  el  cam- 
bio de  un  buque  de  guerra  en  buque  mercante.  No  hay  en 
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su  úpinidn  interés  alguno  que  lo  justiñque,  puesto  que  el 
resultado  inmediato  sería  exponerse  á  la  captura.  Sin  em- 
bargo, en  casos  excepcionales  puede  buscarse  la  nueva 
transformación  como  un  medio  eficaz  para  eludir  indefini- 
damente en  un  puerto  neutral  la  persecución  del  enemigo 
ó  para  avituallarse  en  país  extranjero  sin  las  restricciones 
con  que  tropieza  la  marina  militar  beligerante.  Sea  de  ello 
lo  que  fuere,  esta  hipótesis  no  está  comprendida  en  el 
proyecto  votado. 


J 
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Del  bloqueo. 


285.  La  famosa  declaración  de  París  de  i6  de  Abril 
de  1S56  consignó  entre  otras  cosas  que  el  bloqueo  debe 
ser  efectivo,  es  decir,  mantenido  por  fuerza  bastante  para 
impedir  realmente  el  acceso  al  territorio  enemigo.  Esta 
regla  había  sido  una  victoria  contra  los  partidarios  del 
bloqueo  ñcticio  ó  sobre  el  papel,  y  ponía  término  á diñcul- 
tades  que  durante  largos  años  habían  conmovido  á  Euro- 
pa; pero  dejaba  en  pie  una  serte  de  dudas  que  era  preciso 
reglamentar,  y  no  decidía  en  rigor  sobre  la  legitimidad  del 
bloqueo  pactñco,  nacido  al  Derecho  de  gentes  veintinueve 
años  antes,  y  hoy  casi  secular. 

Sin  embargo,  el  programa  para  la  segunda  Conferencia 
de  El  Haya  no  mencionaba  expresamente  el  bloqueo,  que 
apareció,  como  una  de  tantas  cuestiones  relativas  é  la 
guerra  marítima,  en  el  cuadro  de  las  materias  encomenda- 
das á  la  cuarta  Comisión.  Seguidamente  se  presentaron 
dos  grupos  de  proposiciones  relativas  al  mismo.  Uno  de 
ellos,  que  puede  llamarse  italiano,  surgió  con  la  moción  de 
los  Delegados  de  ese  país,  á  que  presentaron  enmiendas  y 
adiciones  el  Brasil  y  Holanda.  El  otro  grupo  se  constituye 
con  las  proposiciones  substancialmente  idénticas  de  los 
Estados  Unidos  de  América  y  de  la  Gran  Bretafla. 

Tomo  fhimeio.  19 
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286.     La  proposición  de  Italia  se  redactó  como  sigue: 

1.  El  bloqueo,  para  ser  obligatorio,  debe  ser  efectivo, 
declarado  y  notificado. 

2.  El  bloqueo  es  efectivo  cuando  esta  mantenido  por 
fuerzas  navales  de  guerra  suficientes  para  impedir  real- 
mente el  paso  y  estacionadas  de  modo  que  creen  un  daño 
evidente  para  los  buques  que  quieran  intentarlo. 

No  se  considera  como  levantado  el  bloqueo  si  el  mal 
tiempo  fuerza  á  los  buques  bloqueadores  á  alejarse  tno- 
raen  tan  ea  mente  de  su  puesto. 

3.  La  declaración  del  bloqueo  debe  fijar  el  momento 
preciso  de  su  comienzo,  sus  límites  por  longitud  y  latitud 
y  el  plazo  durante  el  cua!  se  permite  la  salida  del  puerto 
á  los  buques  neutrales  que  hayan  entrado  con  anterio- 
ridad. 

4.  La  declaración  debe  notificarse  á  las  autoridades  de 
la  plasa  bloqueada  y  á  los  Gobiernos  de  los  Estados  neu- 
trales. Si  no  se  ha  efectuado  la  notificación  ó  si  prueba  el 
buque  que  se  acerca  al  puerto  bloqueado  que  no  tenía  co- 
nocimiento del  bloqueo,  debe  hacerse  la  notificación  al 
buque  mismo  por  un  oficial  de  alguno  de  los  barcos  blo- 
queadores, inscribiéndola  en  los  documentos  de  á  bordo. 

5.  Un  buque  no  puede  ser  detenido  como  culpable  de 
violación  del  bloqueo^  sino  desde  el  momento  en  que  trate 
de  cruzar  las  líneas  de  un  bloqueo  obligatorio. 

6.  Se  permitirá  á  los  boques  entrar  en  el  puerto  blo- 
queado en  caso  de  arribada,  comprobada  por  el  Jefe  de  las 
fuerzas  bloqueadoras. 

7.  El  buque  detenido  por  violación  del  bloqueo  podrá 
ser  confiscado,  asi  como  su  cargara  en  to^  salvo  que  el  pro- 
pietario de  este  último  pruebe  que  la  tentativa  de  viola- 
ción del  bloqueo  se  efectuó  sin  su  consentimiento. 
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287.    La  enmienda  del  Brasil  dice  de  este  modo: 

1.  £1  bloqueo  no  es  efectivo  bajo  las  condiciones  esti- 
puladas en  el  art.  2.^  de  la  proposición  italiana,  sino 
cuando  se  liniita  á  los  puertos,  radas,  muelles,  bahías  u 
otros  lugares  de  desembarco  del  litoral  enemigo,  así  como 
á  puntos  que  den  acceso  á  los  mismos. 

2.  La  Conferencia  ñjárá  cierto  número  de  millas,  con- 
tadas desde  la  costa  en  marea  baja,  ó  desde  una  línea  ima- 
ginaria entre  las  extremidades  del  puerto  ó  de  la  bahía, 
así  como  á  lo  largo  de  la  costa  desde  dichas  extremidades, 
con  objeto  de  limitar  el  espacio  en  que  el  bloqueador  pueda 
hacer  efectivo  el  bloqueo. 

3.  Respecto  de  los  buques  capturados  dentro  de  esos 
límites,  una  vez  cumplidas  las  mencionadas  condiciones, 
no  podrá  suscitarse  cuestión  alguna  relativa  á  la  efectivi* 
dad  del  bloqueo. 

4.  Se  presumirá  conocida,  salvo  prueba  en  contrario, 
la  notificación  á  que  se  refiere  el  art.  4,^  de  la  propo- 
sición italiana,  por  los  buques  que  hayan  salido  de  puertos 
que  estén  en  la  jurisdicción  del  Gobierno,  notiñcado  siete 
días  completos  después  de  dicha  notificación. 

5.  Las  modificaciones  del  bloqueo  deben  notificarse 
también  y  no  obligarán  á  los  neutrales  sino  cuando  indi- 
quen sus  límites  geográficos,  como  más  arriba  se  establece. 

288.  Los  Delegados  de  Holanda  propusieron  que  se 
agregara  al  núm.  3  de  la  moción  italiana  este  nuevo 
párrafo:  «La  declaración  del  bloqueo  no  podrá  notificarse 
sino  por  un  beligerante  y  respecto  de  un  litoral  enemigo.» 

289*  £n  cuanto  á  las  proposiciones  anglo  americanas, 
aparte  de  ciertas  variaciones  de  detalle,  estaba  su  ñn  esen* 


L 


292  CAPITULO   XV 

cial  en  un  nuevo  art,  5.%  redactado  así:  iTodo  buque 
que  después  de  haberse  notiñcado  debidamente  un  blo^ 
queo,  se  dirige  á  un  puerto  ó  á  una  plaza  bloqueada,  ó  in- 
tenta forzarlo,  puede  ser  detenido  por  violación  del  blo- 
queo.» 

290.  La  nota  má  saliente  que  estas  proposiciones  mo- 
tivaron en  la  Comisión  fué  la  reserva,  hecha  por  la  Dele- 
gación de  los  helenos,  en  el  sentido  de  que  se  trataba  úni- 
camente  del  bloqueo  durante  la  guerra  y  en  modo  alguno 
del  bloqueo  pacífíco,  cuya  legitimidad  y  efectos  quedaban 
fuera  de  los  debates  de  la  Conferencia. 

En  el  mismo  sentido  se  inspiró  el  Vicepresidente  de  la 
Conferencia  y  Delegado  holandés  Sr.  Beaufort,  dando  ese 
alcance  á  los  términos  de  la  enmienda  por  su  Delegación 
presentada.  Y  el  docto  Delegado  italiano  Sr.  Fusitano  se 
apresuró  á  declarar  que  ese  era  el  sentido  y  alcance  de  la 
proposición  italiana. 

291.  £1  propio  distinguido  hombre  público  había  indi- 
cado en  la  sesión  celebrada  por  la  cuarta  Comisión  el  31 
de  Julio  de  1907,  los  fundamentos  capitales  de  su  pro- 
puesta. Dijo  que  tendía  á  defínir  el  bloqueo,  á  establecer 
las  modalidades  de  su  notificación  y  á  fijar  las  sanciones 
que  trae  consigo  violarlo.  Estudiando  el  art.  5.®,  afir- 
mó que,  reconocida  la  efectividad  del  bloqueo  como  la 
primera  condición  de  su  valor  obligatorio,  el  fundamento 
y  la  esencia  del  mismo  estriban  en  el  ejercicio  real  del 
poder  militar  del  beligerante  sobre  la  zona  bloqueada.  De 
ello  derivaba  la  afirmación  de  que  el  bloqueo  no  comienza 
hasta  que  el  poder  militar  se  establece,  cesando  cuando  éste 
concluye,  y  que  su  acción  y  sus  consecuencias  no  pueden 
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admitirse  donde  no  existen  en  realidad.  En  otros  términos, 
decía,  el  bloqueo  na  es  más  que  una  acción  de  guerra,  in^ 
separable  de  los  lugares  en  que  se  ejerce  y  la  violación 
del  cual  no  puede  efectuarse  ni  reprimirse  sino  en  esos 
mismos  lugares. 

El  Teniente  Coronel  van  Oordt  insistió  enérgicamente  en 
esas  mismas  ideas  durante  la  sesión  de  2  de  Agosto  del 
propio  año.  En  su  opinión,  la  práctica  de  capturar  un  bu 
que  neutral  durante  todo  el  viaje  hacía  el  puerto  bloquea- 
do, es  un  residuo  de  los  tiempos  del  bloqueo  ñcticio,  al  que 
servía  de  complemento  necesario  para  no  ser  letra  muerta. 
Como  el  bloqueo  no  es  obligatorio  sino  á  condición  de  ser 
efectivoj  todo  buque  neutral  no  cargado  de  contrabando 
tiene  el  derecho  de  continuar  su  viaje  hacia  el  litoral  blo- 
queado, porque  ignora  si  cuando  llegue  se  mantendrá  la 
efectividad.  La  extensión  del  Derecho  de  captura  contenida 
en  la  proposición  americana,  le  parecía  una  aplicación  de 
la  práctica  da  los  bloqueos  ficticios  á  los  bloqueos  efecti- 
vos. Acordar  al  beligerante,  dijo  con  sobra  de  razón,  el 
derecho  de  detener  los  buques  que  lleven  rumbo  hacia  el 
puerto  bloqueado,  antes  de  que  hayan  intentado  penetrar, 
es  unir  al  peligro  inminente  de!  paso  de  la  linea  de  blo- 
queo, carácter  esencial  de  su  efectividad,  el  peligro  de  cap- 
tura en  el  mar  libre;  es  en  t^l  fondo  una  extensión  del  blo- 
queo á  todas  partes  y  en  alta  mar;  es,  por  último,  someter 
la  captura  al  azar  de  un  encuentro  con  los  cruceros  del  Es- 
tado bloqueador,  todo  lo  cual,  dados  los  hechos  que  produ- 
jeron  la  declaración  de  París  de  1S5Ó,  está  en  contradicción 
con  la  idea  misma  del  bloqueo  efectivo* 

También  el  Sr,  Barbosa,  a  nombre  de  la  Delegación  bra- 
sileña, razonó  elocuentemente  la  misma  solución^  á  la  que 
se  adhirieron  sucesivramente  de  un  modo  expreso  Alema- 


294  CAPITULO  XV 

nia,  Grecia,  Austria-Hungría,  Turquía  y  la  República  Ar-»- 
gentina. 

292.  Después  de  un  breve  debate  sobre  la  posibilidad 
de  establecer  por  medio'  de  minas  un  bloqueo  de  comercio, 
pasaron  todas  las  proposiciones  presentadas  al  Comité  de 
examen  de  la  cuarta  Comisión,  y  cuando  éste  comenzaba  á 
ocuparse  del  asunto  en  su  sesión  del  i6  de  Agosto  de  1907, 
se  levantó  el  Delegado  inglés  sir  Emest  Satow  á  decir  que 
estimaba  preferible  la  suspensión  del  debate,  no  sólo  por  la 
falta  de  instrucciones  y  de  tiempo  para  llegar  á  una  tran- 
sacción, sino  por  la  diferencia  notoria  entre  las  dos  prácti- 
cas que  se  podrían  calificar  respectivamente  de  sistema  con- 
tinental y  sistema  anglo-americano. 

En  virtud  de  tales  manifestaciones  y  por  el  peso  que  tie- 
ne la  opinión  y  la  conformidad  de  Inglaterra  para  todo  pro- 
blema de  derecho  marítimo^  suspendió  el  Comité  sus  tra- 
bajos y  dio  cuenta  del  asunto  á  la  Comisión,  limitándose  á 
desear  que  un  estudio  profundo  por  parte  de  los  Gobier- 
nos llevara  más  adelante  al  establecimiento  de  la  práctica 
uniforme  que  reclaman  en  esta  materia  los  intereses  del 
comercio  y  la  paz  de  mundo. 

293.  Con  esta  solución,  que  se  reducía  al  abandono  del 
asunto,  se  conformaron  la  cuarta  Comisión  el  18  de  Sep- 
tiembre de  1907  y  la  Conferencia  en  pleno  nueve  días  des- 
pués. El  bloqueo,  como  el  contrabando  de  guerra  y  como 
algunos  otros  particulares,  constituirá-  un  legado  que  deja 
la  segunda  Conferencia  de  la  Paz  á  otras  reuniones  mun- 
diales. 
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294.  Es  tamentable  que  no  se  llegara  á  más  fructuoso 
resultado,  no  sólo  en  atención  á  la  importancia  que  el  caso 
tiene  para  el  comercio  general  de  los  neutrales,  sino  tam- 
bién porque  estas  indecisiones  respecto  al  alcance  del  blo- 
queo y  á  la  captura  por  su  violación  dificultan  el  progreso 
de  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  privada  en  la  guerra 
marítima  y  comprometen  el  resultado  de  los  esfuerzos  de 
la  segunda  Conferencia  para  el  establecimiento  de  una  ju- 
risdicción internacional  de  presas.  El  conflicto  entre  las 
dos  opiniones  encontradas  parece  irreductible,  ya  porque 
descansa  en  principios  opuestos  sobre  la  naturaleza  y  ob- 
jeto de  esa  medida  nava!,  ya  porque  se  opone  á  prácticas 
marítimas  firmemente  arraigadas.  El  interés  general  y  la 
buena  doctrina  jurídica,  se  unen,  sin  embargo,  en  pro  de  la 
limitación  completa  de  la  zona  del  bloqueo  para  todos  sus 
resultados^  y  es  de  esperar  que  en  definitiva  triunfe  esta  so- 
lución, respecto  de  los  neutrales,  importantísima. 
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Bombardeo  por  fuerzaa  navales  en  tiempo 
de  guerra. 


M5,  El  Instituto  de  Derecho  internacional,  que  puede 
considerarse  á  justo  titulo  como  el  gran  precursor  de  las 
Conferencias  de  El  Haya,  sometió  á  estudio  en  la  sesión  de 
Cambridge  de  1895  el  bombardeo  de  las  ciudades  abiertas 
ó  no  defendidas,  y  votó  en  la  sesión  de  Venecia,  el  29  de 
Septiembre  de  1896,  cinco  artículos  bastante  completos,  en 
que  se  resolvían  las  principales  dificultades  de  este  asunto, 
estudiadas  como  ponentes  por  los  Sres.  Holland  y  Den  Beer 
Portugael  (i). 

Al  establecer  la  primera  Conferencia  de  la  Paz  en  1899, 
como  regla  de  la  guerra  terrestre,  la  prohibición  de  atacar 
ó  bombardear  ciudades,  poblados^  habitaciones  ó  ediñcios 
no  defendidos,  se  pietendió  incluir  expresamente  en  esft 
disposición  el  caso  de  las  fuerzas  navales  y  hasta  llegó  á 
discutirse^  con  más  ó  menos  sutileza,  el  carácter  marítímo 
ó  terrestre  de  una  operación  de  ese  género. 

La  Conferencia  optó  entonces,  principalmente  en  razón 
de  la  actitud  de  los  Delegados  ingleses,  por  no  resolver  la 

(t)     Véase  el  jífiríuatfff  tomo  xv^  piginjts  145,  150  y  313. 
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cuestión,  y  se  limitó  á  expresar  el  deseo  de  que  fuera  so- 
metida al  examen  de  una  Conferencia  ulterior.  Sin  duda 
por  eso  se  incluyó  en  el  programa  ruso  para  la  reunión  de 
1907. 

296.  La  primera  disposición  que  salía  naturalmente  al 
paso,  era  prohibir  el  bombardeo  por  fuerzas  navales  de 
puertos,  ciudades,  poblados,  habitaciones  ó  edificios  no  de- 
fendidos. En  la  proposición  norteamericana,  que  fué  la  pre- 
sentada en  primer  lugar,  se  hablaba  de  lugares  no  defendí- 
aos y  no  fortifcados;  pero  el  docto  ponente  Sr.  Jorge  Streit 
explicó  en  su  informe  á  la  Comisión  y  á  la  Conferencia  que 
la  frase  subrayada  se  había  suprimido,  de  una  parte  por- 
que la  simple  existencia  de  fortificaciones  no  defendidas, 
es  insuficiente  para  autorizar  el  bombardeo  y,  de  otra  par- 
te, porque  uno  de  los  artículos  que  el  Coniité  proponía  au- 
torizaba la  destrucción  por  bombardeo  de  cualquiera  forti- 
ficación que  pudiera  existir  en  una  ciudad  no  defendida. 

Tampoco  se  creyó  necesario  consignar  lo  que  había  de 
entenderse  por  esta  última  frase.  £1  Instituto  de  Derecho 
internacional  habló  en  el  art.  4.^  de  sus  acuerdos  de  Vene- 
cia,  de  ciudades  abiertas,  refiriéndose  de  un  modo  expreso 
á  las  que  no  estuvieran  defendidas  por  fortificaciones  ú 
otros  medios  de  ataque  ó  resistencia  para  la  defensa  inme- 
diata, ó  por  fuertes  separados  en  en  sus  inmediaciones  co- 
mo á  la  distancia  máxima  de  cuatro  á  diez  kilómetros. 

£1  Comité  de  redacción  y  la  Comisión  que  aprobó  su  dic- 
tamen, no  quisieron  entrar  por  ese  camino,  fundándose  en 
que  era  difícil  precisar  la  noción  puramente  negativa  de 
lugar  no  defendido  y  en  que  el  texto  idéntico  del  Regla  - 
mentó  sobre  la  guerra  terrestre  no  había  suscitado  contro- 
versia alguna.  Sin  embargo,  las  manifestaciones  levantadas 
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y  humanitarias  del  General  Den  Beer  Portugael  en  la  se- 
sión de  18  de  Julio  de  1907,  distinguiendo  entre  la  defensa 
de  una  costa  y  una  ciudad  próxima  no  defendida,  se  acep- 
taron como  interpretación  del  precepto  votado. 

297.  El  Comité  de  redacción  y  examen  primero  y  más 
tarde  la  segunda  Comisión,  hubieron  de  discutir  si  podía 
considerarse  como  localidad  defendida,  á  los  efectos  del 
bombardeo,  la  que  estuviera  resguardada  por  minas  sub- 
marinas automáticas  de  contacto. 

La  Delegación  británica  se  opuso  abiertamente  á  esa 
idea  en  la  sesión  de  8  de  Agosto  de  1907,  por  medio  del 
Capitán  de  navio  Sr.  Ottley.  Sus  dos  argumentos  princi- 
pales consistieron  en  mantener  que  era  ilógico  declarar  in- 
violables las  ciudades  defendidas  con  minas,  al  mismo 
tiempo  que  se  negaba  ese  privilegio  á  las  defendidas  por 
cañones,  cuando  unas  y  otros  eran  medios  de  defensa  que 
tendían  á  idéntico  fin,  y  en  mantener  como  principio  fun- 
damental que  un  beligerante,  al  conceder  esa  inmunidad 
á  un  lugar  enemigo  indefenso,  tiene  derecho  á  usarlo  para 
fines  de  guerra  y  no  puede  exponerse  á  que  lo  destruyan 
por  medio  de  una  mina  los  que  pretenden  ser  inviolables 
bajo  pretexto  de  su  indefensión. 

La  mayoría  pensó,  sin  embargo,  que  al  suprimir  esta 
disposición  se  corría  el  riesgo  de  convertir  en  ilusoria 
la  prohibición  de  bombardear  localidades  no  defendidas,  y 
por  veintiún  votos  contra  cinco  y  once  abstenciones  aprobó 
el  párrafo  segundo  del  artículo  primero  del  proyecto  del 
Comité,  que  estaba  redactado  en  estos  términos:  cUna  lo- 
calidad no  puede  ser  bombardeada  por  el  simple  hecho 
de  que  se  hayan  colocado  ante  su  puerto  minas  submarinas 
automáticas  de  contacto.» 
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Al  leerse  de  nuevo  ese  párrafo  en  la  sesión  plena,  que 
celebró  la  Conferencia  el  17  de  Agosto  de  1907,  reserva- 
ron expresamente  su  voto  las  seis  naciones  siguientes: 
Alemania,  Inglaterra,  China,  Francia,  España  y  Japón. 

298.  En  ese  mismo  orden  de  ideas  relativo  á  la  prohi- 
bición del  bombardeo  de  lugares  militarmente  indefensos, 
propusieron  los  Estados  Unidos  y  los  Países  Bajos  que  se 
declarara  de^un  modo  expreso  que  no  era  licito  intentarlo 
por  la  falta  de  pago  de  un  rescate,  y  cuando  las  dos  na- 
ciones citadas,  en  unión  de  España,  Italia  y  Rusia,  refun- 
dieron sus  respectivas  proposiciones  en  un  solo  texto,  para 
presentarlo  á  la  Subcomisión  el  4  de  Julio  de  1907,  el 
principio  se  refírió  ya  á  la  exigencia  de  toda  contribución 
en  dinero. 

No  prejuzgaba  esa  regla  el  problema  relativo  á  la  posi- 
bilidad, reiterada  y  justamente  contradicha  por  algunos 
Delegados,  de  que  un  buque  de  guerra  ó  una  escuadra  so  - 
licitara  de  un  puerto  ó  le  exigiera  esa  clase  de  impues- 
tos; pero,  aún  en  la  hipótesis  negativa,  quedo  fijado,  con 
el  asentimiento  unánime  de  la  Conferencia,  que  no  se  po- 
dian  apoyar,  por  esa  clase  de  operaciones  militares,  las  so- 
licitudes de  contribuciones  en  efectivo  hechas  ó  decretadas 
en  tierra. 

299.  Por  el  contrario,  la  Conferencia  se  creyó  en  el 
caso  de  autorizar  el  bombardeo  por  fuerzas  navales,  de 
puertos,  ciudades  y  poblados  no  defendidos  á  virtud  de 
requisa  de  víveres  y  provisiones.  La  proposición  norte- 
americana con  que  estas  cuestiones  se  iniciaron  hablaba 
de  requisas  razonables  y  de  necesidades  momentineas,  y 
la  Delegación  de  España  solicitó  que  se  precisara  cuáles 
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eran  esas  requisas  razonables,  que  se  consignara  la  obliga- 
ción de  pagarlas  á  los  precios  corrientes  y  que  se  tratan 
sólo  de  las  que  hubiera  el  derecho  de  pedir  en  un  puerto 
Lcutrai. 

Esta  última  restricción  no  llegó  á  establecerse  porque 
tenía  que  servir  y  sirvió  por  necesidad  de  precedente  la 
regla  consignada  en  el  art.  52  del  Convenio  de  1899 
sobre  la  guerra  terrestre.  En  consecuencia,  la  disposición 
quedó  aprobada  como  sigue:  €  Después  de  una  notiñcación 
expresa,  cabe  proceder  al  bombardeo  de  puertos,  ciudades, 
poblados,  habitaciones  ó  edificios  no  defendidos,  si  las 
autoridades  locales,  requeridas  por  una  orden  formal,  se 
niegan  á  satisfacer  las  requisas  de  víveres  ó  de  aprovisio- 
namientos necesarios  á  las  exigencias  presentes  de  la  fuerza 
naval  que  se  encuentre  ante  la  localidad.  Dichas  requisas 
estarán  en  relación  con  los  recursos  de  la  localidad.  No 
podrán  solicitarse  sino  con  la  autorización  del  Comandante 
de  la  referida  fuerza  naval  y,  en  cuanto  fuere  posible,  se 
pagaran  al  contado;  en  otro  caso  se  acreditarán  por  medio 
de  recibos.» 

Este  artículo,  que  se  aprobó  sin  más  dificultad  en  la  se- 
sión plena  que  una  reserva  de  la  Delegación  de  Chile, 
procura  evitar  con  el  lenguaje  empleado  todos  los  abusos 
posibles,  multiplicando  las  condiciones  que  requiere  la 
violenta  y  destructora  medida  de  un  bombardeo  sin  resis- 
tencia posible.  Deja,  sin  embargo,  á  merced  del  juicio  in- 
dividual, en  ocasiones  obscurecido  por  la  pasión  de  la  gue- 
rra, la  suerte  de  una  población  no  defendida  que,  cuando 
se  deje  bombardear  por  no  acceder  á  una  requisa,  ó  llegará 
á  límites  poco  comunes  del  heroisn^o,  ó  probará  con  su 
desgracia  que  no  estaba  en  relación  con  sus  recursos  la 
solicitud  del  agresor. 


^W'^' 
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Allá  en  el  fondo  se  nota  desproporción  tan  grande  en- 
tre los  males  y  los  daños  que  causa  el  bombardeo  á  una 
localidad  indefensa  y  las  necesidades  momentáneas  de  una 
flota  ó  de  un  barco^  y  hay  tanta  superioridad  inmune  para 
el  atacante  en  ese  caso,  que  es  de  desear  que  este  acuerda 
de  la  segunda  Conferencia  de  El  Haya  no  tenga  aplicación 
práctica,  fuera  de  los  casos  excepcionalísímos  en  que  de- 
penda del  uso^de  tal  facultad  la  salvación  de  una  armada. 
perseguida  ó  el  éxito  de  una  operación  militar  de  decisiva 
importancia. 

300.  También  estimaron  la  Comisión  y  la  Conferencia 
que  debía  autorizarse  la  destrucción  por  bombardeo  naval 
de  trabajos  militares,  establecimientos  militares  ó  navales^ 
depósito  de  armas  ó  de  material  de  guerra,  talleres  é  insta- 
laciones adecuadas  para  que  se  utilicen  por  necesidades  de 
la  flota  ó  del  ejército  enemigo,  y  buques  de  guerra  que  se 
encuentren  en  puerto;  todo  dentro  de  la  hipótesis  de  una 
localidad  indefensa. 

Las  Delegaciones  que  redactaron  el  proyecto  común  de 
que  hemos  hablado,  deseaban  que  el  Comandante  de  la 
fuerza  naval,  antes  de  la  destrucción  á  canon  azos^  exigiera 
de  la  autoridad  local  que  inutilizase  esas  obras  ó  buques 
por  sí  misma  y  le  concediera  al  efecto  un  phzo  razonable* 
Contra  una  idea  en  principio  tan  justificada,  protestó  el 
Capitán  Ottley  á  nombre  de  los  Delegados  ingleses. 

He  aquí  sus  argumentos.  Supongamos,  decía,  que  la  flota 
perteneciente  ala  potencia  A,  se  halla  ante  un  puerto  cual- 
quiera en  el  que  está  anclada  una  fuerza  naval  del  enemigo 
B.  Esta  última  espera  la  llegada  de  una  escuadra  amiga  que 
llamaremos  C,  y  una  vez  reunidas,  pueden  destruir  la. 
flota  A.  Si  el  Comandante  de  la  flota  A  no  tiene  más  que 
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una  hora  de  adelanto  respecto  de  la  escuadra  C^  ^cómo  se 
pretende  que  carezca  del  derecho  de  atacar  inmediatamente 
á  los  buques  que  están  en  la  rada  para  impedir  la  reunión 
y,  por  lo  tanto,  su  propia  derrotar  Por  otra  parte,  agregaba, 
las  necesidades  de  la  guerra  pueden  exigir  la  destrucción 
inmediata  de  un  arsenal  que  aguarde  una  flota  enemiga 
para  reparaciones  importantes  é  indispensables.  ¿Cabe 
aguardar  la  respuesta  de  las  autoridades  locales  durante 
un  plazo  de  varias  horas  que  permita  el  arribo  de  la  flota 
enemiga  esperada? 

Después  de  aceptarse  por  la  Subcomisión  que  se  agrega- 
ran las  instalaciones  á  las  construcciones  para  los  efectos 
de  ese  bombardeo  posible  y  que  no  hablara  de  aprovisiona- 
mientos por  el  carácter  demasiado  general  de  esa  frase,  se 
desechó  la  enmienda  de  la  Delegación  británica  por  veinti- 
trés votos  contra  seis. 

En  el  Comité  de  redacción  propusieron  los  Delegados 
franceses  una  fórmula  de  conciliación  redactada  en  los  si- 
guientes términos:  «Sin  embargo,  no  se  comprenden  en  la 
prohibición  los  trabajos  militares,  establecimientos  milita- 
res ó  navales,  depósitos  de  armas  ó  de  material  de  guerra, 
talleres  é  instalaciones  adecuadas  para  utilizarse  en  las  ne- 
cesidades de  la  flota  ó  del  ejército  enemigo  y  buques  de 
guerra  en  puerto,  que  el  Comandante  de  una  fuerza  naval, 
después  de  requerir  su  destrucción  en  un  plazo  razonable, 
podrá  destruir  á  cañonazos  si  no  hay  otro  medio  posible  y 
cuando  las  autoridades  locales  no  lo  hayan  hecho  dentro 
del  término  fíjado.  Si  las  necesidades  militares  imperiosas 
exigen  una  acción  inmediata  que  no  permita  conceder  pla- 
zo, queda  entendido  que  la  prohibición  de  bombardear  la 
ciudad  no  defendida,  subsiste  como  en  el  caso  precedente 
y  que  el  Comandante  tomará  las  precauciones  necesarias á 
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fin  de  que  tenga  para  la  ciudad  los  menores  i  ncon ven  lenles 
posibles.^ 

La  proposición  francesa  tenía,  sobre  ia  hecha  primitiva- 
mente, el  mérito  de  haber  recordado  que  no  debía  admitir- 
se esa  destrucción  por  bombardeo,  siempre  peligrosa  para 
la  localidad  indefensa,  sino  cuando  fuera  imposible  obtener 
por  otros  medios  el  mismo  resultado,  y  tendía  á  sacar  el 
mejor  partido  posible  de  una  situación  en  que  la  divergen- 
cia de  opiniones  dejaba  presentir  ei  fracaso  de  toda  fórmu- 
la. Como  el  menor  de  los  males  posibles  y  después  de  afir- 
mar el  Sr-  Saíow  que,  conociendo  el  espíritu  que  anima  á 
los  unciales  de  la  marina  de  guerra,  no  cabe  pensar  que  un 
Comandante  se  aproveche  de  ese  precepto  para  abusar  de  la 
amplitud  que  le  deja,  desconociencío  las  consideraciones 
superiores  cíe  humanidad  en  que  se  inspira,  obtuvo  esa  pro- 
posición de  los  Delegados  franceses  veinticuatro  votos  con- 
tra uno  y  diez  abstenciones  en  la  sesión  de  la  tercera  Co- 
misión el  8  de  Agosto  de  1907.  Y  más  tarde,  el  17  de  los 
mismos  mes  y  año,  fué  aprobada  unánimemente  por  la  Con- 
ferencia en  plenO|  solo  con  una  reserva  de  la  Delegación  de 
Haití, 

301.  También  se  aceptó  unánimemente,  sin  que  moti- 
vara discusiones  en  ninguna  de  las  etapas  del  proyecto,  la 
afirmación  de  que  en  los  casos  á  que  se  refiere  el  artículo 
anterior,  no  incurre  la  fuerza  naval  en  responsabilidad  al- 
guna por  los  daños  involuntarios  que  ocasione  el  bom^ 
barde o« 

302,  La  necesidad  del  aviso  previo  en  todo  bombardeo 
ha  sido  discutida  por  los  escritores  de  Derecho  internacio- 
nal público  y  tenía  ya  la  fuerza  suficiente  en  la  conciencia 
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del  mundo  para  que  la  proposición  común  de  qua  hemos 
hablado  anteriormente  contuviera,  en  nombre  de  grandes 
potencias  marítimas,  un  artículo  segundo  redactado  así:  cEl 
Comandante  de  las  fuerzas  navales  que  ataquen,  deberá  ha- 
cer todo  lo  que  de  él  dependa  para  advertir  á  las  autorida- 
des, antes  de  comenzar  el  bombardeo.» 

También  dirigió  sus  tiros  contra  esa  medida  el  Capitán 
de  fragata  Sr.  Ottiey,  apoyado  por  la  Delegación  japonesa. 
Suponiendo  que  un  buque  de  guerra  llegue  ante  una  forta- 
leza sin  ser  visto,  no  es  de  opinión  que  deba  esperarse  para 
romper  el  fuego  á  que  estén  advertidos  los  habitantes  y 
cargados  los  cañones  de  tierra. 

Esa  hipótesis,  á  que  pueden  oponerse  otras  en  que  lo  in- 
justo resulte  claramente  el  bombardeo  sin  aviso,  indujo  á 
algunos  Delegados  á  modiñcar  el  sentido  del  artículo,  á  pe- 
sar de  que  el  Conde  Tornielli  lo  encontraba  ya  bastante 
elástico.  La  variación  estribó  en  dejar  á  salvo  el  caso  de 
que  no  lo  permitan  las  necesidades  militares,  y  con  esa  re- 
dacción no  hubo  dificultad  alguna  por  parte  de  Inglaterra. 
£1  artículo  fué  aceptado  por  unanimidad. 

303.  Lo  mismo  hay  que  decir,  y  esta  vez  para  honor  in- 
discutible de  la  Conferencia,  de  la  obligación,  expresamen- 
te impuesta  al  Comandante  de  una  fuerza  naval,  de  tomar 
todas  las  medidas  necesarias  para  que  no  dañe  el  bombar- 
deo, si  fuere  posible,  á  los  monumentos  históricos,  á  los 
edificios  consagrados  al  culto,  las  artes,  las  ciencias  y  la 
beneficencia  y  á  los  hospitales  y  lugares  en  que  estén  aco- 
gidos heridos  y  enfermos,  á  condición  de  que  no  se  empleen 
al  mismo  tiempo  para  un  fin  militar.  Esa  prescripción,  ad- 
mitida desde  1899  por  la  primera  Conferencia  para  la  guerra 
terrestre,  se  hizo  justificadamente  extensiva  á  los  bombar- 
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déos  marítimos,  mencionándose  ahora  expresamente  los 
monumentos  históricos,  á  moción  acertada  de  los  Delega- 
dos de  Grecia, 

304,  El  Reglamento  de  1899,  á  que  acabamos  de  aludir^ 
prescribe  qUe  los  habitantes  están  en  el  deber  de  designar 
esos  lugares  y  edificios  exceptuados  del  bombardeo  por 
Signos  nsibSes  especíales  que  se  notificarán  de  antemano  al 
agreson 

Tal  precepto  requería  ciertas  modificaciones,  so  pena  de 
no  resultar  eficaz  ni  práctico.  Cada  ciudad  bombardeada 
podría  adoptar  un  signo  disti  nto^  y  es  muy  difícil  que  la 
notificación  de  ese  signo  llegue  en  tiempo  oportuno  á  cada 
oficial  ó  soldado  que  tenga  á  su  cargo  un  cañón.  Por  otra 
parte,  si  la  segunda  Conferencia  autorizaba  en  casos  excep- 
cionales £l  bombardeo  sin  aviso^  ^cómo  era  posible  que  el 
signo  visible  de  los  lugares  exceptuados  se  notiñcara  pre- 
viamente al  enemigo^ 

Estas  consideraciones  y  otras  análogas  de  interés  militar 
y  práctico^  llevaron  á  pensar  en  un  nuevo  signo  de  paz,  es- 
pecie de  Cruz  Roja  de  los  edificios  inmunes,  que  será  una 
de  las  obras  buenas  de  la  Asamblea  mundial  de  1907.  Fué 
desechado  el  pensamiento  de  un  nuevo  pabellón,  porque 
estas  cosas  necesitan  sencillez  para  no  correr  el  riesgo  de 
que  las  haga  inútiles  su  complicación.  Y  con  informe  de  al- 
gunos Delegados  técnicos  competentes,  se  adoptó  como  sig- 
no  visible,  un  gran  tablero  rectangular  inmóvil,  dividido  por 
una  de  sus  diagonales  en  dos  triángulos  de  color^  negro  el 
de  arriba  y  el  de  abajo  blanco.  No  se  determinaron  dimen- 
siones ni  lugar  de  colocación^  sin  duda  porque  eso  ha  de  que- 
dar á  las  circunstancias  variables  de  cada  caso.  Y  es  evi- 
dente que  ese  mismo  signo  servirá  para  la  guerra  terrestre. 

Tomo  primeuq.  20 
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305.  No  previo  la  Conferencia  si  sería  posible  en  lo 
adelante  proteger  con  un  bombardeo  el  desembarco  repe- 
lido en  un  lugar  sin  defensa,  aunque  la  hipótesis  figuraba 
entre  las  decisiones  de  Venecia  del  Instituto  de  Derecho  in- 
ternacional. Pero  ni  esta  omisión  y  alguna  otra  que  pudie- 
ra  señalarse,  ni  las  conciliaciones,  no  siempre  de  acuerdo 
con  los  principios,  que  modificaron  el  alcance  humanitario 
de  los  proyectos  primitivos,  destruyen  el  mérito  y  la  ven- 
taja de  la  codificación  internacional  de  esa  materia. 

El  proyecto  definitivo,  después  de  un  informe  muy  bien 
razonado  del  competente  Profesor  Sr.  Streit,  se  aprobó  por 
la  Conferencia,  en  la  sesión  en  pleno  de  17  de  Agosto 
de  1907,  unánimemente,  salvo  las  reservas  ya  explicadas, 
tomando  parte  en  la  votación  los  cuarenta  y  cuatro  Elsta- 
dos  concurrentes. 
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Bnfuiendas  y  mejoras  al  Convenio  de  Bl  Haya 
de  29  de  Julio  de  tB9%  para  aplicar  á  la  gue- 
rra marítima  los  principio»  de  lo8  Convenios 
de  Ginebra  de  1864  y  1906> 


306.  Es  demasiado  conocido  el  Convenio  de  Ginebra 
de  22  de  Abril  de  18Ó4,  sobre  neutralidad  del  personal  y 
establecimientos  sanitarios  y  socorro  de  los  heridos  y  en- 
fermos durante  las  operaciones  müítareSi  para  qae  sea  ne- 
cesario repetir  aquí  su  historia.  Ese  Convenio,  sin  embar- 
gO|  ae  refería  particularmente  á  la  guerra  terrestre,  y  aun- 
que se  reunió  el  5  de  Octubre  de  i868  una  Conferencia 
diplomática  para  adaptar  sus  reglas  á  la  guerra  marítima, 
nunca  llegaron  á  ratificarse  los  acuerdos  de  esta  última. 

La  primera  Conferencia  de  la  Paz  emprendió  de  nuevo 
esa  tarea  y  redactó  con  más  éxito  el  Convenio  de  29  de 
Julio  de  1899,  que  insertamos  en  uno  de  los  apéndices  de 
esta  obra.  Sus  principios  fundamentales  consisten  en  im- 
poner el  respeto  y  prohibir  la  captura  de  los  buques  hospi* 
tales  militares  que  el  Estado  construye^  y  de  los  equipados 
en  todo  ó  en  parte  por  individuos  ó  sociedades  de  socorros 
oñcialmente  reconocidas,  de  país  beligerante  ó  neulral^  á 
condición  de  que  previamente  se  comunique  su  nombre  á 
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los  beligerantes  enemigos,  ó  á  todos  si  pertenecen  á  una 
potencia  neutral,  y  de  que  lleven  los  que  no  pertenezcan 
al  Estado  un  documento  ó  comisión  ofícial  y  todos  un 
signo  distintivo.  En  cuanto  al  personal  religioso,  médico  y 
hospitalario,  se  reconoció  su  inviolabilidad,  traducida 
prácticamente  en  exceptuarlo  de  la  prisión  de  guerra.  Y 
por  lo  que  toca  á  los  náufragos,  á  los  heridos  y  á  los  en* 
fermos  de  un  beligerante,  se  estipuló  que  serían  prisioneros 
de  guerra  si  caían  en  poder  del  otro,  y  que  desembarcados 
en  territorio  neutral  quedaban  en  la  propia  situación  que 
los  Cuerpos  de  ejército  allí  refugiados. 

El  6  de  Julio  de  1906,  á  virtud  de  una  nueva  Conferen- 
cia reunida  también  en  Ginebra,  se  revisó  y  amplió  consi- 
derablemente el  acuerdo  de  22  de  Agosto  de  1864,  susti- 
yéndolo  para  las  potencias  signatarias  por  un  verdadero 
Código  de  estas  materias,  que  también  insertamos  en  uno 
de  los  apéndices.  Ya  se  había  notado  por  entonces  la  ne- 
cesidad práctica  de  mejorar  el  citado  Convenio  de  29  de 
Julio  de  1899  aplicando  á  la  guerra  marítima  el  de  Cine* 
bra  de  1864,  y  ese  era  uno  de  los  particulares  que  figuraba 
en  el  programa  ruso;  pero  esta  nueva  reforma  para  la 
guerra  terrestre  de  6  de  Julio  de  1906  acentuó  natural- 
mente la  utilidad  de  enmendar  y  desenvolver  el  texto 
de  1899. 

Apenas  comenzadas  las  sesiones  de  la  segunda  Confe- 
rencia de  la  Paz,  presentaron  los  Delegados  alemanes  un 
proyecto  completo  de  enmiendas  al  citado  Convenio  de  29 
de  Julio  de  1899,  ^  ^^^  ^^  unieron  dos  enmiendas  de  la 
Delegación  francesa  y  varias  de  la  Delegación  de  los 
Países  Bajos.  Todo  ello  fué  objeto  de  amplio  debate  en  las 
dos  sesiones  que  la  segunda  Subcomisión  de  la  tercera 
Comisión  celebró  bajo  la  presidencia  del  Sr.  Conde  Tor- 


ENMIENDAS  Y  MEJORAS  3O9 

nielli  en  los  días  2  y  9  de  Julio  de  1907.  Cuatro  cuestiones 
principales  fueron  más  ó  menos  discutidas  ó  íadicadas  en 
esos  días. 

307.  La  primera,  que  había  sido  ya  objeto  de  debate 
en  la  Conferencia  de  1899,  se  refería  á  decidir  si  los  bu- 
ques neutrales  que  prestan  el  servicio  de  hospital,  debían 
conservar  la  autonomía  de  su  pabellón  ó  entrar  al  servicio 
de  uno  de  los  beligerantes  y  ponerse  á  sus  órdenes*  El 
Convenio  de  1899  se  decidió  por  la  primera  de  estas  dos 
soluciones^  exigiendo  solamente  que  la  potencia  neutral  á 
tjue  pertenecieran  esos  buques  hospitalarios,  equipados  por 
individuos  ó  sociedades  oficialmente  reconocidas»  los  pro- 
veyera de  una  Comisión  oficial  y  notificara  sus  nombres  á 
las  potencias  beligerantes  con  anterioridad  al  momento  en 
que  comenzaran  á  prestar  sus  servicios.  Esta  misma  tesis 
fué  sostenida  el  2  de  Julio  de  1907  con  gran  acopio  de 
razones  de  orden  jurídico  y  práctico  por  el  eminente  Dele- 
gado francés  Sr.  Luis  Renault;  pero  el  Delegado  alemán 
Sr.  Contraalmirante  Siegel  defendió,  por  razones  de  orden 
militar,  la  doctrina  contraria,  que  figuraba  en  una  de  las 
enmiendas  de  su  Delegación.  Dijo  con  ese  fin  que  había 
inconvenientes  para  que  circularan  en  libertad  los  buques 
hospitalarios  neutrales  en  el  radio  de  acción  de  las  opera - 
€ÍoneSy  porque  podrían  dificultar  los  movimientos  de  las 
fuerzas  navales  y  exponerse  á  riesgos.  Agregó  igualmente 
que  colocando  esos  buques  bajo  la  acción  de  uno  de  los 
beligerantes,  se  les  libra  de  toda  sospecha  de  un  proceder 
poco  amistoso  y  se  evitan  dificultades  de  ese  orden.  El 
Comité  de  redacción  de  que  hablaremos  más  tarde  se  de* 
cidió  por  este  último  sistema  y  propuso  para  el  art.  3.**  del 
nuevo  Convenio  la  siguiente  redacción:  cLos  buques  hospi- 
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tálanos,  equipados  en  todo  ó  en  parte  á  costa  de  indivi- 
duos ó  de  sociedades  oficialmente  reconocidas  de  países 
neutrales,  serán  respetados  y  estarán  exentos  de  captura, 
á  condición  de  que  hayan  entrado  al  servicio  de  uno  de  los 
beligerantes  con  el  asentimiento  previo  de  su  Gobierno  y 
<K)n  la  autorización  del  propio  beligerante,  y  de  que  este 
último  haya  notificado  el  nombre  á  su  adversario  desde  el 
comienzo  ó  durante  el  curso  de  las  hostilidades  y,  en  todo 
caso,  antes  de  utilizarlos.» 

Sin  discutir  las  razones  de  orden  militar  que  aconsejan 
esa  redacción  y  que  tal  vez  se  enlazan  íntimamente  con  el 
uso  de  la  telegrafía  sin  hilos,  es  preciso  reconocer  que  la 
solució  1  propuesta  por  Alemania  dificulta  el  ejercicio  de 
la  función  caritativa  á  que  están  llamados  ios  buques  neu- 
trales en  condiciones  idénticas  para  todos  los  beligerantes^ 
y  se  presta  igualmente  á  dificultades  de  carácter  interna- 
cional. En  efecto,  la  historia  de  las  guerras  modernas  pone 
de  relieve  que  las  simpatías  de  los  individuos  pertenecien- 
tes á  naciones  neutrales  suelen  recaer  respecto  de  cada 
país  en  uno  ó  en  otro  de  los  combatientes.  Y  cuando  todos 
los  buques  hospitales  pertenecientes  á  un  Estado  neutral 
formen  en  las  filas  de  determinado  combatiente  y  todos 
los  buques  hospitales  que  enarbolen  la  bandera  de  otro 
Estado  neutral  se  pongan  á  las  órdenes  de  un  combatiente 
contrario,  ^no  parecerán  dibujarse  y  tomar  cuerpo  alianzas 
materiales  ó  no  asomará  en  el  horizonte  político  una  nueva 
amenaza  de  guerra?  Estas  restricciones,  por  otra  parte, 
pueden  traer  como  resultado  que  los  Gobiernos  neutrales, 
ante  el  peligro  de  rozamientos  ó  complicaciones  futuras  ó 
cediendo  á  presiones  de  política  internacional,  nieguen  á 
sus  nacionales  el  permiso  necesario  para  ir  á  tomar  puesto 
«ntre  los  buques  de  cualquier  beligerante  y  con  ello  resulte 
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Imposible  el  ejercicio  de  la  caridad  privada  en  una  de  sus 
más  importantes  manifestaciones. 

Mucho  más  atenuados,  insinuó  esos  temores  el  Sr.  Re- 
nault en  la  sesión  plena  que  celebró  la  tercera  Comisión 
el  16  de  Julio.  Sospechaba  el  eminente  Profesor  que  la 
exigencia  contenida  en  el  art.  3.°  antes  copiado,  desalen- 
taría á  los  neutrales  y  que  contrariaría  sus  sentimientos  la 
obligación  de  ponerse  al  servicio  de  uno  de  los  beligeran- 
tes cuando  desearan  prestar  socorro  á  las  dos  partes,  con- 
forme al  espíritu  caritativo  de  los  Convenios  de  Ginebra, 
En  la  propia  sesión  reconoció  el  Contraalmirante  Siegel  que 
la  proposición  alemana  restringía  un  poco  la  independen- 
cia de  los  buques  hospitalarios  neutrales^  pero  insistió 
nuevamente  en  que  era  de  gran  interés  para  el  buen  orden 
y  las  necesidades  de  la  guerra.  Expresamente  dijo  enton- 
ces el  Delegado  alemán  que  esa  solución  resultaba  tanto 
más  necesaria  cuanto  que  iba  á  reconocerse  en  el  Convenio 
la  necesidad  de  que  los  buques  hospitalarios  armaran  su 
personal  para  mantener  el  orden  y  defender  á  los  heridos 
y  enfermos,  y  á  permitírseles  á  bordo  instalaciones  radio - 
telegráficas. 

Un  examen  atento  del  problema  sugiere^  para  resolverla, 
esta  nueva  observación.  El  lugar  incierto  de  un  combate 
naval  y  el  gran  radio  de  acción  de  las  guerras  marítimas 
pueden  disminuir  extraordinariamente  la  eficacia  de  los 
auxilios  y  socorros  privados.  No  es  presumible  en  la  mayo- 
ría de  los  casos  que  el  buque  hospital  de  una  sociedad 
privada  sepa  dónde  se  está  efectuando  un  combale  naval  y 
llegue  á  tiempo  para  recoger  los  heridos,  si  le  falta  el  con- 
tacto y  la  dirección  de  una  de  las  escuadras  combatientes. 
La  utilidad  del  precepto  que  los  mantuviera  aislados  y 
libres  habría  de  ser  muy  pequeña,  porque  no  debe  olvi- 
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darse  que  otro  de  los  artículos  del  Convenio  proyectadOp 
el  9.",  permite  á  los  buques  de  comercio,  yachts  6  embar- 
caciones neutrales  recoger  ocasionalmente  heridos  ó  enfer- 
mos, y  les  otorga  en  cambio  una  protección  especial  y 
ciertas  inmunidades.  Cuando  los  combates  se  efectúen  en 
las  inmediaciones  de  la  costa^  esa  disposición  facilitará 
ampliamente  el  auxilio  necesario. 

308w  iiCuál  lia  de  ser  la  condición  de  los  heridos»  los 
enfermos  ó  los  náufragos  que  lleven  esos  buques  neutrales, 
si  los  visita  el  beligerante  enemigo?  Be  aquí  otra  cuestión 
debatida  en  la  Conferencia  y  resuelta,  por  el  art«  1 2  en  los 
términos  que  siguen:  «Todo  buque  de  guerra  de  una  part« 
beligerante  puede  reclamar  la  entrega  de  los  heridos,  en- 
fermos ó  náufragos  que  estén  á  bordo  de  buques  hospita- 
les militares,  de  buques  hospitalarios  de  sociedades  de  so- 
corros ó  particulares  y  de  buques  mercantes,  yachts  y  era- 
barcacioneSj  sea  cual  fuere  la  nacionalidad  de  dichos  bu- 
ques. 1 

El  ponente  Sr.  Renault  justiñcaba  el  9  de  Julio  de  1907 
esa  disposición  partiendo  del  principio  sencíUo  de  que  todo 
beligerante  que  tiene  en  su  poder  combatientes  contrarios, 
los  puede  hacer  prisioneros  de  guerra.  Ese  principio  que  se 
ha  estimado  contrario  á  máximas  de  humanidad,  le  parecía 
el  contrapeso  necesario  de  la  protección  y  las  inmunidades 
á  esos  buques  concedidas. 

Tales  añrmaciones  sólo  suscitaron  alguna  dificultad  por 
parte  de  los  Delegados  de  Inglaterra,  que  en  la  sesión  en 
pleno  celebrada  por  la  Conferencia  el  20  de  Julio  de  1907^ 
reiteraron  su  criterio  contrario  al  de  la  Delegación  fran- 
cesa, ya  insinuado  por  ellos  durante  la  elaboración  del 
proyecto. 
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309.  £1  empleo  por  los  buques  hospitales  de  la  telegra- 
fía sin  hilos,  á  que  hemos  aludido  anteriormente,  motivó 
algunas  observaciones  especiales  en  la  sesión  del  16  de 
Julio  de  la  tercera  Comisión  en  pleno.  EL  párrafo  2.°  del 
art.  8.*  del  proyecto  declaraba  que  no  era  suficiente  para 
justificar  la  pérdida  de  la  protección  debida  á  los  buques 
hospitales,  la  presencia  á  bordo  de  una  instalación  radio-' 
telegráfica.  £1  Conde  Tomielli,  de  la  Delegación  italiana 
y  el  Capitán  Ottley,  de  la  inglesa,  temían  los  inconvenien- 
tes que  de  su  empleo  pudieran  resultar  para  las  armadas 
beligerantes. 

Los  Almirantes  Róell  y  Arago  pusieron  al  servicio  de  la 
conservación  á  bordo  de  esos  aparatos  su  reconocida  com- 
petencia técnica.  £xplicaron,  en  efecto,  que  era  muy  fácil 
retirar  de  un  buque  los  aparatos  de  transmisión  para  la  tele- 
grafía sin  hilos  y  conservar  los  de  recepción,  de  uso  menos 
complicado  y  difícil.  £1  segundo  de  dichos  Almirantes  ob- 
servó asimismo  que  teniendo  los  beligerantes  el  derecho  de 
instalar  un  Comisario  á  bordo  de  los  buques  hospitales,  pue- 
den inspeccionar  de  esa  manera  el  uso  de  la  radiotelegrafía. 

Se  evitó  con  ello  que  las  leyes  de  la  guerra  vinieran  á 
impedir  ó  á  dificultar  el  desarrollo  de  uno  de  los  descubri- 
mientos más  extraordinarios  y  fecundos  de  la  época  mo- 
derna. Y  una  nueva  consideración,  que  no  se  expuso  en  el 
debate,  debió  pesar  en  el  ánimo  de  las  Delegaciones  para 
la  nutrida  votación  que  obtuvo  en  ese  extremo  el  convenio 
proyectado.  Si  todos  los  buques  que  se  destinen  al  servicio 
sanitario  han  de  quedar  bajo  la  dirección  exclusiva  de  las 
armadas  beligerantes,  los  inconvenientes  indiscretos  de  ¡a 
telegrafía  sin  hilos  no  han  de  ser  mayores  de  los  que  tenga 
su  empleo  según  los  casos  en  un  buque  de  guerra  comba- 
tiente ó  en  un  buque  de  comercio  neutral. 
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310.  El  cuarto  y  último  problema  de  cierta  importan- 
cia, suscitado  con  motivo  de  este  asunto,  se  reñere,  bajo 
un  doble  aspecto,  al  signo  distintivo  del  servicio  sanitario 
en  el  mar.  El  art.  5.^  del  Convenio  de  29  de  Julio  de  1899, 
elaborado  por  la  primera  Conferencia,  decidió  que  los  bu- 
ques hospitales  militares  se  distinguirían  por  una  pintura 
exterior  blanca,  con  una  banda  horizontal  verde  de  metro 
y  medio  de  ancho  próximamente,  y  que  los  buques  hospi- 
talarios privados  que  debieran  en  todo  ó  en  parte  al  es- 
fuerzo de  sociedades  ó  particulares  pertenecientes  á  un  E^ 
tado  beligerante  ó  neutral,  llevarían  sobre  la  pintura  exte- 
rior blanca  una  banda  horizontal  roja  de  metro  y  medio  de 
ancho  poco  más  ó  menos.  Unos  y  otros  habrían  de  enarbo- 
lar, con  su  pabellón  nacional  respectivo,  la  bandera  blanca 
con  cruz  roja  establecida  por  el  Convenio  de  Ginebra. 

Al  dejar  sometidos  los  buques  procedentes  de  países  neu- 
trales á  la  dirección  de  un  beligerante,  se  mantuvo,  tal  vez 
sin  necesidad  ni  consecuencias  prácticas,  la  distinción  ex- 
terior de  franja  verde  y  roja,  según  el  carácter  oñcial  ó  pri- 
vado del  barco;  pero  se  estableció  que  los  equipados  á  cos- 
ta de  fondos  neutrales  llevarían  además  de  los  dos  pabe- 
llones antes  referidos,  el  del  beligerante  bajo  cuya  direc- 
ción operaran.  Cuando  los  detenga  el  enemigo  suprimirán 
este  último  pabellón  y  quedarán  reducidos  al  suyo  propio 
y  al  de  la  Cruz  Roja.  El  sistema  es  más  complicado  de  lo 
que  requieren  las  operaciones  militares  y  puede  originar 
inútilmente  alguna  dificultad,  mas  resulta  evidente  que  ller 
na,  de  día  y  con  luz  bastante,  las  exigencias  de  la  vista  y 
permite  otorgar  al  servicio  sanitario  marítimo  el  respecto  y 
la  protección  que  el  convenio  persigue. 

Cabría  imaginar  que  no  sucede  lo  mismo  de  noche,  y  por 
eso  sin  duda  propuso  la  Delegación  alemana  que  llevaran 
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dictios  barcos  tres  luces:  verde,  blanca  y  verde,  colocadas 
vertical  mente  una  sobre  otra  á  distancia  de  tres  metros  por 
Jo  menos.  La  Delegación  británica  y  la  japonesa  formula* 
ron  con  ese  motivo  observaciones  importantes.  Dijo  el  Ca- 
pilan  Ottley  que  si  los  buques  hospitalarios  y  la  flota  beli- 
gerante navegaban  juntos  de  noche,  era  inverosímil  que  un 
Almirante  permitiera  encender  esas  luces  que  indicarían  in- 
mediatamente al  enemigo  su  situación  y  su  rula.  Y  agregó 
el  Delegado  japonés  Sr.  Tsudzuki  que  el  empleo  de  tales 
luces  daría  lugar  á  abusos  llamados  á  disminuir  su  valor 
práctico,  insinuando  además  que  los  buques  hospitales  po- 
drían lograr  siempre  ser  reconocidos  durante  la  noche,  sin 
valerse  de  señales  distintivas  como  las  indicadas  en  el  pro- 
yecto alemán. 

De  esta  observación  salió  sin  duda  el  útimo  párrafo  del 
art-  5,°,  aceptado  por  la  Comisión  y  por  la  Conferencia, 
que  resolvió  prácticamente  la  diflcultad  en  estos  términos: 
«Los  buques  y  embarcaciones  antes  mencionados  que  quie- 
ran asegurarse  de  noche  el  respeto  á  que  tienen  derecho 
pueden  tomar,  con  el  asentimiento  del  beligerante  que 
acompañen,  las  medidas  necesarias  para  que  sea  lo  bas- 
tan  te  aparente  la  pintura  que  los  caracteriza,  i 

311.  El  otro  aspecto  bajo  el  cual  motivó  dificultades  el 
signo  distintivo  del  convenio,  surgió  de  la  cru2  empleada 
para  el  mismo.  No  responde  esa  cruz,  directa  é  inmediata- 
mente, á  un  símbolo  cristiano^  y  el  Convenio  de  Ginebra 
de  1906  para  mejorar  la  suerte  de  los  heridos  y  los  enfer- 
mos en  las  guerras  terrestres  lo  consigna  de  una  manera 
expresa  en  su  art»  i8,  llamándola  signo  heráldico  que  se 
forma  por  inversión  de  los  colores  federales  suizos  y  decla- 
rando que  se  mantiene  como  homenaje  á  esta  república*  Al 
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reunirse  por  primera  vez  la  tercera  Comisión  el  24  de  Ju« 
nio  de  1907,  hizo  constar  en  términos  vagos  eso  mismo  el 
Sr.  Lou-Tseng-Tsiang,  al  anunciar  que  China  aceptaba  sin 
reservas  el  signo  de  la  cruz  roja  como  emblema  del  Con* 
venio  de  Ginebra  de  1864»  con  el  ñn  de  mantener  la  uni> 
dad  de  ese  emblema  y  de  facilitar  su  conocimiento  á  todas 
las  naciones  y  á  todos  los  ejércitos. 

Turquía  no  está  en  el  mismo  caso.  Las  luchas  tradicio- 
nales entre  la  media  luna  y  la  cruz  explican  los  obstáculos 
con  que  tropieza  para  aceptar  sin  escrúpulos  el  pabellón 
ginebrino.  Por  eso  al  reunirse  el  2  de  Julio  la  Subcomisión, 
hubo  de  declarar  su  primer  Delegado  el  Sr.  Turkhan  Pacha 
que  su  Gobierno  se  había  visto  precisado  á  escoger  desde 
1873  como  signo  distintivo  de  los  hospitales,  ambulancia^ 
y  personal  sanitario  la  media  luna  roja  sobre  fondo  blanco, 
y  lo  había  puesto  en  conocimiento  de  las  naciones  signata- 
rias del  Convenio  de  Ginebra.  Solicitó,  en  consecuencia, 
que  se  insertara  en  el  convenio  proyectado  una  cláusula 
especial,  reconociendo  la  media  luna  roja  como  signo  dis- 
tintivo de  inviolabilidad  para  los  buques  hospitales  del  im- 
perio otomano.  Agregó  más  tarde  en  la  propia  sesión  que 
su  deseo  se  limitaba  á  obtener  la  reciprocidad  é  insistió  de 
nuevo  en  la  misma  idea  al  reunirse  la  Comisión  en  16  del 
dicho  mes. 

Desde  el  primer  día  la  Delegación  alemana,  por  boca  del 
Barón  Marschall,  declaró  que  su  Gobierno  no  tenía  obs- 
táculo en  reconocer  y  proteger  en  su  caso  el  pabellón  hos- 
pitalario del  Gobierno  otomano  al  igual  que  el  de  la  cruz 
roja.  También  estimó  legítima  esa  actitud  á  nombre  de  Ru- 
sia, en  la  sesión  de  16  de  Julio,  el  Sr.  Tcharikow,  consig- 
nando que  durante  la  campaña  de  1877  á  1878  la  cruz  y  la 
media  luna  roja  habían  protegido  juntas,  con  reciprocidad 
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completa,  la  obra  de  bondad  y  de  misericordia  que  ambas 
simbolizan.  Hicieron  declaraciones  favorables  á  la  recipro* 
cidad  el  20  de  Julio  de  1907  en  la  sesión  plena  de  la  Con- 
ferencia, con  motivo  de  iguales  reservas  turcas  y  reiterando 
manifestaciones  análogas  de  Italia  cuatro  dias  antes,  Ingla* 
.térra  y  los  Estados  Unidos  de  América. 

No  obstante  esa  buena  voluntad,  el  convenio  aceptado 
por  la  Conferencia  guarda  silencio  absoluto  sobre  el  pabe- 
llón hospitalario  de  los  musulmanes,  y  sobre  el  León  y  el 
Sol  rojo  en  fondo  blanco  por  el  que  abogaron  repetida- 
mente los  persas  para  sus  buques  hospitales, 

^Será  que  el  asunto,  limitado  á  una  ó  dos  naciones,  no 
puede  consignarse  á  título  de  excepción,  sin  darle  una  im- 
portancia superior  á  la  que  tiene  en  el  orden  práctico  ó  sin 
romper  la  unidad  relativa  que  necesitan  guardar  estos 
acuerdos  con  los  Convenios  de  Ginebra  sobre  la  guerra  te- 
rrestre? Hay  que  creerlo  así,  porque  no  es  dado  suponer 
que  palpiten  en  el  fondo  de  esa  resistencia  y  sobrevivan  á 
las  nobles  declaraciones  de  reciprocidad  que  hemos  recogí - 
do,  vestigios  de  antiguas  diferencias  que  no  puede  fomen- 
tar el  Derecho  internacional  moderno. 

312.  Con  estos  antecedentes  y  alguna  otra  discusión 
sin  importancia  que  no  hemos  creído  necesario  reseñar, 
votó  por  unanimidad  la  Conferencia,  en  su  sesión  de  20  de 
Julio  de  1 907,. el  proyecto  de  convenio  en  veintiséis  artícu- 
los para  aplicar  á  la  guerra  marítima  los  acuerdos  de  Gíne^ 
bra,  que  figura  entre  los  apéndices  de  este  volumen.  Fué  un 
augurio  favorable  y  una  casualidad  dichosa  que  la  primera 
obra  definitiva  de  la  Conferencia  en  pleno  se  refiriera  á  la 
suerte  de  los  desgraciados  y  los  humildes,  víctimas  nece- 
sarias de  la  guerra. 
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La  obra  en  sí  misma  merece  aplauso.  Es  un  progreso 
más  en  la  historia  humana  y  uno  de  los  titulen  de  gloría 
que  puede  ofrecer  á  la  consideración  futura  el  gran  movi- 
miento intemacionaj  á  que  se  ha  debido  esta  asamblea  del 
mundo* 
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CAPITULO   XVIII 


La  propiedad  privada  enemiga  en  la  guerra 
marítima. 


313.  El  grave  problema  de  la  inviolabilidad  de  la  pro- 
piedad privada  enemiga  en  el  mar,  se  ha  discutido  desde  el 
siglo  XVlli  en  las  Asambleas  políticas,  en  las  obras  de  los 
jurisconsultos,  de  los  militares  y  de  los  marinos,  en  las  Cor- 
poraciones científicas  y  en  los  gabinetes  de  los  hombres  de 
Estado  y  de  los  diplomáticos. 

No  hemos  de  repetir  aquí,  dadas  la  índole  y  el  objeto  de 
este  trabajo,  la  historia  bien  conocida  de  sus  vicisitudes  (i), 
pero  no  huelga  referirse  como  una  de  sus  principales  eta- 
pas, á  la  declaración  del  Congreso  de  París  de  1S56  que, 
sobre  abolir  el  corso,  estableció  la  inmunidad  de  la  propie- 
dad neutral  bajo  pabellón  enemigo  y  de  la  propiedad  ene- 
miga bajo  pabellón  neutral,  con  excepción  en  ambos  casos 
del  contrabando  de  guerra. 

Estos  acuerdos,  respetados  en  1898  expresamente  por 
dos  naciones  que  no  habían  querido  aceptarlos  antes,  die- 
ron más  fuerza,  si  cabe,  al  debate  sobre  la  inviolabilidad 
completa  de  la  propiedad  privada  enemiga  durante  la  gue- 


(i)     Véase  entre  otros  De   Boeck,  De  Ja  prapíáe  enmmk  íom  paviÜQn 
',  1882. 
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rra  marítima,  que  empezó  á  tomarse  como  un  ideal  próxi- 
mo y  fácilmente  realizable, 

314^  Hubo  de  darle  gran  calor  el  apoyo,  siempre  impor- 
tantísimo, del  Instituto  de  Derecho  internacional.  Esta  res- 
petable Corporación  había  votado  las  tres  afirmaciones 
siguientes  en  su  primera  sesión  de  El  Haya,  el  31  de  Agos- 
to de  1875: 

I.  El  principio  de  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  pri- 
vada enemiga  que  navegue  bajo  pabellón  neutral,  debe  con- 
siderarse como  formando  ya  parte  del  Derecho  de  gentes 
positivo. 

II.  Es  de  desear  que  el  principio  de  la  inviolabilidad  de 
la  propiedad  privada  enemiga  que  navegue  bajo  pabellón 
enemigo,  sea  universalmente  admitido  en  los  términos  que 
siguen,  tomados  de  las  declaraciones  de  Prusia,  Austria  é 
Italia  en  1866,  y  bajo  la  reserva  que  contiene  el  número  III: 
«Los  buques  mercantes  y  su  cargamento  no  podrán  ser  cap- 
turados sino  cuando  lleven  contrabando  de  guerra  ó  traten 
de  violar  un  bloqueo  efectivo  ó  declarado.» 

III.  Debe  entenderse  que,  de  acuerdo  con  los  principios 
generales  á  que  ha  de  sujetarse  la  guerra  marítima  y  la  te- 
rrestre, la  disposición  que  precede  no  es  aplicable  á  los  bu- 
ques mercantes  que  tomen  parte  directa  ó  indirectamente 
en  las  hostilidades  ó  estén  destinados  á  tomarla. 

315.  Dos  años  más  tarde,  el  11  de  Septiembre  de  1877, 
adoptó  el  propio  Instituto  en  Zurich  los  acuerdos  todavía 
más  concretos  y  expresivos  que  á  continuación  se  trans- 
criben: 

I.  La  propiedad  privada  neutral  ó  enemiga,  que  nave- 
gue bajo  pabellón  enemigo  ó  neutral,  es  inviolable  . 
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II.  Están,  no  obstante,  sujetos  á  embargo  los  objetos 
destinados  á  la  guerra  ó  que  puedan  emplearse  en  ella  in  ^ 
^mediatamente,  así  como  los  buques  mercantes  que  han  to- 
mado parte  en  las  hostilidades  ó  están  en  condiciones  de 
tomarla  inmediatamente,  ó  que  hayan  roto  un  bloqueo  efec- 
tivo y  declarado. 

316.  En  su  sesión  de  1882  aprobó  el  Instituto  un  Re- 
glamento internacional  de  presas  marítimas,  cuidadosamen- 
te estudiado,  y  en  el  párrafo  cuarto  estableció  la  siguiente 
regla,  menos  radical  y  valiente  que  las  anteriores:  c La  pro- 
piedad privada  es  inviolable  á  condición  de  reciprocidad  y 
salvo  los  casos  previstos  en  el  párrafo  23.» 

El  párrafo  aludido  dice  así:  «El  secuestro  de  un  buque  ó 
de  un  cargamento  enemigo  ó  neutral,  no  procede  sino  en 
los  casos  siguientes:  i.*^,  cuando  resulta  de  la  visita  que  los 
documentos  de  á  bordo  no  están  en  orden;  2.^,  en  todos  los 
casos  de  sospecha;  3.®,  cuando  resulte  de  la  investigación  ó 
de  la  visita  que  el  buque  detenido  efectúa  transportes  por 
cuenta  del  enemigo  ó  con  destino  al  mismo;  4.'',  cuando  el 
buque  ha  sido  detenido  violando  un  bloqueo,  y  5.°,  cuan- 
do el  buque  ha  tomado  parte  en  las  hostilidades  ó  está  des- 
tinado á  hacerlo.  > 

317,  No  se  aquietaron  definitivamente,  sin  embargo,  las 
controversias  militares  y  jurídicas  sobre  tan  grave  cuestión 
y  llegaron  á  formarse  tres  escuelas  diferentes,  de  las  que  dos 
pueden  llamarse  radicales  ó  extremas  y  una  intermediaria. 
Quedaron  frente  á  frente,  de  una  parte,  los  partidarios  y  los 
enemigos  resueltos  de  la  inviolabilidad  de  ia  propiedad  pri- 
vada de  los  beligerantes  durante  la  guerra  marítima,  Y  sur- 
gió por  otra  parte  entre  algunos  tratadistas  la  idea  de  so- 
Tomo  PRIMKRO  21 
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meter  esa  propiedad  á  una  especie  de  embargo  provisio- 
nal durante  la  guerra,  para  restituirla  á  la  conclusión  de 
la  paz. 

Las  tres  tendencias  han  tenido,  como  veremos  muy  pron* 
to,  partidarios  resueltos  en  la  segunda  Conferencia  de  £1 
Haya.  Por  eso  los  hemos  mencionado  ahora. 

318.  Desde  la  primera  Conferencia  intentaron  los  Esta- 
dos Unidos  de  la  América  del  Norte  que  fuera  el  asunto  dis- 
cutido y  resuelto.  Con  ese  ñn  dirigieron  una  carta  razonada 
al  Presidente  de  la  Conferencia,  que  la  sometió  al  examen 
de  la  segunda  Comisión.  £i  5  de  Julio  de  1899  propuso  el 
Presidente  de  dicha  Comisión  Sr.  de  Martens,  como  acto  de 
prudencia  y  al  mismo  tiempo  en  homenaje  á  la  generosa 
iniciativa  de  los  Estados  Unidos,  que  se  acordara  dejar  el 
problema  á  cargo  de  otra  Conferencia,  mejor  preparada 
para  resolverlo  y  para  elaborar  un  proyecto  que  pudiera 
reunir  todos  los  sufragios. 

Los  Delegados  ingleses,  apoyados  por  Rusia,  sostuvieron 
inmediatamente  que  no  era  de  la  competencia  de  los  reuni- 
dos decidir  la  cuestión,  dados  los  términos  del  programa, 
con  lo  cual  no  hizo  Inglaterra  otra  cosa  que  mantener  el  cri- 
terio que  entonces  sostuvo  tenazmente  respecto  del  Derecho 
marítimo  internacional. 

La  Comisión,  sin  embargo,  por  mayoría  de  votos,  pero 
con  la  abstención  de  Francia,  Inglaterra  y  ;Rusia,  acordó 
someter  á  la  aprobación  de  la  Conferencia  un  voto  en  el 
sentido  de  que  la  proposición  norteamericana  fuera  objeto 
de  estudio  y  resolución  en  otra  Conferencia.  El  Sr.  Bour- 
geois  se  limitó  á  decir,  en  representación  de  Francia,  que  se 
abstenía  porque  no  se  había  resuelto  previamente  sobre  la 
competencia  de  la  Comisión. 
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Al  darse  cuenta  de  ese  proyecto  en  la  sesión  píen  aria 
del  mismo  día,  pronunció  el  Sr.  Whiteun  extenso  discurso 
en  apoyo  de  su  tesis,  afirmando  en  resumen  qpe  no  se  tra- 
taba sólo  de  una  cuestión  de  interés  para  los  Estados  Uni- 
dos, sino  de  interés,  de  justicia  y  de  derecho  para  el  mundo 
entero.  Expuso  algunas  consideraciones  de  fondo  con  obje- 
to de  demostrar  las  ventajas  de  que  se  admitiera  la  inviola- 
bilidad de  la  propiedad  privada  enemiga,  y  concluyó  pi- 
diendo que  se  mantuviera  el  acuerdo  de  la  Comisión. 

El  Conde  de  Nigra,  Delegado  de  Italia,  apoyó  resuelta- 
mente la  proposición  americana,  y  después  de  haber  decla- 
rado los  Sres.  Bourgeois  y  sir  Julián  Pauncefote  que  se 
abstenían  por  falta  de  instrucciones  de  sus  respectivos  Go- 
biernos, aprobó  la  Conferencia  el  voto  proyectado  en  los 
términos  siguientes,  que  tomamos  del  Acta  fínal  de  2S  de 
Julio  de  1899:  cLa  Conferencia  emite  el  deseo  de  que  la 
proposición  que  tiende  á  declarar  la  inviolabilidad  de  la 
propiedad  privada  en  la  guerra  marítima,  sea  sometida  al 
examen  de  una  Conferencia  ulterior.» 

319.  El  debate  quedó  abierto  otra  vez  y  de  entonces 
acá  se  han  pronunciado  en  pro  y  en  contra  de  la  tesis  norte^ 
americana  autoridades  respetabilísimas.  No  cabe  mencío  - 
narlos  aquí;  pero  es  forzoso  hacer  alusión,  por  la  merecida 
resonancia  que  tuvo,  á  la  carta  del  Lord  Canciller  de  In- 
glaterra publicada  en  The  Times  de  Londres  el  1 4  de  Oc- 
tubre de  1905,  que  es  un  poderoso  alegato  en  pro  de  la  in- 
violabilidad y  que  produjo  impresión  extraordinaria  en  los 
centros  militares,  jurídicos  y  políticos  del  Reino  Unido  y 
de  los  Estados  Unidos  de  la  América  del  Norte.  La  alta  si* 
tuación  política  y  los  méritos  personales  de  Lord  Loreburn 
justifican  de  sobra  ese  efecto  de  su  carta. 
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320*  El  estudio  de  la  inviolabilidad  de  la  propiedad 
privada  en  la  guerra  marítima  figuró  expresamente  en  el 
programa  ruso  para  la  segunda  Conferencia^  como  resulta- 
do necesario  del  voto  que  emitió  la  primera.  Y  próxima 
aquélla  á  reunirse  se  publicaron  simultáneamente  dos  tra- 
bi^os  en  contra  de  la  tesis  americana,  de  que  importa  ha- 
cer mención  brevemente  por  los  razonamiento  que  alegan 
y  por  los  nombres  que  los  subscriben. 

Nos  referimos  á  un  artículo  del  Capitán  A.  T.  Mahan^ 
Delegado  que  fué  de  los  Estados  Unidos  en  la  primera 
Conferencia,  inserto  en  el  número  de  Julio  de  1907  de 
The  National  Review,  y  á  otro  artículo  del  Sr.  Julián  S. 
Corbett,  publicado  en  el  número  del  mismo  mes  y  año  de 
The  Nineteenth  Century  and  after, 

321.  El  escritor  norteamericano  dice  en  la  citada  re- 
vista londonense  que  produce  cierta  sorpresa  el  intento  de 
exceptuar  de  las  operaciones  de  la  guerra  marítima  un 
factor  tan  importante  para  la  fuerza  militar  del  enemigo^ 
en  los  momentos  en  que  el  comercio  marítimo  ha  tomado 
proporciones  hasta  hoy  desconocidas.  Eso,  que  llama  para- 
doja, le  parece  el  resultado  de  tres  circunstancias.  Una  el 
error  de  frase  que  resulta  al  hablar  de  captura  de  la  pro« 
piedad  privada,  cuando  el  interés  privado  le  parece  el  más 
pequeño  en  importancia  de  los  elementos  á  que  la  captu-, 
ra  toca. 

En  segundo  término  cree  que  las  relaciones  establecidas 
entre  el  Derecho  de  presas  y  la  piratería  han  debido  con- 
tribuir á  tal  impresión,  aunque  resultan  por  su  naturaleza 
y  por  sus  fínes  cosas  enteramente  distintas.  A  ello  se 
agrega,  en  tercer  lugar,  que  el  pago  á  individuos  particu- 
lares ú  oñciales  del  producto  total  ó  parcial  de  la  presa» 
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ha  contribuido  á  la  acentuación  de  ese  espíritu  moderno 
que  persigue  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  privada. 

Sale  en  seguida  al  encuentro  del  Capitán  Mahan  la  añr- 
mación  relativa  á  la  imposibilidad  de  establecer  diferencias 
entre  el  trato  militar  de  la  propiedad  privada  terrestre  y  de 
la  marítima.  El  argumento  le  parece  meramente  superficial, 
porque  entiende  que  los  beligerantes  tratan  la  propiedad 
privada  de  la  manera  que  estiman  oportuna  para  las  nece- 
sidades de  la  guerra.  Afirma  asimismo  que  el  transporte  es 
circulación  acumulada  y  que  la  propiedad  á  bordo  de  bu- 
ques mercantes  equivale  á  una  fuerza  monetaria  en  circu- 
lación. La  captura  tiende  á  impedir  esa  circulación  opo- 
niéndose al  aumento  de  la  prosperidad  contraria,  de  la 
misma  suerte  que  en  la  guerra  terrestre  se  respeta  la  pro- 
piedad esencialmente  privada  que  no  circula,  pero  se  pro- 
hibe y  estorba  el  transporte  ferroviario. 

Entrando  en  consideraciones  de  carácter  histórico,  atri- 
buye extraordinaria  importancia  en  la  caída  del  primer 
Napoleón  á  las  dificultades  que  creó  la  nota  británica  para 
el  transporte  de  los  productos  franceses*  Con  ello  Francia 
no  pudo  ni  recaudar  impuestos  ni  emitir  deuda  pública,  y 
le  faltaron  á  la  par  el  crédito  y  el  numerario.  El  mismo 
efecto  se  produjo,  al  decir  del  Capitán  Mahan,  por  haberse 
estancado  la  circulación  del  maíz,  del  algodón  y  del  tabaco 
durante  la  guerra  de  1812  entre  Inglaterra  y  los  Estados 
Unidos.  Y  la  victoria  del  Norte  sobre  el  Sur  en  la  gran 
contienda  civil  americana,  le  parece  el  resultado  del  blo- 
queo de  los  puertos  sudistas  y  de  la  paralización  de  su 
tráfico  mercantil. 

Las  afirmaciones  que  preceden  lo  llevan  á  declarar  que 
el  Derecho  de  captura  es  conveniente  para  los  fines  de  la 
guerra,  porque  como   cmedida  beligerante  que  alcanza  á 
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cada  uno  de  los  miembros  de  la  comunidad  hostil»,  distrl 
buye  las  cargas  entre  todos  ellos  y  tiende  directamente  á 
la  paz.  En  el  mantenimiento  del  comercio  descansa  la  vi- 
talidad del  Estado.  Dificultando  las  comunicaciones,  la 
resistencia  cesa.  El  efecto  de  la  captura  no  se  reñere  so  - 
lamente  á  ios  individuos  particulares,  sino  á  la  nación 
entera. 

No  bastan  á  suplir  en  su  concepto  los  resultados  de  la 
interrupción  del  tranco  marítimo,  las  facilidades  para  la 
circulación  terrestre  de  que  hoy  dispone  la  mayoría  de  los 
Estados.  Lejos  de  haber  medios  sobrantes  de  transporte, 
apenas  bastan  los  que  existen,  y  al  buscar  el  comercio  del 
mar  otros  caminos,  los  encuentra  cerrados  ó  dificulta  y 
entorpece  más  el  tráfico  interior. 

Hay  para  Mahan,  entre  la  captura  de  la  propiedad  pri- 
vada en  el  mar  y  el  bloqueo  de  guerra,  una  asimilación 
evidente.  Los  mismos  principios  militares  informan  en  uno 
y  otro  caso  la  interrupción  del  comercio  enemigo,  so  pena 
de  limitar  el  bloqueo  á  la  represión  del  contrabando  de 
guerra  ó  á  medida  auxiliar  del  ataque  terrestre  de  una 
plaza,  según  la  doctrina  napoleónica  en  el  decreto  de  Ber- 
lín. Y  sin  el  bloqueo  comercial  hubiera  sido  dificilísimo  el 
triunfo  del  Norte  sobre  el  Sur  en  la  guerra  de  Secesión 
americana. 

El  artículo  que  extractamos  concluye  con  las  siguientes 
palabras,  relativas  á  la  inviolabilidad:  «Lejos  de  ser  una 
mejora,  es  un  incentivo  para  la  guerra  al  suprimir  uno  de 
sus  males  y  un  mal  que  ataca  no  sólo  á  la  armada  ó  al 
ejército,  sino  á  toda  la  comunidad  beligerante.  La  supre- 
sión es  contraria,  por  lo  tanto,  á  una  buena  política  y  á  la 
reconocida  experiencia  de  que  cuanto  más  eficaces  y  de 
mayor  radio  sean  los  instrumentos  de  guerra  menos  fre- 
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cuente  y  más  corta  es  la  contienda  armada.  La  captura  de 
la  propiedad  enemiga  en  el  mar,  mientras  circula  con  ñnes 
comerciales,  es  un  arma  de  guerra  ofensiva.  Sus  efectos 
son  de  extensión  y  alcance  extraordinarios,  porque  se 
distribuyen  por  toda  la  comunidad  beligerante,  y  figu- 
ran á  la  par  entre  los  más  humanos,  porque  se  traducen 
en  pérdida  de  propiedades  con  muy  poco  derramamiento 
de  sangre»  (i). 

322.  £1  estudio  antes  citado  del  Sr.  Julián  S.  Corbett, 
no  es  menos  decidido  y  resuelto  contra  la  inviolabilidad. 
Reconoce  que  algunos  escritores  ingleses  se  han  declarado 
en  su  favor,  pero  entiende  que  os  una  cuestión  militar,  en 
que  no  son  buenos  guías  los  publicistas,  y  que  envuelve 
consideraciones  estratégicas  que  no  se  han  tenido  en  cuen- 
ta y  que  obligan  á  los  marinos  á  no  ser  de  la  misma  opi- 
nión. En  realidad,  la  historia  de  ese  movimiento  indica 
prima  f ocie  que  la  exención  de  captura  es  un  beneficio 
para  las  flotas  débiles  y  los  ejércitos  poderosos.  Eso  expli- 
ca que  la  aceptara  en  un  tratado  célebre  un  hombre  como 
Federico  el  Grande  que  conocía  por  experiencia  los  efectos 
de  las  presas  marítimas  en  la  guerra  continental,  y  que  la 
hayan  defendido  ó  proclamado  Napoleón  I  de  una  parte,  y 
el  Austria  é  Italia  de  la  otra  en  1866. 

Combate  inmediatamente  la  similación  que  suele  esta- 
blecerse entre  la  propiedad  de  tierra  y  la  marítima,  soste- 
niendo que  el  respeto  á  la  primera  no  se  debe  principal- 
mente al  espíritu  de  humanidad  ó  al  deseo  cristiano  de 


(i)  a.  T.  Mahan,  The  Hagiu  Conjerence:  The  ^uestion  ofinmunityfor  Be- 
ñgo'ont  Merchant  Shipping.  (The  National  RevieWf  June  1907.)  London.  Pá- 
ginas 521 á  537. 
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mitigar  los  horrores  de  la  guerra,  sino  más  bien  á  conside- 
raciones extrañas  al  orden  moral  y  procedentes  de  necesi- 
dades estratégicas  y  militares.  Se  ha  comprendido  en  su 
sentir  que  el  pillaje  del  país  enemigo  y  la  destrucción  de 
sus  fuerzas  productoras  disminuyen  mucho  la  importancia 
de  la  conquista  y  la  capacidad  del  territorio  ocupado  para 
sostener  el  ejército;  pero  el  respeto  nacido  de  tales  consi- 
deraciones no  impide  la  destracción  accidental  de  la  pro  - 
piedad  privada  terrestre  por  necesidades  militares,  ni  las 
requisas  y  contribuciones  de  guerra,  ni  la  interrupción  del 
tráfico  y  el  comercio,  ni  la  postración  entera  de  la  vida 
nacional  que,  como  factor  poderoso  para  el  restablecimien- 
to de  las  relaciones  pacíficas»  sigue  necesariamente  á  la 
ocupación  enemiga. 

De  eso  resulta  que  al  pedir  el  mantenimiento  del  Dere- 
cho de  captura  no  se  pretende  para  la  guerra  marítima 
otra  cosa  que  lo  ya  establecido  sin  dificultades  para  la  te- 
rrestre. No  se  busca  la  ocupación  material  de  los  mares  ni 
su  conquista,  que  sería  imposible;  pero  como  el  único  valor 
internacional  del  mar  estriba  en  servir  de  comunicación 
entre  los  diversos  Estados  ó  entre  varias  partes  de  vaio 
solo,  y  en  eso  consiste  la  vida  marítima  actual  de  las  na- 
ciones, dominar  la  comunicación  é  impedirla  al  enemigo 
equivale  á  la  conquista  y  ocupación  de  su  territorio  en  la 
guerra  terrestre.  La  captura  tiende  al  mismo  fin  y  produce 
los  mismos  resultados  que  las  contribuciones  y  requisas. 
Tienen,  dice  Corbett,  el  doble  fin  de  la  guerra:  destruir  las 
fuerzas  armadas  enemigas  y  actuar  sobre  \eL  población  para 
el  estancamiento  de  la  vida  nacional. 

No  cree  que  sea  bastante  para  ese  objeto  el  manteni- 
miento del  bloqueo  mercantil.  Hoy,  con  los  torpedos  que 
suponen  una  defensa  movible  de  la  costa,  los  buques  blo- 
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queadores  han  de  quedarse  muy  lejos, y  las  doctrinas  sobre 
efecti cridad  del  bloqueo,  si  no  se  modlñcan>  lo  harán  en 
muchos  casos  imposible.  Y  cuando  subsista  en  las  condi- 
ciones que  requiere  la  defensa  marítima  de  nuestro  tiempo, 
no  se  concibe  cómo  hade  mantenerse^  puesto  que  descansa 
en  las  mismas  razones  y  tiende  á  los  mismos  objetos  que 
el  Derecho  de  captura. 

Después  de  repetir,  citando  á  Mahan,  la  idea  económica 
del  transporte  ó  circulación  de  las  riquezas  que  el  tranco 
marítimo  envuelve,  enjra  el  hábil  escritor  inglés  á  comba- 
tir la  aserción  de  que  ]a  marina  de  su  patria  gane  mucho 
con  la  supresión  de  la  captura,  porque  sea  vulnerable  en 
proporción  á  su  grandeza.  Observa  que  los  cruceros  no 
pueden  estar  en  dos  punios  á  la  vez  ni  detener  y  apresar 
más  de  un  barco  al  mismo  tiempo,  ni  moverse  fuera  de  un 
círculo  limitado  porque  necesitan  carbón  para  la  ida  y  para 
la  vuelta.  En  consecuencia,  las  capturas  tienen  que  ser  muy 
cortas  en  la  guerra  modernaj  y  cuanto  más  grande  sea  el 
comercio  de  un  país,  menor  impresión  logran  hacerle^  por- 
que mayor  es  el  tanto  por  ciento  que  queda  exceptuado 
de  los  peligros  del  apresamiento. 

Por  otra  parte,  estima  como  una  de  las  necesidades  de 
la  guerra  marítima  contemporánea  la  de  tomar  la  ofensiva 
y  forzar  al  enemigo  á  que  combata.  Sólo  de  ese  modo  cabe 
destruirlo  y  poner  término  á  la  guerra,  Y  el  medio  más 
eficaz  de  que  la  batalla  se  entable,  es  que  los  buques  con- 
trarios tengan  que  defender  su  marina  mercante.  Sin  eso 
tos  combates  navales  contra  Inglaterra  se  rehuirían  en  la 
mayor  parte  de  los  casos. 

El  artículo  que  extractamos  termina  aduciendo  conside- 
raciones prácticas  contra  la  idea  de  que  las  comunicacio- 
nes interiores  ó  terrestres  puedan  suplir  el  trastorno  y  de- 
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tención  de  la  vida  nacional  que  persigue  el  derecho  de 
presas,  y  protestando  vivamente  contra  la  afirmación,  que 
parece  haberse  hecho  en  Inglaterra,  de  que  los  marinos  de- 
fienden el  Derecho  de  captura  por  la  ventaja  material  que 
la  participación  en  las  presas  les  trae.  cEl  motivo  por  el 
cual  sostienen  con  cuerpo  y  alma  los  oficiales  de  marina 
que  se  mantenga  el  antiguo  Derecho  de  presas,  es  porque 
ignoran  cómo  puede  hacerse  la  guerra  sin  él,  y  no  hay 
nadie  capaz  de  decírselo»  (i). 

323.  Tal  era  la  opinión  general  de  Inglaterra,  reflejada 
en  dos  revistas  importantes  y  recogida  por  buena  parte  de 
sus  periódicos  políticos,  cuando  se  reunió  la  segunda  Con- 
ferencia de  El  Haya.  El  poderío  naval  de  la  nación  britá- 
nica, sin  cuyo  concurso  son  quizá  imposibles  las  reformas 
trascendentales  del  Derecho  internacional  marítimo,  daba 
á  ese  criterio  la  fuerza  de  un  gran  factor  en  los  trabajos  de 
la  Asamblea  de  la  Paz. 

Pero  la  Delegación  de  los  Estados  Unidos  no  retrocedió 
ante  la  dificultad  enunciada  y,  planteando  de  frente  el 
problema,  dio  lectura  Mr.  Choate  en  la  cuarta  Comisión, 
el  24  de  Junio  de  1907,  á  una  proposición  que  dice  así: 
«La  propiedad  privada  de  todos  los  ciudadanos  de  las  po- 
tencias signatarias,  con  excepción  del  contrabando  de 
guerra,  estará  exenta  en  el  mar  de  captura  ó  embargo  por 
los  buques  armados  ó  por  las  fuerzas  militares  de  dichas 
potencias.  Sin  embargo,  esta  disposición  no  envuelve  en 
manera  alguna  la  inviolabilidad  de  los  buques  que  tra- 
ten  de  entrar  en  un  puerto  bloqueado  por  las  fuerzas 


(i)    J.  S.  Corbctt,  The  Capture  of  Prívate  Frttperty  at  Sea,  (The  Nmeteentk 
Centuryandaftery  Junio  1907.)  Tomo6l.— London.  Páginas  918 á  952. 
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navales  de  dichas  potencias,  ni  de  los  cargamentos  de  los 
mismos.» 


324.  En  la  sesión  de  28  de  Junio  úq  1907  pronunció 
el  primer  Delegado  norteamericano  Mr.  Choate  un  impor- 
tante discurso  en  defensa  de  la  proposición  que  hemos  in- 
sertado en  el  número  precedente.  Después  de  consignar 
que  el  principio  afirmado  es  de  una  importancia  universal 
y  constante  y  que  resultarían  de  su  adopción  beneñcios 
comunes  muy  superiores  á  las  probabilidades  de  pérdida  ó 
ventaja  que  la  captura  ofrezca  para  tal  ó  cual  país,  y  de 
referirse  brevemente  al  voto  adoptado  por  la  primera  Con- 
ferencia en  1899,  agregó  lo  siguiente:  tAla  luz  de  nuestra 
propia  experiencia,  que  nos  ha  permitido  pesar  las  venta- 
jas y  los  inconvenientes  surgidos  en  lo  pasado  del  ejercicio 
de  ese  derecho  de  guerra,  visto  el  valoi^  cada  día  más  corto 
que  tiene  para  los  beligerantes,  en  razón  del  aumento  de 
las  facilidades  de  transporte  por  tierra  desde  puertos  neu* 
trales  y  á  través  de  territorios  también  neutrales^  hasta  Ja 
nación  beligerante,  y  considerando  la  tendencia  actual  de 
las  grandes  potencias  á  concertar  sus  flotas  para  operacio- 
nes militares  que  puedan  asegurarles  la  supremacía  del 
mar  y  á  no  construir  sino  buques  de  combate^  creemos  que 
ha  llegado  la  ocasión  de  hacer  un  llamamiento  á  las  na- 
ciones marítimas  del  mundo,  reunidas  en  esta  Conferencia, 
para  que  renuncien  de  acuerdo  á  la  práctica  envejecida  y 
funesta  de  capturar  los  buques  mercantes  enemigos  y  dejen 
libre  el  alta  mar  para  el  ejercicio  del  comercio  inocente  é 
inofensivo,  cuya  seguridad  é  integridad  tienen  tanta  impor- 
tancia para  el  mundo.» 

Refirió  más  tarde  los  numerosos  antecedentes  legislativos 
y  diplomáticos  en  cuya  virtud  puede  sostenerse  que  el  Go 
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bierno  de  los  Estados  Unidos  ha  defendido  uniformemente 
la  doctrina  de  la  inviolabilidad  en  todas  las  épocas,  sin 
tener  en  cuenta  sus  resultados  sobre  los  intereses  del  mo- 
mento, y  mencionó,  con  lujo  de  detalles,  las  autoridades  de 
todo  orden  que  en  otras  naciones  se  han  adherido  á  esa  . 
idea,  pronunciando  en  seguida  las  siguientes  elocuentísi- 
mas frases:  tCon  autorización  del  Presidente  Roosevelt  pe- 
dimos ¿  la  Conferencia  que  acepte  esta  doctrina  histórica 
americana  por  razones  poderosas  de  humanidad,  porque 
tiende  grandemente  al  progreso  de  la  civilización,  porque 
suprime  un  resto  último  de  barbarie  en  las  guerras  marí- 
timas, porque  afírma  un  gran  principio  de  justicia  que  con- 
tribuirá sreguramente  á  la  causa  de  la  paz,  porque  es,  en 
ñn,  tan  indispensable  para  las  necesidades  comunes  de  los 
neutrales  como  para  la  guarda  de  la  integridad  del  comer- 
cio, sobre  el  cual  descansa  en  último  análisis  la  comunidad 
de  intereses  de  todas  las  naciones.» 

Examinando  inmediatamente  las  relaciones  entre  la 
propiedad  privada  terrestre  y  la  marítima,  nota  que  si  es 
cierto  que  en  los  territorios  ocupados  caben  las  requisas  y 
las  contribuciones  de  guerra,  es  un  justo  equivalente  de 
-esos  riesgos  para  la  propiedad  marítima  la  admisión  sin 
restricciones  del  Derecho  de  bloqueo  comercial.  Es  induda- 
ble que  como  necesidad  militar  pueden  destruirse  una 
casa  ó  un  sembrado  por  la  marcha  ó  las  operaciones  de  un 
ejército,  pero  no  es  menos  indiscutible  que  el  envío  expreso 
de  fuerzas  para  que  destruyan  los  sembrados  y  las  casas 
de  la  población  inofensiva,  envolvería  por  parte  de  un  Jefe 
de  ejército  el  ultraje  grosero  de  todo  principio  de  justicia  y 
de  sana  moral. 

Ese  último  resto  de  la  antigua  piratería,  como  expresa- 
mente llamó  Mr.  Choate  al  Derecho  de  captura,  no  le  pa- 
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rece  de  gran  importancia  dentro  de  las  prácticas  actuales^ 
porque  la  primer  cosa  que  se  hace  al  empezar  una  guerra 
en  que  interviene  una  potencia  marítima^  es  pasar  á  pabe- 
llones y  á  buques  neutrales  el  mayor  contingente  del  co- 
mercio de  transporte  del  país  y  descargar  en  gran  parte 
sobre  el  extranjero,  mediante  el  seguro  contra  riesgos  de 
guerra,  los  peligros  de  pérdida  por  destrucción  que  corre 
lo  que  resta  bajo  pabellón  nacional.  El  interés  resulta  co- 
mún á  los  neutrales,  y  la  pérdida  alcanza  á  todos  por  la  for- 
ma actual  del  comercio  marítimo.  £1  Derecho  de  captura 
no  es  ya  necesario  y  tiende  á  incitar  á  la  guerra  y  á  provo- 
car otras  como  resultado  de  su  mantenimiento. 

En  tal  sentido  la  proposición  americana  le  parece  al  emi- 
nente  abogado  de  New-York  un  camino  directo  hacia  la 
posibilidad  de  encerrar  la  guerra  en  su  dominio  propio,  re- 
duciéndola á  una  lucha  marítima  y  terrestre  entre  las  fuer- 
zas militares  de  las  naciones  beligerantes  y  no  teniendo  en 
cuenta  más  que  la  prosperidad  pública  de  los  Estados  á 
quienes  alcanza.  Si  llega  á  objetarse  que  evita  la  guerra 
hacerla  terrible,  habría  que  borrar  todos  los  progresos  que 
la  humanidad  ha  perseguido  y  logrado  de  medio  siglo  acá 
por  humanizarla.  Y  la  historia  de  las  guerras  modernas  y 
aun  de  todas  las  guerras,  demuestra  que  el  ataque  al  co  - 
mercio  no  es  un  factor  poderoso  para  impedirlas  ni  para 
terminarlas,  al  paso  que  la  victoria  decisiva  sobre  el  ene- 
migo mediante  la  destrucción  de  sus  flotas  ó  el  aniquila- 
miento de  sus  ejércitos  lleva  seguramente  á  la  paz. 

Definiendo,  por  otra  parte,  la  línea  de  conducta  que  ha- 
bía de  seguir  en  el  debate  la  Delegación  norteamericana  y 
los  ñnes  que  con  ese  proyecto  perseguía,  cuidó  de  decir  el 
Sf.  Choate  que  esperaba  demostrar  á  la  Conferencia  ó  á 
una  gran  mayoría  de  la  misma  que  el  bienestar  general  de 
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todas  las  naciones,  por  su  comunidad  de  intereses  en  el 
comercio  del  mundo,  exige  la  adopción  del  principio  de  la 
inmunidad  de  la  propiedad  privada  en  el  mar.  Se  necesita 
sin  duda  el  acuerdo  de  todos,  agregó,  para  tomar  una  reso- 
lución en  nombre  de  la  Conferencia  y  poner  término  á  la 
práctica  actual;  pero  de  tal  modo  sentimos  que  nuestra  cau- 
sa es  justa  y  que  está  con  nosotros  la  opinión  general  de 
las  naciones,  qus  nos  parece  conveniente  que  voten,  des- 
pués de  la  discusión,  todos  los  Estados  presentes  en  la 
Conferencia,  esperando  que,  aun  si  faltase  la  unanimidad, 
ese  voto  impresionará  á  las  naciones  disidentes  y  podrá  di- 
suadirlas de  recurrir  en  los  conflictos  futuros,  salvo  el  caso 
de  necesidad  extrema,  á  un  derecho  que  repugna  á  todo 
principio  de  justicia  y  de  lealtad. 

325.  En  la  sesión  de  5  de  Julio  de  1907  usó  de  la  pa- 
labra también  á  nombre  de  los  Estados  Unidos  de  América 
el  Delegado  Sr.  Uriah  Rose,  y  en  su  interesante  discurso 
combatió  especialmente  el  argumento  de  que  la  captura  ma* 
rítima  resultara  favorable  á  los  intereses  de  la  paz.  Obser- 
vó con  razón  que  antiguamente  eran  las  guerras  más  crue- 
les y  más  injustas  que  en  nuestros  días  y,  sin  embargo,  fue- 
ron más  frecuentes.  Y  agregó  que  si  el  problema  militar 
había  de  consistir  en  la  intimidación  de  las  clases  comer- 
ciales, no  era  comprensible  la  abolición  del  corso. 

326.  Tomaron  parte  con  declaraciones  ó  argumentos 
en  favor  ó  en  contra  de  la  proposición  americana,  diversas 
naciones  representadas  en  la  Conferencia,  é  importa  para 
juzgar  de  la  marcha  del  debate  y  preciar  su  resultado,  expo- 
ner aquí  un  resumen  de  esas  opiniones  y  de  sus  principa- 
les motivos. 


ü^jf^n^r^ 
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A  ese  efecto  se  puede  hacer  cuatro  grupos.  Uno,  de  los 
que  estuvieron  decididamente  en  favor  de  la  inmunidad. 
Otro,  de  los  que  la  aceptaron  condicional m en te>  El  tercero, 
de  los  que  estuvieron  en  contra,  con  más  ó  menos  decisión 
ó  franqueza.  Y  el  cuarto,  de  los  que,  manifestando  ó  no  sus 
simpatías  por  el  principio  de  la  Delegación  norteamericana, 
defendieron  ó  sostuvieron  soluciones  intermedias. 

327.  Al  primer  grupo  corresponden,  siguiendo  el  orden 
alfabético,  Austría*Hungría,  el  Brasil,  China,  Grecia^  Ho- 
landa, Noruega  y  Suecia. 

£1  Barón  Carlos  de  Macchio  declaró  desde  los  primeros 
instantes,  en  la  sesión  de  28  de  Junio  de  1907,  que  Aus- 
tria Hungría,  teniendo  en  cuenta  el  interés  prominente  de 
los  particulares  y  el  objeto  esencialmente  humanitario  de 
ese  principio,  lo  había  adoptado  de  tiempo  atrás.  Por  con- 
siguiente, la  Delegación  austro-húngara  estaba  en  condi- 
ciones de  declarar  desde  luego  que  su  Gobierno  se  coloca- 
ba, en  cuanto  á  la  presa  y  á  la  confíscación  de  los  buques 
de  comercio  bajo  pabellón  enemigo,  en  el  punto  de  vista 
más  liberal. 

El  primer  Delegado  del  Brasil,  Sr.  Ruy  Barbosa,  que  tan- 
to contribuyó  durante  toda  la  Conferencia  al  estudio  inte- 
ligente y  minucioso  de  las  cuestiones  planteadas,  hizo  cons* 
tar  repetidamente  que  su  Gobierno  había  defendido  la  doc- 
trina de  la  inmunidad  desde  1857,  con  motivo  de  la  decla- 
ración del  Congreso  de  París  de  1856  y  que,  por  lo  tanto, 
no  hacía  más  que  conservar  una  antigua  y  bien  fundada 
tradición  al  aceptar  la  proposición  americana  y  al  opinar 
decididamente  por  la  supresión  del  Derecho  de  captura. 

En  nombre  de  China  se  adhirió  asimismo  á  ese  principio 
capital  el  Sr.  John  W.  Foster,  que  combatió  algunas  de  las 
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razones  alegadas  en  contrario.  Dijo,  entre  otras  cosas,  que 
el  mar  es  hoy  el  gran  camino  de  los  Estados  y  que  el  in- 
menso tranco  de  todos  los  pueblos  no  debía  ser  interrum- 
pido y  desmoralizado  porque  dos  naciones  se  empeñaran 
en  no  escuchar  la  voz  de  la  razón  é  insistieran  en  resolver 
sus  dificultades  por  el  triunfo  de  la  fuerza. 

Les  otros  países  antes  citados  se  pronunciaron,  con  ma- 
yor brevedad,  en  el  mismo  sentido.  Grecia  se  adhirió  á  la 
declaración  de  Holanda  que  por  boca  de  su  primer  Dele- 
gado el  Sr.  de  Beaufor  manifestó  al  comenzar  la  primera 
sesión  de  5  de  Julio  de  1907  cque  aceptaba  completamente 
el  principio  de  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  privada  en 
el  mar,  defendido  en  la  sesión  de  29  de  Junio  por  el  hono- 
rable Delegado  de  los  Estados  Unidos  Sr.  Choate,  en  un  dis- 
curso que  sin  duda  figurará  entre  los  documentos  más  no- 
tables emanados  de  aquella  Conferencia.» 

Noruega  declaró  que  tomaba  posiciones  en  defensa  de  la 
propuesta  americana  prescindiendo  de  todo  interés  egoísta, 
porque  si  bien  la  regla  actual  presentaba  ciertas  ventajas 
para  las  marinas  neutrales,  su  Gobierno  quería  continuar 
la  política  que  desde  el  siglo  xvili  había  sido  iniciada  por 
los  Reinos  del  Norte  en  colaboración  con  Rusia.  Y  Suecia 
manifestó  que  no  habiendo  razones  suficientes  para  man- 
tener, en  cuanto  á  la  guerra  marítima,  otras  reglas  funda- 
mentales que  las  obligatorias  en  la  guerra  terrestre,  soste- 
nía el  criterio  en  que  se  inspiraba  la  proposición  americana, 
sin  desconocer  las  dificultades  que  se  oponen  á  la  realiza- 
ción inmediata  y  completa  del  principio. 

328.  Las  adhesiones  que  se  pueden  llamar  condiciona- 
les, provinieron  durante  el  debate  de  Alemania,  Italia  y 
Portugal  y  obedecían  á  dos  puntos  de  vista  diferentes. 
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La  declaración  alemana,  hecha  por  el  Sr.  Baróa  Mars- 
chalí  de  Bieberstein  con  su  claridad  y  precisión  habitua- 
les, fué  oída  con  gran  expectación  por  la  importancia  ma- 
rítima y  militar  de  Alemania.  Nos  parece  útil  reproducirla 
íntegra. 

«Alemania»,  dijo,  «ha  tenido  siempre  simpatías  por  la 
idea  de  abolir  el  Derecho  de  captura  de  los  buques  mercan- 
tes bajo  pabellón  enemigo.  Hechos  que  pertenecen  á  la  his- 
toria comprueban  la  sinceridad  de  tal  sentimiento.  Por  lo 
tanto,  las  nobles  ideas  en  que  se  ha  inspirado  el  elocuente 
discurso  del  primer  Delegado  de  los  Estados  Unidos  de 
América,  no  dejarán  de  encontrar  en  Alemania  un  eco  pro- 
fundo. Es  evidente,  sin  embargo,  que  la  cuestión  categóri- 
ca que  nos  ha  sido  planteada:  ^Debe  abolirse  ó  no  el  Dere- 
cho de  presas?,  no  puede  tratarse  separadamente,  porque  es 
sólo  una  parte  de  un  conjunto  sobrado  complejo  de  proble- 
mas, encerrados  en  la  gran  idea  de  la  inviolabilidad  de  la 
propiedad  privada  en  el  mar  para  el  caso  de  guerra  maríti- 
ma. La  propia  resolución  de  los  Estados  Unidos  admite  dos 
excepciones:  i.^,  la  captura  de  un  buque  mercante  está  jus- 
tificada si  lleva  contrabando;  2.^,  el  principio  de  inviolabi- 
lidad cesa  en  el  caso  de  violación  de  un  bloqueo. 

>Estas  dos  excepciones  nos  llevan  á  un  terreno  de  los 
más  discutidos.  Basta  citar  entre  otras  cosas  el  contraban- 
do relativo  y  el  viaje  continuo.  Sólo  después  de  la  solu- 
ción de  una  serie  de  controversias  que  se  refieren  á  las  pala- 
bras contrabando  y  bloqueo,  se  obtendrá  la  seguridad  de  que 
sea  efectiva  la  abolición  del  Derecho  de  captura,  al  paso 
que  admitiendo  excepciones  cuyo  alcance  es  indeterminado 
y  á  que  puede  darse,  por  lo  tanto,  una  aplicación  y  una  in- 
t^pretación  aHsitrarias,  corremos  el  riesgo  de  llegar  al  re- 
sultado poco  apetecible  de  que  proclamemos  la  abolición 
Tomo  psimuo.  22 
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del  Derecho  de  captura  y  en  efecto  el  sistema  actual  conti- 
núe rigiendo  sin  modificación  sensible.  Por  estas  razones  no 
osaré,  á  pesar  de  todas  las  simpatías,  responder  á  nuestra 
cuestión  por  un  mero  sí.  Si  quiere  concederse  á  la  propie- 
dad privada  marítima  una  protección  más  extensa,  abolieti.- 
do  el  Derecho  de  captura,  habrá  que  entenderse  previa- 
mente sobre  ciertas  cuestiones,  á  ñn  de  que  la  abolición 
sea  eficaz  y  sirva  de  un  modo  equitativo  á  los  intereses  de 
todos  los  pueblos.  Sólo  entonces  podrá  juzgarse  de  la  efi- 
cacia práctica  de  esa  medida  y  ajar  definitivamente  un  crí* 
terio.» 
A  esa  opinión  se  adhirió  el  primer  Delegado  de  Portugi^l 
En  cuanto  á  Italia,  después  de  consignar  que  había  acep- 
tado prácticamente  la  doctrina  sostenida  por  los  Estados 
Unidos,  en  previsión  de  que  no  fuera  admitida,  expresó  el 
deseo  de  que  se  presentaran  y  discutieran  sobre  el  asunto 
proposiciones  intermedias. 

329.  Los  que  hablaron  en  contra  representaban  á  estas 
cinco  naciones:  República  Argentina,  Colombia,  Francia, 
Gran  Bretaña  y  Rusia. 

La  Delegación  de  la  República  Argentina  se  declaró  fa* 
vorable  á  la  conservación  del  Derecho  de  captura  y  c(m- 
físcación  de  los  buques  mercantes  bajo  pabellón  enemigo, 
por  entender  que  el  régimen  actual  contribuye  á  evitar  las 
guerras  y  á  disminuir  su  duración  cuando  surgen.  Por  otra 
parte,  los  buques  de  comercio  pueden  convertirse  en  ele- 
mentos principales  ó  secundarios  de  combate  y  c el  fin  in- 
mediato y  á  veces  exclusivo  de  la  guerra  marítima  ha  sido 
arruinar  el  comercio  del  enemigo.» 

En  cuanto  á  la  Delegación  de  Colombia^  hizo  constar  «u 
docto  Representante  el  Sn  Santiago  Pérez  Triana,  que. 
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para  un  país  como  el  suyo,  sin  marina  mercante  y  casi  sin 
marina  de  guerra,  aunque  pueda  aumentarla  en  caso  de 
lucha,  hay  mucho  que  perder  y  nada  que  ganar  consintien- 
do en  la  supresión  del  Derecho  de  captura  de  la  propiedad 
privada  enemiga  en  el  mar.  «Es  evidente  que  una  potencia 
dueña  de  una  marina  de  guerra  y  de  una  marina  mercante 
que  le  sea  imposible  proteger  con  eficacia  absoluta  en  to« 
dos  los  océanos,  se  encontrará  más  dispuesta  á  hacernos  la 
guerra  sabiendo  que  nos  hemos  atado  las  manos  al  adoptar 
la  proposición  del  Sr.  Choate  y  que  no  podemos  tomar 
represalias  que  podrían  resultarle  muy  costosas.  Queremos, 
pues,  conservar  como  un  elemento  de  defensa  el  derecho  á 
la  práctica  que  la  resolución  del  Sr«  Choate  trata  de  abolir. 
£1  Sr.  Choate  nos  ha  dicho  que  es  una  herencia  de  la  an- 
tigua piratería;  es  cierto,  como  es  cierto  que  la  guerra  no 
es  más  que  el  homicidio  organizado;  sólo  conservamos  esos 
derechos  para  el  momento  en  que  cesa  la  normalidad.  No 
podemos  ligarnos  las  manos  precisamente  para  el  instante 
en  que  la  justicia  desaparece  y  la  reemplaza  la  violencia, 
en  que  la  piedad  cubre  sus  ojos  y  reina  la  fuerza  brutal  é 
inexorable». 

Francia  tomó  para  oponerse  una  posición  completamente 
distinta.  Después  de  consignar  que  no  negaría  su  concurso 
si  pudiera  llegarse  á  un  acuerdo  entre  todos  los  países  in- 
teresados, se  preguntó  el  eminente  internacionalista  señor 
Renault  llevando  la  cuestión  al  terreno  estrictamente  jurí- 
dico, si  el  principio  mismo  del  Derecho  de  captura  era  con- 
trario en  absoluto  al  concepto  moderno  del  derecho  de  la 
^erra  y  si  no  podría  sujetarse  á  ciertas  modalidades  que 
justificaran  su  mantenimiento,  mientras  fuera  posible  llegar 
ai  íntegro  respecto  de  los  derechos  ini^ividuales. 

Dejando  el  segundo  extremo  de  la  cuestión  para  cuando 
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hayamos  de  estudiar  en  este  mismo  capítulo  las  prosicio- 
nes  y  votos  intermedios,  indicaremos  sumariamente  los 
motivos  en  cuya  virtud  entiende  el  Sr.  Renault  que  el  De- 
recho de  captura  se  puede  conciliar  perfectamente  con  el 
carácter  moderno  de  la  guerra.  Manifestó  ante  todo  que  el 
respeto  de  la  propiedad  privada  en  la  guerra  continental  se 
había  debido  más  bien  al  interés  del  beligerante  mismo^ 
que  á  consideraciones  de  humanidad  y  de  justicia  para  con 
los  habitantes  del  país  ocupado;  qu^  ese  respeto  no  impide 
al  invasor  beneficiarse  ampliamente  con  los  recursos  loca*» 
les  mediante  contribuciones  y  requisas  y  que  el  hecho 
mismo  de  la  ocupación  ejerce  sobre  la  población  y  el  so* 
berano  del  territorio  ocupado  una  presión  suficiente  para 
decidirlos  por  la  paz. 

Entiende  que  en  la  guerra  marítima  no  bastan  las  opera* 
dones  violentas^  porque  además  es  necesario  que  un  bel!» 
gerante  pueda  detener  la  vida  económica  de  su  adversario^ 
dificultándole  ó  suprimiéndole  el  comercio  exterior.  Y  como 
la  presa  de  buques  mercantes  enemigos  perturba  la  vida 
económica  de  la  nación  á  que  pertenecen,  eso  resulta  un 
medio  poderoso  de  coacción,  que  se  dirige  contra  el  Estado 
más  ^ien  que  contra  los  particulares.  A  ello  se  agrega  que 
los  buques  mercantes  se  construyen  con  frecuencia  de  modo 
que  pueda  utilizarlos  el  Estado  en  sus  operaciones  de  gue- 
rra transformándolos  fácilmente  en  cruceros  auxiliares.  La 
captura  responde  en  tales  casos  á  un  medio  de  defensa,  y 
sus  consecuencias  pecuniarias  pasan  al  segundo  lugar» 
Además,  el  daño  se  reparte  entre  muchos  individuos,  por* 
que  suele  tratarse  de  grandes  sociedades  anónimas,  y  la 
captura  pierde  el  carácter  desastroso  que  tenía  cuando  el 
buque  confiscado  representaba  toda  la  fortuna  de  un  indi« 
viduo  no  beligerante. 
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La  Delegación  de  Inglaterra,  por  boca  del  Sr.  Ernest 
Satow,  se  opuso  también  á  la  propuesta  norteamericana^ 
sosteniendo  que  los  argumentos  en  apoyo  de  la  inviolabi- 
lidad de  la  propiedad  privada  durante  las  guerras  maríti  - 
mas  llevarían  lógicamente  á  la  abolición  del  bloqueo  co-r 
mercial,  por  lo  que  resultaban  las  dos  cuestiones  en  reali- 
dad inseparables.  Añadió  que  si  las  naciones  se  mostraran 
dispuestas  á  reducir  sus  fuerzas  militares  y  navales,  de 
modo  que  las  guerras  resultaran  improbables  por  ser  las 
agresiones  difíciles,  si  se  viera  claro  que  la  abolición  del 
Derecho  de  captura  facilitaría  ese  cambio  y  su  manteni- 
miento lo  impidiera,  el  Gobierno  inglés  estaría  sin  duda  in- 
clinado á  admitirla. 

En  cuanto  á  los  rusos,  aparte  de  ciertas  dudas  persona- 
les expresadas  desde  el  comienzo  por  el  Presidente  de  la 
Conferencia  Sr.  Nelidow,  dijeron  en  la  sesión  de  5  de  Julio 
de  1907  que  estaban  en  favor  del  siatu  quo,  porque  la  jn-o- 
posición  americana  exigía  un  gran  trabajo  preparatorio  de 
acuerdos  y  definiciones  jurídicas,  que  estaba  muy  lejos  de 
haberse  realizado. 

330.  Las  proposiciones  intermedias,  bajo  la  forma 
de  acuerdos  ó  de  votos  y  con  carácter  subsidiario  para  el 
caso  de  no  aceptarse  el  principio  de  la  inviolabilidad,  pro- 
cedieron del  Brasil,  de  Bélgica  con  ciertas  enmiendas  ho- 
landesas, de  Francia  con  una  enmienda  austríaca,  y  de 
Rusia.  Nos  limitamos  aquí  á  esta  enumeración,  porque  es 
más  lógico  estudiarlas  después  de  haber  terminado  lo  que 
pudiera  llamarse  la  historia  y  el  juicio  de  la  proposición 
norteamericana» 
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331.  Sometida  á  votación  dicha  propuesta  después  de 
insistentes  solicitudes  de  Mr.  Choate  con  ese  objeto^  se  ob- 
tuvo el  siguiente  resultado: 

Votaron  en  favor  Alemania  (con  las  reservas  antes  con-^ 
signadas),  Estados  Unidos  de  América,  Austria-Hungría^ 
Bélgica^  Brasil,  Bulgaria,  China,  Cuba,  Dinamarca,  Ecua-^ 
dor,  Grecia,  Haití,  Italia,  Noruega,  Países  Bajos,  Persia^ 
Rumania,  Siam,  Suecia,  Suiza  y  Turquía.  Total  2i« 

En  contra  votaron:  Colombia,  España,  Francia,  Gran 
Bretaña,  Japón,  Méjico,  Montenegro,  Panamá,  Portugal^ 
Rusia  y  Salvador*  Total  12. 

.  Se  abstuvo  Chile  y  no  estaban  presentes  los  once  Esta- 
dos restantes  de  que  la  Conferencia  se  compone,  ó  sean  la 
República  Argentina,  Bolivia,  la  República  Dominicana, 
Guatemala,  Luxemburgo,  Nicaragua,  Paraguay,  Perú,  Ser- 
via, Uruguay  y  Venezuela. 

El  resultado  de  esta  votación  originó  en  la  Conferencia  y 
fuera  de  ella  comentarios  de  diversa  índole.  Se  habló,  por 
ejemplo,  de  las  cifras  respectivas  de  población  que  repre- 
sentaban los  grupos  votantes,  criterio  que  no  merece  ser  te« 
nido  en  cuenta  para  el  caso,  porque,  con  medir  por  ese  ca- 
mino ó  por  el  no  menos  erróneo  del  poder  marítimo  de  los 
respectivos  Estados,  la  eñc&cia  del  voto,  se  parte  de  una 
base  completamente  ajena  al  punto  de  vista  jurídico  y  á  la 
verdadera  índole  de  los  intereses  que  con  la  cuestión  plan- 
teada se  relacionan. 

Si  los  Estados  que  representan  las  tres  cuartas  partes  de 
la  población  del  mundo  se  hubieran  empeñado  en  acordar 
en  El  Haya  el  restablecimiento  del  corso,  no  por  eso  el 
corso  hubiera  dejado  de  ser  una  de  las  formas  históricas  de 
la  piratería.  El  derecho  y  el  número  de  habitantes  no  son 
cosas  dependientes  una  de  otra  en  modo  alguno.  Lo  mismo 
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sucede  con  el  poder  marítimo  de  las  naciones.  Sobre  ser 
esencialmente  variable^  porque  lo  abate  ó  lo  levanta  así  una 
tempestad  como  una  guerra  breve,  cuando  se  llama  á  dis- 
cutir y  á  votar  sobre  esta  materia  á  los  Estados  que  no  tie- 
nen fuerzas  navales  poderosas,  ño  es  lícito  ni  es  lógico  ne- 
gar á  posteriori  la  importancia  de  su  voto  por  la  circuns- 
tanda  un  tanto  depresiva  de  su  falta  de  poderío  militar. 

Caso  de  que  se  busque  en  este  orden  de  consideraciones 
alguna  base  para  juzgar  de  la  importancia  ó  de  las  con- 
secuencias de  ese  voto,  no  hay  que  rebajársela,  como  lo 
hacía  The  Times  de  Londres  en  su  editorial  de  i8  de  Julio 
último,  porque  formen  parte  de  la  mayoría  algunas  nacio- 
nes que  el  gran  periódico  inglés  supone  desprovistas  de  in- 
tereses marítimos.  Llevando  la  cuestión  á  ese  terreno,  lo 
único  que  con  visos  de  probabilidad  debe  atenderse  y  estu- 
diarse es  el  comercio  marítimo  de  importación  y  exporta- 
ción de  los  respectivos  Estados  y  las  consecuencias  que 
para  su  vida  económica  traería  consigo  el  ejercicio  del  De- 
recho de  captura  por  los  beligerantes,  en  una  guerra  en  que 
no  hayan  tenido  aquellos  ninguna  participación. 

Las  naciones  productoras  de  ciertos  artículos  de  consu  • 
ma  universal,  que  los  exportan  en  grandes  cantidades  por 
la  vía  marítima  y  que  importan  en  cambio  casi  todo  lo  que 
necesitan  para  su  producción  misma  y  para  su  vida  mate- 
rial, notan  en  seguida  en  su  comercio,  ó  una  paralización 
completa,  ó  un  encarecimiento  extraordinario  y  quizá  rui- 
noso de  los  fletes,  cuando  se  ejercita  el  Derecho  de  captura 
por  los  beligerantes  en  una  guerra  que  afecte  al  corto  gru- 
po de  naciones  que  tienen  á  su  cargo  el  transporte  inter- 
oceánico en  el  mundo.  Para  ciertos  Estados  cuyo  medio 
exclusivo  ó  más  fácil  de  comunicación  es  el  mar,  una  lucha 
armada  en  que  se  utilice  por  otra  nación,  contra  Inglaterra 
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ó  contra  Noruega,  el  Derecho  de  captura,  puede  significar 
en  desdoro  de  las  prerrogativas  que  la  neutralidad  otorga, 
el  aniquilamiento  económico  absoluto  y  el  triunfo  deciaiTO 
de, los  competidores  en  la  misma  producción.  ^Cómo  soste- 
ner en  serio  que  su  voto  nó  vale  porque  carecen  de  intere* 
ses  marítimos? 

Por  otra  parte,  y  colocado  siempre  el  problema  en  ese 
terreno  de  las  ventajas  materiales,  olvidan  los  que  quieren 
reservarse  contra  naciones  fuertes  el  arma  que  llaman  po- 
derosa de  la  captura  marítima  que,  sin  discutir  esa  eficacia, 
respecto  de  ellos  extraordinariamente  dudosa,  los  casos  en 
que  han  de  figurar  como  neutrales  en  las  guerras  del  mun* 
do  son  mucho  más  frecuentes  y  mucho  más  importantes  para 
ellos  mismos  que  las  probabilidades,  escasas  y  fácilmente 
evitables  de  una  guerra  internacional  contra  pueblos  de  una 
marina  mercante  poderosa  en  que  lleguen  á  verse  compren- 
didos,  Y  lo  que  pierdan  cuando  otros  beligerantes  interrum- 
pan y  trastornen  la  marcha  natural  de  su  vida  económica 
capturando  los  barcos  de  transporte,  es  infinitamente  supe- 
rior á  lo  que  ganen  persiguiendo  y  capturando  unos  cuan-^ 
tos  buques  mercantes  enemigos,  probablemente  pequeños  y 
sin  importancia,  que  ni  siquiera  afectan  á  los  verdaderos 
intereses  marítimos  dd  un  Estado  poderoso. 

332.  La  cuestión  misma  debe  y  puede  resolverse  en 
otro  terreno.  Sin  hablar  más  que  de  los  argumentos  princi- 
pales y  prescindiendo  de  insistir  en  los  que  ya  se  han  ex- 
puesto durante  los  debates  de  la  Conferencia,  no  hay  má» 
que  dos  preguntas  en  que  estén  envueltos  todos  los  aspectoa 
fundamentales  del  problema.  Dado  el  concepto  moderno  de 
la  guerra  y  la  naturaleza  y  garantías  de  la  propiedad  pri-s 
vada  en  el  mar  ^es  lícita  á  los  beligerantes  la  captura?  Y  si 
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no  lo  fuere  ¿puede  estimarse  indispensable  para  la  realiza-* 
pión  de  los  ñnes  que  la  guerra  marítima  persigue? 

Hoy  es  la  guerra  una  relación  anormal  de  Estado  á  Es- 
tado  en  cuya  virtud  procura  uno  de  ellos,  después  de  ago- 
tar  los  procedimientos  pacíficos,  que  el  otro  reconozca  su 
derecho  ó  repare  los  agravios  que  haya  inferido  á  su  honor 
ó  á  su  dignidad.  Las  naciones  se  arman  con  ese  objeto  y 
entre  sus  elementos  armados  mantienen  la  lucha,  de  la  que 
deben  quedar  fuera  en  todo  lo  posible  los  individuos  par- 
ticulares que  no  constituyan  el  ejército  ó  la  marina.  Ese 
carácter  de  la  guerra  moderna,  gran  conquista  de  la  civili- 
zación contemporánea,  ha  ido  determinando  paulatinamen* 
te,  lo  mismo  en  la  tierra  que  en  el  mar,  una  serie  de  prin- 
cipios que  están  ahora  fuera  de  toda  discusión.  Las  regias 
defendidas  por  las  neutralidades  armadas,  los  acuerdos  del 
Congreso  de  París  de  1856,  y  las  disposiciones  del  Regla- 
mento sobre  la  guerra  terrestre  que  adoptó  la  primera  Con- 
ferencia de  la  Paz,  no  son  más  que  etapas  de  un  mismo 
camino  señalado  por  los  jalones  de  esas  grandes  reglas  fun- 
damentales y  seguido  sin  dificultad  en  sus  proclamas  y  en 
iU8  actos  de  guerra  por  las  más  importantes  naciones  en  el 
siglo  pasado  y  en  los  comienzos  del  presente. 

Decir  ahora  que  es  necesario  actuar  sobre  \e^  propiedad 
privada  para  destruir  en  sus  fuentes  la  propiedad  común 
del  Estado  y  estorbar,  con  el  estancamiento  de  sus  produo- 
tof^  el  origen  y  el  desarrollo  de  sus  elementos  económicos 
de  acción,  equivale  á  destruir  en  el  orden  de  las  ideas,  para 
atacarlo  después  en  la  esfera  de  los  hechos,  todo  eí  enor- 
me y  justificado  progreso  del  Derecho  internacional  en 
nuestros  días.  Desde  la  administración  militar  de  los  ejér- 
iHtos  permanentes  hasta  los  servicios  auxiliares  de  las  gran"* 
des  armadas,  se  puede  decir  que  toda  la  administración  pre- 
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senté  de  la  guerra  descansa  en  esa  victoria  del  derecho  que 
la  reduce  á  un  combate  entre  Estados. 

La  prueba  de  que  el  argumento  en  favor  de  la  captura 
que  se  busca  en  la  necesidad  de  estorbar  la  circulación  y 
el  transporte  de  la  riqueza  común,  no  tiene  la  fuerza  ni  la 
importancia,  que  pretende  atribuírsele,  es  que  cabe  invocar- 
lo, sin  variar  una  palabra,  en  contra  de  la  abolición  del 
corso,  en  contra  de  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  privada 
enemiga  bajo  pabellón  neutral  y  en  contra  de  todas  y  cada 
una  de  las  ventajas  y  prerrogativas  de  que  disfrutan  en  tie- 
rra los  bienes  particulares  de  iDs  individuos  no  beligeran- 
tes y  hasta  de  los  propios  soldados  enemigos.  Destruir  ex* 
presamente  por  un  bombardeo  toda  una  ciudad  para  que  se 
rinda  una  fortaleza,  puede  ser  útilísimo  desde  el  punto  de 
vista  de  la  conclusión  de  las  operaciones  militares  y  eá,  sin 
embargo,  un  medio  tan  ilícito  de  guerra  como  otros  muchos, 
al  parecer  de  utilidad  inmediata,  que  ha  proscrito  con  ra- 
zón el  sentido  humanitario  de  nuestros  días. 

Las  guerras  en  que  voluntariamente  se  ha  prescindido 
del  Derecho  de  captura  ó  en  que  las  presas  han  sido  tan 
cortas  que  no  puede  atribuírseles  inñujo  serio  en  la  marcha 
y  la  conclusión  de  las  hostilidades,  han  llegado  á  su  térmi- 
no con  la  misma  facilidad  que  aquellas  en  que  haya  podido 
llevarse  hasta  el  extremo  la  persecución  marítima  de  la  pro- 
piedad privada.  Por  eso  no  se  tiende  en  nuestro  tiempo,  al 
construir  ó  aumentar  una  escuadra,  al  tipo  de  buques  per- 
seguidores de  presas,  sino  al  de  barcos  grandes  ó  peque  ^ 
ños  preparados  para  la  destrucción  rápida  ó  decisiva  de  la 
marina  de  guerra  contraria.  Cuando  los  técnicos  se  dejan 
llevar  en  estas  materias  de  las  rutinas  del  oñcio  ó  del  no- 
ble deseo  de  conservar  toda  clase  de  facultades  para  la& 
operaciones  de  guerra,  basta  llamarles  la  atención  sobre  eV 
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objeto  real  que  persiguen  en  su  construcción  y  en  sus  cua- 
lidades salientes  las  unidades  de  toda  especie  con  que  se 
están  constituyendo  las  grandes  escuadras  modernas.  La 
marina  de  guerra  actual  ha  realizado  ya  la  evolución  nece- 
saria para  que  el  Derecho  de  captura  se  suprima.  Responde 
al  concepto  moderno  de  la  guerra  y  ha  dejado  de  tomar  el 
omnium  contra  otmies  por  divisa. 

»  No  es  menos  esencial  tener  en  cuenta  la  naturaleza  de 
la  propiedad  privada  que  hoy  circula  por  el  mar  y  las  ga- 
rantías que  esa  naturaleza  requiere.  Argüir  que  los  grandes 
buques  modernos  pertenecen  á  sociedades  anónimas  donde 
la  pérdida  se  reparte  entre  gran  número  de  individuos,  in^ 
duciría  de  una  parte  á  no  permitirla  captura  de  los  buques 
que  sean  de  una  sola  persona,  y  á  estimar  lícito,  de  otra 
parte,  el  despojo  de  los  particulares  en  tiempo  de  guerra, 
á  condición  de  que  sea  poco  lo  que  se  le  quite  á  cada  uno. 
La  cantidad  del  perjuicio  no  puede  servir  de  criterio  para 
decidir  de  su  legitimidad. 

Hay,  sin  embargo,  una  cosa  cierta  en  el  fondo  de  ese 
argumento,  basado  en  el  carácter  anónimo  de  las  socieda- 
des á  que  pertenece  buen  número  de  buques  mercantes, 
pero  el  dato  que  proporciona  es  favorable,  y  no  contrario^ 
á  la  inmunidad  de  la  propiedad  marítima.  Desde  que  la 
sociedad  anónima  existe  y  las  acciones,  tal  vez  al  portador^ 
pueden  corresponder  en  suma  respetable  á  individuos  neu- 
trales por  razón  de  su  nacionalidad,  es  más  injusta  y  más 
contraria  al  concepto  de  la  guerra  la  captura  del  buque 
por  el  solo  indicio  de  su  pabellón. 

Añádase  á  eso  la  circunstancia,  justamente  notada  en  la 
Conferencia,  de  que  el  seguro  marítimo  contra  riesgos  de 
toda  clase,  tan  frecuente  y  tan  usado,  pone  casi  siempre  á 
cargo  de  los  neutrales  las  consecuencias  económicas  de  la 
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presa  del  buque,  y  se  observará  de  qué  manera  la  solida- 
ridad económica  del  mundo  actual  requiere  que  se  deje 
esencialmente  la  propiedad  privada  durante  las  guerras 
marítimas  fuera  del  alcance  justo  y  equitativo  de  las  ope* 
raciones  militares. 

Impresiona  á  primera  vista  el  argumento  deducido  de  la 
facilidad  con  que  se  convierten  los  buques  mercantes  en 
buques  de  guerra,  auxiliares  ó  de  combate,  y  de  la  cons-* 
tnicción  previa  de  algunos  de  ellos  con  ese  fin;  pero  es 
indudable  que  el  simple  hecho  de  poder  servir  un  buque 
para  operaciones  militares  no  confiere  cierta  clase  de  dere- 
chos á  uno  de  los  combatientes.  Con  el  mismo  título  po- 
dría intentar  un  beligerante,  apoderarse  como  prisioneros 
de  guerra,  de  todos  los  individuos  pacíficos  de  la  nación 
adversa  que  formen  parte  de  una  reserva  no  llamada  toda- 
vía al  servicio  militar  ó  que  puedan  ser  utilizables  para  un 
levantamiento  en  masa.  Abrase  un  poco  la  mano  bajo  la 
presión  de  ese  argumento  y  resucitan  los  éxodos  antiguos 
de  poblaciones  enteras.  No  se  olvide  que  el  derecho  de  re- 
quisa, con  la  indemnización  correspondiente,  puede  servir 
en  muchos  casos  para  lograr  que  el  enemigo  no  utilice 
esos  buques  mercantes  especiales,  respetando  al  mismo 
tiempo,  dentro  de  límites  amplísimos,  el  derecho  de  pro- 
piedad individual. 

Con  los  cargamentos  sucede  lo  mismo,  tal  vez  en  escala 
mucho  más  amplia.  Consignados  á  un  particular  enemigo, 
están  muchas  veces  pendientes  de  pago  á  un  neutral,  que 
prácticamente  no  puede  cobrarlos  después  que  la  captura 
arruina  al  consignatario.  Procedentes  de  un  particular 
enemigo  para  otro,  es  el  asegurador  un  neutral  que  no  debe 
sufrir  las  consecuencias  de  la  guerra.  Relacionados  siempre 
con  el  movimiento  general  de  los  cambios  del  mundo,  re- 
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percute  la  captura  en  sus  consecuencias  económicas  como 
él  agua  que  se  ñltra  lejos,  muy  lejos  del  lugar  en  que  cae* 

Esa  índole  mundial^  si  se  permite  la  palabra,  del  comer- 
cio contemporáneo,  es,  por  las  garantías  que  requiere,  una 
de  las  razones  de  más  fuerza  en  pro  de  la  inmunidad» 
Cuando  habla  un  beligerante  de  estancar  la  circulación 
de  la  riqueza  en  la  nación  de  su  adversario,  está  en  rigor 
poniendo  trabas  injustas  é  ilegítimas  al  movimiento  eco- 
nómico del  mundo.  Dificulta  los  transportes  de  los  neutra- 
les, los  priva  de  elementos  y  formas  del  cambio,  trastorna 
las  leyes  naturales  de  sus  mercados  y  las  bases  normales 
de  su  producción  y  de  su  consumo,  y  á  veces  les  causa  un 
daño  mucho  mayor  en  ese  orden  que  el  que  pueda  produ- 
cirse al  adversario. 

Así  el  problema  se  agranda  y  los  elementos  de  su  reso- 
lución se  esclarecen  é  iluminan.  Están  frente  á  frente  los 
intereses  y  los  derechos  de  los  neutrales  en  el  mar,  que  ha 
declarado  libre  la  conciencia  humana  para  que  sirva  sin 
obstáculos  á  las  necesidades  de  todos,  y  las  exigencias 
discutibles  y  dudosas  de  algún  beligerante  que  pretende 
imponerse  á  la  circulación  marítima.  La  pretensión  del  be- 
ligerante parece  condenada  á  muerte. 

Por  eso  el  voto  de  veintiuna  naciones  se  puso  en  favor 
de  la  proposición  norteamericana.  Están  entre  ellas  poten- 
cias marítimas  como  los  propios  Estados  Unidos  y  como  Ita- 
lia, Estados  de  gran  marina  mercante  como  Noruega,  países 
pequeños  y  grandes,  regiones  de  comercio  marítimo  y  de 
comercio  terrestre,  pueblos  de  Europa,  de  América  y  de 
Asia,  toda  clase  de  intereses,  toda  especie  de  aspiraciones, 
toda  una  escala  diferente  de  necesidades  y  de  exigencias 
políticas.  Representan  juntos  una  gran  fuerza  y  una  gran 
esperanza  para  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  priva* 
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da  en  la  guerra  marítima.  Honrará  á  los  Estados  Unidos 
en  la  historia  del  mundo  haber  llevado  el  problema,  con 
tanto  empeño,  al  debate  de  esta  Asamblea  universal,  y  hon- 
rará á  la  segunda  Conferencia  de  £1  Haya  haber  reunido 
en  su  apoyo  tan  crecido  sufragio. 

333.  Prácticamente,  sin  embargo,  la  importancia  de 
algunas  naciones  que  votaron  en  contra  impedia  en  abso- 
luto que  la  Conferencia  diera  el  caso  por  resuelto  en  favor 
de  la  proposición  norteamerícana.  De  ahí  la  necesidad  de 
discutir  las  proposiciones  intermedias  anunciadas  ó  ya 
presentadas  y  de  exponer  los  votos  que  sobre  el  asunto  se 
formularon. 

En  primer  lugar  mencionaremos  la  propuesta  del  señor 
Ruy  Barbosa  á  nombre  de  la  Delegación  del  Brasil,  que 
tendía  á  declarar  aplicables  en  la  guerra  marítima,  sin  mo* 
difícación  alguna,  el  último  inciso  del  art.  23  y  los  artícu- 
los 46  y  53  del  Reglamento  sobre  leyes  y  costumbres  de 
la  guerra  terrestre,  aprobado  por  la  primera  Conferencia 
en  1 899.  Esos  artículos,  que  pueden  verse  en  el  apéndice 
de  la  presente  obra,  consagran  la  inmunidad  de  la  propie  - 
dad  privada  enemiga  en  la  guerra  terrestre,  limitándose  la 
Delegación  brasileña  á  establecer  expresamente,  respecto 
de  los  buques  mercantes  enemigos  y  aun  de  las  mercancías 
neutrales  encontradas  en  los  mismos,  el  Derecho  de  requi- 
sa, mediante  una  justa  indemnización. 

En  el  voto  de  la  proposición  brasileña  intervinieron  para 
decidir  si  había  de  tomarse  en  consideración  y  discutirse 
por  artículos  veinticinco  Estados,  de  los  que  trece  se  pro- 
nunciaron en  favor  y  doce  en  contra.  Visto  este  resultado 
que,  en  realidad,  no  contando  el  Brasil  equivalía  á  un  em- 
l>ate,  retiró  el  Sr.  Barbosa  su  proposición,  lamentando  ^ue 
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la  Conferencia  terminara  sin  haber  resuelto  una  de  las 
cuestiones  capitales  de  su  programa. 

334.  £1  proyecto  de  la  Delegación  de  Bélgica  responde 
también  á  esa  idea  de  soluciones  intermedias  y  como  es  un 
tanto  detallado  lo  reproducimos  á  continuación, 

PROPOSICIÓN  BELGA 

Artículo  primero.  Los  buques  mercantes  enemigos  y 
la  mercancía  enemiga  bajo  pabellón  enemigo,  no  pueden 
ocuparse  y  retenerse  por  un  beligerante  siíio  á  condición 
de  restituirlos  al  fínal  de  la  guerra. 

Art.  2.°    No  pueden  ser  ocupados  ni  retenidos: 

x/  Los  barcos  dedicados  exclusivamente  á  la  pesca 
costera  y  los  útiles  y  el.  producto  de  la  pesca; 

2.°  Los  buques  afectados  exclusivamente  á  un  ñn  cien- 
tífico ó  sometidos,  en  razón  de  su  carácter  hospitalario,  á 
las  disposiciones  del  Convenio  de  £1  Haya  de  29  de  Julio 
de  1899. 

Art.  3.®  £1  Comandante  del  buque  captor  levantará  un 
acta  de  la  ocupación  y  hará  un  inventario  de  los  documen- 
tos de  á  bordo. 

Se  entregará  una  copia  al  Capitán  del  buque  ocupado  ó 
á  su  representante. 

Art.  4.°  £1  Capitán  y  la  tripulación  de  los  buques  ene- 
migos ocupados  serán  desembarcados  tan  pronto  como  las 
circunstancias  lo  permitan. 

Serán  libertado?  bajo  palabra  de  no  prestar  servicio 
contra  el  beligerante  captor  durante  las  hostilidades. 

£1  Gobierno  á  que  pertenecen  está  obligado  á  no  exigir 
ni  aceptar  de  ellos  servicio  alguno  contrario  á  la  palabra 
empeñada. 
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Art.  5.°  Los  buques  y  mercancías  enemigas  ocupados 
quedan  bajo  la  guarda  del  beligerante  captor. 

Pero  le  será  permitido  destruir  el  buque  ocupado  si  las 
circunstancias  no  permiten  llevarlo  á  un  lugar  seguro  ó  si 
la  aproximación  de  una  fuerza  enemiga  hace  temer  una 
represa  inminente. 

Art.  6.*  Los  buques  cuyo  mal  estado  no  permita  con- 
servarlos ó  cuyo  valor  real  no  esté  en  relación  con  los 
gastos  de  reparación  ó  sostenimiento,  así  como  las  mercan- 
cías expuestas  á  perderse,  pueden  ser  vendidos. 

Art.  7."  Él  beligerante  captor  tiede  el  derecho  de  em- 
plear y  transformar  los  buques  ocupados  de  que  estime 
poder  servirse  para  las  operaciones  de  guerra. 

Tiene  asimismo  el  derecho  de  utilizar  para  ñnes  mili  - 
tares  las  mercancías  ocupadas. 

Art.  8.'  Queda  prohibido  el  rescate  por  dinero  de  los 
buques  enemigos. 

ÁRT.  9.°  El  Estado  captor  debe  restituir  á  su  propie- 
tario los  buques  y  cargamentos  que  tenga  en  su  poder,  al 
final  de  las  hostilidades. 

Puede  efectuar  esa  entrega  en  el  lugar  en  que  se  encuen» 
tren  ios  buques  y  los  cargamentos. 

No  está  obligado  á  indemnización  alguna  por  la  priva- 
ción del  disfrute  que  haya  sido  consecuencia  de  la  ocupa- 
ción, ó  por  el  deterioro  qae  puedan  haber  sufrido  durante 
la  custodia  si  no  ha  habido  falta  grave  de  su  parte. 

Art.  10.  El  Estado  captor  debe  entregar  al  propietario 
el  valor  de  los  buques  y  de  los  cargamentos  que,  por  obra 
su^'a  ó  de  sus  agentes  no  puedan  ser  devueltos,  así  como  las 
sumas  procedentes  de  la  venta  de  buques  y  mercancías  que 
no  se  hayan  podido  conservar. 

Art.  II.    La  ejecución  de  las  obligaciones  que  preyé 
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el  artículo  precedente  puede  dejarse  por  los  beligerantes, 
en  virtud  del  tratado  de  paz,  á  cargo  áel  Estado  á  que 
pertenezcan  los  buques  y  cargamentos  ocupados. 

Art.  12.  Las  disposiciones  que  preceden  no  modifican 
en  nada  los  derechos  que  puedan  corresponder  á  los  beli- 
gerantes en  virtud  de  Jas  reglas  aplicables  al  bloqueo  ó  al 
contrabando  de  guerra. 

No  son  aplicables  á  los  buques  enemigos  que  pertenezcan 
i  flotas  auxiliares  ó  hayan  tomado  parte  en  las  hostilidades. 

La  Detegación  holandesa  formuló  algunas  eanniendas  á 
la  moción  que  precede,  con  objeto  de  variar  la  redacción 
y  colocación  de  algunos  artículos  y  de  acentuar  el  príncí  - 
pío  de  la  indemnización, 

335.  Es  evidente  que  la  proposición  intermediaria  más 
arriba  transcrita  no  debía  tener  éxito  en  la  Conferení;iaj  á 
pesar  de  la  autorida^d  y  el  prestigio  del  primer  Delegado 
belga  Sr.  Beernaert,  que  la  razano  con  gran  habilidad  y  la 
sostuvo  con  empeño.  No  podía  satisfacer  á  los  partidarios 
resueltos  de  la  inmunidad  del  comercio  enemigo,  porque 
autorizaba  la  ocupación  y  el  embargo.  Y  no  era  dable  quo 
obtuviera  el  asentimiento  de  los  que  estimaban  indispen* 
sable  la  captura  porque  en  cierto  modo  la  suprimía  en 
cuanta  á  sus  efectos  definitivos  más  importantes* 

Los  que  tomaban  esa  misma  actitud  intermedia^  estaban 
en  difícil  situación  para  resolverse  inmediatamente  por  un 
régimen  nuevo,  no  examinado  en  sus  detalles  antes  de  U 
Conferencia,  y  que  se  prestaba  i  muy  serias  dificultades  y 
complicaciones  de  ejecución  y  á  graves  compromisos  eco- 
nómicos. Por  otra  parte,  la  aceptación  del  artículo  onceno 
tenía  que  ser  motivo  de  importantes  complicaciones  en  los 
futuros  tratados  de  paz. 

Tomo  fmMiHo.  ^ 
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No  es  de  extrañar,  por  lo  tantOj  que  sí  bien  la  Conferen- 
cia acordó  en  19  de  Julio  de  1907  tomar  en  consideración 
esa  propuesta  para  discutirla,  por  veintitrés  votos  contra 
tres  y  dos  abstenciones,  al  someterse  á  decisión  el  art.  i.®, 
interviniendo  treinta  Estados,  se  descompusiera  el  voto 
del  modo  siguiente. 

En  favor:  Austria-Hungría,  Bélgica,  Brasil,  Bulgaria,  Di- 
namarca, Grecia,  Italia,  Noruega,  Paraguay,  Países  Bajos, 
Persia,  Rumania,  Siam  y  Suecia.  Total  14. 

En  contra:  Estados  Unidos  de  América,  Cuba,  España, 
Gran  Bretaña,  Japón,  Montenegro,  Nicaragua,  Portugal  y- 
Rusia.  Total  9. 

Se  abstuvieron:  Alemania,  Francia,  Méjico,  Perú,  Servia, 
Suiza  y  Turquía.  Total  7. 

En  vista  de  este  resultado,  la  Delegación  belga  retiró  su 
propuesta  para  evitar  á  la  Comisión  una  pérdida  inútil  de 
tiempo. 

336.  Debe  calificarse  también  de  proposición  interme- 
diaria la  que  presentaron  los  Delegados  holandeses  en  la 
sesión  de  5  de  Julio  de  1907  y  apoyaron  el  10  siguiente. 
He  aquí  sus  términos:  «Los  buques  mercantes  no  podrán 
ser  capturados  por  un  beligerante  á  virtud  del  solo  hecho 
de  navegar  bajo  pabellón  enemigo,  si  están  provistos  de  un 
pasaporte  expedido  por  la  autoridad  competente  de  su  país 
en  que  se  declare  que  ese  buque  no  será  transformado  en 
navio  de  guerra  ni  utilizado  como  tal  durante  las  opera- 
ciones.» 

Era  tan  imposible  llegar  bajo  esa  base  á  fines  prácticos 
dentro  de  la  Conferencia,  que  no  fué  sometida  á  votación 
la  propuesta  que  acabamos  de  copiar. 
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337.  No  sucedió  lo  mismo  con  un  proyecto  de  voto  de 
los  Delegados  franceses  que  tenía  por  objeto^  según  las  fra- 
ses como  siempre  elocuentes  y  conciliadoras  del  Sr.  Léon 
Bourgeois,  procurar  una  transacción,  humanizando  y  mo- 
ralizando la  captura.  He  aquí  sus  términos: 

«Considerando  que  si  el  Derecho  de  gentes  positivo  ad- 
mite todavía  la  legitimidad  del  Derecho  de  captura  aplica- 
do a  la  propiedad  privada  enemiga  en  el  mar^  es  extraor- 
ditiariamente  apetecible  que^  hasta  que  pueda  llegarse  aun 
■acuerdo  entre  los  estados  para  suprimirlo,  esté  subordinado 
su  ejercicio  a  determinadas  modalidades; 

»Consíderando  que  importa  en  alto  grado,  conforme  al 
concepto  moderno  de  que  la  guerra  debe  dirigirse  contra 
los  Estados  y  no  contra  los  particulares,  que  el  Derecho  de 
presas  resulte  únicamente  un  medio  de  coerción  dirigido 
por  un  Estado  contra  otro; 

»Que,  en  ese  orden  de  ideas,  debe  excluirse  todo  bene  - 
ficio  particular  en  provecho  de  los  agentes  del  Estado  que 
ejerce  el  Derecho  de  captura  y  que  las  pérdidas  sufridas  por 
los  particulares  en  razón  de  las  presas  deben  soportarse 
finalmente  por  el  Estado  á  que  pertenezcan; 

]frLa  Delegación  francesa  tiene  el  honor  de  proponer  á  la 
cuarta  Comisión  que  exprese  e!  deseo  de  que  los  Estados 
^ue  ejerzan  el  Derecho  de  captura  supriman  la  parte  atri- 
buida en  las  presas  á  las  tripulaciones  de  tos  buques  cap- 
tores,  y  tomen  las  medidas  necesarias  para  que  las  pérdj* 
das  causadas  por  el  ejercicio  de  ese  derecho  no  queden  en- 
teramente á  cargo  de  los  particulares  cuyos  bienes  hayan 
sido  capturados.^ 

Ese  proyecto  de  voto  fué  objeto  de  una  enmienda  por 
parte  de  la  Delegación  de  Austria -Hungría,  que  tendía  á 
suprimir  la  idea  de  que  la  captura  fuese  un  derecho  y  á 
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privar  de  todo  carácter  imperativo  al  principio  de  la  indem- 
nización. 

338.  La  principal  objeción  que  se  formuló  contra  et 
voto  francés  y  que  se  refería  á  su  consagración  del  Derecho 
de  captura,  quedó  resuelta  y  contestada  en  cuanto  los  De- 
legados franceses  aceptaron^  por  boca  del  Sr.  Renault,  las 
enmiendas  de  Austria-Hungría. 

Quedó  en  pie,  sin  embargo,  la  indicación,  hecha  por  Bél- 
gica, los  Estados  Unidos  y  Rusia,  de  que  esos  puntos  com- 
petían á  la  legislación  interior  de  los  Estados  y,  como  de 
orden  nacional,  debían  corresponder  á  los  Gobiernos  mis- 
mos y  no  á  sus  Delegados  en  la  Conferencia. 

En  cuanto  al  fondo  del  asunto  también  se  dividieron  las 
opiniones,  porque  al  paso  que  los  ingleses  se  inclinaron,  en 
la  sesión  de  7  de  Agosto  de  1907,  á  estimar  ventajoso  el 
sistema  de  la  participación  individual  en  los  resultados  ma- 
teriales de  la  captura,  los  alemanes  y  los  italianos  enten- 
dieron que  el  principio  de  la  indemnización,  cuyas  conse- 
cuencias económicas  no  podían  preveerse  desde  ahora,  era 
una  especie  de  seguro  marítimo  por  parte  del  Estado  y  po- 
día resultar  un  aliciente  para  exponerse  á  ser  capturado. 

339.  Sometidos  separadamente  á  votación  los  dos  ex- 
tremos de  la  proposición  francesa  y  estando  presentes  las 
Delegaciones  de  treinta  y  cuatro  Estados,  se  descompuso 
el  escrutinio  de  este  modo: 

Para  la  supresión  de  las  participaciones  individuales  en 
las  presas,  diez  y  seis  votos  favorables,  cuatro  en  contra  y 
catorce  abstenciones.  Respecto  del  principio  de  la  indemni- 
zación,  siete  votos  en  favor,  trece  en  contra  y  catorce  abs^ 
tenciones. 
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Aunque  algunos  de  los  votos  en  contra  se  debieron  á 
{jartidarios  decididos  ó  enemigos  resueltos  de  la  inviolabi- 
lidad de  la  propiedad  privada  en  la  guerra  marítima  y  no 
pueden  considerarsej  por  lo  tanto,  como  liostiles  en  abso- 
luto á  lo  que  había  de  moraíizador  y  equitativo  en  las  ideas 
de  los  Delegados  de  Francia,  es  indiscutible  que  esc  pro- 
yecto no  quedó  en  condiciones  de  ser  aceptado  por  ía  Con- 
ferencia y  debe  descartarse  como  solución  viable  del  pro- 
blema. 

340^  El  Presidente  de  la  Comisión  Sr,  MartenSj  Dele- 
gado de  Rusia,  intentó  por  su  parte  un  acuerdo  y  propuso 
tiii  voto  en  el  sentido  de  que  las  potencias  representadas  en 
la  segunda  Conferencia  de  la  Paz  declararan  espontánea- 
mente en  caso  de  guerra  futura^  al  comenzar  las  hostilida- 
des, si  estaban  dispuestas  y  en  qué  condiciones  a  renunciar 
durante  esa  guerra  al  Derecho  de  captura. 

Aunque  ningún  Delegado  se  pronunció  inmediatamente 
en  contra  de  ese  proyecto,  bastó  que  por  algunos  se  pidie- 
ra su  impresión  y  distribución  y  que  los  ingleses  asomaran 
ciertos  escrúpulos,  para  que  el  Sr,  Marlens  lo  retirara. 

341,  Así  terminó,  sin  solución  universal  alguna,  el  de- 
bate sobre  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  privada  en  la 
guerra  marítima,  sometido  ní  estudio  de  la  segunda  Confe- 
rencia de  la  PñZ-  Continúa  en  pie,  abierto  á  la  propagan- 
da de  todos  los  intereses  y  ¿  la  acción  de  todas  las  ideas. 
Quizá  cuando  se  reúna  de  nuevo  otra  Asamblea  universal, 
le  imponga  la  opinión  general  y  la  experiencia  de  los  Es- 
tados el  acuerdo  unánime  que  no  pudo  obtenerse  esta  vez 
para  la  abolición  de  la  captura.  Será  una  gloria  que  no  es- 
taba reservada  á  la  Asamblea  mundial  de  1907* 
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Exenciones  de  captura. 

342.  La  proposición  que  presentaron  los  Delegados 
belgas  sobre  el  régimen  de  la  propiedad  privada  en  la  gue- 
rra marítima,  á  que  nos  hemos  referido  en  el  capítulo  an- 
terior, decía  en  el  segundo  de  sus  artículos  lo  siguiente: 

«No  pueden  ser  detenidos  ni  retenidos:  i.°,  los  barcos 
exclusivamente  consagrados  á  la  pesca  costera,  así  como 
los  útiles  y  el  producto  de  la  pesca;  2.°,  los  buques  exclusi- 
vamente afectados  á  un  fín  científico  ó  sometidos^  en  razón 
de  su  carácter  hospitalario,  á  las  disposiciones  del  Conve> 
nio  de  El  Haya  de  29  de  Julio  de  1899.» 

343.  Retirado  ese  proyecto  por  motivos  que  no  tenían 
relación  alguna  con  el  artículo  transcrito,  r  presentó  más 
tarde  la  Delegación  austro-húngara  otro  que  dice  así:  cAl 
igual  de  los  buques  de  pesca  costera,  se  consideran  como 
exentos  de  captura  los  buques  y  barcas  afectados  en  las 
aguas  territoriales  de  algunos  países  al  servicio  de  la  eco- 
nomía rural  ó  al  del  tráfíco  local  pequeño.  Dichos  buques 
y  barcas  sólo  podrán  ser  objeto  de  requisa  contra  indem- 
nización,  conforme  á  las  disposiciones  vigentes  para  la 
guerra  terrestre,  en  el  caso  de  que  lo  exijan  razones  mi- 
litares.» 
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344,  Et  Capitán  Sr.  Ivens  Ferraz  formuló  á  nombre  de 
la  Delegación  portuguesa  un  proyecto  sobre  el  mismo 
asunto,  que  á  continuación  se  transcribe: 

Artículo  primero.  Se  permitirá  á  los  nacionales  de 
un  Estada  beligerante  el  ejercicio  de  la  industria  de  la 
pesca  costera  por  medio  de  aparejos  ó  de  buques  adecua- 
dos á  ese  usoj  en  las  aguas  terrtionales  y  en  la  zona  ha- 
bitual de  pesca  de  las  costas  del  país  á  que  pertenezcan. 

Sin  embargo^  dichos  buques  no  podrán  aproximarse  á 
los  barcos  de  guerra  enemigos  ni  estorbar  de  manera  algu- 
na sus  maniobras  ó  evoluciones  tácticas. 

Art.  3.*  Los  buques  empleados  en  la  pesca  grande, 
así  como  los  que  se  encuentren,  salvo  circunstancias  espe* 
ciales  de  mar  y  de  viento,  fuera  de  las  zonas  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  precedente,  se  considerarán  para  todos  los 
efectos  como  buques  mercantes  enemigos. 

Art.  3.°  Todo  buque  de  pesca  que,  aprovechándose  de 
las  inmunidades  del  art.  t/,  se  haya  puesto  al  servicio  de 
una  escuadra  beligerante  y  tomado  parte  de  ese  modo  en 
las  hostilidades,  será  considerado  como  buque  de  guerra» 

AsfT,  4.*  Cuando  lo  exija  el  resultado  de  una  operación 
militar  inmediata^  los  buques  de  pesca  podrán  ser  retenidos 
por  el  enemigo  durante  cierto  tiempo. 

La  propia  Delegación  de  Portugal  enmendó  más  tarde  en 
el  Comité  de  examen  el  art.  i."*  de  su  proposición,  deján- 
dolo redactado  como  sigue:  «Quedan  exentos  de  captura 
los  buques  dedicados  á  una  operación  de  pesca  costera  en 
en  la  zona  habitual  ó  á  la  pequeña  navegación  costera. 
Dicha  exención  deja  de  ser  aplicable  cuando  sea  de  temer 
una  participación  cualquiera  en  las  hostilidades,  como  la 
negativa  á  obedecer  las  órdenes  de  un  beligerante  que  pro- 
hiba momentáneamente  acercarse  á  cierta  zona^  el  trans- 
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porte  de  contrabando,  el  espionaje  ó  el  hecho  de  estar  ar- 
mado ó  de  tener  á  su  bordo  útiles  ó  señales  que  no  se 
acostumbren  entre  los  pescadores.» 

345.  En  el  Comité  se  presentaron  además  varias  en- 
miendas ligadas  á  la  proposición  austro-húngara.  La  Dele- 
gación de  Noruega  pedía  que  la  indemnización  en  los  casos 
de  requisa  fuera  pagada  al  contado  ó  hecha  constar  por 
documentos,  y  equivaliera  al  valor  íntegro  del  buque  ó 
la  barca,  aumentado  en  un  diez  por  ciento.  Dicha  requisa 
debe  estar  autorizada  por  el  Comandante  de  la  fuerza  naval 
presente. 

Otras  dos  enmiendas  de  las  Delegaciones  japonesa  y 
británica,  tendían  á  prohibir  al  beligerante  que  se  sirva  de 
los  barcos  de  pesca  para  fines  militares,  ocultando  su  na- 
turaleza pacífica  ó  armándolos  para  la  guerra. 

346.  Además,  la  Delegación  de  Italia,  desenvolviendo 
una  idea  enunciada  ante  la  Comisión  por  su  jefe  el  señor 
Conde  Tornielli,  propuso  que  estuvieran  exentos  de  captu- 
ra los  buques  enemigos,  encargados  de  misiones  científicas, 
religiosas  y  filantrópicas.  A  este  efecto,  el  Estado  á  que 
pertenezca  el  buque  debe  notificarlo  al  adversario  para  que 
lo  provea  de  un  salvoconducto  en  que  se  fijen  las  condi- 
ciones de  la  exención  y  tome  las  medidas  necesarias  para 
lograr  que  sea  debidamente  respetada. 

Al  discutirse  esta  enmienda  en  el  Comité  quedó  plena- 
mente aclarado,  con  general  asentimiento,  que  comprendía 
los  buques  de  guerra  al  igual  que  los  mercantes. 

.  347.  Los  autores  dé  las  diversas  proposiciones  formu- 
ladas reconocieron  que  era  un  sentimiento  de  piedad  y 


EXENCIONES  DE   CAPTURA  36 1 

consideración  hacia  las  infelices  víctimas  de  la  captura  de 
los  buques  de  pesca  costera,  lo  que  les  movía  á  consagrar 
por  un  acuerdo  internacional  la  práctica  en  ese  punto  esta- 
blecida de  antiguo.  También  lo  estimó  así  el  primer  Dele- 
gado americano,  Mr.  Choate^  al  recordar  en  la  Comisión 
un  faJlo  del  Tribunal  Supremo  de  los  Estados  Unidos  con 
motivo  de  la  captura  del  PagmU  Habana^ 

348.  No  dejaron  de  suscitarse  por  eso  algunas  dificul- 
tades en  la  Comisión  sobre  los  barcos  de  pesca  que  usan  el 
vapor  ó  emplean  motores  auxiliares  y  sobre  la  posibilidad 
de  fijar  un  tonelaje  máximo  y  una  zona  determinada  fuera 
de  la  cual  pudiera  efectuarse  la  captura.  Pero  nada  de  esto 
se  reglamentój  por  tratarse  de  cuestiones  de  hecho,  extra- 
ordinariamente variables,  que  parece  lógico  subordinar  á 
la  apreciación  circunstancial  de  los  beligerantes. 

También  se  discutió  sobre  la  requisa  y  su  legitimidad  y 
condiciones.  Aunque  una  votación  del  Comité  parecía  in- 
clinar la  opinión  en  sentido  favorable  á  que  este  asunto  se 
decidiera,  diez  votos  contra  tres  y  una  abstención  hicieron 
más  tarde  suprimir  toda  referencia  al  mismo.  Y  cuando  el 
proyecto  se  llevó  á  la  Comisión  el  i8  de  Septiembre  de  1907, 
hizo  constar  la  Delegación  de  Noruega^  á  continuación  de 
cierta^  manifestaciones  de  Suecia  y  Austria,  que  la  cues- 
tión de  la  requisa  quedaba  intacta,  sin  que  la  hubiera  pre- 
juzgado ni  resuelto  el  voto  del  Comité. 

349,     He  aquí  los  términos  del  proyecto  definitivo: 
Artículo  primero.     Están  exentos  de  captura  los  bu- 
ques exclusivamente  dedicados  á  la  pesca  costera  ó  á  ser- 
vicios de  pequeña  navegación  local,  así  como  sus  útiles, 
aparejos,  aparatos  y  cargamento. 
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La  exención  deja  de  serles  aplicable  desde  que  participan 
de  cualquier  modo  en  las  hostilidades. 

Las  potencias  cwrtí  atantes  se  comprometen  á  no  apro* 
vecharse  del  carácter  inofensivo  de  dichos  barcos  para  em- 
plearlos con  un  fin  militar  conservándoles  la  apariencia  pa^ 
cíñca. 

Art.  2.*  Están  igualmente  exentos  de  captura  los  bu- 
ques encargados  de  misiones  científicas,  religiosas  y  filan- 
trópicas. 

350.  Respecto  á  este  último  artículo  hace  constar  el 
informe  del  Comité  que  el  favor  se  otorga  á  condición  de 
que  dichos  buques  no  se  mezclen  en  las  operaciones  de  la 
guerra  y  que  la  especie  de  neutralización  concedida  debe 
subsistir  hasta  el  fin  de  las  hostilidades,  oponiéndose  á  todo 
cambio  de  empleo. 

351.  El  proyecto  últimamente  transcrito  fué  aprobado 
por  unanimidad  en  la  cuarta  Comisión  el  18  de  Septiembre 
de  1907  y  en  la  sesión  plenaría  de  la  Conferencia  el  27  de 
los  mismos  mes  y  año. 

Su  juicio  tiene  que  ser  favorable.  Da  la  forma  conven- 
cional á  una  práctica  humana  y  generosa^  que  no  pierde 
nada  con  que  la  hayan  sancionado  expresamente  en  El  Haya 
casi  todas  las  naciones  del  globo. 
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Tripulación  de  los  buques  mercantes  enemigos 
capturados. 


352.  El  6  de  Julio  de  1907  presentaron  los  Delegados 
de  Inglaterra  á  la  cuarta  Comisión  un  proyecto  que  dice  así: 
€  Cuando  un  beligerante  capture  un  buque  mercante  enemi- 
go, que  navegue  con  un  ñn  puramente  comercial^  no  serán 
hechos  prisioneros  de  guerra  los  individuos  de  la  tripulación 
que  fueren  subditos  ó  ciudadanos  de  potencia  neutraL  Se 
aplicará  también  esta  regla  á  los  oñciales  que  llenen  las 
mismas  condiciones,  si  su  compromiso  es  anterior  á  Ea  aper- 
tura de  las  hostilidades  y  en  el  caso  de  que  prometan  for- 
malmente no  continuar  sirviendo  en  un  buque  enemigo 
mientras  dure  la  guerra.^ 

Rompía  esta  proposición  con  la  práctica  de  antiguo  esta- 
blecida y  llevaba  al  Derecho  de  gentes  una  nueva  reforma 
humanitaria;  pero,  con  cierta  timidez^  limitaba  los  benefí- 
cios  de  la  libertad  incondicional  á  la  tripulación  neutral  del 
buque  mercante  enemigo  y  la  negaba  en  lo  absoluto  á  los 
oñciales  cuando  han  comenzado  su  servicio  después  de  la 
guerra.  Para  otorgársela  en  los  demás  casos  les  exigía  la 
promesa  de  no  continuar  sirviendo,  aun  en  buque  mercante 
enemigo,  en  el  curso  de  las  hostilidades. 
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La  oficialidad  y  la  tripulación  del  buque  mercante  ene- 
migo capturado  que  perteneciera  á  la  nación  del  barco,  que- 
daba, ante  el  silencio  del  proyecto,  sujeta  como  hasta  ahora 
á  la  prisión  de  guerra.  Y  el  único  fundamento  de  esta  prác- 
tica era  el  temor  de  que  esos  individuos  pudieran  servir,  á 
virtud  de  sus  aptitudes  náuticas,  en  la  marina  de  guerra^  Es 
una  nueva  excepción  á  las  reglas  de  la  guerra  terrestre,  en 
la  cual  provocaría  un  movimiento  de  protesta  y  reprobación 
universal  el  intento  de  reducir  á  prisión  los  individuos  pa- 
cíficos del  Estado  enemigo  por  el  temor  de  que  sus  aptitu- 
des para  el  servicio  militar  se  utilicen  alguna  vez  en  el 
ejército. 

353.  De  todas  suertes,  estaba  lanzada  una  buena  idea 
y  la  simiente  prosperó,  tomando  forma  general  y  absoluta 
en  la  siguiente  moción  de  los  Delegados  de  Bélgica:  f  Cuan- 
do un  beligerante  capture  un  buque  mercante  del  enemigo, 
que  navegue  con  un  fin  puramente  comercial,  los  individuos 
de  la  tripulación  no  serán  hechos  prisioneros.  Deben  ser 
desembarcados  en  cuanto  las  circunstancias  lo  permitan  y 
puestos  en  libertad  bajo  palabra  de  no  entrar  en  servicio 
contra  el  beligerante  captor  mientras  duren  las  hostilidades. 
£1  Gobierno  á  que  correspondan  está  obligado  á  no  exigir 
ni  aceptar  de  ellos  servicio  alguno  contrario  á  la  palabra 
empeñada.» 

Aunque  los  términos  de  la  proposición  que  acabamos  de 
transcribir  no  son  enteramente  claros  en  cuanto  á  la  suerte 
de  los  oficiales  del  buque  enemigo  capturado,  la  forma  en 
que  hubo  de  explicarla  el  Sr.  Van  den  Heuvél  en  la  sesión 
de  la  cuarta  Comisión  el  19  de  Julio  de  1907  parece  com- 
prender todos  los  individuos  que  prestan  servicio  á  bordo. 
No  son,  decía  el  notable  orador  belga,  combatientes  ni  auxi« 
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liares,  sino  trabajadores  pacíficos  que  merecen  toda  nuestra 
consideración. 

Los  Delegados  ingleses  aceptaron  el  principio  de  esta 
enmienda,  y  el  asunto  pasó  sin  debate  al  Comité  de  examen 
de  la  cuarta  Comisión. 

354.  Allí  modificó  la  Delegación  británica  su  proyecto 
de  esta  manera:  «Cuando  un  beligerante  capture  un  buque 
mercante  del  enemigo,  que  navegue  con  un  fin  puramente 
comercial,  el  Capitán  y  los  individuos  de  la  tripulación  no 
serán  hechos  prisioneros  de  guerra,  á  condición  de  que  se 
obliguen  bajo  juramento  á  no  prestar  servicio  contra  el  be- 
ligerante captor  mientras  duren  las  hostilidades.  El  indivi- 
duo neutral  de  la  tripulación  debe  comprometerse  á  no  pres- 
tar servicio  á  bordo  de  un  bupue  enemigo  mercante  ó  de 
guerra,  y,  por  el  contrario,  el  individuo  enemigo  de  la  tri- 
pulación debe  comprometerse  á  no  prestar  ningún  servicio 
relativo  á  las  hostilidades  al  Estado  beligerante  de  que  sea 
nacional;  Queda  prohibido  al  Estado  beligerante  emplear 
conscientemente  un  individuo  con  infracción  de  ese  com- 
promiso.» 

Dijo  el  Sr.  Ernest  Satow  ante  el  Comité  el  16  de  Agos- 
to de  1907,  explicando  los  motivos  de  su  nueva  proposición 
que  siendo  en  su  mayor  parte  marineros  las  personas  libe- 
radas por  el  beligerante  captor,  estimaba  conveniente  sus- 
tituir á  la  palabra,  la  obligación  más  solemne  del  jura- 
mento. Agregó  que  debía  hacerse  una  distinción  entre  el 
compromiso  del  neutral  y  el  del  enemigo,  porque  el  servi- 
cio natural  del  primero  consistía  en  seguir  fomentando  el 
comercio  del  beligerante  á  bordo  de  otro  buque,  al  paso 
que  sería  injusto  exigir  á  un  marino  enemigo  que  prescin- 
diera de  todo  servicio  en  buques  mercantes  de  su  propio 
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país,  porque  eso  equivale  á  privarlo  de  medios  de  exis- 
tencia. 

355.  La  navegación  con  fines  puramente  comerciales 
aludida  en  las  proposiciones  británica  y  belga,  motivó  en  el 
Comité  una  serie  de  controversias  y  de  dudas  hasta  encon- 
trar fórmula  lo  bastante  precisa  para  dejar  á  salvo  el  fin  que 
aquellas  frases  perseguían,  sin  caer  en  el  concepto  inglés  de 
los  buques  auxiliares  que  tanto  dificultó  los  trabajos  de  la 
Conferencia,  como  de  otros  capítulos  resulta. 

También  fué  objeto  de  controversia  el  alcance  de  los  ser- 
vicios relativos  á  las  hostilidades,  y  la  exigencia  del  jura- 
mento, en  relación  esto  último  con  las  diversas  nacionali- 
dades y  razas  que  se  sirven  continuamente  de  la  navegación 
marítima.  Asimismo  se  mantuvo  que  no  debía  ponerse  con- 
dición alguna  á  la  libertad  inmediata  de  la  tripulación 
neutral. 

356.  £1  resultado  de  estas  observaciones  fué  una  nueva 
proposición  que  presentaron  unidas  las  Delegaciones  bri- 
tánica y  austro-húngara,  en  los  términos  que  siguen:  cCuan- 
do  un  beligerante  capture  un  buque  mercante  enemigo,  que 
navegue  con  un  fin  puramente  comercial,  los  individuos 
neutrales  de  su  tripulación  uo  serán  prisioneros  de  guerra. 
La  misma  regla  se  aplicará  al  Capitán  y  á  los  oficiales  que 
sean  subditos  ó  ciudadanos  de  uña  potencia  neutral,  en  el 
caso  de  que  prometan  formalmente  por  escrito  no  servir  en 
buque  enemigo  mientras  dure  la  guerra.  El  Capitán,  los 
oficiales  y  los  individuos  de  la  tripulación,  subditos  ó  ciu- 
dadanos enemigos,  no  serán  hechos  prisioneros  de  guerra 
á  condición  de  que  se  obliguen  bajó  promesa  formal  escrita 
á  no  prestar  servicio  alguno  que  se  relacione  con  las  ope- 
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raciones  de  guerra,  durante  las  hostilidades.  Queda  prohi- 
bido al  Estado  beligerante  emplear  conscientemente  á  un 
individuo  liberado  en  las  indicadas  condiciones.» 

Un  debate  sobre  la  navegación  puramente  comercial,  en 
que  esa  frase  quedó  suprimida  por  gran  mayoría,  estuvo  á 
punto  de  envolver  el  fracaso  del  proyecto,  entre  los  temo- 
res británicos  de  que  fuera  necesario  estimar  un  simple  bu- 
que mercante  al  barco  neutral  que  lleve  carbón  para  el 
aprovisionamiento  de  una  flota;  pero  nuevas  discusiones 
permitieron,  con  la  buena,  voluntad  común,  llegar  á  un 
proyecto  definitivo  y  hasta  cierto  punto  satisfactorio. 

357.  He  aquí  dicho  proyecto,  tal  como  fué  aprobado 
unánimemente  en  la  cuarta  Comisión  y  en  la  Conferencia 
en  pleno  respectivamente  el  i8  y  27  de  Septiembre 
de  1907: 

Artículo  primero.  Cuando  un  beligerante  capture  un 
buque  mercante  enemigo,  los  hombres  de  su  tripulación, 
subditos  ó  ciudadanos  de  potencia  neutral,  no  serán  he- 
chos prisioneros  de  guerra. 

La  misma  regla  es  aplicable  al  Capitán  y  á  los  oficiales, 
también  subditos  ó  ciudadanos  de  potencia  neutral,  si  pro- 
meten formalmente  por  escrito  no  servir  en  buque  enemigo 
mientras  dure  la  guerra. 

Art.  2.°  El  Capitán,  los  oficiales  y  los  individuos  de 
la  tripulación  que  sean  subditos  ó  ciudadanos  enemigos, 
no  serán  hechos  prisioneros  de  guerra  á  condición  de  que 
se  obliguen  bajo  promesa  formal  escrita  á  no  prestar  ser- 
vicio alguno  que  tenga  relación  con  las  operaciones  de 
guerra,  mientras  duren  las  hostilidades. 

Art.  3.°  Los  nombres  de  los  individuos  que  queden 
en  libertad  en  las  condiciones  prescritas  por  el  párrafo  se- 
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gundo  del  art.  i.®  y  por  el  art.  2.**,  se  comunicarán  por  el 
captor  al  otro  beligerante.  Queda  prohibido  á  este  último 
emplear  conscientemente  á  dichos  individuos. 

Art.  4.*  Las  disposiciones  precedentes  no  son  aplica  - 
bles  á  los  buques  que  toman  parte  en  las  hostilidades. 

358.  No  puede  criticarse  en  estos  acuerdos  más  que  la 
prohibición  de  que  la  oficialidad  neutral  preste  de  nuevo 
servicios,  durante  la  guerra,  en  buques  mercantes  de  la  na- 
ción enemiga.  Hay  en  eso  una  manifestación  de  la  hostili- 
dad al  comercio  marítimo  en  tiempo  de  guerra  y  de  las 
causas  no  justificadas  que  produjeron  el  fracaso  de  la  in- 
violabilidad de  la  propiedad  privada  enemiga  en  el  mar. 
Con  semejante  prohibición  no  se  ataca  al  Estado  enemigo 
en  sus  propios  recursos^  sino  en  los  medios  de  vida  de 
sus  ciudadanos. 

No  tiene,  sin  embargo,  esta  observación  importancia  su- 
ficiente para  obscurecer  el  progreso  generoso  que  el  pro- 
yecto envuelve.  Fué  una  noble  iniciativa^  coronada  por  un 
buen  resultado  y  una  de  las  conquistas  humanitarias  que 
debe  sumarse  al  activo  de  la  segunda  Conferencia  de 
la  Paz. 
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Derechos  y  deberes  de  los  Estados  neutrales 
en  la  guerra  terrestre. 

359.  Al  formular  la  Conferencia  de  1899  el  Reglamento 
sobre  leyes  y  costumbres  de  la  guerra  terrestre,  incluyó 
en  el  mismo  cuatro  artículos  que  en  rigor  no  corresponden 
al  asunto  y  que  se  agruparon  al  final  en  una  sección  desü  - 
nada  á  los  beligerantes  internados  y  á  los  heridos  que  se 
asistan  en  territorio  neutral. 

Uno  de  esos  artículos,  el  5  7,  determina  que  el  Estado 
neutral  que  reciba  en  su  territorio  tropas  correspondientes 
a  un  ejército  beligerante,  las  internará^  si  fuere  posible,  le- 
jos del  teatro  de  la  guerra.  Podra  guardarlas  en  campa- 
mentos, ó  encerrarlas  en  fortalezas  ú  otros  lugares  apro- 
piados, y  decidirá  si  los  oñciales  han  de  quedar  libres  bajo 
palabra  de  no  salir  del  territorio  neutral  sin  autorización 
previa.  Conforme  al  art.  58,  el  Estado  neutral,  a  falta  de 
convenio  expreso,  proporcionará  a  los  internados,  los  ví- 
veres, vestidos  y  socorros  impuestos  por  humanidad.  Le 
serán  reintegrados,  cuando  se  haga  la  paz^  los  gastos  oca- 
sionados por  la  internación. 

Según  los  artículos  59  y  60,  el  Estado  neutral  puede 
autorizar  el  paso  por  su  territorio  de  enfermos  y  heridos 
Tomo  ruMitü.  34 
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que  correspondan  á  los  ejércitos  beligerantes,  á  condición 
de  que  los  trenes  que  los  transporten  no  conduzcan  perso- 
nal ó  material  de  guerra.  El  Estado  neutral  tomará  con  ese 
objeto  las  medidas  necesarias  de  seguridad  y  de  inspección. 
Los  heridos  y  enfermos  que  pertenezcan  á  una  de  las  par- 
tes beligerantes  y  que  traiga  el  adversario  al  territorio 
neutral,  deberán  ser  guardados  en  éste  de  manera  que  no 
puedan  tomar  parte  nuevamente  en  las  operaciones  mili- 
tares. El  Estado  neutral  tendrá  los  mismos  deberes  en 
cuanto  á  los  heridos  y  enfermos  del  otro  ejército  que  le  sean 
confíados,  debiendo  aplicarse  á  todos  los  internados  en 
esa  situación  el  Convenio  de  Ginebra. 

Hemos  mencionado  estos  artículos  porque  forman  parte 
de  la  nueva  reglamentación  de  los  derechos  y  los  deberes 
de  los  Estados  neutrales  en  la  guerra  terrestre,  establecida 
en  la  segunda  Conferencia,  y  porque  en  tal  sentido  fué  ob- 
jeto uno  de  ellos,  el  57,  de  dos  enmiendas  japonesas,  á  que 
nos  vamos  á  referir  en  seguida. 

He  aquí  el  texto  de  dichas  enmiendas  en  su  redacción 
definitiva,  después  de  modificadas  durante  los  debates  de 
la  segunda  Comisión,  primera  Subcomisión,  el  10  de  Julio 
de  1907:  «I.*,  los  oficiales  ú  otras  personas  correspon- 
dientes á  las  fuerzas  armadas  de  un  beligerante  é  interna- 
dos por  un  Estado  neutral,  no  pueden  ser  puestos  en  li- 
bertad ni  autorizados  para  volver  á  m  país  sino  con  el 
asentimiento  de  la  parte  adversa  y  bajo  las  condiciones 
que  la  misma  estipule,  y  2.",  la  palabra  dada  á  un  Estado 
neutral  por  las  personas  mencionadas  en  d  articulo  ante- 
rior, se  estimará  equivalente  á  la  empeñada  á  la  parte  con- 
traria.» 

Esas  proposiciones  parecieron  al  Comité  de  examen  de- 
masiado retrictivas.  Cuando  una  desgracia  inminente  de 
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fí^milia  ú  otro  hecho  de  índole  análoga  impone  el  deber  hu- 
manitario de  autorizar  á  un  oficial  internado  para  que 
vaya  temporalmente  á  su  país,  no  hay  oportunidad  ni  es- 
pacio suficiente  para  consultar  al  adversario^  ni  tolera  la 
piedad  que  los  Estados  neutrales  inspiren  su  conducta  en 
ia  enérgica  severidad  de  los  beligerantes. 

El  informe  del  Comité,  sin  entrar  en  ese  orden  de  consi- 
deraciones, se  limitó  á  consignar  que  el  caso  eraj  por  su 
índole  excepcional,  de  los  que  no  necesitaban  reglamen- 
tarse en  términos  expresos,  aunque  la  proposición  japonesa, 
inspirada  en  precedentes  modernos,  contenía  una  indica- 
ción útil  para  los  Estados  neutrales  que  quisieran  dejar  á 
salvo  su  responsabilidad. 

Por  fortuna,  el  texto  de  la  reglamentación  de  1899  quedó 
«n  esa  parte  sin  variaciones,  dejando  á  los  países  neutrales 
en  libertad  de  proceder  según  las  circunstancias.  Los 
•cuatro  artículos,  á  que  nos  hemos  referido,  dado  que  á  loa 
otros  tres  no  se  presentaron  enmiendas,  se  completaron 
con  las  nuevas  disposiciones  que  aceptó  sobre  el  particular 
la  segunda  Conferencia  en  cumplimiento  de  uno  de  tos  ex- 
tremos de  su  programa. 

360*  Sirvió  de  base  á  los  acuerdos  adoptados  una  pro- 
puesta de  los  Delegados  franceses,  que  completaron  ó  en- 
mendaron sucesivamente  las  Delegaciones  de  Inglaterra, 
Suiza,  los  Países  Bajos,  Alemania,  Bélgica  y  Dinamarca. 
La  moción  francesa  primitiva  decía  así: 

Artículo  primero.  Un  Estado  neutral  no  puede  ser 
responsable  de  los  actos  de  los  subditos  de  que  se  queje  un 
beligerante,  sino  cuando  tales  actos  se  hayan  realizado  en 
^u  propio  territorio. 

Art.  2.°     Un  Estado  neutral  no  puede  tolerar  en  su  te- 
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rritorio  la  formación  de  cuerpos  combatientes  o  la  apertu— 
ra  de  Oficinas  de  alistamiento  en  provecho  de  un  belige- 
rante. Pero  no  incurre  en  responsabilidad  por  et  hecho  de 
que  alguno  de  sus  subditos  pase  la  frontera  para  ir  á  po- 
nerse al  servicio  de  cualquiera  de  los  beligerantes. 

Art.  3.®  Un  Estado  neutral  no  tiene  el  deber  de  im- 
pedir que  sus  subditos  exporten  armas  y  municiones  y  en 
general  que  proporcionen  á  un  ejército  todo  lo  que  pueda 
serle  útil,  por  cuenta  de  cualquiera  de  los  beligerantes, 

Art.  4.**  Los  prisioneros  que,  habiéndose  evadido  del 
territorio  del  beligerante  que  los  retenía,  lleguen  á  un  país 
neutral,  deben  quedar  en  libertad. 

361.  La  enmienda  de  los  Delegados  ingleses  aceptaba 
los  cuatro  primeros  artículos  de  la  proposición  de  Francia^ 
incluyendo  en  el  último  los  prisioneros  evadidos  del  terri- 
torio ocupado  y  añadiendo  dos  nuevas  reglas.  En  virtud 
de  una,  el  Estado  neutral  queda  obligado  á  impedir  la  ins- 
talación en  su  territorio  de  toda  estación  radlotelegráñca  6 
de  cualquier  otro  aparato  destinado  á  servir  como  medio 
de  comunicación  con  las  fuerzas  beligerantes  marítimas  6 
terrestres.  Por  la  otra,  quedaba  prohibido  el  paso,  a  través 
de  territorio  neutral,  de  tropas,  municiones  y  provisiones  de 
guerra  por  cuenta  de  un  beligerante. 

Los  Delegados  de  Holanda  propusieron  por  una  parte 
que  la  libertad  de  los  prisioneros  que  entraran  en  territorio 
neutral  se  extendiera  á  los  conducidos  por  una  fuerza  ar- 
mada en  los  casos  de  asilo  ó  refugio.  Además  solicitaban 
que  el  material  de  guerra  tomado  al  enemigo  y  conducida 
por  un  ejército  que  se  refugia  en  territorio  neutral,  se  resti- 
tuya al  Estado  á  que  pertenecía  después  que  la  guerra  ter- 
mine. Pretendieron,  por  último,  la  declaración  expresa  de 
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que  no  se  imputaría  como  un  acto  hostil  á  los  Estados  neu- 
trales la  necesidad  de  acudir  á  las  armas  para  cumplir  los 
deberes  que  impone  la  neutralidad. 

Alemania  contribuyó  al  problema  indicando  un  nuevo 
artículo  en  cuya  virtud  el  Estado  neutral  no  queda  obliga- 
do á  prohibir  ó  restringir  el  empleo  de  los  cables  y  telégra- 
fos que  se  encuentren  en  su  territorio,  por  las  partes  beli- 
gerantes, lo  mismo  si  se  trata  de  sos  instalaciones  oficiales 
que  de  las  pertenecientes  á  particulares  ó  compañías.  Cual- 
quiera prohibición  ó  restricción  se  debe  aplicar  indiferen- 
temente á  todos  los  beligerantes. 

Por  parte  de  Suiza,  sobre  algunas  enmiendas  de  forma, 
se  acentuó  la  idea  de  que  el  Estado  neutral  no  está  obli- 
gado á  recibir  los  prisioneros  evadidos  ni  á  tolerar  su  per- 
manencia en  el  territorio.  También  se  referían  en  gran  parte 
Á  la  redacción  las  enmiendas  belgas,  salvo  la  afirmación  de 
que  es  inviolable  el  teiritorio  neutral  y  la  facultad  que  con- 
cedían ai  Estado  neutral  de  dejar  en  liberlad  ó  asignar  una 
residencia  á  los  prisioneros  evadidos. 

Y,  por  ultimo,  la  proposición  de  Dinamarca  establecía 
que  si  un  Estado  neutral  moviliza  sus  fuerzas  militares  á 
ñn  de  preparar  en  tiempo  útil  la  defensa  de  su  neutralidad, 
aunque  no  haya  recibido  todavía  de  los  beligerantes  la  no- 
ticia del  comienzo  de  la  guerra,  no  debe  estimarse  su  con- 
ducta como  un  acto  poco  amistoso  respecto  de  alguna  de 
las  partes  contendientes. 

362,  Con  dichos  antecedentes  procedieron  á  sus  respec- 
tivas tareas  la  Comisión  y  el  Comité.  Se  admitió  por  ambos 
que  no  cabía  formular  el  proyectado  convenio  reñríéodose 
únicamente  á  los  deberes  de  ]os  neutrales^  sino  que  era  ne- 
cesario redactarlo  en  una  forma  que  comprendiera  también 
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á  los  beligerantes  y  que  les  impusiera  en  ciertos  casos  obli- 
gaciones concretas. 

Se  defínió  además  la  responsabilidad  del  Estado  neutral 
eñ  el  sentido  de  que  no  era  dable  exigirla  por  todo  lo  que 
pasa  en  su  territorio  ni  por  nada  de  lo  que  sucede  fuera» 
£1  Japón  quiso  extender  la  responsabilidad  del  Estado  neu- 
tral á  los  países  en  que  ejerza  jurisdicción  ó  protectorado  ó^ 
como  dijo  en  términos  más  amplios  el  Coronel  Borel,  á  que 
su  poder  público  se  extienda.  Dificultades  de  redacción,, 
aparte  de  la  especialidad  de  esos  casos,  hicieron  que  el 
proyecto  definitivo  mencionara  solamente  el  territorio  del 
Estado  neutral. 

A  la  cabeza  de  todos  estos  acuerdos  y  sin  debate  algu- 
no, figuró  la  afirmación  fundamental  de  que  el  territorio  de 
los  neutrales  es  inviolable  para  los  beligerantes,  recordada 
oportunamente  por  la  Delegación  belga. 

363.  Fuera  de  las  líneas  generales  que  el  número  ante- 
rior menciona,  se  establecieron  reglas  sobre  los  actos  líci- 
tos ó  ilícitos  que  pudieran  realizar  los  beligerantes  en  los 
países  neutrales.  Prohibida  sin  discusión  la  existencia  de 
oficinas  de  alistamiento  y  la  formación  de  cuerpos  de  com* 
batientes,  se  consignó  en  cambio  de  una  manera  terminan- 
te que  la  responsabilidad  de  los  Estados  neutrales  no  sur- 
ge del  hecho  de  que  los  individuos  pasen  aisladamente  la 
frontera  para  entrar  al  servicio  de  cualquiera  de  los  beli* 
gerantes. 

Aunque  Alemania  pretendió  con  motivo  de  este  proyec- 
to y  del  relativo  á  los  individuos  neutrales  en  territorio  be- 
ligerante ú  ocupado,  que  se  comprometieran  los  Estados 
combatientes  á  no  aceptar  el  servicio  de  extranjeros  y  á 
prohibirlo  los  Estados  neutrales  respecto  de  sus  subditos^ 
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esa  innovación,  que  rompía  las  prácticas  establecidas  li as- 
ta ahora  y  atacaba  fundamentalmente  la  libertad  indi?i- 
dualj  no  prosperó  en  la  Comisión. 

Esa  mtsrna  idea  del  respeto  del  territorio  neutral  para 
usos  directos  de  guerra,  llevó  á  prohibir  á  los  beligerantes 
que  pasaran  á  través  del  territorio  de  Estados  neutrales  sus 
tropas  ó  sus  convoyes  de  municiones  ó  aprovisionamientos, 
Pero  el  Estado  neutral,  por  la  libertad  del  comercio  y  para 
evitar  que  se  convierta  en  auxiliar  indirecto  de  alguno  de 
los  contendientes,  quedó  exento  por  una  disposición  expre- 
sa, de  toda  prohibición  de  impedir,  por  cuenta  de  cual- 
quiera de  los  beligerantes,  la  exportación  ó  el  tránsito  de 
armas,  de  municiones  y,  en  general^  de  todo  lo  que  pueda 
ser  útil  á  una  flota  ó  á  un  ejército. 

Respecto  á  los  medios  de  comunicación  se  hizo  una  dis- 
tinción tan  racional  como  necesaria.  El  Estado  neutral  no 
tiene  !a  obligación  de  prohibir  ó  restringir  a  los  beligeran» 
tes  el  uso  de  cables  telegráficos  ó  telefónicoSf  ó  de  apara- 
tos de  telegrafía  sin  hilos,  que  sean  de  su  propiedad  ó  per- 
tenezcan á  compañías  ó  particulares;  pero  las  medidas 
restrictivas  ó  prohibitivas  que  adopte,  debe  aplicarlas  uní* 
formemente  á  todos  los  beligerantes^  velando  porque  ha- 
gan lo  mismo  los  particulares  y  compañías.  Este  último 
dio  origen  en  la  Subcomisión  á  una  reserva  de  la  Delega  - 
ción  británica,  que  no  fué  reiterada  ante  la  Conferencia,  y 
el  principio  mismo  de  la  Ubertad  de  las  comunicaciones  se 
aceptó  por  la  Gran  Bretaña  á  condición  de  que  en  el  infor- 
me de  la  Ponencia  se  hiciera  constar  que  la  libertad  de  un 
Estado  neutral  para  transmitir  despachos  por  medio  de  sus 
hilos  telegráficos  terrestres,  de  sus  cables  submarinos  ó  de 
sus  aparatos  radio-telegráfícos,  na  envuelve  la  facultad  de 
usarlos  ó  de  permitir  su  empleo  para  prestar  asistencia  ma- 
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nifiesta  á  alguno  de  los  beligerantes.  Nos  parece  que  esta 
última  reserva  deja  un  tanto  indeciso  y  expuesto  á  dificul- 
tades prácticas  el  contenido  liberal  del  convenio. 

Ai  propio  tiempo,  y  como  otro  de  los  términos  de  la 
distinción  ya  mencionada,  se  prohibió  determinadamente  á 
los  beligerantes:  a),  que  instalen  en  el  territorio  de  los  Es- 
tados neutrales  estaciones  radio-telegráficas  ó  cualquier 
otro  aparato  destinado  á  servir  como  medio  de  comunica* 
ción  con  las  fuerzas  beligerantes  terrestres  ó  marítimas, 
y  b),  que  utilicen  instalaciones  de  ese  género  establecidas 
por  ellos  antes  de  la  guerra  con  fines  exclusivamente  mili- 
tares y  que  no  hayan  sido  abiertas  al  servicio  de  la  corres- 
pondencia pública. 

Esta  letra  b)  que  acabamos  de  transcribir,  motivada  por 
unas  frases  del  primer  Delegado  japonés  en  el  Comité  de 
redacción,  y  objeto  de  una  adición  rusa  que  modificó  á  su 
vez  Inglaterra  de  acuerdo  con  el  Convenio  radio-telegráfico 
de  1906,  se  explica  en  el  informe  presentado  á  la  Confe- 
rencia como  un  medio  de  obtener  que  las  Delegaciones 
británica  y  japonesa  abandonaran  las  reservas  formuladas 
precedentemente  sobre  tres  artículos  del  convenio  proyec- 
tado. Sería  de  apetecer  que  no  provoque  en  lo  futuro  dicho 
inciso  ninguna  dificultad  seria. 

364.  £1  Japón  había  pretendido  que  se  prohibiera  tam  • 
bien  á  los  beligerantes  el  uso  del  territorio  neutral  para  base 
de  aprovisionamientos  ó  depósitos  militares.  Ciertas  obser- 
vaciones muy  acertadas  sobre  la  inutilidad  de  esa  prohibi- 
ción, la  facilidad  de  eludirla  sirviéndose  dé  individuos  par- 
ticulares y  las  complicaciones  á  que  daría  origen  respecto 
del  Estado  neutral,  pesaron  lo  bastante  en  el  ánimo  de  la 
Delegación  japonesa  para  que  no  insistiera  en  su  solicitud. 
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36S.  Hespecto  de  los  prisioneros  de  guerra  evadidos 
que  llegan  á  territorio  neutral,  no  hubo  dificultad  alguna 
en  aceptar  la  regla,  umversalmente  establecida,  de  que  de- 
ben quedar  inmediatamente  en  libertad;  pero  respecto  de 
los  que  trae  consigo  una  fuerza  armada  enemiga  que  busca 
asilo  ó  refugio,  se  promovió  un  empeñado  debate  en  el 
Comité  y  en  la  Comisión. 

Algunos  indicaron  que  dejarlos  en  libertad  absoluta  es- 
taría en  contradicción  con  lo  que  dispone  así  el  art.  59  del 
Reglamento  de  1899  sobre  leyes  y  costumbres  de  la  guerra 
terrestre,  como  del  art,  15  del  Convenio  aceptado  por  esta 
segunda  Conferencia  el  20  de  Julio  de  1907  para  adaptar 
á  la  guerra  marítima  los  principios  del  Convenio  de  Gine^ 
bra  del  año  anterior.  En  ambas  disposiciones  se  previene 
que  los  heridos  ó  enfermos  pertenecientes  á  las  fuerzas  be- 
ligerantes y  evacuados  por  tierra  ó  por  mar  en  el  Estado 
neutral,  con  su  consentimiento,  deben  quedar  bajo  la  guar- 
da de  éste  de  manera  que  no  puedan  tomar  parte  nueva- 
mente, durante  esa  guerra,  en  las  operaciones  militares. 

El  caso  es,  sin  embargo,  distinto.  Cuando  un  Cuerpo  de 
ejército,  acorralado  contra  una  frontera,  entra  en  terri lorio 
neutral  y  rinde  allí  las  armas,  lo  hace  indudablemente  para 
evadir  la  capitulación»  Si  hubiera  optado  por  entregarse, 
es  indudable  que  inmediatamente  quedarían  en  libertad  los 
prisioneros  enemigos  que  tenia  en  su  poder.  ^Cómo  va  á 
consentir  el  Estado  neutral  que  subsista  para  ellos  la  pri- 
sión de  guerra  porque  el  Cuerpo  de  ejército  que  los  retiene 
sustituya  la  rendición  por  ía  entrada  en  su  territorio? 

Equiparando  cosas  tan  diversas  como  la  libertad  huma^ 
na  y  la  propiedad  material,  sostuvo  en  la  Comisión  uno  de 
los  Delegados  rusos  que  la  lógica  de  tal  razonamiento  lle- 
varía á  entregar  también  al  enemigo  victorioso  las  armas 
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y  municiones  del  ejército  refugiado;  pero  la  enorme  dife- 
rencia de  ambas  hipótesis  se  une  á  otros  motivos  que  mili« 
tan  en  apoyo  de  la  libertad  de  esos  prisioneros.  A  más  de 
consideraciones  humanitarias,  es  fácil  comprender  que  los 
Estados  neutrales  no  pueden  ni  deben  permitir  que  una 
fuerza  armada  extranjera,  después  que  ponga  el  pie  en  su 
territorio,  continúe  ejerciendo  allí  los  actos  de  poder  efec- 
tivo y  aun  de  soberanía  que  supone  el  mantenimiento  de 
prisioneros  bajo  su  guarda.  Desde  que  el  ejército  pasa  la 
frontera  y  sale  del  territorio  beligerante,  pierde  todo  dere  • 
clio  y  todo  título  á  la  autoridad  que  ejercía  sobre  ios  ene- 
migos prisioneros,  y  éstos  recobran  ipso  jure  su  libertad. 
Para  que  además  la  recobren  ipso  fado  interviene  la  auto- 
ridad del  Estado  neutral. 

La  Comisión,  sin  más  que  una  reserva  rusa  no  mantenía 
da  ni  reiterada  en  la  sesión  de  la  Conferencia  en  pleno, 
adoptó  el  criterio  favorable  á  los  prisioneros  de  guerra  en 
esa  situación.  Y  respecto  de  todo  prisionero  de  guerra  eva- 
dido ó  liberado  en  territorio  neutral,  reconoció  el  derecho 
del  Estado  á  tolerar  ó  no  su  presencia  y  á  ñjarle  una  resi- 
dencia determinada  si  quiere  continuar  en  el  país. 

366*  £1  material  de  guerra  aportado  por  el  Cuerpo  de 
ejército  que  pasa  la  frontera  neutral  y  que  dicha  Cuerpo 
de  ejército  ha  conquistado  previamente  al  enemigo,  ^áéb^ 
seguir  perteneciendo  al  que  lo  trae^  ó  retenerse  por  el  Es- 
tado neutral  para  entregarlo  á  su  antiguo  dueño  cuando  la 
guerra  termina?  Esta  ultima  solución  fué  preconizada  por 
una  de  las  enmiendas  holandesas,  sin  duda  por  un  criterio 
de  equidad  análogo  al  que  lleva  á  dejar  en  libertad  los 
prisioneros. 

Sin  embargo,  la  situación  es  diferente.  Aparte  de  las  di- 
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ficultades  materiales  que  supone  distinguir  lo  que  pertenece 
de  antiguo  al  ejército  internado  y  lo  que  corresponde  á  su 
enemigo,  importa  no  olvidar  que  el  botín  de  guerra  con- 
fiere á  cada  beligerante  la  propiedad  absoluta  y  sin  restric* 
Clones  del  armamento  y  efectos  militares  que  toma  al  ene- 
migo. El  Estado  neutral  vendna  á  imponer  una  especie  de 
rescisión  de  títulos,  quizá  muy  anteriores  al  momento  en 
que  interviene. 

Hay  otra  consideración  de  puro  Derecho  civil,  que  no 
debe  perderse  de  vista  porque  trasciende  al  orden  interna- 
cional. Aun  para  aquella  legislaciones  en  que  tenga  mayor 
amplitud  la  reivindicación  de  cosas  muebles,  es  una  verdad 
respecto  de  ellas  para  los  terceros  que  la  posesión  equiva- 
le al  título.  Sólo  un  juez  tiene  facultad  suficiente  para  in- 
terponerse entre  los  interesados  y  privar  á  uno  de  ellos  de 
la  posesión,  otorgándosela  al  otro.  No  cabe  que  el  Estado 
neutral  se  atribuya  funciones  judiciales  y  decida  entre  los 
beligerantes  de  los  derechos  de  cada  uno  sobre  el  material 
de  guerra  conquistado.  Una  regla  escrita  sobre  el  caso  en 
estos  convenios  mundiales,  privaría  además  de  toda  liber- 
tad á  las  naciones  contendientes  para  decidir  al  ñnal  de 
una  guerra  sobre  la  suerte  de  ese  material.  Con  razón, 
pues,  desistieron  de  la  enmienda  sus  autores  y  guardaron 
silencio  respecto  del  particular  las  reglas  que  adoptó  la 
Conferencia, 

367,  Tampoco  se  creyó  necesario  incluir  expresamente 
la  propuesta  de  Dinamarca  sobre  movilización  de  fuerzas 
militares  por  un  Estado  neutral.  Se  trata  de  un  derecho 
indudable,  pero  subordinado  en  su  ejercicio  á  circunstan- 
cias políticas  diversas.  Cabe  asimismo  que  la  defensa  de  la 
neutralidad  sirva  de  pretexto  á  una  movilización  con  otros 
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fines.  Era  prudente  no  mencionar  de  un  modo  concreto  esa 
situación,  que  la  Conferencia  pasó  por  alio. 

.  368.  El  resultado  de  las  enmiendas  á  que  nos  hemos 
referido  y  del  estudio  de  los  problemas  anteriormente 
mencionados,  fué  un  proyecto  de  reglamento  sobre  los  de- 
rechos y  deberes  de  los  Estados  neutrales  en  la  guerra  te- 
rrestre, que  la  Conferencia  aprobó  por  unanimidad  y  sin 
reserva  alguna  en  la  sesión  plenaria  de  7  de  Septiembre 
de  1907.  He  aquí  su  texto: 

Artículo  primero.  El  territorio  de  los  Estados  neu- 
trales es  inviolable. 

Art.  2.'  Queda  prohibido  que  los  beligerantes  pasen 
por  el  territorio  de  un  Estado  neutral  tropas  ó  convoyes, 
ya  de  municiones,  ya  de  aprovisionamientos. 

Art.  3."    Queda  prohibido  asimismo  á  los  beligerantes: 

a)  Que  instalen  en  el  territorio  de  un  Estado  neutral 
una  estación  radio-telegraFica  ó  cualquier  otro  aparato  des- 
tinado á  servir  de  medio  de  comunicación  con  las  fuerzas 
beligerantes  terrestres  ó  marítimas. 

b)  Que  utilicen  cualquiera  instalación  de  esa  clase ^  es* 
tablecida  por  ellos  antes  de  la  guerra  en  el  territorio  del 
Estado  neutral  con  un  fín  e:<c]usivamente  militar,  y  que 
no  haya  sido  abierta  al  servicio  de  la  correspondencia  pú  - 
blica. 

Art.  4.*  No  pueden  formarse  cuerpos  de  combatientes 
ni  abrirse  Oficinas  de  alimenlamiento,  en  beneficio  de  un 
beligerante  en  el  territorio  de  un  Estado  neutral. 

Art.  5.°  El  Estado  neutral  no  debe  tolerar  en  su  terri- 
torio acto  alguno  de  los  comprendidos  en  los  artículos  3*^ 
á  4.°  Sólo  está  obligado  á  reprimir  los  actos  contrarios  á 
la  neutralidad,  cuando  se  realizan  en  su  propio  terntorio^ 
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Art.  6.^  Un  Estado  neutral  no  incurre  en  responsabi  - 
lidfld  por  el  hecho  de  que  los  individuos  pasen  aislada- 
mente la  frontera  para  entrar  al  servicio  de  cualquiera  de 
los  beligerantes, 

Aet.  7,"  Un  Estado  neutral  no  está  obligado  á  impedir 
!a  exportación  6  el  tránsito^  por  cuenta  de  cualquiera  de 
los  beligerantes^  de  armas,  de  municiones  y,  en  general^  de 
cuanto  pueda  ser  útil  á  un  ejército  ó  á  una  flota, 

Art.  8/  Un  Estado  neutral  no  está  obligado  á  prohibir 
ó  restringir  el  empleo  por  los  beligerantes,  de  cables  tele- 
gráñcos  ó  telefónicos  que  sean  de  su  propiedad  ó  pertenez- 
can á  compañías  ó  particulares. 

Art,  9,"*  Las  medidas  restrictivas  ó  prohibitivas  que 
tome  el  Estado  neutral  respecto  de  los  casos  comprendidos 
en  los  artículos  7,"  y  8.",  deben  aplicarse  uniformemente  á 
los  beligerantes. 

El  Estado  neutra!  cuidará  de  que  respeten  esta  obliga- 
ción las  compañías  ó  particulares  propietarios  de  cables  te- 
legráficos ó  telefónicos  ó  de  aparatos  de  telegrafía  sin 
hilos. 

Art*  lo»  El  Estado  neutral  que  reciba  prisioneros  de 
guerra  evadidoSj  los  dejará  en  libertad.  Si  tolera  su  perma- 
nencia en  el  territorio,  puede  asignarles  una  residencia* 

Esta  disposición  es  aplicable  a  los  prisioneros  de  guerra 
conducidos  por  tropas  que  se  refugien  en  el  territorio  del 
Estado  neutral. 

Art.  II.  No  puede  considerarse  como  un  acto  hostil 
el  hecho  de  que  un  Estado  neutral  repela^  aun  por  medio 
de  la  fuerza^  los  ataques  á  su  neutralidad. 

369.  Las  reglas  transcritas^  cuya  forma  definitiva  puede 
verse  en  el  apéndice,  aunque  no  constituyan  un  verdadera 
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Código  de  la  neutralidad,  son  de  utilidad  é  importancia  in- 
indiscutibles.  Prescindiendo  de  los  casos  que  omiten  y  que 
pueden  quedar  encomendados  á  Conferencias  futuras,  sien- 
tan principios  generales  reconocidos,  que  no  pierden  nada 
incorporándose  á  tratados  obligatorios,  y  resuelven  con 
claridad  y  buen  sentido  algunos  casos  prácticos  en  que  era 
posible  y  hasta  frecuente  la  controversia. 

Los  Estados  neutrales,  especialmente  cuando  no  son 
grandes  nación  es,  deben  estimarse  satisfechos  cada  vez 
que  se  concretan  sus  deberes  y  sus  facultades  en  un  Con- 
venio internacional.  Dejan  de  estar  á  merced  del  interés  ó 
del  humor  de  ciertas  grandes  Cancillerías  y  no  están  ex- 
puestos á  complicaciones  difíciles  por  la  natural  defensa 
de  su  conducta  ó  de  sus  derechos.  Parten  de  un  texto  que 
obliga  á  todos  y  ante  el  que  todos  deben  inclinarse.  Han 
sustituido  la  codifícación  á  la  arbitrariedad  y  están  como 
los  ciudadanos  en  la  vida  interior,  tanto  más  tranquilos  y 
más  seguros  cuanto  más  completa  y  más  precisa  es  la  ley 
que  los  rige. 

En  este  caso,  además,  no  sentó  la  Conferencia  de  1907 
regla  alguna  que  entrañe  un  retroceso  en  las  prácticas  co  - 
rrientes  ó  lastime  el  interés  ó  los  derechos  de  las  naciones 
débiles.  Hemos  visto  que  se  inclinó  en  los  casos  dudosos 
á  la  solución  más  generosa  y  liberal  y  si  no  ha  obtenido 
siempre  absoluta  claridad  en  sus  disposiciones,  los  debates 
mantenidos  y  el  exacto  y  minucioso  informe  del  ponente  se- 
ñor Borel  proporcionan  por  lo  general  los  elementos  nece- 
sarios para  una  interpretación  segura.  La  opinión  pública 
puede  mostrarse  satifecha  de  esta  codifícación  parcial  de 
los  derechos  y  deberes  de  los  Estados  neutrales  en  la  gue- 
rra terrestre. 


CAPITULO  XXII 


Derechos  y  deberes  de  los  Estados  neutrales 
en  la  guerra  marítima. 

370.  Entre  las  cuestiones  sometidas  al  estudio  de  la 
tercera  Cotnisión  figuraba  el  régimen  de  los  buques  de  gue- 
rra de  ios  beligerantes  en  puertos  y  aguas  neutrales,  y  so- 
bre el  asunto  formularon  sucesivamente  proposiciones  y 
enmiendas  los  Delegados  del  Japón,  España^  Inglaterra, 
Rusia,  Portugal,  Dinamarca  y  el  Brasil, 

De  estos  proyectos  se  distinguía  el  de  la  Gran  Bretaña 
por  su  carácter  general,  ya  que  iba  francamente  ¿  regular 
los  derechos  y  deberes  de  los  Estados  neutrales  en  caso  de 
guerra  marítima  y  comprendía  por  lo  tanto  una  serie  de 
reglas  omitidas  en  ios  demás. 

371*  No  sólo  por  esto,  sino  por  haber  declarado  explí- 
citamente sir  Ernest  Satow  que  el  proyecto  resumía  las 
disposiciones  en  Inglaterra  vigentes^  creemos  útil  reprodu- 
cirlo á  continuación: 

Dice  así: 

I .  El  Estado  neutral  no  está  obligado  a  tomar  medidas 
para  preservar  su  neutralidad  hasta  que  haya  recibido  de 
alguno  de  los  beligerantes  el  aviso  del  comienzo  de  la 
guerra. 
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2.  Todo  beligerante  está  en  la  obligación  de  respetar 
los  derechos  soberanos  de  un  Estado  neutral  y  de  abste  - 
nerse,  en  el  territorio  ó  las  aguas  territoriales  del  mismo, 
de  todo  acto  que  constituya  una  falta  á  la  neutralidad  si 
se  realiza  con  el  permiso  expreso  del  Gobierno  neutral. 

3.  Se  prohibe  á  los  Estados  neutrales  vender  á  una 
potencia  beligerante,  directa  ó  indirectamente,  buques  de 
guerra,  armas^  municiones  ó  cualquiera  otro  material  de 
guerra  que  les  pertenezca. 

4.  El  Estado  neutral  está  obligado  á  hacer  cuanto  le 
sea  posible  para  iihpedir  que  un  beligerante  realice  actos 
hostiles  en  sus  aguas  territoriales. 

5.  El  Estado  neutral  debe  impedir  también,  en  lo  que 
sea  posible,  que  proceda  en  los  límites  de  su  jurisdicción 
un  beligerante  al  armamento  ó  equipo  de  un  buque  de 
guerra  ó  á  la  conversión  en  buque  de  guerra  de  un  buque 
mercante. 

6.  El  Estado  neutral  no  podrá  permitir  á  sabiendas 
que  un  buque  de  guerra  que  se  encuentre  en  su  jurisdicción 
introduzca  á  bordo  oñciales,  hombres  ó  cañones,  ó  aumen  > 
te  en  cualquier  forma  su  valor  como  unidad  de  combate. 

7 .  El  Estado  neutral  tiene  la  obligación  de  usar  de  la 
debida  diligencia  para  impedir  en  sus  aguas  territoriales  la 
construcción,  el  armamento  ó  el  equipo,  sea  total  ó  parcial,, 
de  todo  buque  respecto  del  cual  tenga  motivos  racionales 
para  cieerlo  destinado  á  servir  en  la  marina  de  guerra  de 
una  potencia  beligerante. 

8.  El  Estado  neutral  usará  de  la  debida  diligencia  para 
impedir  que  salga  de  su  jurisdicción  todo  buque  bajo  pa  - 
bellón  mercante  que  tenga  motivos  racionales  para  creer 
destinado  á  servir  en  la  marina  de  guerra  de  una  potencia 
beligerante. 
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9,  El  Estado  neutral  debe  impedir,  en  la  medida  de  lo 
posible,  que  cualquier  parte  de  su  territorio  ó  de  sus  aguas 
territoriales  sirva  de  base  de  operaciones  á  una  flota  beli- 
gerante. 

I  o.  Se  estimará  que  el  territorio  neutral  ó  las  aguas 
territoriales  neutrales  sirv  en  de  base  de  operaciones  á  un 
beligerante,  entre  otros  casos: 

a)  Cuando  se  haya  instalado  en  territorio  neutral  ó  á 
bordo  de  un  buque  en  aguas  neutrales,  una  estación  radio 
telegráfica  ó  cualquiera  otro  aparato  destinado  á  mantener 
la  comunicación  con  los  buques  de  guerra  del  belige- 
rante; 

b)  Cuando' los  buques  beligerantes  se  avituallen  en  las 
aguas  neutrales,  sirviéndose  de  barcos  auxiliares  de  su  flota. 

11.  La  potencia  neutral  debe  notificar  á  todo  buque  de 
guerra  de  un  beligerante,  que  sepa  que  se  encuentra  en  sus 
puertos  ó  aguas  territoriales  al  comenzar  las  hostilidades, 
la  obligación  de  salir  dentro  de  las  veinticuatro  horas. 

1 2.  Una  potencia  neutral  no  debe  consentir  á  sabiendas 
á  un  buque  beligerante  que  permanezca  en  sus  puertos  ó 
aguas  territoriales  por  más  de  veinticuatro  horas,  salvo  en 
los  casos  que  preveen  otros  artículos  de  este  convenio. 

13.  Si  se  encuentran  al  propio  tiempo,  en  el  mismo 
puerto  ó  rada  de  un  neutral,  buques  mercantes  ó  de  guerra 
de  ambos  beligerantes,  el  Gobierno  neutral  no  debe  permi- 
tir al  buque  de  guerra  de  uno  de  los  beligerantes  que  salga 
del  puerto  ó  de  la  rada,  hasta  que  expire  un  plazo  de 
veinticuatro  horas  desde  la  salida  de  un  buque  mercante  ó 
de  guerra  del  otro  beligerante. 

14.  Si  por  cualquier  motivo  un  buque  de  guerra  beli- 
gerante no  abandona  el  puerto  ó  las  aguas  de  una  potencia 
neutral,  después  de  habérsele  avisado  que  debe  salir,  será 

Tomo  primero  25 
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internado  hasta  el  fln  de  la  guerra  por  la  potencia  neutral, 
á  no  ser  que  el  mal  estado  del  mar  lo  haya  retenido. 

15.  Cuando  un  buque  de  guerra  de  un  beligerante  se 
refugie  en  aguas  neutrales  para  escapar  á  la  persecución  del 
enemigo,  incumbe  al  Gobierno  neutral  internarlo  hasta  el 
ñn  de  la  guerra. 

16.  Una  potencia  neutral  no  debe  permitir  á  sabiendas 
que  un  buque  de  guerra  beligerante  que  se  encuentre  en  su 
jurisdicción,  embarque  municiones,  víveres  ó  combustible 
para  salir  al  encuentro  del  enemigo  ó  para  dedicarse  á  ope- 
raciones de  guerra. 

17.  Una  potencia  neutral  no  debe  permitir  á  sabiendas 
que  un  buque  de  guerra  de  un  beligerante  que  se  encuentre 
en  su  jurisdicción,  embarque  municiones,  víveres  ó  combus- 
tibles, sino  en  el  caso  de  que  las  municiones,  víveres  ó 
combustible  existentes  á  bordo  no  le  alcancen  para  llegar 
al  puerto  más  próximo  de  su  propio  país.  La  cantidad  de 
municiones,  víveres  ó  combustibles  embarcados  en  la  Juris- 
dicción neutral  no  debe  exceder  en  caso  alguno  del  com  - 
plemento  necesario  para  permitir  que  gane  el  buque  el  puer- 
to más  próximo  de  su  país. 

18.  Una  potencia  neutral  no  debe  permitir  á  sabiendas 
que  un  buque  de  guerra  de  un  beligerante  que  se  encuentre 
en  su  jurisdicción,  se  provea  de  carbón,  si  lo  ha  tomado  en 
aguas  de  dicha  potencia  neutral  dentro  de  los  tres  meses 
anteriores. 

19. .  Un  Estado  neutral  no  debe  permitir  á  sabiendas  que 
un  buque  de  guerra  beligerante  repare  en  su  jurisdicción  las 
averías  causadas  en  un  combate  con  el  enemigo,  ni  que 
haga,  en  caso  alguno,  reparaciones  que  excedan  de  lo  ne- 
cesario para  navegar. 

20.     Los  marinos  náufragos,  herido  ó  enfermos,  desem- 
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barcados  eri  puerto  neutral  con  el  consentimiento  de  las 
autoridades  locales,  serán  internados  por  el  Estado  neutral 
hasta  el  fin  de  la  guerra,  á  falta  de  acuerdo  en  contrario 
entre  dicho  Estado  neutral  y  los  beligerantes. 

21,  La  potencia  neutral  tendrá  el  derecho  de  tomar  Las 
medidas  que  juzgue  necesario,  por  ejemplo^  retirar  alo- 
nas píelas  esenciales  de  las  máquinas  ó  det  armamento  del 
buque,  á  fin  de  inhabilitarlo  para  hacerse  á  lámar  mientras 
dure  la  guerra. 

22,  Cuando  una  potencia  neutral  interne  un  buque  be- 
ligerante, hará  lo  mismo  con  los  oficiales  y  la  tripulación 
salvo  que  consienta  en  su  repatriación  el  Gobierno  del  otro 
beligerante, 

23,  Los  oficiales  y  la  tripulación  de  un  buque  belige- 
rante internado  por  una  potencia  neutral^  podrán  ser  aloja- 
dos en  tierra  ó  en  otro  buque  y  quedarán  sujetos  á  las  me^ 
didas  restrictivas  que  se  crea  necesario  imponerles. 

24,  Los  gastos  que  se  causen  al  Gobierno  neutral  por 
]a  internación  del  buque  y  el  sostenimiento  ó  repatriación 
de  sus  oíiciales  y  tripulanteSj  le  serán  reintegrados  por  el 
Gobierno  del  país  á  que  el  buque  internado  pertenezca» 

555,  No  podrá  constituirse  Tribunal  alguno  de  presasen 
territorio  neutrat  ó  en  buque  que  se  encuentre  en  aguas 
neutrales. 

26-  Una  potencia  neutral  no  puede  permitir  a  sabiendas 
que  un  beligerante  traiga  una  presa  á  su  Jurisdicción  sino 
en  el  caso  en  que  dicha  presa  esté  falta  de  combustible  ó 
de  provisiones  ó  se  encuentre  en  peligro  por  no  estar  en 
condiciones  para  Ja  navegación  ó  por  el  mal  estado  del  mar- 
La  potencia  neutral  no  permitirá  á  sabiendas  que  una  pre- 
sa embarque  municiones,  combustible  ó  provisiones,  ó  re- 
pare sus  averías,  fuera  del  límite  necesario  para  ganar  el 
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puerto  más  próximo  del  beligerante.  La  potencia  neutral 
debe  notificar  al  buque  apresado  que  tiene  que  salir  tan 
pronto  como  sea  posible,  en  cuanto  haya  terminado  las  re- 
paraciones necesarias. 

27.  La  presa  beligerante  conducida  á  las  aguas  neutra- 
les para  escapar  á  la  persecución  del  enemigo,  será  puesta 
en  libertad  con  los  oficiales  y  tripulación  por  la  potencia 
neutral,  pero  ésta  internará  la  tripulación  que  el  captor  haya 
colocado  á  bordo. 

28.  Cuando  un  barco  sea  capturado  en  aguas  neutrales 
con  violación  de  la  neutralidad,  la  potencia  neutra],  si  la 
presa  está  todavía  en  su  jurisdicción,  debe  ponerla  en  liber- 
tad con  su  tripulación  y  oficiales  é  internar  la  tripulación 
puesta  á  bordo  por  el  captor.  Si  ha  salido  de  la  jurisdicción 
neutral,  dirigirá  una  protesta  al  Gobierno  beligerante  soli- 
citando que  la  presa  sea  puesta  en  libertad  con  sus  oficiales 
y  su  tripulación,  y  el  Gobierno  beligerante  debe  tomar  las 
medidas  necesarias  á  ese  fin. 

29.  Cuando  la  presa  conducida  á  aguas  neutrales  no 
obedezca  la  orden  de  salida  que  se  le  comunique  y  la  de- 
mora no  dependa  del  mal  estado  del  mar,  la  potencia  neu- 
tral debe  ponerla  en  libertad  con  sus  oficiales  y  tripulantes 
é  internar  la  tripulación  instalada  á  bordo  por  el  captor. 

30.  El  Estado  neutral  tiene  el  derecho,  si  lo  juzga  ne- 
cesario, de  prohibir  total  ó  parcialmente  el  acceso  de  sus 
puertos  ó  de  sus  aguas  territoriales  á  los  buques  de  guerra 
ó  á  las  presas,  ó  á  ciertos  buques  ó  á  determinadas  clases 
de  barcos,  de  una  potencia  beligerante,  ya  mientras  dure  la 
guerra,  ya  por  un  plazo  determinado. 

31.  £1  Estado  neutral  no  está  obligado  á  impedir  á  sus 
subditos  que  violen  un  bloqueo  establecido  por  un  belige- 
rante ó  á  estorbar  la  exportación  de  su  territorio  de  artícu* 
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los  de  contrabando;  pero  no  debe  prestarles  auxilio  y  asis- 
tencia para  dichos  fines, 

32,  No  podrá  interpretarse  disposición  alguna  de  las 
contiendas  en  los  artículos  precedentes  en  sentido  de  pro- 
hibir el  simple  paso  por  las  aguas  neutrales  de  un  buque  de 
guerra  ó  auxiliar  de  un  beligerante, 

372,  Las  disposiciones  que  preceden  equivalen  al  des- 
arrollo y  complemento  de  las  tres  Famosas  reglas  del  Trata- 
do de  Washington  de  8  de  Mayo  de  187 1  entre  Inglaterra 
y  los  Estados  Unidos  sobre  las  llamadas  reclamaciones  del 
Alahama.  Conforme  á  dichas  reglas  está  obligado  el  Go^ 
bierno  neutral: 

i,**  A  emplear  la  debida  diligencia  para  impedir  en  su 
jurisdicción  el  armamento  ó  equipo  de  todo  barco  respecto 
del  cual  tenga  motivos  racionales  para  creerlo  destinado  á 
operaciones  hostiles  contra  una  potencia  con  la  cual  esté 
en  paz  y  á  usar  igualmente  de  la  misma  diligencia  para 
estorbar  la  salida  de  su  jurisdicción  de  todo  buque  destina- 
do á  las  precitadas  operaciones  hostiles,  que  haya  sido 
adaptado  dentro  de  ella,  total  ó  parcialmente  á  fínes  miü- 
tares; 

2.**  A  no  permitir  que  alguno  de  los  beligerantes  tome 
sus  puertos  ó  sus  aguas  como  base  de  operaciones  navales 
contra  el  enemigo  ni  se  sirv^a  de  ellos  para  renovar  ó 
aumentar  aprovisionamientos  militares  ó  armamentos  ó  para 
reclutar  fuerzas,  y 

3,**  A  ejercer  en  sus  propios  puertos  y  aguas  toda  la 
diligencia  necesaria  respecto  de  las  personas  que  están  bajo 
su  jurisdicción,  para  impedir  que  se  violen  las  obligaciones 
y  deberes  antes  consignados. 

Las  tres  reglas  de  Washington  que  acabamos  de  citar 
fueron  objeto  de  graves  dificultades  de  interpretación  ante 
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el  Tribunal  arbitral  de  Ginebra,  á  que  estaban  destinadas, 
y  entre  otras  proposiciones  para  su  modificación  deben 
mencionarse  especialmente  las  votadas  por  el  Instituto  de 
Derecho  internacional  en  su  reunión  de  £1  Haya  de  30  de 
Agosto  de  1875,  que  pueden  consultarse  en  la  página  139 
del  tomo  i.*  del  Anuario  correspondiente. 

Uno  y  otro  texto,  el  de  Washington  y  el  del  Instituto, 
parecen  hoy  tan  concisos  como  deficientes  al  comparar- 
los con  las  nuevas  reglas  de  los  Delegados  británicos.  Las 
condiciones  de  los  buques  de  vapor  y  en  general  de  los 
barcos  de  guerra,  así  como  la  nutrida  experiencia  de  lu- 
chas posteriores,  han  dado  una  extensión  considerable  á  los 
derechos  y  deberes  del  Estado  neutral  y  justifican  de  sobra, 
así  la  reglamentación  detallada  del  proyecto  inglés,  como 
la  facilidad  con  que  la  segunda  Subcomisión  de  la  tercera 
Comisión  de  la  Conferencia  se  dispuso,  en  interés  de  la  so- 
ciedad internacional,  á  ensanchar  su  programa  primitivo, 
discutiendo  y  resolviendo,  bajo  la  base  de  esa  propuesta, 
no  solamente  la  situación  de  los  buques  beligerantes  en 
puerto  neutral,  sino  todo  el  complejo  problema  á  que  se  re- 
fiere este  capítulo. 

373.  Varios  oradores  se  esforzaron  en  señalar  los  prin- 
cipios esenciales  á  que  debía  subordinarse  tal  reglamenta- 
ción. Dio  el  ejemplo  el  Presidente  de  la  tercera  Comisión 
Sr.  Conde  de  Tornielii,  afirmando  que  los  debates  debían 
inspirarse  en  estos  cuatro  preceptos  fundamentales:  i.",  el 
reconocimiento  recíproco  entre  las  potencias  contratantes 
de  su  independencia  legislativa  en  cuanto  al  respeto  de  la 
neutralidad;  2.^,  la  aplicación  imparcial  á  todos  los  belige- 
rantes de  la  legislación  que  cada  Estado  dicte;  3.*,  la  re- 
nuncia recíproca  de  los  neutrales  á  introducir  cambios  en 
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SUS  leyes  mientras  subsista  el  Estado  de  guerra  entre  dos 
ó  más  potencias  contratantes,  y  4.',  el  deber  absoluto  de  los 
beligerantes  de  respetar  las  leyes  de  los  neutrales. 

En  la  misma  sesión,  que  se  efectuó  el  27  de  Julio  de 
1907,  dijo  el  Delegado  inglés  sir  Emest  Satow  que  los  neu- 
trales tenían  derecho  á  conocer  los  límites  en  que  les  sería 
permitido  abrigar  ó  aprovisionar  los  buques  de  un  belige- 
rante sin  exponerse  á  quejas  justificadas  del  otro,  y  que  al 
mismo  tiempo  los  beligerantes  tenían  derecho  á  que  se  pre- 
cisara el  trato  que  podían  esperar  de  los  neutrales,  ya  que 
la  incertidumbre  reinante  en  estas  materias  daba  origen  de 
continuo  á  dificultades  y  controversias.  Un  Reglamento  que 
se  ocupara  sólo  de  los  deberes  del  beligerante,  no  respon- 
dería en  su  concepto  á  ese  fin,  porque  importa  precisar  tam- 
bién los  deberes  de  los  neutrales. 

En  otro  punto  de  vista  se  colocó  el  mismo  día  el  emi- 
nente Profesor  francés  Sr.  Renault.  Para  él,  como  para  el 
Conde  de  Tonielli,  debe  buscarse  el  punto  capital  en  el  de- 
recho de  soberanía  del  Estado  neutral  á  que  corresponde 
la  obligación  del  beligerante  de  respetarla,  aunque  haya  de 
concillarse  con  el  deber  del  neutral  de  no  tomar  parte  en 
las  hostilidades.  Es  preciso,  añadía,  respetar  los  derechos 
de  los  Estados  neutrales  descargándolos  de  responsabilida- 
des pesadas  é  inútiles  y  evitando  reglas  cuya  aplicación  de- 
licada exija  una  inspección  rigurosa  y  suscite  dificultades 
entre  las  diversas  potencias. 

El  ilustre  juiisconsulto  ruso  Sr.  de  Martens  no  fué  me- 
nos terminante  y  expresivo  en  la  sesión  de  30  de  Julio  de 
1907.  Hay  que  establecer  un  límite,  decía,  entre  los  dere  - 
chos  y  las  pretensiones  de  los  beligerantes  y  las  obligacio- 
nes que  para  los  neutrales  resultan  del  estado  de  guerra.  No 
tiene  el  neutral  sino  un  solo  deber,  el  de  no  intervenir  en 
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la  guerra,  sin  perjuicio  de  imponer  el  respeto  de  su  sobe- 
ranía y  de  su  independencia.  En  su  opinión  los  derechos 
de  los  neutrales  prevalecen  y  el  punto  de  partida,  debe  ser  la 
soberanía  del  Estado  neutral  en  sus  aguas  territoriales  y  en 
sus  puertos. 

374.  Con  tales  ideas,  autorizadamente  defendidas,  que- 
daba trazada  la  buena  dirección  para  el  proyecto  definiti- 
vo. Era  preciso  abandonar  la  redacción  inglesa  que  co- 
mienza mencionando  casi  siempre  la  obligación  de  los  neut 
trales,  para  sustituirla  por  la  expresión  del  deber  de  los 
contendientes;  cambio  de  forma  de  extraordinario  interés 
en  cnanto  al  fondo  porque  se  basa  en  doctrinas  absoluta, 
mente  contrarías.  Así  lo  entendió  el  Comité  de  examen  en 
el  proyecto  que  vamos  á  estudiar,  siguiendo  el  orden  pro- 
pio de  las  cuestiones  resueltas  y  refiriendo  á  cada  una  de 
ellas  las  más  importantes  controversias  á  que  dio  origen. 

375.  Empieza  dicho  proyecto  aprobado,  por  decir  que 
los  beligerantes  tienen  la  obligación  de  respetar  los  dere- 
chos soberanos  de  las  potencias  neutrales  y  de  abstenerse, 
en  el  territorio  ó  las  aguas  neutrales,  de  todo  acto  que  cons- 
tituya una  infracción  á  la  neutralidad  por  parte  de  la  po  - 
tencia  que  lo  tolere.  De  modo  más  conciso,  porque  allí  no 
era  necesaria  tan  completa  explicación,  afirma  lo  mismo  el 
proyecto  de  convenio  sobre  los  derechos  y  deberes  de  los 
Estados  neutrales  en  la  guerra  terrestre,  con  las  siguientes 
palabras  de  su  art.  i.**:  «El  territorio  de  los  Estados  neu- 
trales es  inviolable.» 

Con  hablar  del  respeto  de  los  derechos  soberanos  se  com- 
prende en  esta  disposición,  así  lo  que  van  desenvolviendo 
los  artículos  posteriores,  como  cualquier  otro  caso  en  ellos 
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no  previsto  que  afecte  á  las  potencias  neutrales  en  el  ínte- 
gro ejercicio  de  su  soberanía.  AI  deber  del  respeto,  que  se 
refiere  esencialmente  á  la  potencia  neutral  y  ni  tiene  ni  ad- 
mite restricción  alguna,  se  une  en  dicho  artículo  la  obliga- 
ción limitada  de  abstenerse  de  cierto  actos. 

¿Como  se  precisan  éstos?  La  fórmula  empleada  definitiva- 
mente difiere  un  poco  de  la  que  usó  en  el  proyecto  inglés  y 
resulta  para  los  beligerantes  más  restrictiva.  Recuérdese 
que  la  proposición  británica  impedía  únicamente  los  actos 
que  constituyeran  una  falta  á  la  neutralidad  en  el  caso  de 
realizarse  con  el  permiso  expreso  del  Gobierno,  al  paso  que 
el  Comité  incluyó  los  que  están  en  las  mismas  condiciones 
por  el  simple  hecho  de  su  tolerancia.  Es  sabido  que  el  Es 
tado  neutral  no  debe  tolerar  el  armamento  de  buques  de 
guerra  en  sus  puertos;  pero  como  eso  no  demanda  autori- 
zación del  Gobierno,  el  beligerante  no  lo  incluiría  entre  las 
cosas  de  que  debe  abstenerse.  Creemos,  sin  embargo,  que 
el  fin  perseguido  por  la  Delegación  inglesa  era  idéntico  al 
del  Comité  y  que  el  mérito  de  éste  consistió  en  hallar  para 
ideas  comunes  una  redacción  más  comprensiva  y  feliz. 

376.  Como  la  soberanía  del  Estado  sobre  sus  aguas  te- 
rritoriales envuelve  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  propia  y 
es  naturalmente  incompatible  con  el  de  todo  poder  extran- 
jero, la  primera  consecuencia  que  se  deriva  del  deber  im- 
puesto á  los  beligerantes  de  respetar  los  derechos  sobera- 
nos, de  las  potencias  neutrales,  es  que  no  pueden  realizar 
en  las  aguas  territoriales  de  estas  últimas  los  actos  de  gue- 
rra marítima  qne  se  les  permiten  en  sus  propias  aguas,  así 
como  en  las  del  adversario  y  en  el  alta  mar. 

De  esta  obligación  del  respeto  y  no  del  deber  de  absten- 
ción que  el  art.  i.®  define,  surge,  por  lo  tanto,  la  prescrip- 
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ción  del  art.  2.®  del  proyecto  votado,  en  cuya  virtud  todo 
acto  de  hostilidad,  incluso  la  captura  y  el  ejercicio  del  De- 
recho de  visita,  realizado  por  buques  de  guerra  beligeran- 
tes en  las  aguas  territoriales  de  una  potencia  neutral,  cons- 
tituye una  violación  de  la  neutralidad  y  queda  estrictamen- 
te prohibido. 

No  dice  el  convenio  cuáles  son  las  consecuencias  de  esos 
actos  hostiles  como  un  combate  naval  ó  el  ejercicio  del  De- 
recho de  visita,  cuando  se  realicen  en  las  aguas  neutrales. 
AI  contrario,  las  ha  consignado  expresamente  en  el  art  3/ 
respecto  de  la  captura.  ^Por  qué  esta  diferencia?  Responde 
sin  duda  á  que  el  ejercicio  del  Derecho  de  presas  produce 
consecuencias  materiales  que  pueden  borrarse  en  la  misma 
forma  dejando  sin  efecto  la  captura,  al  paso  que  otras  vio- 
laciones de  la  neutralidad  en  las  mismas  aguas  no  lesionan 
comúnmente  el  interés  de  los  particulares  ni  se  traducen  en 
la  ocupación  material  de  propiedad  privada.  Basta  con  que 
el  Estado  neutral  evite  esos  actos  mientras  se  consuman,  si 
tiene  de  ellos  noticia  y  está  en  aptitud  de  lograrlo,  ó  con 
que  reclame,  en  la  hipótesis  contraria,  por  la  vía  diplomá- 
tica las  satisfacciones  morales  á  que  tiene  derecho.  No  se 
excluye  con  ello  la  posibilidad  de  daños  materiales  cuya 
reparación  se  exija,  pero  que  no  habrán  constituido  ni  el 
objeto  de  la  operación  militar  ni  el  ñn  más  importante  de 
la  reparación  demandada. 

En  cuanto  á  las  consecuencias  de  la  captura  dispone  el 
art.  3.®  que  cuando  un  buque  haya  sido  capturado  en  las 
aguas  territoriales  de  una  potencia  neutral,  esta  última  debe 
emplear  los  medios  de  que  disponga,  mientras  la  presa  se 
encuentre  en  su  jurisdicción,  para  que  sea  puesta  en  liber- 
tad con  sus  oficiales  y  tripulantes  y  para  internar  la  tripu- 
lación que  el  captor  haya  puesto  á  bordo.  Si  la  presa  está 
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ñiera  de  la  jurisdicción  déla  potencia  neutral,  el  Gobierno 
captor  debe  dejarla  en  libertad,  con  su  oficiaíidad  y  tripu- 
lación, ¿  petícióa  de  aquélla. 

Obsérvese  ante  todo  que  este  precepto  limita  las  faculta- 
des coactivas  del  Estado  neutral  á  sus  aguas  jurisdicciona- 
les, reconociendo  que  el  alta  mar  no  tolera  poderes  ó  facul- 
tades de  una  nación  sobre  otra.  Lo  que  en  las  aguas  pro- 
pias es  un  acto  natural  de  soberanía,  tendría  que  interpre- 
tarse en  el  mar  libre  como  una  operación  de  guerra. 

Por  lo  demás^  el  informe  del  Sr.  Renault  indica  que  no 
bay  contradicción  alguna  entre  ese  art.  3.°  y  la  facultad 
concedida  ¿  la  potencia  neutral  para  acudir  ante  el  Tribu- 
nal internacional  de  presas^  según  el  convenio  que  organU 
za  este  último*  «En  ciertos  casosi»,  dice  la  ponencia,  «el 
Estado  neutral  no  podrá  elegir.  Por  ejemplo,  si  el  Estado 
captor  no  es  signatario  del  convenio  sobre  el  Tribunal  de 
presas,  el  neutral  no  dispone  más  que  de  la  representación 
diplomática,  y  lo  mismo  sucede  si  este  último  no  es  tampoco 
de  los  signatarios*  La  alternativa  no  existe  sino  cuando  las 
dos  naciones  interesadas  están  adheridas  al  convenio.  La 
potencia  neutral  hará  en  ese  casólo  que  quiera.  Aunque  no 
desee  iniciar  una  reclamación  diplomática  propiamente  di- 
cha, comunicará  el  hecho  al  Estado  captor,  que  tal  vez 
ponga  la  presa  en  libertad  para  evitarse  diñcultades  ulte^ 
rieres  diplomáticas  ó  judiciales.» 

377.  Otra  consecuencia  del  respeto  que  merecen  loa 
derechos  soberanos  de  la  potencia  neutral,  es  la  prohibi- 
ción al  beligerante  de  constituir  Tribunales  de  presas  en 
territorio  neutral  ó  en  buques  que  se  encuentren  en  aguas 
de  la  misma  clase.  Así  lo  dispone  el  art*  4.'*  del  convenio 
aprobado,  reproduciendo  una  práctica  antigua  que  desean- 
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sa  en  el  hecho  natural  de  que  un  Estado  no  tolere  el  ejer- 
cicio por  otro  de  funciones  judiciales  dentro  de  los  límites 
á  que  alcanza  su  poder  propio.  La  única  excepción  acor- 
dada por  la  misma  Conferencia,  será  el  Tribunal  interna- 
cional de  presas;  pero  se  trata  de  una  institución  que  no 
va  á  depender  en  cuanto  al  origen  de  sus  poderes  juris- 
diccionales de  nación  determinada  y  que  cuenta  con  el 
asentimiento  de  casi  todas  para  organizarse  y  funcionar 
en  una. 

378.  El  art.  5.^  prohibe  á  los  beligerantes  servirse  de 
los  puertos  y  aguas  neutrales  como  base  de  operaciones 
navales  contra  sus  adversarios,  y  especialmente  instalar  en 
ellos  estaciones  radio-telegráficas  ó  cualquier  aparato  des- 
tinado á  servir  de  medio  de  comunicación  con  las  fuerzas 
beligerantes  de  mar  ó  tierra. 

La  regla  enunciada  es  tan  justa  que  sólo  cabe  pregun- 
tarse frente  á  ella  si  ha  sido  feliz  su  redacción.  Los  apara- 
tos radio-telegráficos  se  mencionan  como  ejemplo  saliente 
y  para  que  guarde  concordancia  este  precepto  con  el  del 
art.  8.**  del  convenio  sobre  derechos  y  deberes  de  los  neu- 
trales en  la  guerra  terrestre;  pero  no  disminuyen  en  nada 
el  alcance  y  sentido  de  la  regla  general  con  que  el  artículo 
comienza.  Las  palabras  «base  de  operaciones»  tienen  una 
acepción  técnica  bastante  comprensiva  y  están  abonadas 
por  una  serie  de  precedentes.  Nosotros  hubiéramos  prefe- 
rido, sin  embargo,  la  referencia  á  los  cfínes  militare3  de 
cualquier  índole»,  según  los  términos  de  una  proposición 
que  presentaron  los  Delegados  japoneses.  De  todas  mane- 
ras, comunica  á  la  disposición  claridad  suficiente  el  hecho 
de  ser  un  mero  desarrollo  de  la  segunda  afirmación  que 
contiene  el  art.  i.**  Se  trata  de  todos  los  actos  que,  reali- 
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zidos  con  la  tolerancia  de  la  potencia  neutral,  envuelvan 
respecto  del  otro  beligerante  una  infracción  de  la  neu- 
tralidad» 

379,  Contiene  después  el  proyecto  en  sus  artículos  6.° 
y  8,**  la  imposición  de  dos  deberes,  relacionados  entre  sí^ 
á  los  Estados  neutrales.  El  primero  de  dichos  artículos 
veda  la  entrega  por  cualquier  título,  directa  ó  indirecta,  á 
una  potencia  beligerante,  de  buques  de  guerra^  municiones 
ó  material  militar  de  cualquier  clase.  El  segundo  declara 
que  el  Gobierno  neutral  está  obligado  á  emplear  todos  los 
medios  de  que  disponga  para  impedir  en  su  jurisdicción  el 
armamento  ó  equipo  de  un  buque  respecto  del  cual  tenga 
motivos  racionales  para  creerlo  destinado  á  concurrir  á 
operaciones  hostiles  contra  una  potencia  con  la  cual  esté 
en  paZf  así  como  á  emplear  la  misma  vigilancia  para  im- 
pedir que  abandone  su  jurisdicción  todo  buque  cuyo  fin  sea 
el  indicado  y  que  dentro  de  dicha  jurisdicción  haya  sido 
adaptado  parcial  ó  totalmente  para  ñnes  militares* 

No  necesitan  estas  disposiciones  comentarios,  porque 
son  suficientemente  claras  y  su  redacción  ha  respondido  á 
un  trabajo  laborioso  del  Comité,  con  satisfactorio  resulta- 
do. Basta  indicar  por  vía  de  ilustración  respecto  de  los 
mismos  que  la  Delegación  brasileña,  que  hizo  ante  la  Sub- 
comÍEión  un  importante  y  minucioso  estudio  de  algunas  de 
esías  cuestiones,  pretendió  que  se  autorizara  U  salida  para 
un  beligerante  de  los  buques  que  tuviera  encargados  y  en 
construcción  seis  meses  por  lo  menos  antes  del  comienzo 
de  las  hostilidades.  Se  opuso  a  esa  enmienda  la  Delegación 
argentina,  y  fué  rechazada  en  el  Comité  de  examen  por 
siete  votos  contra  dos  y  cinco  abstenciones.  Los  dos  aspec- 
tos del  problema  se  expusieron  en  interesantes  discursos 
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ante  la  Subcomisión  y  la  Comisión  por  los  Sres.  Drago  y 
Barbosa. 

380.  La  libertad  del  comercio  neutral  para  lo  que  no 
se  reñere  á  la  construcción,  armamento  y  equipo  de  bu- 
ques en  los  puertos  y  aguas  del  Estado  ó  al  transporte  de 
contrabando  en  alta  mar,  es  cosa  definitivamente  admitida 
por  las  prácticas  modernas.  No  las  innova  el  art.  yj"  decla- 
rando que  una  potencia  neutral  no  está  obligada  á  impedir 
la  exportación  y  el  tránsito,  por  cuenta  de  cualquiera  de 
los  beligerantes,  de  armas,  de  municiones  y,  en  general,  de 
todo  lo  que  pueda  ser  útil  á  un  ejército  ó  a  una  flota. 

381.  La  neutralidad  de  una  potencia  no  se  compromete 
con  el  simple  paso  por  sus  aguas  territoriales  de  los  buques 
de  guerra  y  de  las  presas  de  los  beligerantes,  según  el  ar  • 
tículo  io.<* 

Una  regla  tan  sencilla  y  de  tan  generalizada  aceptación, 
originó,  sin  embargo,  dificultades  y  dudas  por  parte  de  las 
Delegaciones  de  los  Estados  Unidos  y  el  Japón.  Turquía 
se  creyó  también  obligada  á  recordar  las  disposiciones  es  - 
pedales  á  que  están  sujetos  los  Dardanelos  y  el  Bosforo 
como  parte  integrante  del  territorio  otomano,  para  que  no 
se  estimara  aplicable  á  dichos  estrechos  el  articulo  men- 
cionado. 

382.  Como  según  el  undécimo  las  potencias  neutrales 
pueden  dejar  que  se  sirvan  los  buques  de  guerra  de  sus 
pilotos  oficiales,  tampoco  se  entenderá  comprometida  la 
neutralidad  por  esa  concesión,  que  responde  unas  veces  á 
imposición  del  Estado  mismo  y  otras  á  conveniencia  ó 
seguridad  para  el  buque,  lo  mismo  á  la  entrada  de  los 
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puertos  que  durante  la  navegación  por  cienos  lugares  ó 
costas. 

3S3.  Para  todo  Ío  que  se  reflere  á  la  admisión  de  bar- 
cos enemigos  en  aguas  ó  puertos  territoriales,  establece  el 
art  9*°  una  regla  general  y  dos  excepciones.  Consiste  la 
primera  en  decir  que  una  potencia  neutral  debe  aplicar  por 
igual  a  todos  los  beligerantes,  las  condiciones,  restriccio- 
nes ó  prohibiciones  que  haya  establecido  en  lo  que  se  re- 
ñera á  la  admisión  en  sus  puertos,  radas  ó  aguas  territoria- 
les, de  los  buques  de  guerra  beligerantes  ó  de  sus  presas. 
Este  criterio  de  la  igualdad  de  trato  para  todos  los  conten^ 
dientes  es  de  la  esencia  misma  de  la  neutralidad,  así  ma- 
rítima como  terrestre,  y  pudo  redactarse  en  términos  más 
generales,  aplicándolo  á  todas  las  disposiciones  del  pro- 
yecto que  envolvieran  acción  ü  omisión  por  parte  del  Es- 
tado neutral. 

Los  dos  casos  exceptuados  responden  a  una  cláusula 
penal  y  se  inspiran  en  consideraciones  de  lodo  punto  equi^ 
tativas.  La  potencia  neutral  puede  negar  el  acceso  á  sus 
puertos,  radas  ó  aguas  territoriales  al  buque  beligerante 
que  haya  dejado  de  conformarse  á  las  órdenes  y  prescrip- 
ciones dictadas  por  ella  ó  que  haya  violado  la  neutralidad. 
Entendemos  que  esta  sanción  no  alcanza  hasta  Impedir  et* 
paso  inocente  á  lo  largo  de  la  costa  y  que,  de  otra  parle, 
ha  de  comprender  á  los  buques  apresados,  aunque  no  se 
hayan  mencionado  expresamente,  contra  io  que  sucede  en 
el  párrafo  primero  de  dicho  art.  g,^ 

Hay  otra  excepción  que  resulta  indirectamente  del  ar- 
tículo 15.  Según  este  último^  á  falta  de  disposiciones  espe- 
ciales en  la  legislación  de  la  potencia  neutral,  el  número 
máximo  de  buques  de  guerra  de  un  beligerante  que  podrá 
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encontrarse  al  mismo  tiempo  en  uno  de  sus  puertos  ó  ra- 
das, será  de  tres.  De  modo  que  tan  pronto  como  hayan  en- 
trado tres  buques  de  un  mismo  beligerante,  podrá  negar  la 
potencia  neutral  el  acceso  de  ese  puerto  á  los  demás  que 
lo  pretendan.  Como  esta  disposición  responde  al  interés 
del  neutral,  y  no  del  beligerante,  parece  claro  que  en  el 
caso  de  una  alianza  militar  entre  varias  naciones,  estará  el 
cómputo  lleno  cuando  hayan  entrado  en  el  puerto  ó  la  rada 
tres  buques  aliados.  Creemos  también  que  para  ese  fin  no 
pueden  contarse  las  presas,  ai  contrario  de  lo  que  hemos 
dicho  en  relación  al  párrafo  segundo  del  art.  9.*,  porque 
no  concurren  aquí  los  motivos  en.  que  aquella  interpreta- 
ción descansaba. 

384.  ^Para  qué  sirve  á  los  buques  de  guerra  la  entrada 
y  permanencia  en  puertos,  radas,  etc.,  ó  aguas  del  neutral? 
En  ninguno  de  esos  lugares  será  lícito  que  renueven  ó 
aumenten  sus  aprovisionamientos  militares  ó  armamentos 
ó  que  completen  su  tripulación,  dice  el  art.  18. 

Frente  á  esta  prohibición  absoluta  deben  mencionarse 
las  restricciones  condicionales  ó  relativas  que,  sólo  para  los 
puertos  y  las  radas,  mencionan  los  artículos  17  y  19.  Con- 
forme al  primero,  los  buques  de  guerra  beligerantes  no  po- 
drán reparar  allí  sus  averías  sino  en  la  medida  indispensa- 
ble para  la  seguridad  de  la  navegación  y  sin  acrecer  en 
modo  alguno  su  fuerza  militar.  La  autoridad  neutral  com  - 
probará  la  naturaleza  de  las  reparaciones,  que  deben  efec- 
tuarse lo  más  rápidamente  posible. 

El  art.  19  previene  que  los  buques  de  guerra  beligerantes 
no  pueden:  i.°,  avituallarse  en  puertos  y  radas  neutrales 
sino  para  completar  su  aprovisionamiento  normal  de  tiem- 
po de  paz,  y  2.°,  tomar  combustible  sino  para  ganar  el 
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puerto  más  próximo  de  su  país,  ó  para  completar  la  ca  - 
bida  de  sus  carboneras  propiamente  dichas  cuando  se  en- 
cuentren en  países  neutrales  que  hayan  adoptado  esta 
regla.  Envuelve  la  disposición  precitada  una  fórmula  tran- 
saccional  entre  criterios  opuestos,  que  nos  parece  equi- 
tativa. 

Hay  un  caso,  no  obstante,  en  que  es  absoluta  la  prohibi- 
ción á  que  el  art.  19  se  contrae.  De  acuerdo  con  el  20,  los 
buques  de  guerra  beligerantes  que  hayan  tomado  combus- 
tible en  ün  puerto  de  potencia  neutral,  no  pueden  renovar 
su  aprovisionamiento  sino  tres  meses  después  en  cualquier 
puerto  de  la  misma  potencia.  Esta  regla,  de  origen  absolu- 
tamente británico,  se  habrá  convertido  en  principio  general 
del  Derecho  de  gentes  si  el  proyecto  que  la  contiene  llega 
á  ser  ratiñcado;  pero  no  huelga  hacer  constar  que  en  el 
Comité  votaron  contra  ella  Alemania,  el  Brasil  y  Francia, 
y  se  abstuvieron  Dinamarca,  Noruega,  Países  Bajos,  Rusia, 
Suecia  y  Turquía. 

385.  El  tiempo  que  un  beligerante  pueda  tener  estacío^ 
nados  sus  buques  en  aguas  neutrales  se  ha  discutido  mucho 
entre  los  tratadistas,  y  fué  objeto  de  grandes  comentarios 
y  polémicas  durante  la  guerra  ruso- japonesa.  No  es  extraño, 
por  consiguiente,  que  se  pronunciaran  sobre  el  caso 
opiniones  divergentes  entre  los  Delegados  á  la  Confe- 
rencia. 

Los  de  Inglaterra,  á  quienes  se  debe  la  regla  de  las 
^  veinticuatro  horas,  observaron  en  la  sesión  de  la  Subcomi- 
sión de  I.*  de  Agosto  de  1907  que  dicha  medida  es  estric- 
tamente conforme  á  lo  que  exigen  la  neutralidad  y  la  gue* 
rra  marítima  de  los  que  no  quieran  tomar  una  parte  siquie- 
ra indirecta  en  las  hostilidades,  porque  el  buque  enemigo 
Tomo  primero  ^ 
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convierte  de  hecho  al  puerto  neutral  en  una  base  de  sus 
operaciones  de  guerra  cuando  lo  utiliza  durante  un  plazo 
más  largo  para  cualquier  objeto  marítimo. 

La  Delegación  alemana  había  propuesto  un  sistema  mix- 
to, que  resumió  en  la  enmienda  siguiente: 

a)  Queda  prohibida  á  los  buques  beligerantes  la  per- 
manencia en  los  puertos  y  radas  ó  en  las  aguas  territoria- 
les del  Estado  neutral,  situados  en  la  proximidad  inmediata 
del  teatro  de  la  guerra,  durante  más  de  veinticuatro  horas, 
salvo  en  los  casos  previstos  por  este  convenio. 

h)  A  falta  de  otras  disposiciones  especiales  de  la  ley 
del  Estado  neutral,  no  tiene  límite  la  permanencia  de  los 
buques  de  guerra  de  los  beligerantes  en  los  puertos  y  radas 
qne  estén  fuera  del  teatro  de  la  guerra.  Sin  embargo,  el  be  - 
ligerante  está  obligado  á  sujetarse  a  las  condiciones  ordi- 
narias de  la  neutralidad  y  á  las  disposiciones  que  el  Estado 
neutral  crea  necesarias.  Tatnbién  queda  obligado  á  salir  si 
el  Estado  neutral  se  lo  ordena. 

Contra  esta  transacción,  que  concilia  la  regla  británica  de 
las  veinticuatro  horas  y  el  criterio  francés  del  tiempo  ili  - 
mitado,  expusieron  las  Delegaciones  de  Inglaterra  y  del 
Japón  varios  argumentos  de  orden  práctico,  que  tendían  á 
demostrar  sus  difícultades,  así  como  la  situación  ventajosa 
que  podría  crear  á  un  beligerante  y  los  peligros  que  entra- 
ñaba para  las  relaciones  pacíficas  del  Estado  neutral.  En 
efecto,  este  último  tendría  que  aplicar  en  cada  momento 
un  criterio  diferente  á  los  buques  de  guerra  de  un  belige- 
rante según  la  proximidad  ó  la  ausencia  de  los  buques 
enemigos  y  quedaría  expuesto  á  todas  las  reclamaciones  y 
dificultades  de  unos  y  otros  que  nacerán  siempre  de  una 
regla  internacional  cuya  aplicación  esté  subordinada  al 
juicio  que  una  nación,  tal  vez  la  más  débil,  haya  de  formar 
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sobre  circunstancias  de  hecho,  que  importan  de  modo  ex- 
traordinario á  los  beligerantes. 

No  es  extraño,  pues,  que  sometida  la  propuesta  alemana, 
á  la  Comisión  el  4  de  Octubre  de  1907,  no  reuniera  más 
que  diez  votos  favorables  contra  once  negativos  y  veinte 
abstenciones  al  paso  que  la  redacción  propuesta  por  el  Co. 
mité,  en  que  ya  habían  sido  materia  de  amplio  debate  las 
ideas  alemanas,  reunió  treinta  votos  en  pro  y  ninguno  en 
contra,  con  diez  abstenciones  y  una  reserva.  Esta  última 
fué  la  de  Alemania. 

El  artículo  votado  dice  así:  cA  falta  de  disposiciones  es- 
peciales de  la  legislación  de  la  potencia  neutral^  queda 
prohibido  á  los  buques  de  guerra  de  los  beligerantes  !a 
permanencia  durante  más  de  veinticuatro  horas  en  los 
puertos  y  radas  y  en  las  aguas  territoriales  de  dicha  poten- 
cia, fuera  de  los  casos  previstos  en  el  presente  convenio.» 

No  establece  el  precepto  copiado  una  regla  general  y 
uniforme  para  todos  los  países,  lo  cual  hubiera  sido  muy 
difícil  frente  á  la  oposición  fundamental  de  Inglaterra  y  de 
Francia,  traducida  en  hechos  prácticos  recientemente  con 
motivo  de  la  guerra  ruso -japonesa.  No  obstante,  como  la 
mayoría  de  las  naciones  prefiere  la  regla  sencilla  y  clara 
<le  las  veinticuatro  horas,  es  indudable  que  esa  disposición 
convencional  llegará  á  tener  una  generalidad  extraordi- 
naria. 

Es  lamentable  que  la  primera  frase  del  art.  12  presente 
cierta  vaguedad,  en  cuanto  no  determina  si  las  disposicio- 
lies  especiales  de  la  legislación  nacional  han  de  ser  ante- 
riores áeste  convenio,  ó  pueden  dictarse  con  postenondad 
^1  mismo,  suprimiéndose  en  cualquiera  oportunidad,  por  el 
<leseo  unilateral  de  alguna  nación  contratante,  el  efecto  de 
la  regla  de  las  veinticuatro  horas.  Tampoco  está  aclarado 
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si  esas  disposiciones  especiales  pueden  ó  no  dictarse  por 
el  Estado  neutral  en  el  curso  de  una  guerra. 

El  art.  13  complementa  para  un  caso  especial  la  dispo- 
sición referida,  determinando  que  si  una  potencia,  adver- 
tida del  comienzo  de  las  hostilidades^  sabe  que  se  encuen  - 
tra  en  uno  de  sus  puertos  ó  radas  un  buque  de  guerra  de 
cualquiera  de  los  beligerantes,  debe  comunicarle  que  tiene 
que  salir  dentro  de  las  veinticuatro  horas  ó  dentro  del  plazo 
que  señale  la  ley  local. 

386.  El  proyecto  del  Comité  completaba  la  regla  de  las 
veinticuatro  horas  para  los  países  que  la  acepten,  estable- 
ciendo que  el  aprovisionamiento  y  la  toma  de  combustible 
no  dan  derecho  á  prolongar  la  duración  legal  de  la  perma-- 
nencia.  Ese  punto  no  quedaba^  en  consecuencia,  subordi- 
nado nunca  al  derecho  nacional,  sino  establecido  por  ur^ 
convenio  internacional,  y  la  regla  de  las  veinticuatro  ho- 
ras adquiría  una  fíjeza  absoluta.  Los  Delegados  rusos  pre- 
sentaron á  la  Comisión  una  enmienda  para  que  se  supri  • 
miera  la  disposición  citada,  que  formaba  parte  del  art.  19 
y>  apoyados  por  Alemania,  se  acordó  la  supresión  por 
veintisiete  votos  contra  cinco  y  nueve  abstenciones.  Los 
cinco  votos  negativos  fueron  de  China,  España,  Gran  Bre- 
taña, Japón  y  Portugal. 

Como  la  Delegación  japonesa  no  había  aceptado  el  ar- 
tículo 1 2  sino  bajo  la  condición  de  que  se  complementara 
con  esa  parte  del  19,  anunció  el  Sr.  Tsudzuki  tan  pronto- 
como  fué  conocida  esa  votación,  que,  dado  el  cambio  In  • 
troducido  en  el  proyecto,  la  Delegación  japonesa  reservaba, 
su  voto  sobre  el  conjunto  del  mismo. 
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387.  ^Cuáles  son  los  casos  que  el  Convenio  exceptúa 
de  la  regla  de  las  veinticuatro  horas?  En  primer  término 
debe  mencionarse,  porque  se  refiere  á  una  categoría  espe- 
cial de  buques,  el  párrafo  segundo  del  art.  14,  en  cuya 
virtud,  dichas  reglas  sobre  limitación  de  residencia  en  los 
puertos,  radas  y  aguas  neutrales  no  se  aplican  á  los  buques 
de  guerra  exclusivamente  destinados  á  una  misión  cientí- 
fica, religiosa  ó  caritativa.  Hemos  visto  en  el  capítulo  19 
que  dichos  buques  están  exentos  de  captura.  La  segunda 
Conferencia  de  El  Haya  ha  establecido  para  ellos  una  es- 
pecie de  neutralización,  que  nadie  debe  censurar. 

Otras  tres  excepciones  cabe  señalar  en  el  nuevo  convenio 
para  los  buques  estrictamente  beligerantes.  Una  de  ellas, 
contenida  en  el  párrafo  primero  del  propio  art.  14,  es  como 
sigue:  «El  buque  de  guerra  beligerante  no  puede  prolongar 
su  permanencia  en  un  puerto  neutral  más  allá  de  la  dura- 
ción legal,  sino  por  causa  de  averías  ó  en  razón  del  estado 
del  mar.  Debe  salir  tan  pronto  como  desaparezca  el  motivo 
de  la  demora.» 

Otro  caso  excepcional  está  comprendido  en  el  último  pá- 
rrafo del  art.  19.  A  virtud  de  su  texto  si,  conforme  á  las 
leyes  de  la  potencia  neutral,  los  buques  no  pueden  recibir 
carbón  hasta  veinticuatro  horas  después  de  su  llegada,  se 
prolonga  veinticuatro  horas  la  duración  legal  de  su  per- 
manencia. 

388.  £1  tercer  caso  de  excepción  debe  señalarse  aparte, 
porque  se  refiere  al  controvertido  problema  de  la  salida  su 
cesiva  ó  simultánea.  Cuatro  sistemas  se  propusieron  en  la 
Subcomisión  y  en  el  Comité.  Dos  de  ellos  entregaban  á  la 
apreciación  del  Estado  neutral  la  decisión  y  la  responsabi- 
lidad, dejándole  respectivamente^a  mayor  amplitud  para 


i^k 


4o6  CAPÍTULO  xxn 

resolvrer  ó  manteniendo  la  prioridad  de  la  salida  en  favor 
del  buque  más  débil  á  juicio  de  los  poderes  locales.  £1  or-^ 
den  de  la  petición  de  salida  fué  otro  criterio  recomendado; 
pero  al  fin  prevaleció  en  el  Comité,  por  trece  votos  contra 
tres,  el  procedimiento,  respaldado  por  la  autoridad  y  el 
prestigio  del  Instituto  de  Derecho  internacional,  de  que  e) 
orden  de  la  llegada  decidiera  del  orden  de  la  partida. 

El  art.  1 6  del  nuevo  convenio  quedó,  por  lo  tanto,  re-» 
dactado  así:  tCuado  se  encuentren  simultáneamente  buques 
de  guerra  de  dos  beligerantes  en  un  puerto  ó  una  rada 
neutral,  debe  transcurrir  por  lo  menos  veinticuatro  horas 
entre  la  salida  del  buque  de  un  beligerante  y  la  del  otro. 
£1  orden  de  la  salida  se  determina  por  el  orden  de  la  lle- 
gada, á  no  ser  que  el  buque  que  haya  entrado  primero  se 
encuentre  en  uno  de  los  casos  en  que  está  admitida  la  pro- 
longación de  la  permanencia  legal.  Un  buque  de  guerra  be- 
ligerante no  puede  salir  de  puerto  ó  rada  neutral  menos  de 
veinticuatro  horas  después  de  la  partida  de  un  buque  mer- 
cante del  pabellón  de  su  adversario.»^ 

Para  evitar  á  ocasiones  estas  dificultades  se  había  pro- 
puesto que  la  autoridad  local,  cuando  le  fuere  posible,  ad- 
virtiera de  la  presencia  del  buque  de  guerra  enemigo  al  del 
otro  beligerante  que  se  disponga  á  entrar  en  el  puerto  ó 
rada  neutrales,  pero  semejante  precepto,  sobre  aumentar 
innecesariamente  la  responsabilidad  del  neutral,  le  impone 
un  celo  excesivo  por  evitar  los  combates  y  obligaría  á  es- 
tablecer reglas  nuevas,  complicadas  y  difíciles  sobre  el  plazo 
de  salida  del  primer  buque  llegado^  según  que  el  otro 
ancle  ó  no  en  el  puerto  después  del  aviso.  £s  de  celebrar, 
por  consiguiente,  que  se  rechazara  esa  moción  en  el  Comité 
por  ocho  votos  contra  cinco  y  cuatro  abstenciones. 
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389.  Había  que  prever  el  caso  de  que  un  buque  de  gxie- 
rra  en  aguas  neutrales  no  cumpla  con  las  disposiciones  del 
convenio  y  para  ese  fin  se  acordó  lo  que  á  continuación 
transcribimos  en  el  art,  24: 

iSi  un  buque  de  guerra  beligerante  no  abandona  un 
puerto  en  que  carezca  de  derecho  á  permanecer,  á  pesar  de 
3a  notificación  de  la  autoridades  neutrales,  la  potencia  neu- 
tral queda  facultada  para  tomar  (as  medidas  que  Juzgue 
necesarias  á  ñn  de  incapacitar  el  buque  para  hacerse  á  la 
mar  mientras  dure  la  guerra,  y  el  Comandante  del  buque 
debe  facilitar  la  ejecución  de  esas  medidas.  Cuando  un 
buque  beligerante  quede  retenido  por  una  potencia  neutral, 
serán  retenidos  igualmente  la  oficialidad  y  la  tripulación. 
Dicha  ofícialidad  y  tripulación  podmn  dejarse  en  el  buque 
ó  alojarse,  ya  en  otro  buque,  ya  en  tierra,  así  como  ser  so- 
metidos  á  las  medidas  restrictivas  que  parezca  necesario 
imponerles.  Sin  embargo,  se  dejarán  en  todo  caso  en  el  bu- 
que los  hombres  que  su  cuidado  requiera.  Podrá  dejarse 
en  libertad  a  los  otlciales  bajo  palabra  de  no  salir  del  terri- 
torio neutral  sin  autorización.» 

390,  También  se  reguló  la  situación  de  las  presas,  es» 
tableciéndose  que  un  buque  capturado  no  puede  conducirse 
á  puerto  neutral  sino  por  no  estar  en  condiciones  para  la 
navegación,  por  el  mal  estado  del  mar  ó  por  falta  de  com- 
bustible ó  provisiones^  Debe  salir  tan  pronto  como  haya  ce- 
sado la  causa  que  motivó  la  entrada.  Si  no  lo  efectúa,  la 
potencia  neutral  le  comunicará  la  orden  de  partida  inme- 
diata y,  caso  de  incumplimiento^  usará  de  los  medios  de 
que  disponga  para  ponerlo  en  libertad  con  sus  oficiales  y 
tripulantes  é  internar  la  tripulación  que  el  captor  haya  si* 
tuado  á  bordo.  La  potencia  neutral  debe  poner  también  en 
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libertad  á  la  presa  que  haya  sido  conducida  al  puerto  sin 
hallase  en  alguno  de  los  casos  ya  referidos. 

Asimismo  se  votó  por  veintinueve  Estados  contra  siete  y 
tres  abstenciones,  en  la  Subcomisión,  otro  artículo  que 
autoriza  á  las  potencias  neutrales  para  que  permitan  el  acce- 
so á  sus  puertos  y  radas  de  las  presas,  escoltadas  ó  no, 
cuando  se  conducen  allí  para  dejarlas  detenidas  hasta  que 
recaiga  una  decisión  del  Tribunal  de  presas.  El  Estado  neu- 
tral puede  hacer  que  se  conduzca  la  presa  á  otro  de  sus 
puertos.  Si  está  escoltada  por  un  buque  de  guerra,  los  ofi- 
ciales y  tripulantes  colocados  á  bordo  por  el  captor  queda- 
rán autorizados  para  trasladarse  al  buque  de  guerra  que  la 
acompañe.  Si  viaja  sola,  quedará  en  libertad  el  personal 
del  captor  que  se  encuentre  á  bordo. 

Nacida  esta  disposición  del  propósito  de  evitar  la  des- 
trucción de  las  presas  neutrales,  se  ha  mantenido  en  la 
nueva  reglamentación  á  pesar  de  la  falta  de  acuerdo  sobre 
el  precepto  concordante.  Y  aislada,  no  obstante  su  carácter 
facultativo  para  el  Estado  neutral,  puede  convertirse  en  una 
fuente  de  complicaciones  y  quejas.  En  otro  sentido,  es  un 
aliciente  y  una  nueva  facilidad  para  la  captura  de  la  pro- 
piedad privada  en  la  guerra  marítima.  No  tendrá  el  belige- 
rante que  llevar  sus  presas  á  larga  distancia  ri  defenderías 
ó  exponerse  á  la  represa.  Las  irá  sttaando  en  los  puotos 
neutrales  más  próximos  y  quedará  en  aptitud  de  emprender 
más  pronta  y  fácilmente  la  persecución  de  otras.  No  se  han 
pesado  bien  las  consecuencias  de  esa  novedad,  que  nos  pa- 
rece contraria  al  espiritu  del  Derecho  internacional  contem- 
poráneo, al  interés  de  los  neutrales  y  á  las  exigencias  del 
comercio  universal. 
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391.  Tiene  el  convenio  tres  disposiciones  finales  de  ín- 
dole diversa.  Conforme  á  una  de  ellas,  contenida  en  el  ar- 
tículo 25,  las  potencias  neutrales  están  obligadas  á  ejercer 
la  vigilancia  que  permitan  los  medios  de  que  dispongan, 
para  impedir  en  sus  puertos  ó  radas  y  en  sus  aguas  la  vio- 
lación de  las  disposiciones  que  preceden.  Y  el  art.  26  de  - 
clara  que  el  ejercicio  por  una  potencia  neutral  de  los  dere- 
chos comprendidos  en  este  convenio,  no  podrá  conside- 
rarse nunca  como  un  acto  poco  amistoso  por  aquel  de  los 
beligerantes  que  haya  aceptado  los  correspondientes  ar- 
tículos. 

Por  último,  ^1  art.  27  ordena  que  las  partes  contratantes 
se  comuniquen  recíprocamente,  en  tiempo  oportuno,  las  le- 
yes, reglamentos  y  demás  disposiciones  que  fijen  el  régi- 
men de  los  buques  beligerantes  en  sus  puertos  y  en  sus 
aguas,  por  medio  de.  una  notificación  al  Gobierno  de  los 
Países  Bajos,  que  será  transmitida  inmediatamente  por  éste 
á  los  demás  países  convenidos. 

El  preámbulo  del  proyecto  de  convenio  dice  en  uno  de 
sus  considerandos  que  en  los  casos  no  previstos  deben  te- 
nerse en  cuenta  los  principios  generales  del  Derecho  de 
gentes.  Esta  declaración  hubiera  formado  parte  lógica- 
mente de  las  disposiciones  finales  en  una  ley  nacional  ó 
interior. 

392.  Contra  la  práctica  generalmente  seguida,  no  fué 
objeto  de  voto  en  la  Comisión  el  conjunto  del  proyecto.  Al 
darse  cuenta  del  mismo  á  la  Conferencia  en  la  octava  sesión 
plenaria  el  9  de  Octubre  de  1907,  reservaron  expresamente 
su  voto  en  cuanto  al  conjunto  del  proyecto  las  Delegacio- 
nes británica,  griega,  japonesa,  española  y  norteamericana. 
La  Delegación  de  Alemania  formuló  también  reservas  en 
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cuanto  á  los  artículos  12,  13  y  20;  la  de  China,  en  cuanto 
á  los  artículos  12,  19  y  23;  la  de  Santo  Domingo  y  la 
de  Rusia  en  cuanto  al  12;  la  de  Persia  respecto  de  los 
mismos  que  China  y  la  de  Turquía  por  lo  que  toca  al 
art.  10. 

Votaron  favorablemente  la  totalidad,  sin  reserva  alguna 
los  treinta  y  un  Estados  siguientes:  República  Argentina, 
Austria-Hungría,  Bélgica,  Bolivia,  Brasil,  Bulgaria,  Chile^ 
Colombia,  Dinamarca,  Ecuador,  Francia,  Guatemala,  Haití, 
Italia,  Luxemburgo,  Méjico,  Montenegro,  Nicaragua,  No- 
ruega, Panamá,  Paraguay,  Países  Bajos,  Perú,  Rumania, 
Rusia,  Salvador,  Servia,  Suecia,  Suiza,  Uruguay  y  Vene- 
zuela. También  votaron  afirmativamente,  pero  bajo  reser- 
va, otros  S€is:  Alemania,  China,  República  Dominicana, 
Persia,  Siam  y  Turquía.  Y  se  abstuvieron  en  la  votación 
definitiva  siete  naciones:  Estados  Unidos  de  América,  Cuba, 
España,  Gran  Bretaña,  Grecia,  Japón  y  Portugal. 

393.  Aunque  hay  tres  grandes  Estados  marítimos  en 
la  lista  preinserta  de  las  abstenciones,  no  puede  darse  por 
fracasado  este  convenio.  Hay  algo  más  que  un  pretexto  en 
la  necesidad  del  estudio  por  sus  Gobiernos  respectivos  que 
algunas  de  esas  naciones  alegaron,  y  es  de  esperar  que 
examinado  el  proyecto  detenidamente  por  las  respectivas 
Cancillerías,  se  truequen  en  voto  favorable  varias  de  las 
abstenciones. 

Aunque  no  hayamos  excusado  la  crítica  de  ciertos  ar- 
tículos, hay  que  reconocer  en  buen  número  de  sus  disposi  • 
cienes  un. alto  espíritu  de  justicia  y  en  otras  un  gran  deseo 
de  conciliación.  Además,  el  punto  de  vista  ha  sido  la  garan- 
tía de  los  neutrales  y  el  propósito  de  evitar  abusos  de  la 
fuerza  por  parte  de  los  beligerantes.  Se  ha  tomado  del  pro  • 
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yecto  inglés  cuanto  pudo  ser  aceptado  por  la  mayoría  de 
las  naciones,  pero  k  redacción  ha  sido  transformada  de 
manera  que  los  derechos  de  los  neutrales  queden  deñni- 
doSj  sin  imponerles  complicaciones  y  responsabilidades 
inútiles. 


i 


CAPITULO  XXIII 


Las  personas  neutrales  en  el  territorio 
de  los  beligerantes. 


394.  Aunque  no  puede  decirse  que  el  estudio  de  la  con- 
dición de  las  personas  neutrales  en  territorio  beligerante  ú 
ocupado  ñgurara  de  un  modo  expreso  en  el  programa  de  la 
segunda  Conferencia,  los  Delegados  alemanes  presentaron 
desde  el  29  de  Junio  de  1907,  sin  oposición  alguna,  lín  pro- 
yecto de  nueva  sección  sobre  esas  materias,  que  habría  de 
agregarse  al  Reglamento  de  las  leyes  y  costumbres  de  la 
guerra  terrestre. 

Vamos  á  reproducirlo  integramente,  teniendo  en  cuenta 
la  suerte  que  corrió  y  la  circunstacia  de  que  entre  sus  doce 
artículos,  solo  tres,  ligeramente  modificados,  llegaron  á  ob- 
tener la  sanción  definitiva  de  la  Conferencia.  Su  discusión 
motivó,  no  obstante,  controversias  interesantísimas  para  el 
Derecho  internacional  público,  que  nos  ha  parecido  opor- 
tuno y  conveniente  examinar. 

395.  £1  proyecto  de  Alemania,  dividido  en  tres  capítu- 
los, decía  así: 
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SECCIÓN    QUINTA 
CAPÍTULO  PRIMERO 

DEFINICIÓN    DE    LA   PERSONA    NEUTRAL 

Art.  61.  Se  considerarán  como  personas  neutrales  los 
naturales  de  un  Estado  que  no  tome  parte  en  la  guerra, 

Art.  62.  La  violación  de  la  neutralidad  entraña  la  pér- 
dida de  la  cualidad  de  persona  neutral  respecto  de  todos  los 
beligerantes»  Habrá  violación  de  la  neutralidad; 

a).  Si  la  persorfa  neutral  realiza  actos  hostiles  contra 
alguna  de  las  partes  beligerantes^  y 

h).  Si  realiza  actos  en  favor  de  una  de  las  partes  beli- 
gerantes, especialmente  si  entra  voluntariamente  al  servicio 
de  las  fuerzas  armadas  de  alguna  de  las  partes. 

ArTp  63.  No  se  considerarán  como  actos  realizados  en 
favor  de  las  partes  beligerantes  en  el  sentido  del  art,  62, 
letra  b): 

a)^  Las  provisiones  ó  los  empréstitos  á  una  de  las  par- 
tes beligerantes,  siempre  que  no  procedan  del  territorio  ene- 
migo ú  o*cupado  por  el  enemigo,  y 

¿},  Los  servicios  prestados  en  materia  de  policía  ó  d& 
administración  civlL 

CAPÍTULO  SEGUNDO 

DE  LOS  SERVICIOS  PRESTADOS  POR  LAS  PERSONAS 

neutrales 

Art,  64.  Las  partes  beligerantes  no  podrán  solicitar  de 
las  personas  neutrales  que  les  presten  servicios  de  guerra^ 
aunque  consientan  en  ello. 
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Se  consideran  como  servicios  de  guerra  todos  los  pres- 
tados por  un  neutral  en  la  fuerza  armada  de  una  de  las  par- 
tes beligerantes,  en  calidad  de  combatiente,  de  consejero 
y,  si  queda  sometido  á  las  leyes,  reglamentos  y  órdenes  en 
vigor  para  dicha  fuerza  armada,  de  otras  clases  también, 
por  ejem|>lo,  como  secretario,  sirviente  y  cocinero.  Se  ex- 
ceptúan los  servicios  prestados  á  título  eclesiástico  y  sani- 
tario. 

Art.  65.  Las  potencias  neutrales  quedan  obligadas  á 
prohibir  á  sus  nacionales  que  se  alisten  para  el  servicio  mi- 
litar en  el  ejército  de  cualquiera  de  los  beligerantes. 

Art.  66.  No  podrá  exigirse  tampoco  á  las  personas  neu- 
trales que  presten  contra  su  voluntad,  á  la  fuerza  armada 
de  alguna  de  las  partes  beligerantes  servicios  no  considera- 
dos como  de  guerra. 

Será  permitido,  no  obstante,  exigirles  fuera  del  combate 
servicios  sanitarios  ó  de  policía  sanitaria.  Dichos  servicios 
se  pagarán  al  contado,  siempre  que  fuere  posible.  Caso  de 
no  pagarse  al  contado,  se  entregarán  documentos  que  lo  jus- 
tifiquen. 

CAPÍTULO  TERCERO 

DE  LA  PROPIEDAD  DE  LAS  PERSONAS  NEUTRALES 

Art.  67.  No  podrá  exigirse  contribución  alguna  de  gue  • 
rra  á  las  personas  neutrales. 

Por  contribución  de  guerra  se  entiende  todo  impuesto 
exigido  expresamente  para  los  fines  de  la  guerra.  No  se  con- 
sideran como  contribuciones  de  guerra,  los  impuestos,  de- 
rechos y  peajes  existentes  ó  las  contribuciones  espedal- 
mente  decretadas  por  una  de  las  partes  beligerantes,  en  el 
territorio  enemigo  que  ocupe,  para  las  necesidades  de  la 
administración  de  dicho  territorio. 


-^;.■;^ 
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Art.  68,  Queda  prohibido  destruir,  destrozar  ó  dañar 
la  propiedad  neutral,  á  menos  que  impongan  esa  necesidad 
las  exigencias  de  la  guerra.  En  tal  caso  la  parte  beligerante 
no  está  obligada  á  indemnizar,  en  su  propio  país  ó  en  país 
enemigo,  sino  cuando  los  nacionales  de  otro  país  neutral  ó 
los  suyos  propios  disfruten  igualmente  de  indemnización  y 
esté  garantizada  la  reciprocidad. 

Art.  69.  Las  partes  beligerantes  acordarán  por  el  uso 
yde  inmuebles  neutrales  en  país  enemigo,  la  misma  indem- 
nización que  en  su  propio  país»  siempre  que  la  reciproci- 
dad esté  garantizada  en  el  Estado  neutral.  En  ningún  caso 
podrá  ser  esta  indemnización  superior  á  la  prevista  en  el 
país  enemigo  para  el  caso  de  guerra,  por  la  legislación  de 
dicho  país. 

Art.  70.  Las  partes  beligerantes  quedan  autorizadas 
para  expropiar  ó  utilizar,  con  un  fín  militar  cualquiera  y 
contra  reembolso  inmediato  y  en  efectivo,  todos  los  bienes 
muebles  neutrales  que  se  hallen  en  su  país.  Quedan  auto- 
rizadas á  proceder  del  mismo  modo  en  país  enemigo,  den- 
tro de  los  límites  y  bajo  las  condiciones  que  señala  el  ar- 
tículo 52. 

Art.  71.  Los  buques  neutrales  y  su  cargamento  no  po< 
drán  ser  expropiados  ó  empleados  por  una  parte  beligeran- 
te, sino  en  el  caso  de  que  se  empleen  para  la  navegación 
fluvial  en  su  territorio  ó  en  territorio  enemigo. 

La  indemnización  equivaldrá,  en  el  caso  de  expropia- 
ción, al  valor  íntegro  del  buque  ó  del  cargamento  y  un  10 
por  100  más.  Para  el  caso  de  uso  responderá  del  importe 
del  flete  ordinario,  más  el  lo  por  ico.  Dichas  indemniza- 
ciones se  pagarán  inmediatamente  y  en  efectivo. 

Art.  72.  La  indemnización  por  destrucción  ó  deterio- 
ro de  bienes  muebles  neutrales,  que  se  deben  únicamente 
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á  su  empleo  para  ñnes  militares,  se  regulará  igualmente 
conforme  á  los  principios  establecidos  en  los  artículos  70 
y7i. 

396.  Este  proyecto  dio  motivo  inmediatamente  y  du- 
rante los  debates  que  provocó  en  la  Subcomisión,  en  el  Co- 
mité de  examen  y  en  la  Comisión  misma,  á  varias  enmien* 
das.  Todas  se  pueden  clasificar  en  tres  grupos.  Las  que  mo- 
dificaban su  redacción  primitiva,  por  cuestiones  de  fondo  ó 
por  variación  de  alguna  regla  de  detalle  en  el  proyecto 
comprendida  ó  insinuada;  alguna  de  éstas  las  iremos  exa  - 
minando  á  medida  que  expongamos  y  juzguemos  los  pro- 
blemas á  que  se  contraen. 

£1  segundo  grupo  se  refiere  á  la  previsión  y  regulación 
de  cuestionas  omitidas  totalmente  en  la  propuesta  de  Ale- 
mania. Su  principal  manifestación  se  encuentra  en  las  pro- 
posiciones del  Luxemburgo  y  de  Servia  sobre  los  ferroca- 
rriles neutrales. 

Pero  el  extremo  más  importante  de  esta  clasificación  co- 
rresponde á  una  enmienda  presentada  por  los  Delegados 
franceses  cuando  ya  estaban  muy  adelantados  los  debates 
y  que  respondía  á  un  criterio  absolutamente  distinto  al 
aceptado  por  Alemania,  en  cuanto  á  la  propiedad  de  los 
neutrales.  Conforme  á  su  artículo  esencial,  dicha  propiedad 
debía  ser  tratada  por  cada  beligerante:  i.^,  en  su  mismo 
territorio,  como  la  propiedad  privada  de  los  nacionales,  y 
2,^,  en  territorio  enemigo,  como  la  propiedad  privada  de 
los  naturales  del  Estado  enemigo. 

397.  El  proyecto  alemán  fué  necesariamenre  la  base  de 
todas  las  discusiones  y  es  natural,  por  consiguiente,  que  es- 
tudiemos siguiéndolo  las  diversas  cuestiones  á  que  dio  orí- 
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gen.  Comprendía  en  resumen  tres  órdenes  de  materias,  la 
definición  de  persona  neutral  y  los  casos  en  que  esa  con- 
dición se  pierde,  los  servicios  personales  que  pueden  de* 
mandarse  á  un  neutral  en  tiempo  de  guerra  y  la  situación 
de  su  propiedad  en  territorio  beligerante  ú  ocupado. 

En  cuanto  al  concepto  de  las  personas  neutrales  solicitó 
y  obtuvo  el  Sr  Beernaert  del  Comité  de  redacción  que  se 
suprimiera  el  término  personas^  conservando  sólo  la  pala- 
bra neutrales  como  denominación  más  adecuada  en  el  idio- 
ma francés.  No  sucede  lo  mismo  en  castellano,  donde  po- 
drían confundirse  de  ese  modo  los  Estados  y  los  individuos, 
á  veces  comprendidos  indistintamente  en  la  citada  palabra. 
También  á  moción  del  Sr.  Beernaert,  y  a  virtud  de  ciertas 
indicaciones  y  dudas  del  Sr,  Hagerup,  fué  sustituida  la  fra- 
se naturales,  en  francés  ressortissants  del  proyecto  prímiíi- 
vOj  por  la  de  nacimaUs,  más  concreta  y  específica. 

Cambiando,  á  virtud  de  una  enmienda  suiza  que  el  Ba- 
rón Marschall  aceptó^  la  idea  de  perder  la  calidad  de  per- 
sona neutral  por  la  de  que  el  neutral  no  pudiera  prevalerse 
de  su  neutralidad  en  ciertos  casos^  se  conservó  la  redac- 
ción dada  por  el  proyecto  alemán  al  art,  62;  pero,  también 
á  iniciativa  de  los  Delegados  suizos,  hubo  de  agregársele 
un  párrafo,  inspirado  en  la  idea  de  que  los  neutrales  no  co- 
meten un  delito  especial  de  violación  déla  neutralidad.  En 
dicho  párrafo  adicional  se  consigna  que  el  Estado  belige- 
rante no  puede  tratar  áios  neutrales  que  faltan  á  los  debe- 
res que  ese  carácter  supone,  de  manera  más  rigurosa  que 
la  empleada  en  igual  caso  para  un  nacional  del  beligerante 
contrario, 

A  petición  del  Sr,  Hudicourt,  Delegado  de  Haití,  se  de- 
claró ^expresamente  que  las  manifestaciones  de  simpatía 
por  medio  de  la  Prensa,  no  están  comprendidas  entre  los 
Tomo  i»:iJKixao.  ^7 
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actos  hostiles  contra  una  de  las  partes  beligerantes.  Así  lo 
atestigua  el  Derecho  internacional  consuetudinario  y  así 
debe  entenderse  rectamente  el  art.  62,  más  arriba  transcri- 
to. Las  opiniones  habladas  ó  escritas  no  deben  incluirse  en 
la  categoría  legal  de  actos. 

Al  art  6s,  que  antes  hemos  copiado,  se  agregó  la  pro  • 
hibición  de  aprovisionamientos  ó  empréstitos  cuando  el 
proveedor  ó  el  prestamista  habitara  en  el  territorio  enemi- 
go ú  ocupado.  Por  lo  tanto^  no  se  considerarán  como  actos 
cometidos  en  favor  de  una  de  las  partes  beligerantes  para 
el  efecto  de  que  el  neutral  no  pueda  prevalerse  de  su  neu- 
tralidad, los  aprovisionamientos  ó  empréstitos  en  provecho 
de  la  otra  parte  á  no  ser  que  el  proveedor  ó  prestamista 
habite  en  su  territorio  propio  ó  en  el  que  tenga  ocupado  y 
las  provisiones  vengan  de  los  mismos.  En  la  nueva  forma 
desapareció  en  cambio  la  limitación  de  que  las  sumas  pres- 
tadas provinieran  de  lugares  enemigos  ú  ocupados. 

Con  estas  variantes  relativamente  sencillas  fué  aceptado 
sin  dificultad  el  capítulo  primero  de  la  proposición  ale- 
mana. 

398.  No  sucedió  lo  mismo  con  el  capítulo  segundo.  Su 
idea  fundamental  estribaba  en  que  los  individuos  neutrales 
dejaran  de  prestar  servicio  á  los  beligerantes,  y  con  este 
fin  se  prohibía  que  los  beligerantes  aceptaran  dichos  ser- 
vicios, aun  consintiéndolo  los  interesados,  y  se  ordenaba 
que  las  potencias  neutrales  lo  impidieran  á  sus  subditos  ó 
ciudadanos. 

La  Delegación  de  Francia  protestó  inmediatamente  con- 
tra esa  doctrina  por  la  voz  autorizada  de  los  Sres.  Bour- 
geois  y  Renault.  Alegaron  justamente  que  no  era  cierto  que 
el  beligerante  debiera  abstenerse  de  los  servicios  de  los 
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neutrales,  tan  provechosos  en  ciertos  casos  famosísimos»  ó 
que  el  neutral  pudiera  comprometerse  á  prohibirlos,  exce- 
diendo con  mucho  los  deberes  que  la  imparcialidad  le  im- 
pone en  la  guerra  y  convirtiendo  en  obligaciones  activas 
las  pasivas  de  no  intervenir  á  que  su  misión  se  reduce.  Y 
secundado  vivamente  este  punto  de  vista  por  las  Delega- 
ciones inglesa  y  suiza,  entre  otras,  acabó  la  Delegación 
alemana  por  abandonar  su  innovación,  aceptando  en  la 
materia  el  derecho  consuetudinario  existente. 

Pero,  ^en  qué  consiste  ese  derecho?  £1  distinguido  po- 
nente del  proyecto.  Coronel  Borel,  que  hizo  todos  los  es- 
fuerzos posibles  para  un  resultado  satisfactorio,  propuso 
al  Comité  de  redacción,  con  el  asentimiento  de  sus  miem- 
bros, la  fórmula  siguiente:  «Las  partes  beligerantes  no  po- 
drán exigir  de  los  neutrales  servicios  que  se  refíeran  direc- 
tamente á  la  guerra.  Se  exceptúan  los  servicios  sanitarios 
o  c|e  policía  sanitaria,  imperiosamente  exigidos  por  las  cir- 
cunstancias. Estos  servicios  se  pagarán  al  contado  si  fuere 
posible;  en  su  defecto  se  harán  constar  mediante  documen- 
tos cuyo  pago  se  acordará  lo  más  pronto  que  sea  dable.» 

Con  esta  fórmula  desaparecía  la  distinción  entre  los 
servicios  de  guerra  y  los  que  no  tienen  ese  carácter,  abso- 
lutamente inútil  después  de  haber  suprimido  los  Delegados 
alemanes  la  prohibición  radical  de  los  primeros.  Quedaba 
también  omitida  la  excepción  de  los  servicios  religiosos  ó 
eclesiásticos  qye  incluía  la  propuesta  de  Alemania  y  de  los 
de  orden  interior  á  que  se  había  referido  una  enmienda 
austro-húngara,  por  entenderse  que  su  índole  general  no 
autorizaba  á  comprenderlos  entre  los  que  se  reñeren  direc- 
tamente á  la  guerra.  Y  para  la  excepción  de  los  servicios 
solitarios  ó  de  policía  sanitaria  se  pretendía  que  los. de- 
mandaran imperiosamente  las  circunstancias.  El  precepto 
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era  tan  justificado  y  se  acornaba  de  tal  modo,  en  cuanta 
regla  general,  á  la  práctica  común  de  las  naciones,  que 
por  sí  mismo  no  podía  traer  dificultad  ó  complicación 
alguna. 

Sin  embargo,  era  preciso  establecer  determinadas  limi- 
taciones á  su  sentido  genérico,  y  entre  ellas  se  indicó  la 
conveniencia  de  referirse  expresamente  al  caso  de  un  com- 
promiso voluntario  por  parte  de  un  neutral.  Inmediatamen- 
te surgió  la  idea  de  someter  al  servicio  militar  á  los  ex- 
tranjeros domiciliados  en  virtud  de  reglas  particulares  de 
la  Legislación  noruega  ó  de  circunstancias  especialísimas 
de  las  colonias  holandesas  y  británicas.  Creyeron  asímisma 
los  Delegados  belgas  que  no  debía  ser  aplicable  tal  princi- 
pio á  los  extranjeros  apolides,  desprovistos  de  todo  víncu- 
lo de  nacionalidad,  ó  á  los  que  no  justificaran  haber  cum- 
plido con  las  disposiciones  sobre  reclutamiento  de  su  pro^ 
pió  país. 

Si  la  primera  de  estas  restricciones  parece  justa,  no  su- 
cede lo  mismo  con  las  otras.  Hablar  de  que  pueden  some  - 
terse  los  extranjeros  al  servicio  militar,  en  virtud  de  la  le- 
gislación del  país,  equivale  á  dejar  entregados  los  subditos 
ó  ciudadanos  de  una  nación  al  criterio  arbitrario  del  lugar 
en  que  residen,  renunciando  de  hecho  á  la  defensa  y  pro- 
tección de  los  nacionales  fuera  del  territorio,  que  es  una 
de  las  grandes  y  legítimas  funciones  del  Estado  moderno. 
La  frase  tiene  asimismo  el  serio  inconveniente  de  referirse 
en  la  apariencia  á  los  casos  de  doble  nacionalidad,  resol  - 
viendo  la  dificultad  en  beneficio  del  país  en  cuyo  territorio 
se  encuentra  el  interesado.  Envuelve  la  solución  interna- 
cional no  premeditada  de  una  serie  de  cuestiones  gravísi- 
mas, que  sólo  en  parte  afectan  al  Derecho  de  gentes  y  que 
tocan  á  la  soberanía  nacional. 
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Por  lo  demás,  convertir  el  heimatlosado  en  título  para 
acrecentar  las  fuerzas  militares  de  i^n  Gobierno,  imponiién- 
dolé  por  obra  de  la  Conferencia  de  la  Paz  la  sanción  pe- 
nal de  la  guerra,  sería  tal  vez  una  necesidad  para  ciertas 
naciones  de  Europa,  que  no  tienen  por  qué  compatir  y  lle- 
nar los  demás  Estados  del  mundo.  Otro  tanto  sucede  con 
la  especie  de  seguro  contra  la  inmigración  por  motivos 
militares  que  va  envuelta  en  la  pretensión  de  que  todo  país 
sujete  al  servicio  de  guerra  al  extranjero  que  no  comprue- 
be haberlo  prestado  en  su  patria.  No  es  extraño,  pues,  que 
esas  proposiciones  fracasaran,  lo  mismo  al  indicarse  en  la 
Subcomisión  que  cuando  se  presentaron  á  última  hora  como 
fórmulas  transaccionales. 

En  cuanto  á  la  excepción  relativa  á  la  legislación  del 
Estado,  tuvo  una  suerte  por  demás  accidentada  y  curiosa. 
Sometida  al  Comité  por  el  ponente,  quedó  rechazada  allí 
por  un  voto  de  mayoría.  Presentada  de  nuevo  por  los  De- 
legados ingleses  en  la  Comisión,  al  darse  cuenta  del  infor- 
me del  Comité,  fué  aprobada  por  doce  votos  contra  nueve 
y  trece  abstenciones.  El  artículo  siguiente  al  que  antes  co- 
piamos, quedó,  en  consecuencia,  redactado  así:  cLa  dispo- 
sición del  art.  64  en  su  párrafo  primero  no  es  aplicable  á 
los  individuos  que  pertenezcan  al  ejército  de  un  Estado 
beligerante  por  compromiso  voluntario.  Tampoco  es  apli- 
cable á  los  individuos  que  pertenezca  al  ejército  de  un 
Estado  beligerante  á  virtud  de  la  legislación  de  dicho  Es- 
tado.» Cuando  este  artículo  fué  leído  en  la  sesión  plenaria 
que  celebró  la  Conferencia  el  7  de  Septiembre  de  1907,  se 
levantaron  sucesivamente  á  formular  reservas  sobre  su 
párrafo  segundo,  las  Delegaciones  de  Italia,  Grecia,  Fran- 
cia, Rusia,  Suecia,  Suiza,  Cuba,  Servia,  Austria-Hungría, 
Brasil,  Montenegro  y  Persia. 
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El  resultado  de  estas  reservas  numerosas  fué  la  de- 
volución del  proyecto  entero  á  la  Comisión  que  lo  había 
formulado  y  que  al  reunirse  de  nuevo  dos  días  después, 
acordó  por  treinta  y  dos  votos  contra  siete  abstenciones  su* 
primir  esos  artículos,  con  otros  á  que  nos  referiremos  más. 
tarde.  Quedó,  pues,  sin  resolver  el  problema  relativo  á  los 
servicios  personales  que  es  dado  exigir  á  los  individuos  de 
un  Estado  neutral;  pero  conviene  no  perder  de  vista  que  la 
dificultad  se  presentó  con  motivo  de  una  de  las  excepcio- 
nes al  principio  fundamental  en  que  todas  las  potencias  se 
pusieron  de  acuerdo.  Hay  una  parte  de  terreno  firme,  vo- 
luntariamente abandonada  ante  la  indeterminación  de  sus 
límites.  Alguna  Conferencia  posterior,  con  más  tiempo  6 
con  más  habilidad,  llenará  el  vacío  que  ésta  dejó. 

399.  Mucho  más  difíciles,  porque  tocaban  realmente 
en  su  conjunto  á  sistemas  irreconciliables,  fueron  las  cues- 
tiones suscitadas  con  motivo  de  la  propiedad  de  los  indi- 
viduos neutrales  en  el  territorio  beligerante  ú  ocupado. 
Dejando  para  un  número  especial  cuanto  concierne  á  los 
ferrocarriles,  se  referían  la  proposición  alemana  y  el  dic- 
tamen del  Comité  á  las  contribuciones  de  guerra,  el  uso^ 
destrucción  y  deterioro  de  bienes  inmuebles  y  muebles,  la 
expropiación  de  estos  últimos,  el  empleo  de  los  buques,  la 
requisa  de  su  cargamento  y  la  indemnización  por  todos 
esos  motivos. 

El  principio  fundamental  del  proyecto  de  la  Delegación 
alemana,  que  hemos  transcrito  más  arriba,  consistía  en 
pretender  para  las  personas  neutrales  un  régimen  especial, 
al  paso  que  los  Delegados  británicos  y  franceses  querían  asi- 
milarlas totalmente,  desde  el  punto  de  vista  de  sus  propieda- 
des, al  nacional  en  el  territorio^beligerante  y  al  enemigo  en 
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país  ocupado.  Alegaban  los  primeros  que  haciéndose  la  gue- 
rra en  nuestros  días  de  Estado  á  Estado  y  distinguiéndose  cla- 
ramente los  beligerantes  de  los  neutrales,  era  necesario  im- 
pedir en  lo  posible  que  soportaran  estos  últimos  las  cargas 
de  una  lucha  militar  que  no  les  incumbía.  Y  sostuvieron 
los  otros  que  las  contribuciones  de  guerra  deben  imponerse 
raiions  loci  y  no  ratione  personae  y  que  la  propiedad  res- 
tante de  los  individos  neutrales  tenía  que  soportar  las  con- 
secuencias de  la  guerra  en  compensación  de  las  ventajas 
que  el  extranjero  hubiera  venido  á  buscar  al  territorio  y 
como  un  resultado  justo  de  la  protección  económica  que 
allí  se  le  dispensaba  durante  la  paz. 

No  llegó  la  Conferencia  en  pleno  á  decidir  respecto  del 
caso,  porque,  salvo  en  lo  que  se  refiere  á  los  buques,  las 
demás  disposiciones  que  habían  sido  adoptadas,  y  en  cierto 
modo  completadas  por  el  Comité,  fueron  suprimidas  en  la 
Comisión  el  4  de  Septiembre  de  1907  por  trece  votos  contra 
once  y  diez  abstenciones.  En  cuanto  á  la  marina  mercante 
neutral,  había  formulado  el  Comité  un  artículo  que  modifi- 
caba el  proyecto  alemán  de  la  manera  que  á  continuación 
traducimos:  cLos  buques  neutrales  y  su  cargamento  podrán 
ser  expropiados  ó  utilizados  por  un  beligerante  cuando  se 
empleen  para  la  navegación  ñuvial  en  su  territorio  ó  en 
territorio  enemigo.  Se  exceptúan  los  buques  que  se  dedi- 
quen regularmente  al  servicio  marítimo.  En  caso  de  expro- 
piación, equivaldrá  la  indemnización  al  valor  íntegro  del 
buque  ó  del  cargamento  y  de  un  diez  por  ciento  más.  En 
caso  de  empleo  se  pagará  el  precio  ordinario  del  flete, 
más  el  diez  por  ciento.  Estas  indemnizaciones  deben  abo- 
narse al  contado  y  efectivo.» 

Es  inútil  detenerse  en  las  discusiones  motivadas  por  ese 
artículo  en  la  Subcomisión  y  en  el  Comité,  aunque  espe- 
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cialmente  las  de  este  último,  no  recogidas  en  acta  alguna, 
fueron  muy  interesantes.  El  precepto  pasó  en  la  Comisión 
al  principio  sin  voto  alguno,  pero  con  las  reservas  explíci- 
tas de  Inglaterra,  el  Japón,  Rusia,  Francia,  Austria,  Tur- 
quía y  China.  En  la  sesión  de  la  Conferencia  ya  citada  de 
7  de  Septiembre  de  1907,  fué  devuelto  ala  Comisión  y  allí 
quedó  suprimido  dos  días  más  tarde  por  el  mismo  acuerdo 
que  hemos  referido  con  ocasión  de  los  servicios  de  guerra 
que  se  pueden  exigir  á  los  neutrales. 

400.  Se  recordará  que  el  art.  70  de  la  proposición  de 
Alemania  autorizaba  á  los  beligerantes  para  expropiar  ó 
utilizar  con  un  fin  de  guerra,  mediante  el  pago  en  efectivo, 
.  todos  los  bienes  muebles  neutrales  que  se  encontraran  en 
su  país.  Las  dificultades  surgidas  con  el  material  ferroviario 
extranjero  durante  la  guerra  franco-prusiana,  movió  á  la 
Delegación  del  Luxemburgo  á  formular  un  nuevo  párrafo 
para  ese  artículo,  redactado  de  este  modo:  cDicha  autori- 
zación no  se  extiende  á  los  medios  de  transporte  público 
procedentes  de  Estados  neutrales,  que  pertenezcan  á  dichos 
Estados  ó  á  concesionarios,  y  puedan  identificarse.» 

Como  una  regla  tan  absoluta  no  tenía  grandes  probabi- 
lidades de  éxito,  la  misma  Delegación  del  Luxemburgo  pre- 
sentó una  nueva  proposición  subsidiaria,  que  dice  así:  cEl 
mantenimiento  de  las  relaciones  pacíficas  y  especialmente 
de  las  mercantiles  é  industriales  que  existan  entre  los  habi- 
tantes de  los  Estados  beligerantes  y  los  Estados  neutrales, 
merece  una  protección  especial  de  las  autoridades  milita- 
res y  civiles.  Los  beligerantes  concederán  un  plazo  sufi- 
ciente, al  empezar  las  hostilidades,  para  que  el  material  de 
transporte  que  pertenezca  á  los  Estados  neutrales  ó  á  sus 
concesionarios,  pueda  ser  conducido  al  país  de  su  proce- 
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dencia.  La  requisa  de  material  de  transporte  que  pertenezca 
á  Estados  neutrales  ó  á  sus  concesionarios,  no  se  llevará  á 
efecto  sino  en  caso  de  imperiosa  necesidad.  La  cantidad  de 
material  objeto  de  la  requisa  y  su  empleo,  se  reducirán  al 
mínimun  posible.  Dicho  material  se  devolverá  en  plazo 
breve  á  su  país  de  origen.  Cuando  el  material  de  transporte 
público  que  pertenezca  á  un  Estado  neutral  ó  á  sus  conce- 
sionarios sea  objeto  de  requisa  por  un  Estado  beligerante, 
podrá  retenerse  asimismo,  en  debida  compensación,  el  ma- 
terial de  este  último  ó  de  sus  concesionarios  que  se  encuen- 
tre en  el  territorio  neutral.» 

La  Delegación  de  Servia  creyó  necesario  pedir  que  el 
derecho  del  Estado  neutral  para  retener  el  material  de  trans- 
porte de  los  beligerantes  se  ejercitara  respecto  de  todos 
ellos  al  mismo  tiempo  y  en  igual  medida. 

Estas  proposiciones  dieron  origen  á  un  interesante  de- 
bate en  la  Subcomisión  y  en  el  Comité,  y  fueron  defendi- 
das en  varios  discursos  con  gran  acopio  de  razones  por  el 
Delegado  del  Luxemburgo  Sr.  Eyschen.  No  tuvo  acogida 
alguna  la  idea  de  crear  para  el  material  ferroviario  de  los 
neutrales  una  especie  de  plazo  de  favor,  semejante  al  que 
han  disfrutado  los  buques  neutrales  que  sorprende  la  gue- 
rra en  un  puerto  óontrario.  Ni  el  caso  es  idéntico,  ni  las 
imperiosas  exigencias  militares  de  la  movilización  se  pue- 
den conciliar  en  la  práctica  con  semejante  principio.  En 
cambio/  se  reconoció  la  justicia  fundamental  del  resto  de 
la  proposición  antes  copiada,  y  el  Delegado  alemán  General 
Gündell  presentó  al  Comité  de  redacción  y  examen  en  la 
sesión  de  21  de  Agosto  de  1907  un  proyecto  de  artículo, 
que  vino  á  servir  de  núcleo  al  adoptado  definitivamente  y  en 
que  se  contenía  el  principio  de  la  indemnización  por  el  uso 
del  material  de  los  neutrales,  no  mencionado  en  la  pro- 


426  CAPÍTULO  xxra     ♦ 

puesta  del  Luxemburgo.  Ese  artículo,  redactado  por  el  Co- 
mité en  la  forma  que  más  adelante  copiaremos,  pasó  sin 
debate  alguno  y  con  aprobación  unánime  en  las  sesiones 
de  la  segunda  Comisión  y  de  la  Conferencia  en  pleno  á  que 
fué  oportunamente  sometido. 

401.  De  todos  los  proyectos  y  enmiendas  sobre  la  con- 
dición de  los  individuos  neutrales  en  territorio  beligerante 
ú  ocupado  no  quedaron,  como  se  ha  visto,  más  que  cuatro 
preceptos  de  los  que  tres  se  referían  á  la  deñnición  del  neu- 
tral y  á  la  pérdida  de  los  beneficios  que  esa  condición  en- 
vuelve, y  el  cuarto  al  material  ferroviario  de  los  neutrales 
en  territorio  beligerante  ú  ocupado,  como  un  complemento 
al  art.  54  del  Reglamento  de  1899  sobre  leyes  y  costum- 
bres de  la  guerra  terrestre.  Además  sometió  la  Comisión  á 
la  Conferencia  en  pleno  dos  resoluciones  aplicables  al  mis- 
mo asunto. 

He  aquí  el  texto  definitivo  de  los  cuatro  artículos  adop- 
tados: 

i.°  Se  considerarán  como  neutrales  los  nacionales  de 
un  Estado  que  no  toma  parte  en  la  guerra. 

2.®  Un  neutral  no  puede  prevalerse  de  su  neutralidad: 
a),  si  realiza  actos  hostiles  contra  una  parte  beligerante;  b), 
si  realiza  actos  en  favor  de  una  parte  beligerante  y  espe- 
cialmente si  entra  voluntariamente  al  servicio  de  la  fuerza 
armada  de  cualquiera  de  las  partes. 

En  tales  casos  no  será  tratado  el  neutral  de  una  manera 
más  rigurosa  por  el  Estado  beligerante  respecto  del  cual 
ha  faltado  á  la  neutralidad,  de  lo  que  pudiera  serlo,  en  razón 
del  mismo  hecho,  un  nacional  del  otro  Estado  beligerante. 

3.<*  No  se  considerarán  como  actos  realizados  en  favor 
de  una  de  las  partes  beligerantes  en  el  sentido  de  la  le- 
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tra  b)  del  artículo  anterior:  a),  los  aprovisionamientos  ó  em- 
préstitos en  favor  de  una  de  las  partes  beligerantes  siem- 
pre que  el  proveedor  ó  el  prestamista  no  habiten  en  el  terri- 
torio de  la  otra  parte  ni  en  el  ocupado  por  ella  y  que  las 
provisiones  no  procedan  de  alguno  de  dicho  territorios;  b), 
los  servicios  prestados  en  materia  de  policía  ó  de  adminis- 
tración civil* 

4.®  El  material  ferroviario  que  pertenezca  á  Estados 
neutrales  ó  á  sociedades  ó  personas  privadas  é  identiñcable 
como  tal,  no  podrá  ser  requisado  ó  utilizado  por  un  beli- 
gerante sino  en  el  caso  y  la  medida  en  que  lo  exija  una  im- 
periosa necesidad.  Será  devuelto  en  cuanto  sea  posible  á 
su  país  de  origen. 

El  Estado  neutral  podrá  asimismo,  en  caso  necesario, 
retener  y  utilizar  hasta  la  debida  compensación  el  material 
del  Estado  beligerante  que  se  encuentre  en  su  territorio.  Se 
pagarán  recíprocamente  una  indemnización  en  proporción 
al  material  utilizado  y  al  tiempo  de  su  empleo. 

402.  Una  de  las  resoluciones  ó  votos  á  que  nos  hemos 
referido  se  limita  á  reproducir  el  primer  párrafo  de  la  pro- 
posición subsidiaria  del  Luxemburgo,  que  se  deja  copia- 
do más  arriba.  La  otra,  propuesta  también  por  el  Sr.  Eys- 
chen,  dice  así:  cLa  Conferencia  expresa  el  deseo  de  que  las 
altas  potencias  se  dignen  tratar  de  establecer,  por  acuerdo 
entre  ellas,  prescripciones  contractuales  uniformes  que  de- 
terminen, en  cuanto  á  las  cargas  militares,  las  relaciones 
de  cada  Estado  con  los  extranjeros  establecidos  en  su  te- 
rritorio.» 

403.  Los  cuatro  artículos  y  las  dos  resoluciones  de  que 
se  deja  hecha  mención,  fueron  aprobados  por  la  Conferen- 
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cia  en  pleno  el  21  de  Septiembre  de  1907.  No  se  procedió 
á  votación  especial  por  estimarla  innecesaria,  dada  la  una- 
nimidad de  pareceres;  pero  la  Delegación  de  la  República 
argentina  hizo  constar  su  abstención  en  cuanto  al  art.  4.^ 
que  concierne  al  material  de  ferrocarriles. 

404.  Los  resultados  á  que  llegó  la  Conferencia  sobre  la 
condición  de  las  personas  neutrales  en  el  territorio  de  los 
beligerantes  fueron,  como  se  ha  visto,  muy  cortos.  Las  cues- 
tiones importantes  quedaron  sin  decidir  y  fué  indispensa- 
ble suprimirlas  para  llegar  á  un  acuerdo  general.  No  tiene 
gran  trascendencia  y  valor,  desde  el  punto  de  vista  de  una 
codificación  completa ,  los  artículos  votados,  aunque  acla- 
ran ciertas  dificultades  y  cpnvierten  en  derecho  escrito  dis- 
posiciones consuetudinarias. 

El  artículo  sobre  los  caminos  de  hierro,  único  salvado 
del  capítulo  referente  á  la  propiedad  extranjera,  es  de  uti- 
lidad para  las  naciones  de  fronteras  terrestres  y  consagra 
ideas  justas,  manteniendo  la  posible  equivalencia  entre  las 
necesidades  de  la  guerra  y  el  interés  y  el  derecho  de  los 
neutrales.  Lo  mismo  su  aceptación  que  su  mantenimiento 
definitivo  representan  un  éxito  notorio  para  la  Delegación 
del  Luxemburgo.  No  huelga  observar,  teniendo  en  cuenta  su 
redacción  última  que  solamente  cabe  referirlo  al  material 
de  locomoción  ó  transporte  que  proceda  de  Estados  neu- 
trales ó  de  Compañías  ó  particulares  que  exploten  líneas 
radicadas  en  país  neutral.  No  tiene  más  alcance  que  facili- 
tar la  devolución,  la  compensación  y  la  indemnización  por 
el  uso  de  los  carros  y  locomotoras  de  un  país,  que  entran 
accidentalmente  en  otro  por  las  necesidades  del  tráfico 
común. 

De  todas  suertes,  este  breve  conjunto  de  preceptos,  in- 
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corporados  á  algunos  de  diversa  íadole  en  los  convenios 
finales,  darán  testimonio,  no  tanto  de  los  irreductibles  des- 
acuerdos con  que  tropezó  en  el  particular  la  Conferencia, 
como  de  la  necesidad  de  completarlos  y  desenvolverlos  me- 
diante un  nuevo  y  más  fructífero  estudio. 
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üon  un  estudio  preliminar  por  Adolfo  Posada,  8  pesetas. 


re  29942 


UNIVERSITY  OF  CALIFORNIA  UBRARY 


1 


